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cree inconstitucional, corresponde á ta Suprema Corle, y no al 
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dilatoria de falta de personería. 

* No constituye defecto en el modo de proponer la demanda 
el hecho de no haber citado la tey aplicable al caso, y de no haber- 
le traducido al idioma nacional algunos documentos acompañados 
a la demanda. 

& El demandado puede pedir sí le conviene, la traducción de 
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D. Antonio Cuevas, contra D* Escolástica V. de Idoate, por da- 
«os y perjuicios ¡ sobre prueba de testigos. 
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Sumario. — Solicitada en tiempo Ja prueba de testigos, no abita 
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el municipio de la ciudad de Mendoza, para el Ferro-Carril An- 
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avaluarse según el que tenia al decretarse la esprupiacion. 

2° En la indemnización por expropiación deben comprenderse 
los muros y sementeras contenidas en el terreno expropiado, la 
parte de terreno que queda inutilizada» los perjuicios por la aper- 
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tura del terreno y falta de regadío desde la ocupación, y las nuevas 
abras de regadío y desagües para la parte no cspropiada, las que 
pueden hacerse por el espropianle, 

$ No debe comprenderse cu la misma el fracci un amiento que 
sufre el terreno no espropiado, atento el mayor valor que adquiere 
por las obras á construirse. 

4 a Adjudicándose al espropiado mayor suma que la ofrecida y 
consignada, se le deben los intereses de la suma que esceda á la 
consignada desde Ja lecha de la ocupación, el reembolso de gastos 
de actuación y pericia 47 
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D, Mariano Unzué, contra el Gobierno de la Provincia de Entre- 
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ríos de su propiedad que haya cometido Ja municipalidad del punto, 

con ocasión de dicha lev. . . ro 
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Sumarió. — i° La indeterminación de la cosa en cuanta ála 
cantidad, siendo doria en cnanto á !a especie, no invalida loscon- 
tratoi, si aquella es dclermiuable y puede ser determinada. 

2* la autorización dada por el propietario para ocupar a título 
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Sumario. — La demanda por cobro de pesos, valor de mercan- 
cías embarcada*, Ó por entrega de los conocimientos de estas, en 
su defecto, no pertenece á la jurisdicción federal por raion de la 
malena ■ 143 
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Don Antonio Barbich, contra J. Goilia y O, por cumplimiento 
de un laudo é inhibición ; sobre competencia. 
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D» Felisa Andreu, contra D. Carlos Lescá ¡ sobre reconocimiento 
de un hijo natural. 



Sumario. — i a Cuando la investigación de la paternidad se 
hace durante la vida del padre, no es necesario, para demostrarla 
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* £1 embarazo contraído en la edad de treinta j tres años, la 
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D. Constantino Crand, contra D. Ld^ardo Mureno, en recurso 
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Sumaria. — La fianza de resultas tle un juicio ejecutivo, debe 
quedar subsistente hasta que este se concluya por su liquidación 
final , 152 
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cton para ensanche del Riachuelo. 
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duce. 

3° Cuando el valor de la indemnización es mayor que el ofre- 
cido por el Fisco, deben ser d cargo do este Jas costas del juicio. 103 
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CAUSA LXXVII 

El Fisco Nacional, centro D. Antonio Lorrlo; sobre espropiacion 
para el ensanche del Riachuelo. 

Sumario. — La opinión con forme de los peritos es fundamento 
bastante para establecer el importe de la indemnización por espro- 
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D, Leopoldo Mancini contra 1), Victorino MacieJ ; sobre inter- 
dicto de adquirir la posesión. 

Sumario, — La acción sumaria para adquirir la posesión, no 
corresponde á los que tengan un titulo de compra ú otro análogo, 
sino á los hijos j parientes mus próximos, que tienen derecho de 
heredar por testamento Ó ab hihstato, 6 al que presenta un testa- 
mento en debida forma que lo instituye por heredero 170 
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Casares de Gutiérrez ; sobre espropiacion, para ensanche del Ría- 
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Sumario. — Para la estimación del valor de los terrenos & 
espropiarse, á falla de ventas iguales o análogas, debe tenerse en 
cuenta la opinión de personas competentes, y la renta que aque- 
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Don JacoboMendilegui, contra I), León llamus, por cobro de 
pesos ; sobro embargo preventivo. 
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Sumario. — Por la ley ifo enjuiciamiento ante la Justicia Fede- 
ral, no procede el arraigo del juicio, ó el embargo preventivo, 
sin prueba rehaciente de la deuda, y esta no pueden consti luirla 
los líbros/le comercio del actor presentados al principio del juicio 
tin audiencia del demandado m 



CAUSA LXXX1 

Simón y Padres contra Tíscira y Piróla j sobre interdicto de 
recobrar la posesión de bienes embargados. 

Sumaria. — El embargo en juicio ejecutivo, debe trabarse en 
bienes de que se halle en posesión el deudor ejecutado ; reclamán- 
dose la posesión que un tercero alega tener de los bienes embar- 
gados, debe admitírsele la prueba de su alegación 183 



CAUSA LXXXI1 

Don Manuel Casal contra D. Domingo Garbino, por cobro de 
pesos. 

Sumario. — i 6 El tocio que ha tomado sobre si el activo y 
pasivo de la Sociedad, no puede oponer ai acreedor de esta, la 
compensación por deuda personal á favor de otro socio. 

2* Ua acciones para pedir el cumplimiento de cualquier obli- 
gación comercial que solo puede probarse por testigos, se prescri- 
ben por el tiempo de dos años. 

3" El mandato respecto de cosa que vale más de 200 pesos, no 
puede ser probado por la simple prueba de testigos. 

Las cantidades entregadas en cuenta corriente, no pueden 
ser cobradas por separado, una vez que se cobra y admite la co- 
branza de su saldo. 

5° No procede la condenación en costas de i* instancia, cuando 
por parte del actor lia tiabido jjIhj petttio, y por Ja del deman- 
dado, negación absoluta de todo lo que se lia demandado. 
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0° Tampoco procede l a condenac ion en cosías de 2" instan- 
cia, cuando ambas parles apelan, y se confirma la sentencia apelada. 180 

CAUSA LXXXUI 

D. Ramón Gálica, contra D. Mauricio Uavallier, sobre nombr- 
UJiento de arbitros. 

Sumario. — La remuneración de servicios con una parte de 
ganancias, somete á la jurisdicción arbitral las cuestiones que se 
susciten á ese respecto, entre el comerciante y su dependiente 497 

CAUSA LXXXIV 

Don Franciíco Olivera contra Don Pedro San tiermes i sobre 
interdicto de recobrar la posesión. 

Sumario, — El despojado debe ser reintegrado en la posesión, 
6 indemnizado de los perjuicios y costas «leí juicio ; debiendo 
liquidarse los pi-rjuicios un juicio separado, cuando no existen 
bases para hacerlo en el juicio principal. 205 

CAUSA LXXXV 

Don Ricardo Vergara, contra ltemigio Acevedo y O; sobre con- 
signación. 

Sumario.— Las palabras oro metálica agregadas á una obligación 
de pagar cantidad de pesos moneda nacional, importan que ella 
debe ser satis Techa en oro, 6 en su equivalente en billetes de cur- 
so legal , . 213 

CAUSA LXXXVI 

D. Eugenio Pérez del Cerro, con Ira ti. (labriel y D» Margarita 
Vigneau ; sobre cobro ejecutivo de pesos estipulados a oro. 
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Sumario—Las palabras en oro efectivo y sonante agregadas á 
la obligación de pagar cantidad de pesos de moneda nacional, im- 
portan que ella debe ser satisfecha en oro, ó en su equivalente en 
billetes de curso legal m 



CAUSA LXXXV11 

Saturnino línzué é hijos, contra D. Carlos Caslagno ; sobre obli- 
gación de pagar pesos fuertes oro sellado. 

Sumario. — La obligación de pagar cantidad de } ,e m fuertes 
oroseltaao, tiene que ser salislecha en moneda nacional de oro 
equivalente, ó en billetes de curso legal por igual valor , . 2 a0 

CAUSA LXXXVIII 

Don Antonio M. Silva, contra ü. Vicente Craviolti ; «obre ínter- 
dicto de retener la posesión. 

8nmario.-t° La posesión .le un inmueble tenida por medio de 
tercero, dá derecho para entablar contra el turbador de ella, el in- 
terdicto de retener. 

*> Si por el abandono del tercero, el turbador se lia apoderado 
del inmueble durante el juicio, debe este ser obligado á devolver 
la posesión, y condenado á no inquietar en ella al poseedor 241 

CAUSA LXXXIX 

W. Paats y O contra Moore y Tudor, sobre falsificación de mar 
ca de fábrica. 

Sumario.-Lzs palabras eUrañas al idioma del país en que se 
fabrica, y al del pala en que so espende un articulo, como son las 
de «Real Hollando usadas en una marca de fábrica de ginebra 
hecha en Holanda, uo pueden considerarse como de uso general, 
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f perteneciendo á una marca ya registrada y reconocida como vá- 
lida ; y deben ser suprimidas de la que se ha registrado con pos- 
terioridad 258 

CAUSA XC 

D. Joaquín Rodríguez contra la Provincia d ¡ Entre dios ; sobre 
interdicto de retener la posesión. 

Sumario.— En los terrenos fiscales, regida por tas leyes locales 
de tierras pública?, los actos del Gobierno ejecutados con arreglo 
á lo dispuesto por dichas leyes, no pueden dar lugar á interdictos 
posesorios 266 

CAUSA XCl 

D. Eduardo Tlasavilliaso j demás herederos de D, José Ramón 
líasavilbaso contra )a Provincia de Buenos Aires, por daños j per- 
juicios ; sobre escepciou de personería y defecto en la demanda. 

Sumario. - i* La falta de comprobantes de la calidad de here* 
dereros que invocan los actores, no constituye una escepciou di- 
latoria de falta de personería, sinó perentoria de falta de acción. 

t No importa un defecto legal cu el mudo de proponer U de* 
manda, el hecho de haber dejado de acompañar los documentos 
con que debe ser instruida ,,„....,,..-.... • 268 

CAUSA XCH 

D. Javier Colombres contra I). Manuel Carrasco ; sobre servidum- 
bre y pago de daños y perjuicios. 

Sumario.— 1° Reconociéndose por el demandado el derecho de 
servidumbre en que se funda la acción de la demanda, debe esta 
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•arid-itíd.y.rt.ninie se remuevan |„„ olulícüb, qoe impíT" 
«toa ti libre «jercici» de la servidumbre. P 

«• No precede 1. «¡don por daños , perjuicio», cuando no ana- 
roe, haber* esto, caneado por hecho del demandado . . 271 
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^¡«¡nal contra Alejandro Diar, sobre violación de eorespon- 

Sumario. -l,os recursos interpuestos por el Procurador Fiscal 
pueden ser desistidos por el Sr. Procurador General ' S76 
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Don Guillermo II. Honres y.olros representantes de empresas de 
Tramw.,., sobre i„cons«i.»cionalid»d de únale, de impuesto,. 

sumar*,. -uno de lo, caradores esenciales del Poder Judi- 
cial, cénsate eu pronunciarse en casos particulares, , no sobro 
P»neip.os a»,,^, ni por fla ^ mjm _ _ 
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Plato "cS? ? ÍHB* I,,é8l " mM J ABm " *" Ki » * h 
lencíi ' C ° br ° * p,80S ; sobn 

Sumario.-Bl conocimiento del juicio ejecutivo de un .reen- 
mo«. a tr,„„o S , rai ,j el . Oi(:OTres|)01ld()aljij(!j , s . 

«.curse el juicio. .1 oslr.nj.ro lia hecho consignación ante este de 

I. suma cobrad,,, l.cuo«¡on M ttáaeei abct s¡ 

«uü, es exactamente la que se debe * m 



DE JUSTICIA NACIONAL 



697 



CAUSA XCVI 

£1 Capitán ile la barca • María T.», contra ioi señores Rivoltaj 
Carboni y O ; por cobro ile sobrc-estadlas. 

Sumario.— i" Kl ano por el cual se prescribe la acción para 
el cobro de fletes estadías y sobre-estadías, se cuenta desde el día 
de ta entrega de la carga por el capitán cu el puerto de su des- 
tino. 

f No es admisible la escepcion de prescripción contra dicha 
acción, si el demandado jura no baber liechu el pago de lo (fue por 
ella se le cobra. 

3° Los intereses de la suma demandada se deben desde el dia 
de la notificación de la demanda, j pueden mandarse pagar por 
awlo adicional A la sentencia m 
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ü. Agustín Borus contra la Municipalidad de Jujuy ; sobre cum- 
plimiento de contrato. 

Sumario. —No puede una municipalidad obligarse como per- 
sona jurídica» por un contrato que no lia celebrado por medio de 
sus representantes legales. 303 
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ü. Pedro Siegel, contra don Ernesto Martini- sobre cobro de 
estadías. 

Sumario. — i- Aunque el capitán avise en la Aduana que tía 
dado entrada y está pronto para la desear^, no se producen es- 
tadías si en el contrato se ha designado un lugar para ello, mien- 
tras el buque no llegue a dicho lugar* 

2* El recibo de todo el Hete otorgado por el Capitán sin reserva 
respecto de las estadías, prueba que oslas no se Itan causado ó 
que fueron incluidas en el pago 3H 



m 
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CAUSA XCIX 

Don Ramón Da su al do, contra Don Sigífredro Passo, por cobro 
do pesos; sobre incompetencia. 

Sumario. — Los pagares en que no se designa el lugar del pago, 
son pagaderos en el lugar en que han sido firmados 318 

CAUSA C 



D. Gerónimo Narros contra Melara y Marti, por cobro de sobre- 
estadías; sobre arraigo del juicio 

Sumarió. — La escepcíon|de arraigo del juicio no procede cuan- 
do este se ¡inicia por un cesionario argentino y domiciliado en el 
país. *•»••■». 32 1 



CAUSA CL 

£1 doctor Don Francisco Ortiz, en recurso de becbo en los au- 
tos ejecutivos con Don Maccdonio Diaz. 

Sumario. — Las escepeiones de recusación ¿incompetencia son 
de previa resolución; y el auto <¡uc prescinda de tomarlas en con- 
sideración, trae gravamen irreparable 325 



CAUSA CH 

La empresa del ierro-carril de liuenos Aires y Itosario, contra 
D. Casimiro Fcrrer, por espropiacion; sobre defectos en los tí- 
tulos. 

Sumario. ^\ Kl comprador no puede negarse al pago del precio 
y a la escrituración de la compra, siendo valida la venia, sino en 
el caso de existir motivos fundados de reivindicación por parle de 
tercero. 
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2 o La v«ula es válida, cuando el vendedor lia sido reconocido 
por el comprador como propietario, sin haberse alegado hechos 
posteriores que demuestren su error, y se halla en posesión de la 
cosa por Ululo de compra hecha en escritura pública. 

3" En tal caso el vendedor debe tenerse como verdadero dueño 
á Ululo de prescripción cuando menos, sin que sea necesnrio esta- 
blecer la prescripción estraordinaria, 

4° Esta no tiene que probarse cuando se o lega solamente que 
puede ser dudosa, sin articularse de contrarío hechos categóricos 
que justifiquen su deficiencia , 326 



CAUSA CHI 

D, Tomás Drysdale y O, contra D. Km ¡lio Carranza, por cobro 
de pesos; sobre fijación del término para el pago. 

Sumario. — La demanda para fijar termino á una obligación de 
pago, debe ser resuelta con citación y audiencia del demandado.. 330 



CAUSA CIV 

Otejero hermanos y otros, contra Tiseyra y Piróla, sobre meons- 
tilucioualidad de un impuesto. 

Sumario. — l-> Las cuestiones sobre inconstitucionalidad de 
impuestos, corresponde á la Justicia Federal. 

í° El impuesto sancionado por la Municipal ¡dad de Salta, de un 
real y medio por arroba sobre los azúcares que se expenden de pri- 
mera mano, es inconstitucional 333 



CAUSA CV 

D. Emilio Rnnge, contra [>. Cedro Murray, sobre libertad de 
dominio. 
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Sumario. — El convento da dos vecinos con el ferro-carril para 
ocnstruir y mantener á sus espensas un ramal que atraviesa sus 
propiedades, no importa una constitución de servidumbre del pré- 
dio por el cual empieza el ramal, áfutor del predio en el quecou- 
'^ u í? , .................. t 34- 

CAUSA CVJ 

El Doclor [». Marcelino tíesquila, conlra la Municipalidad de 
Rueños Aires, sobre cobro de dáiloa y perjuicios; por falla de cum- 
plimiento de un ojiLialu. 

Sumario* — 1 El deudor tic la obligación de hacer, solo está 
obligado á ejecutar el hecho del modo en que fué la ¡«tención de 
Jas parles que lo ejecutan; y no es responsable de los daños y per- 
juicicios que se deriven de no haberse verificado el hecho, si prac- 
ticó Jas diligencias convenidas para verificarlo y no fué por su cul- 
pa que no se verificó. 

2° El acreedor de la obligación por su parle, no tiene derecho á 
exigir la indemnización de perjuicios por tal causa, cuando ademán 
no ha cumplido fas obligaciones que pesaban sobre él, y ha recono- 
cido que la inejecución del liccbo no imponía responsabilidades al 
deudor. 348 

CAUSA CVH 

D, Emilio Nevar contra I). Domingo Sapene, sobre falsificación 
de marca de fábrica. 

Sumario. — No siendo probados tos hechos que fundan la ac- 
ción, el demandado debe ser absuetlo 3G3 

CAUSA CVÍII 

D. Emilio Meyer, conlra D. Santiago Kollaro sobre falsificación 
de marca de fábrica. 
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bumariú. — 1« ti que ha adquirido la propiedad de una marca 
de fábrica, licite el dcrer.hu de impedir ijue otro !a use, aunque el 
uso haya sitio anterior á la adquisición de la propiedad . 

2" la sola posibilidad de que un produelo pueda ser confundido 
con otro, hasta para hacer efectivas lis disposiciones legales sobre 
falsilicacioncs de marcas do (Mírica 



CAUSA CÍX 

Contienda de competencia entre el Juez Federal de la Capital y 
el de la Sección de Buenos Aires, para conocer en los autos sobre 
aalvalagode la barca ■■ Nalalc (jallino ». 
Sumario. — la jurisdicción para conocer y resolver por quien 
hecho el satvalago de un hn.jii- en ¡fita umr, corresponde al 

objetos salvado* ... . 374 



CAUSA CX 

Criminal, por violación de correspondencia; sobre escusacion 
del Juez Federal. 

Sumria. — la circunstancia de tener conocimiento de los he- 
chos del proceso, y de podor llegar a verse complicado en él un 
pariente del Juez no es causa bastante, para (me este se escuse 
dtí conocer • 382 



I). Julio Vonwiller contra Melara y Marti, por cobro de sobre 
estadías; sobre arraigo del juicio. 

Sumario. — La excepción dilatoria de arraigo del juicio, no 
procede contra el cesionario d.-l crédito de sobre- cstadiiSj domi- 
ciliado en el país, aunque el deudor nu baya consentido en Ja ce- 
5¡on * • u«r> 



702 FALLOS ÜE LA SUPItgMA COllTB 



CAUSA CXH 

D. Pascual C. Lobo, pidiendo mensura de un campo; sobre com- 
petencia. 

Sumario. — La justicia federal uo es com pélenle para entender 
en una petición de mensura 339 



CAUSA CXÍIf 

D. Ramón Atara de Toledo ó hijos, contra I). Wesceslao Yor 
ky, sobre disolución de sociedad, 

Sumario, — i" La Sociedad que lienc por objeto la siembra y 
esplolacion de viñas, cana de azúcar y demás producios agrícolas, 
es de naturaleza civii, 

2 o La circunstancia de mencionarse el eslahlcn mié rilo de un 
ingenio como complemenlü de la osplotacion agrícola, no la cam- 
bia en comercial, ni hace necesaria para su subsistencia, la ins- 
cripción del contrato en el Registro de Comercio 391 



CAUSA CXIV 

D. Manuel Udaondo contra ií. Noli man n y C\ sobre embargo 
preventivo; por multa por infracción a la ley üe sellos. 

Sumario. — La rúenla de mercancías vendidas al contado con 
el conforme del comprador, contiene una ribligaciun de pagar al 
contado y debe eslenderse en el pa¡tel sellado correspondiente. ... 39" 

CAUSA CXV 

D. Benjamín Palacios, sobre interdicto de habrás for¡m$ á favor 
del Dr. D. José M. Corvalan. 
Sumario. — i * La Justicia Federal no es competente para cono- 
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cer en el interdicto de ¡tabeas tarpus, sino en lo* casos que la po- 
licía que apresa ó el apresado, tengan carácter nac tunal. 

2* No puede considerarse c o diputado electo al Congreso Na- 
cional, sinú al (fue présenla los certificados que and* del escruti- 
nio general espiden las musas receptoras de votos, ú el diploma 
que otorga la junta electoral , , 400 



CAUSA CXYi 

Doüa Dolores Ll de Miró, runtr;i Don Sylla Slonsepur, por cum- 
plimiento de un boleto de venia; sobre exhibición do títulos. 

Sumario, — Vm tablada demanda para que se fije término al cum- 
plimiento de un boleto de venta, nu puede el demandado exigir 
une el actor exhiba previamente los líiulus, ni que se entienda con 
otra persona, que, según él, es el verdadero comprador 404 



CAUSA CX VII 

Doña PétrOM Moreno de Gómez contra Doña Andrea Gómez de 
Filomeno, por nulidad do actos jurídicos ; sobre competencia. 

Sumario. — La mujer casada, mientras permanezca íntegro el 
matrimonio, no tiene otro domicilio ni otra nacionalidad que lu 
de su marido 406 

CAUSA CXVItl 

La sociedad de construcciones mecánicas de San Quintín, con- 
tra Silva hermanos, por cobro de pesos; sobro defecto legal en el 
modo de proponer la demanda. 

Sumario. — La talla de documentos justificativos de la deman- 
da, no constituye defecto legal en el modo de proponerla 411 
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i 

CAUSA CXIX 

Don l\ Savaresse contra <,arnel y Compañía, por cubro de pésol-" 1 "" 
sobre pago tic costas. 

Sumario, - i» Él pago de cosías de i' Instancia, no debe im- 
ponerse al vencido que lia litigado sin temeridad. 

2* Tampoco puede imponerse el de tas de 2' fnslancia al apelante 
por haberse confirmado la sentencia de h Instancia, si esta ha sido 
apelada también por la olra parte 4U 

CAUSA CXX 

Barclay, Campbell, y C* contra IJembcrg, lieimemlahi y O, por 
blsitieacion de marra de fu U rica ; sobre nulidad, 

Sumtirio.^i" Cuando varios industriales han hecho uso de una 
misma marca, el derecho de us;r de ella eselus iva mente perte- 
nece al que la lia empleado primero. 

2° Este puede impedir el usu de la marca á los demás, aunque 
no sea exactamente igual, con lal que pueda producir confusión. 

3° La apreciación de esta posibilidad corresponde al criterio 
del Juez. 

4* No procede el recurso de nulidad contra la sentencia que, 
despt.es de observados los trámites, ha sido dictada de confor- 
midad á la demanda m 

CAUSA CXXI 

Don Luís Monsegur contra Don Camilo Lafout, por cobro de 
pesos. 

Sumario,— Reconocido un cnMito, debe mandarse pagar sin 
que obste la alegación de ser el acreedor responsable por razón 
de perjuicios de una suma que no es líquida, ui se lia pedido 
por vía de reconvencio.1 . m 



II E JUSTICIA NACIONAL 705 



CAUSA CXXII 

Don Juan \V. Willinms cutí Ira Don Constantino Graml, por 
reinvindicaciun tic un Ierren"; soltri» pxccpcinu tic cosa juzgada. 

Sumario. — Kl demandado por reivindicación del inmueble, 
pueda oponer al reivindicante La excepción «le lu ju/gadu res» 
pecio del mismo inmueble enlrc sus causantes inmediatos. . Wl 



CAUSA CXXIII 

El Kisco Nacional, contra Uon Angeliuo Arenas, ñor expro- 
piación; sobre diligencias paliatorias. 

Stimario, — Las diligencias probatorias atlmilidas en el con- 
cepto de deberse presentar las piezas relativas, quedan sin 
efecto si estas se presentasen después de vencido el termino 
probatorio ....«.*« • ».....,. 435 



CAUSA CXXIV 

Stuart Williams y Compañía contra el Capitán 0. Carlseu, 
del buque noruego tCuba », por cobro de pesos; sobre infracción 
de la ley de sellos. 

Sumario. —Las obligaciones sin plazo, contraidas en el año de 
Í886, deben cslenderse en sellos tjue representen el medio por 
eienlo de su valor, ....... • . « » . * A'dl 



CAL'SA CXXV 



Don Francisco Navarro, contra 1*. Pedro Landin, por cumpli- 
miento de un contrato ; sobre rebeldía. 
Snmariu, — Kl término de veinte y cuatro horas acordado por 
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«1 artículo 12 de la ley do enjuiciamiento es fatal y perentorio al 
efecto de la rebeldía acusada 439 

CAUSA CXXVÍ 

Don Pastor Ovallc, contra la Provincia de Mendoza; sobre 
aprovechamiento de agua del rio Tunuyan y competencia. 

Sumaria. — i a U Suprema Corle rs competente para enlender 
en la causa de un eslranjero contra una provincia, en la que, 
según el ador, las resoluciones del í'oder Ejecutivo afectan dere- 
chos reales constituidos á su favor. 

2 a Las aguas que corren* por los cauces naturales de los rios. 
son bienes del dominio público r|ue 110 pueden enageuarse en 
lodo ó en parle; y su uso fie hall» subordinado á las regios que 
dicte la administración ó h Pulida local. 

3" Estas reglas son variables y pueden ser revocadas, ú modi- 
ficadas, según sean las necesidades públicas u juicio de la adminis- 
tración ; resultando así, que el goce concedido por ellas es 
precario, y no puedo constituir derechos reales á favor de los 
particulares. »••■■>.•-..-.■*......,,.,., ¡¡ 443 

CAUSA CXXVII 

El fisco, con ira Challe y C n , por defraudación de rentas y adul- 
teración de documentos públicos; sobre honorarias de peritos. 

Sumario. — 1" El auto subre pagu de honorarios, cuva deuda 
se contradice, es apelable. 

2 U Los honorarios de peritos nombradus de oficio, deben ser 
pagados por el Fisco, una ve/ verilicada la pericia, salvu lo que 
se resuelva por definitiva 449 

CAl'SA CXXVJíI 

Don llamón Casas con Ira Don Manuel liasso y Don Erevan Pa- 
rodi ; sobre interdicto posesorio. 
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Sumario.— 1° En las acciones posesorias es necesario tener la 
posesión material, y probar que so lenta en el momento del 
hecho que dá lugar á la demanda. 

2" No es prueba de haberla tenido, la escritura de compra- 
venta, por la f|ue el vendedor tolla al comprador para tomar 
la posesión, si no resulla que de hecho la lomó» 

3* No probándose por el demandante el hecho de la posesión, 
el demandado por interdicto posesorio, debe ser absuello. 

i n En bs recursos de apelación en relación, no procedo la 
adhesión á la apelación en segunda instancia.. 



CAUSA cxxix 

1 Ion Cari us tic erke, ron Ira Dun Juan Jlruingoit, por cobro de 
pesos : sobre infracción de In l< :y dt; sellos. 

Sumario. — I' ti hts obligaciones de papo al con lado, debe 
usarse el seMo correspondiente ¡í las en que no se designe plano. . 457 

CAUSA CXXX 

Don Ramón Alvarez de Toledo é hijos, conlra don Wenceslao 
Yorlti, por cumplimiento de una cláusula de contrato de sociedad; 
sobre competencia. 

Sumario, — Declarado valido el contrato de sociedad en et 
cual se estipula que lodo desacuerdo enlrt; súrios debe ser re- 
suelto por arbitros, la pretensión de asumir la administración, 
invocada por uno y contradicha por olro de los socios, tiene que 
ser resuelta por el tribunal arbitral 400 

* 

CAUSA CXXX1 

Don lose l\ l'orlcla, conlra Doña Del (i na Gallardo de Calarla, 
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Paginas 

por cumplimiento de contrato ; sobre Talla de personería y nu- 
lidad de to actuado. 

Snmario. — I o Kl poder conferí ilo para ilemaiular la nulidad 
de un contrato, es bastante para contestar la uVmamta dedu- 
cida sobre su cumplimiento, oponiendo la escopeten de nulidad 
de dicho conlralo. 

■5" El poder conferido en seguida para contestar esa demanda, 
importa una ratificación de lo obrado 403 



Don Angel Peludo, contra don Federico Lacroze; sobre servi- 
dumbre. 

Sumario. — 1* Kl inleniidü de retener h posesión de una 
servidumbre de transito, no es otra cosa i|ue la acción eonfesoria 
* 2" Para que esta sea admitid,!, basta i|ue el actor pruebe su 
derecho de po*esian sobre el inmueble dominante, y la constitu- 
ción de la servidumbre activa que se trata de impedir por el 
demandado |G() 



CAUSA CXXXIII 

Don Marcos Guirlanda contra Üou Ignacio (Jomas ; sobre obli- 
gación á oro. 

Sumario. — La obligación contraída en moneda nacional oro 
con etdmion de tvda otra, papel moneda creado ó por crear, de 
curso Itgal ó forzoso, debe ser satisfecha en oro, ó su equivalente 
en moneda de curso legal m 

CAUSA CWX1V 

Criminal, conlr;i Uun Estanislao Acosta y otros, por defrauda- 
ción de rentas nacionales y falsedad; sobro escarolado». 
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PAglhaa 

Sumario. — tío procede la cscarrelanon provisoria, en los de- 
litos cuya pena es ile dos ¡i cualro años de trabajos forzados, y 
cien a mil iiusos <lo mulla. . * . . ............. 472 



CAUSA CXXXV 

El presbítero Don Manuel Marco, timlra Ümi Domingo Hornija I, 
por cumplimiento de un conirat» do compra -venta; sobre decla- 
ración testimonial. 

Sumario. — El hijo de uno ile las parles, puede ser presen- 
lado por la ulra como testigo, para retonocer la lirma de un do- 
cumenlo otorgado por ¿1 410 



CAl'SA CXXXVI 

Clark y C% con Ira Hmne y Hermano, por nulidad de un laudo; 
sobre competencia. 

Sumario. — La Corte no puede canecer cu reclamos que no 
Tienen á ella jior apelación, ni por contienda de competencia, ni 
como caso de superintendencia 419 



CAUSA CXXXVI1 

El Banco Ingles dd 1Uo de la l'lala, contra Don Federico 
Müller ; sobre obligación á oro. 

Sumario. — Ea obligación contraída á oro sellado del valor 
actual precisamente (IU de Diciembre de 18H4), ron csdusioti 
de billetes de atrio ¡turnada forzoso, ñ ulra dase de moneda que 
pueda ser etiabkrida por Icyis ú disposiciones á tte efecto, debo 
ser satisfecha en moneda de oro ó su equivalente 483 
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causa cxxxvni 

Don Joaquín Lavalle contra la Provincia du Corrientes, por 
cobro ejecutivo de pesos. 

Sumario. — Debe llevarse adelante la ejecución contra Ea que 
no se opone escepcion , m 



CAUSA CXXXIX 

Don Mariano Machado contra Don Juan K. Rivcro, por indemni- 
zación de perjuicios ; sobre defecto legal en la demanda. 

Sumario. — Es defectuosa la demanda por resarcimiento de 
daños procedentes de falla de cumplimiento de contrato en la que 
no se determina la suma que se redama ni se indican las bases 
pira liquidarla 487 



CAUSA CXL 

Ebbeke y Diekclmann contra la Provincia de Corrientes : por 
cobro ejecutivo de pesos. 

Sumario. — Debe ser llevada adelanto la ejecución contra la 
cual no se ha opuesto escepciou alguna m 



CAUSA CXLI 

Don Alejandro Sanjurjo contra Don Santos Martínez, Don Ge- 
naro Codoy y otros, por infracción de Ea ley de elecciones; sobro 
rebeldía. 

Sumario. — Admitida la acusación por infracción de la ley 
de elecciones, la no comparecencia del acusador al juicio verbal 
decretado para oir Us defensas de los acusados, produce el efecto 
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(le darse por contestadas las escepcionos, y puede abrirse la 
causa a prueba 49 1 



CAUSA CXLU 

Don Félix llosa Arias contri Don Juan (Jiménez Otiles y Don 
Medardo Zaparía, por infracción rio la lev de elecciones. 

Sumario. — I" La negativa á inscribir en los registros electo- 
rales, Jebe ser reclamada ¡míe la Junta Calificadora para ante fe] 
Juzgado Federal. 

2* La acusación fundada en dicha negativa, sí bien no es pro- 
cedente, no dá mérito bastante para condonar en costas al 
acusador .,.......,.,,.1..,. , • « ■ 493 



CAUSA CXLlll 

■ 

Don Francisco llarbosa contra Don Salvador Tallalla, por danos 
y perjuicios; sobre recusación. 

Sumario. — No fes causa legal de recusación, la enemistad 6 
resentimiento del Juez contra el apoderado de la parte 497 



CAUSA CXL1V 

Don Maccdynio Benitos contra el Doctor Don Francisco J. Ürtiz, 
por cobro de pesos ; sobre incompetencia y recusación. 

Sumario. — l" El auto sobre reculación y competencia del 
Juez, trac gravamen irreparable, y es apelable, 

2» La recusación puede deducirse en cualquier estado de la 
causa. 

3° El Juez recusado no puede ejercer ningún acto de jurisdic- 
ción, mientras no se resuelva la recusación.. 500 
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CAL'SA GXLV 

Don Gerónimo NuiW* ronir:i la Empresa del ferrocarril de*'" "* 
Buenos Aires y Rosario, por honorarios; sobre rebeldía. 

Sumario, - La rebeldía por la no concurrencia del reclá- 
mame al juicio verbal sobre honorarios, no importa un desisti- 
miento del reclamo, y debe ser despachada con el término de 
«míe y cuatro hora,,.... , g$ 

CACSA CXLVI 

El Doctor Do» José Tineiro contra Don Gerónimo Nm.cz, sobre 
rendición de cuentas y cobro de pusos. 

S«Míirío.~l- E! sociu < fU c se pruebe haber sido el admi- 
nistrador de la sociedad, está obligado á rendir cuenta do Sl , 
administración. 

2» Confesado el recibo de una suma Ú G dinero pra entre- 
Sí?. lCrrer0 ' y "° Pr ° ba,la la enlrcíí:i ' ,,ehe atarse s» 

A * 500 



Don Pedro Lope, Don Paulino llafTu y Don Ventura Rrignar- 
delJo contra Don ütlo Siraubc y Don Benjamín Mantón, por re- 
moción de administrador de la sociedad « Teléfonos Unidos » • 
«obre incompetencia. ' 

Stmario.- En Jas cuestiones de socios entre si ó con la 
socu-dad, por hechos m connernen á la sociedad, el .miro J„ CÍ 
competente es el del lug« donde tiene asiento la sociedad 512 

CAUSA CXLVflJ 
Üon Eduardo Chauvet contra la Aduano .Nacional, sobre comiso. 



i>k JI síh ia yuüonai. 

Sumario. - |,rt Aduana iw.ujor* oi,-o .luem. ,1.. |,k Tnrr'- "" " 
crinas, <|ue ac,i, e l á , .,vo ,,1,,-e s,* «nlran.. n , r , 

CAUSA CXU\ 

Üon l'edro U* a ||« y IW lí. Smv.bi cnira Ih.n 1',-dro |„- 
cl.aus|,e, sobre felsiíkacioiL .le l, uurca Je fabrica ,k-l Ihller ,Sc 
rresi.il i . 

Sumario. - l« La i„,¡ Ll r¡oii <. ft s„ s ras»«, |,rmc¡] ia les .1,- una 
marra -le fabrica, ,,,,« | Wga posible | it , lt)lflJsiun e|)[|V Juc _ 
tos, importa *| delito ,1,' frtfiMfefl tle apella. 

2" U |.n'MT¡|»rim> .lo un ano ,| Uf . ,, uw j,. „ jimi ers tí a h« pri- 
meras faliíficacioiies, no ambara las sucesivas acucias denle» 
del añade haberse omneiid« É m 

i:\rsA gí, 

P^ajpaPÍtó llam< ,! e Seftorans contra Ifci, Tomás .Mili. ua. sobre 
interdicto posesorio. 

Stjfirw.- Arredilada Ja ,....<,.<hm a , IM; ,| ,|,.| demálídailtfl v 
1:1 |-r|, ( rl..,l,j demandad,. ,u„n>d,. ,.] mI ,,,i l( - h , 
se * or,u — — 5¿8 



SA CIA 

!>on Riíardo Valdés* entra lí. Üjúptm A* íretéár : sobre res- 
cisión de SL-iiUwja, 

Nm/i„no. _ | Kl iiromlinitvrilii por Li vía du apriíiuí,», no es tío 
orden público, y puede sor mtiMW&Q pm* Lis parles. 

3" El convelió por el cual s, ; m-, oo uv.liK v s.d.imenle 

se deloriuina el modo y forma úc cobrarle, no es una tiansac- 
íMn " '* 5üá 
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CAUSA CLII 

Don Afaliva Itoca, canlra el Editor de - K I Nacional », por inju- 
rias por la prensa ; sobre jurisdicción; recurso de hecho. 

Sumario. — No procede el recurso del articulo 14 de la ley de 
U de Setiembre de 1803, sobre jurisdicción de los Tribunales Fe- 
derales» contra una sentencia de los Tribunales de la Capital, por 
la que no se hace lugar á la escepcion de incompetencia deducida 
contra la demanda por injurias por la prensa, interpuesta ante el 
Juez Correccional , . . , , 540 

CAUSA CLIII 

D. Pedro Acuña, contraías autoridades del Departamento de Po~ 
man en Catamarca, por infracción de la ley de elecciones naciona- 
les; sobre admisibilidad de querella. 

Sumario, — I o La petición solicitando la verificación de varias 
diligencias con el objeto de enlabiar acción criminal contra los 
que resulten culpables, importa una querella, y no una mera de- 
nuncia. 

2° La querella ó acusación no pucile ser admitida si no se pre- 
cisa en ella el nombre de los acusados, los hechos materia de ta 
acusación, y se agrega el juramento de no proceder con malicia. , 553 

CAUSA CLIV 

Doña Cristina Baiz, contra D. Juan D. Canelas y D, Anlonio Oa- 
rais, por tercería da dominio; sobre diligencias probatorias. 

Sumario, — \* Es causal bastante para postergar el eiámon de 
los testigos presentados, 1» de tener logar en el dia designado tos 
funerales del padre del abogado de la parle. 

2" No es imputable á esta el heclio de haber pedido la poster- 
gación después de vencido el término probatorio, cuando la peti- 
ción le hace en el mismo dia designado por el juez para el examen. 556 
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CAUSA liLV 

D. Juan Pejrel, conlra D. Florencio Corrales, por cobro ejecu- 
tivo Jo pesos ; sobre remisión do aulos al juez del concurso del 
deudor. 

Sumario. — Formado un concurso, deben remitirse al juez 
de él todas las ejecuciones exisleules conlra el deudor, y los in- 
cidentes de ellas m 

CAUSA CLYi 

Los señores Cosey y Runciman, contra Don Pedro G. Posse,y la 
Provincia de Córdoba ; sobre mensura. 

Sumario. — i» Kl compromiso por el que las Provincias de Rue- 
ños Aires, Córdoba y Santa- %é estipularon que el Tallo del Tribu- 
nal arbitral sobre sus límites jurisdiccionales no iliteraria los dere- 
chos existentes de los particulares, legítimamente adquiridos, 
importa desprenderse cada una de las parles contratantes de sus 
derechos de dominio sobre las tierras euagenadas por alguna de 
ellas, que el Tallo asignaba á oirá de tas mismas. 

2 o La venta de las tierras asi enajenadas liecha por la Provincia 
í signataria con posterioridad al fallo arbitral, se enenentra en el 
misino caso de la venia de cosa agena. 

3° Los particulares sucesores en la propiedad de dichas tierras, 
tienen que ser respetados en su posesión, y excluirse aquellas 
de la mensura que se baga por compras particulares á la Pro- 
vincia bajo cuya jurisdicción resultan eiicuiilrarse en virtud de 
dicho Tallo , 5G1 

CAUSA CLVU 

D. José Baian, cotra la compaíiia de Tierras de Santa Fé, por 
amparo de posesión; sobre jurisdicción. 

Sumario.— La Suprema Corle no tiem; Ja jurisdicción originaria 
pira conocer en (as cuestiones que se susciten entre particulares, 
respecto del alcance de sus sentencias dictadas en uso de dicha ju- 
risdicción, una vea que estas han tenido completa ejecución 5GC 
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CAUSA CLVI1I 

Criminal, contra Manuel Gomes, maqu i nisla, y Lucio Torres, fo- 
guista de la máquina tUioja», por choque con la máquina * Zonda» 
del ferro-carril Andino. 

Sumario. — La (alta evidente de intención criminal, y la cons- 
tancia de otras causas atenuantes de la contravención, autorizan la 
disminución de la pena que la ley impone por ella 560 

CAUSA CLIX 

Criminal, contra Augusto Oeslerreich, por homicidio á bordo del 
buque alemán i Semmy Sohn *, 

Sumario.— II homicidio perpetrado, escediendo evidentemente 
los limites de la defensa, es castigado con tres años de prisión. . . 57G 

CAUSA CLX 

D» Mercedes de Oro mi, cu tercería e&cluyenlc contra la ejecu- 
ción del Danco de la Provincia do Buenos Aires, con Don Luis 
Lohezic. 

Sumario, — La enunciación de haber sido comprada por el 
marido una linca con dinero de la mujer, debe resultar del mismo 
titulo de adquisición, («ira poderla liacer valer la mujer en favor 
del dominio que pretende sobre ella. m 

CAUSA CLXI 

Rossi y Ferrari, contra el Fisco Nacional y A. «adema y C; 
sobre tercería de dominio de unas harinas. 

Sumario, — i* El comerciante que no ejerce el negocio de bar- 
raca y tiene depósitos para las mercaderías de su propiedad, es el 
dueño de las que resultan allí depositadas romo de su pertenen- 
cia. 

2 o No es admisible el reclamo del tercero que alegó dominio 
sobre ellas, cuando no resulla haber sido depositadas por su 
cuenta, y haber tenido por un momento su posesión 4 . . . 5ft8 



Il£ JL'STICIA NACIONAL 



717 



CAUSA CLMl 

Criminal, contra Don Eduardo ürliz Herrera ; sobre distracción 
de dinero íiscal. 

Sumario, — 1 r " Kl déficit en las rúenlas del empleado obligado a 
darlas, no constituye por sí solo el delito pmisio pur el articulo 
80 de Ja ley Nacional Penal . 

2° Sin motivos bastantes para juzgar nue sea erecto de una apro- 
piación fraudulenta, y con circunstancia* une hacen verosímil sn 
inculpabilidad, el acusado debe ser abulto .le la acción penal, y 
declarársele únicamente responsable d« la .Mima , ¡Uü falta y sus 

mtereses tm 



Ü. Manuel Martinetlioa contra I). Enrique L Creen, agente de 
ía Mala Real Inglesa, por perjuicios; sobre facultad .lelos peritos, 
Snmario.-Los peritos nombrados para estimar h.s perjuicios 
procedentes de) eslravíu de mercaderías porteadas, ion Jos que 
deben resolver sobre la calidad é Identidad de dichas mercade- 

'* ■ Gil 



r ' a s - ■ ■ ■ » . 



CAUSA CXL 

Don Cayetano Legiiizamon, contra el Dr. Don Eugenio Puccro, 
por luíanla miento de inhibición; sobre competencia. 

N«iu«río.- La inhibición de bienes hereditarios pedida y obte- 
nida por quien alega ser heredero, es un incidente fiel juicio uni- 
versal de lamentaría, y el conocimiento de su legalidad ó ilega- 
lidad corresponde á la justicia local , ; . , 

* * un 
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CAUSA CXLI 

Don José M. Ónili contra Dona Patria Candioti de Wm^^ 
sobre cumplimiento di; un contrato. 

Sumario, —i- Dado un contrato de venta por el rual el com- 
prador se obliga a hacer mensurar m ca , y el vendedor á en- 

tragarla m.l;.d .leí qu0 resulte, por un lanío la legua, | compra . 
dor un puede, después ,| e cumplido el contrato en los términos 
mencionados, pretender une se le entregue por igual precio la mi- 
tad de lo que l*:.ya resollado de más por otra mensura hecha des- 
pues de veinte años de dicho cuulralu. 

2 ° prescripción no se interrumpe por actos que no son direc- 
tos contra el deudor tUk 

■■■* Ulo 



CAUSA CXLII 

Don FelipeZamorano,conlraJion Julio Salas; por infracción de 
ia ley de elecciones. 

Sumario. - El hecho de no haber el Juez do Paz concurrido á 
instalaren el atrio de la iglesia parroquia] la Junta Calificadora 
constituye una de las m¡is graves infracciones de Ja ley electoral' 
y debe ser castigado con el mátiimm de la pena establecida por el 
arlíCul069 ■ ....«34 



BAUSA CXLIJI 

Don Cecilio Culiellos, contra Don ireneo Lima; por infracción 
de Ja ley de elecciones. 

Sumario. - La falta de asistencia del Juez de Paz á la instala- 
ción de la Junta Cali/icirlora en el ¿trio de la iglesia parroquial 
constituye una iufracdoi, grave de Ja Lev KJecloral, sujeta al ma- 
uuiun de la pena establecida por el artículo 00 de la misma 
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CAUSA CXLLV 

D. Carlos Casado, contra la Munipalidari del llosario, por reivin- 
dicación ; sobre la aplicación de la ley de sellos, 

Sumario. ,— IVesentadu un poder general, y ordenada su devo- 
lución, el testimonio que se deja en autos debe estenderse en p*- 
pelaelladode actuación <¡44 

CAUSA CXLV 

D- Teodoro Scbróder, contra I», Pedro Gordillo ; sobre uso de 
aguas y daños y perjuicios. 

Sumario. — No es admisible la demanda por danos y perjuicios 
cuya ei.stcncia no se justifica m 

CAUSA CXLVI 

El Fisco .Nacional conlra Don Eugenio Codaui v oíros, sobrede 
fraudacion de rentas de Aduana. 

Sumario, - \» El manifiesto prese o lado á una aduana por el 
Comisario del buque y eslraido de sus archivos, consliluve prueba 
fehaciente para eslablocur que en el nwi.ifiesio peculado jiosl.-- 
normente á olra aduana, por el Ageule .leí mismu buque, se han 
declarado menos bultos de los que contenía la c«rga. 

2* Dicha declaración da lu G ar á la pena de comiso de fas mer- 
caderías manifestadas de menos. 

3° El agente del buqué, Irai.indose de paquetes á vapor» es per- 
sonalmente responsable, y, no existiendo las mercaderías debe 

pagar al fisco su valor ... 

* GíjI 

CAUSA CXLVJI 

Contienda de compelen™ entre el Juez de Paz de Yicdma ( Pato- 
genia) y el Jue* de i« Irisiíinria de la <; ajl j, a j, (iara ¿¡¿¿¿¿ d 
juicio testamentario de IL Alejo (jarcia 
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Sumario.— I o El lugar del fallecimiento del cúsanle y del 
asiento principa) de sus negocios, determinan la competencia 
del Juez de dicho lugar para entender en el juicio testamentario. 

ü° No pne<rearfair« en contra con la residencia de la familia en 
otro lugar, cuando no se desconoce que Ja esposa ha vivido sepa- 
rada del cónyuge fallecido , m 



CAUSA CVLVIJI 

El Doctor Don Adolfo Cano, cnnlra Don Segundo Molas y otros ; 
sobre cobro de pesos. 

Sumario. — i" Adolecen de insanable nulidad los contratos qne 
se celebren con c] objeto de conseguir un empleo público. 

t° Ki <jue ha dado dinero con dicho objeto, aunque no consiga 
el empleo, no tiene acción pan repetir lo entregado , . . (VJ2 



CAUSA CXUX 

El Fiaco nacional, contra el llanco de Londres y itio de la Plata, 
en los autos con Madernay C* ; sobre lian /a. 

Sumario. — Afianzada la obligación principal, se entienden 
afianzados también les intereses 077 
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Arción. — No la tiene para repetir lo entregado, el que lia dado 
dinero para conseguir un cmpleu público, aunque no Jo 
consiga. — Página HT-J. 

Acción confesoria. — Tara que sea admitida, basta que el actor 
pruebe su dereclio de posesión sobre el inmueble dominante, 
y la constitución de la servidumbre activa que se treta de 
impedir por el demandado. — Página 405, 

Arción oonfmna. — Y¿ase : Inter dicto. 

Acción reiv¡ndif<tt'>r¡j. — Nace del dominio, y no probándose este, 
no procede, — Página U8. 

Arciones posesorias. — [\t\ ellas, es necesario tener la posesión ma- 
terial y probar que se tunia en el momento del beclio que 
da lugar a Ja demanda. — Pagina -Í52. 

Acusado. — Sin motivos bastantes para juzgar que el déficit en las 
cuentas rendidas por un empleado sea efecto de una ajiro- 
piacion fraudulenta, y coa circunstancias que hacen verosímil 
su inculpabilidad, el acusado Jebe ser nbsuelto de la acción 
pcual, y declarársele únicamente responsable de la suma 
que falte y sus intereses. — P3gi.ua íi'.W. 
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Adhesión á la apelación. — No procede en segunda instancia, en los 
recursos en relación, — Página 4->J. 

Aduana. — No reconoce otro dueño de las mercaderías, que aquel a 
cuyo nombre se encuentran. — Pagina T>tG. 

Agente de buque. — Tratándose de paquetes á vapor, es personalmente 
responsable por Jas mercadería» manifestadas de menos, y no 
existiendo estas, delw pagar al fisco su valur. — Página 051. 

Alimentos. — Véase: Titligos, 

Arbitrn. — Véase : Socios. 

Arraigo dvl juicio. — Por la ley de erijuiriamienlo anlc la Justicia 
Pederá!, no procedo el arraigo del juicio ó el embargo pre- 
ventivo, sin prueba fehaciente de la deuda ; y esta no pueden 
constituirla lo» libras de comercio del actor, presentados al 
principio del jnkio sin audiencia del demandado. — Página 

m. 

Atraigo del juicio. — No procede esla esrepeion cuando el juicio se 
inicia par un cesionario argentino y domiciliado en el país.— 
Páginas 321 y :>sii 

Arriendo. — La autorización dada por el propietario para ocupar á 
(Jtulo de arriendo la p;irle de sus terrenos de colonia que 
desee el arrendatario, haMa para obligar al primero á escri- 
turar al segundo las concesiones que lia ocupado, por el 
tiempo y precio que convengan, o en su defecto, por el 
tiempo necesario á ta cosecha y por el precio de costumbre 
á designarse por pedios, ron las demás cláusulas usuales 
de los arriendos análogos. — Ingina 

Auto apelable. — Lo es el que manda devolver un escritu sobre las 
causas alegadas contra un perito, en juicio de espropiaciou. 
— Página 23. 

„4ufo apelable. — Lo es el referente al pago do honorarios cuya deuda 
se contradice. — * Página ll'J. 

Autoridad?* ptvriitiittttx. Véase: Justina Inleiat. 

Autorización. — Véase: ¿friendo, 
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Itietw del dominio pública . — Lo son» las aguas que corren por los 
canees naturales ile los rio?;; no pueden enajenarse en todo 
ó en parte» y su ligo se hulla subordinado á las reglas que 
dicte la ad mi u ¡si rae ton ó la poltcia loca). — Pagina 443. 

Hienes del dominio ¡ttit/tteo. — Las reglas eslableridas para su uso son 
vari alilt-s y pueden ser mmt dicadas según sean las necesi- 
dades públicas ajuicio de la administración; resultando así, 
que el goce concedido por ellas es precario, y no puede cons- 
tituir derechos reales en favor de los particulares. — Pagina 
443. 

Bienes dótales, — La enunciación de liaber sido comprada por el 
marido una tinca con dinero do la muger, debe resultar del 
mismo titulo de adquisición, para poderla bacer valer la 
muger en favor del dominio que pretende sobre ella. — Pá- 
gina 585. 

Boleto de renta. — Kntahlada demanda para que se fije término al 
cumplimiento de un boleto de venta, no puede el demandado 
exigir que el ador exhiba previamente los títulos ni que 
se entienda con otra perlina que según el es el verdadero 
comprador, — Página 404. 

c 

Caiuas atenuantes. — Véase : Intención criminal. 

Comito. — Da lugar á esta pena la manifestación de menos mercade- 
rías de las que contiene la carga. — Página Gúl. 
Comito. — Véase i Infracción, 

Compensación. — Y ¿ase: Socio, 

■ 

Comprador. — YA comprador en remate judicial de una cosa anun- 
ciada conm propia de tos ¡olorosados en el juicio» puede de- 
sistir de Ja compra si resulta que aquella pertenece pro-indi- 
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visok oirás personas también, aunque sehayadiclado el auto 
ajirobatorio del remate. — - P¡'i(-in;i 8J. 
Comprador. -So puede nep arse al pago del precio y á la escritura- 
ción de Ib compra, siendo válida la venta, »inó en el caso de 
existir mol. vos fundados de reivindicación por parle de ler~ 
cero.— Pagina 326. 

Compromiso. -Aquel por el cual las Provincias de Huenos Aires, Cór- 
doba y SanU-Fé estipularon que el fallo del Tribunal Arbi- 
tra! sobre sus límites jurisdiccionales no alternria jos dere- 
cbos existentes de lo;, particulares legítimamente adquiridos, 
importa desprejnlersr rada una de las garles runlralantes de 
sus derecbus tle dominio sobre las (ierras enagenadas por 
alguna tle ellas, que el fallo asignara ;i otra tle las mismas; 
y la venia de las lierrasasi ernigenadas, hedía por Ja Provin- 
cia asipualaria ron posterioridad al fallo arbitra!, se encuen- 
da en el mismo caso de la venia de cosa apena, — Pagina 501 . 

Concurso. -- L'im m formado, deber, remitirse ni Juez de ól todas las 
ejecuci tl „ t . s eiiÜenUa conlra el deudor, v los incidentes de 

Concursos. — Véase: Justicia Fedmtl. 

Condenación en costa*. -No procede en primera instancia, cuando 
por parte del actor lia habido pím petitio, y por la del de- 
"«andado negación absr.lut .i de todo lo que se'ha demandado 
— Página 181». 

Condenación en cosías. - No procede cu; segunda insLmcia, cuando 
¡"libas garles apelan, y >e cuiifirma Ja sentencia apelada. - 
Paginas ISO y. 1,1. 

Con/es ion. - Confesado el recibo de una suma de dinero para enlrr- 
garla á un lercero y no ¿.robada la entrega, debe ordenarse su 
abono. - Página S0fc 

Conforme. — Véase : Pápd SeWot». 

Conjueces. Acuerdo nombrándole* jiara IHK7, — Página x. 
Consignación,— liccuuoneudosi» por el demandado la iusulieieneia de 
elb, suu de su caip. bis rostas del juicio, — Pagina I JT. 



I>E JUSTICIA HACIOIÍAL 72r. 

Contrntús* — Véase : Indeterminación. 
Cosa juzgada. — Véase; Itenintiicatwn. 

Costas. — Kl |inj:o do his ilc primera instancia, mi debe impuucrse al 
vencido que ha litigado >¡n h-mendad. — Página 41*, 

Cotias. — Véase : Condenaran en f -iís/hj. — Consianarion. — Espro- 
piaciun. 

Costos det juicio. - líelte >er comb-nad,. en ellas t i demandante que 
no prueba ninguno de los herlms en que funda la demanda. 
Página 70. 

Crédito. — Pna wi reconocido, debe mandarse pagar, sin que obste ta 
alegación de ser el acreedor responsable por razón de perjui- 
oíos, de una Mima i(ue uo e> liquida, ni >e ha pedido por 
via de reconvención, - Upm m. 

Cuenta eurrienle. — Le* cantidades entregadas en truéala corriente no 
pueden sur cobradas por separado, una vez <¡ue se cobra y 
admite la cobranza de mi saldo. — i 



I» 

Daños y perjuicios. - Nu piMeele la animi por ellos mando no apa- 
rece haberse causado por hecho del demandado. — Pá- 
gina -27 ü. 

Daños y ¡iet jun ios. — No es admirable la demanda «le ellos cuando su 

ekisk.iria nu>e justilii a. - l^iiia (47. 
Daños y perjuicios. — Yi ; a*e : ttfdi>j'Uom ttc hacer. 

BeftCtQ en ta demonda. — Ni» lo constituye el lioelio de no haber ci- 
tado la lev aplicable al raso, y de no haberse traducido al idio- 
ma nacional algunos documentos acompañados á la demanda, 
[midiendo el demandado pedir, ¡«i le conviene, la traducción 
de los mismos, — fagina 34. 

Defecto en ¡a demanda. — So lo constituye el hecho de haber dejado 
de acompañarlos documentos con que dc.be ser instruida. — 
Páginas tC» y 411. 
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Defensor de Menores. — Debe intervenir en lodo juicio en que se trata 
de los intereses de los menores, y su falla de interven- 
ción causa la nulidad del juicio. — Página 64. 

Déficit. — El existente en la cuento di empleado obligado i darla, 
no constituye por si solo el delito previsto por el articulo 80 
de la Ley Nacional l' tín al. — Página 599. 

Delito, — Véase: Déficit. — Amado. 

Delitos por ta prensa. — Véase: Justicia Federal. 

Demanda defectuosa. — Lo es, la referente k resarcimiento de daños 
procedentes de Talla de cumplimiento do contrato, en la que 
no se determina la suma que se reclama, ni se indican las 
bases para liquidarla. — Página 487, 

Demandado. — Debe ser absuelto no siendo probados los hecbos que 
fundan Ja acción. — Página 3G3. 

Demandante. Véase: Costas det juicio. 

Dependiente. — Véase: Jurisdicción arbitral. 

Desistimiento. — Véase: Procurador General, 

Despojado. - Debe ser reintegrado en la posesión, é indemnizado 
de los perjuicios y costas del juicio; debiendo liquidarse los 
perjuicios en juicio separado, cuando na existen bases para 
hacerlo en el juicio principal. — Página 205. 

Detención preventiva. — La sufrida por sesenta y seis días no debe 
computarse como parte de la ,»ena impuesta, máxime si el de- 
lito cometido se halla acompañado de circunstancias agra- 
vantes. — Página 27. 

Diligencias probatmias. - Las admitidas en el concepto de deberse 
presentarlas piezas relativas, quedan sin efecto si estas se 
presentasen después de vencido el término probatorio. — 
Página 435. 

Diputado electo. - No puede considerarse lal sino el que présenla 
los certificados que antes del escrutinio general espiden las 
mesas receptoras de votos, ó el diploma que otorga la Junta 
Electoral. -Página400. 
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Ejeeitciún. — Debe llevarse adulante aquella ron Ira la cual no se 
opone esccpcion. — Páginas 48fi y 4#J. 

£/ído. — EJ propietario ile un terreno comprendido en el ejido de un 
pueblo declarado por ley provincial, carece de acdon contra 
el l'oder Ejecutivo que ha aprobado la mensura del ejido 
reconociendo la propiedad del aelnr, para hacer declarar la 
nulidad de la ley. - Página 58. 

Embargo. — Véase: Jumo Ejccutico. 

Embargo preventivo. ~- Véase: Arraigo del juicio. 

En oro efectivo y sonante. - Estas palabras, agregadas a ta obligación 
ile papar cantidad de pesos nionedi nacional, importan que 
ella debe ser satisfecha en vro ó e» su equivalente en billetes 
de curso legal. — Página 2.3. 

elación provUoria. — ¡íu procede en los delitos cuya pena es 
de dos á cuatro años de trabajos forzadus y de cíen á mil 
pesos de mulla. — Página 47 1. 

eiori. — La circunstancia de tener conocimiento de Jos bechos 
del pruceso y de poder llegar á verse complicado en él un 
pariente del Juez, no es causa bastante para que éste se 
escuse de conocer. — Página 

Etpropiacion. — £ | precio de espropiacioo de un terreno, debe ava- 
luarse según d que tenia al decretarse aquella. — Página 47. 

Etpropiacion. — En la indemnización deben comprenderse los muros 
y sementeras contenidas en el terreno espropiarfo, la parle 
de terreno que queda inutilizada, los perjuicios por la aper- 
tura del terreno j frita de regadío desde la ncupacion, y las 
nuevas obras de regadío y desagüe para la parle no espro- 
piada, las que pueden hacerse por el espropiaule. — Pá- 
gina 47. 

Espropiano,,. - Eí debe comprenderse en la indemnización, el 
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fraccionamienlo que sufre el terreno cspropiado, alentó el 
mayor valor que adquiere por las ubras á construirse, — 
l'agiua ¡7. 

Espropiacion. — Adjudicando al expropiada mayor maü que la 
ofrenda y .■«nonada, > c . | e deben 1^ intereses de la 
suma que esmla á la ce^gnada, desde la fecha de la 
ocupación, y el reembolso tic gaslus de actuación y pericia. 
- Ingina 17. 

Espropiacion. — Para estimar el valor del Irire no a expropiarse, debe 
tenerse en rúenla el preci»» de terrenos iguales, la opinión 
de peritos, y la renta que produce, rapiuliuda al sitie por 
cieulu anual. — Páginas 174, i lia, r,\. 

®f?fflamn> ~* Atando elvaíorde la ijidemniucjun es major del 
olrecido pnr el í l>eo t deben ser á cargo Je este las costas 
del juicio. - Pagina |r ( ;(. 

Esputación. — La opinión eofiforme de los peritos, es fundamento 
bastante para establecer el importe de la ¡adera imacion por 
espropiacion, — Ingina Hh. 

Estadías. — Las obligaciones inherentes a f.i carga por estadías 
pesan sobre el que h» celebrad" el contrato de llelauituito, 
6 el que ha recibido la carpa interviniendo en su despacho 
en nombre propio, y no cftiijo mandatario del cargador. — 
Página tí. 

Estadías, — Aunque «I Capitán avise en la Aduana que ha dado en- 
trada y está pronto para la descarga, m se producen estadías 
si en el con Ira lo se ha designado mi lugar para ello, mientras 
el buque no llegue a dicho lugar. - Pajina 3l|. 

Estadías. — YA reí ib., de ludí, tú tute i Argado por el Capilaui s '« 
reserva respecto de la> estadías, prueba que estas no se han 
causado.} que fueron incluidas euel pago, — Página 311. 

Estadios. — Véase : Vrescript ion . 
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Falsificación. — Véase : Jfumj <f,< Fabrica. 

Falla de ación i— So puede rumiar la esrcpriou dilatoria de falta «le 

personería.— Página 33, 
Falta de arción. Véase: 0fa t - fáfa ,/«. permierta. 
Falta ¿eperumeria. — N„ concluye una escepdou de esta ualuialeaa, 

la falla de comprobante* de la calidad de heredero* invocada' 

por les adores, sin,, perentoria de falta de acción. - 

Página 2GS, 

Fianza. -Afianzada la ubligarion principal, se entienden afumados 

también los intereses, — Página t;7T. 
futura. - Véase : Juico rjtrutico. 

Filiación natural. — Cuando la investigación do la paternidad se ínco 
durante la vida del padre, nu es necesario, para demostrarla, 
probar lo< hechos <jue cousiifoyéa ta poaesiuii de estado.— 
Tapiña tiX. 

Ftliachn natural— El embaraza contraído cu la edad de tremía y tres 

años la vida intachable llevada por la madre basta osa edad, 

el haber sido vetada ñu ira mente por el demandad, los 

consejos dados pur éste para ocultar el embarazo, el parecida 

íisíru del bijoíeon .1 presunta padre, la opinión pública alir- 

mada por quince látigos intachables y no contradichos, son 

hechos prensus y con. úrdanles que indocen a declarar la 

liliacion natural, habiéndose probado el nacimiento del lujo 

y el c*lady libre y sin impedimento de los padres,— Pagina 
1 Iti. 

Filiación natural. — Véase : Testigos, 

Fiscales atl W. — Acuerdo nornbriud.dis para ISST. - [v )f .¡„ a 

Fhíammto—W^e : Éslurfío*. 
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G 

Gravamen imparable. — Véase : Incompetencia. — Ilecmaeian. 

H 

¡tabeas Corpus, — La Justicia Federal no es compctenlc para conocer 
en el interdicto do Adtíní rttry'trs, sino en los rasos «n que la 
Policía uno apresa ó el apresado, lengón carácter nacional. — 
Página .100. 

Homicidio. — K1 perpetrado csceri'endn evidentemente los límites de la 
defensa, es castigado con Ires aítos de pri>ion. — Página 536. 

Honorarias. <— Los do peritos nombrados ile olido, di Wu ser pagados 
por el Fisco una vez verificada la pericia, salvo lo que se re* 
suelva por ilcliinliva. — Página 4i'J. 

Honorarios. — Véase : Ihlu Idia. 

i 

Igualdad entre tas (tarta*. — Debe ser observada en los juicios. — Pá- 
gina 23. 

Impuesto. — Kl sancionado por la Municipalidad de Salta, de un real j 
medio por arroba sobre tos azúcares ipie se expenden de pri- 
mera man«, es inconstitucional. —Pagina 

Impuesto inconstitucional,— Véase: Suprema Corte. 

Incompetencia, — Es (te prévia resnlm-ion ; y el auto míe prescinde de 
lomarla en cotisideracimi, lr.ie gravamen irreparable. — Pa- 
ginas 32 i y & iíí. 

IntoMtÜucionaUdad de impuestos, — Víase: Impuesto. — Justicia Fe- 
deral. 

hnhmm :ua<>¡ i«ir apropiación.- Víase: fapr 'fiama. 
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ÍHdetermimHon. - La de la cosa en cuanto á la eaoii.hd, siendo 
rterta en manto á la espacie, m> invalida los contratos, si 
aqueth es ilBÍeniiífi .blr j pu -rU- dili-rumiatto, — Pá> 

gMj.t ti'.'. 

Infame pericial.— X}n$ ve* vs|»e^tlt(g en una causa; ito es admisible 
i» ampliación Citerior, ¿i ineio^ que H Jmv de la causa Ja 
ordene fn virtud de sus facultados. — Pagina 71. 

lufruccmn. — La diferencia oii más entre la rnrga «jue consta en lus 
conocimientos y la manifestada en la guia de referencia, im- 
porta una infracción penada con el rouiisu del esceso y una 
inulta igual a su valor en contra del capitán del buque. — 
Pagina UM). 

Inhibición. - |.a de bienes hereditarios podida y obtenida por quien 
alega ser heredera, os un incidente del juicio universal de 
testamentaria, y elcunociniienlo de su legalidad ú ilegalidad 
corresponde a la justicia local — Página (¿14. 

/«íciirmn Criminal —La falta rvilruiedeelfa, y la constancia de otras 
cansas atenuantes de la; contravención, autorizan la dismi- 
nución de la pena que la ley impone por ella. — Página 509. 

Interdirto. — Kl de retener la pose^on de una smidumbre de tránsito 
no es otra cosa que la acción caftfesoriá; — Pagina -105. 

htcntirtj de retener. — Dá derecho para entablarlo cenira el turbador 
de la posesión, la knida por medio de tercero, — Pagina ál¡. 

tttttrdtcto de retener. — S¡p»r abandono del tercero que tenia la pose- 
sionporulro, el turbador Se ha apoderado del inmueble du- 
rante el juici ■>. debe éste ser obligado á devolverla posesión, 
v condenado á no inquietar en eíla al poseedor —Página 

Interdictó posesorio, - Procede, acre.liiada la posesión anual del deman- 
dante y la turbación por parle del demandado. - Página o¿8. 

Interdictos posesorios. - No pueden dar lug jr á ellos, los actos del Go- 
bierno ejecutados en los terrenos jarales regidos p ur las 
leyes lóales de tierras piMeas, con arreglo á lo dispuesto 
por dichas leyes. — Pipi na Sflft. 
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Internes. — Los ilu la suiin demandada deben desde «I ilin do b 
nulificación de h demanda, y pueden mandarse pagar por 
auto adicional A la semencia. — página 302. 

Internes. — Véase ¡ ^propfúcíp«. — Jnmjít, 

J 

Junes Suplentes, — Acuerdo nombrándolos para 188". — Página 5. 

rftf Sección. — Eío es com pélente paira conocer de los actos de la 
Jimia Kscruladora. — I*Aj¡iiia 0O« 

Jue-* jcTHMí/o. — No puede ejercer ningún orlo de jurisdicción, mien- 
tras no se resuelva la recusación. - Página 500. 

Juido rjecuttro, — La fianza de resultas en él, «leba quedar subsistióle 
hasta que se concluía por su liquidación JinaL — Página lite. 

JtiiVfü ejeculiro. — Ki embargo eu él, debe trabarse en bienes de que 
se halle en posesión el deudor ejecutado ¡ j reclamándose Ja 
potesion que un Ulcero alega tener de los bienes embarga- 
dos, debe admitirse la prueba de su alegación. —Página 183. 

Juíi ío p/ertfííco, — El conocimiento del seguido por un argentino 
contra un extranjero, correspondo al Juez local, si antes de 
iniciarse el juicio, el extranjero tía hecho consignación ante 
este, de la suma cobrada, y la cuestión se reduce á saber m 
la suma consignada, es exactamente la que se debe. — Pá- 
gina ¿85. 

Juido tetíamentariu. — El lugar del fallecimiento del causante j del 
asiento principal do mis negocios, determinan la competen- 
cia del Juez de dicho lugar para entender en el juicio lesla- 
menUrio. — Página 069; 

Juicio testamenta} >m — Nu puede argüirse en contra déla competencia 
del Juez del lugar ikd fallecimiento del causante, para cono- 
cer en él, cwu la residencia de la familia en otro lugar, cuando 
no se desconoce que la esposa lia vivido separada del conju- 
go fallecido. — 1'agina IVGO. 
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+unta eicrttitáora. — Véase : Jmz de Soria». 

JnrisdircUm arbitral. — La remuneración de servicios con una parle 
líe ganancias, somete á la jur^dicrion arliiir.il las cuestiones 
•[iic se susciten á ese respecto entre el comerciante y sude- 
pendicnlc. —I Vipfiia l'J™. 

Jurisdicción Federal — No pertenece á ella, por razón de la materia, 
la demanda por cubro )le pesos, valiir de inerrancias ein» 
harcadas ñ por entrega de los cuuodmietilos de estas. — Pá- 
gina f 4;l, 

Justina Federal. — No tiene jurisdicción para intervenir en los 
noinhnioncoliis di> las .mi^riil.i les prmiurhdes. — Página 17, 

Justicia Ft'tlmJ. — Nu cor responden á la íartstf iccion tle ella, los deli- 
tos cometidos eu la Capital, pur medio de la prensa, sino ¿ 
los Trihuuates niciótialoí ordinarios. — Pagina 

Jvttiúiú Federal. Va incompetente en los asuntos pertenecientes a 
roncuríos. — Página ('40; 

Justicia Feder.il — Corresponden al c»::noi mi^nln de ella, rl delito de 
herida inferida nm motiva rfi i «lien lar la falsificación de 
cleceiyues nacionales. — Página 158, 

Justicia Federal, — Correspondo á rila, la> cuestiones sobre incons- 
titutíonalidad de ¡ni] stus. — página 333, 

Justicio Federal — Ni* es competente p.ira entender un una petición 
de mensura. — Página MW, 

Justicia Federal. — V&üÉe: Habrás Corpus, 

Justicia local — Véase : Inhibición. 

I. 

Istf electoral* Admitida la acusación por inlrarriou de ella, la no 
comparencia del acusador al juii ¡o verbal decretado, para 
oir las defensas da los acusados, produce ti efecto de darse 
por contestada* las escepeionos y pueilc abrirse la cau*a i 
prueba, — Página PáU 
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Ujf etttforal — La negativa ii inscribir cu lus registros doctorales, 
debe ser reclamada ante b Junta Calih'eadora pan antee) 
Juzgado Federal, — Pajina 4*.*3. 

Utf electoral. — VA tic* lio .lo no haber el Juci de Paz concunido 
;i instalar en el alri.ule la Ififesía parroquial la Junta Califi- 
cadora, coiHilmo una de las más (¡rafes infracciones de la 

ley electoral,; delie ser castigada con ti iua\i a de lapcna 

eslabhvida purol articulo O'J, — Paginas tai y 030, 

Uycl<< toral. ~- V¿»se : Jm j so.Wuh. - /tuftda J-Vrfmtf. 

¿tiros dt «murcio. — Véase : Arralo del juicio. 

Limites wti'r¡ao\inetofcs. — Véase : Cowpramiió, 

Lindero. — Wase : Víokmia. 

Lugar dtt I\hjo. — Véase : Pm/itcs. 

M 

Mandatario. — Kl apoderado | ira actos especiales, no está obligado 
á responder ni juicio por otros actos de su mandante. — Pa- 
gina 100. 

Mandato. — VA relativo a cosa que w!e mas dé doscientos pesos, no 
puede ser probado por la ¿imple prueba de testigo*. — Pá- 
gina í$t. 

Mándalo. — Víase: Mandatario. 

Manifiesto. — El presentado a una «dunna por el couiisaiio del buque 
y estraidu de sus arebuns, constituyo prueba fehaciente para 
establecer t|ne en el mau i tiesto presentado posteriormente a 
otra aduana, por el agento del mismo buque, se han declarado 
niénos bultos do los i|ue conlenEa la earg;t. — Página 051. 

Maread* fábrica, — Lis palabras eslrañas al idioma del pisen que 
se labriea, j al del jmís ui que sé espendfl un articulo, como 
son las de li at ihdtands no pueden considerarse como de 
uso general; > perieuee¡tit# á una marca y» registrada > 
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reconocida como válida, deben ser supri midas do h que so 
lia registrado con posterioridad. — IVi^ina ió8. 

Marca de fabrica. — El ijiísUa adquirido l.i propiedad do ella, lieneel 
derecho de impedir rme <jlro 1 i use, aunque el uso haya sido 
anterior á la adquisición de la propiedad. — página 36f. 

Marat de fAhrittt, — \* sola posibilidad de que un producto puedaser 
contundido con otro. basU para hacer efectivas las disposi- 
cioues légale* sobre falsificaciones de man as de fábrica. — 
Paginas Mu y 51 'J. 

Marca de fábrica. ~ CitwíU varios industriales lian hecho uso «le la 
lubina marra, eldereeb.i de u*ar de ella esiliMvaiiienle» per- 
tenece ;dque la ti i en iple:i í>- pl IMtíté \ él ill.il puede impedir 
el uso á lus de más, aunque 1 no sea evacti mente igual, con tal 

que pueda producir confusión, - Página iát . 

Marca de fábrica. - La apreriacinii de >i una marea produce confu- 
sión ron otra, corresp-jude al criterio del Juez, -- Página 4¿t. 

Marca d<r fábrica. — Vea>e: Vr^nifcitm. 

Mentara. — Víale: Ejuto, 

Mercaderías dcfntsitadas. — VA comerciante que mi ejerce el negocio de 
barrara y tiene depósitos para Lis mercaderías de su propie- 
dad, es el dueño de las que resultan allí depositadas como de 
su pertenencia. -- Página TiNS. 

Mercaderias éeposiladts, — Nu es almisiblo el re» lamo del terrero 
que alegó dominio sobre ellas, mando no resulta haber sido 
depositada* p.ir su cuenta y haber tenido por un momento Ja 
posesión. — Pagina 

Mercaderías ¡torteadas. — Véase : Peritos. 

Mercancías, — Véase : Adnamt. 

Ministrad? fVria. — Acuerdo nombrándolo para 1NH™. — Página 8. 

.Mujer casada . - Mientras permanezca integro el matrimonio, no tiene 
otro domicilio ni otra nacionalidad que la de sumando. — 
Página 4ÍXV 
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-WhwiVí/wiWíh/. — No puede obligarse romo persona jurídica, por mi 
contrato qué no ha celebrado por medio tic sus representan- 
tes legales. — Página Jo3. 

X 

.WiM — So procede ole rerurjo cónica la sentencia que desunes 
<lc observar bis tramite*, ha sido dictad» do conformidad á 
la demanda. - IViptnn íáí . 

Nulidad, - Adujeren de rlh, bis contratos que se celebren ron el 
objeto de conseguir un empleo público. Pagina ú'-i 

Nulidad. — Véase: Drfi'HftH' di' mínoiv$¿ 



t) 

Obligación. — La contraída **n utoneda nacional om con eschision de 
toda otra, papel moneda creado ó por crear, de curio legal 
ó furioso, debe ser satisfecha en oro Ó su equivalente en 
moneda de curio legal. - Página HW, 

Obligación, — La contraída en oro • sellado del valor actual precisa- 
mente tíl de Diciembre de \HM) con eüclusiou de billetes 
ife curso tfamailu forzoso ú otra clase de moneda que pueda 
ser establecida por leyes i. disposiciones á ese efecto >, debe 
ser íaliífocha en moneda de oro ó su equivalente. — Pá- 
gina 48a. 

Obligación al confuta. — Véase : Papel reliado, 

Oh¡faciim rffl Jkrrr. — El deudor de e-lía, solo está obligado a ejecutar 
el liedlo del mudii en que fué la inleticio» de las parles que 
lo ejecutara, y no es respüu^hle «le los daños y perjuicios 
que se deriven de no haberse verificada el íiecliu ■ si practicó 
las diligencias convenidas para verilícnrhi y uó fué por su 

«adw qn 1 s * ntiM* Página ;íK 

Otttigttción ftfifljr. Kl acreedor de ella no tiene derecho p,ira 
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exigir la indemnización de perjuicios por inejecución del 
liech» sin culpa del deudor, cuando .ule mas mi ha cumplid» 
las obligaciones que pesaban subre v\ y ttn reconocido que 
la inejecución, no hnpanin responsabilidades al deudor. — 
Página :íts. 

abligacitme* iJ oro. — Véase: Oro mrhUim, — £n droe/etfiro y jw- 
huií/c, /'/¡tris furris*. 

Ohlitjariones al ,onhi4o, -- |)ebc usarse en ellas p| sello correspon- 
diente ;i las en qm- no se designa plazo. — Pagina 4;»*. 
Obligaciones sin plaza. — Véase ; s^/m/u. 

íJru uH-uUito. — Estas palabras agregadas ;i una obligación de pagar 
cantidad depesosn.onedaiuciuii.il, impartan que ella dehe 
ser satisfecha en uro, o en su equivalen lo en billetes de 
curso legal. — Página ¿13. 



I* 



Pagarte. — Aquellos en qm< no se designa ul tugar del pago, son 
pagaderos en <-1 logaren que lian sido (¡miados. — Página 
31 S. 

P'iprl srlhttio. — Según la ley de sellos de ISNá. los documentos 
sujetos ¡i la jurisdicción nacional por razón de las personas, 
deberán eslenderso en papel sellado nacional; y la pre- 
sentación de ellos en papel sellado proimrial, ante los 
Tribunales Federales, somete á l^s otorgantes a la multa 
correspondiente. — Página 

Pttptt ir Ututo. — Li cuenta de merenneias vendida al contado con el 
conforme del compra dor, cunliene una obligación de pagar 
al contado y dt be esiendorse en el papel sellado rorrespon- 
dienic. — Página ;W7, 

Papel ullfído. — l,as obligaciones sin plato contraídas en el año I8SC. 
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deben estenderso en sello que représenle el medio por ciento 
de su valor. — Página 48Í¿ 

Papel sellada. *- Véase i Pod.r general. 

Peritvs, — Los nombrados para estimar liw perjuicios procedentes 
tic! eslravío tile teeíéaderias porteadas, son los que rielen 
resolver sobre la calidad WeulUlad de dichas mercadería?. 
— Página 01 i. 

IVi iros. — Véasi « BtprópiMm, 

Perjuicios. - W'w ; Dé*poja$o, 

Pesos fuertes. — í,a nbligaeiun <1» pagar /moj />/«Tfr>í m-o «//arfo, tiene 
que ser sali>I'edia en moneda nacional lie oro equivalente, A 
en billetes de eurso legal pur igual valor. — Página 23ti. 

Poder. — JCI conferiilo para demandar la nulidad rio un contrato, es 
hablante para contestar la demanda dodurida sobre su cum- 
plimiento oponiendo la f st-nju-ioji riu nulidad de dicho con- 
trato. — Página i M. 

Poder General — Presentado uno y ordenada sn devolución, el tes- 
timonio que se riija en nulos debe eslenderse en papel 
sellaiJo ile actuación, - Página ÜU. 

Poder Judicial. — Uno de sus caracteres esenciales, consiste en 
pronunciarse l-ii casos particulares, y no sobre principios 
generales ni por via de medida general. — Pagina 281. 

Posesión. — La acción sumaria para adquirir la posesión» no corres- 
ponde á los que tengan un lítujo de compra ú otro análogo, 
sino á los hijos ó parientes unís próximos, que tienen derecho 
de heredar por testamento ó tib-intestata, o al que presente 
un testamento en debida forma, que lo instituye por Itere- 
deru. — Página 170. 

Posesión. — fio es prueba de haberla tenido, la escritura de compra- 
venta por la que el v.'nrierii>r faculta al comprador para 
tomarla posesión, si no resulla quede hecho la tomó. — 
Pipa 452, 

Posesión. — No probándose por el demandante el hecho de ella, el 
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demandado por interdicto posesorio debe ser ahsueltu — 
Página 152, 

Posesión. — Víase : Despojado, — Interdicto de retener, 
Powion de estaitt. — Ví:isu : Fdiachn natural. 
Prensa. — Vrase; Justicia Frderal. 

Prescripción. — Las acciones para pedir el cumplimiento de cualijuier 
obligación comercial que solo puerte probarse por testigos, 
íe prescriben por el tiempo ile «los años. — Página 186. 

Prescripción. — YA ano por el cual se prescriba la acción para el 
cubro i!e lides, estadías y subre-estadias, se cuenta desde 
el din de la entrega de Ja carga por el capitán en el puerto 
de su destino, -- Página 292, 

Prescripción. — .\u es admisible contra la acción por cobro tic fletes, 
estulías y sobre-estadías, si el demandado jura no haber 
hecho et pago de lo que por ella se le cobra, — Página 292. 
cion. — U de un año que puede oponerse á las primeras 
falsificaciones de una marca de fábrica, no ampara Jas suce- 
sivas acusadas dentro del año de haberse cometido. - Pá- 
gina 519. 

í. — Xo se interrumpe por actus que no son directos 
contra el deudor. — Página 018. 

Procurador General. - Puede desistir de los recursos interpuesto* 
por el Procurador r'isc.ii. — Página ¿10. 

Prueba de testigos, ~ Solicitada en tiempo, no obsta á su recencioa 
el hecho de haberse fijado por el Juez un dia jn.slerior al 
vencimiento fiel lerniinu probatorio. — Página :Jü. 

Prueba de testigos, — Véase : Mandato. 

Prueba fehaciente. — Véase : Arraigo del juicio. 



740 KALU>S DE !.A SIIPKRHA CORTE 



Querella. — La petición snliriianibi la verificación de varías diligen- 
cias con t'l objeta de enlabiar aceimi criminal conlra ios i¡uo 
resulten culpables, importa una querella, y no una mera de- 
nuncia. — Pátina Dfi3. 

Querella. — No puede ser admitida si no se prensa el nombre de los 
acusados, (oí hechos materia de la anisarían, y se agrega el 
juramento de no proceder con malicia. — Página 553, 



R 

Real Ilollaiuts. — Véase: Muren tle fábrica. 

Releldia. — El termino de2t huras acordado por el artículo 12 de la 
Ley de Enjuiciamiento, es fatal y perentorio al efecto de la re- 
beldía icusada. — Página Üi'J, 

ñehetdia, — La rebeldía por la no concurrencia del reclamante al juicio 
verbal sobru honorarios, no importa mi desistimiento del re- 
clamo y debe ser despachada con el termino de 24 horas. — 
Pagina ñ03. 

Recurso. — No procede el del articulo 14 de la ley sobre jurisdicción y 
competencia de ios tribunales nacionales contra una sentencia 
de los Tribunales de la Capital, por la que no se hace lugar 
á la escepcion de incompetencia deducida contraía demanda 
por injurias por la prensa, interpuesta ante el Jue* Correc- 
cional. — Página íVÍO. 

Recusación. - Esdff previa rcsclnnon; y él auto qué prescinde de lo- 
marla en consideración, trae gravamen irreparable, — Pá- 
ginas 32-1 y fjOO, 
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Recusación. — .Nu es causa legal de ella, la eticiratslad ó resentimiento 
del Juez contra ti apudorailo de la parle. — Página 497. 

Recusación, — Puedo deducirse en cualquier oslado de la causa. — 
Página &0O. 

Reivindicación. — Kl demandado por reivindicación de un inmueble, 
puede oponer al reivindicante la cscepcion de lo juzgado 
respecto del ..ismo inmueble entre sus causantes inmediatos. 
— Página iilL 

Reivindicación, — Véase: Atrwt reivindicatoría. 
Remate, — Véase: Comprador. 

Bammtracion de servidos.- Véase : Jurisdicción arbitral. 

Rendición de cuentas. — El sucio que se prueba haber sido adminis- 
trador de la sociedad, está obligado á rendir cucnla de su id- 
ininistraciou, — Página 5t)i¡. 
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Salvatage, — La jurisdicción del practicado enalta mar, para conocer 
y resolver por quien fué hecha, corresponde al Juez del 
puerlu donde llegan lus nbjetoü salvados. — Página 374. 

Servidumbre. — Heconociéndosf por e! demandado el derecho de ser- 
vidumbre en tme se funda laamun de la demanda, debe esta 
ser admitida y ordenarse se remuevan los obstáculos que im- 
piden el libre ejercicio de la servidumbre. — Página 27 I. 

Servidumbre. — Kl convenio de dos vecinos con el ferro-carril, para 
construir y mantener á sus espensas un ramal que atraviese 
sus propiedades, uo ttitpprtn una constitución de servidum- 
bre dul predio por el cual empieza el ramal á favor del pre- 
dio en el t¡ue concluye. — Página 342. 

Servidumbre. — Véase: Acción confesorio. 
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Servidumbre de trAusito, — Véase: interdicto, 
Sobrestadías. — Véase: Prescripción. 

Sociedad, — Es do naturaleza civil b que tiene |tor objeta la siembra y 
esplolaciuiule vinas, caña ilo azúcar y demás produelos agrí- 
colas; y lu circunstancia de mencionarse el establecimiento de 
un ingenio como complemento de una esplwtacion agrícola, 
no la cambia en comercial, ni hace necesaria parasu subsisten- 
cia ta inscripción del rotúralo ene] ilegist , de comercio. — 
Página 391. 

Socios. — El que ha tomado sobre sí el activo y pasivo de la sociedad, 
no piiede oponer al acreedor de esta, la compensación por 
deuda personal a favor de giro socio. — Pagina \W. 

Socio. — Véase: fíftldicion de cuentas. 

Socio. — Declarado válido el contrato de sociedad, en el cual se esti- 
pula que ludo desacuerdo entre socios debe ser resuello por 
arbitros, la pretensión de asumir la administración invocada 
por uno y contradicha pur otro de los socios, tiene que ser 
resuella por el tribunal arbitral. — Página 4Ü0. 

Socios. - En las cuestiones de socios entre si o con la sociedad, por 
hechos ijueconciemeu á esta, d único Juez competente es et 
del lugar donde tiene asiento la soekdad. — Página 512. 

Suprema Corte. — Una vez pagado un impuesto de herencia que se 
creo inconstitucional, corresponde á la Suprema Corle y no 
al Juez de la testamentaría, conocer en el pleito sobre devo- 
lución, que se suscita entre la provincia que lo cobró y los 
hereJeros vecinos de otra Provincia o eslrangeros que lo pa- 
garon, — Página 24. 

Suprema Corte. — Es competente para entender en la causa de un 
eslrangero contra una Provincia, en la que según el actor, las 
resoluciones dul Poder Ejecutivo afectan derechos reales cons. 
tituidos á su favor. — Pagina UJ. 

Suprema Corte. — No puede conocer en reclamos que no vienen á 
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ella por apelación ni por contienda de competencia, ni cuino 
caso do superintendencia. — Página 1*1). 

Suprema Corté. — No lieac jurisdicción originaria para conocer de 
las cuestiones que se susciten entre particulares, respecto 
del alcance de sus sentencias dictadas en uso de dicha juris- 
dicción, una voz que estas han tenido su completa ejecución. 
-Página 500. 
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Termino para rt pago. — La demanda para fijar término á una obliga- 
ción de pugo, debe ser resuelta con citación y audiencia del 
demandado. — Página UíiO. 

Término probatorio. — Véase: Diligencias probatorias. 

Testigo. — El hijo de una de las parles puede ser presentado por la 
otra cumo testigo para reconocer la (Irma de un documento 
otorgado por él. — Página l"t>. 

Testigos. — Una información do tesiigos sobro Dilación natural , hecha 
sin citación del presunto padre natural, no puede fundaren 
contra de este la obligación de prestar alimentos. — Pa- 
gina 38. 

Testigos. — ÉS causal bastante para postergar el examen dolos pre- 
sentados, la de tener lugar en el día designado los funera- 
les del padre del abogado de la parle. — Página 55ü. 

Testigos, — Véase : Prueba tte testigos. 

Titah ejecutivo. — El ducumeutu de una suma entregada en garantía 
de alquileres, á disolverse desocupándose la propiedad arren- 
dada, es título hábil para ejecutor su devolución, una vez eje- 
cutada la finca. — Página 41 . 

Transacción. - No lo es» el contenió por el cual se reconoce un cr¿- 
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dito, y solamente se determina el modo v lorma de cobrarlo 
- Página 532. 



Ugier. - Acuerdo nuiiibránanlo jimio con oíros empleados de Ja Corte. 
— Página 0. 



lenta. — Ks válida, cuando el vendedor ha sido reconocido por el com- 
prador como propietario, sin haberse alegado hechos poste- 
riores que demuestren su error, y se halla en posesión de le 
cosa por titulo de compra hecha en escritura pública —Pá- 
gina 326. 

Venta. - Dado un contrato de venta por el cual el coinp ador se obliga 
a hacer mensurar un campo, y c) vendedor a entregar la mi- 
tad del que resulte, por un Unto la legua, e l comprador no 
puede después de cumplido el contrato en los términos mee- 
Clonados, pretender que se le enlregue por igual precio, la 
mitad de lo que hnyn resultado de mas, por olra mensura he- 
cha después de veinte anos de dicho euntralo. — Página GIS. 
Via de apremio. — Kl procedimiento por ella, no es da orden publico, 

y puede ser convenido por las parles. — Página 532. 
Violencia. -Lz comete >J lindero que sin consentimiento del colin- 
dero procede á construir una pared divisoria y encierra den- 
tro de ella construcciones hechas por el ultimo. — Pagina U5. 
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Acuerdo futra el nombramiento de Jueces Suplentes y Fiscales 
ad lioe/jara el ano ISS7. 

Kn Unen"* Aires, ú dos de Uicicuibre de mil ochocientos 
ochenta y seis reunidos en su sala de acuerdo» el Sr. Pres¡~ 
dente; Ministros de la Suprema Corte de Justicia Nacional, 
Drcs, I), José B. Gorostiagu, I). José Domínguez» D. Uladislao 
Frías, D. Federico Ibargúreu y D. C&listo S. de la Torre, 
con el objeto de formar la lista de abogados con arreglo á la 
ley de reíate y cuatro de Setiembre de mil ochocientos setenta 
y ocho, que deben suplir en el año de mil ochocientos ochenta y 
siete á los Jueces Federales de Sección, legalmente impedidos 
ó recusados y ejercer las funciones de fiscales ad hoc, acor- 
daron la formación de tas siguientes listas: 

fura la Capital: Dres. D. Carlos Saavedra Zavalcta, D. 
José M. Rosa, 1>. Angel Casares, D. José A. Terry, D, Tris- 
tan Achával Rodríguez, D. Julián Balbin, U. Joaquín Cuiten, 
D. Leandro A km, D. Knrique Quintana, 1). Antonio Kermejo, 

Para la Sección de tíñenos Aires : Dres. D. José AL Za- 
uiola, U. Francisco Ayerza, 1>. Alberto Diana. 1). Federico 
Bapeche, D. Santiago G . O'Karrell, U. Benjamín <:astellam.s t 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 
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1). Agustín P. Justo, ü, Alburia UguUle, Di Antonio % Oríl, 
P¿ líemigio Lescano. 

f'nr» ta Sección de Sania ¥¿; Ores. l>. Kugenío Pérez, 1). 
Manuel Kscnlante, D, Nicanor Gonzalo del Solar. D. P> So- 
lasen Arias. D. Jacinto Fernandez. D. Pedro Rueda, D. Joa- 
quin Lejurza, l). liauriel Carrasco, 1). Pedro A. Sancha, U. 

('alisto Lassaga. 

Para ta Sección de Entre Him : Dre*. 1). Miguel J. Malario , 
tí. Manuel Heretervide, 1>. Leónidas Kchagüe, Ih Mariano 
Leiva. I». Torcuata C.ilbert, Di José M. Sola, P¿ Kmilío Vi- 
llarod. D (¡Tegorio F. de la Puente. D. José M. Jornaleras, 
1). Honorio q. y tionzalcz. 

Para ta Sección de Corrientes: l>res. I>. José 51. UuastaTino, 

1). Juan E. Torrent, 1). Tomás J. fmm ü - < ,Uiin V * l ^ iléí ^ 
D Juan M. Rimo. D. Pudro T. Sánchez. 0. Pedro R. Fer- 
nandez. D. Ferrain E. Alána, D. Augusto Uilliiigiiurst, I). 
Ricardo Osuna. 

Para ta Sección He Córdoba : Dres. D. Agustín Patino, 1>. 
Salustiauo Torres, 1>. Juan M. «arro, Ü. Teodoro Puez, 
D. Nicolás M. Berrotarán, D. liafael Moyano, D. José M. 
Ruiz, 1). Nicolás Peñaloza, D. Tomás Garzón, I). José J. del 
Prado. 

Parata Sercionde Santiago del Estero: Dtc*. I). Nicolás 
Lefta, D. Martin A. Herrera, U. Napoleón Taboad». D; Ma- 
nuel Argañarás, 1). Dámaso Giítóroea HeUrau. P. Benjamín 
Abalos. 

Para ta Sección dcTucuman: l>res. D. Próspero íiarcin, 
1>. Angel 0. Padilla, l>. Kmilio Terán. ü. Napoleón Vera, D. 
Servando Viuña, 1), Patricio Zavulíu, 1>. Javier F. Frias, Di 
José A. Carda, 1». Francisco Marina y Alfaro, U. Belisario 
Saravia. 

Para ta Sección de Salta: Dres. R -losé M. Sola, l>. David 
/aiubrano, D. Juan Ci Tamayo, 1». Medardo Zapana, D. Pedro 
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J. Louoz, D. Adrián Cornejo, D. Damián Toriuu, Ü. Darío 
Arias, D. Daniel Goytia. 

Para ta Serrina deJujuy: Dres. 1). Pablo Carrillo, D. Se- 
gundo Linares, D. Mariano T. Pinto, D. Delfin S. de Busta- 
mante, D. Teodosio Carrizo, D. Sergio F. Alvarado, Ü. Delfín 
Sunches, D. Cosme Arias. 

Parala Sección de. Catamarca: Dres. D. Salvador Colina, 
ü. Guillermo Correa, D. Santiago Santa Coloma. 

Para la Sección de ta Hioja: Dres. D. Guillermo San Ro- 
mán, D. José A, Arguello, D. Kúlix Luna, D. Florentino de la 
Colina, Ü. Nicolás González. 

Para la Sección de San Juan: Dres. D. Juan G* Al barrada, 
D. Manuel García, D. Segundino F. Navarro, D. Angel D. 
Rojas, 1). Pedro Ovidio Bustos, D. Juan M. Contreras. 

Para ta Sección de.Hemloza: Dres. D. Pedro J. Anxoreuu, 
D. Germán Puebla, D. Ignacio Bombal, D. Adolfo Calle, D. 
Isaac Godoy, D. Ricardo T. Ruíz, D. Oscar Guiñazú, D. Ma- 
miel A. Saez, D. Josó R. Olguin. D. Matías E. Godoy. 

Para ta Sección de San Luis: Dres. D. Juan A. Barbeito, 
Ü. Cristóbal Percira, D* Uliscs R. Lucero, D. Marcelino Ojeda, 
D. Jacinto S. Pérez, D. Eleodoro Lobos, D. Adolfo J. Igar- 
zabal. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se regís- 
trase eu el Libro de Acuerdos, se publicase y comunicase al 
Poder Ejecutivo y á los Señores Jueces de Sección respecti- 
vamente. 

J. H. COROSTUCA.— J. DOMINGUEZ. 

— U LADISLAO FRIAS. — FEDERICO 
IBARGÚRKH- — C. S. ÜE LA TORRE. 

— Antonio Tamaui, Secretario. 
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Acuerdo nombrando Juez de Feria. 

m 

En Buenos Aires, * lo» dos días fiel mus de Diciembre del 
año de mil ochocientos ochenta y seis-, reunidos en 3U Sala de 
Acuerdos el Sr, Presidente de ta Suprema Corte de Justicia 
Federtil Dr, 1). José B. Gorostiaíja y los Sres. Vocales, Dres. 
D. José Domínguez, D. Vladislao Frías, D. Federico Ibar- 
gúreii y D. Calisto S. de la Torre, con el objeto de nombrar el 
Juca de Fériu con arreglo al artículo cuarto del Reglamento 
para el orden interno de la Suprema Corte, acordaron nombrar 
al Dr. D. ('alisto de la Torre, y que actuase como Secretario 
el Dr. D. Antonio Tarnassi, ordenando se registrase en el libro 
correspondiente y que se publicase. 

J. B. COROST1AGA. — J- DOMINGUEZ» 
— U LADISLAO FHIAS. — FEDERICO 
1BAHGÚREH. — CALISTO S. DE LA 

TORRE. — Antonio Tarnassi, Se- 
cretario. 



Acuerd» nombrando Conjueces para el año ÍSS7. 

En Unenos Aires, á los ocbo dius del mes de Enero de mil 
ochocientos ochenta y siete, reunidos en su Sala de Acuerdos 
el Sr. Presidente de la Suprema Corte de Justicia Nacional 
Dr. I). José B. Gorostiagay l«s Sres. Ministros Dres. D. José 
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Domínguez, I). Uiadislao Frias, 1). Federico Ibargúren y D. 
(.'alisto Si de la Torre, con el objeto de nombrar conjueces para 
el año de mil ochocientos ochenta y siete en cumplimiento del 
artículo veinte y tres de la Ley de Procedimientos, acordaron 
nombrar á los Srcs. Dn s. D. Vicente F. López, D. Luis Saenz 
Peña, I). Manuel M, Escalada, D. Víctor Martínez. D. Eduardo 
Carranza Viamont, 1). Carlos Tejedor, D. Kzoquicl Pereiru, 
D. Bernardo de Irigoyen, J). Manuel Quintana, IK Ceferiuo 
A mujo, D. Manuel Obarrio, D. Antonio Malaver, I). Honorio 
Marte I. D. Francisco Alcobendas, D. Isaac P. Areco, D, Juan 
J. ii omero, D. Salvador M. del Carril, D, Knrinue Martínez, 
D. Juan S. Fernandez, Ü, Leopoldo liasavilbaso, 1). Bonifacio 
Lustra, D. José M. Zuviría, D. José M. Gutiérrez, D. Juan 
Manuel Terrero y D. Lisandro Segovia. Todo lo cual dispu- 
sieron y mandaron, ordenando se publicase y se registrase en 
el libro correspondiente firmando ante mí. 

J. B. GOHOSTUCA. J. DOMINGUEZ. - 
U LADISLAO FRIAS. —FEDERICO IBAR- 
GÚREN. — C S. DE LA TORRE. — 

Antonio Tarnassi. Secrerario. 



Acuerdo nombrando IJgter y otros empleados 
de la Suprema Catre. 

Kn Buenos Aires, ¡i veinte y uno do Abril de mil ochocien- 
tos ochenta y siete, reunidos en su Sala de Acuerdos el Sr. 
Presidente de la Suprema Corte «le Justicia Nacional Dr. 1>. 
Jusé B. Gorostiaga, y los Sres. Ministros Dres. D. José Do- 
mínguez, D. 1'ladislao Frías, D. Federico Ibargúren y D. Ca- 
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, ist) h. de la Torre, con «i objeto üe nombrar Ugier en recni- 
plazo del Sr. D. Podro Gauhe, fallecido, acordaron nombrar al 
oficial primero D. Miguel Gordillo; en reemplazo de este al 
oficial auxiliar D. Pilados Soldaini. y para llenar la vacante 
dejada por este, al escribiente D. Felipe de Elizaldc. Todo lo 
cual dispusieron y mandaron, ordenando se registrase en el 
libro de acuerdos y se comunicase á quien corresponda. 



J. R. G0R0ST1AGA.— J- DOWRGUEÍ. 

— V LADISLAO FRIAS. — FEDERICO 
IBARGURE». — C. S. DE LA TORRE. 

— José E. Domínguez, Secre- 
tario. 
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con u mmffl DE SOS RESPECTIVAS causas 



(Continuación) 



CAUMA Xi¥l 



El Capitán de la lUtrca inglesa * Ornale* O. Ricardo Hazle, 
contra losSres. M. Forrester y O; sobre cobro de estadios. 

Sumario. — Las obligaciones inherentes á M carga por es- 
tadías, pesan sobre el que ha celebrado el contrato de fleta- 
mento, ó el ftue l» a recibid» la carga interviniendo en su des- 
pacho en nombre propio, y no como mandatario del cargador. 



Caso. — Se halla referido en el 
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Palto «•» SwmVié*—* 

Buenos Aires, Mano i4 de 1885. 
Vistas estos autos y tos agregados para mejor proveer. 

Kesulta- \ a Q«e ™ a íccba 16 de 0ctubre de Í883, 1)011 
Andrés M. Junes, propietario del buque inglés Orlale, celebró 
en el puerto de Glasgow un contrato de lletamento con los 
Sres M Forrester y & para conducir en él un completo car- 
gamento de carbón y 250 canastos de loza y fierro en lingotes 
con destino á Buenos Aires. 

* Que entre otras estipulaciones se estableció en la póliza 
de fletamento: que et cargamento sería estrnido, permitiéndolo 
el tiempo, á moa de no ménas do 35 tonelada!» por dia de tra- 
bajo á contar desde que el bnque esté pronto para descargar y 
despachado por la Aduana; que el fletador teodría el derecho 
de retener el buque mas del tiempo estipulado abonando a 
razón de 4 peniques por tonelada de registro por cada día de 
demora; y por último, que el buque sería consiguado á los 
agentes de los fletadores en el puerto de la descarga pagando 
1. comisión usual de dos y medio por ciento sobre el importe 

del flete. . , „ , . 

Que en cumplimiento de este contrato el buque llego al 

puerto de su destino el día ocho de Febrero de 1884 con 989 
toneladas de carga t quedando espeditopor la aduana para dar 
principio á la descarga el día once del mismo mes, cuya ope- 
ración debia verificarse en veinte y nuevo dia, de trabajo según 
el cómputo establecido en ta póliza de UeUmento y quedar 
concluida el 18 de Marzo, con sujeción i la estadística de dtas 
hábiles que llera la Prefectura Marítima. 

4 . Q U e no habiéndose co.icluidn la descarga y otorgado el 
expedito al buque hasta el 3 de Majo, su Capitán ü. Roberto 
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Hazle se presentó al Juzgado demandando & la casa de M. 
Forrester y O de esta plaza, por ta suma de 2600 peso* m 'n 
con 0.4O imporU' de las sobre-estadías o días de demora trans- 
curridos desde cH8 de Marzo en que d*hió quedar concluida 
dicha operación, scgtin el cómputo deducido de las cláusulas 
del Metimiento, hasta el 3 de Majo. 

5" Que conferido I ras lado a los demandados contestaron 
negando rotundamente que adeudasen peso alguno al actor 
como consignatarios del buque de su mando y aduciendo en 
apoyo de su negativa, que nada importaba que la casa de 
Forrester y G* de Glasgow Hubiese contratado el fletamento del 
Ornate para que su capitán tuviese acción contra la de esta 
plaza; que era preciso qne esta hubiese sido consignataria del 
buque ó su cargamento para que pudiese prosperar la demanda 
promovida. 

©» Que en tal virtud se recibió la causa a prueba habiéndose 
producido en el termino legal, además de los documentos acom- 
pañados á la demanda y contestación, los documentos de 
foja ... y foja ... y las posiciones* absueltas por la casa deman- 
dada á foja... y foja... 

Y considerando : 

1° Que según lo espresan los mismos demandados en su 
alegato de foja 07, toda su defensa para enervar la acción ins- 
taurada por el capitán Hazle consiste en la falta de vínculo ju- 
rídico capaz de crear derechos y obligaciones entre ambos. 

2° Qne entre tanto, á parte de ser la casa la misma firma 
social de los demandados la que celebró en Glasgow el contrato 
de fletamento del Ornate, consta por el documento de foja 64, 
debidamente reconocido, que son ellos, quienes recibieron todo 
el cargamento venido en dicho buque, debiendo notarse que ese 
recibo esta estendido por la casa do Forrester y C como si pro- 
cediese por derecho propio, pues no se hace mención alguna de 
mandato ó comisión de tercero. 
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3 o Que de este hecho derivan dos conclusiones que pueden 
admitirse alternativamente conducentes ambas á justificar la 
existencia del vínculo jurídico negado por los demandados y 
son : o bien que la casa de su misma firma que fletó el buque 
th tm te es la misma casa de Mateo Forrester y W de esta plaza 
<|uc recibe el cargamento siendo ambas solidariamente res- 
ponsables por las obligaciones suscritas p»r dicha firma social ; 
ó si son diferentes las casas con derechos y obligaciones pro- 
pias, que esta ha procedido como agente del buque ó consig- 

nataria de la carga. 

4" Que esta interpretación se confirma plenamente por la 
carta de foja 100, dirigida por la casa demandada al capitán 
Hazle, según esta lo ha reconocido absolviendo la primera po- 
sición del pliego de foja 101, en la que se encuentra este pár- 
rafo: «Pedimos á Vd. preste atención á las estipulaciones de 
su póliza de fletamento por la cual nosotros no estamos obli- 
gados & alijar su buque á menos de 15 y medio pié» ingleses », 
el cual contiene el reconocimiento esplínto de una obligación 
que no tendría explicación satisfactoria sinó procediendo como 
lletador del buque ó consignatario de la carga. 

&• Que si bien se ha tratado de demostrar por medio del 
informe de foja 17, espedido por la Aduana á requisición pri- 
vada de los demandados, que el Ornate llegó & este puerto a la 
consignación de los Sres. Francisco Chas é hijos; á parte de 
su origen que le quita su autenticidad de instrumento público 
con relación á este juicio, ha sido redargüido de falso por el 
actor, comprobándose por el segundo informe espedido a 
foja 78 uor la misma aduana a virtud de móndate de esto Juz- 
gado que el buque Ornate entró consignado á la ca*a de los 
ares. M, Vorrester y C\ 

6" Que absolviendo esta el pliego de posiciones de foja 80 
confiesa que es cierto fué ella quien se presentó á la Aduana 
é hizo el despacho del Ornate J *e entendió directamente con 
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el Capitán» dando lasórdenes del caso para la descarga; j aun- 
que pretende t ue en todos estos actos procedió como agente 
de la casa de Francisco Chus <• hijos, tal circunstancia no ha 
sido en manen* alguna comprobada ni resulta dt« los documentos 
otorgados por los mismos. 

7° Que admitiendo por vía de hipótesis que hubiese obrado 
como manó* ataría, habiendo ejecutado todos los actos del man- 
dato en sus relacioues con el Capitán Hazle á nombre propio, 
ha quedado personalmente obligada en virtud de lo dispuesto 
en el articulo 314 del Código de Comercio, encontrándose en 
el mismo caso aunque su rol hubiese sido el de un mero agente 
ó comisionista, atento lo que dispone el artículo 337 del mismo 
Código, desde que en todos los actos procedió en nombre propio. 

8 o Que es indudable que la casa demandada asumía ante la 
Aduana el carácter Je consígnataria, pues interrogada al res- 
pecto en la 3 a posición del pliego de foja... contestó que no le 
constaba ; respuesta que debe considerarse como evasiva, desde 
que se trataba de un acto personal de la casa que no le era 
permitido ignorar, aun cuando hubiese sido ejecutado por me- 
dio de sus dependientes, pues estos no pueden proceder arbi- 
trariamente sinó con sujeción a las reglas u órdenes de la casa, 
teniéndosele de consiguiente por confesa de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo i 15 de la lev Nacional de Enjuicia- 
miento. 

9° Que ante los documentos y actos emanados de la misma 
casa demandada fijando su verdadero rol en lo referente á la 
carga del buque Ornate carece de importancia la manifestación 
que se dice hecha por el Capitán Hazle en el documento de 
foja 85, de venir consignado al Sr. D. Francisco Chas £• hijos; 
además de que no habiendo presentado vertido al idioma pa- 
trio, ni pedido su versión en el término de prueba, no puede 
el Juzgado tomarlo en consideración. 

t0° Que tampoco puede darse por confeso a dicho Capitán 
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de las posiciones presentadas por la casa de Forrester, desde 
que no habiéndosele podido citar personalmente como lo pres- 
cribe et artículo HO, por cédula, no ha incurrido en rebeldía; 
de manera pues, que no hay prueba alguna legal que desvirtúe 
las conclusiones precedentemente consignadas. 

fi ■ Que ninguno de los hechos alegados por el actor en los 
cuales se funda el computo de las sobre-estadías, que reclama, 
estimadas en la suma demandada, han sido negados categórica- 
mente por la casa de M. Forrester y C, lo que autoriza al Juz- 
gado, en conformidad á lo dispuesto en el artículo 86 de la Ley 
de Enjuiciamiento y Jurisprudencia de la Corte Suprema, a 
estimar como reconocida su exactitud. 

Por estos fundamentos, fallo condenando a la casa de M. 
Forrester y C» al pago de la suma de (tos mü seiscientos y nueve 
pesos con cincuenta centavos moneda nacional con sus intereses 
monitorios y las costas del juicio. 

Virgilio m Tedin. 

NI» 4* l« SwpvM» Cfertc 

Buenos Aires. Abril fí de 1886. 

Vistos : por sus fundamentos, se confirma con costas, la sen- 
tencia apelada de Toja ciento cinco; y, repuestos los sellos, 
devuélvase. 

j. II GOROSTUCA. - J. DOMINGUEZ. 
— ULAl>lSLAO FRIAS, — FEDERICO 
IBABGtiREK. 
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f). liautín Artas, reclamando la reposición en su puesto de Juez 
partidario tle Andalaalá en la Provincia de Catamarca: 
para presidir la Junta Calificadora de ta sección electoral. 



Sumario. — La Justicia Federal no tiene jurisdicción para 
intervenir en los nombramientos de las autoridades provin- 
ciales. 



Caso, — Se halla referido en eí 

Falto 4rt Jmmm F#4«r*1 

Catamarca, Octubre 31 de 1885. 

Vistos: en el precedente recurso del Jaez departamental de 
Andalgalá U. Hautin Arias, reclamando su reposición en el 
carácter de Presidente de la Junta Calificadora de esa Sección 
Electoral, con motivo de haber sido suspendido en el ejercicio 
de sus funciones y reemplazado interinamente por l>. Manuel 
Mal oran un virtud de actos emanados de los poderes provin- 
ciales. 

T. «I. % 
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Y considerando: 

f° Que Iob Tribunales Nacionales son incompetentes para 
conocer de loe abusos que las autoridades provinciales puedan 
cometer en el desempeño de aquellas y de los procedimientos 
de lo 8 funcionarios encargados de su cumplimiento, a no ser 
ano una disposición constitucional los autorice espesamente 
La su conocimiento, según lo tim»e declarado la Suprema 
Corte, entre otras causas, en la serie i*, tomo 5-, pagina 345 
* 7» utaina GO t 373 de sus fallos; 

1 * Q« «o bay 1., alg»n. qne "toric. * 1» I-"* f « íe "' 
par. re.id.nci., 1* tr-gro.io.es .tribuida. tanto 4 I. Corte 
ie Jnstici. como .1 Poder EjenatiTo en el ejercicio *MW 
respectiva, funcione. .1 decretar 1. su.pen..on del Ju.» Anas 
, reemplazarlo con un interino, puerto que c» todo ello Mn- 
ioc .pareen comprometidas 1» preragatlees de 1» Nacen, 

TÍett referente a 1. Ley de Elección,. Nael.nale, 
olla e.Ubl,« en en articulo 3- que el Regirte. Chico dele =er 
forrarte per en. junta presidid, por el J.ea de Fu i * ternto- 
rial .operlor. eligen», que est4 llenada por 1. preeidenc. del 
8, Ualbrae. «atenido en U caráoter de Jnei interino por los 
Federe, de la Preñaría, como lo reeonocon tanto el ocurrente 
Lo .1 FUc.l «d A- * foja. 1 J * r * fcf 9j W,J de con- 
.«aieute Uranoco existe ningnna de lae infracciones pree.»- 

Zj penada. \*U -I— *í «» - e »P ,ta, ° * *T * 
no obstante .1 precedente dictamen FUcnl en s.»t.do cont.a- 
,¡„ «e Actor.: qne e.to Jnrgndo Federales incompetente para 
entender ea I. enancha solicitad del Sr. Arias, q«.e». en 
consecuencia, deberá ocarrir donde corresponda. H4g.se saber 
y repónganse lea sello.. 

Joaquín (fuinga. 
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VISTA DEL SEtiOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Air», Mareo 2á dü I88B. 

Suprema Corte ; 

Solo Iíi pasión política puede osplicar la pretcnsiun del Sr. 
Juez partidario de Andalgalá, y el apoyo que lia encontrado en 
el Procurador Fiscal ad hoc. 

Los Jueces ó funcionarios de Provincia á que la ley Nacio- 
nal confiere ciertas atribuciones *n nuestro mecanismo elec- 
toral, las desempeñan en tanto que son en realidad, tales jueces 
o funcionarios, y es tan quimérico pretender retener tales 
atribuciones en mérito de nombramientos anteriores, como 
negar á un Gobierno de Provincia el derecho de cambiar el per* 
sonnl de su administración toda vez, j en cualquier momento 
que lo encuentre oportuno. 

Estoy, puea, en completa oposición al recurso deducido por 
el Sr. Procurador Fiscal. 

Eduardo Costa, 

rail* *e la M|fw C*rt* 

Bueno» Aires, Abril « .de 1H86. 

Vistos: por sus fundamentos, y do conformidad con lo es- 
puesto y pedido por el Señor Procurador (¡eneral en su prece- 
dente vista, se confirma lu sentencia de foja diez vuelta; y 
devuélvase. 

I. DOMINGUEZ. — (LADISLAO FRIAS. 
— FEDERICO IftARGÚREN. 
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CAUSA XliVIU 

■ 



eoftr» de peso.; sobre m«Ua J»r ifMK * to * 
sedas. 



Sumar». - Según la ley «i * * *"»••«» 
sujeto» i 1» jurUdiceio» naeional por raron do 1" Pe™»" 1 ", 
debían estondors. en pajel -M» ««¡.nal : , h P"~£« 
de ellos eo papel sellad, pronocial «ate los Tnbunales rede- 
«te., somete dio» .torgante, » la -nnlta correspondente. 



Cso. - E. 1. ta..* del llaaoo Ingle» oontr. D. Joan Ro* 
p„ r cobrad, peso», ».. comparo a. P* ™'« ¿ 

3tf76 S «V« otorgado «a papel ..Hado prnv.ncl de Santa K. 



vista del paocuasnoB fiscsi 



Señúr Juez de Sección. 



M .„g»rí de foja 2 otorgado por D. Joan «o¡g i f»r.r del 
Bañe. lagK» y d, de U Víala. W »id. traído 4 ju.o.0 en «.«- 
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t ra vención al artículo i" de la Ley Nacional de Helios, corres- 
pondiente al presente año. Correspond* en este caso y la pido, 
la aplicación de la multa respectiva prevista por la enunciada 
ley. 

falto «el Jim Fttfeiwl 

Téngase per resolución la precedente vista Fiscal, y en su 
consecuencia intímese al Banco Inglés y Rio de la Plata, la 
agregación en sellos, y en término de segundo din» del valor 
de la multa correspondiente. Por lo que respecta ¡il demandado, 
apareciendo de la nota de foja 17 hallarse concursado, en cuyo 
caso debe entenderse cesada la jurisdicción de este Juzgado á 
su respecto, conforme al artículo í% inciso V de la Ley Na- 
cional de Jurisdicción, ocurra el Procurador Fiscal donde cor- 
responda. Hágase saber y remítase este espediente al Juzgado 
de I a Instanoia de la 2* sección de esta circunscripción, según 
lo solicitado en la nota citada de foja 17, dejándose previamente 
cópia del documento de foja % de la precedente vista fiscal y 
de este auto, á los efectos de la ejecución de la multa im- 
puesta al demandante, si este no la satisfaciere antes, 

C, S, de la Torre. 

VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Rúenos Aires. Abril B <le iHtiti. 

Suprema Corte: 

Ks jurisprudencia establecida por esta Curte que, en lus cusoü 
de jurisdicción concurrente sometidos á la Justicia Federal 
por acto voluntario de las parte», la Ley Nacional queda cura- 
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pUda reponiénduse til sello que corresponda ai valor del eon- 
trato que se presenta en juicio (sórie tomo & t página 310). 
Ks este precisamente el caso del Banco Inglés del Kio de la 
Plata, que pudo optar por la justicia local de Santa Fé, en vez 
de ocurrir al Juzgado de Sección. 

No hay poi consiguiente, lugar á multa, sínú A la simple 
reposición, y en esír sentido ha deservirse V. E. reformar la 
sentencia apelada. 

Eduardo Costa. 



Rumio» Ain>», Abril 10 de 1886 

Vistos: hallándose regido el documento de foja primera en 
coanto al valor del sello en que debió ser estendido, por la ley 
nacional de sellos del año mil ochocientos ochenta y cinco, y 
disponiéndose por el artículo primero de dicha ley, que los 
actos, contratos, documentos y obligaciones que versaron so- 
bre asuntos d negocios sujetos a la jurisdicción nacional por 
razón del lugar, del acto 6 de tas personas, se estenderán en 
papel sellado con sujeción á las disposiciones que ella contiene, 
se confirma el auto apelado de foja dos; y detuéWase al Juz- 
gado de su procedencia ante el cual deberán reponerse los 
sellos de esta instancia. 



j. B. 6ORO8TIAGA. — J. DOMINGUEZ. — 
L1.AU1SLAO MU AS. — FEDERICO 1BAR- 

GCRE». 
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La Empresa del Ferro Carril de BUenos Aires tj Hosario, con 
/>. Cipriano Zetada, por expropiación : sobre recusación ae 
¡w ritos ; recurso de hecho. 



Sumario. í° Es apela ble el auto por el cual se manda de* 
volver un escrito sobre las causas alegarías contra un perito, 
en juicio de expropiación. 

2 a En los juicios debe observarse la igualdad entre las partes. 



Caso, — • Se refiero on el 

Huenot Aira*, Abril 10 de 1HHH. 

Vistos en el acuerdo el presante recurso de hecho y los au- 
tos traídos para mejor proveer, cousideraudo : que causa gra- 
vamen irreparable el auto en que se manda devolver al Procu- 
rador Don Antonio K. Martínez su escrito en que pide se tengan 
presentes las causas legales alegadas por él contra el nombra- 
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miento de perito de Don José González Bonorino, se declara 
procedente el recurso. 

I considerando: que la sustanciaron de los juicios debe 
hacerse con igualdad entre las partes, se revoca el auto ape- 
lado de foja treinta y tres, y se declara : que habiéndose admi- 
tido el escrito de Don Cipriano Zelada, de foja veinte y ocho, 
debe admitirse al mismo efecto, el escrito del Procurador Mar- 
tines de foja treinta y uno. Prévia reposición de sellos de- 
vuélvanse. 

J. B. COROSTIAGA. — i- DOHÍNGiEZ- 
— U LADISLAO FRIAS. — FEDERICO 
IBAHGIJHEN. 



caima r 



los herederos de. i>. Fidel Sala, contra la frovincia de Santa 
fé t por cobro de pema; suhre incompetencia. 



Sumario. — Una vez pagado un impuesto de herencia que 
se cree inconstitucional, corresponde a la Suprema Corte, y no 
al Juez de la testamentaría, conocer en el pleito sobre devo- 
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lucion, que se suscita entre U Provincia que lo cobr6 ( y los 
herederos, vecino* <1a otra Provincia, 6 estrangeros, que lo 
pagaron. 



Cuso. — Los herederos de \). Fidel Sala bagaron por im- 
puesto de derecho transversal en et juicio do testamentaria 
seguido ante el Juzgado de l n Instancia del Rosario, la suma 
de 8334 $ 72 centavos m n. 

Acreditando ser estrangeros, demandaron ante ta Suprema 
Corte á la Provincia de Santa Fé para que fuese condenada n 
la devolución de ta suma pagada, por considerar inconstitu- 
cional el impuesto. 

La Provincia de Santa Fe opuso csccpcion de incompetencia, 
sosteniendo que correponde al Juez de ta testamentaría cono- 
cer en la causa. 

VISTA DEL SEÑOR MOGUnAbOH GENERAL 

Buenos Aires. Agosto 5 ito 1*»85 

Suprema Corte: 

El único fundamento en que el representante del (¡obierno de 
Santa Fé se apoya, al desconocer la jurisdicción originaria de 
V. K. en este caso, es que el pago del impuesto cuya devo- 
lución se solicita por inconstitucional, fué hecho ante el Juz- 
gado de I a Instancia en el Itosario, único competente para 
conocer del juicio universal testamentario, no obstante ta na- 
cionalidad de las partes. 

A esto se contesta, ion toda razón, que el juicio testamentario 
está concluido, y que, aunque no lo estuviera, l¡i acción no se 
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dirige contra la testamentaría, sitié que por el contrario e* 
ta. o mas propiamente, los herederos, que ocurren a v. fe, 
No es esto, entonces, notoriamente, el caso del artículo « 
la ley de jurisdicción y competencia. 
Los derecho» indígnales arrancan en la generalidad de los 
.os de las sucesiones hereditarias, y si esta circunstancia 
tira para atribuir jurisdicción á los jueces quede ellas 
nocen todas las otras jurisdicciones desaparecerían al fin. 
los demandantes han satisfecho el impuesto ante el Jue* 
e la sucesión, porque la i,ic»nstit,.cionalidad opuesta . un 
pneato, «oes escobón bastante á resistir ó suspender su 
,o Lo han satisfecho bajo prole**, y están en su perfecta 
derecho al ocurrir áfla jurisdicción originaria y escita de 
esta Corte, siempre qne se trate de cuestiones entro m» Pro- 
vincia y subditos ó ciudadanos estrangeros. 

Eduardo Costa. 



Buenos Aire». Abril 13 de l»Sfi. 



Yiatos: atento lo espuesto y pedido por el Señor Procurador 
General en su vista do foja setenta y nueve, y de conformidad 
7a Lio primero inciso primero de la le, sobre jurisdicción 
y competencia de los Tribunales Nacionales, se declara no ha- 
ber lugar á la excepción de incompetencia .«puesta por el repre- 
sentante de la Provincia de Santa M ; y en su consecuencia, 
conteste derechamente la demanda. 



J. DOMINGUEZ. - ULAlllSLAU Pili AS. - 
FEDERICO IBARGÚnEN. 
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Criminal contra Máximo Castro, }n>r desacato *j heridas al 
Ge fe de ta Estación «San Pedro», del Ferro Carril Central 
ftortt\ 



Sttmarto. --ha detención preventiva sufrida por sesenta y 
neis dias, no debe computarse como parte de la pena impuesta, 
máxime si el delito cometido se halla acompañado de circuns- 
tancias agravantes. 



Caso. — Se halla referido en el 

Falla del Jwc* Peder»! 

Caumarca, Agoalo íft de 1885. 

Vis la esta causa criminal seguida por el Procurador Fiscal 
ad hoc. D Segundo J. Acuña, contra D; Máximo Castro éi- 
Factor de carga en la Estación San Pedro del Ferro Carril 
Central Norte, representado por el habilitado D. Fidel Bar- 
rionuevo, sobre el delito de desacato y heridas inferidas al 
Geffl de ella I). Máximo de la Vega, en la tarde del 8 do Di- 
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bre último, dentro de la oficina y durante el ejerció de sus 
iones, de la cual resultan lo» siguientes hechos : 
Habiendo entrado el procesado á desempeñar las f uucio- 
dc su antedicho empleo como ¿ mediados del año anterior, 
«do algún tiempo, principió, según parece, a enemistarse 
su Gefe inmediato Señor de la Vega y á sostener con este, 
micas mas ó menos acaloradas, sobre asuntos relativos al 
servicio de la misma Estación : hasta que en la tarde del 9 de 
Noviembre, llegó la exaltación de aquel a tal grado, que tomó 
una de las sillas de la oficina en que se encontraban y la des- 
cargó sobre éste. Declaraciones de Vega á f.»ja 7 vuelta, D. 
Antonio Bello á foja Hy 40 y de I). Belisario Bello ó foja 17 
vuelta; oficio de foja 25, informe de foja 36, indagatoria do 
Castro á fojas 48, 55 vuelta y 56. 

2> Vega, desagradado a su vez por la incompetencia y mala 
índole que atribuía a Castro, elevó su queja ante la Gerencia 
del Ferro-Carril, por nota oficial fechada en 15 del mismo mes 
de Noviembre, a la que adjuntaba en comprobación de sus 
aseveraciones el libro de «cargas recibidas», llamando espe- 
cialmente la atención sobre varias irregularidades y errores 
cometidos en el mismo libro, á la m <l™ t> acía una relac,on 
suscinta sobre las enunciadas desaveniencias ; y en consecuencia 
pedía la adopción de las medidas conducentes para su reparación, 
con cuyo motivo el Sr. Tedin se apersono a San Pedro y dis- 
puso la traslación de Castro á la Kstacíon Central de Tncuman ; 
lo que este efectuó el 2» del misino mes. (Declaraciones citadas 
Vega á foja 7 y ». y de lo, Sres. Bello ú foja 14 y 17 vuelta, 
olieio ídem de foja 25 é indagatoria Ídem a toja 40 y 58). 

3° Con tal motivo y mediante lus buenos oíieios del Sr. Ge- 
rente, es que vino á restablecerse, a lo menos aparentemente, 
la buena armonía entre ambos empleados; pero según lo ase- 
vera Castro, á los muy pocos días principió Vega á bostilizarl, 
nuevamente, por medio de telegramas unciales, en que daba a 
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entender haber aquel dejado un déficit en sus cuentas de re- 
caudación, para cuyo reintegro pretendía hacerle retener veinte 
y dos nacionales de sus sueldos atrasados ; siendo así que esta 
suma se la debía particularmente ¡í Vega, por io que resolvió 
hacer un viage á San Pedro, con el propósito de cháncela r los 
dos Valéis referentes á tal deuda, y pedir reparación del ullrage 
que A su juicio se le había inferido, (Declaraciones de Castro 
a fojas aS y 51, de 1). Uelisario líello á foja 39 y demás ante- 
cedentes ya citados). 

V Eldia7 del citado mes de Diciembre emprendió Castro 
su viage proyectado por el tren n" ti, quien en vez de dete- 
nerse en San Pedro, pasó para el Sud como de paseo ; pero 
al dia siguiente estuvo de regreso en dicha Estación, y 
así que llegó á olla, entró á ocuparse del asunto preindíendo; 
con cuyo motivo se suscitaron nuevo* altercados con Vega, 
hasta que vencida la hora de parada del mismo tren, hizo éste 
la señal de marcha, é incontinenti pasó a su escritorio á hacer 
una observación en el boletín de carga ; pero estando aun en 
esta ocupación, penetró Castro precipitadamente á la oticka 
con bastón en mano, y aproximándose á Vega por la espalda 

10 agredió á baslonazos, alcanzando á pegarlo dos en la cabeza 
y otro mas en una mano, ó injiriéndole otras tantas heridas 
leves, hasta el raimiento en que pudo interponerse uno de los 
oficinistas, quien ti la vez trató de aprehender al agresor Cas- 
tro, que salió de fuga, siendo muy luego alcanzado y captu- 
rólo por gendarmes de la Comisaría de Santiago, y entregado 
horas despnes á la de esta Provincia. (Telegrama de foja 1 ; 
curta de foja 3; declaración é informe de Vega de foja 6 vuelta 
á foja f y de foja 36 á 37 ; declaraciones ídem de lo* Bello 
foja 13 á 14 vuelta, foja 17 y 18; y de foja 38 vuelta, & f»ja 40; 
idem de D. Nicasio Hallejos, a foja 39 ; D. Antonio Fernandez, 

11 foja 30 vuelta ; D, Edil ver to Correa, á foja 32 y de D. Eraclio 
Correa, A foja 34; indagatoria de Castro, á foja 37 vuelta, y 
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fojas 38, 48, 53 vnelta, foja 56. y do foja 59 vuelta á 63 ; con- 
fesión con cargos del ídem de foja 74 vuelta á foja 77). 

5° En mérito de estos antecedentes, fué que el Comisario 
Castellanos levantó el sumaría de fojas 36 á 46, elevándolo cu 
seguida al Juzgado Uepartaniüiital ic Santu Rosa para la con- 
tinuación y resolución correspondiente de U causa, escarce- 
lando intertanto A Castro bajo la fianza carcelera de 1). José 
Noriega; pero el 8c. Juez Partidario considerándose incom- 
petente, lo declaró así por su auto del 29 de Diciembre cor- 
riunte á foja 44, devolviendo las actuaciones al mismo Comí- 
ie, quien en cousecueucia condenó á Castro en 31 del mismo 
_ 8 ¿ M i¡T ¿el distrito de la Comisaría, al pago de una multa 
policial y al de ios gendarmes que lo habían custodiado ; cou 
cuyo motivo regrosó aquel á Tucuman en los primeros días del 
siguiente mes de Enero. (Oficio de foja 36, decreto de foja 37. 
anotación do foja 40 vuelta, pedimento y auto de foja 41, 
resoluciones de fojas 44 y 43, y declaraciones antedichas). 

En tales i ircunstaocias, recién se dispuso por el decreto 
nja 5, la traslación del personal de este Juzgado Federal 
Estación San Pedro, donde se inició el sumario correspon- 
de, y en vista de tos graves cargos resultantes contra Cas- 
se decretó nuevamente su prisión y traslación i la cárcel 
ica de esta ciudad, á la que fué conducido d>*ilü Tucuman, 
mdo á principios de Febrero, en cuyas circunstancias 
.jnfuó exhibido y entregado el espediente seguid j sobre el 
particular por la Comisaría de Policía A que se ha hecho refe- 
rencia. (Auto de foja 19 vuelta, olicit» y decreto de foja 4» 
vuelta, indagatoria citada i fojas 47 y 48, exhorto y actuacio- 
nes de roja 89 i 9S). 
Y considerando : 

1 n Que según queda establecido en los anteriores resultandos, 
el procesado Castro está convicto y confeso de haber cometido 
los delitos do desacato reiterado y de lesiones corporales infe- 
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r idas al gefe de la Estación San Pedro Sr. de la Vega, dentro 
de la oficina y durante el ejercicio de sus funciones ; como se 
espresa en la denuncia y acusación Fiscal de foja I a y foja 403, 
Leyes 8* y 12% título U y 32, título 10, pnttida 3 a ; artículo 30, 
inciso 3" y 4°, de la ley penal del 14 de Setiembre de 1863; 
idem 176,230 y 377 del Código penal de la Provincia ; 

2" Que aunque dicho Castro ha pretendido escusar su res- 
ponsabilidad por semejantes atentados, alegando haber obrado 
en estado de legítima defensa, pero a mas de resultar del su- 
mario todo lo contrario, era de su obligación establecer con 
pruebas bastantes la certidumbre ó probabilidad de las cir- 
cunstancias que la justificasen, lo que ni aun ha intentado 
comprobar, (artículo 158 del Código Penal citado); 

3° Que en ta) virtud, la penu aplicable á tales delitos, podría 
serlo hasta un año de prisión, como lo ha solicitado el Minis- 
terio Fiscal, o una multa de 40 i 400 pesos, ó una y otra pena 
juntamente; pero teniendo en vista las circunstancias espe- 
ciales enunciadas en el auto de escarcelacion provisoria cor- 
riente á foja 85 vuelta y 80, y tantas otras privaciones á que 
ha estado sujeto el procesado, es mas equitativo moderar dicha 
pena dentro de los límites de la misma ley, como lo hace notar 
su defensor, (artículos 32 y 93, Ley Penal ; artículos 178, 233, 
378 y 379 del Código citado). 

Por tanto, y en uso de las atribuciones conferidas á este Juz- 
gadn Federal por el artículo 3" en sus incisos 3* y 4" de la Ley 
Nacional sobre jurisdicción y competencia, fallo: condenando 
al procesado D. Máximo Castro, á la penu de tres mesjs de 
prisión, conmutable s en dinero á razón de uti peso por cada día 
de aquella, ú mas de las privaciones que ha sufrido, con espe- 
cial condenación en costas. Hágase saber con el original y 
oportunamente diríjanse en su caso, lo» oficios y órdenes cor- 
respondientes. 

Joaquin Quiraga, 
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IALLOR DE L« Sil™»» tOtm 



vim na. seSoh procurador gwmal 

Buenos tire», Enc'o ls áe 

Supremo forte: 

Valiera mas al procesado <> ll « r MI! l ,taao de 
conde... M largos me.es va. corríaos desde I» fecha de 1. 
sentencia alie le imponía freí meses de prisión ! ! 

ti" enoaentro ,«e observa, acere, de este proceso ,» a 
8 ¡do llevad, como si se tratar, de .... .nvenenam.e..to * M 
rieidio, siendo el hecho ,«e .. motiva nn s.mpic de -U. 
«neociona!. ,«« correspondí sustanciar breve T«~»£ 
y en e».nto fner» posible, por «n procedimiento verbal. 1 or 
io demás, .1 hecho «ti probado, y 1» pe,., proporcional» i su 

TrSÍ ™ cnanto de V. K. depende. losperjuicios 
consigoiente. i 1» proligidad indebida del proceso pido i \ . L. 
8e sirv. ordenar por Ulegrana I. libertad .nmed.ata del pr - 
cos.3. ; y recomendar, en su «solacio., al 8.. ta de Sec- 
cioa proceda breve , variamente en casos como el presente. 

Edmrrrfo Costo. 



Hucnos Aires, Abril 11 de lt»¡. 

Vistos y considcr.nuo: que el delito cometido por Uon 
Stoi.no Castro está acompañado de circunstancias agravan es 
q „eno pueden desatenderse, cuales son: el haber .nfendo las 
heridas de que se le une., al «efe de una encina Nacional, en 
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el recinto mismo de la oficina, y en el ejercicio de sus funcio- 
nes; que el acusado solo lia sufrido sesenta y seis días de 
detención preventiva, pues el tiempo restante ba estado en 
libertad bajo de fianza segmi resulta de satos, no debiendo por 
consi guien ti* computarse diclia detención como parte de la 
pena, por no hallarse en el easi> provisto por el artículo ciento 
setenta y uno del Código Penal. Por estos fundamentos y tos 
de la sentencia apelada, se confirma ésta con costas y devuél- 
vanse. 

J. DOMINGUEZ. — U LADISLAO FRIAS. - 
PEDED ICO 1BAR::ÜREN. 



«AUNA 1,11 



í). Angel Gardella contra D. Santiago Allende, por cubro de 
fletes ; sobre falta de personería y defecto legal en el modo 
de proponer ta demanda. 



Sumario. — 1° La falta de arción no pued<> fundar laescep* 
cion dilatoria de falta de personería. 
2? No constituye defecto en el modo de proponer la demanda 

T. XXI. 3 
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el Lecho de no haber citado la ley aplicable at caso, y de no 
haberse traducido al idioma nacional algunos documentos 
acompañados á la demanda. 

3* El demandado puede pedir si le contiene, la traducdon 
de los mismo.-. 



Caso. — D, Angel Gardella demandó á D. Santiago Allende 
por lanchages, acompañando algunos conocimientos en idioma 
estrangero. 

Allende opuso al actor falta de personería, por no haber 
hecho contrato alguno con él, y defecto en el modo de proponer 
la demanda por no citar en esta la ley aplicable al caso, y no 
haber acompañado la traducción de los conocimientos en idioma 
estrangero. 

rail* del JMfi Federal 

Bueno» Aire». Setiembre 2tJ de 1885, 

Vistos y considerando: 

I o Que la falta de personería en el actor consiste propia- 
mente en su falta de capacidad legal para comparectT en juicio 
ejercitando una acción cualquiera, sea poT su dependencia de 
una representación necesaria, sea por no haber sido suficiente- 
mente autorizado el actor para ejercer las acciones de la purU 
en cuyo nombre se presenta. 

2 a Que en ninguno de estos casos se encuentra el deman- 
dante Gardella pues por una parte no se le desconoce la capa- 
cidad civil para estar en juicio, y por otra la acción dedueida 
lo es por su propio derecho. 

3* Que los argumentos aducidos pnr el demandado en apoyo 
de su escepeioude falla de personería opuesta al actor, se diri- 
gen á demostrar que carece de acción, por no haber mediado 



UE JUSTICIA NACIONAL 



3$ 



cutre ambas partes relación alguna jurídica que autorice la 
ileman da, lo que deja ver que se trata de una escepcion pe- 
rentoria que no puede oponerse como artículo previo sittú como 
razón general do oposición a la demanda, puesto que una vez 
resuelta quedarla concluido el pleito entre Allende y Gardclla 
definitivamente. 

A" Que el Juzgado no encuentra mérito para considerar de- 
fectuosa la demanda en el hecho de que no se baya citado el 
precepto espreso de la ley que hace al caso, porque no hay 
disposición legal que exija so cumpla en esa forma la pres- 
cripción del inciso 3", artículo 57 de la ley de enjuiciamiento ; 
y respecto de ta falta de traducción de la parte du los connci - 
inientos acompañados que se encuentra en idioma francés, 
porque esta circunstancia implica qu« el interesado no entiende 
servirá sinó de lo yic so encuentra en idioma nacional. 

Por estos fundamentos y demás concordantes del escrito de 
foja \% fallo no haciendo lugar á las escepcinnes opuestas y 
mando se conteste derechamente el traslado de la demanda. 
Notifíquese original. 

Virgilio !f. Tedin. 

mito de I» Supmui Cmñm 

Buenos Aires, Abril 39 de 1886. 

Vistos: por sus fundamentos, se conlirma el auto apolado 
de foja catorce, con costas; dejándose á salvo el derecho del 
demandado para pedir la traducción integra de los duc omentos 
de fojas tres, cuatro y cinco, sí le conviniese ; y previa repo- 
sición de sellos, devuélvanse, 

i DOMINGUEZ. «LADISLAO FRIAS. 
— FEDEBIcO INAUGUREN. 
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t' AUNA LUI 



Ih Antonio Cuet>as, contra lt* Escolástica V. Ur Idoale, por 
daños y ftérjuicios ; sobre prueba de testigos. 



Sumario. — Solicitada en tenipn la prueba de testigos no 
obsta á mi recepción, el licchu do haberse Jijado por el .hit:/, uu 
dia posterior al vencimiento del término probatorio. 



Caso. — Se refiere en el 

Fall* «el Juei Federal 

Paraná, Enero 27 de Itítífi. 

V vistos: resultando que la parte de Cuevas solicitó el 
examen de testigos el día siete del corriente, seis días antes del 
trece del mismo en Ijtte venció el término probatorio, según el 
informe del Secretad"; que por CousíguieriÉe la prueba ha sido 
pedida con la anticipación necesaria para que ne evaouuse. deutro 
de! térmiiiu, no siendu imputable á la parte de Cuevas que el 
examen de testigos sé practicase el H t que loé señalado por 
el Juzgado pur inutivus que tiu es del caso enumerar. 
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Por esto, nu se Imce lugar á lo solicitado por el represen tan ti; 
de la Señora de Idoate, de que so deje sin efecto la diligencia 
decretada en 11 del corriente. Repóngase. 

T. Pinto. 



Fallo 4* 1» 



Buenos Aires, Majo H de 18Hfi. 



VisLos: por sus fundamentos, se «oulirina con «'ostast, el auto 
de foja once; y repuestos tos sellos, devuélvanse. 



J. DOMINGUEZ. — ULADISLAO MUAS. 
— FEDERICO ÍOAUGÚREN. 



FALLOS 1>K LA SUPREMA HOllTE 



IK inocencia (ialeano. contra //. Jmé Camoglt; sobre alimen- 
tos para un hijo natura i. 



Sumario— Vn& hifrirniacion de testigos subre filiación 
natural liecbasiii ritarion del presunto padre natural, no puedi; 
fundar en contra de este, la obligación de prestar alimentos. 



Caso. — Se refiere en las resoluciones siguientes : 

ALTO DEL JUEZ FEDERAL 

Buenos Aires, Enero U de 1885. 

Vista esta inforimnon sumaria producida p-»r P* Inocencia 
(ialeanu pidiendo alimento de un hijo natural contra D. José 

Camogli. 

Y considerando : 

1" Que de la declararon ile D" María Dcleucdetti de (¿mir- 
tino, de foja 14, «iitien conoce ú las partes y augura n<> corres- 
ponder le las generales de la ley. declara que sabe que la iialeano 
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tenia relaciones sexuales con D. José (uiuogli durante el año 
de 1883, porque se lo dijo el mismo Cumogli ¿ la declarante, 
oonstándole por lu misma razón, que a causado esas relacio- 
nen la (Jalea no acreció eu cinta, dando A luz el 1ÍÍ de Enero 
du 188-i ;i una criatura ci»nio conseeuemia de esas relaciones, 
0. Lurenzo l¿uurtijjo declara á fuja 15, quien conoce también 
á las partes y asegura no eorresponderle las generales de la ley, 
que sane que la Gaicano y GauiOgli lian mantenido relaciones 
sexuales y le consta por habérselo referido ambos al decla- 
rante ; así también le consta que por ta misma razón D" Ino- 
cencia Gaicano apareció en cinta á causa de sus relaciones con 
Camogli, cunstándole aUnnativaiuente el contenido de la cuarta 
pregunta del interrogatorio de foja 13 por la carta que dice 
dirigió La Gaicano ¡1 Cumogli ; y contestando á la quinta pre- 
gunta del mismo interrogatorio, que es cierto, esto es, que 
Camogli junto con el declarante Quartino llevaron a la Ga- 
leanu ala casa de la L'arteru U* Cesárea de Soppi para que allí 
tuviera Lugar el alumbramiento del niño que tiene hoy la pos- 
tulante. Que D. Rafael Marchessi, á foja 16, que declara 
conocer á las partes y asegura no eorresponderle las generales 
de la ley, declara al tenor de Ja segunda pregunta del mismo 
interrogatorio, que es cierto y le consta por haber visto las 
manifestaciones de esa amistad. 

2" Que de todo ello resulta comprobado que D. José Camogli 
tuvu relaciones sexuales coa D* Inocencia Gaicano, y tomo 
consecuencia de estas relaciones ésta dio á luz un hijo. 

l'or esto, se aprueba eu cuanto ha Lugar ta iuformaciun pro- 
ducida y désele lu vista que sol ir i ta cu el quinto punto del 
escrito de foja 3. Repóngase lu fojft. 

Isidoro Albarracin. 
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Buenos Atr.H Ki'brtiru H IHHó. 

Vistos estos autos segui d por a Inocencia (Inhumo contra 
D, José Camogli para justificar el caudal de este, solicitando 
pensión alimenticia para su hijo natural, y «le que resulta: 

í° Que con la información testimonial que curre de foja 14 á 
foja 18, se lia justificado plenamente que 1). José Camogli es 
padre natural del hijo de la Señora Galeano, que ésta tiene 
consigo ; 

2? Que en viTtud de la información que corre de foja 26 A 
foja 48, se ha comprobado igualmente el capital de D. José 
Camogli, independientemente de su oficio, en diez mil pesos 
nacionales, y por tanto y dado el arbitrio judicial, fallo de 
conformidad al artículo 331 del Código Civil, que D. José 
Camogli, debe pagar y pague como alimentos necesarios, una 
mensualidad de treinta pesos nacionales i la Señora Inocencia 
Galeano, madre del niño en cuestión, y ademas, las costas de 
este juicio como litis-úspensa, depónganse las fojas. 

Isidoro Albarracin. 

FalU de la guprema C»rfe 

Buenos Aire*, Mayo 6 de 1886. 

Vistor : resultando que el auto etique su impone ú bou José 
Camogli la obligación de suministrar alimentos provisorios 
al menor cuya paternidad so le atribuye, se funda esclusiva- 
mentc en el mérito de las informaciones de testigos que cor- 
ren en autos: que dichas informaciones lian sido producidas 
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sin citación del interesado, y por consiguiente no pueden pro- 
ducir efecto alguno mi so perjuicio, se declara nulo y do nin- 
gún talor el auto recurrido; y de vuélvanse para que ti Juez do 
Sección, procediendo con arreglo ¡i derecho, prosea lo que 
corresponda. Repónganle los sellos, 



J. ROMINCUEZ, -UUD18LAO FMAS. 
— FEDERICO IBARGCnEN. 



CAUSA LV 



ti. Juan A. \farin, contra D n Edelmim Correa Morales ; por 
cobro ejecutivo de pesos. 



Sumario. — El documento de una suma entregada en garan- 
tía de alquileres, á devolverse desocupándose la propiedad 
arrendada, es título hábil para ejecutar su devolución una 
vez desocupada la finca. 



Caso. — Se refiere en el 

T. XXI. 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



Buenus Aires, Octubra 27 de 1883. 

Vistos estos autos ejecutivos y los agri-gados seguidos por 
D Juan A. Marin contra D' Edelmíra Garre* Morales por de- 
volución de quinientot treinta y nueve pesos moneda nacional. 

Resulta: 

4° Que la Señora Correa Morales alquiló una casa de su 
propiedad al ejecut:mto mediante el pago mensual de cuatro 
mil quinientos pesos moneda corriente, habiéndolo entregado 
éste la suma de diez y ocho mil pesos do la misma moneda 
equivalente á cuatro meses de alquiler, en depósito y como 
garantía los que serían devueltos al desocuparse la propiedad 
arrendada según lo espresa el documento de foja i otorgado 

por la locadora. . 

2» Que con dicho documento se presentó Marín á este Juz- 
gado pidiendo su reconocimiento y practicado éste iniciando 
ejecución por la cantidad de quinientos treinta y nueve pesos 
moneda nacional, saldo resultante á su favor do la suma depo- 
sitada una vea deducida la parte proporcional correspondiente 
al alquiler de un mes y tres días que babia quedado adeudando 
por haber desocupado la propiedad alquilada el dia 21 de Di- 
ciembre del año próximo pasado, suma que aquella se negaba 
i restituirle alegando protestos injustificables. 

3* Que en esto estado se presentó la Señora Correa Mora es, 
manifestando que habia depositado en el Banco Nacuma! á la 
orden del Juzgad, la cantidad de Ifti pesos M centavos i ■ i n 
como saldo que reconocía a favor de Marín, por cuanto debía 
deducir por alquileres correspondientes al mes do Diciembre y 
veinte y dos dias do Enero, 9600 pesos m/c y «94 por dete- 
rioros, cuyas sumas se consideraba con derecho á retener en su 
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poder, aunque la determinación do los deterioros dependiese de 
su liquidación. 

4 fi Que citada de remate la ejecutada se presentó A foja ... 
oponiendo las cscepciones de pago (• i n habilidad del título, 
fundando la primera en la consignación de que se ha hecho 
mérito y la segunda en que siendo la acción que competía al 
demandante únicamente la de extinción de lianza, correspondía 
deducirla cu juicio ordinario, por lo tanto era improcedente é 
inadmisible la vía ejecutiva que se había seguido, con el docu- 
mento presentado por el actor. 

5" Que encargados los diez días de la ley para que se justi- 
fiquen las escepcienes alegadas, se ha producido por ambas 
partes la prueba que espresa el certificado Icorriente á foja 77 
consistiendo la del ejecutaute en las posiciones de foja 59, 
absueltas per la demandada y las declaraciones de foja 62 
vuelta y foja 64, además del recibo de foja ... que acredita el 
pago del alquiler basta el 18 de Noviembre de 1884, y por esta 
última las declaraciones de f.-ja 66 vuelta á foja 77 y el espe- 
diente seguido sobre consignación. 

Y considerando: 

Primero: Que para resolver sobre la improcedencia de la 
acción ejecutiva que en el caso sub-judice constituye ta esoep- 
cion de inhabilidad del título de la cual debe ocuparse en pri- 
mer término el Juzgado, pues solo siendo admisible podría 
tomarse en consideración la de pago, es necesario fijar ante 
todo la verdadera naturaleza de él y las obligaciones que con- 
tiene según la intención de las paTtes al estcnderlo. 

Segundo: lino su tenor literal demuestra á no dejar duda 
alguna que la intención de los contrayentes no lia sido otra 
que la de garantir a la locadora del pago de los alquileres en 
las épocas estipuladas, y que su restitución no estaba subor- 
dinada sinó al hecho del desalojo de la propiedad. 

Tercero: Que en tales condiciones y probado el pago del al- 
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nuiler hasta el 18 de Noviembre, por medio del recibo de foja... 
cuya autenticidad no se ha desconocido por la demandada; 
confesando además el demandante que la propiedad había *ido 
desalojada mi mes y tres días despaea del ftltímO recbo, w 
evidente que tenia un título hábil para pedir en cualquier 
forma la restitución del depósito, .sin que sea un argumen o 
sirio en contrario ta circunstancia do no estar del mismo modo 
probado que el desaojo Lavo efectivamente lugar en la fecha 
«tié lo indica 6 en otra, puesto que teniendo el locador acción 
ejecutiva para el cobrode alquileres, ese hecho una re/, alegado 
y probado, justificaría plenamente la compensación para com- 
batir la ejecución hasta donde corresponda según el mayor 
tiempo que resultase de la ocupación. 

Cuarto - Que planteada la cuestión en estos términos, es 
indiscutible que el documento de foja 1 una ,ez reconocido, se 
encontraba en las condiciones exigidas por el artículo 248 de 
la ley Nacional de Knjniciamiento para autorizar el procedi- 
miento ejecutivo solicitado por el actor, puesto que en el mismo 
titule había base cierta para su liquidación y la restitución del 
depósito no dependía del cumplimiento de ninguna otra obli- 
gación previamente exigible al depositante. 

Quinto: Que es tanto mas lógica y justa esta conclusión, 
cuanto que de lo contrario resultaría que el inquilino que ha 
sido orivado durante el tiempo de la locación del goce de la 
suma en garantía, podría serlo mas aún, quizá indefinidamente 
si se le obliga fi seguir las peripecias de un juicio ordinario 
para recuperarla 6 si fuese licito modilicar la. condiciones y 
Uension de los actos de la garantía, por la sola voluntad de 
la parte obligada S iiacer la restitución. 

Seüo' Que por lo que respecta i la escepcion de pago, de 
M actuaciones agregadas solo resulta que la ejecutada ha 
oblado en el llanca Nacional en calidad de pago por consigna- 
ción la cantidad de 171 P e*os m/n con W centavos, reteniendo 
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üü su poder la cantitad de !)(}00 pesos m/e p« alquileres desde 
el 18 de Noviembre de 188i hasta el 22 de Enero del 85 en que 
supone desalojada la casa, y 4191 pesos en pago de deterio- 
ros que dice haber sufrido aquella, habiendo manifestado ma* 
larde (foja 27) que la suma consignada la entregaba en cali- 
dad de pago. 

Séptimo: Que si bien puede admitirse esta comí pago de 
parte do la suma reclamada, no se encuentran eu el mismo 
caso las otras dos partidas con las cuales pretende integrar su 
importe, pues la qu« se referia á alquileres solo podría auto- 
rizar una escepcion de compensado n según se ha dicho antes, 
dado el carácter ejecutivo de la acción que acuerda al locador 
el artículo 1578 del Código Civil; pero ni ésta misma ni nin- 
guna de las escepciones que enumera el artículo de la ley de 
M ti j uto ¡amiento, la partida procedente de deterioros déla casa, 
pues la existencia de ellos, su determinación y ta responsabi- 
lidad que por esa causa pueda incumbir al locatario deben ser 
materia de un juicio ordinario. 

Octavo; Que entretanto, del escrito presentado por la de- 
mandada consignando la suma mencionada, se desprende que 
aquella ha apreciado por sí sola esta responsabilidad y esti- 
mado los perjuicios en la cantidad de 185 pesos 75 centavos, 
que deduce do la suma depositada en su poder, circunstancia 
que basta para patentizar su irregularidad. 

Noveno; Que absolviendo posicioues la demandada ha con- 
fesado que tres dias antes del 21 de Diciembre estuvo Marin 
en su casa á prevenirle que iba á desocupar laque él alquilaba, 
que en losdias20y 2* del mismo mes vió sacar los muebles ; he- 
chos que además no lian pedid» pasarle desapercibidos desde 
que 9egun el domicilio constituido en autos, vivía en los altos 
de la casa que motiva el juicio y así es que debe considerarse 
legalmente establecido que el desalojo luvo lugar cu la fecha 
indicada por el actor desde que ese acto uo está sometido á 
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ninguna otra formalidad especial, debiendo imputarse asi mis- 
ma la demanda si no usó de su derecho en tiempo oportuno. 

Por estos fundamentos fallo, no haciendo lugar a las escep- 
ciones opuestas y mando llevar la ejecución adelante hasta 
hacerse transe y remate del bien embargado y con su producto 
íntegro pago al acreedor del capital intereses y costas; dejando 
á salvo á la ejecutada sus acciones para el cubro de daños 6 
deterioros en la forma que corresponda. 

l injilio W. Tedm. 



Fall* «le I* »up«r*«m C«rUs 

Buimios Aires, Mayo 11 da 188H. 

Vistos: por sus fundamentos, se coníirma con costas el auto 
apelado de foja ochenta y tres; y preña reposición de sellos 
devuélvanse. 



J, B. GOROSTlAGA. — J. DOMINGUEZ. 
— U LADISLAO FRIAS. — FEDERICO 
MARGAREN. 
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CAUSA 



El Fisco National, mitra IT Angela Videlu de Majano y f). 
Juan V. \ uíela : sobre indemnización por espropiacion de 
terrenos en el municipio de la ciudad de Mendoza, para el 
Ferro-Carril Andtno. 



Sumario. — \ a El precio de espropiacion de un terreno de be 
avaluarse según el que tenia al decretarse la espropiacion. 

<*. K n la indemnizo clon por espropiacion deben compren- 
derse los muros y sementeras contenidas en el terreno espro- 
piado, la parte de terreno que queda inutilizada, los perjuicios 
por la apertura del terreno y falta de regadío desde la ocu- 
pación, y las nuevas obras de regadío y desagües para la parte 
no espropiada, las que pueden hacerse por el espropiante. 

a° No debe comprenderse en la misma el fraccionamiento 
que sufre el terreno no espropiado, atento el mayor valor que 
adquiere por las obras a construirse. 

4> Adjudicándose al espropiado mayor suma que la ofrecida 
y consignada, se lo deben los intereses de la suma que esceda 
á la consignada desde la fecha de la ocupación, y el reembolso 
de gastos de actuación y pericia. 



Caso.— Se refiere en el 



.«i 



FALLOS l*E LA SUPREMA CUM'E 



I «II* del Juez Ft4ml 

Mendoza, Éqmo 31 de 1885. 

Vis los estos anios seguidos contra el Procurador Fiscal 
Nacional de esta Sección, de una parte, y V a Angela V. de Mo- 
ya nu y I). Juan Vírente Videla, tle la otra, sobre espropiaciou 
de dos fracciones de terreno de propiedad de los últimos, nece- 
sarias á la colocación de la vía y construcción de la Estación 
Central del ferro-carril Andino en esta ciudad. 

Resulta de ellos : 

I o Que habiendo rehusado los demandados el precio de Mr»- 
cientos pétOS moneda nacional por hectárea ofrecidos por el 
Procurador Fiscal, convinieron con éste en el nombramiento 
de un perito que informara al Juzgado acerca del verdadero 
y legítimo precio de los terrenos á esnropiarse y demás in- 
demnizaciones debidas por causa de la espropiaciou, y lo nom- 
braron de común acuerdo en la persona de D. Manuel A. Eguía. 

2» Que presentadas por el perito las operaciones de foja 22 
y 74, han sido ellas impugnadas por ambas partes en lo rela- 
tivo á las partidas siguientes : Primero : La.s referentes al precio 
del terreno por hectárea, estimado por el perito en la suma de 
seiscientos ochenta y un pesos óchenla centavos moneda nacio- 
nal, por el Fiscal en seis cientos ¡¡esos y por los demandados 
en mil quinientos, primeramente, y en etnco mil con poste- 
rioridad. Segundo: Las relativas al valor de diversos paños de 
tapia ó moros divisorios interiores, existentes dentro de las 
fraccioues espropiadas y al de lu* uniros de cerramiento du una 
v otra, estimados por el perito á razón tlvfíiez if ocho centavos 
moneda nacional el metro lineal, que el Fiscal sostiene no ser 
de abono y que los demandados reclaman á razón de treinta y 
cinco centavos el metro. Tercero: La relativa al valor de una 
sementera de trigo de propiedad del demandado D. Juan Vi- 
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rente Yidcla, destruida por consecuencia de los trabajos rio 
la vía, que el perito (¡ja en la suma de ciento noventa y 'lu.<¡ 
pesos moncha nacional, pretendiendo el Fiscal se reduzca á 
noventa ij seá y el demandado se, eleve á trescientos. Y cuarto : 
La referente al valor de una lonja de lerreno til estremo norte 
de la propiedad del misino I). Juan Vicente, que el perito valora 
al mismo precio que lo espropiado, reputando que queda eoui- 
p letame uto inutilizado para su dueño, y que el Fiscal solicita 
se elimine del todo. 

3" ijue además de esto, los demandados han impugnado la 
referida tasación, observando o,uc en ella indebidamente se ba 
omitido considerar: l'rimero: La indemnización que se les debe 
por los gastos que demai da el nuevo sistema de regueras y 
desagües que el fraccionamiento de sus terrenos hace nece- 
sarios Inicia el Puniente y Naciente de lo espropiado. ¡Segundo: 
La indemnización que igualmente les es debida por la apertura 
de sus terrenos é inutilización ó pérdida de sus pastos "ii la 
parte no expropiada, á consecuencia de ta ocupación de aque- 
llos, solicitada por la dirección de las obras del Ferro-Carril 
Andino y autorizada judicialmente con sujeción á los resulta- 
dos del juicio, de conformidad á las prescripciones de la ley 
Nacional de Expropiación, como por su falta de regadío becha 
imposible por los trabajos de la misma vía. Tercero : La que 
igual mente dicen debérseles por el demerito consiguiente al 
fraccionamiento de sus propiedades, y la forma irregular é 
inconveniente en que queda hacia el estremo Sud de la Esta- 
ción lado la demandada D" Angela. Cuarto: El valor de dos 
mil doscientos metros avaluados de menos por el perito en la 
parto espropiada ¡i la misma lv Angela. Y quinto, linalmente, 
los intereses correspondientes al mayor valor del precio e* in- 
demnizan -n que se tes deben abonar sobre la cautidad con- 
signada por parte del Fisco para tomar anticipadamente pose- 
sión de lu espropiado. 
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Y considerando: 

1» Que para juzgar acerca del precio verdadero ó corriente 
en la localidad de los terrenos en cuestión, puede tomarse ra- 
cionalmente como fecha de partida todo el año de 4881, atenta 
la en que se autorizaron y comenzaron los trabajos do prolon- 
gación de la vía del Ferro-carril Andino y la disposición del 
artículo 15 de la ley de espropiacion que prescribe que el valor- 
de los bienes debe regularse por el que hubiesen tenido, si ta 
obra no hubiese sido ejecutada ni aun autorizada ; 

$ Qll9 en relación a aquel año y aún á los subsiguientes, 
los autos ofrecen sobre tal punto loa siguientes antecedentes: 
La avaluación de estos mismos terrenos a ra*on de quinientos 
pesos nacionales por hectárea, practicada judicialmente el ano 
1882 por el perito D. Antonio Gigli. á los efectos de la parti- 
ción de los bienes quedados á la muerte del esposo de la de- 
mandada D' Angela V. de Moyano (f. 162 y 167), 

La declaración del mismo perito Ü. Antonio Uigli (f. lt»7 
cit.)de haber sido aquel á su juicio el justo y legítimo precio 
de venta de dichos terrenos. 

La declaración del Gerente del Banco Nacional D. TÜmtcio 
Benegas (f. 93 y 187) de haberle sido ofrecida en venta por el 
mes de Abril 6 Mayo de 1882 toda la propiedad de D' Angela 
por la suma de diez 6 doce mil ¡MSOi bolivianos, que acusa un 
precio mucho menor de quinientos pesos nacionales por hec- 

La compra hecba por el St. Obispo de Claudiópolis, i me- 
diados de 1881, de un terreno situado despaldas del Colegio 
Nacional de esta ciudad, alfalfado, plantado en parte de vina 
v con un pequeño edilicio ademas, á menos también de JUt- 
nientOS pesos nacionales por hectárea (informe de foja 94 y 
declaración de foja 154), 

La compra hecha en remate público por D, Meólas Oodoy, 
en Agosto de 1882, de un terreno colindante calle de por medio 
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con el do los demandados, alfalfado igualmente, con seis cu a- 
dras mas ú menos de viña, con plantíos de álamo y parte del 
suelo inculto, á menos de trescientos ¡tesos nacionales por hec- 
tárea (f. 102). 

La compra hedía por D. Salvador Civit, igualmente en re- 
mate público, durante el año de 1881, de un otro terreno si- 
tuado á veinte cuadras al Sud de este municipio, con veinte y 
cinco cuadras alfalfadas, una con viña, cuatrocientas cinco 
iiu'iiltas, uu buen edilicio y pin litaciones de álamo, por dos 
mil quinientos sesenta pesos nacionales, habiendo sido su pre- 
cio dt; tasación solo de dos mil cuarenta y ocho pesos mu» ó 
menos, lo cual acusa por la hectárea (prescindiendo dtd valor 
del edificio, terreno inculto y plantaciones) un precio inferior 
á eren pesos nacionales (declaraciones de f. 15*). 

La compra hecha por I). Isidro Kacudero, á fines delaño 1882, 
de una otra propiedad ubicada á quince cuadras al Sud de 
este municipio, constante de veinte y cinco ú veinte y seis 
cuadras alfalfadas, aunque no bien, cuatro mas 6 menos do 
viña, un ediíicio ruinoso, y setecientas á mil plantas de álamo, 
por el precio de siete mil petos nacionales mas ó menos, que 
acusa un valor por hectárea, de menos de doscientos pesos na- 
cionales (declaración citada de f. 154), 

La declaración del perito D. Luis Pr ingles [f. 170) que se- 
ñala como máximum del precio de la tierra de este municipio, 
á la fecha del año 1881, seiscientos cuarenta pesos moneda na- 
cional por hectárea. 

La tasación pericial de cuatrocientos pesos moneda nacional 
por hectárea, hecha durante el año próximo pasado, de una pro- 
piedad de 1». Federico Maza, á los efectos de una espropiacion 
llevada á cabo para apertura de calles por la Municipalidad 
de esta ciudad, siendo de notar que aquella propiedad, con- 
tigua por el lado dol tiste á la de la tfra. Moyauo, aunque de 
terreno de inferior clase á la del de esta, queda mas próxima 
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a la población urbana que la de la demandada (declaración de 
f. 170 ó informe de f. 140). 

La avaluación fiscal hasta hoy vigente de las propiedades de 
los demandados á loa efectos de la contribución territorial» que 
no alcanza á cuatrocientos ¡¡esos nacionales por hectárea (se- 
gún consta del informe de la oficina respetiva, corriente ú 
f. 43 del espediente de esproráacion seguido contra D. TnStan 
Uniñazú, que los interesados han tenido á la vista). 

Las expropiaciones llevadas á cabo durante e! año próximo 
pasado y ünes de 1883 por ta Municipalidad de esta ciudad, 
de parte de las propiedades de los demandados, de las cuales, 
bien examinadas, la mas alta no alcanza á dar seis cumias ¡tesos 
nacionales por hectárea (informe de f. 146), siendo de notar que 
estas espropiaeione* arregladas amistosamente, lo han sido 
por el valor actual de los bienes, por prescribirlo asila ley pro- 
vincial de la materia á diferencia de la nacional. 

Finalmente, el pedido de 800 pesos nacionales por nectarea 
hecho por la Kra. de Moyano, pocu antes de la iniciación del 
presente juicio, al agente ó encargado del Gobierno Nacional 
para la expropiación de terrenos. 

3" Que de todos estos antecedentes resulta, sin lugar á dudas, 
que el precio corriente venal de las propiedades, dentro y fuera 
de este municipio, en las condiciones de cultivo de las de los 
demandados y aún mejores por tener viñas, edificios, etc., por 
los anos antes enunciados, no ha escedido de seis cientos ¡tesos 
moneda nacional por hectárea; siendo de observar, por lo que 
de ella necesariamente se desprende, que no se ha hecho men- 
sioii siquiera por los demandados de transacción alguna que 
acuse un resultado diverso. 

4" Que las observaciones fundadas en los precios pagudos 
en el caso de alguna^ espruniaeiones llevadas acabo amistosa 
y estrajudieialmente por el comisionado mt hoc del t iobiemo 
Nacional en e>ta Provincia, carecen completamente -le base, 
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porque no se ha demostrado quu esos precios se liayau pagado 
por terrenos simplemente alfalfados, como los de los deman- 
dados, apareciendo lo contrario de las explicaciones suminis- 
tradas [iur dicho i'umisionado y demás antecedentes de los 
autos, los cuales demuestran que en ellos se han incluido el 
valor de plantaciones, edificios, muros de cerramiento, etc., en 
globo. 

5" Que tampoco son admisibles, de una manera absoluta, al 
menos, las relativas á ta producción 6 renta de estos terrenos, 
porque no se lia demostrado que ella haya sido á la ¿poca antes 
indicada, práctica y positivamente mayor que la correspon- 
diente al precio de tasación, lasándose todas las argumenta- 
ciones á este respecto en cálculos especulativos en los que no 
se toman en cuenta las contingencias posibles y naturales, 
como Iob enternecimientos y molestias inherentes al negocio, 
meses de falta de pasto, etc. 

6" Que aun admitida como cierta la base de cálculo i tal 
respecto, de los demandados : sea que siempre hayan cobrado 
por el pastago diario de cada un animal, en sus lincas, tlteztj 
seis reñírteos nacionales, todavía no podría llegarse al resul- 
tado que ellos pretenden establecer, porque constatado como 
s« halla por la declaración de diversos testigos (véase f. 102, 
i 58 vta.) que el precio del pastage ha sido antes de ahora en 
otras tincas dentro del municipio, muy inferior á aquel, no es 
verosímil que los demandados, sin otra razón que no aparece, 
pudieran tener siempre y constantemente en sos propiedades 
la afluencia de anímales que olios suponen para la formación de 
sus cálculos; debiendo observarse, además, que un testigo 
(véase declaración de f. 15i) espresa que aún en las tincas 
mismas de los demandados el precio general del pastage no 
ha sido sino muy inferior al que estos sostienen. 

7 o Que los antecedentes producidos á esto último respecto, 
si no son así suficientes por sí y mucho ménos compulsados 
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con loa relativos á loa precios do venta antes mencionados, 
para hacer aceptar como Legítimas las pretensiones verdade- 
ramente estremas de los demandados, son dignos sin embargo 
de atención y ofrecen mérito bastante para elevar en algo la 
oferta de la administración y aún la apreciación pericial de tos 
terrenas en cuestión, procediendo en ello con arreglo á los 
dictados de la equidad. 

Considerando, en relación a la segunda observación deducida 
contra la tasación pericial, que por el convenio de los intere- 
sados corriente á foja... quedó reducida á lo relativo solo al 
valor de los muros interiores de división ; 

8" Que no hay por qué dudar que ellos sean de legítimo abono, 
pues es obligación de la administración el pago de los terrenos 
en el estado en que ellos se bailen y su indemnización así pro- 
cede, como procede la de los cultivos, plantaciones ú otras cua- 
lesquiera que existan en los terrenos pin* eapropiarse, siendo de 
práctica además en las espropiaciones que so lian llevado hasta 
aquí á cabo por el Comisionado del Gobierno, el abono de tales 
muros ; 

9 o Que en cuanto á su valor, no hay tampoco porqué hacer 
diferencia con el que los interesados de común acuerdo han 
asignado á los muros estertores de cerramiento, 6 sea el de 
veinte y cinco centavos nacionales por metro lineal. Considerada, 
en cuanto al precio de la sementera de trigo a que ae retiere 
la tercera impugnación á la tasar ion de foja... 

10° Que no se ha demostrado que la apreciación pericial sea 
equivocada, resultando por lo que respecta al redamo del de- 
mandado, que según sus propias bases de cálculo (f. 83 y si- 
guientes), el precio de esa sementera no puede en manera alguna 
usceder al lijado por el perito. Considerando, en cuanto al valor 
dol terreno inutilizado al costado Norte de la propiedad del 
demandado Sr, Vidcla; 

11° Que segiin la apreciación pericial esa fracción de torreno 
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queda absolutamente sin aplicación alguna, y os justo así 

valorarla como tal; 

12» Que en cuanto á los gastos de desagües y regueras no 
comprendidos en la operación del perito, los internados lian 
convenido á foja... que los trabajos relativos se bagan por la 
dirección do las obras del ferro-carril, terminando con ello toda 
discusión al respecto; 

tí" Que «1 valor demandado por los perjuicios causados á 
consecuencia de la apeitura do los terreuos de los demandados 
y falta de regadío en la parte no apropiada, desde su ocupa- 
don por la dirección do las obras basta su curamiento y ar- 
reglo del nuevo sistemado regadío, no ba sido comprendido en 
la avaluación pericial, y el Juzgado carece así de elementos 

para apreciarlo ; 

Í4« Que la indemnización exigida por los demandados, por 
razón del fraccionamiento de sus propiedades y forma irregu- 
lar en que queda la de la demandada !>' Angela, hacia el Sud, 
está superabundantemente compensada con las ventajas espe- 
ciales resultantes a uno y otro por el aumento de población, 
negocios y otras mejoras semejantes, como apertura de calles, 
etc., y el crecimiento extraordinario de valor de sus tierras que 
les ha ofrecido la contigüidad á la Estación Central del ferro- 
carril, viniendo á situarlas dentro de la parte urbana de la 
población ¡ 

1 5" Que de autos resulta fundado el reclamo relativo al valor 
de los dos mil doscientos metrus de terreuo omitidos equivoca- 
damente en la operación pericial ; 

Í0P Que la demanda de intereses bocha por los demandados, 
es igualmente justa como una compensaeiou por el retardo del 
pago del mayor valor que se les manda indemnizar «obre lo 
consignado por la administración para obtener la ocupación do 
sus propiedades. 

I'ot tanto, deünitivamente juzgando declaro: 
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i" Que debo abonarse á los demandados 1)" Aupóla Yidela de 
Moyauoyü. Juan Vicente Videlü, como justo precio del valor 
de las once hectáreas y seis mil doscientos metros de terreno ile 
que entre ambos son apropiados, la suma de sel ce i en tos ochen- 
ta pesos moneda nacional put hectárea. 

2" Que deben aer igualmente indemnizados ilel valor de los 
mil trescientos quince metros de muros divisorios compren- 
didos dentro Je lo espropiadoá ambos demandados, á razón de 
veinte y cinco centavos moneda nacional por metro lineal. 

3* Que el demandado D. Juan Vicente Yidela debe ser in- 
demnizado del valor de la sementera de trigo ¡1 que se refiere 
el considerando 10", según la apreciación pericial de foja 74, 
lijándose el todo de esta indemnización, como en dicha avalua- 
ción se fija, en la suma de ciento y dos pesos moneda nacional. 
Que el propio demandado Br. Videla debe ser indemni- 
zado de los mil quinientos veinte metros cuadrados de terreno 
á que se refiere el considerando once, a razón de setecientos 
ochenta pesos por hectárea, ya fijado. 

5 o Que para la fijación do la indemnización que se deba á 
ambos demandados, por los perjuicios a que se refiere el con- 
siderando 13", deben entre ambos y el Procurador Fiscal, si no 
prefieren hacer dicha fijación directamente por sí, nombrar 
uno ó mas peritos que informen al Juzgado á su respecto, ¡i 
cuyo efecto deberán comparecer tres dias después de ejecuto- 
riada la presente. 

G« Que el demérito á que se refiere el considerando U* debe 
tlarse por compensado con las ventajas enunciadas en el mismo. 

7" Que ambos deben ser pagados de los intereses i*or respon- 
dientes á la mayor suma que se les manda abonar sobre lo 
consignado por parte del Fisco, desde el dia en que fueron ocu- 
padas respectivamente sus propiedades basta el del pago, ar- 
reglados por los que cobra el Manco Nacional de esta ciudad 
por adelantos en cnenta corriente ; y 
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8 o Finalmente, que deben ser indemnizados también de loa 
gastos de papel sellado y honorarios del perito, conforme á la 
disposición del artículo 18 de la ley de 7 de Setiembre de 188G. 
Hágase saber con el original. 

C, S. de la Torre. 

Vallo de Suprema Corte 

Bíenoi Airts. Mayo 13 de 1880. 

■ 

Vistos*, por sus fundamentos, se cuiifirnia con costas el auto 
apelado de foja doscientos treinta y cineo; y previa reposición 
de sellos, devuélvanse. 

J. DOMINGUEZ. — ULADISLAO FRIAS. 
— FEDERICO inAn«jCftE?i. 
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CAUSA 



V Mariana Unzué, contra el Cobierno de ta Provincia de Entre 
' Hios; sobre nulidad de una ley provincial y daños || per- 
juicios. 



Sumario. - \" El propietario de un terreno comprendido en 
ri éiido de od pueblo declarado por ley provincial, carece de 
acción contra el Poder Ejecutivo *«« ha aprobado la mensura 
del ejido, reconociendo la propiedad del actor, para hacer 
declarar la nulidad de la ley. 

2» Tampoco tiene acción contra el mismo por los actos vio- 
dorios de S n propiedad que Haya comttido la municipalidad 
del punto, con ocasión de dicha ley. 

Cliso. - Se refiere en el 

r«ll» *e I» tt»1 

Dueños Aire», Hayo 18 de 1888. 

Vistos : resulta de estos autos lo siguiente : 
Don Mariano Umri demanda al Gobierno de !a Provincia de 
KntieBiM por ataque á su propiedad. 
Los hechos que motivan esta demanda consten principal- 
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mente, según lu esposicion de foja cuatro, en que el Secretario 
déla Municipalidad, acompañado de dos comisarios, uu alcalde 
y varios vecinos, se presentó en su establecimiento, y sin decir 
una sola palabra á quien lo representaba en él, se apoderó de un 
pequeño rodeo de unimales finos, que se íi pacentaban próximos 
á la casa, arrebatándoselos & su pastor y llevándoselos con- 
sigo. Este hecho, dice, en que va envuelto el ataque ú la pro- 
piedad y la violación del domicilio, se ejecutó por orden del 
Presidente de la Municipalidad, que antes intentó vender su 
propiedad y hoy le quiere aplicar arbitraria y torcidamente 
las disposiciones légale* que rigen les terrenos de ejidos, sin 
que el Gobierno los baya espropiado. 

Entre Los antecedentes de la demanda menciona la ley de la 
Provincia de Entre Ríos de mil ochocientos setenta y dos, que 
lija cuatro leguas cuadradas al ejido de todo pueblo, villa ó 
ciudad, y encarga al l'oder Ejecutivo su deslinde y amojona* 
miento, ron separación "le los solares, eh leras, quintas, etcé- 
tera, y dice: que en mil ochocientos ochenta y tres el Poder 
Ejecutivo ordenó se deslindara el ejido del Uruguay y *e es I li- 
diaran los terrenos circunvecinos para ver .si era posible en- 
sancharlo : que la mensura se hizo quedando, según ella, 
dentro del ejido algo lie una legua del campo de su pro- 
piedad, donde tiene la diro:riou de su establecimiento con todas 
las construcciones convenientes: que antes de aprobarse 
aquella operación, la .Municipalidad del Uruguay puso en venta 
el campo que quedaba dentro del éijdo y comenzó ¡V hacer 
concesiones á individuos que se pretendían poseedores, con 
cuyo motivo ocurrió al Poder Ejecutivo, quien, por el decreU 
de veinte de Marzo de mil ochocientos ochenU y matro. que en 
copia simple acompaña, lo reconoció propietario del terreno, 
declaró que la Municipalidad no tenia derecho de dominio 
sobre él, y, aprobando la mensura, lo dejó comprendido en el 
ejido de Ja ciudad del Uruguay. 
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Refiriéndose á cate decreto, dice: que sus diversas declara- 
ciones, contradictoria la última con la primera, podrían conci- 
liarse por medio de la espropiacion inmediata del campo, y 
que, creyendo que así se procedería, habia esperado la ley de 
espropiacion; poique habiéndose producido nuevos hechos 
(los relacionados al principio) no le era posible prolongar por 
mas tiempo esta eupectatíva y se veia obligado á ocurrir ante 
la Corte eu demanda de justicia. 

Fundado en estos antecedentes y en que tanto la ley general 
de mil ochocientos setenta y dos, como el decreto de veinte de 
Marzo por el cual el Gobierno de Kntrc líios lia declarado, 
dice, una parte do su propiedad terreno dé íjido sin espro- 
piacion previa, habiendo comenzad- u sufrir loa efectos de 
esta declaraciou, son írrito, y nulos por ser actos contrarios 
á la Constitución Nacional, á la de la Provincia de Kntrc ilios 
y ul Código Civil, pedia que el Tribunal asi lo declarara y 
proveyera, de conformidad á los pedidos contenidos en el pár- 
rafo segundo del escrito de demanda de foja cuatro. 

i;i tiobierno demandado ha opuesto ia escepcion de no parte, 
fundado en que los hechos que han dado origen á ta demanda, 
han sido ejecutados por la Municipalidad: que la Municipa- 
lidad es un poder público independiente, nombrado directa- 
mente por el pueblo, según la ley orgánica de su institución: 
que como tal y eu su calidad de persona jurídica es respon- 
sable de sus actos y que, por consiguiente, las demandas & que 
estos den origen deben deducirse eontra ella y no contra el 
íiobierno de la Provincia que es estraño a dichos actos y que 
en manera alguna puede Tesponder de ellos. Por todo lo cual 
pide que la demanda interpuesta contra él sea desechada con 

costas. 

Y considerando : 

Primero: Que con arreglo a lo dispuesto por el artículo 
treinta y tres del Código Civil, una Provincia Federal y cada 
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uno de los municipios en que está dividid:!, son personas jurí- 
dicas distintas, que tienen su representación propia c* inde- 
pendiente, y que por lo mismo rada una solo responde de sus 
propios actos. 

Segundo: Que los imputados al Gobierno déla Provincia 
de Entre llios, según los antecedentes que qucd.m referidos, 
consisten en haber mandado practicar ta mensuro fiel ejido 
de la ciudad del Uruguay con arreglo á la ley provincial de 
mil ochocientos setenta y dos. que lija el de cuatro legua* 
para cada pueblo, villa ó ciud.id de la Provincia, y en haber 
aprobado esa mensura, no obstante quedar comprendida den- 
tro de ella una porción considerable del campo del deman- 
dante. 

Tercero: Que estos hechos, reducidos A noa operación pu- 
ramente científica y á la aprobación í^e ella, no afectan los 
derechos del actor, sobre tndo, cuando eo el decreto de veíate 
de Marzo presentad» i-n cúpia por el mismo A foja dos. se es- 
tablece por el Gobierno de Kutre Utos, al aprobar dicha ope- 
ración : que el Gobierno vendió á los consocios de los Señores 
Unzué el campo a que se reliere la solicitud de foja cuatrocien- 
tos veinte y oelio, reconociéndoles posteriormente el derecho 
legítimo de propiedad por resolueion de catorce de Noviembre 
de mil ochocientos setenta y ocho, haciéndose después la renu- 
vacion del título; que en tal virtuJ debe considerarse á los 
Señores Unzué como únicos propietarios del espresado campo, 
respetándoseles en su legítima propiedad : que la l«y de ejidos 
transfirió á la Municipalidad la propiedad de los terrenos fis- 
cales ; pero de ningún modo la de aquellos que habían pasado 
al dominio de otras personas por transferencias hechas ante- 
riormente por el Gobierno en el límite de sus facultades: que 
la Municipalidad no puede de ninguna manera considerarse 
con derecho al campo vendido antes de la ley de ejidos y reco- 
nocido después á los Señores Unzuó, y concluye haciendo la 
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siguiente declaración, en el párrafo primero do sn parte dispo- 
sitiva: que el Gobierno ha transferirlo y reconocido la propie- 
dad de los Señores tTnzüé al WWW denominado € Potrero», 
inclusa la parte comprendida en el éjido, debiendo ser respe- 
tados en su propiedad como legítimos adqni rentes. 

Cuarto: Que ante estas declame iones tan esplicitas, las 
operaciones puramente facultativas de lijar los límites del t'jido 
de la ciudad del Uruguay y la aprobación de ella, no son, ni 
pueden considerarse ni ataque á tu [impiedad que de" mérito ¡i 
una acción civil contra el Gobierno de Entre Uios. y si la 
Municipalidad, interpretando arbitraria y torcidamente, como 
lo dice el demandante á foja seU, las disposiciones legales que 
rigen los terrenos de ejidos, ha ejecutado actos que tiendeu 
a privarlo de sus derechos ó á perturbarlo en el ejercicio de 
ellos, es sobre ella solamente que pesa la responsabilidad de 
esos actos, y, por consiguiente, la acción á que din origen solo 
puede dirijirse contra la Municipalidad que tiene su repre- 
sentación propia en los miembros que la componen, y no contra 
el Gobierno de la Provincia, quü representa á una persona 
jurídica distinta £ independiente, según se ha establecido en 
el primer considerando. 

tjuinto: Que tampoco puede fundarse ninguna acción contra 
la Provincia de Entre líios en solo la existencia de la ley de 
Ejidos do mil ochocientos setenta y dos, y en el decreto de 
veinte de Marzo de mil ochocientos ochenta y cuatro por supo- 
nerlos inconstitucionales ; porque siendo estos emanados do 
poderes públicos, soberanos é independientes en el ejercicio de 
sus funciones, no pueden traerse á juicio para discutirlos en 
abstracto, sin6 que es necesario que con ocasión de ellos se 
hayan producido hechos que den origen á un caso contencioso; 
pues solo entonces y conoeiendo del caso, pueden los Tribunales 
rever dichos actos y declarar su nulidad, si resultasen con- 
trarios á la Constitución ó a las leyes del Congreso, que son la 
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ley suprema que deben aplicar n las cuesü oes llevadas á su 
conocimiento. 

Sesto: Que no habiéndose producido tales hechos por parte 
diO Gobierno de Kntre Kios, según resulta de los antecedentes 
consignados en esta causa, la demanda interpuesta contra él 
para que se declare la nulidad de la ley y decreto referidos 
por actos ejecutadas por la Municipalidad del Urn j'Ty, es 
improcedente. 

Por estos fundamentos, se absuelve al ílobierno de la Pro- 
vincia de Entre Rios, de la demanda interpuesta contra él, 
quedando a salvo las acciones del demandante para hacerlas 
v¡iler contra quien corresponda. Xotiíinucse con el original, y 
satisfechas estas y repuestos los sello-?, archívense los autos. 

J. II. GOItOSTlAGA. — -J. DOMINGUEZ, 
— ULADISLAO FRIAS. — FEDERICO 
IBARCÜBEW 
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CAI!» A Mil 



o Mercedes y orre, contra fí. Carlos Saco; sobre reconoci- 
miento de hijos naturales. 



Sumario. — El Defensor de Menores debe intervenir en toda 
juicio en que se trata do los intereses de estos, y su falU de 
intervención causa la nulidad del juicio. 



C ax(K — K n el juicio seguido ante el Juzgado Federal de 
Salta, por I)* Mercedes Xorre contra IX Cárlos Saco, sobre re- 
conocimiento de dos hij \B naturales, no fué oido el Defensor 
de Menores de la Provincia, quien reelumú, ocurriendo en se- 
guida en queja a la Suprema Corte. 

rail* M #hw Fe««r«l 

S;l1U, Octubre 99 de 1884. 

Vistos estos autos seguidos por el representante de D' Mer- 
cedes Norre, por sus hijos Ascensión y Felipe, demandando el 
reconocimiento de estos como hijos naturales de D. Cárlos 
Saco, de los cuales resulta que siendo negados los hechos en 
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que se furnia la demanda, se recibió esta causa á prueba, pro- 
duciéndose por ambas partes la que instruiré el certificado del 
actuario corriente á foja 50 vuelta. 

La pretensión de la Norre consiste en que mantuvo con Saco 
relaciones ilícitas de las cuales nacieron sus hijos nombrados; 
que Saco al principio cumplió con sus deberes auxiliándola, y 
como se hubiere desentendido después, cutabla la presente 
demanda de filiación. 

Veamos si ha conseguido probar lo que se proponía. 
Víctor Aibar, foja 25 ; Casiano Vieirn, foja 27 vuelta y 28 ; 
JoséSurlín, foja 35; Juana Rojas, foja 36; Géléstiino Flores, 
foja 5¡* ; Cabriel Arias, foja 54 ; Kcrapia Diez Gómez, foja 55 ; 
testigos presentados por la demandante, declaran unos que 
les consta el hecho de las relaciones, sin dar la razón cómo lo 
saben, y otros porque lo oyeron decir. ¿Cómo pueden saber, 
cómo pueden constarles el hecho de la generación, misterioso 
secreto envuelto por la naturaleza con un velo impenetrable? 

Admitiéndose por el artículo 325 del Código Civil, en la in- 
vestigación de la paternidad, todas las pruebas que se admiten 
pura ¡trabar los hechos y que concurran ¡i demostrar la filia- 
ción natural, no se ba hecho ni mención en la demanda de la 
posesión de estado, uno de los medios quiza el mas elicaz 
pura demostrarla. 

La demandante no vivia con Saco, y sabido es que según la 
Lejislacion Romana, el hombre que tenia en su casa como 
única concubina á una mujer con quien estaba en libertad de 
contraer matrimonio, era padre natural del hijo que naciere 
de esta mujer. Por el derecho de las Partidas, se permitió la 
barraganería, es decir, la vida marital, porquejlos hijos que 
nazcan de la barragana son mas ciertos (Proemio del título 
14, Partida 4'). y aun el hijo de e?ta que se entrega á otros 
hombres es de padre incierto, (Ley 1% título 15, Partida 4*)- 
Pero aún suponiendo cierto el hecho de las relaciones entre 
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Saco y la Xorre, esto no basta para deduchr de un modo con- 
tluyente que loa hijos qno esta turo fueron el fruto de esas 
relaciones, pues pata esto habría sido imprescindible probar 
que no tuvo acceso con ningún otro hombre. 

A esto respecto tampoco la prueba le es favorable ; poTquc 
aunque Aibar, foja 25 vuelta, Serapia Diez Gome/, foja 55 
vuelta, y Gabriel Arias, foja 54, declafau que la Xorre tema 
buena conducta y que no recibió sino a Saco, esto, testigos ó 
son de oidas 6 si afirman no dan razón de sus dichos; siendo 
de notar que 4 uno de ellos, Aibar, que hizo la propuesta i 
Mercedes de acompañarla una cierta noche, esta le contestó 
que estaba comprometida. 

Francisco Mattos dice que por la liviandad d» la vida de 
Mercedes podría clasificársela como espresa la segunda pre- 
gunta del interrogatorio de foja 27 vuelta, y que en su rasa 
solian haber parTamh.s. Ksta declaración osla del todo confor- 
me con la del Escribano Guzman, foja 4S< que explica y dá 
razón como vió á Mercedes en ancas de su amante Senator 
Bárcena, sus orgías, etc. Hitos testigos, no tachados, evi- 
dencian que Mercedes ha llevado una vida demasiado libre 
para suponerla víctima déla seducción y que no hubiera tenido 
mas acceso que con Saco, 
y considerando : 

Primero : Que el ofrecimiento al principio de 300 pesos fuer- 
tes y después de 400 en favor de la Sorre, cuando mas probaría 
que esta le dispensó ciertos actos de condescendencia y de 
ningún modo la demostración de la unión ilegítima y el naci- 
miento por esta causa de los hijos Ascensión y Felipe, para 
fundar la paternidad natural atribuida á Saco. 

Segundo: Que tampoco ha conseguido probar que Saco, en 
los primeros tiempos de sus relaciones, auxilió á la deman- 
dante, y nada hay en estos autos en favor de lo articulado en 
el escrito de demanda. 
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Tercero : Que con las declaraciones de Octavio Morales, foja 30 
vuelta, Celestino Floros, foja 53 y Gabriel Arias, foja 54, se 
pretende proliar una confesión extrajudicial, sin tener cu cuenta 
que para que esta se llame tal y ti nga la fuerza probatoria 
quo le dá la ley, es necesario que haya sido hecha en presencia 
de dos testigos y de la parte contraria, cou espresioues termi- 
nantes y claras, según lo esplica Caravantes en ol tomo 2", 
n° 856 f página 180. de conformidad a la ley 7 a , título 13, Par- 
tida 3', lo que no lia sucedido en el presente caso. 

Por estas razones, fallo: declarando que M n Mercedes Norte 
no na comprobado la liliacton natural que reclama en favor de 
sus hijos mencionados En consecuencia, absuelvo de la de- 
manda á D. Carlos Saco é impongo á aquella perpétuo silencio, 
sin especial condenación en costas. 

Notifiquese con el original, prívia reposición de sellos. 

Henjamin Figueroa. 

rail* 4> I» iuprfin C«rt* 

Buenos Aire», Mayo 20 de 18H6 

Vistos y considerando : 

Que ui Ministerio de Menores no ha sido oído en primera 
instancia, ni se le ha dado la intervención que le corresponde 
en este juicio; pues consta de autos que solo se le han notifi- 
cado las providencias en él recaídas, no obstante haber recla- 
mado de ello al ser notificado de la providencia de auto* (es- 
crito de foja ciento diez). 

Que dicho Ministerio es parte legítima y esencial, según el 
artículo cincuenta y nueve del Código Civil, en todo asunto 
judicial ó extrajudicial, de jurisdicción voluntaria 6 conten- 
ciosa, en que los incapaces demanden ó sean demandados, ó en 
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que se trate de las personas 6 bienes de ellos, so pena de nuli- 
dad de todo acto y de todo juicio que hubiere tugar sin su 
participación. 

Que concordante con este artículo es el cuatrocientos no- 
venta y cuatro del mismo Código, que declara igualmente 
nulos todos los actos y contratos en que se interesen las per- 
sonas ó bienes de los menores ó incapaces» si en ellos no hu- 
biese intervenido el Ministerio de Menores. 

Por estos fundamentos, y atento lo espuesto y pedido por 
dicho Ministerio en segunda instancia, se declaro nulo lo ac- 
tuado en primera, y se repone la cansa al estado de foja once. 

Y considerando, en cuanto al incidente que lia motivado el 
recurso de queja deducido por el Defensor de Menores de la 
Provincia de Salta: que siendo este él representante legal de 
lodos los menores e* incapaces de la Provincia donde ejerce su 
ministerio, pues así lo considera la ley al declararlo parte 
legítima y esencial en todo asunto judicial ó «trajudicial en 
que se trate de las personas ó bienes de ellos, no puede des- 
conocérsele personería para intervenir ante la justiaa, no 
habiendo, como no hay Defensores nombrados por la Nación, 
Por estos fundamentos, se revoca el auto apelado lo foja 
ciento once, y se declara que dicho Defensor es parte legítima 
en el presente juicio. Notifiqucse con el original, y repuestos 
los sellos, devuélvanse. 



J. 11. COBOSTIACA. — J. DOWNGUEI. 
— t LADISLAO FRIAS. — FEDERICO 
IBARCÚREK. 
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0. .lasé liava, contra If. Jos*' López; tabre arrienda de unas 
concesiones de terreno de colonia, y daños tj perjuicios. 



Sumario. - i" La indeterminación de la cosa en cuaut* a 
la cantidad, siendo cierta en cuanto á la especie, no invalida los 
contratos, si aquella es determíiiaulo y puede ser determinada. 

2" ha autorización dada por el propietario para ocupar á 
título do arriendo la parte de sus terrenos de colonia que desee 
el arrendatario, basta pura obligar ¡il primero á escriturar al 
seg.indo las cune va iones que La ocupado, por el tiempo y precio 
que convengan, 6 en su defecto, por el tiempo necesario á la 
cosecha y por el precio de costumbre, i designarse por paitos, 
con las demás clausulas usuales en los arriendos análogos. 



Caso. — So refiere en el 

Vmilm 4*1 Juwi F«4eral 

Rosario, Noviembre 13 de 1885. 

Vistos estos autos promovidos por ü. Marcial Pimentel, en 
representación de 1). José liava, contra D. José L. Lope», ad- 
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ministrador de la Colonia Vercelli, de propiedad del Dr. 1>. 
Bernardo de Irigoyen, solicitando se declare á aquel en obli- 
gación de hacerle entrega y escrituración, á título de arriendo, 
de diez y seis suertes de campo que rodean lo que se llama 
«Estancia Vieja* en dicha Colonia, imponiéndole ademas la 
obligación de indemnizarle los daños y perjuicios que por su 
mora y resistencia & hacerle esa entrega se lo han originado. 
Funda su acción el demandante espresando que por la cartu 
corriente á foja i\ fechada en 12 de Abril do 1883, so obligó 
el demandado á darle en arriendo las esproswdas concesiones y 
lo autorizó, ademas, pura que desde luego y sin perjuicio de la 
ulterior escrituración del contrato, procediera a sembrarían ; 
que en ejecución de tal convenio, entró inmediatamente á ocu- 
par una parte de aquellas, de la cual se encuentra actualmente 
en posesión ; que sin Tazón ni derecho, so pretendo sin em- 
bargo en la actualidad por López, despojarlo de esa parte 
ocupada; y finalmente, que en cuanto al resto del campo, se 
niega absolutamente á hacerle la debida entrega de él, ha- 
biéndolo arrendado á terceros. 

Contestando, el demandado niega ser eierto el hecho del 
arrendamiento en que se funda la demanda, afirmando no 
haber concluido contrato alguno al respecto con el demandante, 
ni haber mediado en el caso sinó un simple permiso gratuito 
de su parte para que aquel entrara & ocupar algunas porciones 
del campo enunriado, que desatiba arrendar; que aunque este 
permiso se tomara como un contrato de arriendo perfecta- 
mente acabado, sería él nulo é ineficaz por no haberse especifi- 
cado ni el número de suertes á arrendarse, ni el precio del 
arriendo, ni el tiempo de su duración, ni ninguna otra cir- 
cunstancia ¡i su respecto; y finalmente, que aun cuando así 
no fuera, no habiendo el demandante cumplido con las condi- 
ciones que son de práctica en los contratos de arriendo que se 
celebran en la Colonia, entre los cuales so cuenta principal- 
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mente la del abono anticipado del valor del arrendamiento, 
bajo pena de caducidad, condiciones que como antiguo admi- 
nistrador de la Colonia, no podía ignorar Bata, sus derechos 
deben entenderse caducados y perdidas sus acciones todas, na- 
cidas de aquel contrato. 
Y considerando: 

l w Que para la validez de los contratos, m> es indispensable 
por derecho que la cosa sobre que recaigan sea, desde luego, 
determinada en cuanto a sa cantidad, con tal que lo sea en 
cnanto a su especie ; que aquella sea además dcterminable ó 
pueda hacerse cierta por la realización de un hecho cualquiera, 
(Código Civil, artículos i 170 y 1500). 

2 U Que la carta reconocida de foja 1\ en que se basa prin- 
cipalmente la demanda, contiene una autorización espresa y 
formal ou favor del demandante, para ocupar y sembrar a 
titulo de arriendo la parte de terreno que fuese de su deseo 
tomar ¡i tal titulo, un el lugar la « Estancia Viejas, que ella 
menciona. 

3" Que por consiguiente, aún cuando dicha carta contenga 
en sí la determinación específica del número de suertes 6 con- 
cesiones de tierra ofrecidas al demandante, cumplida la auto- 
rización en ella contenida, por el hecbo de la ocupación ulte- 
rior llevada a cabo por aquel sin oposición del demandado, el 
contrato debe tenerse como recayendo sobre co: i cierta y 
determinada en cuanto á la parte ocupada al menos, y aún 
eomo consumado y plenamente ejecutado en cuanto á esa parte. 

4 o Que en cuantu á la paite en qut- dicha ocupación no se 
ha cumplido, que el demandante manifiesta desear arrendar y 
que el demandado resiste entregnrle, atenta la indeterminación 
absoluta en que queda por la falta de acuerdo á su respecto 
entre los interesados, el contrato no puede considerarse pro- 
píamente tal y debo estimarse que á tal respecto es él nulo é 
ineficaz y de ejecución imposible, por tanto. 
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5 o Que respecto de la parte ocupada, no es bastante a ta- 
charlo de ineücaz la circunstancia de que no se haya detcrnii- 
nado el tiempo de su duración, porque ello no vs absolutamente 
necesario á su validez, según el sistema y economía general del 
título i De la locación » del Código Civil, eu el cual se encuen- 
tran prescritas las reglas á observarse para el caso de no ha- 
berse determinado tiempo en la locación. (Véase artículos 1506 
y siguientes). 

6" Que tampoco puede oponerse á tal propósito su indeter- 
minación en cuanto al precio, porque para un caso tal. señalan 
igualmente reglas ciertas de determinación los artículo* l-UW 
y 1354 del Código citado. 

T Que la objeción deducida por el demandado.cn relación ri 
que por la carta de foja 1" solo autorizó al demandante á ocu- 
par y sembrar una parte indeterminada en lo que se ll.ima 
« Estancia Vieja » y que las dieí y suis concesiones que aquel 
pretende están en "sus tres cuartas partes fuera del radio ó 
cuadrado de aquel lugar, un puede oponerse con suceso en rela- 
ción a las cuatro conce,< iones ó cuadrado número 2 del croquis 
de foja 1*7, que el demaudaute tiene ocupadas juntameute con 
las cuatro del número I, cuque ubica la « Estancia Vieja >, 
porque de los antecedentes de la eausa debe deducirse que en 
la intención comuu de las partes se comprendió en la oferta 
del demandado no solo lo que* con propiedad únicamente 
podrá tal vez llamarse « Estancia Vieja que aparece no ser 
siuó uu pequeño punto en el cuadrado n' I, sinú también el 
terreno coutiguo, destinado igualmente a colonizarse ; pues 
así lo demuestra por una parte la circunstancia de designara 
indistintamente eu la causa con aquel nombre, loquees « Ins- 
tancia Vieja * y los cuadrados que la rodean, y por otra, la 
ocupación del cuadrado i!»*; llevada á cabo pur el demandante, 
sin oposición ni reclamación del demandado, del mismo modo 
que la carta de foja 23, en la cual se alude eaplícilameute ú los 
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cuadrados que >e designau, en el cróquis de foja 20, cou el 
nombre de prolongación Kste de la Colonia. 

8" (L¿ue no puede oponerse tampoco á la petición del deman- 
dante la falta de pago anticipado del valor de los arriendo*, por- 
que sin mensurarse el terreno, ni demarcarse las fracciones ó 
concesiones que entró ií ocupar el demandante y sin escritu- 
rarse el contrato ó este uderse las boletas respectivas, no pudo 
entenderse formalizado aquel, de manera á que pudiera consi- 
derarse eu vigor desde luego la obligación del previo pago (vé, 
en cou urinación, lo espuesto por el propio demandante i foja 21 
vuelta) v porque así Huye, ademas, de las caitas reconocidas de 
fojas 3 j 5, en las cuales, léjos de oponerse esa falta de pago, 
se inUrroga al demandante, por el demandado, sobre las frac- 
ciones que en definitiva ha de arrendar y se le i u vi ta ú pasar 
a recoger la boleta respectiva. 

ír Finalmente, que por lo que respecta á los daños y per- 
juicios demandados, ellos ni proceden, según los considerandos 
anteriores, ni han sido tampoco justiüeados por el demandante. 

Por estos fundamentos, definitivamente juzgando, declaro : 
que el demandado está obligado á estender, en término de diez 
dina, escritura de arriendo á favor del demandante, de las ocho 
concesión • que este ocupa, por el término que convengan, que 
no podrá str menor del necesario para que el último pueda 
bacer la cosecha del presente año y por el precio que sea de 
regla en la Culouia, ó tu que se acuerden ó designe por peritos 
arbitros, cu caso contrario; tod.., previa consignación por el 
mismo demándame del precio del arriendo, so pena de cadu- 
cidad de sus derechos, según las cláusulas del boleto ó formu- 
lario impreso de foja 21 . cuya verdad no lia sido descouocida 
por el demandante, Notifíquese con el original y repóngase el 
papel. 

C. S. de la Torre. 
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Dtiouos Aires, Mijo 2* de 1886. 

Vistos : por sus fundamentos, se conurma con costas el auto 
apelado de foja ciento cuarenta y nueve ; y repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

j. B. tiORQSTUCA— «LADISLAO FRIAS. 
— FEDERICO lRARGtREH. 



€AI]HA LI 



/). Antonio Cuevas, contra W Escoiásttm V, de Idoate, por 
daños y perjuicio* ; sobre amplmcion iteun informe judtaai 

Sumario. -Espedido en una causa el informe pericial, no es 
admisible su ampliación posterior, á menos qu* el Juez de la 
causa la ordeno en virtud de sus facultades. 



Caso - En la causa seguida por el Sr. Cuevas contra la Sra. 
Idqate ,poi dai.« y perjuicios, se ordenó y «pidió un informe 
de peritos. 
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Agregado este á los autos, uno de los peritos presentó es- 
crito ampliando su informe sobre puntos que dicen buber omi- 
tido en el primero. 

Hecha oposición ú la agregación de ese escrito por paTtc de 
la Sra. Idoate, se dicto el 

Falto «leí Jara Federal 

Paraná, Febrero 1* de 1886. 

Vistos y considerando: que la parte aotora no ha solicitado 
dentro del término la pericia para valorizar los daños y per- 
juicios que demanda; que L'ata fué pedida por el demandado, 
al solo objeto de lijar el valor «le los desperfectos ó st&a di* los 
daños ocasionados cu la lnibitacion de Cueras, según las cons- 
tancias de la vista de oj^s de foja . .. habiendo*»' hecho es- 
tensivaá los perjuicios en el acta de foja. . . por un error ma- 
nifiesto; pues no siendo pedida la valorización de estos por 
ninguna de las partes, no correspondía que el Juzgado la 
decretase de oficio. Por esto, porque la ampliación al informe 
se ha presentado fuera del término de prueba, sin seguir el 
procedimiento <jue la ley establece y porque no interesa al 
Juzgado esclarecer de oticio el punto á que dicha ampliación 
se refiere, desglósese de los autos y devuélvase al perito Dabat, 
dejándose sin efecto la primera parte del auto de foja . . . 

T. Pinto. 

Falto a> la «tiarea» Carta 

Duenoi Aires, lUyo 29 da 1886. 

Vistos: habiendo concluido los peritos su comisión en el 
informe de foja cuarenta y uuo, y no considerando el Juez de 
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la causa necesario hacer uso de la facultad de los artículos 
ciento cincuenta y uno y ciento cincuenta y «tos de la Ley de 
Procedimientos ¡ por esto, y sus fundamentos concordantes, 
se confirma con costas el auto apelado de fojo ocho vuelta ; y 
repuestos los sellos, devuélvanse. 

J. DOMINGUEZ. — U LADISLAO FRIAS. — 
FEDERICO 1HARGÉREN. 



CACHA LII 



i). José Pontis. contra ih Manuel Contreras, por rescicion de 
contrato y cobro de arrendamientos: sobre condenación en 
costas. 



Sumario. — El demandante- que no prueba ninguno de los 
hechos en que funda la demanda» debe ser condenado en todas 
las costas del juicio. 



Caso. — Se reüere en «1 
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Mendoza. Seticmbra 4 de 1885 

Vistos estos autos iniciados por D. José Ramón Gac, como 
apoderado de D. José Pontis, contra 1). M i miel ConWras, so - 
bre rescisión de un contrato de locación, resulta : 

En fecha 11 de Octubre del año 1882 D. José Pontis dió en 
arriendo un fundo de su propiedad, ubicado en el Departamento 
de Guuimalten, á los Srcs. Antonio Chinchón y Manuel Con- 
traías, por el tóruiino de tres anos á contar desde et dia 30 del 
indicado mes, y bajo las condiciones que se espresan en el 
contrato presentado á fojas 1 y 2. 

Con fecha, 25 de Junio del uño próximo pasado, se presenta 
Gae, en el cariieter indicado, entablando demanda contra Cun- 
tieras por falta de entupí i miento al citado contrato, y de con- 
formidad & lo estipulado en la cláusula 9\ que establece que, 
< ia falta de cumplimiento & cualquiera de ellas será suficiente 
motivo par ii que Pontis pida su rescisión, en el tiempo en que 
se deje de cumplir con lo estipulado •. Agrega el demandante, 
que habiéndose ausentado Chinchón de la República, quedó su 
consocio Contreras en posesión del fundo, usufructuándolo 
durante un año y ocho meseay qno éste, faltando arbitraria- 
mente al contrato, había cortado maderas, sin consentimiento 
de su representado, faltando á lo estipulado en el artículo 4*. 
Que no había alfalfado tos potreros como está obligado por el 
5 o , ni cumplido con las obligaciones que le impone la cláusula 
6*. Que no había tampoco rendido cuenta de cien pesos que 
quedaron en su poder para la construcción de tapias, ni pagado 
el canon correspondiente al primer semestre del segundo año, 
y por fin, que no había desmontado la viña como está obligado 
por el artículo 8?; por todo lo cual pide la rescisión del con- 
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trato, pago de cánones vencidos y condenación en daños y 
perjuicios. 

La parte de Contreras Tiieg:i los hechos que fundan la de- 
manda, y espone : qne las maderas han sido cortadas con cono- 
cimiento del demandante y empleadas en beneficio del fundo, 
todo lo cual ofrece justificar. 

Que respecto á la reclamación que se hace por no haberse 
alfalfado los potreros, ella es intempestiva, por cuanto esa clau- 
sula del contrato solo es esigible una Tez vencido los tres años 
del arriendo; que ademas, aquellos se hallan bíei. poblados de 
alfalfa y cercados, prestando servicios propios de la naturaleza 
de la cosa. 

Respecto á la falta do cumplimiento de la cláusula 6\ ob- 
serva, que por ella se le autoriza á emplear en las tapias del 
fundo la segunda anualidad siempre que no fuesen bastante los 
cien pesos que se habían descontado de la primera, debiendo 
él rendir cuenta del dinero invertido con tal motivo. Que & 
este tin habia requerido al Sr. Vontis para que recibiese la 
cuenta del dinero empleado en las tapias, á lo que éste se negó ; 
w>t lo cual bt*o constatar pericialmente el precio de ellas, 
seguí: ofrece comprobarlo. 

Que pt,- lo que hace á la falta de pago del correspondiente 
«1 primer seu* "tre de la segunda anualidad, era también falsa, 
pues que, no solo habia recibido L'outis ios arrendamientos 
corridos, sinó que éste le adeudaba cincuenta pesos, mas 6 
menos, procedentes del dineu empleado eo las tapias, por 
cuanto ellas cuestan mas de los ochenta y nueve pesos dedu- 
cidos de la primera anualidad y del primer semestre del se- 
gundo año que so cobra. Que Pontis habia recibido en la fecha 
del contrato la primera cuota por el año que vencía el 11 de 
Octubre de 1883, como se desprende del recibo presentado bajo 
el número 1 ; que el segundo año aun no estaba vencido, y no 
obstante lo tiene pagado con el costo de las tapias; resultando 
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entonces, que no solo tiene pagado el arrendamiento hasta la 
fecha de la demanda, ainó qu 1 lo ha pagado con esceao desde 
que estas valen mas de quinientos ochenta y nueve pesos a que 
suben los ochenta y nueve que quedaron en su poder, segun 
convenio, de la primera anualidad y el precio de la segunda 
qne vence en Octubre 11 de 1884. 

Que en cuanto al desmonte de la viña, se había h"ho con 
regularidad y en la medida de lo posible* estando ella en me- 
jores condiciones que cuando la recibió, y concluye pidiendo 
la imposición de las costas del juicio al demandante. 

Con los antecedentes espuestos se recibió la causa & prueba 
por auto de fecha 8 de Agosto del año próximo pasado, lijándose 
los siguientes puntes : 1" Sobre si la madera cortada por el 
demandado en la finca arreglada lo ha sido para mejoras de la 
misma y con conocimiento del demandante ó de su esposa ¡ 2 o 
Si los potreros han sido ó nó alfalfada* ya por el demandado y 
en caso negativo si se halla ó no aún en tiempo para hacerlo 
con nr reglo al articulo 5" del cu intrato ; 3° Sobre tas cantida- 
des invertidas en la ejecución de las reparaciones i que se 
refiere el artículo 6" del citado contrato- 4 o Si ha ofrecido ó 
no de su parte al demandante la rendición de cuentas de esa 
inversión y en su caso, si ha sido ella reclamada por el deman- 
dante; y 5° tiualtaentc, si el demandado ha cumplido ó nú con 
conservar la linca en tas condiciones del artículo 8" del con- 
trato. 

En mérito de lo relacionado ; y considerando : 
1" Que por la carta presentada áfoja % reconocida en forma 
por la diligencia de foja 60, se ha comprobado, que el deman- 
dado obtuvo autorización de la esposa de Pontis para cortar 
madera del fundo, siempre que ella hubiera de invertirse en una 
ramada ó galpón. 

2° Que se ha comprobado también con el testimonio dü los 
Sres. Adolfo de la Rosa, Casimiro Galves, Jesús Carrasco y 
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Bemardino Mendoza, corriente do foja 62 vuelta & 65 vuelta, 
como por el de los testigos Juan de Dios Cerra y Fabián Gar- 
ra»au, presentados por el actor de fojas 47 tí 49, que las ma- 
deras cortadas fueron empleadas en la construcción de un 
galpón y compostura de una trinchera cercos, y por consi- 
guiente, empleadas en beneficio del fundo; quedando así cons- 
tatado el fiel cumplimiento por liarte del demandado de lo esti- 
pulado en el artículo 4* del contrato, sobTe el cual Tersa e) 
primer punto de la prueba. 

3* Que respecto a la obligación impuesta al locatario por la 
cláusula 5" del contrato, es de observarse que ella solo puede 
considerarse exigible al vencimiento del mismo, á menos que 
se hubiese justificado que tal obligación no podía cumplirse al 
plazo estipulado, dado el tiempo que falta para la terminación 
de aquel. 

4* Que por el contrario, de la inspección ocular practicada 
por el tribunal, cuya diligencia corre de fojas 37 á 39 aparece, 
según el dictamen del perito nombrado de común acuerdo por 
las partes, que la finca podrá ser entregada, bien alfalfada al 
término del arriendo j quedando por consiguiente comprobado 
también el segundo punto de la prueba. 

5 o Que por lo que bace á las sumas invertidas en la ejecu- 
ción de las reparaciones A que se refiere el artíeul» 6 o , ellas 
constan del informe del perito 1>. Francisco Alvaro, nom- 
brado también de común acuerdo, corriente á fojas 99 y 100, 
que lija el importe de las tapias construidas en el fundo por 
el demandado en la suma de ochenta y seis pesos ochenta y cua- 
tro centavos moneda nacional oro. 

6° Que también se ha justificado por parte del demandado 
haber ofrecido en oportunidad al demandante la rendición de 
cuentas de las cantidades invertidas en las reparaciones del 
fundo, á que se refiere el artículo 6 a , como se desprende de la 
carta de foja 51, reconocida por este cu la diligencia de foja 74 
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vuelta y gestiones hechas por el demandado ante el Comisario 
de (¡uaimallen á objeto de constatar las obras efectuadas por 
él en la linea, v fjue se contienen en tas diligencias de fojas 72 

y 74. 

7" Que en cuanto a la falte de cumplimiento de la clausula 
8" á que se reliore el último punto del auto de prueba, aparece 
también constatado por las declaraciones contestes antes cita- 
das y por la del testigo Francisco ü. Monasterio, de foja 87, que 
la linca arrendada se encuentra en un estado de adelanto muy 
superior al que tenia al tiempo del arriendo. 

8° Que aparece igualmente de la citada inspección ocular 
que la vina se encontraba, á la fecha de esta diligencia, en un 
estado favorable, max bien bueno qut malo, según la es presión 
del perito U. Salvador Ctvit; quedando, así también, justifi- 
cado el cumplimiento por parte del demandado á la indicada 
cláusula 8' del contrato, en cnanto á *u obligación de conservar 
la finca en el mejor estado Tosible. 

9° Que si bien es verdad que de la indicada diligencia apa- 
rece también que la viña no se hallaba bien podada, por esceso 
de largo; y que ademas, el hinojo no se había estraido de raiz 
en su totalidad, según lo espresa id perito; estas circunstan- 
cias, por sí solas no pueden considerarse bastantes para fundar 
la rescisión del contrato; cuando, por otra parte, se ha cons- 
tatado que aquella se encuentra en estado de adelanto. 

10 Que es un principio inconcuso de derecho, que al actor 
incumbe la prueba de los hechos en que funda la demanda, 
cuando ellos son contradichos ó negados por el demandado. 

II" Que por parte de aquel no se ha presentado ana prueba 
satisfactoria para acreditar los que ha alegado en su demanda, 
como era de su d?ber hacerlo ante la ceposícion del deman- 
dado que loB negaba en absoluto. 

Por tanto: fallo definitivamente no haciendo lugar á la de- 
manda interpuesta por el represeutante de D. José Ponlis 
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contra D, Manuel Coderas, sobre rescisión ¡ sin 

aenacion en costas ; debiendo la parte de C™. 

a , demandante en término de tercero dia los M****» 

«ncidos. con deducción de ^^^e 
tavos nacionales i que se refiere el considerando 5 . Hágase 
saber original y repónganse los sellos. 

Juan del Campillo. 



NI* «el* 

Bueno* Aires, M»|o «9 de 1886. 

UW »• halándose probado »in S uuo Í»M* * *" 
le fund , I. demaud». se revoca la «ta» 4» *«• 
tei I.J »».. «I» parto apelada qu.eaonera de as costas a. 

LaudaoU- Mfefr* *» « d ° °T d , e 1. 
oauead.ee» .1 juicio, "« couformid.d coa lo dispuesto por las 
S Irciuta f mm, «tul» doe. y ooho. titulo ptt I do», 
partid, tercer». Kepuestos los sellos, doruelruso. 

J. B. COROSTIAOA . - J. MMItWEEI. — 
UMDISLAO FMAS.— fEDÍ»l«» l»A»- 

gcrct*- 
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Pí José tt. de la Torre, en la ejecución lid*. Juan Amwuitetjui, 
contra la viuda é hijos menores de I). Daniel Fimes; sobre 
desistimiento de compra en remate. 



Sumario. — El comprador en reinate judicial de una cosa 
anunciada cit venta como propia de !os interesados en el juicio, 
puede desistir de la compra si resulta que aquella pertenece 
pro-indiviso a otras personas también, aunque se haya dictado 
el auto probatorio del remate. 



fu». — Se refiero en los siguientes : 

Vmlt9 del JuN VMeml 

San Luis, Hayo 9 do 1685. 

V vistos: ct incidente promovido por 1). .losé M. de la Torre 
sobre desistimiento y nulidad déla compra de tos bienes ratees 
i que se refiere esta ejecución y que fueron subastados el dia 
quince de Octubre del año último ( fundándose en las razones 
que espresa en sus escritos de fojas 83 y 88; y considerando: 
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l* Que el Sr. de la Torre compró loa inmuebles en cuestión, 
sin establecer condiciones ni cláusula especial alguna, que 
tampoco propuso el martiliero en el acto del remate, según 
evidentemente se deduce de la acta respectiva y de su propia 
confesión hecha en el primer escrito citad,, acatando y con- 
sintiendo el auto aprobatorio de fecha 6 de Noviembre del ano 
anterior, y consignando, en su virtud, el precio de la venta 
por medio de un cheque girado á cargo del Banco Nacional de 
esta ciudad, que entregó el mismo diaal Secretario del Juzgado. 

* Q ne perfeccionada como quedó la compra-venta, con la 
oferta y la aceptación incondicional que se ha iniciado, a los 

feotes du poderse exigir el cumplimiento de las obligación, s 
respectivamente contraídas por los contratante mayor eficacia 
v mm le dieron la sanción judicial recaída sobre ella y el 
hecho de haber el comprador satisfecho lo principal que por 
8U parte le correspondía, cual era la de oblar, como lo hizo SU) 
observación , el importo de la cosa vendida. , 

3- Que admitiendo que la venta se hubiese celebrado rl §*- 
tUfateion del comprador, el pago hecho por este, sin reserva 
ninguna, imitaría su declaración tacita y legal de que los lue- 
nes rematados le agradaban, y habia quedado tamb.cn asi irre- 
vocablemente concluido el contrato. 

4- Que aún cuando resultas, menor terreno que el vendido, 
tampoco podría el comprador demandar la resolución de la 
venta, sino en el caso en que la diferencia entre el Area 
real y la designada por el enaguante fuese d- un vigésimo 
de la área total artículo 1345 y siguiente, Código Civil), hecho 
QUe no se ha alegado determinadamente ni Justificado por el 
recurrente, quien se contrae a hacer varias aseveraciones, de 
ericen extrajudicial. en el sentido de habérsele vendido una 
propiedad litigiosa, tal vez imaginaria, sobre la cual se 

L acciones reales de terceros, etc., y que por lo tanto, ha 
existido en el contrato un error sustancial que autoriza y funda 
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su desistimiento, cuyas afirmaciones so encuentran contradi- 
chas y negadas por la parte ejecutada, por no ser exactas. 

5* Que de aceptarse el presente incidente, de la manera 
y en la oportunidad que se ha iniciado, dentro y con perjuicio 
de lu demanda ejecutiva, teniendo aquel por objeto una con- 
tienda de derechos dudosos sujetos á discusión, y encaminada 
la última á llevar a efecto una disposición espllcita de la ley, 
el resultado de acciones ventiladas ya y deíiuidas por el fallo 
judicial, por medio de un procedimiento sumario, que propia- 
mente nors un juicio, y si mas bien el modo de proceder para 
que se ejecuten obligaciones comprobadas por títulos dicaces 
é incontrovertibles, se llegaría á desnaturalizar la índole pe- 
culiar de la vía ejecutiva, contra el precepto terminante (É la 
ley 

fl» Que, sobre todo, habiéndose aprobado judicialmente el 
remate de que se trata, sin que las partes interesadas en él 
hayan deducido recurso alguno en el tiempn y forma que el 
derecho previene, el auto respectivo quedo* plenamente consen- 
tido y ejecutoriado. 

Por esto, y de conformidad con las conclusiones del Minis- 
terio de Menores, no lia lugar, con costas, al desistimiento ni 
& la nulidad que pretende el comprador Señor de la Torre; de- 
biendo, en consecuencia, cumplirse eu todas sus partes el auto 
referido de 6 de Noviembre del año pn'tfimo pasado. Hágase 
efectivo el cheque por valor do siete mil seiscientos pesos na- 
cionales oro, que so depositarán en el Banco Nacional á la 
órden de este Juzgado. Notifíqueae original y repónganse lo* 
sellos. 

/'. & Miguen 



«6 
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hito I* ••pM» C#rt * 

Buenos Aire*, Mayo 29 de 1886. 

Y vistos, resulta: 

Que ejecutada Dona Cármen Perea de Funes, «oda de Don 
Daniel Funes, por el pago de una deuda que contrajo conjun- 
tamente con sus hijos menores á favor de Don Juan Amu- 
uátegai, se sacaron á remate los bienes que « detallan en el 
aviso de foja setenta y cinco, como de propiedad del «tado 

Funes. _ 

Que verificado el remate 4 favor do Don José SI. de la Torre, 
como mejor postor, fué judicialmente aprobado á foja ochenta 
y una vuelta, de común consentimiento da parte*, consignando, 
en su consecuencia, el citado de la Torre, en un cheque contra 
el Banco Nacional, la cantidad de wte mil seiscientos pesos, 
que había ofrecido. 

Que doce dias después de aprobado dicho remate, de la torre 
solicitó se citara á un juicio verbal á la ejecutada, al Defensor 
de Menores y al rematador Tazurí, a fin de esclarecer si dentro 
del campo rematado existía una acción ó derecho de un menor 
hijo de Funes, que no había sido comprendido en la venta, 
según lo habia oido eitrajudicialmente al representante de 
aquella; pues en tal caso, se creía con derecho para desistir 
de la compra que había hecho, en el concepto de que los bienes 
rematados no reconocían mas dueños que los vendedores. 

Que no habiéndose arribado en el juicio verbal i resultado 
alguno de la Torre se presento á foja ochenta y ocho, espo- 
riendo': que con motivo de dicho juicio se habla continuado 
en la verdad de los hechos siguientes: que la propiedad de 
Xogolf, 6 sea el campo comprendido dentro del potrero rema- 
tado, pertenecía a varios otros propietarios ; que los dere- 
chos de estos se conservaban indiviso* hasta hoy, y que, en 
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fin, acababa de saber que el campo de Xcgolí, de que forma 
parte la fracción que se le ba vendido, se encontraba sometido 
á juicio ante los Tribunales de la Provincia, por todo lo cual 
desistía de la oferta de compra que babin becbo en el acto 
del remate de una propiedad que le era completa rutóte inútil 
por las condiciones en que se encontraba y que no se habían 
hecho conocer oportunamente por los vendedores ; y pedia, en 
su consecuencia t se declarase sin efecto dicho remate* y se le 
mandase devolver el cbequc que había depositado en el Juzgado. 

Que oída la parte de Doña Carmen Pérez de Funes, el tutor 
especial, el Ministerio de Menores y el ejecutante, se pronun- 
ció sentencia definitiva no haciendo lugar al desistimiento que 
el Señor de la Torre pretendía. 

Y considerando: 

Primero: Que, según el aviso de foja setenta y cinco anun- 
ciando el remate, y el auto de foja setenta y cuatro en que este 
se efectuó, lus bienes especificados en aquel se pusieron en lici- 
tación como de propiedad esclusiva del íinado Don Daniel 
Fúnes, y por consiguiente, de sus sucesores los ejecutados, y 
en este concepto aparece también la propuesta de compra hecha 
por Don J-isé M. de la Torre en el acto del remate* 

Segundo: Que del escrito de foja treinta y uno resulta, sin 
embargo, confesado por la misma parte ejecutada que los bie- 
nes mencionados se conservan hasta hoy sin dividirse entre los 
varios propietarios á quienes pertenecen ; pues oponiéndose al 
nombramiento de peritos para la tasación de ellos, dice tes- 
tualmeute: « que dichos bienes existen indivisos con los demás 
c condueños de la estancia principal, de la cual estos no son 
« sino desmembraciones abstractas, siu que jamás se haya in- 
q tentado la división», espresando el otrosí de dicho escrito 
los nombres de los condóminos de la estancia referida. 

Tercero ¡ Que el tutor especial de los menores reconoce igual- 
mente, y lo demuestra por estenso en su escrito de foja ciento 
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siete, que .i bien Don Daniel Funes, y después ¡ « viuda é hi- 
jos han estado en posesión de los terrenos vendidos, la estan- 
cia' de Nogolí, de la cual «toa forman parte, se conserva pro- 

"Stt Que este hecho se halla impíamente reconocido 
también per el Defensor de Menores ; pues en la parte final de 
último párrafo de foja ciento quince vuelta, d.ce: * que A 
■ t Señor de la Torre sabía 6 debió saber que compraba un bien 
. uue tenia que someterse á la división después di la compra- 
. venta 6 remate „ revelando ademas á fojas ciento diez y seis 
y ciento m* y seis vuelta, quede las diez mil cuadras cuadra- 
Lde que se compone la estancia de Nogolí, seiscientas son 
discutibles con Jimm, y que sobre una de las aguadas d 
dicha estancia pronioviú pleito Ualvan por creerse con derecho 

á la mitad de ella. 

Ouinto * Que de estos antecedentes resulta que los ejecu- 
tados son simples condóminos de los bienes vendidos en remate, 
puesto que la estaucia de Nogolí de que estos son pequeñas 
fracciones, permanece aún indivisa entre los diversos propio- 

ta SeL (¿ue. siendo esto así, el desistimiento de Don José 
31 de la Torre esta suficientemente justificado : 

V Porque si bien cada condómino puede, con arreglo 
á lo dispuesto por el artículo dos mil seiscientos setenta j 
siete del Código Civil, enagenar su parte indivisa, y sus 
acreedores pueden hacerlo embargar y vender antes de nacerse 
la división eotre los comuneros, ninguno de estos puede sin e 
consentimiento de todos, según lo dispone el artículo dos mil 
seiscientos ochenta, ejercer sobre la cosa común ni sobre la 
menor parte de ella, Aticamente determinada, actos materiales 
6 jurídicos que importen el ejercicio actual 6 inmediato del 
derecho de propiedad, como lo han tetifieado en el presente 
caso los ejecutados al designar para la venta en remate, como 
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de su propiedad csclusiva, porciones d éter minad as del inmue- 
ble indiviso. 

2' Porcino mientras dure el estado de indivisión, ei ven- 
dedor se halla imposibilitado para entregar la cosa vendida 
libre de toda otra poses ion , como lo prescribe el artículo mil 
cuatrocientos nueve del Código cilado, y en tal caso el compra- 
dor puede pedir la resolución de la venta y la inmediata devo- 
lución del precio que había dado, sin estar obligado ú esperar 
que cese la imposibilidad del tendedor (artículos mil cuatro- 
cientos doce y mil cuatrocientos trece del mismo Código). 

Y 3" Porque no sería equitativo ni jinto obligar al com- 
prador ¡í mantener la compra de un inmueble que se le 
ofreció como de propiedad esrlusiva do los vendedores, y que 
en este concepto creyó comprarlo para sí solo, cuando resulta 
que solo puede poseerlo en comunidad con otros á quienes tam- 
bién pertenece. 

Séptimo: Que la circunstancia de haberse aprobado judi- 
cialmente el remate no obsta á la rescisión de la venta, si esta 
resultare viciosa como sucede en el presente caso; pues el 
auto aprobatorio lleva siempre la cláusula implícita de en 
cuanto hubiere layar par lierccfto. 

Por estos fundamentos, se revoca la scnLeucia apelada de 
foja ciento diez y nueve vuelta y se declara, en su consecuen- 
cia, sin efecto la propuesta de compra do los bienes á que se 
refiere el aviso de foja setenta y cinco, beeha por Don José" M. 
de la Torre en el acto del remate, debiendo devolverse á dicho 
Señor el cheque que tiene depositado en la Secretaría del Juz- 
gado. Molifiqúese cou el original y repuestos los sellos, de- 
vuélvanse. 

J. DOMINGUEZ. - L LADISLAO FUI AS. — 
FEDERICO IB AUGUREN. 
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CAUSA LXIU 



0. Anadio deJ. Diaz t contra ta Junta Escrutadora de la Pro- 
vincia de Santiatjo,por infracción de la ley electoral: sobre 
incompetencia. 



Sumario.— El Juez de Sección no es competente pata cono- 
cer de los actos de la Junta Escrutadora. 



Caso. — Se refiere en los siguientes 

t »lt« drt MMl 

Santiago, Marzo 15 de 1886. 

Vista la demanda interpuesta por el ciudadano D. Arcadio de 
J. Vhz contra la Junta Electoral creada por el inciso 2" del 
artículo 3 o de la Ley de Elecciones Nacionales de !6 de Octu- 
bre de 1877, fundada eu la irregularidad de sus procedimientos, 
al practicar el escrutinio de la Elecciou de Diputados al Ho- 
norable Congreso, Terificada en esta Provincia el dia 7 del 
próximo pasado Febrero. Oido el Ministerio Fiscal, acerca de 
ln competencia de este Juzgado para conocer de la referida 
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demanda; y considerando; Que debe tenerse en cuenta, para 
resolver si el Juzgado es 6 no competente: 1° la naturaleza 
délas funciones que ejerce la Junta; 2 o su amplitud y al- 
cance ; y 3* la composición de la Junta. 

Estudiando la Ley Ele toral citada, se v«.' que la Junta tiene 
su esfera de acción marcada por aquella, obrando dentro de la 
cual ejercita atribuciones que le son privativas. 

Así, ella esta encargada de practicar la insaculación de los 
ciudadanos que han de formar las mesas inseriptoras ó califi- 
cadoras ; la de los que han de constituir las mesas receptoras 
de votos ó escrutadoras ; y finalmente, ífl <'ompete practicar el 
escrutinio df las Alecciones de Diputados y de Electores de 
Presidente y Vi ce- Presiden te de la República (artículos S\ 
21 y 37 de la Ley citada). 

Abura bieu, al desempeñar su cometido, la Juuta procede 
dentro de las prescripciones legales, interpretándolas según su 
propio criterio, de modo de ajustarse A la mente del lejislador. 

Así pues, es ella la que fija el alcance de las disposiciones 
legales que le atañen; y es sabido que toda autoridad creada 
por la ley, como un mundsito determinado, se encuentra im- 
plícitamente revestida de las facultades necesarias para llenar 
aquel cumplimiento. 

Aplicando este principio cuando la Junta practica, por 
ejemplo, una insaculación, ya sea de mesas inscriptoras ú re- 
ceptoras, ella determina la manera de formaT laja listas de que 
habla la Ley, de modo que el resultado del acto se armonice 
con la tendencia que anima al lejislador, cual es ta de garantir 
la mayor regularidad posible en todos los actos electorales. 

Y tratándose especialmente del acto del escrutinio, la ley la 
invisto de la facultad de determinar cuáles son las ticta-i elec- 
torales que deban computarse, siendo las que se ajustan a las 
formalidades determinadas por la ley. 

SÍ es verdad que el artículo 10 de la Ley Electoral prescribe 
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„ ae en »¡ngu» caso puede la Juta desechar «tu electorales, 
»„ 1, « menos que establece igualmente que sola scentendc- 
"in pot tale» la! ,«e «vistan .a forma detcrm.».d. por .a 

" Asi pues, la Junta ejercita una atribución qnc le es priva- 
tiva al designar las actas que lian de computarse. 

C„us derLo. en cuanto i .a composición de la JunU, W* 
í m Federal es miembro nato de ello ¡ que solo pne en ocur- 
rir dos casos en el seno do la Junta, desempeñando su cometido, 
T son los de acuerdo ó desacuerdo de sus miembros. 
' En uno y otro ca.o, el Juc* de Sección, cujas opin.ones do- 
bel ser vertidas en la Junta, no puede erigirse en Jucs de .o, 
le deres d« aquella, porque hacerlo asi importaría ser Juez 
T r d un mi. tiempo, .o que es ^f^^ 
Wemís debe considerarse que la Junta < s un Tribunal 
-ní ' adu . u.a hljítcsls misma do que hubiera d.s.denc.a 
Tnlre sus m embros, cosa que no sucede en el caso presente 
2 "tote que las resoluciones déla mayoría sen las do la 

'Téjanla es pued, decirse, en Tribunal cuyas resoluciones 
La juina tí», íiu ,„ i i)¡ DU tados ó c 

no pueden reverse sinó por la támara ftí Uipuwu 
í'mi^psn secuu los casos ocurrentes. 

Así lo establece la Ley misma en su artku.o dO. cando 
dict Je s h»bie-o dudas ó protestas, 1» resolución corres- 
í 7 1 Cimara do Diputados i al Congreso, ebien o a 
jüñt» limitarse á manifestar so juicio po, medm do ...forme. 
Tal y totora, croa una gorarq.ía en los fuucion.r.os que 
ha o Irvonir en ol acto electora., desdo sus **M> 
has,, su terminación; y estahlece. por dispos.c.onos eoprosos. 
las relaciones entre ellos existentes. 

A^ por ejemplo, autora el recurso do apo.ac.on para au o 
ií£j* de Sección, de las reso.uciones de la Junta do 
inscripción. 
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Ahora bien, ¿cómo es posible suponer que si la mente del 
lejislador hubiera sido crear el recnTso de apelación de las 
resoluciones de la Junta Electoral, para ante este Juzgado, no 
lo hubiera establecido de una manera categórica? 

La existencia de ese recurso no puede presumirse á falta 
do una disposición espresa, porque sería de trascendencia, desde 
que él importaría hacer de los Jueces de Sección tos oseruta- 
dores en últínin término de las elecciones de Diputados y I-Héc- 
tores. 

En ese caso no se es pl icaria el objeto de la existencia de la 
Junta, ni se le haría al Juez de Sección miembro de ella. 

Los miembros de la Junta s-m altos funcionarios, respon- 
sables en lo* términos que lo establecen las Constituciones 
Nacional y Provincial; si incurren pues, en responsabilidades 
en el desempeño de sus funciones existen Tribunales creados 
por la ley ante los cuales son justiciables, no siendo este Juz- 
gado de autorizados para enjuiciarlos. 

Üe las consideraciones que qaedan espuestas, se desprende 
como una consecuencia lógica, que este Juzgado no es compe- 
tente para entender cu la presente demanda: i Q porque no 
bay disposición alguna legal i|ue lo autorice a rever los pro- 
cederes de la Junta; 2" por ser el Juez de Sección miembro 
de ella; y 3" por ser los funcionarios que la forman justicia- 
bles ante otros Tribunales que este. 

Por estos fundamentos y los concordantes de la vista Fiscal 
de foja .... fallo declarando que este Juzgado es incompetente 
para conocer de la presente demanda. Hágase saber con el 
original. 

/*. Otaecheay Alearla. 
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VISTA DLL SEflOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Mayo 22 de 18fi<> 

Suprema Corte; 

La demanda concreta su peticionen estos términos: «se 
« imponga a cada uno délos miembros de la Junta Electoral 
, el máiimun de la pena, y se les ordene que en un término 
c perentorio tomen en consideración las actas desechadas y 
* espidan Los diplomas á los candidatos que resulten electos.. 

Basta la simple enunciación de proposición semejante para 
poner de manifiesto su improcedencia. 

Cuando la ley ha encomendado á tres altos funcionarios el 
escrutinio de las actas, es por demás original lo pretensión de 
constituir á uno de ellos en Juez de los demás ; ó lo que es lo 
mismo, en Juez único. 

Si los miembros de la Junta, en el ejercicio de sus funciones 
propias han delinquido, su alta investidura no les eiime de 
responsabilidad, y pueden ser llamados aute el Tribunal que 
la ley ha designado para hacerla efectiva, y es también original 
la pretensión de someterles á la jurisdicción del Juez de Sec- 
ción, eonvirtiendo á la vez & este magistrado en su propio 
Juez. 

Por lo demás, la sentencia recurrida abunda en fundamentos 
que es escusado reproducir, y me limitaré á pedir su contirma- 
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Eduardo Costa. 



Falle de U SupnMa C»rte 

buenos Airen, Junio 1* de 1B86. 
Vistos: por sus fundamenta, y de conformidad con loes- 
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puesto y pedido por el Señor Procurador General en su prece- 
dente vista, se confirma con costas el auto apelado de foja diez 
y siete; y devuélvanse. 

J. B. GOROSTlAGA. — J. DOMINGUEZ. 
— U LADISLAO FRIAS. — FEDERICO 
lBARGtiREN. 



€AUNA LIIY 



D. Miguel' Machada Aramburú, contra l*. fíartolomé Casella; 
sobre interdicto de obra nueva y despojo. 

Sumario, — Comete violencia el lindero que sin consenti- 
miento del colindero procede á construir una pared divisoria y 
encierra dentro de ella construcciones hechas por L *l último. 



Caso. — Se refiere en el 

Valí* M laei Fiéml 

Buenos Aire». Noviembre 23 de 1885. 
Y vistos estos untoa iniciados por ü. Miguel Machado Aram 
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burú\ en representación de su espósala «ra. D* María Silva de 
la Serna de Machado, contra l). Bartolomé Camila, por des- 
pojo cometido contra el demandante por medio de la prolon- 
gación de una pared divisoria entre las propiedades de las 
partes en este juicio, situada, la del demandadu en la calle de 
Corrientes entre tes de LaTrea y Vasso, j la del demandante en 
la calle de Passo entre las de C orrientes j Parque (boy General 
Lavnlle); oidas las partes enjuicio vernal, y considerando: I o 
Que la demanda se funda en que estando dispuestas ambas 
propiedades de manera que se cortan perpendieularmente por 
los fondos, el demandado lia prolongado indebidamente ta pared, 
que limita el costado Oeste de su propiedad, de tal manera 
que con esta prolongación le arrebata la posesión tranquila y 
pacifica de que ha gozado siempre, no solo de la integridad 
del terreno que le dan sus títulos, sino también de una parle 
de sobrantes municipales; 2 o Que al contestar el demandado 
en el juicio verbal reconociendo el becbo de haber cerrado úl- 
timamente el costado Ueste de su propiedad, afirma que al 
levantar dicha pared estaban abiertos y sin división ninguna 
los fondos de una y otra propiedad, por lo qnc dándole sus títulos 
setenta varas de fondo, uu había hecho mas que tomarlas, sin 
derribar nada de lo existente, y que si es efectivo que con esta 
prolongación dejaba encerrada eu su terreno la letrina, ú que 
se refiere la demanda del demandante, siendo de uso eoinun 
para los inquilinos de uno y otro fondo ; 3" Que resulta de las 
declaraciones de los testigos Olimpia Follet, foja 12-. Turna» 
Várela, foja 15; Hamon Cherec, foja 17, y Ambrosio Migon. 
foja 21, que existía en los fondos una letrina, de la que ha- 
cían uso los inquilinos de Machado, que esta ha quedado encer- 
rada en los muTos levantados por Casella y que habiendo sido 
construida por el demandante ha sido derribada últimamente 
por aquel ; 4* Que es inútil entrar en la prueba producida 
por el demandado, respecto á la posesión en común que alega 
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haber tenido con ei demandante en la parte de los fondos de 
uuo y otro terreno, debido á la falta de muros divisorios, lo 
que fácil itüba el uso en común de los ocupantes de dichos fon- 
dos déla letrina de los fondos, por cuanto este uso no destrui- 
ría nunca el herbó constante por las declaraciones de los albíi- 
ñiles Ramón Cheret y Juan Echevert, que la letrina en cues- 
tión fué construida por Machado, lo qin- importa practicar un 
acto de dueño en el terreno y aún en el supuesto de una posesión 
en común, no habría podido Casella sin un acto de violencia, 
atribuirse a sí solo la posesión en común ; y 5 1 ' Que el conve- 
nio que se alega por Casella no resulta comprobado por la prueba 
producida, resultando, por el contrario, que ya sean ó no efec- 
tivos los hechos que aseveran los testigos Fernando Bourdicux, 
foja 101 ; Martin Oretlanos t foja 103; Emilio Hore, foja 115 
y Pedro Peri, foja 109; resultaría evidenciado que el conve- 
nio proyectado, que hubiera hecho desaparecer el carácter de 
violento al bocho do Casella de hacer entrar en su posesión 
esclusiva la porción de terreno poseído en común, no tuvo 
efecto p<f¡r haber desistido de él Machado. 

Por estos fundamentos, fallo declarando que I). Bartolomé 
Casella, prolongando la pared del eoslado del edüicio en cons- 
trucción en su terreno de la calle de Corrientes, entre Larrea 
y Pnsso, de manera á dejar dentro de su esclusiva posesión 
construcciones ejecutadas por I). Miguel Machado Aramburú 
y haciéndolas derribar después, comete violencia; en su con- 
secuencia, reponga las cosas al estado en que se encontraban 
anteriormente a estos hechos, siendo las costas del juicio A su 
cargo. Hágase saber, repónganse los sellos y notifíquese con el 
original, 

Andrés Vgarriza. 
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Valla *m la — p— W Cart» 

Buenos Aires, Junio 1* de 1886. 

Vistos: por sus fundamentos, se confirma con costas el 
auto apelado de foja ciento veinte y siete ¡ y deTuélvanse, prífia 
reposición de sellos. 

J. B. COROSTIACA. — J. DOMINGUEZ. 
— L'LADJSLAO FRIAS. — FEDERICO 
IBARGtjREN. — C, S. DE LA TORRE. 



f>, ireneo, D. Wenceslao y fí. Antonio /abala, contra ti. Teo- 
doro Vidaechea; sobre reivindicación de un campo. 

Sumario. — Lb. acción reivindicatoría nace del dominio; y 
no probándose C8te t no procede. 



Caso. — Se refiere en el 
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Par,itiA, Marzo 21 do 1885. 

Y fistos, resulta: que D. Cirilo Zabala, en 7 de Noviembre 
de 1X5t», obtuvo riel Gobierno do la Confederación título de po- 
sesión <te un campo situado en esta Provincia, cerca de los mon- 
tes de Montiel, de una legua mas ó menos de frente al Oeste 
por otra deferido: lindando al Oeste, con campo de Pablo 
Ríos ; al Sud, coc el de Ezcquicl Olivera ; al Norte, con el de 
Chaves y al Este, con campo fiscal. 

Kl 3i de Marzo do i886, D. Rnmon Alzogaray se presenta 
al Gobierno de la Provincia, en representación de Zabala, soli- 
citándolo en compra. 

Tramitada esta solicitud, hecha la mensura de la que resulto 
tener una legua mas 58 cuadras cuadradas, y practicada la 
tasación, la Contaduría en 31 de Diciembre de 1871, liquida el 
valor del campo rebajando de él la tercera parte por ser el 
comprador poseedor con título legal. 

Paralizado el espediente en este estado» por inacción del in- 
teresado, en 19 de Noviembre de 1875, 1). Pedro Meliton Gon- 
zález, con poder de D. Fidel Rodríguez, se presenta al Gobierno 
á continuar la tramitación en compra de dicho campo, acom- 
pañando al efecto una escritura pública por la cual se hace 
constar que D. Mariano Maciel, con podeT otorgado por D' 
Tomasa Monzón, D. Wenceslao, l). Antonio, D. Ironeo y D* 
Juana Zabala, ante el Alcalde del distrito, vende á D. Fidel 
Rodríguez un campo de posesión situado en el distrito María 
Grande, de ostensión de 1600 cuadras, de las que debían de- 
ducirse doce de frente con todo el fondo respectivo, que los 
Zabala habían vendido con anterioridad á D. Patricio Tejo; la 
cual venta se hace por la suma de 300 pesos, que se declaran 
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recibidos, siendo de cargo de Rodríguez buscar el título de 
posesión en las oficinas del Gubierno y pagar los urreml. uní i un- 
tos y multas que se adeudasen al Fisco. 

Acompaña igualmente un documento por el cual 1). Patricio 
Tejo cede a Rodríguez, mediante la suma de 400 pesos que 
declara haber recibido de éste, un terreno que fuó de 1>° To- 
masa Monzón y de sus lujos Juana, Felisa y María Zabala. 

Practicada nueva tasación y terminado el espediente, el Go- 
bierno, por decreto de 5 de Noviembre de 187G, manda estender 
por la Escribanía de Gobierno, ií favor de D. Fidel Rodríguez, 
la escritura de venta, prévio pago del valor liquidado. 

En 3 de Octubre de 1877 se estendió la escritura decretada 
á favor de Rodriguez. 

En 25 de Agosto de 1882 : el Gobierno mandú estender a fa- 
vor del mismo Rodriguez título de propiedad de un sobrante 
de campo fiscal de 502 cuadras mas 8332 varas, descubierto a* 
continuación del anterior y denunciado en compra. 

En Octubre de 1883 Rodriguez vende el referido campo á 
D. Teodoro Yidaech a. 

Invocando estos antecedentes, qm> «-.«instan de los testimo- 
nios de foja 84 ¿ foja... y di* foja 38 á foja 42, 1). Antonio, 
]). lreneo y D. Wenceslao Zabala. argentinos, por medio de su 
Tepresoutante D. Cleofe Cardoso, se presentaron á este Juagado 
reivindicando el campo relacionólo contra D. Teodoro Yidae- 
eliea, español y poseedor actual de él á título de dominio. 
Se fundan en que ellos ni directamente ni por intermedio de 
D. Mariano Maeie!, jamás han transferido á Rodriguez los 
derechos que como sucesores de D. Cirilo % abala les corres- 
pondían en ti\ campo í que por consiguiente, no es cierto que 
otorgasen á este, ante el Alcalde del distrito, el poder en vir- 
tud del cual biso la venta de esos derechos 4 Rodríguez, ni que 
le dijesen baber recibido de Rodriguez 400 pesos como precio 
de los derechos transferidos: que eBte, una vez que obtuvo el 
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título del Gobierno, hechos que ellos ignoraban, tomó posesión 
del campo poT si y hostilizó á los herederos de Zabala hasta 
hacerlos salir de ét 

Alegan que los derechos de ü. Cirilo Zabala consistían en 
la propiedad de una tercera parte del campo reconocido por el 
Gobierno por el hecho de aprobar la liquidación de la Conta- 
duría y la preferencia ;i comprar las dos terceras partes como 
poseedor con título según la ley de 1861. 

(loe la propiedad de esas dos terceras partes adquiridas por 
Rodríguez, como sucesor de los derechos de Zabala, siendo el 
resultado del ejercicio de esos derechos, pertenecía y había per- 
tenecido desde el primer momento á los herederos de Zabala, 
puesto que ellos no habían sido trasmitidos á Rodríguez. 

l¿up no era l). Fidel Rodríguez quien compraba : que era, 
sí, él, jiero en su carácter de sucesor de U, Cirilo Zabala. 

D. Santos Domínguez, en representación de D. Teodoro VI- 
dacchea, acompaña las escrituras de foja que lo constituyen 
propietario del campo objeto de la demanda, y contesta ne- 
gando el contenido de ella. Dice que esta se basa en hechos 
falsos y en derechos que no existen, (¿ue por otra purte, la ac- 
ción reivindicatoría es improcedente. 

Abierta la causa á prueba se producen por la parte actora 
las de fija ... ú frja... y por la del demandado, de foja... ú 
foja... 

Y considerando : 

I o Que la acción de reivindicación solo compete al que tiene 
el dominio ú otro derecho real sobre la cosa cuya posesión ha 
perdido y trata de recuperar {artículos 2758 y 2772, Código 
Civil). 

2" Que la simple posesión del campo reivindicado, acordada 
á D. Cirilo Zabala, por el Gobierno en 1856, subordinada á la 
ley que se sancionase por la Lcjialatura sobre tierras de pro- 
piedad Fiscal, no ha transferido al concesionario ninguno de 
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los derechos delarados reoles por la ley (artículo 2503), ma- 
yormente cuando de las diligencias seguidas ante el Gobierno, 
foja..,, no consta que hubiese tenido lugar la misión eu po- 
sesión. 

3 o Que la Ley de 19 de Noviembre de 1861, que definió esos 
derechos, reconociendo la propiedad de la mitad del área á tos 
poseedores con título de mas de veinte años, y de la tercera 
parte á los que hubiesen poseído méuos tiempo, tampoco lia 
creado ningún derecho real en favor de Zabulu ; pues las obli- 
gaciones que nacen de la ley corresponden á derechos perso- 
nales que se persiguen poniendo en ejercicio una acción per- 
sonal, la condicüo ex lege. 

4° Que admitiendo como un reconocimiento de la propiedad 
déla tercera parte del campo en cuestión eu favor de I). Cirilo 
Z aba la, la aprobación que el Poder Ejecutivo hizo do la liqui- 
dación practicada por la Contaduría, foja .... rebajando del 
precio total la tercera parte, por ser poseedor con título, este 
reconocimiento por sí solo no era hábil para transferir ni trans- 
firió el dominio de esa tercera parte (del campo), porque los 
derechos de bienes raices soto se trasmiten por escritura pú- 
blica, según lo establece el artículo 1184, inciso 1°, Código 
Civil, y es la práctica uniforme del Gobierno, de acuerdo con 
las leyes y disposiciones reglamentan is de hi Provincia. 

5 o Que la compra hecha por Rodríguez al Gobierno no ha 
podido hacerlos propietarios á los /-abala, orno se pretende. 
Rodríguez hizo el contrato, no en representación de los Zabala, 
sinú en su propio nombre, para sí y con su dinero. Por consi- 
guiente, si el contr ito fuese inatacable, él y no otro, habría 
adquirido la propiedad del campo, y si nulo, repuestas las 
cosas al estado anterior ú ese contrato, aquel volvería al domi- 
nio del fisco. 

6° Que además, gestionando los demandantes como propios, 
derechos que pertenecieron á U. Cirilo Zabala, y que dicen 
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haber adquirido por sucesión, como herederos legítimos de 
este, no han comprobado esta calidad como debieron, ni el he- 
cho de la muerte del autor de la sucesión, sin la cual no puede 
haber trasmisión de derechos por sucesión hereditaria. La 
afirmación consignada por el apoderado Maciel en la escritura 
de transferencia de derechos, otorgada por él á favor de Rodrí- 
guez y aceptada por éste, no es una prueba bastante, porqne 
esta debe ser absoluta y cú relativa; menos at'm siguiéndose 
el juicio contra el tercer poseedor Vidaechea, cu jo título de 
propiedad originario, foja .... procede del Gobierno á quien per- 
tenecía el campo en pleno dominio, y en dicho título n¡ se trars- 
eribe ni se relaciona aquella escritura, de manera que no puede 
considerarse como implícitamente confesados por 61 esos he- 
chos. 

7° Que por eonguiente, es inútil pronunciarse sobre si existe 
ú no falsedad en el poder de foja.., con que Maciel enagenó 
d Rodríguez los derechos al campo, desdo que ella por sí sola 
no basta para fundar la demanda de reivindicación. 

8" Que considerada la cuestión del punto de vista de la nu- 
lidad de esc poder por razón de su forma, y dado que esta 
nulidad sea absoluta y manifiesta, de aquellas sobre las que el 
Juez debe pronunciarse aún sin pedimento de parte, ese pro- 
nunciamiento no procede en el presente caso, porque debiendo 
el Juez concretarse á resolver sobre la demanda sometida á su 
decisión y siendo esta f/«e se entregue á los demandantes el 
campo cuestionado, la anulación de la transferencia hecha á 
Rodríguez no bastaría para fundar la demanda; porque el 
efecto legal de aquella sería volrer las cosas al estado que 
tenían antes del acto anulado (artículo 1050, Código Civil) ; y 
no habiendo comprobado los Zabatu que ese estado fuese la 
posesión del campo por parte de ellos, acordarla sería dar á la 
nulidad un efecto mas hto del que la ley ha establecido. 

9 o Que nu puede decirse adquirida esta posesión por los 
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demandantes tpso jure por la muerte de D. Cirilo Zahala, como 
herederos forzozos de éste; desde que no han probado, como se 
ha dicho, aquel hecho ni esta calidad, negadas por el demandado. 

Por estas consideraciones, declaro que les demandantes I). 
Antonio, D. ircneo y D. Wenceslao /abala no han probado su 
demanda, y en consecuencia, absuelvo de ella al demandado D. 
Teodoro Vidaechea, de acuerdo con la ley primera, título ca- 
torce, partida tercera, dejando á salvo á los primeros las ac- 
ciones que pudieren corresponderle. Notifíqucse original y re- 
póngase. 

M. de T. Piulo. 

Fall» **■ i» Muprrm» C«r«c 

Buenos Aire*. Junio 1* de 188T,. 

Vistos, y considerando : 

Primero: Que la prueba producida por los demandantes 
para establecer que el campo, cuya reivindicación solicitan, les 
pertenece en propiedad, como sucesores legítimos de Don Cirilo 
Zabala, consiste en los documentos que corren en testimonio 
desde foja ochenta y nueve á foja ciento treinta y tres. 

Segundo: Que según esos documentos, el citado Zabala 
nunca llegó á ser propietario de dicho campo, pues de ellos 
consta: que solo fue* poseedor con título en virtud del decreto 
de cuatro de Noviembre de mil ochocientos cincuenta y seis, y 
que la compra que diez años después propuso al Gobierno para 
adquirir la propiedad, quedó sin realizarse por haber abando- 
nado las diligencias que inició con ese objeto, cuando, medido 
y tasado el campo, se hizo la liquidación de su precio. 

Tercero : Que aún en el supuesta de ser nula la venta de los 
derechos de Zabala hecha sí Rodríguez, y nulas las diligencias 
practicadas por éste hasta obtener del Gobierno el correspon- 
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diente título de propiedad, no por eso sería aquel, ni sus suce- 
sores, propietario de dicho campo; pues, en el caso supuesto, 
volverían las cosas al estado en que se encontraban antes de 
dicha venta, y los sucesores de Zabala solo tendrían derecho 
como poseedores con título, á ser preferidos en la compra de 
aquel. 

Cuarto: Que la propiedad déla tercera parte del campo, que 
la ley de la Provincia de Entre Ríos acuerda á los poseedores 
con título, que no han cumplido veinte años de posesión, no 
se transfiere á estos definitivamente, sinó cuando el Gobierno 
ha estendido úsu favor el correspondiente título de propiedad, 
después de haberse llenado los trámites que la misma ley pres- 
cribo al efecto, lo cual no se ha efectuado respecto de los de- 
mandantes. 

Quinto: Que por consiguiente, la acción reivindicatoría de? 
ducida por estos, es improcedente en el presente caso; pues 
ella nace, según lo establece el articulo dos mil setecientos 
ciucueutay ocho del Código Civil, del dominio que cada uno 
tiene de cosas particulares, y los demandantes no han probado 
tenerlo del campo n.ue pretenden reivindicar. 

Por estos fundamentos y los concordantes del Juez a quo, 
se confirma con costas la sentencia apelada de foja trescientos 
cuarenta. Repuestos los sellos, devuélvanse, notificándose con 
el original. 

J. DOMINGUEZ. — ULADtSLAO FUI AS. 
— FEDERICO 1BARGCREH. 
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CAUSA Wfl 



D. Juan B. Daneri, contra D. Pedro Chmtophcrscn, agente de 
la Compartía «¿a Yehcc»; sobre danos y perjuicios. 

Sumario. — El apoderado para actos especiales, no está obli- 
gado á responder en juicio por otrus actos de su mandante. 



Caso. — D. Juan B. Daneri demandó á D. Pedro Christo- 
phersen por perjuicios procedentes de desembarco y embarco 
hecho en liio Janeiro de mercancías que le habían sido espe- 
didas desde Genova en el vapor Xord América, alegando que 
ya había tenido un juicio con aquel sobre entrega de las mer- 
caderías, y le demandaba ahora por ser agente del armador. 

El Sr. Christopheraen contestó que él era mandatario del 
armador solamente para la carga y descarga de las mercaderías, 
y nó para otros actos, y por consiguiente, si fué parte en el 
juicio por entrega de mercaderías, no se creia obligado á serlo 
en esta demanda de daños y perjuicios procedentes de hechos 
en que no había intervenido. 

Falto riel Jmi Federal 

Buenos Aires, Julio 21 de 188o. 
Vistos estos autos promovidos por D. Juan B. Daneri contra 
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D. Pedro Christophersen, por cobro de la cantidad de £553 pe- 
sos con sesenta centavos moneda nacional, procedente de gastos, 
daños y perjuicios hechos y sufridos con ocasión de una carga 
Tenida á la consignación del demandante, en el vapor i\'ord 
América, 

Y considfrando: 

Primero: Que en el escrito de demanda se reconoce que el 
responsable por la acción intentada, y de consiguiente, quien 
debe indemnizar esos gastos es el Armador y Capitán del es- 
presado vapor, habiéndose demandado al Sr. Christophersen 
en su calidad de Agente, en esta ciudad, de dicho señor. 

Segundo: Que Christophersen reconoce, en su contestación, 
que es agente del propietario y armador del i\ord América, Sr. 
Bruzzo, y encargado en tal carácter de las operaciones de carga 
y descarga en este puerto, lo que no le autoriza á intervenir 
como demandado en acciones que se ejecutan contra aquel. 

Tercero: Que no habiéndose deducido acción personal contra 
Christophersen por actos ó convenciones en que él haya inter- 
venido por derecho propio, pero ni aún como representante de 
un tercero, si nú que han tenido lugar en Genova directamente 
con el Armador del Nord América, su sola manifestación de no 
tener personería de éste para intervenir en el juicio, debe con- 
siderarse bastante para eximirlo de responsabilidad en tal 
carácter. 

Cuarto: Que según el artículo 1884 del Código Civil, el 
mandato especial para ciertos actos de una naturaleza deter- 
minada debe limitarse d los actos para los cuales ha sido dado 
y no puede estenderse i otros análogos, aunque estos pudieran 
considerarse como consecuencia natural de lo que el mandante 
ha mandado hacer, y consecuente con este principio, el de man- 
dado está habilitado para rechazar responsabilidades que ni 
están espresamente comprendidas en las funciones que desem- 
peña como agente, en esta ciudad, del Sr. Bruzzo. 
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Por estos fundamentos, y de acuerdo con la jurisprudencia 
establecida por la Suprema Corte, en la causa III, tomo XIV. 
eérie 2\ fallo absolviendo á D. Pedro Ckristophersen de la 
demanda interpuesta á foja 3, dejando á salvo al actor Daneri 
sus acciones para que las ejercite cortra quien corresponda. 
Notifíquese original. 

Virgilio M. Tedin. 

MI* de l*.0«pren» Cirto 

Buenos Aires, Junio ó de 1886. 

Vistos : con los traídos para mejor proveeT, se confirma con 
costas, por sos fundamentos, el auto apelado de foja diez j 
siete; y devuélvanse, prévia reposición de sellos. 

J, DOMtNGl'EZ. ■ — U LADISLAO tRUS. 
— FEDERICO IBARGÚREK. 
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CAUSA LIVI1 



El Fisco Xacinnal, contra ios Sres. Arnihg tj í/nfz; sobre in- 
fracción de tas Ordenanzas de Aduana. 



Sumario. — La diferencia en mas entre la carga que consta 
en los conocimientos y ta manifestada en la guia de referencia, 
importa una infracción penada con el comiso del esceso, y una 
multa igual á su valor en contra del capitán del buque. 



Caso, — La oBcina de giros denunció que según los conoci- 
mientos, el buque Um'one cargado por cuenta de I03 Sre&. A.r- 
ningyHutz, había recibido 75.000 kilos de astas y 798.000 
kilos coniza de huesos, mientras que en la guía figuraban em- 
barcados 71 .872 kilos huesos y 742.585 kilos ceniza. 

RESOLUCION DE LA ADUANA 

Buenoa Aires, Agosto 27 de 1886. 

Resultando comprobada la infracción denunciada, con arreglo 
al artículo 1005 de las Ordenanzas de Aduana, se declara cuido 
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en comiso el esceso denunciado ; debiendo abonarse por el Ca- 
pitán del buque una multa igu;il al valor del comiso declarado. 

Hágase saber; fecho pase i Contaduría para su liquidación 
y ejecución de lo espuesto en el artículo 1030 de las mismas; 
reponiéndose los sellos por el empleado. 

Por el Sr. Administrador. 

Eduardo Anido, 

Fwiiw 4el Ju«» Federal 

Buenos Aires, Noviembre 19 de 1885. 

Autos y vistos: por las consideraciones espuestas por el Pro- 
curador Fiscal en su vista que precede, y considerando además 
que no es exacto lo aseverado por los recurrentes, cuando dicen 
que el Capitán Laya establecido la circunstancia de ignorar el 
contenido de lo que recibió, pues según resulta de los conoci- 
mientos corrientes á fojas 12 y 13, consta que lia recibido una 
cantidad determinada; fallo confirmando la resolución de Aduana 
de foja tres. En consecuencia, repuestos que sean los sellos, 
devuélvanse los autos cod el oficio correspondiente. 

Andrés Ugarrixa. 

VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Enero 14 de 1886. 

Suprema Corte: 

Todas las razones en que los Srcs. Arning y Hflti fundan la 
revocación que solicitan so estrellan contri la disposición es- 
presa y terminante de la ley. 
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i luego que el Capitán haya recogido sus papeles, dice el 
artículo 637 de las Ordenanzas de Aduana, presentará ta guia 
de referencia y tos conocimientos de ta carga .... 

«Sí entre la guia de referencia y los conocimientos, dice el 
artículo 639, se encuentra alguna diferencia, dará cuenta al 
Administrador para la aplicación de la pena señalada en el 
artículo /flfl.í, ü la diferencia proviene de haberse manifestado 
en la relación de la carga menos bultos de los que consta en los 
conocimientos > 

Este es con toda precisión el caso presente. 

Admitiendo, como sin dificultad admito, la exactitud de los 
fundamentos que los espresados Sres. Arning y HüU hacen 
valur en su favor, todos ellos se estrellan también contra otra 
prescripción de las Ordenanzas que no admite como escepcion 
el error, aún involuntario y evidente, salvo, como atenuación, 
el caso en que no hubiera podido pasar inapercibido, que no es 
por cierto el presente. A no haber advertido el empleado la 
diferencia prevista en las mismas ordenanzas, la Aduana hu- 
biera sido perjudicada en sus derechos. 

Pido la coutirmacion. 

Eduardo Costa. 



Fall* rie I» Suprema Cferte 

Buenos Aires, Junio 5 de 1886. 

Vistos: por sus fundamentos, y de conformidad con loes- 
puesto y pedido por el Señor Procurador General, su confirma 
con costas el auto apelado de f«ju veinte y ocho vuelta; y 
devuélvanse, previa reposición de sellos. 

J. B. GOROSTIAGA. — J- DOMISGUÉÍ.— 
U LADISLAO FRIAS, — ■ FEDERICO 1BAR- 
GtiHEN. — C S. DE LA TORRE. — 
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CAUSA LXVIU 



Contienda de competencia mire el Juez Federal y elJuez de 
Crimen de la Capital, para conocer en la causa seguida á 
fí. Elíseo Acevedo, por delito de desacato y amenazas al 
Presidente de la ttepública, cometido por medio de la prensa. 

Sumario. — Los delitos cometidos en la Capital por medio 
de la prensa no corresponden ú la jurisdicción de la Justicia 
Federal, sinó a la de los Tribunales Nacionales ordinarios. 



Cojo. — En la acusación promovida ante el Juez del Crimen 
de la capital contra D. Elíseo Acevedo, por delito de desacato y 
amenazas al Presidente de la República, cometido por medio 
de la prensa en el periódico El Debate^ se suscitó contienda de 
competencia entre el Juez Federal y el del Crimen, soste- 
niendo cada uno ser competente para conocer en la causa. 

Amtm M Juez M Crine» 

Buenos Aires, Mayo 18 de 1886. 

Autos y vistos : resultando que la cuestión pendiente en la 
contienda promovida, es únicamente la de jurisdicción en los 
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casos de delitos comunes cometidos por medio de la prensa. 
Y considerando : 

i° Que al pretender el Señor Juez de Sección de la Capital 
que los delitos de desacato y amenazas al Presidente de la Be- 
pública son de su esetusiva competencia, con arreglo á lo esta- 
blecido en la ley de 14 de Setiembre de 1863, olvida que dicha 
ley es de ninguna aplicación en los cases que los delitos en 
ella mencionados se hubieran cometido por medio de la prensa, 
como ha sido resuelto en repetidos casos por la Suprema Corte 
Federal, según consta de los fallos, I a serie, tomo 1°, página 
130, y tomo 3", página 371 1 y serie 2", tomo 1", página 361 ; en 
los que se incluye un fallo revocatorio del mismo Señor Juez 
Ugarriza. 

En todos ellos, y particularmente en el caso promovido con- 
tra el Dr. Argericli, se trató estensa y luminosamente la cues- 
tión, con acopio de doctrinas y juri-prudencia, y se interpretó 
el espíritu t >l articulo 32 de la Constitución Nacional, ya que 
en su tetra es tan terminante que no admite interpretaciones 
gramaticales. 

Mas esplícito que el artículo primero de las enmiendas a la 
Constitución de los Estados Unidos, nuestro modelo, que pro- 
hibe ul Congreso la facultad de dictar leyes que restrinjan la 
libertad de la prcum, agregó la argentina, ó establezcan sobre 
ella la jurisdicción federal, concluyendo así con las dudas que 
habia suscitado entre los autores y comentadores de la Cons- 
titución Norte Americana el alcance de la enmienda mencio- 
nada, y fundada en la cual, la Suprema Corte de aquella 
nación ha declarado la incompetencia de sus jueces en los de- 
litos de imprenta, como en los casos citados por Kent, de 
Worsal, Hudson y Godvín. 

De la esposicion de los autores y comentadores de una y otra 
Constitución, resulta: 

I o Que la restricción hecha á las facultades del Congreso, 
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importa una legítima reserva de los Estados constituyentes 
de la Union, en uso de sus derechos de soberanía, cualquiera 
quo sea la interpretación que se de" al artículo 104 y al 
preámbulo de la Constitución Nacional respecto i las dele- 
gaciones de poderes y de pactos preexistentes á su formación. 

2 o Que la ley de Setiembre de 1803, invocada por el Señor 
Juez Federal, sería inconstitucional en el caso de que sujetara 
ó su jurisdicción los delitos cometidos por medio de la prensa. 

No es de oportunidad discutir la bondad del precepto fun- 
damental y basta saber que la mente de los Constituyentes 
fué reconocer en las autonomías locales la facultad esclusiva 
* e lejislar respecto á los abusos de la libertad de imprenta, 
cualquiera que fuese la gravedad que asumieran, puesto que 
ellas en su carácter colectivo y sociable eran las principal- 
mente dañadas (> beneficiada i con las predicas de la prensa. 

3 o (¿ue por lo que respecta á la Capital de la liepública. ella 
ha sido considerada en el orden y régimen judiciario y hasta 
cierto punto en el político, con sus Diputados y Cenadores al 
Congreso y con el Presidente de la República como gefe inme- 
diato y local, como un estado ó provincia» con sus jueces lo- 
cales, sujetos á las leyes de procedimientos civiles y crimina- 
les que regían en la Provincia de Bueuos Aires al tiempo de 
la sanción de su ley orgánica, declarándose á la vez vigente el 
Código Penal de la misma, hasta que el Congreso dicte las 
leyes que deben subrogar dicha lejislacion (véase Ley Or- 
gánica de Diciembre de 1881 é informe de la comisión redac- 
tora). Los delitos de desacato, amenazas y coacciones han sido 
previstos y penados en el Código, y son ya numerosos los i-asos 
en que los Tribunales de la Capital han conocido de los espre- 
sados delitos y confirmado su jurisdicción con arreglo á sus leyes 
de procedimiento, ya se cometieran 6 nó por medio de la 
prensa, como puede comprobarse por los fallos de la Excelen- 
tísima Cámara de lo Criminal, los publicados del Juez infras- 
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cripto, y las recientemente Tecnidas en las causas que contra 
el mismo acusado han promovido Don A. Roca y Don A. Cap- 
dcvila, por delitos cometidos por medio de la prensa. 

En estos últimos se fijó el alcance del artículo 4 o , inciso 2', 
del Código Penal, que si fuera á interpretarse de acnerdo con 
el defensor del acusado, resultaría qnc en la Capital de la Re- 
pública y en los Estados en que rije provisoriamente, no habría 
Jueces para conocer de los delitos por medio de la prenda, á pe- 
sar deque el mismo Código los supone cuando en su artículo 313 
establece que: «cuando la calumnia ó injuria se hubiere pro- 
pagado por medio de la prensa, el Juez ó Tribunal ordenará, 
si lo pidiere el ofendido, que los editores inserten en los res- 
pectivos impresos ó periódicos y á costa del culpaMe, la sen- 
tencia ó satisfacción », (véase la nota en el proyecto del Dr. 
Tejedor, y Pacheco en el lugar citado), 

4 o Que siá lo espuesto en los párrafos precedentes se agrega 
la consideración, do que después de la federal izacion de este 
municipio han perdido su importancia las observaciones hechas 
a ta jurisprudencia de la Suprema Corte respecto á la inter- 
vención de los jueces provinciales en delitos do fuero nacio- 
nal por la circunstancia de haberse cometido por medio de la 
prensa, puesto que los de la Capital de la República son tam- 
bién nacionales, creados al mismo tiempo por la Ley Orgánica, 
con las mismas garantías en el nombramiento que los Jueces 
Federales* y en uso de la facultad conferida al Congreso por 
el artículu 04 de la Constitución Nacional ; resulta mucho mas 
injustificable el pedido de inhibitoria hecho por el Señor Juez 
Ugarriza. 

Por estos fundamentos, los del agente Fiscal, y precisn- 
díer.do de otras consideraciones menos fundamentales que el 
Juzgado podría hacer valer subsidiariamente, como son la pro- 
cedencia de la inhibitoria, la concurrencia de jurisdicción entre 
jueces nacionales, la prevención del asunto, etc., no se hace 
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lugar al pedido del Señor Juez Ugarriza ; y sosteniendo esto 
Juzgado su competencia e&clusiva en el caso prese nte, diríjasele 
oficio con trascripción do la vista fiscal y de e3tc auto, á efecto 
deque, si insistiera en la suya, se sirva elevar los antecedentes 
á la Suprema Corte Federal y comunicarlo á este Juzgado á 
los efectos legales. 

Julián l. Aguirre. 

Autm del Jiirn Federal 

Dueños Aires, Mayo ál de 188H, 

Vista la resolución comunicarla por el Juez de !o Criminal de 
ln Capital, y resultando de ella que siendo el proceso iniciado 
contra l). Elíseo Acevedo por desacato y amenazas al T resi- 
dente de la República, la jurisdicción correspondo csclusira- 
monte á este Juzgado, en vista de tas disposiciones terminantes 
invocadas en el auto que le fué comunicado anteriormente, 
requiriíndole su inhibición en este asunto. Que si como pa- 
rece deducirse de algunas de las consideraciones contenidas en 
la resolución del Juez de la Capital, sin manifestarlo espresa- 
mente, el desacatamiento y amenazas al Presidente de la Re- 
pública han sido hechos por medio de la prensa, no habría 
motivo para iniciar un proceso por desacato, pues los delitos 
que se cometen por ta prensa forman una categoría distinta 
por el hecho solo de haberse valido de ella como instrumento 
para ejecutarlos, categoría que no podría caer, tampoco, bajo 
la jurisdicción del Juez del Crimen de la Capital, cuya auto- 
ridad emana de una ley del Congreso dictada en virtud de la 
facultad conferida por el artículo 04 de la Constitución y es, 
por lo tanto, nacional en la misma acepción de los demás Jueces 
federales. Que no pudiéndose concebir que el Juzgado de la 
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Capital haya olvidado sus propias consideraciones para inhibir 
á la Justicia Nacional del conocimiento de los delitos cont r a 
la libertad de la prensa, hasta el punto de pretender avocar el 
de una, que en su propio concepto, es de tal naturaleza, debe 
suponerse, haciendo honor á sus mismas aseveraciones, que el 
delito objeto del proceso iniciado es el de desacato y amenazas 
contra el Presidente de la República y no de abuso de la liber- 
tad de la prensa. Que estando establecido en nuestros ante- 
cedentes lejislativos desde 181 1, en la jurisprudencia y práctica 
de todas las naciones civilizadas y hnsta en el mismo artí- 
culo 32, tantas veces invocado, de nuestra carta fundamental, 
la trascendental diferencia entre delitos comunes y de la prensa, 
es de todo punto inadmisible la distinción qm' hace la r> so- 
lución del Juez de la Capital, entre delitos comunes cometidos 
por uno y otro medios, que la prensa, por la misma razón de que 
no hay delito clasificado como homicidio cometido por medio 
del veneno si la ley hace del envenenamiento un delito sui 
generis. Que si fuera necesario dar autoridad á esta proposi- 
ción, de por sí evidente, bastaría citar el párrafo 3U1, de los 
principios del derecho penal de J, V. llans: * la materialidad 
de las infracciones comprende los medios para cometerlas, 
bajo este punto de vista, fi nemos que examinar especialmente 
los delitos á los que la prensa ha servido de instrumento y cuya 
prosecución y represión están regidos por disposiciones parti- 
culares». Mas adelante, en fin, en el párrafo 401 y después de 
haber señalado las derogaciones hechas ú los principio? gene- 
rales del Derecho Penal, sobre la complicidad, en favor de la 
prensa pura emancipar al autor de la previa censura del editor 
7 á éste de los demás agentes que interviniesen en una publi- 
.-ación, dice : c la categoría de las infracciones que constituyen 
r delitos do la prensa en el sentido constitucional, cuando son 
<. cometidas por ese medio, son: . . . 111, las ofensas respecto 
* de la persona del rey, ó respecto de los miembros de la fu- 
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« miiia real >. Quo debiendo atenerse este Juzgado, no teniendo 
los autos á la vista, ú la clasificación do desacato y amenazas 
contra el Presidente, que han hecho del delito eu cuestión, 
el defensor del procesado y el mismo Juez de la causa, sin 
tomar en cuenta el agregado de cometido por medio de la 
prensa por ser contradictorio y uegatorio de los términos an- 
teriores, llevándonos al absurdo de suponer que el Juez de la 
Capital se avoca el conocimiento de una causa que en su propio 
coni'epto no le corresponde. Que aparte de otras considera- 
ciones, á causa de la amplia libertad que conceden nuestras 
leyes á la prensa, se hace mas necesaria la moderación en los 
escritos que lian de presentarse ante los Jueces, mas aún si 
esos escritos emanan de funcionarios públicos, llámase en 
consecuencia la atención del Juez en lo criminal de la Capital, 
sobre las espresiones ofensivas á la dignidad y decoro de este 
Juzgado quo contiene la vista fiscal acompañada, los que im- 
portando verdadero desacato que cae bajo su jurisdicción, se 
consigna en seguida para su conocimiento: * El Señor Jaez 
Federal, sin estudiar, ni meditar siquiera sobre el punto en 
cuestión ;» — c habría bastado une cUuezt ¡¡arriza hubiese dado 
ojo tí nuestra ley orí/única para haber evitado la cuestión de. 
competencia aue tan irreflexivamente haprovocado; » — « el Juez 
Federal no ha reflexionado un instante y hasta sus propios 
recuerdos le han sido por demás ingratos ». 

Por estos fundamentos, y de acuerdo al artículo 52 de la Ley 
de Procedimientos, diríjase oücio al Juez del Crimen de la Ca- 
pital, con transcripción de esta resolución, haciéndole saber 
que el Juzgado insiste en sostener su jurisdicción y que á esto 
objeto remite en la fecha los antecedentes á la Ksma. Corte 
Nacional. 



Andrés Ügarrisa. 



DE JUSTICIA NACION AI, 



119 



AUTO DEL JUEZ DEL CUf ME?» 

lluros Aires, Hayo 24 de 1886. 

Agregúese ú sus antecedente 1 ) y Temítase con oficio á La Su- 
prema Corte, juntamente con la cansa, y con la correspondiente 
reserva pnr encontrarse en estado de sumario, observándose 
al auto comunicado lo siguiente : I" que según consta á foja 
vuelta el Defensor del acusado manifestó claramente al Juez 
Federal que se trataba de un delito que se decía cometido por 
medio de la prensa; 2 o que lijos de contradecirse el Juez 
infrascripto se muestra consecuente al sostener su jurisdicción, 
en virtud del principio reconocido de que la lejislaeion sobro 
prensa lia sido reservada á las soberanías provinciales, pues 
que, si la Capital de la República está equiparada á un Estado 
cuya lejislatura es el Congreso, en éste residirá la facultad 
de dictarle las leyes sobre la prensa, y no podría desconocerse 
la jurisdicción do los Jueces locales, aún cuando por su origen 
sean nacionales. Las limitaciones del precepto fundamental 
deben buscarse en la misma Constitución (art. 07, incisos 11, 
27 y 28), como lo liizo la Suprema Corte en el caso de Calvette, 
acusado de violación do las inmunidades de un miembro del 
Congreso (art. 3"); 3 o que respecto a lo manifestado sobre 
algunos conceptos del Agente Fiscal, el Juzgado considera que 
solo importan incorrecciones de lenguage que han podido des- 
lizarse en su estenso dictamen sin el ánimo de ofender, como 
así también lo ha manifestado verbalmente dicho funcionario. 

Remítase copia de esto auto al Señor Juez Federal. 



Julián L, Agui r re. 
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VISTA DEL SLNOIl PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Mayo 31 de 1886. 

Suprema Corte: 

Es esta la primera vez que viene a la consideración de V. E. 
un asunto relacionado con los delitos de imprenta en la Capi- 
tal ; y es por esto, aparte de la importancia vital de la materia 
en todo pueblo libre, que el presente caso ofrece singular in- 
terés. 

El Agente Fiscal del Juzgado del Crimen de la Capital lia 
deducido acusación contra I), Elíseo Acevedo, por desacata y 
amenazas por la prensa contra ta persona del Presidente de la 
República. 

El Juez del Crimen de lu Capital y el Federal de la misma 
se disputan el conocimiento de la causa, y toca á V. K. decidir, 
si es el primero ú el segundo el competente, ó iiiugunu de los 
dos. 

El Sr. Juez Federal liace derivar su competencia de la ley 
del 63, que desigua los crímenes cuyo juzgamiento corresponde 
á los tribunales nacionales, y cuyo título 6* define y castiga 
el delito de desacato contra las autoridades de la Nación. 

El Sr. Juez del Crimen contesta que la ley citada es de nin- 
guna aplicación en los casos en que los delitos en «lia mencio- 
nados se hubieran cometido por medio de la prensa; y que, si 
así no fuera, sería ella inconstitucional, por establecer juris- 
dicción federal sobre loa delitos de imprenta. 

Háse pretendido establecer con este .motivo diferencia sus- 
tancial entre los jueces llamados de la capital y los federales 
de la misma, como si su jurisdicción arrancara de diversa fuente. 
«La Capital, dice el Sr. Juez del Crimen, es en el órden y 
régimen judicial, como un Estado ú Provincia, con sus jueces 
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locales» á cuya jurisdicción ha reservado la Constitución el 
conocimiento esclusivo de los delitos de imprenta; deliios 
sujetos á la jitsücia ordinaria por la Ley de la Provincia de 
Buenos Aires de 1857, que rige para los jueces de la capital, 
con arreglo á su ley orgánica». 

Hííse pretendido también que los delitos llamados de im- 
prenta no snu sitió simples detitos comunes y que, como talca, 
caen bajo la jurisdicción ámplia de los jueces locales, y no del 
Juez Federal de la Capital. 

Pienso que hay confusión en el liecbo de atribuir diversa na- 
turaleza y distinto origen a los jueces Federal y de la Capital; 
pienso que los detitos de imprenta no son delitos comunes, sinó 
sui genera: pienso, por último, que la ley de la Provincia de 
Hílenos Aires de 1857, única en que apoya su jurisdicción el 
Señor Juez de) Crimen, no es ley de procedimientos, y no rige, 
por consiguiente, para ta Capital. 

La deducción de estos antecedentes os clnr;i y se desprende 
de por sí; — ni ^\ Juzg'du del Crimen, ni el Federa! tienen, á 
mi juicio, jurisdicción para conocer del hecho que origiua esta 
competencia. 

i* Dos son los caracteres distintivos y sustanciales de la 
justicia de la Nación. Primero, el establecimiento de una 
Corte Suprema, como único y último intérprete de la Consti- 
tucion, Segundo, el conocimiento que la Constitución atribuye 
álos Jueces Federales por vía ele escepion, sobre cosas y per- 
sonas que de otra manera caerían bajo la justicia de aquellas 
localidades en que hubieran tenido lugar los hechos. 

La institución de un Tribunal Supremo con un número limí- 
tiidu de altos magistrados, investido del poder de interpretar 
la Constitución en último resorte y hacerla respetar, es una 
de las mas sabias combinaciones humanas en la ciencia difícil 
del gobierno, en el sentir uniforme de los mas eminentes pen- 
sadores. Sin este poder, la Constitución eaer/íi luego en el mas 
t. xxi. g 



m 



FALLOS DE LA SUPREMA COItTE 



grande desprestigio, en medio del caos de interpretaciones 
contradictorias de los tribunales de provincia. 

La atribución conferida á los Jueces de Sección para conocer 
délas cuestiones eutre nacionales y estratigcros y entre vecinos 
de distintas provincias, es una prenda de paz ofrecida a las 
naciones amigas, en el primer caso, y una garantí» de impar- 
cialidad en el segundo, Kl vivísimo interés con que los vecinos 
de diversas provincias procuran acojerse á la justicia de la Na- 
ción, es el testimonio mas elocuente del acierto de la prescrip- 
ción constitucional. 

En la Capital de la República, en los territorios nacionales 
y en todos aquellos lugares cu que la Nación tiene única y 
esclusiva jurisdicción, los jueces son todos nacionales y no hay 
jueces federales en el sentido de la Constitución, porque falta 
para ellos la razón de su institución. Las cuestiones entre na- 
cionales y cstrangeros, entre vecinos de la Capital y de alguna 
provincia, están todas bajo la garantía de la autoridad de la 
Nación, que ampara igualmente á todos, llámese federal, ó de 
la Capital, el juez. 

¿ A qué responde, dirásc entonces, la organización de los tri- 
bunales de la Capital; la creación de jueces federales, de jue- 
ces letrados, de varias Cortes de Justicia? 

Simplemente á la necesidad de hacer fácil la expedición de 
los negocios en una ciudad populosa, y posible el ejercicio de 
las Arduas y delicadas funciones de la Curte Suprema. No es 
necesario decir que si este supremo tribunal hubiera de conocer 
en apelación de todas las cuestiones que se susciten en una 
sociedad de 500.000 almas, á mas de los recursos de las sen- 
tencias de los tribunales de Provincia que en ciertos casos 
autoriza la ley t su expedición sería de todo punto imposible. 

De ahí la uecesidad de la organización que dió á los tribu- 
nales de la Capital la ley de 1881. 

Respetando la institución de la Corte Suprema y la juris- 
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dicción de escepcion de los jueces federales, ha podido el Con- 
greso en ejercicio de la facultad que 1c confiere el artículo 64, 
crear todos aquellos jueces y tribunales inferiores que encon- 
trase conveniente, así como dividir entre ellos la jurisdicción 
que cada uno haya de ejercer. A ser escasa la población de la 
Capital, hubiera bastado un juez federal y esta Corte hubiera 
conocido entonces de los negocios que hoy terminan en las 
Cám^ .sde Apelación. En los territorios nacionales, los jue- 
ces de paz. en defecto de los jueces letrados tan urgentemente 
reclamados, ejercen en la actualidad la suma de la jurisdic- 
ción civil, comercial y criminal. En una palabra, diré para 
terminar este punto en el que me he estendido mas de lo que 
deseara: en la Capital y en todos aquellos lugares en que la 
Nación ejerce jurisdicción exclusiva, no hay Biné una justicia, 
una sola que será desempeñada por aquellos jueces, y en 
aquella forma que el Congreso estableciera. Ks, pues, inofi- 
cioso pretender deducir de qné parte está r>l mejor derecho en 
este caso, de la diversa naturaleza gue se atribuye á los Jueces 
que en la Cap i ta J dividen entre sí la jurisdicción que nace de 
la soberanía única y esclusiva de la Nación, en los territorios 
en que ejerce única y esclusiva autoridad. 

No es exacto, como dice el s^ñor Juez del Crimen, que sería 
inconstitucional que el Juez Federal de la Capital conociera 
de delitos de imprenta, porque esto importaría restringir la 
libertad de la prensa estalihcieudo sobre ella jurisdicción fe- 
deral. 

El alcance de las prescripciones de nuestra Constitución re- 
lativamente á la libertad de imprenta, no es ya materia de 
discusión. Nadie se atreve á poner hoy en duda que por no 
«restringir ta libertad de imprenta », se entienda otra cosa que 
no establecer sobTe ella la censura ni restricciones previas. 
Nadie desconoce tampoco, que ei Congreso, en los territorios 
nacionales, y tas Lejislaturas de Provincia, en sus respectivos 
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territorios, pueden dictar las leyes que juzguen conveniente 
para castigar el abuso de la palabra escrita ó hablada. 

En este sentido están conformes los eminentes tratidistas, 
sin escepcion alguna. 

«El Congreso no puede dictar ley alguna que restrínjala 
libertad de la palabra, ó de la prensa, dice Story, cuya auto- 
ridad se invoca siempre con preferencia. Sostener que esta dis- 
posición garante á todo ciudadano el derecho absoluto de decir 
6 de imprimir lo que quiera sin ninguna responsabilidad pú- 
blica, ni privada, es una pretensión tan estraña que ni aún 
puede ser discutida seriamente. Tanto valdría decir que todo 
ciudadano tiene derecho de difamar al Congreso y de compro- 
meter la reputación, la tranquilidad y la seguridad de los 
ciudadanos, 

«Un hombri? podría también por malicia ó por venganza acu- 
sar A otro hombre de los crímenes mas odiosos ; sublevar la in- 
dignación de todo¿ los ciudadanos, esparciendo la- ma- viles ca- 
lumnias; turbar y destruir la paz de las familias; escitar las 
rebeliones, los disturbios y las traiciones contra el Gobierno. 
Con semejante estado de cosas una sociedad culta no podría 
existir largo tiempo. 31uy prutito se verían ios hombres obli- 
gados ú recurrir á las venganzas personales para obtener la 
reparación que no encontraron en la ley. 

«Los términos de la enmienda no acuerdan una licencia se- 
mejante; ellos no significan otra cosa sinó que todo ciudadano 
tendría derecho de decir, escribir, de imprimir su opinión sobre 
cualquier asunto que sea bajo las restricciones únicas de uo 
herir á nadie en sus derechos, i;i en sus bienes, ni en su repu- 
tación; de no turbar la tranquilidad pública y de no intentar 
el derrocamiento del Gobierno. 

«El Juez Blackstoue, continúa el mismo Story, ha hecho 
observar que la libertad de la prensa sabiamente comprendida, 
es esencial A los estados libres, pero que ella consiste en no 
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poner traba alguna á las publicaciones, y no en la ausencia 
de toda reprensión si fuese criminal el escrito publicado. Todo 
hombre libre tiene incontestable derecho de hacer conocer su 
opinión en cualquier materia; poner obstáculo al ejercicio de 
ese derecho, es destruir la libertad de la prensa; pero si pu- 
blica cosas perjudiciales é ¡Utiles, es responsable de las con- 
secuencias de su temeridad, 

* Sujetar la prensa al poder restrictivo do un censor, es so- 
meter lu libertad de pensamiento A las preocupaciones de un 
solo hombre, es hacerle juez arbitrario é infalible de todos 
los puntos controvertidos en la ciencia, la religión y las mate- 
rias de gobierno ; pero castigar los escritos peligrosos é inju- 
riosos, después de publicados, es una cosa necesaria para el 
mantenimiento de la paz y del buen úrden en toda sociedad 
civilizada. 

«De esta manera no se traba la libertad de tos individuos: 
solo el abuso de la libertad se castiga. » 

El Congreso ba podido, pues, y puede dictar parala Capital 
leyes sobre delitos de imprenta. Ha podido, dentro de su ter- 
ritorio, bien entendido, declarar comunes ó de escepcion estos 
delitos; ha podido atribuir su conocimiento al Juez Federal, 
al de la Capital, al Jurado, ó al tribunal que hubiere encon- 
trado conveniente. La única cuestión, por consiguiente en el 
presente caso, está reducida á investigar si el Congreso ha ejer- 
citado esta facultad constitucional. 

Es por todos reconocido que nó; ifue no hay ley nacional 
sobre delitos de imprenta. 

Se dice, empero, que. la ley que organizó los Tribunales de la 
Capital previene que los jueces creados por ella se rijan provi- 
soriamente por las leyes de procedimiento vijentes en la Pro- 
vincia de Buenos Aires y que en esta inteligencia debe consi- 
derarse en vigor para ellos la ley de 1857, quo sujeta los delitos 
de imprenta á la justicia ordinaria. 
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¿Perúes esta, ley de procedimiento? A mi entender , deci- 
didamente no. Es esta ley, por el contrario, una ley funda- 
mental, una ley que importa en el sentir de muchos, una 
revolución en el hecho de sacar los delitos de imprenta del ju- 
rado para someterlos al derecho común. 

Se ha observado, por otra parte, que aún supinándola en 
todo su vigor, carecería de sanción, por cuanto el Código Penal 
no rige para los delitos de imprenta, según declaración esplí- 
cita de uno de sus primeros artículos. 

Gpónese a esto que, siendo el Código Penal destinado en su 
origen para la Nación, el artículo 4* respondía á la prescrip- 
ción constitucional que prohibe establecer jurisdicción federal 
sobre la prensa, y que adoptado hoy para la Capital, e) articulo 
en cuestión debe considerarse suprimido. 

Si estaba demás, debió decirlo el Congreso, y i nadie es per- 
mitido decirlo en su defecto, ni monos suprimir disposiciones 
fundamentales de un Código por ta simple suposición deque el 
lejisludor olvido eliminarlas, ó porque de algun artículo inci- 
dentalmente pueda remotamente iníerirsc que debieron ser 
eliminadas. He refiero al argumento que se pretende deducir 
de la publicación que autoriza el artículo 313. 

Pero hay todavía mas. Eliminado, por vía de argumentación, 
el artículo cuarto del Código Penal vigente para la Capital, 
siempre quedaría subsistente en el mismo Código mientras 
regía para la provincia de Buenos Aires. Resultaría entónces, 
que admitiendo, también por vía de argumentación, que la 
ley del 57 rigiera para la Capital, llegaríamos siempre á la con- 
clusión de que esta ley no tendría aplicación práctica, por 
cuanto el Código Penal, que era su complemento en la referida 
provincia de Buenos Aires, no comprendía los delitos de im- 
prenta. De otra manera, sería forzoso admitir que el artículo 
cuarto en cuestión, debe entenderse suprimido por el hecho 
de tomarlo la provincia de Buenos Aires de la Nación y ¿la vez 
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por adoptarlo la X&cion de la Provincia ; dublés suposiciones 
y supresiones que no merecen ser tomadas á lo serio en un de- 
bate que afecta derechos sagrados en presencia del texto claro 
é inequívoco de la ley. 

3° Diré, por último, Exmo. señor, que admitidas todas las 
suposiciones imaginables y posibles, la ley del 57 solo regiría 
para los Tribunales de la Capital en cuanto no estuviera en 
oposición A la Constitución y á las leyes del Congreso, y es 
fácil demostrar que lo está. 

Kqtiipmi ella los delitos de imprenta ¡í los delitos comunes, 
y esto es contrario a la Constitución que, al excluirlos de la 
justicia federal, les atribuye carácter especial; es contrario á 
la ley, que los uVlarn no comprendidos en sus disposiciones 
(artículo A", antes citado) ; es contrario á la jurisprudencia 
establecida por esta Corte, que los ha considerado en nume- 
rosas decisiones, mi generis. y no comprendidos en las leyes 
nacionales ; es contrario, por último, á nuestros usos y costum- 
bres, que establecen siempre notable diferencia entre los de- 
litos comunes y los cometidos mediante la prensa, en cuya 
apreciación hay que tener en cuenta la exajoracion de la pasión 
política y muchas otras consideraciones de alto ínteres pú- 
blico. 

Es posible que el ideal de la lejislacion del porvenir sea no 
establecer diferencia entre uno y otro delito, como por algunos 
se pretende. 

Esto, sin embargo, ha debido declararlo la Ley; y mientras 
tanto, no es lícito prescindir de todos nuestros antecedentes 
lejislativos y judiciales. 

Creo haber dejado establecido que no hay ley nacional que 
defina ni castigue los delitos de imprenta, ni menos los sujete 
á la jurisdicción de los jueces creados por la ley orgánica de 
los tribunales de la Capital. 

Pido, en consecuencia, declare V. E. que ni el Jue* del Crí- 
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mea de la Capital, ni el Federal son competentes para conocer 
de la acusación deducida poT el Agente Fiscal contra Don Elíseo 
Accvedo, cuya libertad á la vez ha de servirse V. E. decretar, 

Eduardo Costa. 

i» sur»»» e»rt» 

Buenos Aires, Junio 13 de 188R. 

Vista la contienda de competencia suscitada enlre el Juez 
Federal de la Capital y el Juez de* Crimen de ln misma, con 
motivo de la acusación deducida ante este último por el Agente 
Fiscal contra Don Eliseo Acevedo, por injurias graves y ame- 
nazas dirijidas al Presidente de la República por medio del 
periódico El Debate, de que aquel es director, resulta: 

Que ambos Jueces sostienen su competencia, fundándose el 
primero, en la ley de catorce de Setiembre de mil ochocientos 
sesenta y tres, que por su artículo treinta define y castiga el 
delito de desacato contra el Presidente de la Nación ; y el se- 
gundo, en el artículo treinta y dos de la Constitución, que 
escluye de la jurisdicción federal los delitos cometidos por 
medio Je la prensa, y en la ley del año cincuenta y siete de la 
Provincia de Buenos Aires, vigente, según dice, en la Capital, 
en virtud de lo dispuesto por el articulo trescientos doce de 
la ley Orgánica de los Tribunales de la misma, la cual atri- 
buye el conocimiento de aquellos á los jueces ordinarios. 

Que, corrida vista de la contienda al Procurador General, 
este sostiene que ninguno do dichos jueces o- competente para 
conocer del delito acusado ; pues ambos son jueces nacionales 
de la misma naturaleza y del mismo origen, y que el Congreso, 
que puede dictar leyes de imprenta para los territorios donde 
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ejerce eselusiva jurisdicción, no fia sancionado ninguna que 
defina y castigue les delitos de la pT¡?nsa, ni menos los sujete 
á la jurisdicción de los jueces creados por la ley Orgánica de 
los Tribunales de la Capital ; que n * puede considerarse en 
vigencia la ley del uno cincuenta y siete, porque la citada ley 
Orgánica solo declara vigentes las leyes de Procedimientos y 
aquella es una ley de fondo; á parte de que sería contraria á 
la Constitución, pues hace de los delitos de imprenta delitos 
comunes, cuando esta, al sanarlos do la jurisdicción nacional, 
los considera delitos especiales, y sería contraria también al 
Código Tena!, que por su artículo -ruarlo declara no estar com- 
prendidos en sus disposiciones los delitos de imprenta; y con- 
cluye pidiendo se declare, que ni el Juez del Crimen di 1 la 
Capital, ni el Federal , son competentes pira conocer de la 
acusación cernirá Don Kliseo A ce vedi», cuya libertad debe, en 
su consecuencia, decretarse. 

Y considerando: Primero: Que. según la jurisprudencia uni- 
forme establecida por esta Suprema Corte por repetidos fallos, 
los delitos cometidos por medio de la prensa no caen bajo la 
jurisdicción federal ; por disponerlo así apresamente el artí- 
culo treinta y dos de la Constitución. 

Segundo: Que la jurisdicción de los Jueces Federales difiere 
sustancial mente de la de los jueces del territorio de la Capital, 
no obstante ser unos y otros nacionales y proceder su nombra- 
miento del Gobierno de la Nación; pues los primeros ejercen 
una jurisdicción de escepcion limitada á los casos enumerados 
en el artículo cien de la Constitución Nacional, mientras que 
los segundos ejercen la jurisdicción ordinaria que el Poder 
Legislativo les conñerc y que puede este ampliar 6 restringir 
según lo creyere cotiTeníente. Los primeros son propiamente 
los Jueces de la Constitución, creados por el artículo veinte y 
cuatro de la misma ; los segundo* son los Jueces de la ley, esta- 
blecidos por el Congreso en virtud de la tacultad que le acuerda 
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elaTtícnTo sesenta y siete, inciso catorro y veinte y siete, para 
ejercer una lejistieion esclusira i'n la Capital, determinar por 
una lejislocion especial la organización, administración y 
gobierno que deben tener los territorios nacionales que queden 
fuera de los límites que se asignen a la* Provincias. 

Tercero; Que en cata forma y con estas distinciones lian 
sido creadas y funcionan la justicia territorial y la federal de 
esta Capital, según la ley de Diciembre quince de mil ochocien- 
tos ochenta y uno. 

Cuarto: Que esta difencia entre lo* jueces federales y los 
que puede crear el Congreso en los lugares ó territorios donde 
el Gobierno Nacional ejerce jurisdicción oselusiva, es la misma 
que estabKce la Constitución Norte Americana, que nos ha 
servido de modelo; y comentando Ktory los artículos análogos 
á ta nuestra sobre el particular, dice : « Los Jueces de los Tri- 
« bunales inferiores deque habla la Constitución, difieren de 

* los Tribunales organizados en los territorios de los Estados 
c Unidos, según el poder general dado al Congreso pora rc- 
« glamentar la administración de estos territorios. Los Tri- 
c butiales de territorio no emanan de la Constitución, ni ob- 

* tienen directamente de esta fuente su autoridad judicial, 
c Los Tribunales de territorio em man de leyes especiales, en 
c virtud de ta soberanía que pertenece al Gobierno Central 
c sobre todos los territorios. La jurisdicción de que están in- 

* vestidos no es una parte del Poder Judicial detinido por el 
« articulo tercero de la Constitución, sinó que resulta de la 
c soberanía Legislativa. Sancionando leyes á su respecto, el 
c Congreso ejerce los poderes combinados de Gobierno ('entra! 
< y de Gobierno de Estado. El Congreso puede, pues, limitar 
c legalmente la duración de los empleos judiciales en los 1er- 
e rítanos, lo mismo que su jurisdicción, y por consecuencia, 
c la limita ordinariamente it un corlo período ». V en otra 
parte, dice el mismo constitucional i st a : < La forma de Gobierno 
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c (i establecer en los territorios depende pnteraiiiontc de !¡i 
f voluntad del Congreso. Como tiene el derecho de constituir 
« un Gobierno territorial puede darle lo.s poderes lejisíat ¡vos, 
c judiciales y ejecutivos, que crea convenientes; puede dar 
« uu poder lejíslutivo general, sometidn solamente á las leyes 
€ y á la Coiistituciun do los Estados Unidos. Si la Lejislattira 

* territorial ha recibido el poder de crear los Tribunales, estos 
« Tribunales son estrictamente t-mtoriales, no son tribunales 

* constitucionales investidos de la autoridad judicial definida 
e por la Constitución, sinó Tribunales Icjislativos creados en 

* virtud del derecho de ^berania, que pertenecí' al í'ongi-eso 

* Nacional ó en virtud de la cláusula de la Constitución que 
« le dá derecho para hacer todos los reglamentos necesarios 
e a la administración de tos territorios >. Resultando de estos 
antecedentes que la prohibición constitucional que inhibe á 
los jueces federales de ejercer jurisdicción sobre los delitos 
cometidos por medio de la prensa» no puede hacerse estensiva 
á los jueces del territorio de la Capital, cuya jurisdicción es 
diversa de la de aquellos. 

tjuinto: Que la ley orgánica de los Tribunales de la Capital 
atribuye a la justicia criminal de la misma amplia jurisdic- 
ción para conocer de todos los delilus judiciales en su ter- 
ritorio, síu esceptuar los que puedan cometerse por la vía de 
la prensa. 

Sesto: Que no puede oponerse la prescripción del artículo 
cuarto del Código Penal, por no ser este un Código de juris- 
dicción y no regular, por consiguiente, las relaciones de atribu- 
ción y competencia de los Juzgados ó Tribunales territoriales 
entre sí, 

Sétimo; Que son las leyes locales las que deben definir los 
delitos de imprenta y determinar los caracteres que los consti- 
tuyen; pues la Constitución Nacional, al establecer por el artí- 
culo treinta y dos que el Congreso no dictará leyes que res- 



132 



FALLOS DE LA SUPREMA CURTE 



trinjan la libertad di- imprenta 6 establezcan sobre ella la 
jurisdicción federal, no los define ni hoce de ellos delitos espe- 
ciales sino* con relación ú la Justicia Federal. 

Oetaw: Que si el delito de que se trata en el presente caso 
esta ó no definido y penado por lus leyes locales, es cuestión 
que afecta al fondo de la acusación y que por lo mismo incumbe 
resolverla al Juez que haya de conocer en la causa; pues para 
decidir la contienda de competencia entre la justicia federal 
y la local de la Capital, sometida á la Suprema Corte, basta 
establecer como queda establecida en los anteriores conside- 
randos; que los jueces locales conocen de todos los dt-litos que 
corresponden á la jurisdicción de la Capital y que la Consti- 
tución no escluye de su conocimiento, como lo hace del de los 
jueces Federales, los delitos cometidos por medio de la prensa. 

Por estos fundamentos, se declara que el Juez Federal de la 
Capit,<l carece de jurisdicción para conocer del delito acusado, 
cuyo conocimiento corresponde á la justicia local. Comuni- 
qúese a dicho Juez esta resolución, y pápense los autos con 
oficio al Señor Juez del Crimen de la Capital para que proceda 
con sujeción a las leyes locales. Notifíquese con el original y 
repónganse los sellos. 

J. B. GOROSTMGA. — J, DOMINGUEZ. 

— ULAD1SLAO frías. (Rn disi- 
dencia). — FEDERICO IBAKGURE.V 

— C. 9. DE L ATOA RE. 

VOTO EN DISIDENCIA 

El caso en cuestión, es sobre competencia, promovida por el 
Juez Federal de esta Capital, á solicitud del defensor del pro- 
cesado, al Juez de lo Criminal de la misma, con motivo de la 
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acusación ante este último, del Agente Fiscal contra Don Elíseo 
Acevodo, por desacato contra el Presidente de la República, 
consistente en injurias graves y amenazas hechas á él, por me- 
dio del diario Kl Debate. 

Se trata, pues, de uu delito de imprenta, y por lo tanto, 
según et artículo troiuta y dos de la Constitución, que pro- 
hibe al Congreso establecer la jurisdicciou federal sobre la 
libertad de imprenta, es indudable que el Juez Federal no 
puede ser competente para conocer de esta causa. Así lo ha 
resuelto también la Corte en varios casos análogos, bien cono- 
cidos, en virtud de aquella prescripción constitucional, que es 
tan clara y terminante, que no admite interpretación. 

Los artículos treinta y noventa y tres de lu Ley Penal que 
desigua los crímenes cuyo juzgamiento competí' d los tribu- 
nales nacionales y establece su penalidad, que invoca el Juez 
Federal, no son aplicables al presente caso. En efecto, en el 
primero, no su mencionan los desacatos contu el Presidente de 
la República, á quien no 80 nombra en ninguno do sus incisos, 
y el único que pudiera pretenderse que lo incluye, es el inciso 
tercero, según el cual, cometen desacato los que calumnian, 
insultan ú amenazan á los Ministros del GoLicnio Nacional, 
« ó á otras autoridades en el ejercicio de su cargo *. Es evidente, 
en mí concepto, que el lejislador no tuvo intención de com- 
prender en este inciso al P resillen te de la República, pues á 
ser asi, lo habría expresado al principiar lu frase, so pena de 
suponer, en caso contrario, lo que no es admisible, en los auto- 
res de la ley, que eran eminentes jurisconsultos, la mas su- 
pina ignorancia para uspresar una idea ó proposición senci- 
llísima. 

Mas en la hipótesis de que tal hubiera sido su intención, 
esa disposición no podría referirse sino á los desacatos contra 
el Presidente de la República que no sean por medio de la 
prensa, porque sí se comprendiesen los cometidos por medio de 



134 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

ella, se habría establecido la jurisdicción federal sobre la liber- 
tad de la imprenta, y la disposición entóneos sería inconsti- 
tucional, y por lo mismo, nula é inaplicable. 

Por lo que respecta al artículo noventa y tres, según los 
términos en que está concebido, comprende sin duda los delitos 
que se cometan contra el Presidente de la República; pero no 
por medio de la prensa, porque si fuesen de esta clase, queda- 
rían escluidos también de la jurisdicción federal, como aquellos 
de que bablael artículo treinta, con arreglo al artículo treinta 
y dos de la Constitución. 

Iguales principios rigen la disposición del inciso cuarto del 
artículo tercero de la ley sobre jurisdicción y competencia de 
los Tribunales Nacionales, que determina que los crímenes de 
toda especie, cometidos en los lugares donde el (íobiem . Na- 
cional tenga absoluta y eselusiva jurisdicción, serán juzgados 
por los Jueces de Secciun allí existentes. Esta disposición, 
como las do la ley pemil, se supone siempre que son de acuerdo 
con la Constitución, pues si son contrarias á ella, son nulas 
y sin ralor. En una palabra, esas leyes no se refieren á los 
d-litosde imprenta, sobre los cuales no puede establecerse la 
jurisdicción federal. 

Kn cuanto al Juez de lo Criminal, considero que tampoco 
tiene la jurisdicción que pretendo. 

El Congreso li abría podido conferírsela en virtud de sn fa- 
cultad esclusiva de leijslar en el territorio de la Capital, sin 
sujetar por c* o la libertad de imprenta á l¡i jurisdicción fede- 
ral, porque ésta no la ejercen los tribunales locales. Su juris- 
dicción sobre el punto de que se írata, depende, pucs } esclu- 
sivamente de la que pueda haberle dado la ley del Congreso 
que organizó los Tribunales de Justicia de la Capital. 

Ninguna de la-í prescripciones de esn ley autoriza al Juez 
de lo Criminal para conocer de los delitos de imprenta. Al 
contrario, los antecedentes de la ley y una disposición es- 
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jtrcsa de ella, evidencian que no tiene jurisdicción alguna sobre 
la prensa. 

El artículo cincuenta y dos, inciso primero, dispone que : 
« mientras no se establezco el juicio ;-r jurados, los Jueces de 
lo Criminal conucerán en todos los juicios que según las leves 
de Procedimientos correspondan á la jurisdicción de la Capi- 
tal, en los que pueda imponerse pena mayor de un año de pri- 
sión ó mil pesos de inulta t. Pero según el articulo trescientos 
trece debe continuar rigiendo en la Capital el Código Penal 
vigente en la Provincia de Buenos Aires, cuyo artículo cuarto, 
inciso segundo, establece que sus disposiciones no compren- 
den los delitos de imprenta, ile donde se deduce forzosamente, 
que los Jueces de lo Criminal no pueden conocer de ellos, puesto 
que no pueden castigarlos. 

Tampoco tienen esa jurisdicción, porque la ley de mil ocho- 
cientos ochenta y uno no ha adoptado para los Tribunales de 
Justicia de !u Capital, todas las leyes de procL-dinin-utos exis- 
tentes entonces en la Provincia de Buenos Aires, sinó las que 
rejian en ella y en cuanto fuesen compatibles con esa ley. que, 
como queda espuesto, no lia lejislado sobre delitos de imprenta, 
y no ha podido por consiguiente aceptar las leyes de Procedi- 
mientos que en aquella Provincia se hallaban establecidas para 
su represión y castigo. 

Esto está corroborado por los antecedentes de la ley. El 
proyecto, formulado por una comisión de abogados distingui- 
dos, y que el Poder Ejecutivo presentó al Congreso, atribuía 
al Juez de lo Criminal, además del conocimiento de los juicios 
ya espresados, el tde los juicios por injuras y calumnias con- 
juntamente, ó por calumnias solamente, sean verbales ó por 
escrito, en papeles sueltos ó periódicos, según lo dispongan las 
leyes penales », y « de las acciones por desacato y demás delitos 
contra las autoridades y funcionarios de la Capital». Esta- 
blecía también que incumbía á los Agentes Fiscales de lo Cri- 
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minal y Correccio nal, c promover las acciones que correspondan 
contra los abusos de la libertad de la imprenta cuando haya 
lugar conforme ú las leyes de la materia». El Congreso su- 
primió estas disposiciones, manifestando así, de modo que no 
deja lugar & dudas, que su intención fué no dar al Juez de lo 
Criminal jurisdicción sobre los delitos de imprenta, y al Agente 
Fiscal, acción para promover juicios con el objeto de corregir 
sus abusos. 

No habiendo, por otra parte, la ley de mil ochocientos ochenta 
y uno sobre organización de los Tribunales de la Capital lejis— 
lado en cuanto á los delitos de imprenta, ni aceptado las leyes 
que sobre ellos regían en la Provincia de Rueños Aires, no 
existe en la Capital ley vijoute sobre tan importante materia. 
El decreto de mil ochocientas once, sobre la libertad de la im- 
prenta, adoptado por el Estatuto Provisional de mil ochocientos 
quince y el Reglamento Provisorio de mil ochocientos diez y 
sirte, no está en vigencia, y de níngiin mod<> podría aplicarse, 
no existiendo, ni pud leudo establecerse la .Tunta ¿i que se 
refiere y que debía declarar p.éviiintíiue si había ú no crimen 
en bis publicaciones acusadas. 

La Constitución en el artículo diez y ocho, prescribe que: 
c ningún habitante de la Nación puede ser penado sin juicio 
previo fundado en ley anterior al hecho del proceso, ni juz- 
gado por comisiones especiales, ó sieado de los jueces desig- 
nados por la ley antes del hecho de la causa ». De consiguiente, 
aunque no hubiera otra razón que esta, ella es sulfatante para 
negar la competencia de los Jueces que se la disputan en 
este caso, pues no hay la ley anterior al hecho que sirva de 
base al juicio previo, indispensable para la imposición de la 
pena. 

Podrá objetarse que la adopción de estas conclusiones de- 
jarán impunes, por algún tiempo al menos, los delitos de im- 
prenta que se cometan en la Capital. Así es la verdad, pero la 
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misión del juez es aplicar la lejislaoion existente, y no esta- 
blecerla, lo que corresponde solo al poder lejislativo. 

Per estos fundamentos y les concordantes de la vista del 
Procurador General, soj de oj» ilion que debe decidirse esta 
causa en los términos que él propone. 



1ILADISLAO FRIAS. 



CAUSA LXIX 



Don Pedro Cánepa, por su esposa fJ* Vicenta Villar, contra 
D. Hacedonio Heniles, por cobro de pesos; sobre pago de 
costas. 



Sumario. — Reconociéndose por el demandado la insufi- 
ciencia de la consignación, sonde su cargo las costas del juicio. 



Caso, — Se refiere en el 

T. XII 
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rail* del Juh Fe4er»l 

Salla, Junio 22 Je 1885. 

Y vistos estos autos ejecutivos seguidos por D> Pedro Cá- 
nepa, italiano, esposo de D 1 Vicenta Villar, contra D. Mace- 
domo Benites, argentino, cobrándole la cantidad de treinta 
mil pesos bolivianos, valor del documento reconocido de foja l¿ 
lotificado el auto de soliendo, y sin esperar la citación de re- 
mate, Benites hizo la consignación de 18.228 jjf 4 centavos A la 
órdeu del Juzgado, ñor capital é intereses, en billetes del Ilanco 
Nacional, equivateutes á los 30.000 | bolivianos, pero opo- 
niendo al mismo tiempo la escepcion de incompetencia, fun- 
dada en que el documento es de !>' Vicenta Villar cíe Xavea, 
argentina, y que siéndolo también Benites no corresponde el 
fuero; que para que surta es necesario, según id ¡ir tic til o 8 o 
de la ley de jurisdicción, que el derecho que se disputa perte- 
nezca originariamente y no por cesión ó mandato, y si bien 
Canepu, como esposo de I>* Vicenta, en administrador de los 
bienes de esta, no es dueño de ellos, romo uu lo es del crédito 
reclamado, porque us un simple mandatario; que por consi- 
guiente, t'ánepa, aunque italiano, no puede gestionar los dere- 
chos de su esposa ante la justicia nacional. 

El demandante sostiene la jurisdicción, pero se opoue a la 
consignación : i" porque no reúne las condiciones exigidas por 
el artículo 750 del Código Civil ; 2° porque no está compren- 
dida en loa casos en que solo puede hacerse, según el artículo 
757 del misino; 3" porque el deudor quiere dar menos de lo 
que debe y de distinta manera de lo que esti obligado por el 
contrato; 4 o porque la cantidad ofrecida en consignación es 
menor, desde que, siendo la obligación á plata boliviana con 
esclusion de todo papel y queriendo pagarle en papel de curso 
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forzoso al cambio que tenían antes de la incorveiision, paga- 
ría mtfnos, en nizon de la depreciación del billete. Que, sin 
embargo, se daría por satisfecho sísele abonára en billetes del 
Uanco Nacional, con mas la diferencia del precio corriente que 
tenían los pesos bolivianos de 400 gramos el día de la demanda, 
pues que, habiendo vencido la obligación antes del Decreto de 
9 de Enero de usté año, y caido en mora, el deudor Jube car- 
gar con las fluctuaciones que sobrevinieron. 

Corrido traslado, el demandado sostiene la consignación con 
la mal, dice, queda pagado el v.ilor de 30.000 porque ella 
representa este capital y los interesas devengado-, por ser el 
equivalente legal lijado en la tabla de reducción, es decir, que 
porcada tOO $ m n corresponden I7t!,8l centavos bolivianos, 
y cita en su apoyu el artículo 1 1 de la ley de 5 de Noviembre 
de 1881. 

Y considerando, respecto de la escepoion de incompetencia; 
que no estando enumerada entre las únicas admisibles en el 
juicio ejecutivo, sega n el articulo 270, debe ser rechazada, 
además, por las siguientes razones: Primera: Siendo casada 
D" Vicenta Vill ¡r, argentina, con Oánepa, italiano, que de- 
manda a Benilez, argentino, surte el fuero por la distinta 
nacionalidad de las partes (inciso 2", del artículo 1" de la ley 
de jurisdicción y competencia de los Tribunales Nacionales), 
Segunda: Porque el esposo, administrador legítimo da Jos 
bienes de la mujer y responsable, es el encargado por la ley 
de todos Jos actos y acciones que á ella te correspondieran 
(artículos 185 y 186 del Código Civil). Tercera: Porque si 
la mujer casada no tiene otro domicilio que el del marido, 
mientras subsiste íntegro el matrimonio, conforme á lo re 
suelto por la Suprema Corte, eu el tomo 4°, entrega I a , pá- 
gina 468, de sus Fallos, tampoco tiene otra nacionalidad, á 
los efectos del fuero, que el de su esposo, como lo tiene de- 
clarado la misma Corto en los términos siguientes del su- 
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mario redactado por so Secretario y que no ha podido en- 
contrar el suscrito í c mientras subsiste el matrimonio, sigue 
e la mujer en todo la condición del marido, y siendo estran- 
« gero éste, se reputa estrangera aquella ». Considerando, res- 
pecto al fondo do la cuestión, que consiste en resolver el 
Biguiente punto: si la cantidad de 18.228 £ 4 centavos en 
billetes del Banco Nacional es el equivalente de 30.000$ boli- 
vianos de 400 gramos, después de la depreciación del billete y 
dados los términos del contrato : 

Primero: Que el documento reconocido es firmado en I o de 
Octubre de 1883, esta vencido y por él se obliga el Sr. Be ni tes 
á devolver en piala sellada en pesos de 400 gramos de nueve 
décimos, /i»os, con exclusión de toda clase de. papel moneda creada 
ó por crearse, por igual valor recibido en la misma moneda. 

Segundo: Que si es verdad que poT el artículo f 1 de la ley 
de Moneda de 5 do Noviembre de 1881, se establecía quo los 
contratos que se hubiesen celebrado antes de haberse acuñado 
la cantidad fijada (8 millonea en oro y 4 en plata), se chan- 
cearan en moneda nacional por su equivalente, tomando por 
base el titule y peso, no lo es menos que se refería al metálico, 
porqne solo el metálico servirá para chancelar todo contrato 
ú obligación, artículo 5 de la misma. 

Tercero: Que la ley de reorganización del Banco Nacional, 
de Octubre 24 de 1870, estableció la forma y el modo de la 
conversión de los billetes, y la posterior, de 19 de Octubre de 
1883, sentando el mismo principio, declaró que los Bancos 
de emisión, u sean del Estado, mixtos ó de particulares, solo 
podrán emitir billetes pagaderos en pesos nacionales oro. 

Cuarto: Que el decreto del Poder Ejecutivo, de 9 de Enero 
de este año, por el cual se suspendía la conversión en moneda 
metálica, privilegio que se hizo estensivo con posterioridad a 
otros Bancos, ha modificado las leyes del Congreso; pero de 
ningún modo puede afectar los derechos de los particulares, 
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no teniendo el Juzgado necesidad de entrar á juzgar de su 
valide?, constitucional, pues le basta el hecho de la incouvcr- 
sion para rt-so! ver él presente caso. 

Quinto: Que por otra parte, teniendo la moneda boliviana, 
en la Fecha del documento, circulación en la República y ha- 
biéndose estipula lo que sería cu e-ta moneda y no en otra, 
con esclusion de todo papel creado ó por crear.se. esta conven- 
ción, que es la ley de las partes (artículo 1197 del Código 
Civil), habrá que respetarse; pero como no existe la referida 
moneda y como su equivalente en metálico nacional no es el 
billete nacional inconvertible, forzoso es concluir que la can* 
tidnd consignada por capital é intereses no es el equivalente de 
la suma debida. 

Sesto: Que habiendo caído en mora el deador por el solo hecho 
de dejar vencer el plazo estipulado sin cumplir la obligación, 
(artículos 213 y 214 del Código de Comercio), y no existiendo 
en el comercio la moneda indicada, el documento debe pagarse 
ó bien devolviendo, como se convino, con arreglo al artículo 
617 del Código Civil, ú bien, no negándose el acreedor A re- 
cibir las notas de curso forzoso, con la diferencia al precio 
corriente que tenían los pesos bolivianos el dia de la demanda. 
Esta pretensión es justa, desde que, sin salir de los términos 
del contrato, se busca oí valor del boliviano, ú su precio en el 
mercado con relaciou al billete depreciado. 

Sétimo: Que la consignación hecha surte su efecto hasta 
el menor valor de la deuda, pues que según el artículo 757 del 
Código Civil, ella puede tener lugar: * Cuando el acreedor 
no quisiera recibir el pago ofrecido por el deudor », y no como 
asegura el Sr. Cííuepa á foja 25, que solo puede hacerse con- 
signación, desnaturalizando el sentido con la palabra soto que 
no existe en la ley. 

Octavo: Y como por otra parte, no se señala en lu demanda 
la diferencia á pagarse para cubrir con exactitud lo que falta 
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para chancelar el documento, la consignación surto los efectos 
del pago, sin perjuicio de completar la espresada diferencia, 
con arreglo al inciso** de) artículo 757 del Código Civil, 

Por estas consideraciones, y de acuerdo con las disposicio- 
nes citadas, declaro por legal la consignación hasta donde 
alcance á cubrir la deuda con sus intereses al dia en que se 
interpuso el reclamo, pagando, ademas, el Sr. Benitos el pre- 
míoque el boliviano hubiese tenido el mismo dia con relación 
al billete depreciado, debiendo el actor justificar, previamente 
este premio; sin especial condenación en las costas que se 
piden por no encontrar mérito para ello. Notifíquese con el 
original y repónganse los cellos. 

Benjamín Füjueroa. 

Cúuepn apeló del fallo en la parle en que no condenó á He- 
nites en las costas. Benitos apeló de la sentencia, y desistió 
en seguida del recurso, reconociendo que esta era justa. 

F.lle de I» ftuprcM» Corle 

Uuenos Aires, Junio 17 de lflRtf. 

Vistos: reconociéndose por el ejecutado la insuficiencia do 
la consignación hucha á foja diez y ocho, se reroca el auto de 
foja cuarenta y uno, en la parto apelada, declarándose que son 
á su cargo las costas causadas en Primera instancia, líc- 
pónganse ios sellos y devuélvanse. 

i. R. GOROST1AGA. — J. DOMINGUEZ, 
- ULAUISLAO FRIAS. — FEDERICO 
IBARGOREN. — C. S. DE LA TORRE. 
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Don José Sonmariva, contra los Srcs. Olivera y l.agasti y U. 
Cruz Medina, por cobro de pesos; sobre incompetencia. 

Sumario. — La demanda por cobro de pesos, valor de mer- 
cancías embarcada^ ó por entrega de los conocimientos de 
estas, en su defecto, no pertenece á la jurisdicción federal por 
razón de la malcría. 



Caso. — D. José Sonmariva demanda £ los Sres. Olivei y 
Lagasti y á í). Cruz Medina por cobro de 2ftíM jf 72 centavos 
m/n, proceden! es de mercaderías embarcadas A bordo del vapor 
Matleo Hrnzzo, que habían realizado ó pretendido realizir, ó 
en su defecto, por la entrega de los conocimientos de las 
mismas. 

ÉJe opuso que la cuestión no pertenecía, por razón de la ma- 
ten , á la jurisdicción federal. 

Falto M Jue* Federal 

Buenos Aires, Üctubru Í3 de 1885. 
Vistos: por los fundamentos aducidos en el precedente es- 
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crito y siendo evidente que la acción deducida tiene por ante- 
cedente el embarque de uua cantidad de mercaderías con 
destino á la exportación y la negativa de entregar al deman- 
dante los conocimientos de dicha mercadería, no ha lugar á la 
declinatoria de jurisdicción y contéstese el traslado de la de- 
manda en el término legal. 

Virgilio M. Tedin. 

VISTA DEL SEfiOR PROCURADOR GE5EHAL 

Buenos Aires, Mayo 24 Je 1886. 

Suprema Corte ; 

< Son actos y contratos marítimos para establecer la juris- 
dicción nacional, ha dicho V. EL, solo los que tienen por ob- 
jeto la navegación y los medios para ella necesarios » (¡áérie 2 B , 
tomo 12, página 433). 

Tal es, porotr.» parte, la doctriua que lógica y naturalmente 
se desprende del artículo 10 de la ley sobre jurisdicción y 
competencia. Al enumerar los casos de jurisdicción federal, 
con toda claridad se advierte que solo se refiere este artículo 
á los que se relacionan con la naveyadon y ¡OS medios para 
ella necesarios, y si bien es cierto que al liiul abraza todo he- 
cho concerniente á la navegación y comercio marítimo, no lo 
es menos, que la regla m;is vulgar de interpretación nos en- 
seña que estos hechos deben ser de igual naturaleza que los 
ya especificados, llamados de almirantazgo, puesto que una 
interpretación mas amplia, que comprendiera todo acto marí- 
timo y de comercio, vendría á desnaturalizar el alcance de la 
disposición principal, visiblemente dirijida á establecer cierta 
jurisdicción especial en obsequio á tos liues privilegiados de la 
navegación. 
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El acto que origina e3ta demanda está, 4 mi juicio, muy dis- 
tante de encontrarse comprendido en la disposición del arti- 
culado recordado. 

Es una simple acción por cobro de pesos, sin relación alguna 
con la navegación, ni con Ioü medios para ella necesarios. 

Sonmariva vendió á Crux Medina, o á Olivera y Lagasti ar- 
tículos cuyo importe cobra y se le uiega, según parece, á título 
de compensación. Poco supone que estos artículos se hayan 
embarcado, pues la acción es independiente de esta circuns- 
tancia, no siendo el embarque, sinó la falta de pago, su funda- 
mento. 

Si bastara el hecho de haberse embarcado un artículo para 
determinar jurisdicción federal, no habría contrato alguno 
sobre loa productos dt*l país que no la estableciera, pues todos 
tienen por objeto final la exportación. 

Poco supone también que se pida en la demanda la entrega 
del conocimiento, no importando esta entrega otra cosa que una 
manera de pago que de antemano se acepta subsidiaria- 
mente. 

Pienso que no es el presente caso de jurisdicción federal, 
por razón de la materia, según lo establece la sentencia re- 
currida, y pido á V. E. se sirva asi declararlo, al revocarla. 

Eduardo Cosía. 



WmMf úm ta liiprau C*r«« 

Buenos Aires, Junio 19 de 1886. 

Vistos: de conformidad con lo espuesto y pedido por el Se- 
ñor Procurador General, en su precedente vista, se revoca el 
auto apelado de foja veinte y dos, y se declara que la Justicia 

T. XXI. || 
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PedeTal no es competente'para conocer de esta eaoBa, por razón 
de la materia. En consecuencia, pTévia reposición de sellos, 
devuélvanse. 

J. B. COROSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. 
— L LADISLAO FRIAS. — FEDERICO 
IRARGDREN, 



CAUSA LXXI 



Don Antonio Barbfch, contra J. floitiaijC, por cumplimiento 
de un laudo é inhibición; sobre competencia. 



Sumario. — Y.n los asuntos pertenecientes á concursos, la 
Justicia Federal es incompetente. 



Caso. — Los Sres. J, Goitía y G* y P. Antonio Barbich so- 
metieron á árbitos una cuestión suscitada sobre cumplimiento 
de contrato de venta de maíz. 

Se suscitaron varios incidentes sobre recusación del Juez 
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Federal, pago de multa y Tecurso del laudo, é" inhibición de 
enagcnnr p¡ira asegurar su cumplimiento, que fueron resueltos 
en i a Instancia, riñiendo en apelación á la Suprema Corte, 
ante la cual se presentó un certificado de haber sido declarados 
en quiebra los Sres. J. Goitia y C", 

r«||o de I» *«prem» Cmrtr 

iluenos Aire», Junio 19 do 188fi. 

Resultando del certificado de foja... espedido por mandato 
judicial para ser presentado ante esta Corte, que los Señores 
Jos£ Goitia y Compañía han sido declarados en quiebra eon 
fecha treinta y uno de Marzo del corriente año, por el Señor 
Juez en lo Civil y Comercial del Departamento de la Capital de 
la Provincia de Buenos Aires, Doctor Don Julián Barraquero, 
nombrándose Sindico del concurso á Don Marcelo Ituarte; y 
de conformidad con lo dispuesto por el inciso primero del artí- 
culo doce de la ley sobre jurisdicción y competencia de los 
Tribunales Nacionales, remítase al precitado Juez los autos 
pendientes ante esta Corte y seguirlos entre las personas con- 
cursadas y Don Antonio Darbich, préria reposición de sellos 
y librándose el correspondiente oficio. 

J. B. COROSTUGA. — i. DOMINGUEZ. — 
L LADISLAO FltlAS. — FEDERICO IBAJt- 
GÍÍREN. 
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CAUSA LIXII 



¡f Felisa AndreUy contra D. Cárlos Lesm; sobre reconoci- 
miento de un hijo natural. 

Sumario. — I o Cuando la investigación de la paternidad se 
hace durante la Tida del padre, no es necesario, para demos- 
traría, probar los hechos que constituyen la posesión de es- 
tado. 

2 o El embarazo contraído en la edad de treinta y tres años, 
la tida intachable llevada por la madre hasta esaedad f el ha- 
ber sido visitada únicamente por el demandado, los consejos 
dados por éste para ocultar el embarazo, el parecido físico del 
hijo con el presunto padre, la opinión pública afirmada por 
quince testigos intachables y no contradichos* son hechos pre- 
cisos y concordantes que inducen a declarar la filiación natural, 
habiéndose prohado el nacimiento del hijo y el estado libre y 
sin impedimento de los padres. 



Caso. — Se refiere en el 

Falto 4cl Jwe* Fe4*r*l 

Paraná, Abril SI de 1885. 
Y vistos: los autos seguidos por D° Felisa Andreu en repre- 
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sentaeion de su hijo menor, Miguel, contra D. Cárlos Lescá, 
para que reconozca i este como su hijo natural, ó en su defecto 
se le declare tal por este Tribunal. 
Resulta: 

Que en 26 de Julio de 1883 Felisa Andreu dio a luz un niño 
& quien se bautizó con el nombre de Miguel (partida de foja 1 17). 

Que Lescii visitaba a Felisa desde algunos años aulas que 
se manifestase el embarazo de esta» y dejó de hacerlo des- 
pues que este ocurrió (declaraciones de foja... y confesión de 
foja 187), 

Que no consta que otros la visitasen, pues Clariso Hereñi't 
y Antonio Medina iban a la casa con el objeto de ensayar mú- 
sica con Ricardo Andreu, Antonio Correa se dirijía á Justa 
Andreu, hermana de Felisa, y respecto de José y Enrique Her- 
moso, primos hermanos de la misma, así como Juan Amcspil, 
el único testigo que dice concurría á la easa, no determina la 
época ni tampoco que se dirigiesen a Felisa (declaraciones de 
fojas 228 y 224). 

Que cuando esta comunicó á Lesea que se sentía embarazada, 
este la envió una carta que seguramente es la de fojas..., 
aconsejándola se fuese a Buenos Aires con el objeto de dar á luz. 

Que hay parecido entre la fisonomía del hijo de Felisa y la 
de Lesea (declaraciones de f ...). 

Que la voz pública en Gualeguay, antes de la iniciación de 
este juicio, es de que D. Carlos Lescá es el padre del espresado 
niño, según lo declaran los quince testigos examinados, ha- 
biendo llevado Felisa una vida honesta é intachable hasta la 
edad de treinta y tres años en que concibió al niño Miguel; 
y finalmente: 

Que antes del nacimiento del niño en cuestión, la madre y 
el demandado D. Carlos Lescá eran libres para casarse» por no 
existir parentesco ni otro impedimento entre ambos (confesión 
de foja 187 vuelta). 
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Y considerando: 

1° Que para demostrar la filiación natural, cuando la inves- 
tigación de la paternidad sü hace durante la vida de los padres, 
como en el presentí' caso, no os necesario probar los hechos que 
constituyen la posesión de estado, que puede no existir, sinó 
que basta pu bur aquellos que sirviendo de premisas, puedan 
determinar la paternidad por inducción como consecuencia 
lógica (articulo 325 del Código Civil). 

Esto establecido, los hechos comprobados en autos son pre- 
cisos y concordantes, desprendiéndose de ellos, como única 
conclusión, que el demandado 1». Carlos Lescá es el padre del 
menor Miguel nacido de Felisa Andreu. En efecto, la circuns- 
tancia de haber llevado Felisa una vida honesta c* intachable 
hasta alcanzar la edad de treinta y tres años en que contrajo 
el embaraza en cuestión, siendo Lescá el único que la visitase 
en esa época, hace inverosímil la suposición de que otro que 
este fuese el autor de él. 

Y esta presunción se nOrma mas aún, por la confesión que 
este hace de haberla aconsej&dv á Felisa que se fuese ¡i Bue- 
nos Aires con el objeto de ocultar el alumbramiento, cuando 
ella le comunicó que se sentía embarazada, confidencia y con- 
sejo que entre personas desligadas de todo vínculo de paren- 
tesco y dadas las condiciones de sexo y edad de uno y otro, son 
propias de dos amantes; y respecto de Lescá, solo se esplica 
por el convencimiento que este debió tener de ser el autor del 
embarazo, y no por un espíritu de mera protección, como se 
pretende, desde que él se retiró de la casa de Felisa precisa- 
mente cuando mas necesitaba de esa protección. 

Además, el parecido entre la fisonomía del niño Miguel, hijo 
de Felisa, y la de Lesea, constatada portas declaraciones de An- 
drés Palacios, foja 145; Esteban Arrigo, foja 146 vuelta; Cía- 
tíso Hereñú, toja \hi y Antonio Rossi, es una prueba que, por 
fundarse en signos impresos por la naturaleza, establecen la 
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relación de causalidad entre el padre y el ligo, de una manera 
mas segura que el reconocimiento y que la misma posesión de 
estado, que pueden ser el resultado de un error del que se crée 
padre. 

Por otra parte, la opinión pública formada en la ciudad de 
Gualeguay antes de la iniciación de este juicio y constatada 
por quince testigos intachables, señala á Lescá cuino padre 
del mencionado niño. Y la opinión 6 voz pública, hace prueba 
completa, según Kscriche y autores que cita .palabra fama), 
cuando, como en el presente casu, la causa es de difícil com- 
probación, concurren otros indicios y se encuentra probado o! 
becho principal, á saber, el nacimiento del niño. Pero aun sin 
atribuir a la voz pública mas mérito que el de un indicio grave 
concurriendo con los anteriormente impuestos, complementa la 
prueba circunstancial, única que puede rendirse en causas do 
esta naturaleza. 

Finalmente, por la partida de bautismo de foja... esta pro- 
bado que el menor Miguel, eu cuyo nombre se inició este jui- 
cio, nació de Felisa Andreu, en 20 de Julio de 1883; y por 
confesión del demandado Leseé, que este y aquella eran libres 
para casarse antes del nacimiento del espresado niño, por no 
existir vinculo de parentesco entre ambos, ni otro impedi- 
mento, siendo este, por lo tanto, hijo natural, según lo define el 
artículo del Código Civil. 

Por estas y otras consideraciones, declaro, de acuerdo con 
el artículo trescientos veinte y cinco del Código Civil, que D. 
Carlos Lesea es el padre natural del menor Miguel, hijo de 
Felisa Andrea, á que se refiere Ja partida de bautismo de foja 
ciento diez y siete; con costas. Notifíqucse con el originalTy 
archívese, previa reposición de sellos. 



M. de T. Pinto. 
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i «II* 4e la ftupren C»rt* 

Duoüos Aires, Junio 22 de 1888. 

Vistos : por sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
apelado de foja trescientas cuarenta j nueve; y repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

J. II. GOHOSTIAGA. — J. DOMINGUEZ* 
— U LADISLAO FRIAS. - FEDERICO 
IDARGCREN. — C. S. DELA TORRE. 



CAUSA LXXIII 



i). Constantino Grané, contra h. Edgardo Moreno ; en recurso 
de hecho, sobre fianza de resultas. 

Sumario. — La fianza de resultas de un juicio ejecutivo, debe 
quedar subsistente hasta que este se concluya por su liquida- 
ción final. 



Caso. — Se halla Teferido en el 
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Fu lio 4t I» Supmn* Corte 

Buenos Aires, Julio 1" dt? Itwi, 

Vistos en el acuerdo el presente recurso y los autos prin- 
cipales, traídos para mejor proveer; y considerando: 

Que el ejecutante iJun Kdgardo Moreno, pura pedir ¡'l cu m- 
pliiniento de la >entctieiu de remate, apelada por • ' ejecutad^ 
Dun Constantino (¡rand, 4iú como lianza la cantidad dfl mil 
pesos nacionales moneda legal, de pos i tafia en el líaueo Nacio- 
nal, c á los electos del articulo doscientos setenta y nueve de 
la ley de Procedimientos », esto es, para responder a las re- 
sultas del juicio ejecutivo, y no a las del ordinario, á que en 
ningún caso se es tiende dicha lianza, según el artículo dos- 
cientos ochenta y dos de la misma ley. 

Que ile esa cantidad se le ha ti entregado novecientos pesos, 
no estando aún terminado el juicio ejecutivo. 

Y que la sentencia de remate fué revocada, en cuanto man- 
daba pagar todo el honorario que cobraba Moreno á tíraud. 
debiendo llevarse adelante la ejecución tan s«lo por la parte 
que á este correspondía, pero condenando á aquel en las costas 
desde la foja treinta y nueve adelante, y de consiguiente, en 
las causadas en la ejecución provisoria de dicha sentencia. 

Por estas consideraciones, se decía ra que el ejecutante debe 
integrar el depósito que hizo para afianzar las resultas del 
juicio ejecutivo, y que son también á su c:irgo las costus del 
incidente referido, revocándose sobre estos puntos los autos 
de foja noventa vuelta y ciento tren. Devuélvanse estas ac- 
tuación es, junto con los autos mencionados, al juzgado de su 
procedencia, previa reposición de sellos. 

J. DOMINGUEZ. — U LADISLAO FRIAS. 
— FEDERICO IDARGCREN. 



154 



FALLOS l>E LA SUPREMA L'OHTE 



CAUSA LXIIV 



El Fisco ftacional, contra li, Lorenzo Parntfi; sobre expropia 
cion pura ensanche del Machuelo. 



Sumario. — l'¡ira estimar el valor del terreno á espropiarse, 
d ebe tenerse en cuenta el precio de terrenos iguale*, la opinión 
de peritos y la renta que produce, capitalizada al 7 % anual. 



Coso. — Se refiere en el 

Fall* a>l Jmi Federal 

U Piala, Julio 17 de 1885. 

Vistos: estos autos de espropiaeion del terreno de 1». Lo- 
renzo ParoiiLcon lo alegado por las partes en el comparendo 
verbal de foja... 

Y considerando : 

Que según la inspección ocular, los terrenos de D. Lorenzo 
Parodi están en iguales condiciones a los de su hermano D 
José y se prestan y están destinados á los mismos usos y ser- 
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vicios y le son t por lo tanto, aplicables los mismos argumentos 
que se contienen en los considerandos desde el I a al 5", que lite- 
raímenle dicen así: c primero, Con relación al precio del ter- 
reno: que, aunque se La alegado por el representante del 
Fisco que había precedentes sobre ven tus de terrenos iguales 
á los del espropiado, de la inspección ocular resulta que los 
por él enumerados (Lloyd Argentino, Ferro-Carril del Sud y 
Dcmarchi lie ríñanos no pueden parangonarse con el del Señor 
Parodi, tanto porque, para ser utilizados estos últimos se 
necesitaban rellenarlos, como bañados que eran, enmo por 
cuanto esos terrenos contienen un gran fundo Ijae queda inhábil 
para las esplutacioues marítimas, que constituyen su principal 
rendimiento. 

2 o (¿ue á falta de precios lijados en venias análogas tiene 
que estarse al que se determine pur la demanda y por la oferta 
6 al que hayan lijado personas competentes (fallo de Suprema 
Corte corriente á la página -121 vuelta, tomo J7 f serie 2"), y 
en el caso de espropiacion del Fisco contra Loreto se ha . sli- 
mado por este Juzgado que los terrenos de este debeu ser 
apreciados en no menos de ocho fiexox cincuenta centavos mo- 
neda nacional pur metro cuadrado; no pudiendo desconocerse 
sin embargo que el terreno del Sr. Loreto se protaba para la 
carga y descarga, por su comunicación eun el interior de la 
Provincia; y por tanto, el precio debe ser establecido con la 
legítima disminución á que so re i) ere el perito tercero. 

íí" (¿ue aunque se lia alegado por el representante del Fisco, 
que el liras valor que han obtenido los terrenos del Snd del 
Hiachuelo, se debe á la canalización del mismo, no puede des- 
conocerse que antes de la ley de ensanche (fecha 25 de Octubre 
de 1883), se había producido, enmo resultado de esa canaliza- 
ción y dragado, y pur tanto, los propietarios de terrenos al Sud 
del Riachuelo habían obtenido ventajas de la canalización y 
debían contar como expectativa legitima con la valorización de 
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sus terrenos por su mayor uso y esplotacion, lo que no es una 
ventaja hipotética ó de imaginación. 

4 o Que á falta de ventas iguales 6 análogas y de precio fajado 
por personas competentes, debe tomarse siempre en cuenta 
para el caso de espropiacion, la renta que produce el terreno 
espropiado (Fallo de la Suprema Corte, corriente á la página 
421 vuelta, tomo 17. sene 2"), y ha quedado establecido en la 
inspección ocular, que el terreno del Sr. Parodi, destinado ú 
astilleros y baraderos, no pueden producirle menos de treinta 
nacionales diarios, loque no ha sido negado por el representante 
del Fisco; y por tanto y computando que la renta de la tierra 
es el de siete por ciento anual, el precio verdadero del terreno 
espropiado no es exagerado en la forma estimada por el perito 
terrero ; y aunque así no fuera, bastaría el hecho del precio 
de locación para calafatear embarcaciones, que allí se paga, y 
que acredita la inspección ocular, de que, su estimación no es 
escesiva. Que cu cuanto á las cimstru* "iones y \ la indem- 
nización por perjuicios, sp hallaban conformes la mayoría de 
los peritos y el Juez no puede separarse de o*tc dictamen, seguu 
la saua crítica y jurisprudencia universal (véase Eseriche, pa- 
labra perito). 

forestas consideraciones, fallo: que el Gobierno Nacional 
debe pagar y pague A D. Lorenzo Parodi, por e apropiación é 
indemnización, á razón de siete /¡esos cimumtu centavos mo- 
neda nacional por cada metro cuadrado superíicial, y seis mil 
quinientos pesos de igual moneda* por las construcciones é 
indemnizaciones, con costas. Notifiquen original y repónganse 
los sellos. 

Isidoro Aibarracin. 



I»E JUSTICIA NACIONAL 



157 



Tallo de la Supremo Corte 

Buenos Aires, Julio 1' de 1880. 

Vistos: por sus fundamentos, y no existiendo elementos do 
criterio en oposición á la avaluación pericial de tas construc- 
ciones á que se refiere el último considerando de la sentencia 
apelada de fuja cuarenta y ocho, se confirma usta, declarándose 
á cargo del Fisco las costas cansadas en este juicio, de acuerdo 
con el artículo diez y ocho de la ley de trece de Setiembre de 
mil ochocientos sesenta y seis ; y devuélvanse. 



J- B. GOROST1AGA. — i. DOMINGUEZ. 
— I LADISLAO FHIAS. —FEDERICO 
ÍIIAIIGÜUEN. 
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4 Al NA JLXXT 



Contienda de competencia entre el Juez Federal >/ el del Cri- 
men de Santitíyo del Estero, para conocer en la causa de 
heridas, con mol ira de leu ta tira de falsificación de elecciones 
nacionales. 



Sumario. — VA delito de herida inferida con motivo de ¡n- 
■ tentar l;i falsificación de elecciones nacionales corresponde ai 
conocimiento de la Justicia Federal. 



Caso. — Se refiere en las resoluciones siguientes: 

AUTO DEL JUEZ FEDERAL 

Saniiaífy. Marzo 17 de 188(1. 

Autos y vUtos: ta contienda de competencia iniciada por D* 
Ar tamiza de Gijoua, en nombre de su esposo, pidiendo se libre 
oíicio al Juez del Crimen de la Provincia, pidiéndole se inhiba 
del conocimiento de la causa *|Utí le sigue á su esposo D, Ni- 
colás (iijena, por imputársele el delito de falsificación de actas 
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electorales. Resulta: que pasado esc escrito al Procurador 
Fiscal, este pidió que previamente informara el Juez de Cri- 
men, acerca de la naturaleza de la causa que se seguía, así como 
sobre su estado; que el Juez del Crimen remiliú los autos 
originales, de los que resulta que se seguía causad ííijena, 
Neirot y Soria, por falsificación de actas electorales j además 
por heridas á los dos primeros, declarándose el Juez del Cri- 
men incompetente desde luego, para conocer del primer de- 
lito, y reservándose el ejercicio de su jurisdicción para enten- 
der en el delito común de heridas. Que pasados los autos en 
vista al Ministerio Fiscal, este sostiene que este Juzgado es el 
competente para conocer de ambos delitos, tanto del de falsi- 
ficación de actas, cuanto del delito comnn de herida-:, en mérito 
de haber sido cometido este último con ncasiou del primero. Y 
considerando: que tratándose del delito de falsificación de 
actas electorales para elecciones nacionales, es evidente la 
procedencia del ejerc icio de la jurisdicción de este Juzgado; 
que en cuanto al delito cometido de heridas, es preciso tener 
en cuenta los siguientes primipio< y Teglas genérale* que 
sirven de norma para resolver si caen ó no bajo la competencia 
del Juzgado; que por regla general, los delitos comunes cai'ii 
bajo la jurisdicción de los Tribunales locales. Que solo por es- 
eepcion caen bajo la de los Tribunales Federales, siendo dos los 
casos de escepcion, ú saber: í° cuando se cometen en lugares 
ó sitios sujetos á jurisdicción esclusiva de la Nación ; y 2° 
cuando son cometidos con ocasión de detitos nacionales, Que 
para resolver, pues, si este Juzgado debe sostener su compe- 
tencia para conocer del delito común de herida, es indispen- 
sable investigar previamente si el delito de heridas lia sido 
cometido en ocasión del delito nacional de falsificación de 
actas electorales. Que del estudio de los antecedentes remi- 
tidos por el Juez del Crimen, se desprende que existe una es- 
trecha vinculación entre ambos delitos, siendo conexo y re- 
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aullando haber sido cometido el delito común con ocasión del 
delito nacional. Que por tanto, cou arreglo á la jurisprudencia 
sentada por la Suprema Corte de Justicia Nacional en los 
fallos citados por el Ministerio Fiscal, de foja... y otTos con- 
cordantes, es cate Juzgado el competente para conocer también 
del delito de heridas. Por tanto: asi lo declaro, debiendo en 
su mérito dírijirse oficio al Juez de Crimen, en el sentido es- 
presado. Hayase saber con el original. 

/'. Olaeehea y Alcorta. 

ALTO l>EL JLEZ DEL CltÍMEN 

Santiago, Abril 1* de 1886. 

Autos y vistos: la contienda de competencia promovida por 
el Sr. Juez Nacional de esta Sección, en cuanto ií ¡a jurisdic- 
ción que este Juzgad» se ha reservado pura seguir la causa, 
seguida de oficio, contra los procesados Nicolás ílijcua y Ha- 
mo» Niirot, por el delito común de heridas inferidas á Luis 
Gonzagn Herrera, Y ronsideraudo : que al dictar la resolución 
que ha motivado la presente contienda de competencia, este 
Juzgado lia considerado (pie el caso no entraba en la jurisdic- 
ción cscluyentc de la Justicia Nacional, sitió ¡i la jurisdicción 
ordinaria atribuida esprcsainnite por la Constitución á los 
Jueces del Crimen do las Provincias. Que además, existen 
otras razones que robustecen estas doctrinas, según se des- 
prende del precedente dictamen Fiscal, que el Juzgado reputa 
arreglado á derecho y conforme á los principios de nuestra 
lejtslacion en materia de jurisdicción y competencia entre los 
Tribunales Nacionales y los de Provincia, l'or estas conside- 
raciones, este Juzgado resuelve mantener su jurisdicción para 
conocer del delito de heridas imputado á los procesados Ni- 
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colas Gijena y Ramón Xcirot ; y de conformidad á lo dispuesto 
en el artículo 52 de la ley de Procedimientos iiíi clónales, re- 
mítanse estos autos a la Suprema Corte de Justicia Federal 
para que decida la cuestión de competencia. Líbrese olicio al 
Juez de Sección, con inserción de este auto, manifestándole 
que por su parte remita los suyus á la Suprema Corte Federal 
y que este Juzgado no admite como principio legal el em|i la- 
xamiento que le lia dirijido, pues el artículo 5Í de la ley de 
Procedimientos nacionales, conliere al J/uei que promuevo li 
contienda de competencia el derecho de eligir que se le ron- 
teste, aiu que pueda entenderse impiíeit i cu la facultad de 
exigir contestación, la de emplazar á Jueces de iguales cate- 
gorías, cuya regla de conducta está lijada en la misma ley y 
en los respetas y consideraciones que se deben entre si los 
magistrado. Hágase saber. $, Lugoncs, — Ante mí: titeodoro 
Sltarez, - Ks conforme <on su original qm> correen el libro 
de sentencias del Juzgado del Crinn-n. Hoy fé : Eieodoro 
Sitares. 



VISTA UEL SESOIl PROGCHADOh GESEKAL 

Buenos Aírei. Muyo 13 de 188t¡ 

Suprema Corte : 

La jurisprudencia establecida p.r V. E. con respeeto á los 
delitos conexos con la rebelión. es perfectamente aplicable á 
los que se cometen con ocasión de las elecciones nacionales. 
Las mismas razones militan en une y otro c;jso. 

La herida inferida por el propdsftdo «Üjeiu ¡íGonzaga Her- 
rera, lo fué con motivo de la falsificación que, se dice, se fra- 
guaba de los Rejistros de Diputados al Congreso, y en el mo- 
mento preciso de ser firmadas las actas falcas. La relación 
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entre la pretendida falsificación y el disparo de rewolver que 
ocasionó la herida, no puede ser mas estrecha. 

EL Juagado de Sección es. entóneos, el llamado á conocer 
de uno y otro delito. 

Sírvase V. E. a?í declararlo. 

Eduardo Costa. 

Falto de ta iuprmi C«rle 

Buenos Aires, Julio 3 de 188P>. 

Vistos: por los fu nd amentos aducidos por el Juez de Sec- 
ción, en su resolución de foja sesenta y siete del primer euerpo 
de autos; y de conformidad con lo espuesto y pedido por el 
Señor Procurador General, en su vista de foja once, se dedura 
que dicho Juez de Sección es el competente paru conocer en 
esta causa. Remítasele, en consecuencia, y avísese al Juez del 
Crimen de la Provincia de Santiago. 

J. ü. COROSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. 
— U LADISLAO FRIAS. — FEDERICO 
D3ARGÜREH. — C. S. DE LA TORRE. 
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/;/ Fisco Nacional, contra lh José Parodi; sobre eqmptacion 
para ensanche del Machuelo, 



Sumario. — I" Para estimar r] vaU di- nn terreno sujeto ú 
espropiaríon, deben tenerse en cnentfl las ventas de terrenos 
análogos, la opimo» «le personas competente*, y la renta que 
produce. 

2* ru¡mdo el valur de J;i iiidrmiii/acioii es mayor riel ofre- 
cido ].or el Fisco, deben ser á cargo de este las costas del juicio. 



Caso. — Se relie re en el 

fr ailo del Juez Federal 

U I'lau. Julio 10 de 1885. 

Vistos, con lo aleado por las partes en el comparendo verbal. 
V considerando : 

i" GÓn relación al precio del terreno: que, aunque se ba 
alegado por el representante del Fisco que había precedentes 
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sobre ventas de terreuo iguales á las del espropiado, de la ins- 
pección ocular resulta que los por él enumerados (Moyd Ar- 
gentino, Ferro-Carril del Sud y Demarchi hermanos) no pueden 
parangonarse con el del Sr. Parodi, tanto porque paTa sit uti- 
lizados estos últimos se necesitaban rellenarlos, como bañados 
que eran, como por cuanto, esos terrenos contienen un grúa 
fondo que queda inhábil para la-i explotaciones marítimas, que 
constituyen su principal rendimiento. 

2" Que á falta de precios lijados en ventas anábgas, tiene 
que estarse al que se determine por la demanda y por la oferta, 
ó al que hayan fijado personas competentes (Fallo de l¡i Su- 
prema Corte, corriente á la página 421 vuelta, tomo H, serie 
2'), y en el caso de cspropiaeion del Fisco contra Loreto, se 
ha estimado por este Juzgado que los. terrenos de éste, deben 
ser apreciados en no menos de ocho pesos cincuenta centavos 
moneda nacional por metro cuadrado; no pudíendo descono- 
cerse, sin embargo, que el terreno del Sr. Loreto se prestaba 
para la carga y descarga, por su comunicación ron el interior 
de la Troviucia ; y por tanto, el precio debe ser establecido 
con la legítima disminución ¡i que se refere el perito tercero. 

3 U Que aunque se ba alegado por el representante dul Fisco, 
que el mas valor que han obtenido los terrenos del Sud del 
Riachuelo, se debe á la canalización del mismo, no puede des- 
conocerse que antes de la ley de ensanche .frclia 23 de Octu- 
bre de 1883), su habia produc ido como resultado de esa cana- 
lización y dragado, y por tanto los propñ'tarius de terrenos al 
Sud del Riachuelo hubian obtenido las ventajas de la canali- 
zación, y debían contar .orno expectativa legítima ron la 
valorización de sus terrenos por su mayor uso y esplotacion: 
lo que no es una ventaja hipotética ó de imaginación. 

4» Que á falta de ventas iguales ó análogas, y de precio 
lijado por personas competentes, debe tomarse en cuenta siem- 
pre para el caso de espropiacion la reuta que produce el terreno 
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expropiado (fallo de ]a Suprema forte, corriente ¡i l.i página -421 
vuelta, toiii'i 17, serie Ü'i, y lia qtn-tiudo e>labler,ido en la ins- 
pección OCuluT, que el terreno del Sr. I'arodi, destinado á asti- 
lleros y baraderos, no pueden producirle menos de treinta na- 
cionales diarios, lo que no lia sido negado por el representante 
del Fisco; y por, tanto y eomptitando que la renta de la tierra 
es el 7 % anual, el precio Verdadero del terreno e.sp' priado no 
es exagerado en la furnia estimada por el perito tercero; y 
aunque así no fuera, bastaría el huello del precio de locación 
para calafatear embarcaciones, que allí se paga, y que acredita 
la inspección ocular de que su estimación no es escesÍTa. 

5 o Que en cuanto ú las construcciones, indepi ndientcmentc 
de que resulta, según la inspección ocular, que no eran casillas 
ordinarias y si que tienen cielos rasos y molduras ensambladas 
y idsos de primera calidad, resulta de la póliza acompañada 
que estalan aseguradas contra incendios desde principio de 
año en la suma de cuatro mil pesos moneda nacional; y 
aunque están incluidos muebles y ropas, es de estimarse equi- 
tativamente que sin esa circunstancia no valdrían menos, desde 
que es sabido que los seguros no garanten un precio menor 
del denunciado; y además, está conteste la mayoría de los 
peritos eu apreciarlos así, y el Juez no puede separarse de ese 
dictámen, según sana crítica y jurisprudencia universal, como 
puede estimarse en Kscriehc, palabra perito. 

C" Que en cuanto á la indemnización por daños y perjuicios, 
habiéndose verificado en la inspección ocular que ¡tara la reins- 
talación de trabajos análogos, si fueran posibles, no se perdería 
un menor término que el de cuatro meses como suspensión, y 
habiéndose establecido igualmente que la esplotacion de asti- 
lleros y baraderos no le daba al Sr. Parodi un rendimiento 
menor que el de treinta nacionales diarios, no es exagerado 
estimarla en cuatro mil pesos moneda nacional, como lo ha 
hecho el perito Sr. Moreno. 
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Por esUs consideraciones, fallo: que el Gobierno Nacional 
debe pagar y pague, por rspropiacion f indemnización, al Sr. 
Parodí, á rozón de siete posos aumenta teniavns moneda na- 
cional por cada metro cuadrado s» perlina! ; y ocho mil pesos 
mono la nacional por las construcciones ó indemnizaciones, con 
costas. Notifiquese original y repónganse lo,< sellos. 

Isidoro Albarracin. 

Fallo de la Suprema Corte 

EÍQenOS Ai ros, Julio 3 de 

Vistos: p >r sin fundamento-i. y no existiendo ( lómenlos de 
criterio en oposición á la avaluación pericial de las construc- 
cioues áquc se refiera el quinto considerando de la sentencia 
apelada de foja cuarenta y cuatro, se confirma esta, decla- 
rándose á cargo del Fisco las costas causadas en este juicio, 
de acuerdo con el ulo diez y ocho de la ley de trece de Se- 
tiembre de mil ochocientos ochenta y seis; y devuélvanse. 

J. II. COROSTIAGA. — J, DOMIMa'Efc. 
— ULAD1SLAO FRIAS. — FEDERICO 
IDARGÉRES. 
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11 Fi$w Nacional, contra U. Antonio Lomo ¿sobre expropiación 
ftum vi emam-fu' rfrl Hiaehueh. 



Sumario. — La opinión ron forme de los peritos es funda- 
mento bastante pura i-tal/i-ciT A import*- de la iridiinuiíacion 
por CSpropiucion, 



Caso, — El caso se re 11 ere en el 

¥*Mm del Jury Fcáeral 

Bunios Aires. Hayo ííl de lH&V 

Vistos : estos autos seguidos por el representante del Fisco 
Nacional, sobre espropiacioo de los terrenos del señor D. Amo- 
nio Loieto, 

Y considerando : 

i" ijuc los peritos está» can formes en estimar el precio por 
edificaciones ó iriüVmuizaeioii, en la suma de cuatro mil ocho- 
cientos cincuenta peso.s moneda nacional, y en tal caso el Juez 
no puede separarse de ese dictamen, con tanta menos razón 
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cnanto que la oposición del rojirest'iitaiilo del Fisco á este res- 
pecto no se basa en hecho espccílico y determinado, ni deduce 
t'uudaniciito alguno legal, sin !o que no puede ser atendido, 
cuino tampoco puede ser el csp Tapiado Loreto, cuando insinúa 
que en la indemnización se lia teñid*) en cuenta solamente la 
industria y esplotaeion que él ejercía. V no la de Aehinellj, 
pues, según se vé por el dictamen de los peritos y a<í es de 
estimarse, estos lian tomado en cuenta, para lijar esa indemni- 
zación, las industrias y explotaciones que se Inician en el área 
á espropiarse; y lejos de convenir en que los ejecutara Loreto, 
están contestes en que le correspondían á Acbinelli ¡ y de to- 
dos modos, este hecho daría Iuk.;- á reclamaciones entre lo- 
cador y locatario, pero de ninguna manera afectaría á la in- 
demnización por daños y perjuicios quo no se ha objetado, 
com«t se llalla declarado en el espediente de Aeliinelli con el 
mismo representante del Fisco. 

2" Ijue en cuanto al valor intrínseco del terreno, observado 
de ser excesivo por el representante del Físco, la única y siria 
objeeiou que deduce pura ello, es de que no es apto ese terre- 
no para la carga y descarga, ú <ea que un tiene comunicación 
con tierra : pero contra esta aseveración está el informe pe- 
rieial de foja i, i-n que los peritos unánimemente adveran que 
esc terreno tiene ciento cinco varas dt* frente á una calle pú- 
blica de Barracas al Sud, y por lo mismo se presta al estable- 
cimiento de muelles y ¡i servir para la carga y descarga. 

Forestas consideraciones: Tallo: que el Gobierno Nacional 
debe pagar y pague, por la expropiación de las construcciones 
y educaciones del señor Loreto, la suma de cuatro mil ochocien- 
tos cincuenta pesos moneda nacional, y ú razón de ocho pesos 
con cincuenta rentaros moneda nacional por metro cuadrado 
del terreno que se espropia ; con costas. 
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Fall* de I» Muprrrait Curie 

Buenos Mr*>», Julio :i <le IfcHtí. 

\ Utos: Por su* fundamentos* se confirma la sentencia ape- 
lada de foja treinta, declarándose o ear-ío del Fisco las costas 
causadas, (le acuerdo CAMA el «jtíeulo diez y ocho do la ley de. 
trece do Setiembre de mil ochocientos sesenta y seis ; y devuél- 
vanse. 

J. n. GOKOSTIAGA. - j. DOMHfGUEZ, 

— UUOISI.AO VMKS. — FEOERICO 
lU.MLtiilLEJi. 
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ti. f.enjmltfn }f<ttmni,nmtm IK Vtrtnrtmt itueiof; sobre intcrittcto 
tle atffjitirir la pasman. 



Sumario. — hn acción sumaría para adquirir la posesión, 
no correspondo á tos que tengan un título de compra ú otro 
análogo, siuó á los hijos ó pórtenles mas próximos, que tienen 
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derecho de heredar por testamento ó nb inféstalo, ó al que 
presenta un testamento eu debida forma, ojie lo instituye poi 
heredero. 



Caso. — El caso se refiere en el 

ralis «leí Juez Federal 

Corrientes, Mayo fi de Í£R*V 

Y vistos: el interdicto (te adquirir la posesión, interpuesto 
por el Ür, l). Lisandro Segovia en representación de ü. Leopol- 
do Mancini, contra I). Victorino Mariel, para que se le ohüyue 
ú desalojar un campo que ocupó en un tiempo como enliteuta, 
siendo en la actual ida*! mera detütitudor de él, por haber cadu- 
cado el aun 81 los- títulos enfiléuticos concedidos por la lev 
provincial de Aliril 10 de 1831, en rebeldía de Maeivl que no 

compareció al juicio. 

Y considerando: t n Que seyun el articulo ¡120 do la ley 
nacional do procedimientos, son requisitos indispensables ■ 
para que proceda el interdicto de adquirir La posesión: 1' 
Que se presente un título su li' iente para adquirir la posesión 
coa árreglo á derecho ; 2 Quo nadie posea ¡i título de duoíu> 
ó usufructuario los bienes cuya posesión se solicita* Eti el 
presente caso falta, desde luego, el primer requisito: los tí- 
tulos que lia prese otado el Dr. Sr?<¿ovia son l"- títulos de la 
compra que hizo su represen! ado á la señora (¡auna de Iieiua y 
los de los que vendieron á esta el campo cuya posesión se pide ; 
tales títulos pueden ser y son en efecto traslativos ■ i * ■ dominio ; 
pero no son su lie i entes para adquirir la posesión cu derecho. 
Los autores Españoles que comentan el artículo CWi-i do la ley 
de enjuiciamiento civil, idéntico al de nuestra ley, solo ponen 
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dos casos en que pueda tener tugar este inierdicto, y son: 
cuando tos hijos ó ¡>ari uto* mas prú\ irnos, que t it>n dii dcrrch o 
á heredar al finado por testamento ó ¡ib-iliterato, solicitan la 
posesión dé )¡i herencia, y el otro es cuando alguno p i 1 1 e esta 
misma posesión. presentando 1111 testamento en debida forma en 
que se le instituyo por heredero, ]¡n estos casos hay mi título 
suficiente para adquirir hi posesión, pues el heredero es el que 
tiene derecho de poseer la herencia vacante ú ocupada por otro 
sin título alguno : poro el que suhi tiene un título de derecho 
traslativo do dominio no puede tener derecho de ejercer accio- 
nes posesorias, pne* el titulo 110 da la posesión tí i el derecho 
do poseer, sino derecho á poéfltít. Man reza y tima, tomo 3 o , 
página r>íK), comentando este artículo, dicen : « Y no hasta un 
título malquiera que acredite el dominio; sínó que ha de ser 
suficiente para a«iquirir la posesión erni nrretjl» *i rfew/m. 
Solo dos casos encontramos en que el Juez, informado de la 
verdad, eoniiera ta posesión al que téilga derecho ;i ella, proce- 
diendo smnariiim - ute ■■■ : \ en seguida enumera lo*, e.isos d que 
nos hemos referido mas arriba. Agr ga este mismo autor mas 
abajo: «Hoy no hasta presentar cualquier título traslativo 
• del dominio ; ha de ser precisamente el de heredero ó sucesor 
del liñudo para que se de lugar á este iuterdieto. Ademas del 
texto ile la ley existe una razón muy poderosa para ello. En 
las ventas, donaciones entro viv. s, permutas, etc., el que trans- 
fiere el dominio est¡í obligado ;i entregar la cosa al que lo ad- 
quiere, y mientras esta entrega no se verilique, ya sea natu- 
ral, ya simbólicamente, no qued:i etm-minadn el contrato. 
Hecha la entrega, entra * 1 adq 11 ¡rente en posesión do la cosa y 
de consiguiente es innecesario el interdicto dé adquirir. Y sí 
el vendedor se registe ;i la entrego podrá ser demandado por el 
comprador, en juicio ordinario, para el cumplimiento de la obli- 
gación ; pero nunca podra este utilizar el interdicto, que en 
tal caso, se dirijo contra el que posee ¡í litólo de dueño, lo cual 
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está prohibido por el inciso del artículo que comentamos >. 
En el caso $üb judie?, el comprador, ni sus antecesores lian 
poseído, ni adquirido el derecho de poseí- r el campo cuya pose- 
sión so solicita, que siempre ha estado ocupado por I>, Victo- 
rino Maciel ó ol padre di- este. En el derecho romano el inter- 
dicto do adquirir la posesión, llamado tfitonun irntuitum, no 
tenia otra si^ni fu nción que la que se acaba de explicar ; pues 
este interdicto sol» se daba al poseedor de bienes contra el que 
poseía como heredero ó como poseedor. Inst. tít. 15, 55, 3', 
libro 4?. 

2' Que faltando el primer requisito exijido por la ley romo 
indispensable para que tenga lugar este interdicto, no hay 
necesidad de decidir si el demandado I). Victorino Macicl 
posee ó no á título de dueño ¡ pues aunque fuese mere deten- 
tador no podría ser obligado ¡i entregar la cosa ¡t otro que no 
posee, ni ha poseído antes ; y á quien, por lo tanto, no compe- 
ten las acciones posesor ias. Sin embargo, conviene hac er cons- 
tar que este Juzgado ha U'iiido nuevamente á la visto el espe- 
diente que pidió (id vffectiun vhtemli, y á que se ha referido 
en el auto en que se declara incompetente, el cual le ha sido 
facilitado extrajudicialinente por el Escribano de Gobierno ; y* 
ademas, del estrado consignado en ese auto, consta fine pocos 
meses después de pronunciada la sentencia por la cual se ab- 
solvió de la instancia á los sucesores de I). José Antonio Vira- 
soro, en el pleito que les promovía Ll. Victorino Maciel, sobre 
nulidad de la cesión, que hizo su padre á favor de aquel, enli- 
ténsis que tenia en el campo denominado Timboy, se presentó 
nuevamente dicho Maciel, ante el Gobierno de la I'rovincia, 
denunciando la compra del mismo campo, por no haber la sen- 
tencia decidido quien tenia mejor derecho. Con motivo de esta 
denuncia se siguieron algunas tramitaciones y se pidió ú solici- 
tud fiscal el espediente seguido ante los Tribunales, y remitido 
este fué agregado á los antecedentes de la nueva denuncia, y 
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en ese estado se encuentra, sin que el ííobierno haya dictado 
resolución alguna. De esto resulta, pues, que si bien Maciel 
ocupó primeramente él campo como en lité uta, después lo 
denunció en propiedad y lo ocupa en virtud del derecho que 
cree tener á comprarlo, como prim-r denunciante 1 , y por lo 
tanto, la caducidad de los derechos enlitéuticos, ocurrida 
el 16 de Abril del año 81, por haber espirado en esa fecha el 
término porque Tue ron concedidos, no puede producir por sí 
el efecto de hacer perder la posesión á Maciel, que denunció en 
propiedad el espresado i:»mpo mucho tiempo antes de aquí lia, 
especialmente cuando el Hobicrnu nada ha decidido, sobre osa 
denuncia, l'or estos fundamentos» fallo no haciendo logar al 
interdicto de adquirir la posesión interpuesto por el alinderado 
de 1). Leopoldo M anchi i, dejándole ¡i salvo su derecho para 
intentar con arreglo á derecho el juicio de propiedad qm cor- 
responda, llágase saber con el original y repóngase, 

Cárlos Luttu. 

Fallo de l» Suprenu Ctirle 

Buenos .Vire*. Ja lio 3 dé líWi. 

Vistos : Por sus fundamentos, se conlirnia con costas el auto 
apelado de foja ciento veinte y uno; y prívia reposición de se- 
llos, devuélvanse. 

J, B. GOHOSTUGA. — J. DOHIKCUEZ. 
— ULADIKLAO HIJAS, — FEDERICO 
IWAKüCllES. — C. S, HE LA TOKKE. 
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CAUSA L.I\I\ 



Et Fwo Racional contra H. Vicente B. rasaren >j ti" Carmen 
Casan* tle Gutierres; sobre e$propiacion,para ensanche tiel 
Riachuelo. 



Sumario. — Parata estwnacion del valor de los terrenos ú 
osproparse. á falla lie vcnUs iguales ó análogas, delie tenerse 
en cuenta la ojiiuicm de personas cpmRete«tes¿ y la reata t^uf 
aquellos producen al ¡irojüetariu. 



Caso* — He refiere en el 

F*ll« del Juez Fedeml 

La piala, Julio 10 Je 1685. 

Vistos estos antas de expropiación seguidos por el represen- 
tante del Gobierno Naciotul, contra \as tires. Vicente Ca- 
sares é* hijos y de que resulta: 

1" Que el representan!" del Gfl&íern» Nacional, fundándose, 
en que les Sres. Casares é hijos un han querido convenirse en 
la indemnización que les ha ofrecido á razun de cuatro tj medio 
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pe*os moneda nacional por metro cuadrado superficial, seis mil 
pesos moneda nacional por las ooiiBttuéiionés, y cinco ósets mif 
pesos ilo la inismi moneda por daños y perjuicios; pidió el 
comparendo verbal á que baca referencia el artículo C de Iu 
ley nacional de apropia cion, 

2" Que en el mencionado comparendo verbal, se convino en 
vista de las pretensiones de la parte de los Sres. Casares que 
no se avenían con la oferta del Dr. kegnizaiiion, eu nombrar 
pontos como se hizo, autorizando al Juzgado para nombrar el 
tercero en caso di- discordia ; y compruiitctiónduse entre ambos 
á prese litar un memorándum que abarcase los puntos en ojie 
basaban cada uno sus respectivas pr. tensiones, y que debería 
servir á loa peritos como punto de arranque para su dictamen. 

3 o Que de conformidad a este compromiso, s>- presentó por 
partí" del repreaetitaflte del Kisco, el memorial nue corre ií 
tojas I9y siguientes, y por parte ¡fe los Sres. (asares el de 
fojas 15 j 17 vuelta, 

+' <Jue los peritos en vista de esos informes, y previa ins- 
pección ocular, convinieron en mayoría con el tercero en dis- 
cordia, en estimar el valor del terreno espropiado á razón de 
diez tj seis pesos moneda nacional por me! ro cuadrado super- 
ficial ; Ja indemnización por edificaciones, construcciones y 
plantaciones, en oc/m mil ttoarientos pesos moneda nacional ; y 
finalmente la indemnización por perjuicios un vemtc y atairo 
mil pesos moneda nacional, 

5" Que dada vista de este dictamen, ambas partes redama, 
ron de él, reproduciendo Jas considera clones alegadas en los 
memoriales, fojas 15 a 17 vuelta y líl y siguientes. 

fl" Que en vista de lo alegado, y para mejor proveer, el Juez 
decretó la inspección ocular, que consta ¡i foja GO vuelta. 

Y considerando ; 

Primero: Quede la mencionada inspección ocular resulta: 
que el uioiiriouudo terreno de los Sres, Casares é hijos, es apto 
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en sus dos frentes, para Varadero, astilleros y amarradero, lo 
que se comprueba no solamente por el hecho, sino por la infor- 
mación de Tecinos y maestros de rihera que fueron llamados 
al acto, y que acreditan estos estremos como peritos y testigos 
presenciales. 

Segundo : Que lijo* de justificarse que las corrientes soca- 
vasen 6 menoscabaran la integridad de ese terreno, se halla 
establecido en dicha inspección ocular, que se encontraba res- 
guardado por un parapeto de pilotes, y otro áv sauces, que por 
su aspecto denunciaba en contra de lo sostenido por el repre- 
sentante del Fisco, que hacen mas de diez años á que no se 
Labia sentido ese menoscabo ú detrimento en el terreno á ex- 
propiarse. 

Tercero: Que son aplicables en el caso ocurrente, á falta 
do hauerse establecido el precio de terrones iguales ó circun- 
vecinos, los considerandos desdo el i hasta el 5° de la sen- 
tencia dad» un la fecha, en causa de D. Jo- 6 Parodi y que 
literalmente dice: 

■ l ü Con relación al precio del terreno: que aunque se ha 
alegado por el representante del Fisco, que había precedente 
sobre rentas de terrenos iguales á los del espropiado ; de la 
inspección ocular resulta: que los por él enumerados (Lloyd 
Argentino, Ferro-Carril del Sud y Dentaren i hermanos) no 
pueden parangonarse con el del Sr. Parodi, tanto parque para 
ser utilizados estos últimos, se necesitaba rellenarlos como 
bañados que eran; como por cuanto, esos terrenos contienen 
un gran fondo que queda inhábil para las esplotauioues ma- 
rítimas que constituyen >u principal renil i miento. 

«2° Que á falta de precio lijado en ventas análogas, ticue 
que estarse al que su determine por la demanda y por la oferta, 
ó al que hayan lijada pcrsuuas competentes (fallí, de la Su- 
prema Corte corriente á la pagina 421 vu -ha. del tomo 17, 
séríc 2°), y en el caso de espropiacion del Fisco contra Loreto se 
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ha estimado por este Juzgado, que los terrenos de este, deben 
ser apreciada en no menos de uchú pesos moneda nacional con 
cincuenta centavos por metro cuadrado; no pudicudo deséO- 
uoeerse sin embarco que el terreno del Sr. Loreto se prestaba 
para la carga y descarga por su eoiminieaci m con ol interior de 
la Provincia; y por tanto el precio debe ser establecido con 
la legítima disminución á que se retiere el perito tercero. 

* 3" Qae aunque .se lia aijgado por d represéiiiaiíte del Fisco, 
que el mas valor que lia n obtenido los terrenos de] Sud del 
Riachuelo, se debe á la canalización del mismo, no puede di-s- 
cono-erse que antes de la ley de ensanche (fecha del 25 de 
Octubre de 1883; se hi da producido como r-sultado de esa 
canalización y dragado, y por tanto los propietarios de ter- 
renos al Sn.l del Riachuelo habían obtenido las ventaja-; de la 
canalizan-.!, y debían contar como espedativa legítima, .vu 
la valorización do sos terrenos por su mayor aso y esplotaeíoa: 
to que no es una ventaja hipotética ó de i ;n ¡tg i na ion. 

< 4" Qite ;í falta de tentas iguales ú a mí logas, y de precios lija- 
dos por persona* qoittpetentesi debe lomarse siempre mi cuenta 
para el caso de e^proplacioa, la renta que jwoducc el terreno 
espropkdo (faUd déla Suprema (Corte e^ríeatoí la página 
Í2I vuelta, del tomo 17. sórie 2' ; y lia quedado establecido 
en la inspección ocular que el terreno del S r . I>arodi destinado 
á astilleros y Duraderos, no puede p.oducirle menos de treinta 
nacionales diarios, lo qué no lia sido negado por el represen- 
tante del Fisco, y por tanto, y computando que la rmta de la 
tierra es el de 7 % anual, el precio verdadero del terreuo es- 
propiado, no es exagerado en la forma estimada por el perito 
tercero; y aunque así no fuera, bastaría el b ■< ho del precio de 
locación, para calafatear embarcar-iones, q ue allí se paga, y que 
acredita la inspección ocular, de que su estimad,.,, no es exce- 
siva ». 

Cuarto: Que además los terrenos de los Sres. f asares é 

T. XXI. |3 
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hijo», han aido y deben ser considerados como superiores á tos 
de los Sres. Parodi para las esputaciones marítimas, á que se 
prestan los vecinos de lo» Sres. Parodi, según lo confirma» los 
maestros de ribera presentes á la inspección. 

Quinto: Que según sentencia de la Suprema Corte fundada 
en la equidad y la razón (Fallo corriente i foja tól vuelta, 
tomo 17, sírie 2*): debe tenerse un cuenta para la espropiaeion. 
no solo so valor intrínseco sino su precio de costo : y de la 
inspección ocular, resulta que el terreno de los üres. Casares 
é hijos ha sido levantado artificialmente en una altura que no 
baja de seis piés y orce pulgadas, y resguardado por el para- 
peto de pilotes y sauces antes mencionado, lo que importa un 
aumento do costo que debe ser tomado en cuenta. 

Sesto: Que a mas de lo espuesto y <i uc debe tenerse presente 
para valorizar ese terreno el de sus vecinos Parodi, tiene 
que tomarse en cuenta que según se ha establecido en la ins- 
pección ocular, el mayor valor de los tcm-nos ribereños de- 
pende de s« frente al rio ó al canal, y decrece desde que su 
fondo sea superior á veinte imtros; y en este sentido el ter- 
reno de los Sres. Casares puedo estimarse como útil en toda su 
esttnsion y adaptable para astilleros y baruderos, que son las 
industrias mejor remunerada^ que pueden establecerse en la 
costa. 

Sétimo: Que déla misma inspección ocular y alegatos no 
contradichos de los Sres. Casares, resulta que la ubicación de 
ese terreno está en el punto mas céntrico del movimiento ma- 
rítimo del Riachuelo; y por esta y consideraciones anteriores, 
debe estimarse que no es exagerado computar su valor en la 
apreciación hecha por la mayoría de los peritos : y no puede 
hacerse de otra manera, ruando es consejo de sana crítica y de 
jurisprudencia, que el Juez no se aparte del dictámen de la 
mayoría (Escricbe, palabra perito); y que se debe seguir el 
dictámen de los que fava recen al reo ó al espr opiado. 
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Octavo: Que con respecto á las construcciones, se ha esta- 
blecido en la inspección ocular, que la barraca ó casa de madera 
era de tres pisos en vez de dos, como estaban apreciadas en el 
dictánien pericial ; y dada su extensión y estado de uso, y 
punto do partida qno ha servido á los peritos, hacen que el 
precio lijado por la mayoría de ellos sea justo y cquitatñ o. 

Noveno: Que en cuanto d tas indemnizaciones, para la reins- 
talación de un establecimiento análogo, se ha convenido en que 
no demandaría un término menor de cuatro uioses, si se con- 
tase con el local y fondo conveniente; y habiéndose alegado 
sin contradicción que el baradero y astillero de lus Sres. ra- 
sures é hijos era el primero en su género en la Boca, y pro- 
bádnse que tiene astilleros cernidos y establecido además: que 
c«m él sirve no solo las treinta y cinco einharcaeionis d<- que 
se compone su llotilla, sino también á terceros y entre ellos al 
Gobierno, no puedo chimarse este lucro cesante en menos de 
loque lo ha estimado el perito tercero, dado sobre todo el cnu- 
aidérandp 0" contenido en la sentenciado Parodiy que dice 
teslualmente: « Que ni cnanto ;í la indemnización por daños y 
perjurios, habiéndose verificado en la inspección ocular, que 
para la reinstalación do trabajos análogos, si fueran posibles, 
no se perdoiía un menor término que el de cuatro meses como 
suspensión y establecer igualmente que la i s [dotación do as- 
tilleros y lavaderos no lo daba al Sr. l'arodi un rendimiento 
menor que el de treinta nacionales diarios, no es exajerada esti- 
marlo en cuatro mil nacionales como lo ha hecho el perito Sr. 
Haroneo*. 

Décimo: Y liiialiueute, que aunque para la indemnización 
de la espropiacion, no deben tomarse, en ciieula las ganancias 
h i [Hité lien 3, no pueden tomar-e coma tales, las ventajas que 
les traería á los Sres, Casares la canalización del liiaeliuelo 
por la parte Norte, y el tener vi:, calados su casa y almacén 
naval con sus astilleros y uaruderus; ni se puede tampoco des- 
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conocer que además do los gastos de reinstalación y transporte 
de lo movible, les vendrá daiio necesario para la reorganiza- 
ción de sus negocios en iguales condiciones; y mus que todo 
en caso de duda, debe estarse en favor del espropiado. (Fallo 
de la Suprema Corto, pagina 335, tomo 2", sério 

Por estas consideraciones, y concordantes del dictámen del 
perito tercero, especialmente en cuanto se refiere al valor de las 
transacciones de foja 45 vuelta; fallo, que el representante 
del Gobierno Nacional debe pagar y pague, ú los Sres, Vicente 
Casares fi hijos por precio de espropiacion 6 indemnización de 
los terreno» que poseen en la Vuelta de IlocLa, la suma de 
sesenta y siete mil cuatrocientos ochenta pesos moneda nado- 
nal, con costas. Nutifíquese original y repónganse los sellos. 

Isidoro Aiharracin. 



Buenos Aires, Julio 6 de 1886. 

Vistos: por sus fundamentos, se continua la sentencia ape- 
lada de foja sesenta y cuatro, con costas, de eouformidad con 
el artículo diaz y oc'.io de la ley de trece de Setiembre de mil 
ochocientos sesenta y seis, y devuélvale. 

J. DOMINGUEZ. — li LADISLAO FRIAS. — 
FEDEfUCO IBAHGCAEN. 
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Don Jacobo Mendi(rgm\ contra />, León Camus, por cobra de 
pesos ; sobre embargo preventivo. 

Sumario. — Por l¡i ley do enjuiciamiento ante la justicia 
federal, no fron de el arraigo del juicio ó el embargo preventi- 
vo, sin prueba fehaciente de la deuda, y esta no pueden cons- 
tituirla los libros de comercio del actor, presentador al princi- 
pio del juicio sin audiencia riel demandado. 



Casa, — I). J ¡icono ilenditeguí demandó á D. León Camus 
por cobro de pesos procedentes de materiales vendidos para la 
construcción de un buque, y alegando que et crédito resultaba 
délas asientos en sus libros comerciales, pidió el embargo pre- 
ventivo sobre el buque construido. 

Falla 4«l Smmw Federal 

Buenos Aires, Febrero 16 de 1886. 

No siendo procedente el arraigo del juicio antes de enta- 
blarse la demanda, sinó cuando se presenta escritura pública 
ú otra prueba fehaciente, con arreglo á lo dispuesto en el 
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inciso 3 o artículo í>5 de la ley nacional de enjuiciamiento; y 
no alegándose por otra parte temor do fuga del deudor pre- 
sunto, que no tenga bienes conocidos, ni que el demandante 
Bea suficientemente alionado para responder a las consecuen- 
cias de un embargo ¡legalmente pedido, no ha lugar & lo soli- 
citado. 

Tedin. 

Meuditegni pidió reconsideración y apeló tft subsidium. 

AUTO DEL JUEZ FEDERAL 

Ruenoa Aires» Febrero 27 de 188R. 

Teniendo en consideración que según ul artículo 76 del Có- 
digo de Comercio, los libros de los comerciiintcs solo son ad- 
mitido» en juicio cunto medios de prueba entre comerciantes 
y en hechos du su comercio: que á favor de mus dueños solo 
hacen prueba cuaudu el adversario no presenta asientos en 
coi. trac io en libras arreglados á derecho, ii otra prueba plena y 
concluyen te : que de lo espuesto su deduce que sin la contra- 
dicción do la parte interesada en la contestación, los asientos 
de los libros no constituyen la prueba fehaciente que exije el 
inciso 3° del artículo 55 de la ley de Procedimientos, para 
que pueda pedirse el arraigo del juicio como medida previa, 
que es precisamente lo que el recurrente solicita bajo el nom- 
bre de embargo preventivo : que según el artículo 56 de la ley 
citada, no es permitido pedir ninguna diligencia de prueba 
antes de la demanda ordinaria, fuera de los casos esceptuados 
en los incisos i" a 7 a del artículo anterior. 

Por esto, no ha lugar, y se concede en relación el recurso in- 
terpuesto, elevándose los autos á la Cúrte Suprema en la forma 
de estilo. 

Virgilio N. Tedin, 
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Buenos Aires, Julio 8 de 1886. 

Vistos : por loa fundamentos del auto apelado de foja cua- 
tro vuelta, y los del de foja siete, se cofirmíi aquel con costas ; 
y repuestos los sellos devuélvanse. 

J. B. GOROSTIAGA — J. DOMINGUEZ. 
— U LADISLAO FRIAS. — FEDERICO 
llUHGt RE*. — C. S. DE LA TORRE. 



CAUSA IXSSI 



Simón y Padres contra Tiseira y Virola; sobre interdicto de 
recobrar la posesión de bienes embargados. 



Sumario. — Kl embargo en juicio ejecutivo, deba trabarse 
en bienes de que se halle en posesión el deudor ejecutado ; y 
reclamándose la posesión que un tercero aleg.i tener de los 
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bienes embargados, debe admitírsele la prueba de su ale- 
gación. 



Caso. — El caso se refiere en el 

rnll« 4el Jura fXIrrnl 

Salla. Noviembre 27 do 1885. 

Vistos y considerando : 

Primera : (¿ue la noción deducida Htooe por objeto <egun loa 
demandantes, recobrar Iíi posesión de que han sido despojados 
á consecuencia de un manda mi cuto de embargo, librado á pe- 
tición de 1"$ s" ñores Tiscjru y Piróla, eontrn los bienes de- 
nunciados como pertenecientes al ojeen tndo I), Juan Simo». 

Spf¡uiv{o : Que aunque el juzgado notara confusión desde el 
primer momento en la solicitud, tramitó sin embargo ol in- 
terdicto, se nal and i la audiencia del día veinte y einco, r-on 
arreglo al artículo 332 de la ley Nacional do Procedimientos, 

Tercero: Que no se ha producido prueba alguna que carac- 
terice el despojo de que se quejan, habiendo sido rechazada 
la de testigos que se ofreció por < onsiderarse impertinente. 

Cuarto: Que lo que caracteriza este interdicto, es lavio- 
lencia ; y esto no ha sucedido desde que el embargo mandado 
trabar, que no importa dospososiim, ha sido dictado por la 
autoridad, según se re en el testimonio rorriente desde fojas 22 
vuelta a 26. 

IJumto; Que estn aceion no corresponde intentarla con mo- 
tivo de un juicio ejecutivo, para levantar un embargo, y si sobTe 
los bienes embarcados hay derechos que ejercitar, la ley re- 
conoce ortros medios para oponerse. 

Por estos fundamentos, y muchos otros que se omiten, se 
declara improbada é improcedente la acción deducida, con eos- 
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< tas. Y con respecto á la csccpcion fie faltn de personalidad en 
los «lema ndan tes, se resuelve s"r hábiles para comparece* en 
juicio, á los objetos de] comercia que ejercen, en vista de la 
autorización duda por el Sr. Juez de Comercio de foj.is 1 á % 
Molifiqúese con el original, previa reposición de sellos. 

fienjamin Figueroa. 

F*ll« 4e I» Sapremii Carie 

Buenos Aires, Julio 10 de I88fi. 

Vistos : prescribiendo el artículo doscientos cincuenta y 
siete de la ley Nacional de l'roccdimiuutos, que e| embargo en 
el juicio ejecutivo dt-bet rallarse en bienes de que se halle en 
posesión el deudor ejecutado ; y resultando que la curtiembre 
embargada no se halla en este caso, sejítm lo pretenden los 
demandantes Don Juan l 'adras y Don Ramón Simón, ale- 
gando ser poseedores y propietarios de dicha curtiembre, lo 
cual hace indispensable *a admisión de la prueba ofrecida por 
ellos á tal respecto, 

l J or tanto, y de conformidad al artíeulo doscientos siete de 
la ley citada, déjase sin efecto la resolución apelada de foja 
veinte y seis vuelta, y devuélvanse estos autos al Juzgado de 
su procedencia para que ante ¿I se produzca la prueba mencio- 
nada, y resuelva en su consecuencia, la acción deducida. Re- 
pónganse} los sellos. 

J. II. GOROSTIAGA. — I. DO*INCTE/. 
— t LADISLAO FRIAS. — FEDERICO 
IBARGCREN. — C, S. DE LATOftRE. 
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CAVIA LXSXU 



Don Manuel Casal contra D. Domingo darbino, por cobro de 

pesos. 

Sumario. — i" El socio que hn tomado sobro sí el activo y 
pasivo de la sociedad no puede oponer al acreedor de esta, la 
compensación por deuda personal ¡i favor de otro socio. 

2 a Las acciones para pedir el cumplimiento de cualquier 
obligación comercial que solo puede probarse por testigos, se 
prescriben por el tiempo de dos años. 

3? Ei mandato respecto de cosa que vale mas de 200 pesos, 
no puede ser probado por la simple prueba de testigos. 

4* Las cantidades entregadas en cuenta corriente, no pueden 
ser cobradas por separado, una vez que se cobra j admite la 
cobranza de sn saldo. 

5« No procede la condenación en costas de 1' instancia 
cuando por parte del actor ha habido plus petitio, y por la 
del demandado» negación absoluta de todo lo que se ha deman- 
dado. 

<V» Tampoco procede la condenación en costas de 4* instancia, 
cuando ambas partes apelan, y se contirma la sentencia ape- 
lada. 



Cojo. — Se refiere en el 
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rail» *el Smtt* re4er*l 

Pnraní, Agoito 9 de 1883. 

Y vistos: los autos seguidos por el representante de D. 
Manuel A. Casal tontra D. Domingo Garbino como sucesor de 
la razón social E. Casalino y C a , demandando el pago; 1° de 
seis mil novecientos diez y nueve pesos con once centavos boli- 
viano» (gb. 6919 11 cts.)t por saldo de cuenta corriente ; 2 o de 
catorce mil cien pesos bolivianos, por sueldos como dependiente 
desde el 1* de Octubre de 1877 hasta el 31 de Agosto de 1881, 
á razón do trescientos pesos mensuales ; 3° de ocho mil pesos 
bolivianos, por compensación de los trabajos de liquidación de 
la testamentaria del ¡iñudo Mateo Carbone ; y 4 o de siete mil 
novecientos cincuenta y dos pesos con treinta y siete centavos 
bolivianos, que entregó como capital para la formación de una 
sociedad do lavadero, que no so realizó ; de los cuales resulta : 



I 

Respecto del primer capítulo de la demanda, los becbos son 
estos : 

En 16 de Setiembre de 1880, la casa E. Casalino y C\ era 
deudora á ü, Manuel A. Casal de ta suma demandada con pe- 
queña diferencia, por saldo de cuenta corriente, según se com- 
prueba por los asientos de los libros de dkha Sociedad, exis- 
tentes en poder del demandado, y compulsados á pedimento del 
actor (informe de fojas 217 a 218). 

En la misma fecha 16 de Setiembre de 1880, se declaró 
chancelada dicha cuenta, por un asiento puesto en el libro ma- 



488 



FALLOS Nt LA Sl'l'HEHA CUlíTt 



yor, espresándose en él, que el saldo ¡icrecdor Je Manuel Ca- 
sal de seis mil novecientos diez y nueve pesos eon once ce n ta- 
tos bolivianos, pasaba á cargo do Kstévan Casal iiio. 

La parte de O arl) i no produce el iu forme del Síndico del con- 
curso de Esteran Casalino (rojas 274 vuelta Ú270) t del cual 
aparece que Casal es deudora Casalino de la suma de ocAo mil 
doscientos cincuenta y nueve pesos con sesenta y dos centavos 
bolivianos. 

Y considerando: 

i" Qne D. Domingo (¡arbinn eonlie>a haber sido socio de la 
casa Estovan Casalino y C°, y tomado á su cargo el activo y 
pasivo de dicha sociedad. 

^ Que por esta razo», y siendo solidariamente responsables 
todos los que forman parte de una sociedad colectiva, de las 
operaciones que se hagan bajo la firma que h Hirieren adoptado, 
üarbino no h;i podido libertarse, de esa responsabilidad, res- 
pecto del saldo en cuestión, sin el consentimiento de Casal, 
acreedor de la Sociedad; siendo por consiguiente, de ningún 
valor respecto de él, el asiento del libro mayor, en que se 
declara cluncelada la cuenta de Casal, pasando el saldo á cargo 
esclusivo de Es té van Casalino, 

3 o Que la escepcion de c mpriisai-íon, alegada al hacer mérito 
de la prueba, de lo que CVal adeuda & Esteva u Casal i im, con 
el saldo que resulta adeudar la Suciedad á Casal, no es admi- 
sible, porque el crédito de E* té van Casalino contra Casal, si 
existe, es personal al primero, y poi lo tanto personal la es- 
cepcion que en él se funde (artículo 272, inciso 2", Código de 
Comercio); no podiendo hacerla valer Garbillo en su favor. 

A° Que independientemente de esto, la cscepcion no ha sido 
establecida en el periodo del juicio que correspondía, de con- 
formidad al artículo 85 de la ley Nacional de Procedimientos ; 
y siéndolo después de rendida la prueba, no se ha comprobado 
por confesión 6 instrumento público. 
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Por estas consideraciones fallo: que D. Domingo Oarbitio 
está obligado á pagar á D. Manuel A Casal, el saldo de ía 
cuentn corriente de fojas 314 a 340, valor de *e« mil nove- 
cientos diez y nueve pesos con once centavos bolivianos, mo- 
dificado con arreglo A Eo que resulta de los alientos de los libTos, 
según el informe de fojas 217 y 218, con KWtó l*>s intereses que 
serán liquidados en el juicio correspondiente, sobre los valores 
del crédito y débito, según la usa del Banco Nacional de Gua- 
leguay, en las fechas: respectivas. 



II 



Respecto de los servicio-* que dice Casal haber prestado á B. 
Casaliuo y C*, en calidad de dependiente, para probarlos pro- 
dujo la> declaraciones y cartas de fojas 08 á 88, 118 vuelta 
A 129, 130 i MÍ, \U á 140, 157 á 160, 203, 207 vuelta y 309 
y 215. 

Los testigos Luis Lambert, Manuel Piaggio, Francisco Pa- 
redes, Murcia! Mesa, Joan Mac*- Le unan, Jacinto Calderón y 
Juan Cujarna, declaran por cartas dirijidus al actor, en cuyo 
contenido se ratilican ante el Juez de Paz, pero sin observar 
las solemnidades establecidas por la ley de Procedimientos, 
artículos 127, inciso I o , y 128, y leyes 23, &f y 20, título 10, 
partida 3\ y cuyos testimonios carecen por lo tanto de mérito 
probatorio contra el demandado, y es inútil entrar á juzgar de 
las demás tachas opuestas contra ellos. 

Angel y Gerónimo Burgos, examinados en forma legal (fo- 
jas 118 á 121), afirmando que 1). Manuel A. Casal entró de 
dependiente de K. Casal i no y G" desde el ano 1870, están en 
contradicciun con el mismo Casal que los presenta, el que en 
su demanda dice que principió ú servir en tal carácter el I" de 
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Octubre de 1877: bus deposiciones son inverosímiles y ninguna 
fé merecen. Lessalle no declara de ciencia propia, tanto que 
ni sabe et rol que desempeñaba Casal ni el tiempo que sirvió ; 
se refiere á una carta de Casalino. Luis Budd es tachado como 
acreedor de Casal, y la tacha se prueba por la misma declara- 
ción (foja 158). Leonardo Burgo es tachado por haber afir- 
mado falsamente que tenia veinte y dos años cumplidos (f. 85). 
siendo así que solo tenía veinte y uno y meses ; lo que se 
comprueba por la partida de bautismo presentada a foja ... ; 
su a deposiciones no merecen fé. La tacha opuesta á Nicanor 
Pico de ser deudor particular de Estovan Casalino, no es pro- 
cedente, porque Casalino no es parte en el presente -juicio. Este 
testigo declara que Casal prestó servicios como dependiente 
á E. Casalino y C", pero no establece con precisión la dura- 
cion de los servicios ; lo mismo declara Cortés (foja 150). 

De los testigos tachados, Luis Budd y Calderón declaran 
que Casal fué primero dependiente de Casalino y C* y después 
de Estévau Casalino solo, y el mismo Casal lo confiesa en su 
carta á Rodríguez (foja 303). Las cartas de K. Casalino (f. 186 
y 187) presentadas por Casal y que por lo tanto prueban con- 
tra él, constatan el hecho de que ya en Setiembre de 1879 
Casal no era dependiente de la Sociedad sinó de Casalino» pues 
en esa fecha este le dirigía la correspondencia comercial bajo 
su sola firma, y no de la rnzon social. 

De lu inspección de los libros de la casa K, Casalino y C' 
ordenada por este Juzgado para mejor proveer, resalta que la 
espresada Sociedad no hizo operaciones ordinarias de comer- 
cio desde el mes de Setiembre de 1878, y siendo Casal un de- 
pendiente de la Barraca sin ingerencia en el escritorio, según 
las constancias de autos, es lógico concluir que en esa fecha 
dejó de prestarle sus servicios. 

Y considerando : 

1° Que aún admitiendo como hábiles á todos los testigos 
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presentados por la parte actora, de ellos soto Nicanor Pico y 
Angel Burgo establecen en sus declaraciones el tiempo de 
duración de los servicios prestados por Casal, y el primero de 
una manera vaga, pues dice que estuvo de dependiente de 
cuatro a seis años, y el segundo que sirvió desde 1876 hasta 
1881 ; v estos testimonios débiles por su discordancia, quedan 
destruidos por la prueba literal producida por el mismo Casal, 
consistente en las cartas de Casal ino de fojas 180 á 187, de 
las cuatcB resulta que en el mes de Setiembre de 1870 ya era 
dependiente de este y no de la Sociedad, pues esa correspon- 
dencia comercial lleva la firma sola de K. Casalino y nodo ta 
razón social, y principalmente por las constancias de los libros 
do Casalino y C que prueban plenamente contra Casal, tanto 
porque él los ha invocado á su favor (foja 32), cuanto porque 
no ha producido una prueba do igual naturaleza en contrario, 
(articulo 76, Código de Comercio). 

2* Que estando así probado por el mérito de los libros ins- 
peccionados (fojas 217 á 218), que la Sociedad Casalino y C" 
cesó de hecho en Setiembre de 1878, con lo que queda probado 
que Casal también cesó como dependiente de ella, han trans- 
currido cinco años hasta la fecha de su demanda y no habiendo 
mediado en ese intervalo de tiempo, arreglo de cuentas, docu- 
mento de obligación 6 emplazamiento judicial, ía acción para 
demandar el pago de sus salarios, ha quedado presoripta según 
el articulo 1006 y el inciso 2? del artículo 1004 del Código de 
Comercio, que declara proscriptas por dos años las acciones 
pata pedir el cumplimiento de cualquier obligación comercial 
que solo pueda probarse por testigos, como lo es la de que se 
trata. 

Por estas consideraciones, fallo absolviendo á D. Domingo 
Garbtno de la demanda de 1). Man» -l A. Casal, en la parte que 
se reüere al cobro de salarios como dependiente de K. Casalino 

ye-. 
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III 

Respecto de los ocho mil pesos bol ivi tinos demandados como 
retribución de la operación de In testamentaría de 1) Mateo 
Carbone. 

Considerando : 

i* Que la parte de Casal no ha probado que este verificase 
la liquidación alegad ¡i como fundamento de la arción : pues la 
única prueba rendida sobro estepu uto es la testimonial (fojas tí6 
y 67 } Ü8 vuelta y 69, á 123, 128 y 129, HSvueHaa 121, 
\M vuelta á 140 y 213), y esUi no es completa : I" porque las 
declaran ion os son vagas unas, discordantes y aún contradic- 
torias otras. En efecto, \$$ testigos Leonardo Hurgo, Nicanor 
l'ico y Luis Sesarego, dicen que Ca-^al realizó arreglos irapor- 
1 antes cu la tes (¡míe litaría Carbone, sin precisar la naturaleza 
de! trabajo hecho; Gerónimo Hurgo (foja M8 vuelta), declara 
que Casal ayudó á tramitar, liquidar y partir los bienes do 
Carbono, mientras que Angel Burgo dice que no le consta 
que liquidase sino que iníluyó j ara quo esto se hiciese : de ma- 
nera que solo Gerónimo Hurgo declara categóricamente con- 
firmando el hecho estable ido en la demanda y este se encuentra 
contradicho por Angel Burgo; 2 o porque e.^tos dos últimos 
no dan razón de sus dichos y los Testantes no declaran de cien- 
cia propia ; se refieren á conversaciones y curtas de Kstévan 
Casalino, sin que estas mismas revelaciones de Casalino ten- 
gan el mérito probatorio de la confesión estrajudicial, puea 
no consta que se hiciesen á presencia de Casal ni de sus repre- 
sentantes, como lo exige la ley. 

2 o Que tampoc t se ha probado que E. Casalino y C' hu- 
biesen convenido con Casal la ejecución del trabajo de liquida- 
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cion, ni que le hubiesen prometido retribuirlo con la suma de 
ocho mil pesos. Los testigos presentados para demostrar este 
hecho, son los mismos que acaban de mencionarse, 7 todos se 
refieren en sus declaraciones :í conversaciones particulares de 
Estévan Casalino con cada uno de ellos, en que este se reco- 
nocía obligado & retribuir los trabajos de Casal, determinando 
unos ta suma de ocho mil pesos, y otros sin espresar cantidad ; 
de ellas solo se deduce, pues, la confesión estrajudicial de la 
obligación por parte de Casal i ti o ; pero esta confesión no puedo 
elevarse á ta categoría de prueba perfecta por las razones es- 
puestas en el considerando anterior. 

3° Que suponiendo que Casal hubiese liquidado la testa- 
mentaría de Carbono en virtud de un convenio con Esteran 
Casaliuo por el en ti esto se obligase á pagar á aquel la suma 
demandada, la obligación sería personal de Estévan Cusalino 
y C*, pues no consta que tal convenio se hiciese bajo la lirma 
social ni que la liquidación de la testamentaría Carbono estu- 
viese comprendida entre los negocios propios de la Sociedad, 
como sería necesario, según el artículo 454 del Código de Co- 
mercio, para que los actos 6 gestiones del socio administrador 
obliguen & la Sociedad. 

4° Que por el contrario, de ta declaración hecha por los 
apoderados de la viuda de Carbono (foja 3), de la liquidación 
de la Sociedad Carbone y C* (foja...), y del auto definitivo del 
Juez (foja 31 vuelta) del espediente mandado agregar como 
prueba, resulta que el interesado en las operaciones de liqui- 
dación de la testamentaría Carbono era I). Esté van Casalino, 
como socio que fué de aquel, interviniendo en las actuaciones 
seguidas para la liquidación de dicha Sociedad bajo su sota 
firma, 7 no bajo la de la razón social Casaliuo y C\ 

5° Que por otra parte, tratándose de un contrato, cuyo valor 
escede de doscientos pesos fuertes, 7 habiéndose afirmado por 
el actor (foja 9) t que para practicar la liquidación en cuestión 

Ti IXI. 14 
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le fueron austituidoi los poderes otorgados á Casalino y C\ ni 
ha presentado esos poderes para probar el mandato con el ins- 
trumento mismo en las operaciones que él afirma haber prac- 
ticado, ni otro principio de prueba por escrito, requisito sin el 
cual, la prueba testimoniales inadmisible {artículo ití3, Código 
citado). 

Por todo lo cual declaro: que D. Domingo Garbino no está 
obligado 4 pagar los ocho mil pesos bolivianos, que le cobra 
como compensación de los trabajos de liquidación de la testa- 
mentaría de D, Mateo Carbone. 



IV 



En cuanto al cuarto y último uuuto de la demanda, á saber: 
el cobro de siete mit novecientos cincuenta y dos pesos con 
treinta y siete centavos bolivianos, que dice Casal haber entro- 
gado á Casalino y C* como capital para la Sociedad Lavadero, 
la prueba del actor consiste en las declaraciones de los testigos 
Lessalle, Nicanor Pico, Gerónimo Burgo, Pedro Conde, Angel 
y Leonardo Burgo. 

Aporte de las tachas ya consideradas respecto de estos tes- 
tigos, los tres primeros declaran de oidaa y no determinan 
cantidad; sus testimonios nada valen. (Leyes 28 y 29, tit. 16, 
partidaS"), 

Los tres últimos dicen que saben que Casal entregó la suma 
de denlo cincuenta mil pesos moneda corriente de Buenos Aires, 
porque vieron la partida asentada en los libros de Casalino y 
C\ El asiento fué hecho por el mismo Conde, 

Compulsados estos libros resulta que en ellos no se encuen- 
tran abonadas á l>. Manuel A. Casal mas cantidades que 
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las que ya figuran en el haber do la cuenta corriente de foja ... 
á foja ... 
Y considerando: 

1° Que la repregunta hecha por el procurador de Garbino al 
testigo Conde, sobre si sabía que Casal hubiese recibido de Ca- 
sal ino sumas de dinero con posterioridad á la entrega de los 
ciento cincuenta mil pesos moneda corriente á que se refiere el 
testigo en su respuesta anterior ; no es como se pretende una 
confesión de que la Sociedad recibiese dicha cantidad, pues 
que en tal pregunta nada se afirma al respecto, ni ella implica 
necesariamente el reconocimiento de tal hecho. 

2? Que no declarando ninguno de los testigos presentados, 
constarle de ciencia propia la entrega A E. Casalino y C* de 
la suma demandada, sinó, unos (pie lo oyeron decir, y otros, 
que vieron el asiento en los libros ; y resultando de la inspec- 
ción do estos que las únicas partidas abonadas tí ü. Manuel 
A. Casal, son las que figuran en la cuenta corriente de foja ... 
á foja..., se concluye lógicamente que, si tal entrega se hizo 
y se asentó la partida correspondiente, ella está comprendida 
en la espresada cuenta corriente ; lo que se continua por la 
circunstancia de encontrarse en esta las partidas de cíete mü 
ciento cuarenta y nueve pesos ochenta y chico centavos, y de 
ochocientos nueve pesos cincuenta y dos centavos bolivianos, 
por dinero entregado, cuya suma es, con una diferencia ina- 
preciable, igual á la demandada, y concuerdan en el mes y año 
de la fecha. 

3" Que el saldo de la cuenta corriente mencionada, en la que 
según el considerando anterior se encuentra incluida ia can- 
tidad cobrada por capital aportado para Suciedad Lavadero, 
forma la materia del primer punto de la 'demanda de Casal que 
queda ya resuelto en el capítulu correspondiente. 

4° Que en el supuesto de no estar esta partida incluida en 
las que forman el haber de dicha cuenta, y no existiendo otra 
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en los libros, faltaría el principio de prueba por escrito, lin el 
cual es inadmisible la testimonial rendida, según el artículo 193 
del Código de Comercio» por tratarse de una cantidad superior 
á doscientos pesos fuertes. 
Y considerando respecto de las costas de este juicio : 
6° Que si bien ha habido plus petitio por parte del actor, la 
negativa absoluta é injustificada del demandado, ha contribuido 
iqueejte juicio se siga hasta su terminación, siendo en con- 
secuencia responsable cada parte de sus propias costas. 

Por estas consideraciones, declaro abauelto á D. Domingo 
Garbino de la demanda de siete mil novecientos cincuenta y dos 
pesos bolivianos, que dice Casal haber introducido como capital 
para una Sociedad de Lavadero ; debiendo pagar cada parte 
sus cestas y las comunes por mitad en el presente juicio. 
Hágase saber original, y repuestos los sellos archívese, si no 
fuere recurrida. 

Manuel de 1\ Pinto. 



ÜÜsi ém te — p fa— Cawto 

Buenos Aires, Julio 13 de 1886. 

Yistos: por sus fundamentos, y considerando además, que 
de los autos agregados, de la testamentaría de Don Mateo Car- 
bono, consta que el demaudante no tuvo intervención alguna 
en ellos, y no ha justificado, como afirmó en la demanda, qne 
Estévan Casalino y Compañía le hubiesen sustituido los pode- 
res que, dice, confirieron á eBtos los sucesores de Carbone para 
la liquidación de dicha testamentaría: se confirma la senten- 
cia apelada de foja trescientos cincuenta y cuatro, sin espe- 
cial condenación en costas, por cuanto ambas partes han ape- 
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lado y sus pretcnsiones ban sido desestimadas ; y devuélvanse, 
prévia reposición de ios sellos. 

I. H. GOB05T1AGA. — J. DOMINGUEZ. 
— ULADISLAO FMAS. — FEDERICO 
IBARGÜHEH, 



CAUftA I Y WII* 



IK ttamon Gálica, contra 0. Mauricio Cavallicr, sobre nom- 
bramiento de árbitros. 

Sumario. — La remuneración do servicios con una parte de 
ganancias, somete á ta jurisdicción arbitral las cuestiones que 
se susciten á ese respecto, entre el comerciante y su depen- 
diente. 

Caso. — Se refiere en el 

Wmllm M Jisca Wmémnd 

Mérito. Noviembre 13 do 1885. 
Vistos ; D. Ramón Oatica con la escritora pública de con- 
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trato de foja 1 demonda á D. Mauricio Cavallier poT el nom- 
bramiento de jueces arbitros para la liquidación de la sociedad 
de capital o" industria habida entro ambos, a* que por la ley de 
comercio están sometidos, jen virtud de haber vencido el 7 de 
Mayo de 1894 el termino de dicha sociedad sin poder arribar 
amistosamente á la liquidación de la misma por oposición del 
demandado, que pretende someterlo á un inventarío hecho pu- 
ramente por él. D. José Auriol con poder d<< Cavallier y balance 
de foja 44, contesta oponiéndose á la demanda: 1° por no haber 
existido sociedad entre su mandante y Gatica, quien no ha sido 
mas que un dependiente administrador del negocio ; 2° por 
estar hechas desde el 5 de Mayo de 1884, de común acuerdo, 
las operaciones de inventario, balance y liquidación del nego- 
cio, con intervención directa del demandante, quien después de 
un minucioso examen de revisacion do cerca de tres dias, no en- 
contró error ni objeción alguna que oponer á dichas operacio- 
nes, motivando su demanda la sola circunstancia de arrojar el 
balance 676 $ 78 centavos de pérdidas y no utilidades ; 3" por 
haber transcurrido el término de diez días durante el cual 
según el artículo 504 del Código de Comercio ha debido Gatica 
reclamar de la precitada liquidación. Coucluye pidiendo no se 
haga lugar con costas, al nombramiento de Jueces arbitros so- 
licitado en la demanda. 

Con estos antecedentes se abrió á prueba la cansa : 1" sobre 
sí ha mediado ó no sociedad en el caso ; 2° sobre si se han prac- 
ticado ó no las operaciones de inventario y liquidación que 
afirma el demandado, y en su caso, si lo han sido de acuerdo, 
con el demandante; y 3', finalmente, sobre la prescripción ale- 
gada por aquel. 

Y considerando : en relación al primer punto : 
1° Que la prneba testimonial rendida consistente en las po- 
siciones absneltas por el demandante Gatica de foja 33 á 37, en 
las declaraciones de los testigos presentados por ambas partes 
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D. ütto Ramdoho y D. Fabriciano Pintos, de foja 25 vuelta á 
foja 29, 41 á 44, tenedor de libros de la casa el primero y de- 
pendiente de la misma ul segundo á la t'poca del inventario y 
balance de las existencias del negocio, y en el informe de Don 
Fabián Correa», espedido á foja 48 vuelta y 49, a solicitud 
solo del demandado, no suministra elementos bastantes de 
convicción al respecto; primero, porque si bien el testicn Ram- 
bohoaíirma á foja 27 que tenia á Gatica por socio de Cavallier, 
en razón deque asi lo liabia oido decir en varias partes, que 
aquel había contratado sus servicios como contador, hallán- 
dose Cavallier en Buenos Aires; que presento ó ausente este, 
era Gatica siempre quien le abonaba sus honorarios con escep- 
cion de la última vez ; que creia que Gatica no tenia sueldo 
fijo como los demás empleados; y que linalmente, en ausencia 
de Cavallier, Gálica rejia la» operaciones de la casa; afirma en 
seguida el mismo testigo que los cheques y domas documentos 
que habia visto suscritos por este, eran con cláusula de c Por 
Mauricio Cavallier» no teniendo la casa razón social; y se- 
gundo, porque el testigo Pinto a foja 4 i dice que sabia sola- 
mente que Gatica estaba interesado en la casa y era quien ha- 
bia contratado, las dos voces quefuú dependiente, sus servicios 
como tal y asigundole el sueldo, aseverando D. Fabián Correas, 
á foja 49, que nunca vió á Gatica ejercer acto alguno como socio, 
sinú como dependiente. 

2" Que la escritura do foja i no caracteriza tampoco, por una 
declaración espresa de los contrayentes Cavallier y Gatica 
el nombro del contrato, ó se • si su mente ha sido constituir 
una sociedad de capital c industria ó una locación de servicios 
en que Gatica reviste puramente el carácter de factor ó depen- 
diente interesado en el negocio materia del contrato. 

3° Que a falta de esa espresa declaración y >lada ta deficien- 
cia de la prueba testimonial rendida, hay necesariamente que 
buscar la decisión del punto sub-judice en la naturaleza de las 
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obligaciones y derechos recíprocos del mismo contrato y en las 
prescripciones de la loj comercial relativas al factor y al sócio 
industrial. 

4" Que considerada la cuestión en este terreno es de notarse : 
i° Que si bien el Código de Comercio en el capítulo 4°, titulo 3 o , 
libro!» al lejislar sobre factores y dependientes de comercio no 
establece en general diferencias sustanciales entre el carácter, 
obligaciones y poderes del dependiente interesado y el socio 
indnstriai, por cuanto uno y otro hacen suyas las ganancias 
obtenidas, no pueden contratar por la sociedad ni responder de 
las pérdidas, llegando á tal grado la semejanza de carácter 
entre ambos que por el artículo 435 se establece una sinonimia 
entre los habilitados, verdaderos factores de comercio, y el 
sócio de industria. Tales semejanzas, sin embargo, ante la 
letra de la ley no bastan ¿equipararlos y confundirlos, al punto 
de negar la existencia de la sociedad de capital é industria, puca 
el mismo Código consagra sus diferencias, como es la injeren- 
cia en los actos administrativos, que no la tienen los de- 
pendientes interesados según el artículo 302, que dice termi- 
nantemente : < No tendrán representación de socios para efec- 
to alguno del jiro social, los dependientes de comercio á quie- 
nes por vía de remuneración de sus trabajos, se les dé una 
parte en las ganancias ; & La prohibición impuesta por el 
artículo 436 al sócío industrial de no entrar en operación al- 
guna cstraíín al fondo social, no es tan restrictiva tratándose 
del habilitado ó factor, pues ella se reGere solo á las negocia- 
ciones del mismo género de las que le están encomendadas, 
y no debe asi en absoluto todo su tiempo al negocio ; 3" Que 
tamp&co se ha preceptuado para el sócio indnstriai la necesi- 
dad de constituirlo por una autorización especial y espresa en 
el Begistro de Comercio para surtir el efecto que establece el 
artf cato 134 para el factor; resumiendo, por último, Troplong 
en su tratado De la sociedad, párrafo 46, las razones de tales 
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diferencias, cuando hablando del dependiente interesado, dice 
qwe t no es socio porque no es admitido á la copropiedad del 
fondo social; está subordinado ¡i la autoridad del principal 
y no está obligado hacia los terceros ni tiene participación en 
las pérdidas, cosa, todas opuestas á la naturaleza del contrato 
social ; i a Que es de citarse el fallo ano mas csplícito de los 
Tribunales de la Capital estableciendo que: « La remuneración 
de servicios con una parte de las ganancias, importa una socie- 
dad, y las diferencias que se susciten entre habilitante y ha- 
bilitado, deben sujetarse á lo prescrito en el artículo 511 del 
Código de Comercio (Jurisp. Crim. y Com. — Fallos y disposi- 
ciones de la Kxma. Cámara de Apelaciones de la Capital, uño 
1882, Entrega 4\ causa de Pertierre Enrique, con Hostal 
Torroba, Manuel). 

5° Que aplicando las anteriores onclusiones al caso pre- 
sente encontramos: Primero; Que tas chtnsulas del contrato de 
foja 1 fijan las obligaciones y derechos respectivos de Cavallíer 
y Gatica con cierta equidad entreoí lucro Ó usufructo del ca- 
pital puesto por el primero y el valor de la industria de este ; 
Segundo: Que Gatica so compromete d emplear todo su tiempo 
en la atención déla casa, puede disponer de cuarenta pesos 
mensuales siu obligación de retribuirlos, y Cavallier de cin- 
cuenta, y ae obliga también á representar á este en todos los 
actos del negocio, sin comprometer su firma ni Tender ú plazo 
por mayor, sinÓ de acuerdo non las instrucciones del mismo ; 
debiendo en caso de prorngacion del plazo del contrato re- 
cibir en adjudicación, por tas utilidades que le correspon- 
dan, ana tercera parte en dinero y el resto en mercaderías y 
cuentas ó letras a cobrar en proporción de la existencia ; 
Tercero : Que ninguna de dichas cláusulas es así discordan- 
te con lo que. dispone el Código de Comercio en el capítulo 4". 
título S° t del libro 2\ De tas sociedades de capital é indus- 
tria, y las conclusiones anteriormente sentadas, en el sentido 
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de establecer las diferencias entre el sócio y el factor, concur- 
ren á acentuar mas la calidad de sucio en el demandante Oatica, 
á pesar de no llevar la casa razón social, porque tal requisito 
no es exigido por la ley (art, 437, Cód. citado). 

6 o Que aunque así no fuera y suponiendo que la ingerencia 
de Oatica en los actos administrativos de la cusa, la inspección 
de los libros, el nombramiento y fijación de sueldos de du pen- 
dientes, la falta de registro del contrato y demás circunstancias 
apuntadas en el considerando anterior, probadas en los autos 
sin contradicción de parte, no bastárau para reconocer el carác- 
ter de sócio eu Gatica, esto sin embargo no obsta, en el raso 
presente, al nombramiento de arbitrados* para la liquidación 
de la comunidad de intereses emanada del contrata do foja 1, 
por cuanto es de conveniencia y equidad que las diferencias, 
en esta clase de cuestiones, sean sometidas á la decisión de 
aquellos; máxime cumulo ya los Tribunales, al aplicar a las 
que han surgido entre habilitantes y habilitados el artículo 511 
de Código de Comercio asi lo han reconocido, como lo com- 
prueba el fallo en la causa de Peltierra y Torroba, untes citado ; 
fundándose tal disposición de '.a ley f en la fraternidad que su- 
pone entre los asociados, y muy principalmente en las dificul- 
tades mismas que ofrecerían al Juez de derecho en el juicio 
ordinario, cuestiones que por su naturaleza exijen los conoci- 
mientos especiales de un contador mercantil y tener en cuenta 
todas aquellas circunstancias que solo un Juez de conciliación 
puede admitir y valorar para dar su laudo 4 verdad sabida y 
buena fé guardada, sin sujetar su procedimiento á las formas 
estrictas de la ley. 

7 o Que tampoco es indispensable asimilar el dependiente 
interesado al socio, para sujetar sus diferencias at Tribunal ar- 
bitral, porque el mismo Código ordena en su artículo 601 1 que 
todas las cuestiones que resultasen de contratos de arrenda- 
miento mercantil sean decididas en juicio arbitral ; y no siendo 
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la locación de servicios que une al principal y al habilitado 
otra cosa que un arrendamiento de ohras, es natural que se 
halle comprendido ese contrato en la disposición general. 

Considerando en cuanto al segundo punto de prueba ó sea. 
sobre si se han practicado ó no lus operaciones de inventario y 
liquidación que afirma el demandado y cu su caso, si lo han 
sido de acuerdo con el demandante: 

8" Que el contrato de foja 1, prefija que el balance de las 
existencias do la casa, debía formarse dentro de un año contado 
desde el 7 de Mayo de 1883, y en cumplimiento de tal dispo- 
sición, empezó aquel a practicarse en los primeros días de Mayo 
de 1884, tomando parte en tal operación los dependientes de 
la casa y el testigo Jtamdoho, cerno contador, con la presen- 
cia y acuerdo de Cavallier y Oatica, cerrándose los libros el 
cinco del mes citado ; no obstante que el recuento de mercade- 
rías y demás operaciones anexas terminó quince dias, mas ó 
menos, después de principiado el inventario (declaraciones de 
Iíamdoho y Pintos ya citadas, corroboradas por la de Correa, 
en cuanto alirma que se liizo nueva revisacion del inventario, 
después de abierta al público la casa). 

9" Que de la misma prueba testimonial resulta, que si bien 
Oatica, estuvo conformo con el procedimiento de las operacio- 
nes preliminares de la liquidación, no lo estuvo con el resultado 
de olla, que le fué comunicado por Cavallkr en un resumen 
provisorio de la misma, impugnándolo aquel en el acto, y pi- 
diendo facción do nuevo inventario, una ve7 convencido de que 
el mal resultado del balance provenía de defectos en la medición 
ó recuento de las mercaderías ; á lo que Cavallier se negó, sa- 
liendo entonces Gatica de la casa, antes de hacerse y asentarse 
en los libros la liquidación definitiva de foja U. 

10° Que la declaración en contra de IX Fabián Correas no 
merece completa fé, porque además de ser singular, depone de 
oídas j no ba sido testigo presencial como los señores líam* 
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doho y Pintos, quienes dan razón circunstanciada de sus dichos, 
notándose, ademas, la contradicción inconciliable de la confor- 
midad de Gatica con el resultado de la liquidación que dice 
hecha en cinco de Mayo y la nueva revisacion del inventario» 
que asegura se hiio» hecho que no se esplica si nú por el tras- 
curso de algunos días entre el inventario y la revisacion del 
mismo. 

|f° Que la parte de Cavallier no ha rendido la prueba que le 
correspondo sobre este punto, y esta sola circunstancia basta- 
ría á dar & Gatica por disconforme con el inventario y liquida- 
ción, si ello no resultara, como resulta, debidamente acreditado 
en autos. 

Considerando, en cuanto al tercer punto do prueba, Ó Boa 
sobre la prescripción alegada : 

12° Que tal escepcion es de todo punto improcedente en el 
caso, no solo porque la enunciada liquidación no aparece apro- 
bada por Gatica, sinó por haber presentado este su demanda 
sobre nombr¡i miento de Jueces arbitros en 19 de Mayo |de 
4381, esto es, antes de vencidos los diez dias que señala la 
segunda parte del artículo citado, según resulta de las cons- 
tancias de autos ; fallando así, por su base, tudo cuanto alega 
el demandado Cavallier al respecto, é infundada por consi- 
goiente su resistencia al nombramiento de dichos Arbitros. 

Por tanto, se declara que las partes, deben comparecer el 
tercer día hábil, & contarse desde el siguiente al en que quede 
ejecutoriada la presente resolución, á objeto de nombrar Jueces 
«Miradores y establecer el compromiso de ley ; con costas al 
demandado señor Cavallier. 

Hágase saber original y repóngase lo-' sellos. 

Juan del Campillo. 
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Buenos Aires, Julio 13 de 1886. 

Vistos : Por sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
apelado de foja sesenta; y devuélvanse, previa reposición de 
sellos. 

1. B. GOROSTIAGA, — J. DOMINGUEZ. — 
t LADISLAO FRIAS.— FEDERICO 1BAR- 
GÚKEN. — C. 8. DE LA TORRE. 



CAUSA LXI1IV 



Don Francisco Olivera contra Don Pedro San Gcrmes ; sobre 
interdicto de recobrar la posesión 



Sumario. — El despojado debe ser reintegrado en la pose- 
sión, é indemnizado de los perjuicios y costas del juicio ; de- 
biendo liquidarse los perjuicios en juicio separado, cuando uo 
existen bases para hacerlo en el juicio principal. 



Caso. — Lo refiere el 
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F*ii* M Iwi od hoc 

Santiago, Junio 13 de 1886. 

Vistos : el interdicto de despojo interpuesto por D. Francis- 
co Olivero, contra ü. Pedru Sun Germes, de ojie resulta : 

i° Que entablada esta demanda el señor Juez titular de esta 
Sección Dr. D. Pedro Olaechea y Alcorta se inhibió de entender 
en ella por hallarse comprendido en lo dispuesto por el in- 
ciso 1° artículo 43 üc la ley de enjuiciamiento Nacional ; pa- 
sando los autos al abogado infrascrito en cumplimiento de lo 
ordenado por la ley sobre suplencias de 24 de Setiembre de 
1878. 

2" Que aceptado el cargo de Juez Nacional ad hoc, el in- 
frascrito ordenó recibirse previamente y con citación contraria 
la información ofrecida por el actor para acreditar la proce- 
dencia del Tuero federal, solemnidad que cumplida según consta 
de fojas 33 á 34 de estos autos, se declaró por bastante la in- 
formación presentada, y señaló dia para la audiencia prescrita 
por el artículo 332 de la ley Nacional de procedimientos. 

3° Que la parte do Olivera instruyó su demanda con los si- 
guientes documentos: t° Una escritura de protesta fecha 28 
de Noviembre de 1884 (foja 2), en que. ante Escribano Pú- 
blico de la Provincia y testigos, aparece que espuso: Que hacía 
como dos años que D. Pedro San Germes, había construido 
un canal de irrigación atravesando diagonalmente el terreno 
de propiedad del esponentc, bajo la promusa de borrarlo en 
breve término, lo que no había cumplido. Que últimamente, 
San Germes había construido otro canal por el mismo terreno 
de Olivera, construcción que fué consentida por este, bajo la 
condición de que San Germes cerraría el anterior. Que no 
cumplida esta condición, y previas las requisiciones privadas 
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del caso, el espone ote hizo c«gar dicho canal, el cual reabierto 
por San Germes, originó esta protesta que le fué notificada 
por el Escribano y dos testigos por negarse á firmarla ; 2? 
Otea escritura de protesta (fojas 4 n Iti), otorgada el 31 de 
Abril de 1885 en que el Escribano Público i), Honorio Yolde 
da fe de que, á solicitud de D. Francisco Olivera, se constituyó 
á la propiedad de este, situada como á treinta cuadras de esta 
ciudad, donde Olivera cu presencia de su abogado y testigos, 
espuso: que no obatante su protesta anterior contra los avan- 
ces de 1). Pedro San ( termes, este se introdujo nuevamente á 
su finca (Establecimiento de Olivera) con 300 peones, el día G 
del corriente y volví 6 á abrir el canal. Que el demandante 
presentó su reclamo á la policía, obteniendo que ella liiciera 
desalojar su finca por los peones de San Cienues. Que inmedia- 
tamente el esponente continuó sus trabajos hasta el día de la 
fecha de esta protesta, en el cual fué otra vez invadida su pro- 
piedad por peones de San Oermes, que reabrieron el canal, que 
por Olivera había vuelto á ser cerrado* dando ft- el Escribano y 
testigos de actuación, de haber presenciado estu acto, de parte 
de San «termes, como asimismo de los perjuicios que irrógasete 
á Olivera con la reapertura del canal y el total y definitivo aban- 
dono que hacia de la finca y sus accesorios* previo detalle del 
estado de los lugares, y el inventarío de los útiles de labranza 
abandonados* Terminando la parte de Olivera, por protestar 
de los daños y perjuicios que le irrogaba San Germes, á quien 
fuéle notificada esta segunda protesta en la misma forma que 
la anterior ; 3" Una escritura de compra (fojas 7 á 10), hecha 
por Olivera en 1882 de la linca objeto de este interdicto, que 
acredita ser propietario de ella ¡ y 4 a otra escritura pública 
(fojas 11 A 19), conteniendo todas las actuaciones judiciales re- 
lativas á la meusura y amojonamiento de la misma finca, con 
la respectiva aprobación judicial de la operación. 
4" Que eu su escrito de demanda (fojas 90 á 29) la parte de 
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Olivera reproduce en todas sos partes la espoaícion contenida 
en sus dos protestas, relacionadas, agregando el hecho de 
que, después de la última ocupación de so finca por San 
Gormes, este guarda el canal abierto con cuatro hombres 
armados á remington ; -Mitrando á hacer el estudio legal en 
seguida, de la causa, según las prescripciones de las anti- 
guas y nueras leyes, y doctrina de loa autores; y terminan- 
do por pedir que San Gormes sea condenado á restituir el in- 
mueble, objeto J.-l despojo, con todos sus accesorios en el es- 
tado en que se encontraba antes de la ocupación, con mas los 
daños y perjuicios y costas del juicio. 

5° Que no habiendo tenido lugar la audiencia el dia S de Mayo, 
lijado al efecto en mérito de los incidentes relacionados y re- 
sueltos en las sentencias interlocutoria* de foja 48, fecha 20 de 
Mayo de 1885, y foja 57, fecha 27 del mismo mes y ano, y ve- 
rificándose esta recien el dia 1° de Junio, se leyó el escrito de 
demanda, y la partí.* de Olivera espuso : que se limitaba á re- 
producirlo en todas sus partes. 

6° Que cedida la palabra á la parte de San Germes dijo : Qne 
negaba haber consumado el despojo que se le atribuía- Que 
de la misma esposicion del contrario resaltaba confesado que él, 
San Germes, teniendo construido un ramal de acequia que con- 
ducía las aguas a su Establecimiento de Contreras, del que ha- 
bí" usado por mas de dos ntios, que es mas del tiempo eiijido 
por la ley, para poder ejercer acciones posesorias ; que el espo- 
líente se creyó y cree, con derecho para abrir dicha acequia que 
le había sido cerrada tlandestiiiaineute por Olivera. Que el 
ejercicio de este derecho por su parte, se ha limitado á la aper- 
tura del canal, como poseedor de ¿I, sin que baya sido su ánimo 
cometer un despojo. Que el abandono hecho por Olivera de su 
propiedad, ha sido voluntario, y á este solo es imputable ; por 
lo que pedia que el Juzgado no hiciera tugar á la demanda in- 
terpuesta. 
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7 o Que para mejor proveer dictó el Juzgado la providencia 
de foja 64 vuelta, en cuyo mérito la Intendencia General de 
Policía, espidió el informe de foja 66 vuelta á foja 67» en que 
dice: Que es cierto que dicha repartición á requisición del de- 
mandante, mandó á un comisario al establecimiento de Oli- 
vera, contiguo ú Contreras (establecimiento de San Germes) 
ú intimar á D. Pedro San Germes que desalojase dicha linca 
en la que se bailaba abriendo un canal ; que por haber exijído 
San Germes órden escrita, la espidió en esa forma. 

Y considerando : 

t " Que para que proceda el interdicto de recuperar ta posesión, 
ó de despojo, es necesario: 1* qne el que lo intenta haya tenido 
la posesión ó tenencia de la cosa demandada ; 2? que haya sido 
efectivamente despojado de esta posesión ó tenencia (art. 388, 
incisos I o y 2 o de la Ley de Enjuiciamiento Nacional). 

? Que la misma acción compete no solo al que ha sido des- 
pojado de la totalidad de la cosa inmueble objeto de su posesión, 
sioó también ul que es turbado en el ejercicio de la plenitud y 
libertad de sus derechos de poseedor (artículos 2482 y nota, 
2487, 2465, 2496, 2488. concordantes del Código Civil, g 187, 
u° 3\ tomo 2 o , Aubry et Kan). 

3° Que la posesión por parte de Olivera del establecimiento 
agrícola en parto del cual han recaído los actos de violencia 
demandados, está probada: I o Por la escritura pública de fojas 4 
á 6 en que un Escribano Público y testigos dan té de la exis- 
tencia de la tinca, y de los actos posesorios ejercidos en ella 
por Olivera, taleü como su ocupación, cultivo, etc. (art. 2348 del 
Código Civil); 2° Por el mismo instrumento público de fojas 11 
ú 19, en que consta que Olivera hizo medir y amojonar dicha 
Ünca, acto que constituye también el ejercicio de la posesión 
(artículos y Códigos citados) ; 3 o Por el informe de foja 66 
vuelta á 07 en que la Intendencia General de Policía certifica 
que hizo desalojar á los empleados de San Germes la finca 
t. xxí. 15 




«n todo el corso déla demanda ta parte de Olivera, la posesión 
de la finca» sin ano 1» de San Germes lo haya negado, lo que 
debe estimarse como una confesión de su parte (articulo 86 de 
la Ley Nacional de Enjuiciamiento. Causas 30, Béríe 2', tomo I o ; 
18& serie I 4 , tomo» 1 , pagina 176; y 89, série tomo 3 o , 
pagina 190, Faltos de la Suprema Córte de Justicia Federal. 

*» Que asimismo esta probado el hecho del despojo : I o Por 
las constancias de la escritura de foja 4 en que el Escribano 
Honorio J. Tolde y testigos, dando fé de haberío presenciado ; 
* Por constituir el fundamento de la demanda, no haberlo 
negado la parto de San Germes (citas hechas de la ley do 
Enjuiciamiento y t allos en el considerando tercero), y sf mas 
bien confesado de plano en la audiencia, al esponer San Ger- 
mes, que se creyó y cree con derecho para abrir el canal, cer- 
rado clandestinamente por Olivera (acta de fojas 61 á 64). 

5* Que de las escrituras de protesta de foja S y foja 4 t asi como 
del escrito de demanda, Tesulta probado por confesión de la paite 
de Olivera, que con sn consentimiento y tolerancia, la de San 
Germes, tenia abierto hacia como dos años el canal objeto de los 
actos sucesivos y posteriores de posesión y desposesion entre 
ambos ; podiendo en uso de ellas, en su caso ejercitar las accio- 
nes posesorias que les correspondían ; á la de Olivera como po- 
seedor de la totalidad de la finca, limitado en la plenitud de 
su goce, uso para el aoueducto abierto por San Germes ; y á 
este como poseedor anual de dicho coual obstruido por Olivera* 
6° Que aunque es evidente lo espuesto por la parte de San 
Germes en el acta de foja 61 de que habiendo poseido el acue- 
ducto por mas tiempo que el fijado por la ley para adquirir la 
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culos 2351 y 2573, Código Civil* se abstuvo do obstante, do 
asar de esas acciones en todas las reces en que fué desposeído 
por Olivera (artículo 2455 t Código Civil), limitándose i retor- 
nar por sí mismo el canal, en vez de demandar bu entrega por 
las rías legales, acto espesamente prohibido por la ley (artí- 
culos 2468 y 2407, Código citado y causa 227, série V, tomo 4 o , 
Fallos citados) y que constituye despojo (artículo 2948, Códi- 
go citado). 

T Que el despojante debe ser condenado á la restitución de la 
cosa inmueble objeto de aquel, con indemizacion al poseedor de 
todos los danos y perjuicios y gastos del juicio, bastaba total 
ejecución de la sentencia según es presamente dispone el ar- 
tículo 2404 del Código Civil, y la Suprema Corte de Justicia 
Nacional en sus fallos : causa 140, série 1 \ tomo #>, página 214 ; 
causa 39, série 2\ tomo 11, página 14; causa 59, série 2-, 
tomo 8 o , página 558. 

8 a Que de la eaposicion de las partes y demás constancias de 
aotoa, resulta que el despojante no ha tenido la intención de 
sus accesorios, habiendo recaído el despojo esclusÍTamente en 
la parte del terreno da aquella, necesario á San Germes para 
la apertura del acueducto, en cuyo mérito no puede imputarse 
A este el total abandono hecho por Olivera del prédio y sus acce- 
sorios. 

9° Que no pudiendo este Juzgado, por la naturaleza de los 
hechos, fijarla indemnización de los daños y perjuicios sufri- 
dos por la parto de Olivera en una suma líquida, ni siquiera las 
bases concretas de liquidación como lo dispone el artículo 15 
déla Ley de Enjuiciamiento ; en cuyo caso la estimación pericial 
os mas adecuada y conforme con el interés de las partes, como 
lo ha resuelto la Suprema Corte Federal en su fallo 89, tomo 
3*, série 2\ página 190. 

Con estos fundamentos, fallo : condenando á la parte do San 
Germes ¡ 1° á la restitución inmediata de la parte del prédio 
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de Olivera» ocupado por sus dependencias ; debiendo en lo su- 
cesivo abstenerse de turbarlo en la plenitud y libertad del uso 
y goce de la finca ¡ 2* A la indemnización tan solo de los daños 
y perjuicios que se hubiesen causado á Olivera, como conse- 
cuencia necesaria y directa de ta última apertura del acue- 
ducto objeto del despojo, sobre la base de lo dispuesto en el 
título III, sección f \ libro 1° del Código Civil, y según esti- 
mación hecha por peritos nombrados dentro de tercero día uno 
por cada parte, 6 en su defecto por el Juez i y 3 o 4 las costas 
del juicio, escepto las cansadas en el incidente sobre reposición 
del auto de foja 58. Hágase saber con el original y repónganse 
los sellos. 

fi. Saravia. 



Buenos Aírci, Julio 15 de 1886. 

Vistos : Por sus fundamentos, se conlirma la sentencia ape- 
lada de foja cuarenta y una, declarándose que la fijación del 
monto de los perjuicios que por ella se mandan pagar, deberá 
hacerse en el juicio correspondiente, con arreglo al artículo 
quince de la Ley de Procedimientos ; y devuélvanse, previa Te- 
posición de sellos. 

J. B. GOIIOSTIAGA. — J. DOMIWGUEI. 
— U LADISLAO TRIAS. — FEDERICO 
IBARGÍ1REN. C. S. DE LA TORRE. 
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C AUN A LXXXV 



fíon ñicardo Vergarn, contra Itemigio Acevedo tj VS ; tabre 

consignación. 



Sumario, — Las palabras oro metálico agregadas á una obli- 
gación de pagar cantidad de pesos moneda nacional, importan 
que ella debe ser satisfecha en oro, ó en su equivalente en bi- 
lletes de curso legal. 



Caso. — He refiere en el 

rail* M Ihm Mml 

Mendoza, Junio SO de 1485, 

Vistos estos autos ejecutivos, iniciados por D. Ricardo Ver- 
gara contra los Sres. Remigio Acebedo y C\ en el incidente 
sobre cotisignaeion de un rale de deposito espedido por la su- 
cursal del Banco Nacional de esta ciudad, valor de dos mil 
novecientos diez y ocho pesos nacionales curso legal, y un bi- 
llete de diez pesos de la misma moneda, hecha por dichos Sres. 
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á 1» Arden del Juzgado para satisfacer el crédito de igual valor 
eipresado en el pagaré á la orden otorgado i favor de aquel y 
qua motiva el presente juicio, resolta: 

En fecha 18 de Diciembre del año pasado los Sres. Remigio 
Acevedo y O, de este comercio, otorgaron ¿ la órden de D. 
Ricardo Vergara un pagaré por la suma de dos mil ochocientos 
pesos moneda nacional oro metálico, al plazo de cuatro meses 
de su fecha, con mas el interés del uno por ciento mensual ; 
cuya suma se espresa proceder de la liquidación de la sociedad 
que tuvieron ambos, y que por dicho documento se dice di- 
suelta en la fecha del mismo (documento de foja V). 

Vencido el plazo de este, Vergara se presenta al Juzgado 
pidiendo el reconocimiento de la firma que lo suscribe para 
preparar así la vía ejecutiva. 

Acreditada en forma la competencia del Juzgado, se ordenó 
por decreto de 39 de Abril del presente año el comparendo de 
Acevedo 4 prestar la declaración solicitada, y en rebeldía de 
este se declaró, por auto fecha 2 del próximo pasado, auténtica 
dicha firma; ordenándose 4 la enunciada sociedad, el pago 
dentro de tercero diade la cantidad demandada, bajo aperci- 
bimiento de ejecución y embargo. 

En este estado del juicio los Sres. Acevedo y C* se presentan 
consignando á la órden del Juzgado, el vale y billete aludidos 
para el pago al acreedor de la suma demandada é intereses 
devengados. 

Comunicada en vista al ejecutante la consignación hecha, 
este se opone á ella, alegando su improcedencia en tal estado 
del juicio, sosteniendo que el deudor solo puede ser oído, en 
lo que respecta al fondo del asunto, después de la citación de 
remate; y pide en consecuencia que este siga su trámite legal 
precediéndose al embargo de sus bienes. Agrega, que estando 
el documento de obligación otorgado i oro, no puede aceptarse 
dicha consignación en billetes de Banco Nacional, teniendo 
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aquel un premio on la actualidad, de un cincuenta por ciento 
próximamente sobre estos. 

Espone, además, para fundar su solicitud de embargo, que 
bien podría pf diñar izarse el incidente sobre consignación, 
desnaturalizándose así el juicio ejecutivo ; y concluye solici- 
tando se libre mandamiento de embargo hasta la suma de dos 
mil quinientos pesos mas, por lo menos para el pago del cré- 
dito, intereses y costas. 

Llamados autos, el ejecutante se presenta oponiéndose nue- 
vamente á la consignación y espone, entre otros, los siguientes 
fundamentos : 

1" Que el Tale de consignación fué endosado por el Sr. Juez 
de Letras de la Provincia á la orden de D. Remigio Acevedo 
simplemente y quien lo presenta como propio es Remigio 
Acevedo y C n ; que no habiéndose adquirido por el consignante 
el dominio de dicho vale es inadmisible la consignación he- 
cha en tal forma ; 

2° Que el pagaré, dada su forma, se halla regido por las 
prescripciones del Código de Comercio ; y cita al efecto los 
artículos 7 inciso 3", y 916, que establecen que esta clase de 
títulos son abonables, en la moneda designada en ellos; 

3° Que debiendo el ejecutado invocar en au favor el decreto 
del Poder Ejecutivo Nacional, de Enero del corriente año so- 
bre enrso forzoso, debe observar que la medida por él adoptada 
no tiene aún fuerza de ley hasta tanto el Honorable Congreso 
no la ratifique, conforme lo establece su artículo 6°, y que, 
además, él envuelve un atentado á la Constitución t porque solo 
el Congreso tiene facultad de lijar la clase y valor de las mo- 
nedas de curso legal, y 

\ a Que el decreto enunciado no importa preceptuar qne los 
billetes de curso legal sean recibidos por su valor escrito, como 
oro efectivo ; pues qne ello no se deduce de sus propios tér- 
minos. Invoca en su apoyo diversos fallos de la Suprema Corte, 
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y termina observando que la suma consignada es también insu- 
ficiente por cnanto comprende solamente el capital é intereses 
Ten cides huta el día de la consignación, gin haberse satis- 
fecho el valor de costas. 

La parte ejecntada sostiene la legalidad y procedencia de la 
consignación en la forma hecha, y observa que estando los bi- 
lletes del Banco Nacional declarados de curso forzoso por el 
decreto aludido, no puede obligársele á efectuar el pago á oro 
metálico, como se pretende. Sostiene además, entre otras cosas, 
que dicho decreto tiene fuerza de ley por haber sido dado du- 
rante el receso del Congreso. 
Atento lo relacionado y considerando : 
í Que respecto á la observación hecha por el ejecutante de 
que hallándose el vate de depósito endosado por el Sr. Juez de 
Letras á favor de D, Remigio Acevedo, y no de la razón social 
Acevedo y O, de lo que se pretende dedneir que dicho docu- 
mento no es de propiedad de esta sinó de aquel, y, por con si* 
guíente ilegal la consignación hecha en tal forma, ella no es 
en manera alguna atendible, por cuanto dicho Sr. Acevedo es 
notoriamente conocido como miembro y representante de esa 
razón social y, puede además en todo caso, con perfecto de- 
recho, satisfacer aún de su peculio propio los créditos de esta. 

2* Que, además, el enunciado documento ha sido, á la vez, 
endosado por Acevedo á la órden del Juzgado al hacerse la 
consignación para el pago del crédito que se demanda, como lo 
acredita la firma de este puesta en el mismo ; quedando así 
garantido el ejecutante contra el peligro que insinúa de que 
él no fuese satisfecho i su presentación por tal defecto. 

3° Que por la razón espuesta, es también infundado el temor 
de que el ejecutado entretanto, retire la suma consignada, lo 
cual en todo caso si fuese procedente y llegara á efectuarse que- 
daría al acreedor el derecho de pedir entonces embargo de bienes 
suficientes para el pago, aún en la misma suma consignada. 
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4° Que es también improcedente el embargo du bienes al 
deudor en tal estado del jnieio y estando para resolverse el 
incidente sobre consignación, en el qoe debe declararse si la 
suma obluda basta á satisfacer el crédito demandado ; tanto 
mas r*iáto qne el deudor no puede considerarse renitente 
al cumplimiento del auto de sotando, habiendo manifestado 
su voluntad de pagar al efectuar la consignación de una suma 
que él considera suficiente j sobre lo cual ha de versar la 
presente resolución. 

Considerando en cuanto a la clase de moneda en que debe 
efectuarse el pago : 

5" Que el documento que motiva la presente ejecución se 
baila según se lia dicho concebido á la órden, conteniendo 
además, un plazo fijo para su pago. 

6* Que según lo proscripto por el artículo 016 del Cúdígo de 
Comercio los pagaras á la órden -cuando contienen obligación 
de pagar cantidad cierta 4 plazo fijo y a determinada persona, 
deben ser considerados como letras de cambio y se hallan en 
tal caso regidos por las mismas reglas que para estas establecen 
el artículo citado y siguiente, 

T Que según el artículo 861 del mismo Código, las letras de 
cambio deben pagarse en la moneda que en ellas se designe. 

8 o Que en conformidad á la disposición citada, el Código 
Civil dispone también, que cuando la obligación es de dar una 
suma de determinada especie ó calidad de moneda corriente 
nacional, para cumplirla debe el deudor entregar la misma 
especie designada ú otra especie de moneda nacional al cambio 
que corra en el lugar el día del vencimiento de la obligación 
(artículo 610, Código Civil). 

0" Que la regla establecida por las disposiciones citadas no 
importa otra cosa que la aplicación del principio de que las 
convenciones legalmente celebradas son ley para los contra- 
yentes, que no pueden ellas ser revocadas sino por mutuo 
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consentimiento o por lea causas que U ley «presamente se- 
na», y que tedas deben ejecutarte de buen» fé t le* cual fuese 
■q denominación, obligando no tolo i lo que se espresa en 
ellas, tinÓ & tedas las consecuencias que la equidad* el uso, 
6 la ley atribuyen á la obligación según su naturaleza (articulo 
108, Código de Comercio, y 1 197, Código Civil). 

10* Que en presencia de las disposiciones citadas, que son 
también de jurisprudencia universal no puede desconocerse el 
perfecto derecho con que el acreedor rehusa aceptar en pago 
de su crédito los billetes ofrecidos por el ejecutado, que tie- 
nen en la actualidad una considerable depreciación en rela- 
ción al oro; por cuanto en el documento de obligación se 
de una manera clara y termínente la clase de moneda 
que debe efectuarse el pago, significándose esta con las 
palabras oro metálico; con lo cual, sin duda alguna, se ha 
querido esclnir otra clase de moneda 6 rehusar, como es natu- 
ral, lo que pudiera ofrecerse de menor valor en relación al oro 
metálico, 

1* Que dado los términos en que se halla concebido el 
lo documento, por lo que respecta á la clase de moneda en 
debe efectuarse el pago, es indudable que el acreedor se 
alocado voluntariamente en el caso de no poder invocar 
na medida que tendiera á sustituir la especie metálica 
íue se compromete á efectuar el pago por moneda, por su 
valor escrito. 

13* Que contribuye, además, á robustecer la doctrina esta- 
ca los considerandos precedentes, lo dispuesto por el 
lo 926 del Código de Comercio, que establece, que la 
paga, púa ser legítima, debe hacerse de la misma cosa debida 
y no de otra ni su valor» á no ser de consentimiento del acree- 
dor, no estando este, de otro modo, obligado á recibirla; y 
también la propia definición del pago, que se contiene en el 
artículo 919 del mismo, y 72& Código Civil, que teBtualmente 
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dicen, el i" : «la paga es el cumplí miento por parte del deudor 
de la dación ó hecho que fué objeto de la obligación § ; y el S° : 
c el pago es el cumplimiento de la prestación que hace el ob- 
jeto de la obligación» ja w trato de nna obligación de hacer, ya 
de una obligation de dar ». De modo que en presencia de estas 
disposiciones es inaceptable que el deudor pueda, á su capri- 
cho, variar la especie de moneda que se obligó 4 dar, máxime, 
siendo la ofrecida notoriamente de menor valor que la estipu- 
lada en el documento de obligación ; lo que propiamente im- 
portaría pagar nna cantidad menor que la debida. 

43° Que el único fundamento serio que se aduce por el eje- 
cutado para rehusar el pago del documento demandado en la 
moneda que él designa, consiste en el decreto del Exmo. Go- 
bierno Nacional fecha de Enero del presente año, que esta* 
blece que los billetes del Banco Nacional serán recibidos como 
moneda legal tamhú i por los particulares, pretendiendo darse 
á esta resolución una interpretación por demás entensiva i sus 
propios términos, que, & aceptarse importaría la derogación de 
leyes espresus y terminantes como las que quedan citadas, 
contrariando, ademas, los principios mas elementales de la 
ciencia económica. 

14 a Que por otra parte, ei citado decreto solo dice en su ar- 
tículo i° que los billetes del Banco Nacional serán recibidos 
como moneda legal por las oficinas nacionales, y por los par- 
ticulares, lo cual no importa imponer como se pretende» la 
aceptación de ellos, por su r alor escrito y como oro efectivo ; 
pues que ello no se deduce de sus términos, ni podrá autorisar 
jamás una interpretación que echaría por tierra los principios 
generales del derecho, destruyendo los efectos de pactos pre- 
existentes celebrados en perfecta conformidad á la ley. 

15* Que tal disposición no puede considerarse signifique otra 
cosa que dar á los billetes de Banco, que se declaran por la 
misma inconvertibles, el carácter de moneda legal, sin que ello 
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íporte empero, imponer según se ha dieho oomo exseto su 
pues como lo dice el Dr. Moreno en sus obras jurídicas 
10 1% página 73: « La ley puede bien imponer la necesi- 
tad legal de aceptar el billete como instrumento de los cam- 
>ios, como medio liberatorio de las obligaciones de dar somas 
de dinero, puede, en una palabra conferir al papel un curso 
legal j los atributos propios de la moneda ; pero no podrá 
jamás fijar sn valor, determinar su relación de cambio con la 
verdadera moneda, ni con las otras cosas que con él pudieran 

adquirirse * 

Que en consecuencia, y si la mente del decreto aludido 
ra sido establecer que los billetes del enunciado Banco 
m recibidos por su valor escrito y como oro efectivo, aún 
Indose de obligaciones celebradas con anterioridad á él, se 
extralimitado la facultad que puede corresponder al 
jutiro constitacionalmente ; porque emanando de un poder 
competencia para legislar sobre moneda y lijar su valor, 
del órdeo administrativo sería de ningún valor, puesto 
esta facultad está esclnsivamente librada al Congreso por 
fcnlo 67 de la Constitución Nacional ; y porque además, 
reto vendría á derogar leyes preexistentes, lo cual solo 
le nacerlo el mismo Congreso como lo establece el artículo 
17, titulo preliminar de las leyes, Código Civil. 

17* Que de acuerdo con los principios establecidos, la Su- 
prema Corte ha declarado por diversas resoluciones y en casos 
perfectamente análogos al presente en presencia de la ley de 
Setiembre de 1876 que dio curso legal á los billetes del Banco 
de la Provincia de Buenos Aires, que no habiéndose declarado 
ec parte alguna déla citada ley que los billetes sean recibidos 
por su valor escrito, ni estando prohibidas las estipulaciones 
á oro, los documentos entendidos en esta forma no qui'daa 
cumplidos ainó pagándose en la moneda estipulada, y de nin- 
gún modo con billetes por su valor escrito (Fallos de la Su- 
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prema Corte, serie 2\ tomo H, página 35, y tomo 10°, de la 
misma sériu, páginas 360 á 377 y 387) y sus fallos como lo lia 
resucito la misma Corte deben servir de regla para los casos 
análogos. 

Por estos fundamentos, y omitiendo otras consideraciones, 
fallo definitivamente declarando : que la consignación hecha es 
insuficiente para el pago de la suma demandada, y ordeno en 
consecuencia, se siga adelante el procedimiento, sin especial 
condenación en costas. Hágase saber original y repónganse 
los sellos. 

Juan del Campillo, 

VmUm *• I* taiwMM C*ri* 

Duenoa Airea. Julio 17 de 1886. 

T vistos, resulta; 

Que Don Ricardo Vergarn demanda ejecutivamente á Don 
Remigio Acevedo por el pago en oro efectivo de la cantidad de 
dos mil ochocientos pesos que se espresan en el pagnrt* de foja 
primera, con mas los intereses y las costas. 

Que notificado el deudor del auto de solvendo, consignó á la 
Órdeu del Juzgado la suma de dos mil novecientos veinte y ocho 
pesos en billetes del Banco Nocional, pretendiendo que con 
esta suma quedaba chancelado el pagaré de foja primera y sus 
intereses; pues sostiene que dichos billetes, declarados de 
curso legal por decreto de nueve de Enero de mil ochocientos 
ochenta y cinco, deben recibirse por su valor escrito. 

Que á ello se opone el ejecutante sosteniendo por su parte, 
que la cantidad consignada es insuficiente para cubrir la deuda 
que se reclama, por cnanto los billetes de curso legal tienen 
un quebranto de un cincuenta por ciento con relación al oro 
efectivo, y que el decreto l itado no puede aplicarse en el pre- 
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■ente cato, porque solo el Congreso tiene le facultad consti- 
tucional de fijar el valor de la moneda. 

Que con fecha veinte de Junio del ochenta y cinco se falló 
por el Joei a ouo el incidente, declarando insuficiente la con- 
signación hecha por el ejecutado, el cual apeló de esta resolu- 
ción para ante la Suprema Corte. 
Y considerando : 

Primero: Que por el decreto de nueve de Enero de mil ocho- 
cientos ochenta y cinco no se fija el valor porque deban reci- 
birte los billetes de Banco; pues se limita á autorizar su 
inconversion, y á hacer obligatorio su recibo» como moneda 
, por las oficinas nacionales y por los particulares. 
Segundo : Que si bien por la primera parte del artículo ter- 
cero de la ley de quince de Octubre, se dispone: que las obli- 
gaciones anteriores á la fecha de dicho decreto, contraídas á 
enede nacional oro podrán ser chanceladas en billetes de 
legal por su valor escrito ; por la segunda parte del 
artículo se esceptuan de esta disposición las contraidas 
designación de moneda especie), las cuales podrán ser 
as en billetes de curso legal por su valor corriente 
el día de su vencimiento. 
Tercero: Que los términos del documento de foja primera 
escluyen del pago de la obligación toda especie de papel, según 
lo demuestran claramente las palabras oro metálico agregadas 
á la designación de la moneda estipulada en él ; pues esas pa- 
labras, así como las de oro efectivo ú oro sellado, que se em- 
plean comunmente en los contratos á oro, se han hecho nece- 
sarias y de uso común en el comercio para establecer de una 
manera inequívoca, que la intención de las partes es escluir 
do la obligación el pago en papel, ó en cualquiera otra moneda 
que no sea de oro efectivo. 

Cuarto : Que la obligación cuyo cumplimiento se reclama se 
baila, pues, en este ceso, y por lo mismo comprendida en la 



DE JUSTICIA NACIONAL 



segunda parte del artículo citado, no pudiendo por consiguiente, 
ser chancelada sinó dando en pago oro efectivo, 6 su equiva- 
lente en billetes de curso legal por su valor corriente en plaza 
el día de su vencimiento. 

Por estos fundamentos, y los concordantes del anto apelado 
de foja cuarenta y cuatro, se confirma esto con costas. Noti- 
fíquese con el original y devuélvanse, prévia reposición de 
sellos. 

J. R. € O ROSTI ACA. — J. DOMINGUEZ. 
— FEDERICO IBARCCREH. 



CAUSA LXIXt'I 



Ih Eugenio Pérez del Cerro, contra D. fíabriel y 0" Margarita 
Vigneau; sobre cobro ejecutivo de //eso* estipulados á oro. 



Sumario.— Las palabras en oro efectivo $ sonante agre- 
gadas á la obligación de pagar cantidad de pesos de moneda 
nacional, importan que ella debe ser satisfecha en oro, 6 en 
su equivalente en billetes de curso legal. 



Caso. — reliere en el 
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Bueno» Aires. Judío 3 de 1685. 

Vistos estos lutos ejecutivos seguidos por D. Eugenio Pérez 
del Cerro contra D. Gabriel Yigneau y su esposa D a Margarita 
S. de Yigneau, por cobro de alquileres. 

Resulta : . 

1° Que con fecha 31 de Julio del año pasado, los esposos 
Yigneau celebraron con el ejecutante uu contrato de locación 
en virtud del cual éste les dio nn almacén de su propiedad 
situado en la calle de Victoria n° 202 por el término de cinco 
anos á contar desde el dia siguiente de la fecha del contrato, 
mediante el alquiler mensual de cuatrocientos pesos moneda 
nacional oro efectivo sonante, que debería ser abonado por tri- 
mestre adelantados, entregándose la primera vez un semestre, 
de suerte que exista siempre un trimestre en manos del loca- 
dor como garantía del contrato. 

2 o Que fundado en este antecedente, ocurrió Pérez del Cerro 
al Juzgado con fecha 19 de Febrero pasado manifestando que 
los locatarios no habían cumplido las estipulaciones referidas, 
habiéndoles sido imposible efectuar el pago correspondiente 
el 31 de Octubre; y prévio reconocimiento que pidió del con- 
trato presentado ú fojas 1 y 2 inició en el escrito de foja 22 
ejecución por La suma de 2400 jf m/n oro efectivo por el Ir i* 
mestre anticipado correspondiente á los meses de Febrero. 
Marzo y Abril y el del trimestre que debía conservarse como 
garantía. 

3° Que despachada la ejecución y citados de remate los 
demandados opusieron la escepcion de inhabilidad del titulo 
fundándola en que el contrato do arrendamiento exhibido por 
el ejecutante, uo lo autorizaba a exigir en la fecha en que pidió 
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y obtuvo el auto de solveudo, el importe de seis meses de al- 
quileres, como tampoco á reclamar el pago en oro. 
Y considerando : 

I 1 Que la naturaleza de la escepcion opuesta hace innece- 
sario el trámite de prueba que prescribe la última parte del 
artículo 271 de )a Ley nacional de Enjuiciamiento, pues la so- 
lución de la cuestión depende esclnaivamente de la interpre- 
tación de las cláusulas del contrato que sirve de título á Ja 
ejecución contra cuya autenticidad ninguna objeción se ha 
deducido. 

Que es indisputable con arreglo á los principios de nues- 
tra legislación civil que un contrato de locación desde el mo- 
mento que es puesto en ejecución por el locador entregando 
la cosa locada es título bastante para dar acción ejecutiva 
contra el locatario por el cobro de sus alquileres, atento loque 
dispone el articulo J578 del Código Civil y mas eaplícítamente 
el artículo 465, inciso 7 a , del Código de Procedimientos adop- 
tado por el Congreso para loa tribunales de la Capital, prin- 
cipio que ha recibido la consagración de una jurisprudencia 
uniforme y constante. 

3' Que el contrato suscrito por los esposos Vigneau les im- 
pone en su artículo I a la obligación de pagar el 3t de Octubre 
de 1884 el alquiler correspondiente i los meses de Febrero, 
Harto y Abril del presente año, además de conservar eu manos 
del locador el importe de un trimestre como garantía el cual 
correspondería á tos meses de Noviembre y Diciembre de 84 
y Enero del 85. 

4* Que las constancias de autos demuestran que aquellos 
no cumplieron dicha obligación en la fecha indicada, dejando 
transcurrir mas de trea meses sin hacer pago alguno, de tal 
suerte que no solamente no han pagado los alquileres por tri- 
mestres adelantados como está estipulado, sinó que ni aún 
conservaron íntegra la garantía de un trimestre en poder del 
% ni <6 
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_or, puesto que no habiendo hecho pago alguno el 31 do 
tbre, el trimestre que principiaba en Febrero debía ab- 
ortar el importe de aquella. 

5° Que el propósito del locador claramente definido en la 
cláusula I 1 del contrato y en la forma en qae aparece haberse 
estipulado el pago necesario de los arrendamientos, es preci- 
samente evitar que llegue ese caso y así también lo ban com- 
prendido los locatarios como lo demuestran sus propios actos 
subsiguientes al contrato que son la mejor esplicacion de la 
intención de las partes, según el articulo 390 inciso A\ del 
Código de Comercio, puesto que habiendo pagado anticipado el 
primer trimestre, en el curso de este pagaron el segundo y 
aceptaron la obligación de pagar el tercero el 3t de Octubre 
esto es el ultimo dia del primer trimestre. 

O» Que es de todo punto ocioso discutir si una conven- 
ción en tales términos es leonina pues semejante clasificación 
ha perdido bu carácter jurídico desde que la legislación no le 
atribuye efecto alguno, á parte de que no es lícito hacer mérito 
de ella entre personas mayores de edad, perfectamente libres 
y capaces para contratar y que además ejercen el comercio, lo 
que escluye la suposición de ignorancia de sus conveniencias. 

V Que según el artículo HOT del Código Civil las conven- 
ciones legalmente celebradas forman para las partes contratan- 
tes una regla á la cual deben someterse como á la ley misma, 
precepto que autoriza al locador en el caso actual á pedir en 
la época en que ocurrió al Juzgado de acuerdo con lo estipulado 
en el contrato no solamente el pago del trimestre que los lo- 
catarios debieron entregar el 31 de Octubre, sinó también el 
de otro trimestre íntegro antes de haber espirado el que ven- 
cía el 31 de Enero lo que hace precisamente la suma por la que 
se pidió la ejecución. 

& Que además está espresamente conTenidoen el artículo C g 
del contrato, que la falta de pago de un solo trimestre que no 
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fuera abonado en la fecha correspondiente» faculta al pro- 
pietario para exigirlo por la Tía jurídica, lo que quita todo 
viso de fundamento á la escepcion alegada, puesto que si- 
guiéndoselos pagos en la forma convenida, los esposos Vigneau 
habrían debido abonar el 31 de Enero un trimestre, fuera del 
que no pagaron el 31 de Octubre. 

0* Que de lo contrario quedaría librado al arbitrio ú volun- 
tad de una sola de las partes modificar las condiciones de la 
convención sobre puntos que han sido en parte los motivos 
determinantes de ellas, pues esa sería la consecuencia de negar 
la acción ejecutiva al locador para el cobro de los arrenda- 
mientos en la forma estipulada. Que además el artículo 1578 
del Código Civil acuerda acción ejecutiva al locador de bienes 
inmuebles en términos generales, sin hacer distinción entre 
alquileres venoidos 6 adelantados, debiendo entenderse que lo 
es por los alquileres en la forma que las partes lo hubiesen 
estipulado y en su defecto como lo determina la lej. 

Considerando en cuanto á la clase de moneda en que deben 
efectuar el pago : 

idr Que aun que no forma parte propiamente de la escep- 
cion alegada, es un punto discutido y debidamente sustan- 
ciado, cuya solución una vea producida la controversia es 
indispensable para determinar la estension de las responsa- 
bilidades de los locatarios. 

í i* Que está espresamente convenido eu la cláusula primera 
del contrato que los alquileres se pagarán en oro efectivo y 
sonante, términos que revelan claramente la intención, sin 
lugar á interpretación, de poner la convención en lo referente 
al precio del alquiler, al abrigo de las eventualidades de un 
curso forzoso, es decir, de la posibilidad de la imposición de 
una moneda que no sea metálica, intención que no ha podido 
escapar á la inteligencia de los locatarios, dada su calidad de 
comerciantes y la claridad hasta redundante de los términos 
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empleados, do modo que voluntariamente » han colocado en 
el caso de no poder invocar ninguna medida tendente & susti- 
tuir las especies metálicas por moneda fiduciaria, per su valor 
escrito. 

1* Que ninguna ley prohibe esta clase de estipulaciones, 
estando por el contrario espresamente permitidas no solamente 
bajo el régimen de la antigua legislación española por la ley 
|g ( título f \ libro 10, de la Nuera Recopilación, sino por 
leyes patrias, como la del V de Mayo de 1828. cuyo artículo * 
establece que i u obligaciones contraidas por particulares antes 
del 9 de Enero de 48» fecha en que el Banco de descuentos 
fué exonerado de la conversión en oto de sus notas que hu- 
biesensido estipuladas en determinada especie de moneda, son 
obligatorias en la misma moneda en que estuvieren espresadas ; 
y el artículo & de la ley de 6 de Febrero de 1846 que dispone 
qne toda letra 6 documento que contenga obligación de pagar 
en metálico será cumplida pagándose como hasta el presente 
sn equivalente en papel moneda corriente al cambio que ta- 
ri tiempo del yago, 

1 Qne siguiendo estos procedentes legales el Código Cml 
.Jonado por el Congreso de ta Nación, estatuye en su artí- 
culo 619 que si la obligación del deudor f nese de entregar una 
suma de determinada especie 6 calidad de moneda corriente 
nacional, solo queda cumplida la obligación dando la especie 
designada ú otra especie de moneda nacional al cambio que 
corra en el logar el dia del vencimiento de la obligación. 

W Que el único fundamento alegado por los esposos Vig- 
neau para sustraerse al cumplimiento de sus obligaciones en 
la forma que la contención y la ley lo determinan, consiste en 
el decieto del Poder Ejecutivo de fecha 9 de Enero del cor- 
riente año, que establece que los billetes del Banco Nacional 
serán recibidos como moneda legal, pretendiendo darle un al- 
cance que ni la ciencia económica ni su propio testo aotorisnn. 
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partiendo de un error como dice el Dr. Moreno en bu tratado 
sobre el corso forzoso, de antigua tradición y falsa doctrina, 
vencido en el debate teórico, condenado por la enseñanza ele- 
mental do las Universidades al cual solo le falta el sello de la 
autoridad judicial para desaparecer. 

15° Que «orno se vé, el testo del citado decreto soto dice en 
su artículo 1°, qne los billetes del Banco Nacional serán reci- 
bidos como moneda legal por las oficinas nacionales y por los 
particulares, lo qne no significa otra cosa qne revestirlos con 
la facultad legal de chancelar obligaciones, que antes no tenían 
sinó como signos representativos de las monedas metálicas y 
en cnanto voluntariamente fueran recibidas mediante la cali- 
dad de ser convertibles al portador y á la vista, sin establecer 
empero, que lo sean por su valor escrito, lo que quiere decir 
que los particulares y el mismo Gobierno los recibirán en la 
forma que lo estimen conveniente ó por su valor corriente en 
plaza, porque el valor de las monedas, cualquiera que sea su 
naturaleza, como el de todas las cosas que están en el comer- 
cio, científicamente está fuera del poder de la lejislacion, la 
cual nunca podrá conseguir que se alteren las relaciones na- 
turales que se derivan de la naturaleza de las cosas. 

10" Que según estos principios profesados de mucho tiempo 
atrás por estadistas eminentes y adquiridos definitivamente 
por la ciencia económica según Maoleod; el parlamento Inglés 
que goza t según el sentir del pueblo británico, de mayor om- 
nipotencia que ningún otro, cuando el Banco de Inglaterra se 
vio en Febrero de 1797 en el caso de suspender aus pagos en 
moneda, por las dificultades de la ¿poca y los empréstitos al 
Gobierno para atender alas ingentes necesidades de la guerra, 
dictó el célebre bilí de 3 de Mayo del mismo año en el cual al 
mismo tiempo que s« establece que los billetes del Banco serán 
recibidos a la par en pago de impuestos (artículo 9) dispone 
en su artículo 7 que el pago de deudas en notas de Banco será 
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considerado como hecho en dinero contante si et ofrecida y 
aceptado oomo Ul. salvando de este modo en toda su integri- 
dad loa derechos privados que podían encontrarse comprome- 
tidos per la introducción en los cambios de la nuera especie 
de moneda (Moreno, curso forzoso), 

17* Que la aplicación de estas reglas, no es tampoco estra- 
da entra nosotros, pues cerca de dos años después de la ley 
de 8 de Majo de 1890 qne estableció que los billetes del Banco 
Nacional serian en todo el territorio do la República moneda 
corriente por sn valor escrito y del decreto del Presidente Rí- 
vadavia de 10 del mismo mes, por el que se dispuso que todo ■ 
contrato de venta, locación, préstamo, ú otro cualesquiera 
que por su naturaleza induzca obligaciones de dar á eierto 
plazo una cantidad de dinero, quedará cumplido entregándose 
la cantidad estipulada en la moneda corriente oreada por dicha 
ley, riño el decreto de 23 de Setiembre de 1837, el cual reco- 
nociendo qoe aqnel era contrario á la buena té base principal 
del comercio y de todas las relaciones sociales ; que desde su 
publicación se suscitaron muchos pleitos, etc., y por último 
que el Poder Ejecutivo Nacional no habia tenido facultades 
para derogar las leyes qne reglan la naturaleza de las obli- 
gaciones y au modo de cumplimiento, lo dejó sin valor ni efecto 
alguno en todo el territorio de 1» Provincia, habiendo al fin 
prevalecido este principio en las leyes del I o de Mayo de 1828 
y de Febrero de 1846 do que antes se ha hecho mérito. 

18° Que admitiendo en hipótesis qne el Poder Ejecutivo 
pudiera ejercer las funciones del Congreso, en cnanto A mo- 
neda se refiere, durante su receso ó por graves motivos de 
urgencia nunca podría ir mas allá de lo qne puede hacer cons- 
titueionalmente éste mismo, para el cual fijar el valor de ias 
monedas no es ciertamente determinar la relación de cambio 
en que puede encontrarse con los demás artículos, porque los 
Poderes Públicos no pueden crear valores, lo que sucedería si 
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al decreto del Ejecutivo Nacional se le hubiera de dar la os- 
tensión que se pretende; sino simplemente certificar de nna 
manera auténtica por medio del sello del Estado el peso y fino 
gue la ley asigna á cada fracción de metal empleada en la 
fabricación de moneda. 

í 9° Que de acuerdo con estos principios el carao forzoso 
impuesto á los billetes del Banco Nacional por el decreto de 
9 de Enero del año corriente, estendido posteriormente á otros 
establecimientos de crédito, no puede tener otro significado 
en primer lugar, que la obligación impuesta i tos particulares 
de recibir en pago los billetes declarados moneda legal ; y en 
segundo lugar, dispensar al banco emisor de pagar al portador 
j a la vista el valor que espresan en moueda metálica para 
salvarlo de la necesidad de liquidar, únicas dos fases que caben 
dentro de las facultades de los Poderes Públicos que adoptaron 
la medida y que revisten el carácter de órden público para que 
en obedecimiento de ella nadie pueda alegar derechos adqui- 
ridos, ya sea por loa tenedores de billetes para exigir su con- 
versión, ya por los acreedores para rechazarlos de la circulación 
como títulos de crédito desacreditados* rehusando admitirlos 
en pago de obligaciones. 

20" Que en cualquier otro sentido y si la mente del decreto 
aludido bubiese sido la de crear un valor invariable con re- 
laeion al oro haciendo obligatorio su recibo por so valor escrito 
y alterándolas convenciones particulares, sería de ningún valor 
ni efecto: I o Porque emana de un poder incompetente para 
legislar sobre monedas y fijar su valor fuera del órden pura- 
mente administrativo, pues esta función está esclusivamente 
atribuida al Congreso por el articulo 67 de la Constitución 
Nacional; 2? Porque un decreto carece de fuerza derogatoria 
de leyes emanadas del Congreso Nacional lo que solo puede 
tener lugar en virtud de otra ley según espresamente lo dis- 
pone el artículo 17, título preliminar De las Leyes, Código 
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Cifil ; 3° Porque te autorización pira solventar obligaciones 
contraídas á oro, es decir que representan una cantidad deter- 
minada en peso y fino de metal precioso, que tiene también un 
determinado valor de cambio con títulos de crédito que repre- 
sentan actualmente menos de una tercera parte de su valor y 
que pnede llegar i no representar valor alguno como sucedió 
con los bonos territoriales de los Estados Unidos emitidos 
durante la guerra de su independencia ó el papel moneda emi- 
tido en Francia en Abril de 1790 con el nombre de asignados, 
implica en el fondo una privación de la propiedad en propor- 
ción igual i la depreciación de esa moneda, lo que es contrario 
al precepto del artículo 17 de la Constitución Nacional y que 
de consiguiente está aún fuera de las facultades del mismo 
Congreso, quien solo pnede crear impuestos para atender los 
Berridos de la Nación proporcional mente iguales para toda 
ella; 4* Porque aún en la hipótesis de admitírsele como una 
disposición de necesidad sujeta & la aprobación del Congreso, 
no puede dársele efecto retroactivo para modificar la intención 
de las partes en las obligaciones contractuales. 

21° Que contra el argumento que se aduce para sostener esta 
última interpretación del decreto, de que el curso forzoso nace 
en circunstancias estraordinarias como un recurso estremo 
para contraTestar los deplorables efectos de las grandes orisis 
y atender premiosas necesidades del erario público, un cata- 
clismo económico en fiu, al qne es práctico someterse como 
una suprema necesidad de órden público, basta tener presente 
lo que la esperiencia de todos los países y nuestra propia espc- 
riencia, obedeciendo á las leyes naturales que rigen los valores, 
lo ban convertido en una mera abstracción, pues desde el 
mismo instante en que el billete de banco deja de ser con- 
vertido pierde su valor relativo, de modo que la práctica de los 
negocios notoria y públicamente observada, es fijarlos precios 
de todos los valores cambiables teniendo en consideración esa 



DE JUSTICIA RACIONAL 



83» 



depreciación, y la de los Gobiernos pagar sus deudas publicas 
en oro comprándolo en caso necesario al precio corriente en 
plaza, de donde resulta que el orden público consistiría en 
aceptar las obligaciones contraídas con anterioridad al cnrso 
forzoso puesto que loa posteriores buscarán su nivel contra 
toda ley ó previsión de las autoridades públicas, lo qne es 
manifiestamente inequitativo. 

22? Que de acuerdo con estos principios la Corte Suprema 
de la Nación ha consagrado su jurisprudencia después de la 
ley de 16 de Octubre de 1876 que dió curso legal á los bille- 
tes del Banco de la Provincia, que no habiéndose establecido 
en parte alguna, que dichos billetes sean recibidos por su valor 
escrito y no estando prohibidas las estipulaciones á oro, los 
documentos estendidos en esta forma no quedan cumplidos 
sioó pagándose en la moneda estipulada 6 su equivalente 7 de 
ningún modo con billetes por su valor escrito (serte 2 a , tomo 11, 
página 35) y bus fallos como lo ha resuelto la misma Corte, 
deben servir de regla para los casos análogos. 

Por estos fundamentos, fallo : no haciendo lagar i la escep- 
cion de inhabilidad del titulo opuesta en el escrito de foja 38 
y declarando que la obligación de los esposos Vigneau debe 
cumplirse en oro sellado 6 su equivalente en billetes de curso 
legal. En su consecuencia, llévese adelante la ejecución hasta 
hacerse trance y remate de los bienes embargados y con su 
producto íntegro pago al acreedor del capital intereses y costas, 
Notifíqnese original. 

Virgilio Jf. Tedin. 

falle ato I» ttopem* forte 

Buenos Airei, Julio 17 de 1886. 

Y vistos, resulta: 

Que Don Eugenio Pérez del Cerro dió en arrendamiento d 
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los esposos Vjgneau por el término de cinco años, el almacén 
de la calle Victoria número doscientos dos t obligándose aque- 
llos á pagar la cantidad de cuatrocientos pesos moneda nacional 
oro efectivo y sonante mensuales, de alquiler. 

Qoe dícbos esposos pretenden pagar los alquileres vencidos 
con billetes de corso legal por su valor escrito, fondados en 
el decreto de nueve de Enero de mil ochocientos ochenta y 
cinco, y en la ley de quince de Octubre del mismo año, apro- 
batoria de dicho decreto. 

Que á esta pretensión se opone Peres del Cerro» sosteniendo 
que la obligación no quedará cumplida, sioó dando en pago 
oro efectivo, 6 su equivalente eu billete» de curso legal. 
Y considerando : 

Primero: Qoe por el decreto de nueve de Enero de mil ocho- 
cientos ochenta y cinco, no so lija el valor porque deban reci- 
birse los billetes de Banco; pues se limita á autorizar su 
inconversíon t y & hacer obligatorio su recibo, como moneda 
legal, por las oñcinas nacionales y por los particulares. 

Segundo: Que si bien por la primera parte del articulo ter- 
cero de la ley de quince de Octubre, se dispone : que las obli- 
gaciones anteriores á la fecha de dicho decreto, contraídas ú 
moneda nacional oro, podrán ser chanceladas en billetes de 
curso legal por su valor escrito; por la segunda parte del 
mismo articulo se esceptúan de esta disposición las contraidas 
con designación de moneda especial, las cuales podrán ser 
chanceladas eu billetes de curso legal por su valor corriente 
enplazaeldiade su vencimiento. 

Tercero; Que loa términos del contrato celebrado por los 
esposos Yigneau, escluyen del pago de la obligación toda es- 
pecie de papel, según lo demuestran claramente las palabras 
oro efectivo y sonante, agregadas á la designación de la mo- 
neda estipulada como precio del alquiler ; pues esas palabras, 
así como las de oro sellado ú oro metálico, que se emplean 
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comunmente en loa contratos á oro, se han hecho necesarias 
y de uso común en ol comercio para establecer de una manera 
inequívoca, que la intención de I&4 partes es excluir de la 
obligación el pago en billetes de papel, ó en cualquier otra 
moneda que no sea de oro efectivo. 

Cuarto: Que el referido contrato de foja primera se halla 
precisamente en este caso, y por lo mismo, comprendido en la 
segunda parte del artículo citado, no pudiendo en su conse- 
cuencia, chancelarse la obligación en él contenida, eínó dando 
en pago oro efectivo, ó su equivalente en billetes de curso 
legal por su valor corriente en plaza el dia de su vencimiento. 

Por estos fundamentos, y loa concordantes espuestos por el 
Juez a tfuo f se confirma la sentencia apelada de foja cuarenta y 
siete vuelta, con coatas. Notifíquese con el original y repues- 
tos los sellos, devuélvanse. 



J. B. COROSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. 
— FEDERICO 1BARGUREN. 
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CAIA I#S 



Saturnino Ifnsup é hijos, contra IK Carlos Castagno; sobre 
obligación de pagar pesos fuertes oro sellado. 



Sumario. — la obligación do pagar cantidad do pesos fuertes 
oro sellado, tiene que ser satisfecha en moneda nacional de 
oro equivalente, ó en billetes de curso legal por igual valor. 



Caso. — Se refiere en el 



Y visto»: en la ejecución seguida por el representante deD. 
Saturnino Uozué ó hijos contra D. Carlos Castagno, por tres 
mil semientas setenta y seis pesos con sesenta centavos fuertes 
oro sellado, con mas el interés basta el día del pago, resulta : 

Qne decretado el auto de sol vendo y notificado ú Castagno, 
éste en el acto de ta notificación entregó al Secretario del Juz- 
gado un rale del Banco Provincial de Entre Kioa por valor 
de (3766) tres mil setecientos sesenta y seis pesos con ochenta 
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y seis centavos moneda nacional y doce pesos con dos centa- 
vos en billetes del Banco Nacional. 

Corrida vista al ejecutante, éste pidió se citase de remate 
al ejecutado. 

Castagno en el término legal opuso la escepcíon de pago 
fundada en que había consignado la suma debida después de 
ofrecerla al acreedor al tiempo de evacuarse el protesto ; y 

Considerando : 

Que para que la obligación seguida de consignación surta 
los efectos del pago, se requiere qne aquella se haga de la 
totalidad de la suma exijible de los intereses vencidos y de 
los gastos; y que esta suma se deposite en el lugar designado 
por la ley para recibir las consignaciones (articulo 949 in- 
ciso 3 n , y 950 inciso 2°, Código de Comercio). 

Que obligándose 1). Cirios Castagno por el documento de 
foja 1 á pagar una cantidad de pesos fuertes oro sellado, para 
quo la suma consignada en billetes moneda nacional llenase los 
requisitos legales en cuanto á la cantidad, era necesario que esa 
suma fuese equivalente á la contenida en la obligación según 
el cambio en el dia del vencía» to de ésta, como lo dispone el 
artículo 619 Código Civil. 

Que la misma parte de Castagno en su escrito de escepcion 
confiesa que la suma consignada solo es numéricamente igual 
á la contenida en el pagaré y no en su valor real ; pues sos- 
tiene, que según los decretos del Poder Ejecutivo y la ley de 
curso forzoso, las obligaciones á oro anteriores á esas dispo- 
siciones pueden ser satisfechas en billetes del Banco Nacional 
por su valor escrito; y que él ha cumplido ofreciendo al acree- 
dor y depositando una cantidad igual en esos billetes conside- 
rados como oro, con mas el 3,33 por ciento, por la diferencia 
entre pesos fuertes y pesos nacionales. 

Que el decreto del Poder Ejecutivo de nueve de Enero apro- 
bado por la ley de Octubre del corriente año, se ha limitado 
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i declarar que los billetes emitidos por el Banco Nacional son 
moneda legal pura las oficinas nacionales j particulares, es 
decir, que no pneden ser rechazados en la solución de las obli- 
gaciones por el hecho de ser inconvertibles ; pero no les ha 
asignado ni ha podido asignarles un valor ; no ha declarado 
que tengan poder solutorio por su valor escrito. 

Que la ley de curso fortoso tampoco leí ha dado ese poder 
chancelatorio para todas las obligaciones, sinó tan solo para 
las contraidas con anterioridad al decreto mencionado, á mo- 
neda nacional oro, que no asignen una moneda especial para 
el pago. 

Que esta escepcion al principio que rije las obligaciones, de 
dar sumas de dinero de determinada especie consagrado en el 
artículo 619 citado del Código Civil, en armonía con los pre- 
ceptos de la ciencia económica, discutible del punto de vista 
constitucional, debe ser estrictamente interpretada, limi- 
tándola á los términos espresos de la ley, según los cuales no 
está comprendida en ella la obligación estipulada de pagar 
pesos fuertes oro sellado, la cual por lo tanto debe ser cfaan- 
celada en moneda de oro de curso legal en el país ó en billetes 
del Banco Nacional por el valor que hubiesen tenido en plaza 
el día del vencimiento. 

Que de la prueba rendida resulta que el 4 de Julio próximo 
pasado, dia del vencimiento de la obligación, los billetes del 
Banco Nacional , no eran recibidos á la par con el oro, teniendo 
este un premio de 30 $ y 90 centavos por ciento sobre aquellos. 

Que por consiguiente no se ha consignado la totalidad de la 
suma debida como debió consignarse para que surta los efectos 
del pa?o. 

Que por otra parte la consignación no ha sido hecha en el 
Banco Nacional, que es el designado por la lej de 5 de No- 
viembre de 1872, articulo 23, para los depósitos judiciales. 

Por estas consideraciones, declaro que el ejecutado no lia 
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probado laeacepcion de pago que ha opuesto, y fallo mandando 
se lleve adelante )a ejecución, con costas. Hágase saber original 
7 repónganse los sellos. 

M. de T. Pinto. 



Buenos Aires, Julio 17 de 1886. 

Vistos y considerando : 

Primero; Que por el decreto de nueve de Enero de mil 
ochocientos ochenta y cinco no se fija el valor porque deban 
recibirse los billetes de Banco - pues se limita á autorizar su 
. incon versión, y á hacer obligatorio su recibo, como moneda 
legal por las oficinas nacionales y por los particulares. 

Segundo: Que si bien por la primera parte del articulo ter- 
cero de la ley de quince de Octubre, se dispone : que las obli- 
gaciones anteriores á la fecha de dicho decreto, contraídas á 
moneda nacional oro podrán ser chanceladas con billetes de 
curso legal por sn valor escrito; por la segunda parte de 
dicho artículo se esceptúan de esta disposición las contraídas 
con designación de moneda especial, las cuales podrán ser 
chanceladas en billetes de curso legal por su valor corriente 
en plaza el día de su vencí mentó. 

Tercero : Que los términos del documento de foja primera 
escluyen del pago de la obligación toda especie de papel, según 
lo demuestran claramente las palabras ora sellado, agregadas 
á la designación de la moneda estipulada en él ; pues esas 
palabras, así como Jas de oro efectiva tí oro metálico, que se 
emplean comunmente en los contratos á oro, se han hecho ne- 
cesarias y de uso común en el comercio para establecer de una 
manera inequívoca, que la voluntad de las partes es escluir 
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1» obligación «1 pago m papel, ó en cualquier otra moneda 
que no sea de oro efectivo. 

Cuarto .* Que U obligación, cayo cumplimiento se reclame 
se halle, pues, en este caso, y por lo mismo comprendida en 
la segunda parte det artículo citado, no solo por la Tazón es- 
pnesta en el considerando anterior, trinó también porque está 
contraída á fuertes, f el peso fuerte es ana moneda especial, 
oreada por la ley de Teinte y nueve de Setiembre de mil ocho- 
cientos setenta y cinco, que no se halla en circulación en la 
República, desde que fué desmonetisada por la ley de cinco de 
Noviembre de mil ochocientos ochenta y uno, y por consi- 
guiente no puede ser aquella ehanoelada, sinó dando en pago 
la misma especie de moneda convenida, 6 su equivalente en 
billetes de curso legal por su valor corriente en plaza el día de 
su vencimiento. 

Por eetos fundamentos y los concordantes del Juez a quo, 
se confirma con costas la sentencia apelada de foja cincuenta 
y cuatro. Notifíquese con el original y devuélvanse, previa 
reposición de sellos. 

J. B. GOMMTUGA. — J. DOHTflGUEZ. 
— FEDERICO tBARGCREN. — C. S. 
DE LA TORRE. 
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fían Antonio JT Silva, contra D* Vicente Craviotti; sobre in- 
terdicto de retener ta posesión. 



Sumario.— I a T.a posesión de un inmueble tenida por me- 
dio de tercero, dá derecho para entablar contra el turbador de 
ella, el interdicto de retener. 

9" Si por el abandono del tercero, el turbador se ba apode- 
rado del inmueble durante el juicio, debe este ser obligado á 
devolver la posesión, j condenado a no inquietar en ella al 
poseedor. 



Caso. — Se refiere en el 

ruit M Jims Mml (ad hoc) 

Bueno» Aires, Agosto 92 de 1883. 

T vistos estos autos promovidos por el Dr. D. Antonio M. 
Silva, solicitando se le ampare en la posesión de un campo que 
posee en el partido del Baradero, por intermedio de su ar- 
rendatario D. Domingo Elfo Muñios, j cuya posesión se le pre- 

T, XXI. 17 
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tendo quita» por D. Vicente Craviotti. quien ha demandado y 
obtenido contra este, anto de desalojo, dictado por un Juez de 
Provincia, y á fin de que se le ampare en la posesión, vienen 
deducir el interdicto de retener, con arreglo al artículo 337 
de la Ley de Procedimientos. 

Deducida la demanda, el Juzgado cito á las partes á un 
comparendo verbal, con arreglo al artículo 332, y en el que 
espuso el demandaute: que deben considerarse únicamente 
los hechos que demuestran los estreñios eligidos por la ley 
para que la acción deducida tenga lugar ; es decir, la posesión 
actual por intermedio do su representante, y el hecho de que 
se le pretende turbar en la posesión ; que el primer hecho lo 
demostrará haciendo traer los documentos que ha pedido y 
pedirá al final, y el segundo también lo demostrará en caso de 
negarlo el demandado; que el caso es de jurisdicción Federal, 
porque no viene á pedir que el juez revoque ó modifique las 
sentencias dictadas por los Tribunales de Provincia sino que 
se le mantenga en la posesión que tiene, ordenando al deman- 
dado se abstenga de inquietarlo valiéndose de procedimientos 
clandestinos, como son todos los que emplea contra su ar- 
rendatario, sin su conocimiento; que tampoco es un caso 
nuevo, pues ha ocurrido un caso análogo en la Provincia do 
Salta, en que unos individuos por juicio ante un Juez de Pro- 
vincia, quitaron la posesión al arrendatario, y habiéndose pre- 
sentado al propietario deduciendo el interdicto de despojo, la 
Suprema Corte ordenó al Jue* Federal, que repusiera al pro- 
pietario despojado en la persona de su arrendatario. 

El demandado contestó: que ante todo debia precisarse 
cual era el terreno reclamado ; que supone sea el que aparece 
en Torma de triángulo al fondo de su campo, marcado en 
el plano de foja 21 del espediente agregado; sobre lo que ne- 
cesitaba una contestación de la contraria. El demandante 
confesó que era ese el terreno materia del interdicto, conti- 
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i. uaixlo en su aposición el demandado : que niega en tal caso 
la posesión que se atribuye a D" Florencia Troncoso, cau- 
sante del Sr. Silva, pues que dicha Sra. se ha dicho heredera 
de JX Sebastian Machado y como tal solo tiene derecho a loa 
campos que se encuentran al fondo de su terreno, según se 
puede ver en el plano recordado; que este hecho quedó esta- 
blecido por la aprobación de la mensura de dicho campo ; que 
suponiendo que Mullios hubiera penetrado indebidamente en 
el campo de Craviotti, esa posesión la había perdido en 1869 
en que D. Julio Jardel pidió y obtuvo la posesión de todo el 
campo de Machado ; que no es exacto que Muímos fuera ar- 
rendatario del demandante, pues en un juicio seguido por 
aquel contra Jardel, recobró la posesión perdida, alegando 
que estaba en el campo y lo poseía á título propio y como ce- 
sionario de varios herederos; que reintegrado en la posesión 
la estendió á la fracción en cuestión, impidiéndoselo el deman- 
dado, trabándose con ese motivo el pleito, sosteniéndose por 
Muiños que era dueño del campo por haberlo adquirido por 
prescripción, pues lo había poseído ú título de dominio y como 
dueño, durante mas de treinta años, en cuyo pleito fui ven- 
cido, teniendo conocimiento el demandante ; que esa misma 
pretensión la ha tenido en el espediente que existe ante la 
Camarade Apelación de la Capital; que el juicio iniciado por 
el demandante tenía por objeto impedir á na Juez de Provincia 
la ejecución de su sentencia, cosa que no podía hacer el Juz- 
gado, sin invadir las atribuciones propias de la justicia ordi- 
naria; que el precedente citado se refería á un juicio sumario 
pero que no podía aplicarse á un juicio ordinario como el 
seguido entre Muiños y Craviotti y concluyó pidiendo so 
rechazara la demanda con costas, y se agregasen como prueba 
de la exactitud de los hechos referidos, los documentos que 
indicó. El demandante replicó : que el *orreno es el compren- 
dido en el triángulo á que se lia hecho referencia, debiendo 
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agregar que también se estendía á sus adyacencias, en lo que 
forma la chacra conocida por de M niños; que no debía en- 
trar á discutir los títulos, porque nada tienen que ver tra- 
tándose de un juicio posesorio, en que solo debe averiguarse 
el hecho de la posesión y la turbación que pretende hacerse ; 
que comprobada la turbación por la misma confesión del de- 
mandado, solo faltaba demostrar que Mutuos había poso ido i 
su nombre y como arrendatario, lo que quedaría probado con 
traer el espediente que indicaba y los demás documentos cor- 
relativos ; que el hecho invocado en el pleito con Jardel en 
nada le perjudicaba, porque Muiúos no le habia atribuido la 
propiedad del campo en juicio contra el demandante, y no le 
importaba averiguar cuáles eran las pretensiones que hubiera 
alegado para recobrar esa posesión ; que con posterioridad á 
esa feoha habia obtenido auto de desalojo contra su arrenda- 
tario, quedando reconocido como dueño. 

Habiendo el juez titular escusádose, el infrascrito llamó & 
las partes á juicio verbal con el objeto de esclarecer ciertos 
hechos para resolver el asunto. Preguntada la parte de Cra- 
viotti si reconocía que Huí ños poseía en tiempo de la de- 
manda el triángulo H ( I, J y sus adyacencias, contestó : que 
solo reconocía la posesión del triángulo y que esta posesión 
la habia adquirido después de la demanda, en virtud de) aban- 
dono que Muiños habia hecho. En ese acto convinieron las 
partes en seüalar como máiimun de tiempo para demos- 
trar sus asertos, el término de noventa días á contar desde la 
fecha. £1 Juzgado admitió el procedimiento adoptado por las 
partes, no obstante lo dispuesto por el artículo 334 de la ley 
de Procedimientos, que ordena fallar el asunto dentro de tres 
dias, en virtud de estas consideraciones que necesita fundar, 
para salvar su resposabilidad : i* que los interdictos conce- 
didos por la ley, i los que tienen acciones posesorias que 
deducir, son recursos introducidos en favor de los poseedo- 
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res, á fin do que por un procedimiento breve y sumario, sean 
establecidos ó" amparados en la posesión; 2" que lo son 
también en favor de los que adquirieron la posesión, á fin de 
bacer cesar brevemente la incertid timbre de su nueva posesión ; 
3° que un beneficio concedido a favor de ambos litigantes, para 
resguardar sus intereses individuales, puede ser renunciado sin 
que se entienda que se altera una ley de orden público ; 4* 
que la ley al determinar al juez que debe fallar el asunto 
dentro de tres días, ha supuesto que todas las pruebas se hu- 
bieran producido en el juicio, encontrándose el juez habilitado 
para fundar su decisión, pero no le ha prohibido recibirlas 
posteriormente en el caso de que los mismos lo pidieran, por 
no haber podido bacerlo cu el juicio. 



Hechos probados 



Insultando de la pueba producida: 1" que del testimonio 
de la sentencia corriente en copia á foja 38, pronunciada por 
el Juez de V Instancia del Departamento del Norte en 30 de 
Enero de 1882 y confirmada por la Cámara de Apelaciones en 
20 de Julio del mismo ano, resulta: que demandado D. José E. 
Muiños por D. Vicente Cranotti por reivindicación del campo 
que ocupa, y sobre el que versa el interdicto de retener, dedu- 
cido por Silva, sostuvo el demandado Mutños, que dicho campo 
le pertenecía á título de dominio, por haberlo poseído para sí, 
como señor y dueño por mas de treinta años, trayendo testigos 
para probar esos hechos ; 2° que esos testigos fueron tachados 
por Craviotti, habiéndose dado por probadas las tachas é inva- 
lidadas sus declaraciones, quedando sin demostrarse la posesión 
á título de dominio que pretendía tener Muñios; 3" que el 
hecha de atribuirse M« i ños la propiedad del campo está de- 
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mostrado por la dilijenoia de mensura que se cita en el 7° 
considerando de la sentencia, en donde se afirma que fué pro- 
testada ú observada por este ; A" que consta de los certifi- 
cados que corren i fojas 55 y siguientes, que habiéndosele 
intimado el desalojo del campo en 1809 a petición de Jardel, 
Muiños resistió dicho desalojo, presentando un título de do- 
nación á su favor de la mitad de los derechos que correspon- 
dían á D. Vicente, 1). Domingo y D" María Leondína Tron- 
eoao, otorgado en el Baradero ante el Juez do Paa en Sfl de 
Junio de 1837, y otro título de venta otorgado por D* Mag- 
dalena Pintos en 1843; 5 o que en virtud de esos títulos fué 
restablecido en la posesión de que habia sido privado, orde- 
nándole así por dos sentencias conformes ; o que en él escrito 
presentado por Muiños en 1869 y cuya copia certificada corre 
ú fojas 51 y siguientes, se atribuye la propiedad del mencio- 
nado campo, á mérito de los títulos a que hace referencia ; 
7* que del certificado de foja 78 consta que Muiños se presentó 
en 5 de Octubre de 1880 solicitando la mensura del campo, 
como comprador de los derechos de 1>" Magdalena PintoB ; 8° 
que del testimonio del escrito presentado por Muíaos, corriente 
á foja 94, en el juicio promovido por el Dr. Silva, aquel se 
atribuye la propiedad de los campos como adquirente de los 
derechos que corresponden á varios herederos, sin espresar, es 
cierto, si esa propiedad se estiende al campo reclamado por 
Silva, y que es objeto de este juicio ; 9 o que se deduce de los 
términos de aquel escrito, que hace referencia á los derechos 
que adquirió por donación y compra, y de que se ha hablado 
en el resultando cuarto, pues no debía suponerse que se atri- 
buyera derechos propios de dominio al campo en cuestión, desde 
que había reconocido ser arrendatario de él i 10^ que del tes- 
timonio corriente & foja 108 consta que Muiños arrendó el 
campo en cuestión en el año de 1837, ú D. Francisco Mena y 
su esposa D* Florencia Troucoso, á la que lo correspondía por 
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herencia do su pidre I). José Tro» coso; que por eso contrato 
se obligaban ambas á venderle el campo de que se llamaban 
dueños, una vez que Be hubieran esclarecido sus derechos ; 
11 a que en II de Mirto de 1862 se presentó Muiños ante el 
Juez de I* Instancia en los autos que seguía con su arrenda- 
dora reconociendo la verdad del contrato de arrendamiento, 
sosteniendo su validez y duración y alegando haber pagado 
religiosamente los arrendamientos convenidos cu el contrato, lo 
que demuestra de una manera evidente, que se reconocía 
poseedor precario, poseyendo para el dueño del campo; 12° 
que el mismo Muiños se reconoce y confiesa ser arrendata- 
rio de la Troncóse en las fojas 11 1 vuelta, H7 vuelta, y 120 
y 120 vuelta; 13" que siguiendo este pleito se declaró en 10 
de Octubre de 1862 subsistente el contrato do arrenda- 
miento por sentencia de la Cámara de Apelaciones y cuya 
copia corre á foja 128; 14* que habiendo adquirido Silva los 
derechos que correspondían á la Sra. Troncoso, celebró con 
Muiños uua transacción en 10 de Octubre de 1878, en que de 
común acuerdo declaraban rescindido el contrato de arrenda- 
miento, reconociendo por este hecho, la propiedad adquirida 
por Silva y teniendo el campo á su nombre basta que fuera 
desalojado; 15" que no obstante esta transacción y recono- 
cimiento, continuó Muiños poseyendo el campo, hasta que en 
Diciembre de 1880, foja 138, se distó i petición de Silva, el 
auto de lanzamiento contra Muiños, fundándose en que por 
la transacción de foja 878 este había renuuciado ai contrato 
de arrendamiento y que nada tenían que oponer á lo que 
hicieran los dueños del campo; copia de la sentencia de foja 
130; 16° que á pesar de estas resoluciones continuó poseyendo 
Muiños, no habiéndose efectuado el lanzamiento, por causas 
que se ignoran, y ha poseído el campo en cuestión hasta después 
de Julio del año próximo pasado, cu que siendo vencido ene) 
juicio con Craviotti abandonó la posesión según lo atirmaeste. 
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Junsdicctoti 

En el juicio verbal se lia cuestionado la jurisdicción de este 
Juzgado para entender y resolver este asunto, fundándose en 
que es fallado ñor la justicia provincial, existiendo dos sen- 
tencias conformes, y aunque no se ha deducido como una es- 
copetan previa, el juzgado debe resolverla, porque no esten- 
diéndose la jurisdicción federal sinó sobre las personas y cosas 
que le están espresamente sujetos, y en aquellas causas tam- 
bién espresamente determinados, debe pronunciarse sobre 
cualquier punto de jurisdicción que so discuta. 

En efecto, las sentencias á que se hace referencia en el pri- 
mer resultando, han decidido el asunto que seguían sobre rei- 
vindicación de este mismo campo entre Craviotti y Muñios, 
dando por resultado haber sido vencido este conformándose con 
la sentencia, y abandonando el campo, antes que hiciera» 
efectiva la orden de desalojo. Pero de esa misma sentencia 
consta, que Muímos litigaba la propiedad del campo á nombre 
propio, como dueño y no como arrendatario de Silva. 

Trabado el pleito en esas condiciones y siendo el asunto de 
jurisdicción ordinaria, La Justicia Federal no habría podido 
alterar la cosa juzgada que se hubiera establecido, sinó en los 
casos determinados en el articulo 14 de la ley de Procedimien- 
tos ; pero tratándose de la misma cosa, entre personas com- 
pletamente distintas y deduciéndose acciones diferentes, faltan 
los elementos necesarios para que la sentencia pueda ser obli- 
gatoria, respecto de personas que no han intervenido en el 
asunto. En efecto, el pleito fallado por la justicia ordinaria es 
entre Craviotti y Muiños, sobre la propiedad de este mismo 
campo, mientras que en este intervienen Silva y Craviotti y 
es sobre la posesión del mismo ; y para que la cosa juzgada 
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pueda aplicarse como escepcion perpetua, es necesario que sea 
entre las mismas personas, sobre la misma cosa, reclamándola 
con la misma acción. 

No puede, pues, sostenerse que cu este caso la Justicia Fe- 
deral vaja A entender en un asunto fallado y concluido por 
ante la justicia provincial, impidiendo de esu manera la eje- 
cución de sus sentencias, siendo fuera de lugar entrar á discutir 
el caso á que se ha querido equiparar ocurrido en Salta y ci- 
tado por la parto de Silva. 



Interdicta de retener 



Para que el interdicto de retener ó de ser mantenido en la 
posesión tenga lugar, con arreglo al artículo 327 de la Ley de 
Procedimiento, ea necesario que se tenga la posesión en el 
momento de la demanda, y que se trate de turbarla. El se- 
gundo estremo está confesado por el mísm? demandado* ba- 
tiendo agregado que al presente se enenentra en posesión del 
mismo campo, que solo intentaba poseer al tiempo de la de- 
manda* £1 segando estremo esté también, confesado por el 
demandado con la diferencia esencial de que reconoce la pose- 
sión de M niños, negándola al demandante. Es necesario averi- 
guar si Mu ¡ños poseía a nombre de Silva y si los actos poste- 
riores que ha verificado, atribuyéndose la propiedad esclusiva 
del campo, lian podido hacer perder la posesión al propietario. 
Pero ante todo debe establecerse que habiéndose cambiado la 
posición del demandado, por haber adquirido la posesión des- 
pués de ia demanda, posesión que solo intentaba adquirir 
entonces, y que por propia autoridad la ha tomado durante el 
pleito, estos hechos no podrían perjudicar al demandante que 
no conseguiría su objeto con el interdicto de retener deducido, 



FALLOS DE LA &UPHENA U'ttlfc 



tratándole de una posesión que ya ha adquirido el demandudo, 
debiendo por lo tanto resolverse el asunto* como si se tratase de 
un interdicto de recuperar, que es el único que daría el resul- 
tólo que se proponía, dado el estado actual del asunto. 



Posesión por medio fie tercero 

l'ara la adquisición de la posesión, los principios aceptados 
por nuestro Código difieren esencialmente de la jurisprudencia 
francesa, porque en esta lcjislaciou se adquiere la posesión di- 
ta cosa por solo ul título traslativo de dominio, sin acto csto- 
terior que la compruebe ; mientras que por nuestro Código se 
necesita la tradición para adquirirla, y solo por cscepcion se 
adquiere sin ella, en determinados casos. 

Examinemos los hech"s producidos, para averiguar en se- 
guida, si ha podido adquirir Silva la posesión del campo arren- 
dado por Ja Sra. 'i" roncos». 

El contrato de arrendamient» celebrado cuu la Sra. Troncoso, 
dueña del campo y á que se refiere el resultando décimo, de- 
muestra que Huirlos comenzó á poseer á nombre del propie- 
tario, y como poseedor precario; que en esta calidad continuó 
poseyéndolo, habiendo sostenido serlo, en 1802 en el plcitu 
que siguió con la arrendadora, que pretendía rescindir el con- 
trato y recobrar el campo, habiendo confirmado estas preten- 
ciones, dos sentencias de lo-t tribunales do Provincia que asi 
lo declararon, como se refiere en los resultandos diez, once y 
doce ; que continuó en esta posesión precaria, teniendo el cam- 
po para su propietaria hasta IK78 en que presentándose Silva 
como adquírente de los derecho-i de la Sra. Truncuso, celebró 
la transacción á que se refiere el resultando catorce, recono- 
ciendo á este como dueño del terreno, y dundo por rescindido 
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el contrato de arrend amiento. Kt reconocimiento de la propie- 
dad del campo que Muiñoa poseía para la Troncóse en ta po- 
sesión de su adquirente Silva, tiene por efecto hacer que la 
posesión continúe para el nuevo adquirente. La tradición en 
eatt'caso no es necesaria para adquirir el dominio o mas bien 
dicho se ha operado por el reconocimiento del inquilino, por- 
que, como lo establece el artículo 37, título 2°, libro 3 o , Código 
Civil no se necesita Ue tradición para adquirir la presión en 
los casos en que el propietario por un acto jurídico haya trans- 
ferido el dominio al que la tunia en su nombre, ó cuando el 
poseedor ha comenzado á poseerla por otro. 

La ley Romana había consagrado el mismo principio, que 
reprodujo la ley 47, título 28, partida 3\ y que nuestro Có- 
digo ha incorporado en la primera parte del artículo citado. 
La ley £>% § 5 o , título f", libro 41, Digesta, decía: t Hay casos 
en que la simple voluntad sin tradición, basta para transferir 
la posesión de una cosa; por ejemplo, si os vendo una cosa 
que anteriormente os había prestado, alquilado <5 depositado. 
Porque aunque no os haya entregado esta cosa á título de 
compra, por lo mismo que os la dejo á este título, os trasmito 
la propiedad». 

La segunda parte del artículo citado, tiene también su orí- 
gen en la ley 18, título 2", libro 41, Digesto, estableciéndose 
que tampoco hay necesidad de tradición, cuando el que posee 
4 nombre del propietario, principia á poseerla a nombre de 
otro. 

Y refiriéndonos ú lo que sucede ordinariamente, se ha con- 
siderado y considera como suficiente posesión para ejercitar 
todos los derechos que trae consigo, el título traslativo de do- 
minio, y el reconocimiento del que ocupa la cosa ¿ nombre del 
propietario; y la posesión se adquiere por el simple título, 
cuando la cosa vendida está desocupada. Así en nuestras tran- 
sacciones dianas se venden y compran campos distautes y 
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en diversas provincias siu que los adquirentes se cuiden de 
exigir ta posesión material, y ejercen en casos necesarios las 
acciones posesorias, reputándose verdaderos poseedores, fun- 
dados sin duda en el artículo 33, título 2 o , libro 3", Código 
Civil, que reputa hecha « la tradición de los inmuebles sin 
haber adquirido la tenencia de ellos, cuando eatán libres de 
toda otra posesión y sin contradictor que se oponga i que el 
adquirente la tome». 

Y la posesión se adquiere por el acto traslativo del dominio 
y el reconocimiento que hiciere el tenedor de la cosa, como lo 
establece el artículo 2", título y libro citado. Muifios como 
arrendatario de la Kra. Troncóse, reconociendo la propiedad 
de la cosa en el Dr. Silva que la había adquirido, venia á 
constituirse en representante del propietario y á poseer para 

él. 

La condición de poseedor, era de ubsoluta necesidad para 
tener derecho á deducir una acción posesoria, y por esta razón 
la hemos examinado detenidamente. Pero se sostiene por el 
demandado, que Sluíños poseía a nombro propio, como verda- 
dero dueño, y que en tal caso Silva no tendría derecho para 
deducir una acción posesoria. Y se ha demostrado en efecto, 
que Muñios so ha atribuido repetidas veces y en juicios diver- 
sos la propiedad del campo , pero no so lia probado que esta 
pretensión la hubiera manifestado en juicio con el propietario, 
y por el contrariaba quedado evidentemente establecido, que 
en dos ocasionen se ha reconocido y confesado como poseedor 
precario á título de arrendamiento, habiendo litigado con el 
propietario por establecer ese carácter, así como el reconoci- 
miento hecho al nuevo adquirente, con quien convino judicial- 
mente en dar por concluido el arrendamiento. 

Por otra parte, Muifios no podía cambiar por su propia vo- 
luntad la cansa de su posesión. La máxima del Derecho Romano : 
tierno sibi causa postesionis mulare polest, ha sido incor- 
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porada á mies tro derecho en el artículo 3\ título 2<\ litro 3 o , 
Código Civil. 

En la posesión que se tiene j cent huía por intermedio de un 
tercero, ejercemos nosotros mismos el animus possidemli ; y el 
corpus ó la cosa, la tenemos por intermedio del tercero; es por 
esta razón que el animus se pierde únicamente en )a persona 
del verdadero dueño, y el corare solo en la persona del repre- 
sentante. Con relaciona la cosa poseída, si el tercero es espul- 
sado ó desposeído, como el dueño es el que tiene la posesión 
jurídica, él es el que la pierde, y tiene derecho & los interdictos 
posesorios para recobrarla. 

Residiendo el animus en el propietario y la posesión material 
en ul representante, se deduce claramente que lasóla intención 
de este no puede cambiar y hacer perder la posesión ; sería 
necesario (como lo dice Wodon en su tratado sobre la pose- 
sión) que hubiera algún hecho de naturaleza tal, que pudiera 
hacerla perder. Así dice el mismo autor en el tomo 1", n° 293 
«desde que la adquisición de la posesión se hace, importa poco 
el animus del representante. El Derecho Komano aplicaba el 
principio escopcional, que so reproduce cada voz que hay clan- 
destinidad: prediorttm pmesio animo solo retinetur, así como 
el principio concordante: solo animo nemio sibi possessionis 
causa muiarc. En su consecuencia cada vez que el repre- 
sentante quería apoderarse de la posesión clandestinamente, 
abandonarla, ú obtenerla para otro, se le consideraba ausente 
y conservaba la posesión ». 

VA jurisconsulto Saviguy, una de las autoridades mas gran- 
des en esta materia dice en su tratado sobre la posesión , § 33, 
hablando do la manera como se pierde la posesión que se tiene 
por intermedio de un representante : « El representante como 
tal no tiene el animus possidemli: pero dispone físicamente 
ilela cosa como poseedor. X o puede pues sin una nueva de- 
terminación de su voluntad hncer eesur la posesión anterior; 
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pero para semejante determinación debería poder inmediata- 
mente, 7 ain ningún acto nuevo, adquirir la posesión, como la 
que tiene lugar en ta tradietio brevi mana. El primer punto 
no ofrece duda, mientras que el representante no quiera ad- 
quirir la posesión, no sería cuestión de que la posesión se 
pierda, aún en el caso de ser rehusada la restitución de la cosa 
por cualquier motivo. Por el contrarío el aniatus posstdendt 
según las reglas generales sobre la adquisición de la posesión, 
deberla ser suficiente para trastornar al representante en ver- 
dadero poseedor. Pero esta regla no debe recibir aquí su apli- 
cación. Desde luego en cuanto á los inmuebles, aquí, como en 
los demás casos, el poseedor no pierde la posesión, sinú desde 
el momento que sabe que no tiene la facultad do disponer de 
ella. Agreguemos que se opone á ésto, la regla: nemo sibi 
etc. > 

Principios semejantes son enseñados por Molitor en su tra- 
tado de la posesión, números 39, 50, 51 y 52. 

Estos principios han sido consignados en nuestro Código 
Civil, cuando dice en el artículo 45, título 2°, libro 3": 
c Aunque el representante manifieste la intención de tomar la 
posesión para sí, esta se adquiere para el representado >, y 
agrega en el artículo siguiente * que para la adquisición de la 
posesión por intermedio de un tercero, no es necesario que la 
voluntad del mandante coincida con el acto material de su 
representado >. 

Pero la disposición que viene á disipar cualquiera duda que 
pudiera suscitarse después de lo que queda espuesto, es la del 
artículo 97, título y libro citados, Código Civil, que dice: c La 
posesión subsiste aún cuando el que poseía á nombre del posee- 
dor manifestase ta voluntad de poseer ú nombre suyo, 6 aunque 
el representante del poseedor abandonase la cosa ». 

Resulta de lo espuesto que Muñios como poseedor precario, 
en vista de un contrato de arrendamiento, poseyendo para su 
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propietario, no ha podido cambiar la causa de su posesión, 
aunque se hubiera atribuido ante otras personas el esclusivo 
dominio do la cosa que tenía arrendada. Y que aún abando- 
nándola como se afirma que lo hizo, la posesión no la había 
perdido Silva según la disposición del articulo citado. Y con 
mas razón debe reputarse que continuó poseyendo para su 
representado, cnanto que sostuvo hasta 1878 que era arrenda- 
tario del campo, y en esa calidad daba por rescindido el con- 
trato con el nuevo propietario. 

Se ha exhibido la transacción á que se hace referencia en el 
resultando II para demostrar que Mniüos poseía ú título de 
dominio en pleito con el Sr. Silva; pero debe tenerse presente 
que Mu i nos había adquirido por cesión los derecho* que cor- 
respondan á D. Vicente, 1). Domingo y I)" María Secundina 
Troncoso, así como los de 1)° Magdalena Pintos, y que inves- 
tido de estos títulos que les daban derechos á una parte de 
esos campos, podía transar y arreglar con Silva respecto de 
esos derechos que nada tienen que hacer con el campo en cues- 
tión, pues que habiéndolos adquirido en 1837 ¡í 1843 ha con- 
tinuado llamándose arrendatario, lo que indudablemente no 
habría sucedido, sí hubiese estado comprendido en los derechos 
adquiridos. 

La parte de Craviotti se ha opuesto al interdicto alegando: 
que los títulos del demandado tienen su origen en los campos 
que poseía D. Sebastian Machado que están al fondo de su 
terreno, como ha quedado definitivamente establecido por la 
aprobación de la mensura que corre en el espediente agregado. 

Sin entrar á juzgar sobre los títulos que unos y otros tengan 
para poseer, debemos nolar, que la posesión nada tienen de 
común con el derecho de poseer y que es inútil la prueba de 
este derecho. Kste principio solo reconoce una escepcion r en 
el caso de posesión dudosa, en que es imposible averiguar cual 
sea la posesión mas antigua, como se consagra en los artículos 4° 
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y 5°, título 9 o , libro 3 B , Código Civil. I>e manera que, podría 
suceder que el demandado tuviera mejor derecho para poseer 
que el demandante, pero como en el interdicto se trata de sa- 
ber quién posee la cosa y no quién tiene mejor derecho para 
poseerla, es fuera de lugar el exámen de los títulos. En el 
juicio petitorio será la oportunidad de averiguar quién tiene 
mayores títulos, y á quién pertenece la propiedad de la cosa. 

Pero durante el juicio el demandado ha tomado la posesión 
del mismo campo por haberla abandonado el que lo poseía, 
según así lo ha confesado y en este caso, la acción de manten- 
ción de la posesión sería ineficaz, porque habiendo sido des- 
poseído, correspondería el de recuperar la posesión, para el 
que se encuentran igualmente comprobados los asiremos exi- 
gidos por el artículo 338 de la Ley de Procedimientos, dictando 
las medidas para que sea reintegrado en la posesión. 

£1 abandono hecho por Muímos no autorizaba :il demandado 
para ocupar el campo, innovando el estado do la demanda, 
desde que le hdbía sido notificada, y esa alteración en la pose- 
sión en nada debe perjudicar á la acción deducida é impone al 
juzgado el deber de ajustarse á los hechos que se hubiesen 
producido, ordenando su restablecimiento. Pero como Silva 
demandó la posesión del triangulo H, 1, J j sus adyacencias 
no habiendo demostrado que su inquilino lo poseyera en toda 
la ostensión reclamada, no sería justo, ni equitativo que pesen 
sobre el demandado todas las costas del juicio, desde que tuvo 
alguna razón para negarse en parte á las pretensiones de 
Silva ; por esto se le exime de las costas. 

Por las consideraciones espresadas fallo definitivamente, 
mandando poner en posesión al Dr. D. Antonio M. Silva del 
campo comprendido en el triángulo H, I, J, del plano cor- 
riente ¡i foja 21 del espediente agregado, ordenando al de- 
mandado Craviotti se abstenga de inquietarlo cu la posesión, 
y que si algún derecho creyere toner, lo deduzca en juicio 
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ordinario, sin especial coodenacioii on costas. En su conse- 
cuencia, líbrense las ordenes necesarias, para que le sea dada 
la posesión al Sr. Silva. Y definitivamente jalando, así lo 
mando en Buenos Aires, a veinte y dos de Agosto de mil ocho- 
cientos ocbeuta y tres. Repónganse los sellos. 



J. O. Machado. 



Uueuos Aires, Julio SO de 188fi. 

Vistos : por sus fu ud amonto*, se confirma con costas la 
amencia apelada de foja ciento treinta y seis ■ y devuélvanse 
previa reposición de 3ellos. 
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« aína itxxxix 



H\ Paats y C contra Moore y Tufar, sobre falsificación de 

marca tle fabrica 



Sumario.— Las palabras estañas al idioma del país en que 
se fabrica, y al del país en une so espende un articulo, como 
son las de'« Real Hollimds > usadas en una marca de fábrica de 
ginebra Hecha en Holanda, no pueden considerarse como de 
uso general, y pcrti?¡>eciendo ü una marca ya registrad:! y re- 
conocida como válida; y deben ser suprimidas de la que se lia 
registrado con posterioridad. 



Caso.— El caso sr refiero en el 

Falto 4mí #*« V**mi 

Itiicniis Airt'9. llano 6 Ó? 1884. 

Vista esta causa seguida por los señores William Pa;its y 
Compañía contra los señores Moore y Tudor, sobre falsifica- 
ción de una marca de fábrica, de la que resulta: 

Que los señores William l'aats y Compañía ocurrieron al 
Juzgado manifestando que, según consta de los certificados 
espedidos por la Oficina Nacional de Ingenieros foja..., ha- 
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Man obtenido en conformidad á la ley del id de Agosto de 1870 
la propiedad csclusiva de las marcas de Ginebra Holanda deno- 
minadas «Real Hollamls*, tA las armas de Holanda » y 
« Doble Ancla >. 

U.ue á este fin, y en cumplimiento de la misma ley, babian 
llenado los requisitos que ella establece» pagando el correspon- 
diente impuesto para poder gozar de la propiedad de la marca 
al amparo de la ley, y garantir á los consumidores de la buena 
calidad del artículo que las lleva y como consecuencia aprove- 
char la buena acojida que el comercio les dispensa. 

t¿ue esa misma aceptación lia despertado entre varias co- 
merciantes la codicia y el deseo fie usufructuar los provéenos 
que son el resultado de sus sacrificios y gastos para prestigiar 
los artículos; para cuyo lin lian adoptado el medio de imitar 
las marcas, tomando de ellas aquello que siTve para designarlas 
genera linéate entre los consumidores. 

Que los señores Moore y Tudor pertenecen á estos comer- 
ciantes, puesto que introducen en su marca detiinebra, la frase 
principal que lleva una de sus marcas « Keal Hollands > y la es- 
tampan, como encabezamiento de la que ellos usan. 

Que la Oficina de Ingenieros, compuesta de peritos en la ma- 
teria, negó al prim ipio á los señores Moore y Tudor, la inscrip- 
ción de esta marca, fundándose en que ella llevaba como parte 
principal el misino nombre que lleva la de ellos; pero que el 
Poder Ejecutivo, fundándose en que la resolución de estas cues- 
tiones debe librarse a los jueces, y creyendo que la Oficina de 
Marcas debe acordar la inscripción siempre que ellas no sean 
idénticas, y haciendo ademas algunas apreciaciones erróneas 
sobre loque constituye una marca de fábrica 6 de comercio, ba 
ordenado su inscripción, por lo que no les queda otr.v recurso'que 
promover el presente juicio para obtener la satisfacción de sus 
derechos violados y seriamente perjudicados por el proceder de 
los señores Moore y Tudor. 
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Que en consecuencia, y en vista del delito de defraudación 
cometido por los señores Moore y Tudor, y amparados en las 
disposiciones de loa artículos 4" y 28 de la ley de Ití de Agosto 
de 1876, pedían se condenase oportunamente á dichos señores 
al pago de una multa, prohibiéndoles el uso déla marca denun- 
ciada y declarando que las ginebras que dichas marcas contie- 
nen deben estar sujetas á comiso con el objeto indicado en el 
artículo 3? de la ley citada, condenándolos ademas al pago de 
los costos y costas del juicio. 

Que conferido traslado de la demanda, los señores Moore 
yTudor, lo evacuaron á foja diciendo; que loa señores 
Willium Paats y Compañía, habían pensado que era cosa de 
fácil realización establecer un monopolio para absorberse el 
comercio de un artículo que, como la Ginebra de Holanda, es 
de grau consumo en esta plaza y en todos las demás de la Re- 
pública, pues solo a*i se encuentra esplicacion a las desmedidas 
pretenciones que revelan en el escrito de demanda. Que contra 
un comerciante que ha registrado en la UÜcina de Ingenieros 
la marca que emplea, no puede intentarse una acción civil ó 
criminal ; que los señores Williani Paats y Compañía no lian 
podido demandar por imitación fraudulenta i la razón social 
Moore y Tudor cttaftdo las marcas de estos les ha sido conce- 
dida por la repartición competente ; ni pueden reclamar por ello 
ante los tribunales ordinarios. Que aún dando por establecido 
que el Juzgado tuviera atribuciones para admitir acciones con- 
tra marcas ya registradas, los demandantes carecen de derecho 
para ampararse en la disposición del artículo 4f de la Ley de 19 
di- Agosto de 1870, pues no se necesita de mucho esfuerzo para 
demostrar que las etiquetas de ellos son en un todo distintas 
á las de los señores William Paats y Compañía, sea que se les 
considere en el conjunto, sea que se les considere en cada uno 
de sus detalles, teniendo solo de común la frase de uso general 
« Real Hollands ». Que laeBpresion iteal ¡hllands no significa 
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Keal Holanda sinú verdadera Ginebra de Holanda; y cuando ella 
se pronuncia, se determina toda Ja ginebra preparada en Holán- 
da y no la que se prepara por tal 6 cual fabricante especial ; 
por lo cual siendo locución de uso general no puedo constituir 
una marca de fábrica ó de comercio. Que aun colocándose en la 
hipótesis completamente inadmisible deque las marcas fuesen 
semejantes y pudiesen ofrecer confusión» nunca kubierm teni- 
do facultad los demandantes para solicitar la, penas estab^ci- 
das en los artículos 28 y 32 de la Ley de f tí de A B o»tu de 1870. 
Que aún en el caso de que ú las ■nutaciones pudieran aplicarse 
las penas de que hacen referencia, ellas no les alcanzarían, sin 
embargo de que fueran semejantes las marcas, pues la buena fé 
de sus procederes, los exonerarían de toda responsabilidad. Que 
la condenación con costas que piden para los demandantes no 
puede ser mas justa en este. caso, pues se trata de una demanda 
iniciada con la mas palpable temeridad. 

V considerando: Primera: Que délos antecedentes consig- 
nados en el espediente agregado, resulta que los señores Aloore 
y Tudor, ocurrieron á la Utieiua Nación;.] de Patentes, solici- 
tando la inscripción de la man a con que designan ta Ginebra 
que espenden y habiéndoseles negado por aquella repartición 
la inscripción que solicitaban, interpusieron ante el Poder 
Kjerutivo el recurso de apelación con arreglo i Jo establecido 
en el artículo 17 de la ley sobre marcas de Fábri-a y de t 'omer- 
cio. Sustanciado este recurso con el informe espedido por el 
Üepartamento de Ingenieros corriente á fojas 300 Tuelta y si- 
guientes del espediente agregado, y con la vista del señor Pro- 
curador General de la Nación, corriente a fojas 34 y siguientes, 
en la que se aconsejaba la revocatoria de la resolución del De- 
partamento de Ingenieros, fundándose para ello en que de los 
ejemplares y descripciones no resulta la posibilidad de confu- 
sión entre las marcas de una y otra parte, que en todo caso 
tocaría á los señores Paats y Compañía, alegarla y sostenerla 
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ante los tribunales competentes; el Poder Kjecutivu exami- 
nando ei espediente, y de acuerdo con las conclusiones de la 
Tista del Procurador General de la Nación, ordenó al Departa- 
mento de Ingenieros la inscripción de la marca, pedida por los 
señores Moorey Tudor. 

Segundo. Que en este estado y en mérito de todo lo espuesto, 
la misión del Juzg¡ido en el caso sub jtttlice se reduce tan solo 
á establecer si son iguales las marcas de los señores Paats y 
Moorey Tudor, ó si estos últimos han hecho una imitación 
fraudulenta de la de los primeros. 

Terrero. Que la idea del delito que se atribuye a los señores 
Moore y Tudor, consistente en la imitación fraudulenta de la 
marca empleada por los señores Pauta y Compañía, desaparece 
en presencia de los antecedentes precedentemente relaciona- 
dos, pues por ellos se cumnrueba de una manera evidente la 
ausencia de la intención dolosa y del ánimu de falsificar ó adul- 
terar la marca para hacer de ella un uso indebido, elementos 
sin los cuales el delito no se concibe— (Véase al efecto: Pouillet 
Tratado sobre Marcas de Fábricas, páf. n" 181). 

Cuarto. Que haciendo un examen comparativo de las marcas 
que corren agregadas & foja V y que motivan el présenle jui- 
cio, se ve que lo único de común que las: dos contienen, es la 
espresion < Heal Hollands », pues en lo demás la diferencia en el 
tamaño y forma y las diversas enunciaciones que en ambas eti- 
quetas se consignan, no pueden dar lugar cu manera alguna, á 
que los consumidores confundan los productos. 

Quinto. Que con respecto á la espresion * líeal Hollands » 
consultando los diccionarios para averiguar cuál es el sentido 
que le corresponde, y si es 6 no una locución de uso general, 
resulta: que el de Webster, edición de 1858, en la pág, 014, 
dice acerca de la palabra * Real »: « True », c genuine », « $OÍ 
artificial » ; lo que vertido en idioma patrio significa « verdade- 
ro >, « genuino », « no artilicial . En cuanto á la palabra tí Ho- 
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1 Uivht el mismo diccionario espresa en la página 557 * Hollando 
« Gin Made in Kolland > ; ú sea en nuestro idioma < ginebra 
fabricada en Holanda *. Puede verse también el diccionario 
inglés y español de Xcumann, Barelti, corregido y mejorado 
por 8. H. lilanc en el tomo 2" páginas 180 y 210 relativamente 
á la espresiones t (íeneva y Holland». Traducidos pues, loados 
términos qup constituyen la espresion « Uenl Hollmids w se 
vO que esta signiüca « verdadera ginebra du Holanda », expre- 
sión que tendiendo á estubler la naturaleza del producto no pue- 
de constituir una marca de fábrica ó de comercio. Así el artículo 
3" de ley de la materia, dice: no se consideran romo marca 
de fábrica ú de comercia: 4" Los términos ó locuciones que 
hayan pasado al uso general ; 5" Las designaciones igualmente 
empicadas para indicar la naturaleza de toa productos ó laclase 
á que pertenece. 

Por estos fundamentos, fallo : no haciendo lugar con costas, 
á la demanda entablada por los señores William Paals y Com- 
pañía contra los señorea Muorc y Tudor, y declaro» en conse- 
cuencia, que pueden usar libremente de la* marcas que rispia* 
tifamente han fegiatrado en la Ofioina Nacional de Pateutes 
de Invención. 

Hágase saber, notificándose con el original y repóngase los 
sellos. 

Andrés t'yarriza. 

r*ll« ée ta Suprema Ctrt« 

Buenos Aire», Julio 32 de 18«6. 

Vistos: Considerando que la marca Heal llollands, tal como 
aparece descripta á foja veinte y ocho, y estampada á foja 
treinta y seis del espediente agregado, fué concedida á William 
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Paats y Compañía en Noviembre de mil ochocientos setenta y 
seis. 

Que al conceder el ttobierno en Noviembre de mil ochocientos 
setenta y siete, lu marca solicitada por Moaré y Tudor en su 
escrito de foja cuatro, dicho espediente y descripción de su re- 
ferencia, declaró que la concedida a Paats y í'ompañia «ra 
perfectamente válida: no haciendo lugar á la declaración di 1 
nulidad pretendida por Moaré y Tudor, fundándose en que las 
palabras tleat llollandn son una locución de uso general, con 
la cual »e designa la ginebra de buena calidad fabricada cu 
Holanda. 

Que hiendo dicha* pnlabras entrañas, tanto ¡il idioma del país 
en que lu ginebra h*- produce, como al del nuestro en que so in- 
troduce y so consume, no puede admitirse que sean una locución 
de imo general entre nosotros, y mucho menos una locución 
necesaria para la designación del artículo. 

Que una prueba concluyente d*- esto último es, que, según 
los mismos Moorr y Tudor, dichas palabras tienen en nuestro 
idioma un equivalente exacto, que es: verdadera ginebra de 
Holanda. 

Que esta circunstancia prueba ¡í la vez que no hay peligro 
ninguno de que se establezca un monopolio en favor de Paats y 
Compañía desdr que cualquiera puede usar dicho cquivalante en 
sus rótulos ó etiquetas, como se vé prácticamente que lo usan 
todos los comerciante* y fabricantes que emplean las etiquetas 
que corren de foja noventa y una á foja noventa y ocho. 

Que no puede sacarse argumento de Jas etiquetas y marcas 
prese ntad os á foja 15, porque A mas de ser ellas de una misma 
casa y no de varias como dice el interesado; y á mas de no ser 
destinadas para esta plaza, Kinó para la provincia brasilera de 
Hio Orando, se ignora absolutamente el titulo en virtud del 
cual las usa dicha casa. 

Que aunque no pueden producir confusión en la etiqueta al 
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primer aspecto Iíis palabras ¡leal liollandt, producen necesaria- 
mente confusión de los productos ; y no siendo dichas palabras 
la marca ni parte de la marca solicitada por Mnoro y Tudor, 
sino tu. accesorio do la etiqueta, según resulta do la descripción 
de foja tres (espediente agrifado), en e | cua | se $ m e La ct ¡_ 
queja principia con la inscripción siguiente: Heal ilollanth, 
abajo de este renglón se ve la marca de ta gmekrá que repre- 
sento una ancla etc. », mientras qoe ollas por sí solas constituyen 
la marca concedida á Paats y Compañía; ningún perjuicio 
puede causar á Moore y Tudor su eliminación, mientras que uo 
puédemenos q<ie causarlo á los concesionarios, su uso por otras 
personas. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia del Jnez de 
Sección, en la parte apelada, j *e declara que los demandados 
Moore y Tudor deben eliminar de las etiquetas de su ginebra 
las palabras ftetií ifollamh. y repuestos que sean los sellos, 
devuélvanse. 



i. B. GOHOSTUCA- — J. DOMINGUEZ. 
I'LADISLAO FRIAS, — FEDERICO 
IRARGCREN. 
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l'AUMA Xt 



/). Joaquín Rodrigues contra la V rovincia de Entre Uins; suhre 
interdicto de retener tn posesión 



Sitmurto*— fn los terrenos fiscales, regidos por las leyes 
locales de tierras públicas, los actos del Gobierno ejecutados 
con arreglo á lo dispuesto por dichas leyes, no pueden dar lu- 
gar á interdictos posesorios. 

Caso,— El caso se refiere en el 

rail» de I* «tfpreM €**te 

Itiieuua Airea, Julio Je i8W. 

Vistos: Correspondiendo a la Suprema Corte el conoci- 
miento de todos los casos contenciosos llevados ante ella por 
una acción civil en que una Provincia sea parte» según lo dis- 
pone el artículo 100 de la Constitución, se declara que dicho 
Tribunal es competente para conocer de la acción posesoria de- 
ducida por don Joaquín Rodríguez contra el tiobierno de la 
Provincia de Entre Utos. 

Y considerando eu cuanto al fondo de la cuestión : 
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Primer». Que loa derechos que se invocan en la demanda, al 
campo quo motiva el presente juicio, son los mismos que tuvo 
don Gregorio Piedrabueua, de cuya sucesión los adquirió don 
Luciano Xuiiez, y de este el demandante á título de compra. 

Segundo. Que esos derechos consisten, según la exposición 
de foja dio», en la simple posesión concedida á Piedrabuena, 
por el Gobierno de Bntre Itios eon arreglo y bajo las condicio- 
nes que las leyes locales establecieran. 

Terceto, Que por los artículos trece y caí cree de la ley do 
veinte de Noviembre de mil ochocientos sesenta y uno, su reco- 
ce á los posadores con título legal, derecho á una porción del 
campo que hubiesen comprado, podiendo, no ubstanle esto, el 
Gobierno vender á un tercero la totalidad de dicho campo y en- 
tregar a! poseedor el valor corres] londie ate á la parte quo resul- 
tare pertenecer! e (artículos diez y seis y diez y siete de la 
misma ley.) 

Vitaría. Que en el ca<o de adjudicarse esta parte al poseedor, 
la ubicación de ella y la mentira del campo para determinarla 
Spn operad. mes indispensables, ordenada-; como previas á di- 
chas adjudicaciones por los artículos diez y ocho de la ley cita- 
da y dos de la ley de diez y ocho de Mayo de mil ochocientos 
setenta y cinco. 

Quinto. Que por lo mismo, no pueden ellas, ni la venta hecha 
á un tercero de la parle de campo que resultase fiscal, conside- 
rarse como un ataque á la posesión ; pues su objeto es dar al 
poseedor definitiram.nte lo que por derecho le corresponde. 

Sesfa. Que, siendo esto así, el interdicto de retener la pose- 
sión deducido por don Joaquín Kodriguez con motivo de aque- 
llas operaciones y de haber el Gobierno de Entre Kios, en ejer- 
cicio de un derecho propio, vendido á don Domingo Lamas la 
parte de campo que resultó fiscal, es de todo punto impro- 
cedente. 

Por estos fundamentos, se absuelve al Gobierno de la provin- 
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cía de Entre Ríos de la demanda interpuesta contra él por el 
citado Hodrignez, con cosías. Notifiques? con el original» y, 
repuestos los sellos, archívese 

j. U GOROST1AGA. — J. DOMINGUEZ. 
— I LADISLAO FRIAS, — FEDERICO 
1BARGCREN. 



t'AUflA II I 



IK Eduardo ¡tasar i titano *j demás herederos de //. José Hamo» 
llasavilbaso contra la Provincia de Muertos Aires, por daños 
y perjuicios; sobre excepción de personería y defecto en la 
demanda. 



Sumario. - 1 fl 1.a falta de comprobantes de la calidad do he- 
rederos que invocan los actores, no constituye una escepciou 
dilatoria de falta de personería, sinó perentoria de falta de 
acción. 

2» No importa un defecto legal en el modo de proponer la 
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demanda, el hecho de haber dejado de acompañar los docu- 
mentos con que debo ser instruida. 



Caso. - D. Eduardo Basavilbaso y otros diciendo ser here- 
deros y sucesores del finado I>. José Ramón Basavilbaso, pro- 
pietario de la Escribanía Mayor de Gobierno, entablaron de- 
manda contra la Provincia de Uuenns Airen por indemnización 
de perjuicios procedentes de la entrega que el Gobierno de ella 
pretendía hacer do paTte de su archivo a] Gobierno Nacional, 
pidiendo se prohibiera dicha entrega sin la previa indemui- 
zaciun. 

El asesor de Gobierno de la Provincia opuso las escepciones 
dilatorias de falta de personería y defecto en la d.mauda, según 
lo esplica y resuelve el 



Falte 4* I» tapKm Cferta 

Buenos Aires. 29 áv Julio de 1886. 

Vistos estos autos en lo relativo al incidente sobre falta de 
personería y defecto legal en el modo de proponer ia demanda 
promovido y fundado per el representante del Gobierno de la 
Provincia de Buenos Aires en las circunstancias de no haberse 
acompañado por los demandantes el título que acredite ia cali- 
dad de herederos que se atribuyen, de Don José Kamon, Don 
Juan José y Don Ruüno Basavilbaso, cuyos derechos gestionan 
en estos autos; y de no haber presentado además los docu- 
mentos que acrediten el derecho d<? propiedad de estos á la 
Escribanía Mayor de Gobierno en que fundan la acción. 
Y considerando : 

Que reOriéndose en rigor la primera de estas excepciones 
mas que á la persouería de los demandantes al título con que 
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proceden al deducir su acción, y & la existencia ó inexistencia 
por tanto de su derecbo en el fondo, no puede eu manera alguna 
decirse comprendida en la disposición de) artículo setenta y 
tres, inciso segundo de la Ley Nacional de Procedimientos, 
relativa al demandante que carece de capacidad civil para estar 
en juicio 6 al apoderado que gestiona mu poder bastante para 
verificarlo ; 

Que obrando los demandantes en nombre propio y no de ter- 
ceros ú como representantes de otro, no es tampoco de aplica- 
ción la disposición del artículo cuarto de la ley citada, refe- 
rente puramente al que se presenta en juicio por un derecho 
que no sea propio ; 

Que fuera de estas disposiciones que resumen el precepto de 
las 1 «yes primera, novena y décima, título tercero, partida ter- 
cera, en los términos do la última de las cuales « cuando alguno 
demande herencia dé su padre, é le dice el demandado que non 
es tonudo de responderle* negando que el demandado non es 
fijo de aquel, por cuya razón la fase, ó si por aventura pide 
alguna manda, que dice quel fué dejada en testamento, é el 
demandado dice que non es tenudo de responder á ella porque 
el testamento fuere falsado... que por tales detenciones eumu 
estas tí otras semejantes de ellas que los demandados pusieren 
ante si para embargar la respuesta que non debe el judgador 
detener por ellas de ir adelante por el juicio principal » no hay 
precepto alguno legal en que pueda fundarse la excepción enun- 
ciada sin confundir la escepcion de personería con la escepcion 
sitie actione tujís ; 

Que Ja segunda de las escepciones dichas es igualmente in- 
admisible, según repetidamente lo tiene declarado esta Suprema 
Corte, decidiendo que la falta de presentación con la demanda 
de los documentos á que se refiere el artículo diez de la Ley de 
Procedimientos, no constituye ni puede constituir el defecto 
legal en el modo de proponer aquella á que se refiere el artículo 
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setenta y tres inciso cuarto de Ja ley citada y que tat omisión 
no tiene mas sanción que la establecida en el artículo diez 
citado. 

l J or tanto, se declara no haber lugar á las eecepciones dedu- 
cidas y en obligación á la Provincia de Huenos Aires ó su repre- 
sentante de contestar derechamente ta demanda en el término 
de ley. 

i. R. GO ROSTI ACA. — J. DOMINGUEZ, 
— I LADISLAO FRIAS. — FEDERICO 
MARGCREN. — C. S. DELA TORRE. 



CAtJHA XC II 



1). Javier Colambres contra fi, Manuel Carrasco; sobre 
servidumbre \j payo de danos y perjuicios 



Sumario. — i" Reconociéndose por el demandado el derecho 
de servidumbre en que se funda la acción de la demanda, debe 
esta ser admitida y ordenarse se remuevan los obstáculos que 
impiden el libre ejercicio de la servidumbre. 



FALLOS DE LA SUPREMA COK TE 



3° No procede la acción por daños y perjuicios, cuando no 
aparece haberse estos causado por hecho del demandado. 



Caso. — El caso lo letiere e! 

F»l!» del j«tt ftofleNi 

Tucuman, Julio lfi do 1886. 

Y' vial os: resultan los siguientes hechos : 

D. Javier Colombres demandó á D. Manuel Carrasco, espo- 
niendo que, siendo propietario el demandante de una quinta 
situada cu el «Bajo», y 1). Manuel Carrasco de un terreno 
situado luida el Norte de la apresada quinta, Carrasco habia 
trabajado unas zanjas en su propiedad, que cortaban el paso del 
agua de su antigua acequia, la que se surtía de los derramas 
do la acequia, que fué de Ojeda, y esto resultaba de no haber 
puesto < 'arrase - el puente necesario para el paso del agua; por 
consiguiente, este hecho le había ocasionado perjuicios de al- 
guna consideración : que, en consecuencia, pedia >e ordene al 
demandado, restablecer el buen estado de la acequia, ponién- 
dole el puente necesario, y á pagar los daños y perjuicios que 
le había irrogado, condenándole ademas en las cosías del 
juicio. 

El demandado contestó rechazando la demanda y pidiendo las 
costas en que debía ser condenado el demándame. Espuso, que 
hace siete ú ocho años á que no funcionan los molinos de Ojeda 
y Diaz, de cuyos derrames se surtía la acequia en cuestión, y 
por consiguiente no corre el agua por ella : que hacia muchos 
años, que esta se encontraba borrada, y que no pudiendo por 
este motivo servirse de ella el demandante, mal puede decir que 
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el capónente le había causado los danos y perjuicios, que pide 
sb le rezarsan ; que estaba dispuesto sin necesidad de ser de- 
mandado, :í poner canal para el paso del agua, el día que Don 
Javier pudiera hacerla pasar por allí y se lo indicase. 

Abierta la causa á prueba, el demandante produjo la de tes- 
tigos que corre desde foja 9 hasta la 18, de cuya prueba no 
resultan justificados los hechos de la demanda, y lejos de esto 
algunos de los testigos repreguntados per el demandado, han 
Jeclarado en favor de las eseepcioues que este alega. 

I-a prueba del demandado consiste en tas posiciones, que 
pidió absolviera el demandante, al tun ( ,r del interrogatorio 
de foja 37, y que absueltas dan el siguiente resultado: Con- 
fiesa Don Javier Colombres: 

Que los molinos de Ojeda y Diaz hace como seis anos que no 
funcionan ; 

Que la acequia en cuestión, se surtia de dichos molinos; 
Que hacia 5 ó fi años que no hace uso el confesante de dicha 
acequia ; 

Que la misma estaba borrada por donde fueron los puentes, 
los que se habían quitado para facilitar el tránsito, y que á ia 
fecha en que habla el confesante estaban los puentes restable- 
cidos menos uno; 

Que hace como dos años que Don Silenio Cainzo planta caña 
en el terreno por donde pasa tu acequia, siendo esta borrada 
sin su aviso; pero que á la fecha en que habla, se ha hecho 
allí un nuevo cauce, para que este, salvando la caña vuelva á 
caer en la acequia ; 

Que hace como dos meses que empezó á limpiar la acequia 
con dos peones; 

Que en el callejón Norte de la propiedad de Carrasco recién 
el 26 de Noviembre ha colocado un puente, y que por los calle- 
jones que atraviesa la acequia, no falta mas que un puente 
frente á la propiedad de Don Silenio Cainzo ; 
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Que no es cierto que cuando CaTrasco trabajó la zanja, la 
acequia estuviera cerrada en todos los callejones, si nú en algu- 
nos, y que soto estuvo cerrada un la propiedad de Pon $ Nenio 
Cainzo. 

VA testigo Pedro Morales dice á foja 13, que ese dia (7 de 
Noviembre) el cauce que trabajaba Don Silenio Cuinzo, estala 
para concluirse ¡ y el testigo Federico Salvatierra dice en la 
misma fecha que es su opinión, que ese cauce estaría concluido 
con un dia mas de trabajo. 

Cuestión de derecho 

Considerando, que por la relación precedente resulta sufi- 
cie ni emente probado que Don Javier Colombres no lia recibido 
los perjuicios que demanda, puesto que los obstáculos que exis- 
tían para el curso del agua de la aerquist, estaban muebo untes 
de llegar este ii la propiedad del demandado ; 

Considerando, que el último de esos obstáculos, que era el 
que había en 1¡» propiedad de Don Silenio Cainzo no había des- 
aparecido el 7 de Noviembre, y Don Javier Colombres entabló 
su demanda cHO de Octubre foja 2), lo que demuestra fuera 
de todo lo dicho, con mayor evidencia, la temeridad de la pre- 
tensión del demandante. 

Por estos fundamentos definitivamente juzgando, absuelvo de 
la demanda á Don Manuel Carrasco y condeno en las costas del 
juicio n Don Javier Colombres. Hágase saber original y repón- 
gase el papel. 

lienigno Vatlejo. 
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F»lt« de I* 9nprcai« Curt« 

Duchos .Vires, Julio 31 de imi 

Y vistos : Resultando del escrito de contestación X la de- 
manda que el demandado Don Manuel Carrasco reconoce la 
Glistencia del derecho de servidumbre que sirve de base á la 
acción deducida, manifestando al propio tieinpoestardispuestná 
suprimir los obstáculos que igualmente reconoce haber puesto al 
libre ejercicio de aquella servidumbre; se revoca la sentencia 
apelada de foja cuarenta y siete vuelta, en cnanto absuelve en 
lo principal de la demanda al demandado y condena al deman- 
dante en las costas, declarándose que dicho demandado se halla 
en la obligación de remover aquellos obstáculos, dejando espe- 
dito el ejercicio de la servidumbre ; y se conlirma en lo demás 
por sus fundamentos, y por no aparecer en las circunstancias 
del caso, que por el hecho del demandado se haya causado per- 
juicio alguno al demandante. Repuestos los sellos devuélvanse 
los autos. 

J. B. GOROSTIACA. — J. DOMINGUEZ. 
— ULAIIISLAO MU AS.. — FEDERICO 
IHAHGthtN. — C. S. DE LA TORIIE, 
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CAI/MA XC'III 



Criminal contra Alejandro ftiaz, sobre violación 
de correspondencia. 



Sumario. — Loa recursos interpuestos por el Procurador 
riscal, pueden ser desistidos por el Sr. Procurador General. 



Vaso. — En la causa criminal contra Alejandro Díaz por 
violación de correspondencia, se dictó el siguiente 

rail* é>l Jims Federal 

* Jujuy, Mayo fí de 1886. 

Autos y vistos: 

Considerando: 1° Que las simples sospechas que indujeron al 
Poder Ejecutivo de la Provincia d ordenar la prisión del Admi- 
nistrador de Correos del Departamento de Valle Grande D. Ale- 
jandro Díaz j ponerlo ¿ disposición do usté Juagado Federal, 
lejos de haberse confirmado 6 robustecido, han quedado desvir- 
tuadas en las actuaciones del sumario, do las que no resulta 
cargo alguno que importe siquiera una presunción de que dicho 
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Administrador hubiese tenido la menor participación on el de- 
lito de violación de la correspondencia de que se hace mérito en 
el sumario. 

2" Que por el contrario aparece demostrado que por un olvido 
no remitió esa correspondencia á los destinantes señores Daniel 
y José Manuel Otuzman con el cx-profeso que estos mandaron á 
llevarla porque había estado traspapelada en una mesa ; y que, 
notado esto por el Administrador pocos momentos después de 
haberse marchado el ex-profeso, hizo toda diligencia paraque las 
cartas llegaran á poder de sus dueños, envíándolas con persona 
de confianza como Jo era el Juez de Puz Suplente D. Juan Ma- 
nuel Herrera que se dirigía at lugar de la residencia de los 
señores Guzmau. 

3 o Que si eu este descuido de rebuscar bien toda la corres- 
pondencia que tenían los señeros Uuzuian para entregarla á la 
persona que mandaron ú recibirla puede haber una falta repre- 
hensible administrativamente, el Juzgado no encuentra eu esa 
falta ninguno de los caracteres que constituyen el delito de 
violación de la correspondencia, ni ella está comprendida entre 
los delitos definidos y previstos cu el título 8° de la Ley Penal 
Nacional de 14 de Setiembre de 1863. 

4° Que no habiendo el Procurador Fiscal señalado hechos que 
induzcan á presumir la culpabilidad del Administrador de 
Correos, Din?., ni pedido diligencias conducentes & este objeto, 
el Juzgado tampoco encuentra en las constancias del sumario 
cargos que formular á Díaz para llevar adelante sus procedí* 
mientos. 

5" Que no habiendo semi-plena prueba ni indicios vehementes 
del delito que se imputa á Díaz» es ilegal qne este continúe en 
su prisión, en virtud de lo que dispone el artículo 352 de la Ley 
de Procedimientos Nacionales, y el artículo 06 del Reglamento 
de Administración de Justicia de esta Provincia. 

6° Que no existiendo cuerpo do delito respecto de) Adsüuis- 
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trador de Correos l)hi?.< corresponde paralizar ta causa por 
sobreseimiento, segan lo enseña Escriclie en el artículo < Juicio 
Criminal», párrafo 76 y se desprende de las leyes 12, título 
14, Partida 3", y 26, título I a , Partida 7*. 

Y Considerando en cuanto á los sindicados del delito de vio- 
lación de correspondencia, Juan Manuel Herrera y Mnriam* y 
Pascual López, cuyo juzgamiento por este Juzgado Nacional de 
Sección pide el Procurador Fiscal : 

1' Que por las declaraciones contestes de Juan Manuel Her- 
rera y tle Mariano López, hu quedado evidenciado que ñ hubo 
violación de correspondencia, ella so lia llevado A cabo en casa 
de López y ninguna participación ha tenido en el hecho el Admi- 
nistrador de Correos Piaz para que pueda reputarse á aquellos 
cómplices de éste ; 

2" Que senttido esto, y establecido el hecho de que la aper- 
tura ó estravío de las cartas dirigidas á D. Daniel y L>. José 
Manuel Guzinan, tuvo lugar en casa de Mariano López, el de- 
lito de violación de correspondencia seria justiciable ante los 
Tribunales ordinarios y no ante este Juzgado Nacional, según 
lo ha declarado la Suprema Corte de Justicia Nacional en la 
causa 12, página 167, tomo 8", Serie 2" de sus fallos. 

Por estos fundamentos, sobreséase en esta causa, póngase en 
libertad al Administrador de Correos D. Alejandro Bíílí, nnti- 
fíquese este auto al (¡efe de Policía para que le dé inmediato 
cumplimiento y hágase saber por oficio á la autoridad que lo 
remitió ; declarándose este Juzgado incompetente para dictar 
las medidas que pide el Procurador Fiscal contra Juan Manuel 
Herrera y Mariano y Pascual López. 

fabio Blas, 

El Procurador Fisdal interpuso contra esta sentencia los 
recursos de apelación y nulidad, que le fueron concedidos en 
relación. 
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VISTA DEL SEKOK PROCURADOR GENERAL 



Biwnos Aires. Julio 38 de 188*1. 

Suprema Corte: 

Después de un estudio mas detenido de esta causa, encuentro 
que no üay mérito para proseguirla y pido A Y. E, dé por de- 
sierto el recurso. 

El único hecho de que se ha hecho cargo al Administrador 
de Correos de Valle Grande, I). A. Diaz, es el de haber olvidado 
entregar los oficios para los Guzman al expreso que estos man- 
daron, y remitirlos por una autoridad vecina de los mismos, 
Herrera, Ju^z de Paz suplente. 

Puede ser esto una falta 6 una imprudencia» pero no consti- 
tuye el delito de violación de la correspondencia, y después de 
un raes de prisión, el Juzgado ha obrado, á rai juicio, acerta- 
damente mandando sobreseer en la causa. 

En cuanto á los que realmente parece que detuvieron y abrie- 
ron los oficios, Don Mariano y Don Pascual López, están some- 
tidos á la justicia local, con arreglo i la jurisprudencia esta- 
blecida por V. E. en las causas que recuerda el Señor Juez de 
Sección, y en ella deben continuar, 

Eduardo Costa. 



Wmtím ém la 

Buenos Aires. Agosto 3 de 1886. 
En vista del desistimiento que hace el Señor Procurador 
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General en su precedente vista, de loa recursos interpuestos, 
devuélvanse los autos al Juzgado de su procedencia. 

J. tt. GOROSTfAGA. — 1. DOMINGUEZ. 
— FEDERICO IBARGÚREN. — C. S. 
DE LA TORRE. 



DISIDENCIA 

En disidencia, por uo tener facultad para desistir el Señor 
Procurador General, pásense los ¡tutos al Relator. 



(¡LADISLAO FRIAS. 
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¡ten Guillermo H. Moarés tj oíros representantes de empresas 
de Tramwat/s, sobre inconslüucionaUdad de una iet/ de 
impuestos. 



Sumario. — Uno de los caracteres esenciales del Poder Judi- 
cial, consiste en pronunciarse en casos particulares, y no sobre 
principios generales, ni por vía de medida general. 



Cato, — £1 Sr. Moeres y otros representantes de empresas 
de tramways se presentaron al Juzgado Federal de la Capital 
esponiendo, que la ley dictada por el H. Congreso creando un 
impuesto á los tramways en sustitución de la obligación de 
conservar el empedrado de las calles que recorrían, era violato- 
ria de derechos adquiridos, y pidieron ta declarase inconsti- 
tucional. 

Conferida vista al Procurador Fiscal, este dijo: 

Que no era una demanda la que entablaban lus represen tan- 

T. IXÍ. 20 
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tes de las empresas de tranways puesto que tío se determi- 
naba la persona demandada, como debió hacer so con arreglo al 
artículo 57 de la Ley de Procedimientos. 

Que no babia entonces caso contencioso y lo que esos señores 
pretendían era una declaración general de doctrina, ó sea la 
decisión de una cuestión abstracta de derecho para lo cual los 
Tribunales Nacionales no eran competentes, de conformidad al 
artículo 2 o de la Ley sobre Justicia Nacional y á la jurispru- 
dencia establecida por V. E. ( entre otras, en la causa 72\ tomo 
3", Séric 2 a . 



MI» 4*1 4hm Federal 

Huertos Airea, Febrero 11 de J88G. 

Autos y vistos : Por las consideraciones espuestas por el Pro- 
curador Fiscal en su precedente vista, y que el Juzgado encuen- 
tra arregladas & derecho, se declara incompetente para conocer 
de este asunto, debiendo en consecuencia los solicitantes, ocur- 
rir donde corresponda. Repónganse lus sellos. 

Andrés Uyarrtza. 

VISTA DEL SESOH PROCURADOR CEKEHAL 

t 

Buenos Aires, Julio 21 tic 1886. 

Supretna Corte i 

El Sr. Procurador Fiscal, tiene perfecta razón. No se con- 
cibe una demanda sin persona demandada; ni está en la índole 
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do la Justicia Federal hacer declaraciones generales, sin apli- 
cación directa á un caso practico y señalado. 

La manera de proceder cuando se quiere ocurrir á los tribu, 
uales en casos de esta naturaleza, es bien sencilla. El que se cree 
perjudicado por una disposición contraria á la Constitución ó á 
las leyes del Congreso, principia por respetar y cumplir la ley, 
bajo reserva ú protesta, y demanda en seguida al funcionario 
ejecutor, por la indemnización á que haya lugar, ó la devolu- 
ción de lo que indebidamente hubiera pagado. 

Tal es la doctrina que A*. K. ha establecido mas de una vez y 
sobre la que no es necesario insistir. 

Sírvase V. B. confirmar la sentencia recurrida, 



rail® 4« I» aitpmMi 



Himnos Aires, Agoslo 5 de 18ÉHS. 

Vistos y resultando: Que don (¡nillcrmuíl. Moeres, don Wen- 
ceslao Vmtm, don Juan B. Wanklyn, y el doctor don San- 
tiago Balestra, representantes de las empresas de Tramn ays 
« Ciudad Buenos Aires », « La Boca y Barracas », * Anglo Ar- 
gentino», y cBelgrano», piden por su escrito de foja una 
quo « se declare, que la ley dictada por el Congreso, creando 
un impuesto á los tranmajs, en sustitución de la obligación do 
conservar el empedrado de las calles que recorren, es incons- 
titucional como víolatoria de derechos adquiridos», 

Y considerando: Que uno de los caracteres esenciales del po- 
der judicial, consiste en pronunciarse en casos particulares, y 
no sobre principios generales, ni por via de medida general. 

Que asi el Juez que declarase la inconstitucioualidud de una 
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ley, sin ocasión de un pleito, se saldría de su esfera de acción 
y penetrarla en la del poder legislativo. 

Por estos motivos, y los concordantes del Juez de Primera 
Instancia y del Procurador General, se confirma el auto ape- 
lado de foja veintiséis, en cuanto por rl no se hace lugar á la 
demanda entablada. 

Repónganse los sellos y devuélvanse los autos. 

I. B. GOROSTUGA. — J. DOMINGUEZ. — 
V LADISLAO FRIAS. — ■ FEDERICO 1BAR- 
GtRES. — C. S. DE LA TORRE. 



CAUftA X€% 



La Compañía de Mandatos, Préstamos y Agencia del Hio de 
la Mata, contra D. José tiatti, por cobro de pesos; sobre incom- 
petencia. 

Sumario. — El conocimiento del juicio ejecutivo de un argen- 
tino contra un extranjero, corresponde al jues local, si antes 
deiniciarse el juicio, el estraojero ha hecho consignación ante 
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este de la suma «obrada, y la cuestión se reduce á saber si la 
suma consignada, es exactamente la que so debe. 



Caso. — El caso se refiere en el 



Buenos Aires, Julio 22 Je 1895. 

Vistos y considerando: 

1" Que la competencia del Juzgado procede en el caso xub 
judice de la diferente nacionalidad de las partes, siendo argen- 
tina la Sociedad anónima de mandatos y préstamos, y extran- 
jero el demandado Galli. 

2" Que de consiguiente se trata de un caso de jurisdicción 
concurrente en que la competencia da la justicia local puede 
quedar establecida por el asentimiento del extranjero si ea 
demandado, ó por el hecho de ocurrir ante ella si es actor ; por- 
que una y otra cosa importa renuncia del fuero federal, con- 
forme i la jurisprudencia establecida por la Suprema Corte. 

3° Que el mismo demandante reconoce qne antes de iniciar 
su ejecución en descrito de foja 14, el señor GalU había oblado 
en el Banco Nacional á la orden de uno de los Sres. Jueces 
Ordinarios de la Capital, para que surta los efectos do pago 
por consignación por haber rehusado recibirla el actor, una 
suma de moneda nacional de papel nominalmente igual á la 
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que se cobra en la ejecución iniciada, lo que de acuerdo con el 
principio antes establecido radica el juicio ante el referido 
tribunal. 

4* Que si bien es cierto que se trata de un juicio ejecutivo, 
no lo es menos que versa precisamente sobro la misma cosa 
que es materia del papo por consignación y que por lo tanto 
la prosecución de este está subordinada al resultado de la 
sentencia del juez ordinario que declare bien ó mal hreba 
aquella. 

5 o Que siendo un derecho del deudor, reconocido por nuestras 
leyes (art, 756 del C. Civil y 9« del de Comercio), el de pagar 
por consignación haciendo depósito judicial de la suma que se 
debe, cuando el acreedor se niega & recibir la paga, no te es 
lícito á esto prescindir del juicio á que da lugar ese acto para 
proceder ejecutivamente sobre el mismo objeto, so protesto de 
que la ley de juicio ejecutivo no reconoce la escepcion de litis- 
pendencia, porque la estricta dependencia que hay entre uno y 
otro como que versan sobre la misma cosa, hace que la escep- 
cion de pago que puede oponerse en la ejecución, paralice por 
completo esta, mientras no sea sentenciado el caso por el Juez 
que conoce de la consignación ; siendo un principio que nace 
del espíritu de nuestra lejislacion, que ni los jueces consientan 
en sentenciar juicios que ningún resultado práctico pueden pro- 
ducir para los litigantes. (Ley 7, tít. 14, P. 3*). 

6* Que establecida la competencia del Juozde 1" Instancia 
para conocer en la consignación por la renuncia del fuero 
federal hecho por la parte á cuyo favor lo ha establecido la 
ley f surje naturalmente la misma competencia para la ejecu- 
ción -de la suma debida si se declarase mal hecha aquella, 
porque el quu ocurrió ú esc juez para hacer el pago por consig - 
nación, no puede renunciarlo at ser demandado judicialmente 
por el mismo pago. 

Por estos fundamentos, y concordantes del escrito de f. 30 
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esto Juzgado se declara incompetente para eatender en el pre- 
sente juicio. Notifique so original. 

Virgilio Tcdin. 



VISTA DEL SE$OB PROCURADOR GENERAL 

nuenos Aire», Abril 2 Je 1886. 

Suprema Corte: 

Después do haber consignado Gatli la cantidad que, £ su 
juicio, debe ála Compañía de mandatos y préstamos, no puedo 
ser ejecutado por lo que luí pagado ya. La cuestión á resolver 
es. entonces, acerca de si la consignación, 6 ol pago, hecho en 
billetes tte curso lenat, debe serlo en oro sellado. 

Si la Compañía hubiera .anticipado su ejecución, GiUi hu- 
biera podido baeer igual consignación en billetes, y quedaría 
siempre pendiente la caestion de si debiera serlo en ora sellado. 

Como se vé, la consignación ante el Juzgado de la Capital 
hecha por Galli, en nada perjudica & la acción ejecutiva de la 
Compañía. 

La única cuestión entre ésta y su deudor, está reducida á la 
que tantas reces se ha ventilado ante nuestros tribunales, con 
motivo de la ley llamada de curso forzoso. 

De estos antecedentes consta que el Juzgado de la Capital 
ha precedido al de Sección en el conocimiento de la cuestión 
espresada, y es mi parecer que en él debe continuar. 

Por lo espuesto y oYiuas consideracioues aducidas por el 
Sr, Juez Dr.Tedtn, pídola confirmación de su sentencia. 

Eduardo Costa. 
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Vulto 4» «* NjWMW C7*r4e 

Buenos Aires, Aposto 10 de 1686 

Vistos y considerando: 

Primero. Que la única cuestión A resolver en el presento 
juicio ejecutivo, es la de sabor: si el pago déla cantidad recla- 
mada por la Sociedad de Mandatos, préstamos y agencia del 
Rio de la Plata ha de hacerse en oto efectivo, ó en billetes do 
curso legal por su valor escrito. 

Segundo. Que el Juez de primera instancia de la Capital 
ha prevenido ja en el conocimiento de esta cuestión, susci- 
tada ante él, seguo resulta de los autos traídos para mejor 
proveer, por Don José Oalli con motivo de la consignación en 
billetes de enrso legal hecha por este, de la cantidad que reco- 
noce deber & la espresada Sociedad, 

Tercero. Que siendo dicho Oalli estranjero» y habiéndose 
sometido como demandante en esta cuestión á ta jurisdicción 
local, el Juez Federal es incompetente para conocer do ella, 
no tanto por la litis-pendencia, como por la sumisión del estran- 
jero i la justicia ordinaria, seguo esta Suprema Corte lo tiene 
decidido en repetidos fallos, de acuerdo con lo dispuesto por el 
artículo doce, inciso cuarto, de la ley sobre jurisdicción y com- 
petencia de los Tribunales Nacionales. 

For estos fundamentos, los concordantes del Juez a (fuo, y 
lo espuesto y pedido por el Procurador General en su prece- 
dente vista, se confirma con costas la sentencia apelada de 
foja treinta y ocho. 

Repuestos los sellos, devuélvanse los autos al Juzgado do 
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su procedencia; y los traídos pura mejor proveer, al de Pri- 
mera Instancia de la Capital* — Notifiques* con el original. 

J. B. CO ROSTI ACA. — FEDERICO 1BARGCREN. — 

lladislao rniA$ (en disidencia). 



DISIDENCIA 

Vistos y considerando: 

Que este juicio es ejecutivo, entre una sociedad anónima, 
como demandante, que, para los efectos del fuero, se reputa un 
ciudadano, y un estranjero, como ejecutado ; y por tanto, su 
conocimiento corresponded la jurisdicción federal (artículo cien 
de la Constitución é inciso veinte artículo segundo de la ley de 
catorce de Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres). 

Que conforme al artículo doce de la misma ley, la jurisdicción 
de los tribunales nacionales, es privativa en las causas civiles 
en que sean parte un ciudadano argentino y un extranjero, 
cuando, como en el presente caso, no están comprendidos en 
tas escepciones que establece dicho artículo doce. 

Que el estranjero no puede declinar de ella, cuando es de- 
mandado ante la misma, según la Corte lo ha declarado en 
varios casos, fundándose en razones poderosas (tomo tercero, 
página siete, y tomo cuarto, página trescientas noventa y dos, 
segunda serie de sus fallos). 

Que en el juicio ejecutivo no es admisible la escepoion de 
litis-pendencia, pues no se halla enumerada en el artículo 
doscientos setenta de la Ley de Procedimientos entre las úni- 
cas escepciones que en ¿I pueden oponerse, y aunque lo fuera, 
no ha podido deducirse según la misma ley, antes de la citf^n 
de re. late. 
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Que de otro modo, se desnaturaliza el juicio, establecido á 
favor del acreedor, privándose á este del incontestable derecho 
de cobrar su deuda ejecutivamente, y acordándose al deudor* 
contra la terminante disposición de la ley» lo que ella ha 
prohibido. 

Que por otra parte, de los autos agregados ad effectum vi- 
dendi, resulta que si bien la primera demanda del ejecutado ante 
el Juzgado de lo civil de la Capital, se presentó catorce di u antes 
de entablarse el juicio ejecutivo ante el Juzgado de Sección, la 
segunda, idéntica á la primera, se presentó poco mas de uu 
mes después, y de ninguna de ellas se dió traslado al deman- 
dado; pues no debe considerarse tal, ni la providencia do foja 
cuatro, en que solo se mandó hacer saber la oblación hecha por 
el deudor, ni la de foja ocho, en que se ordenó manifestara el 
acreedor si estaba conforme con ella, bajo el apercibimiento 
que do no hacerlo dentro do tercer día, se le tendría por con- 
forme; todo lo cual demuestra, de un modo indudable, que no 
se daba traslado de la demanda, para cuya contestación fij i la 
ley un término mayor, bien conocido, y que debe espresarse 
al conferir traslado de la demanda, segun el art ículo setenta y 
seis del Código de Procedimientos que rije en los tribunales 
locales de la Capital. 

Que de consiguiente, el escrito de foja nueve del acreedor, de 
dichos autos, no es sinó una declinatoria de jurisdicción y no 
contestación de la demanda, la que habría sido necesaria para 
prorogar ta jurisdicción y radicar el juicio ante el Juzgado de 
lo civil, con arreglo á la ley nacional y á la jurisprudencia 
seguida por la Corto (artículo doce, inciso cuarto, de la ley 
sobre jurisdicción y competencia de los tribunales nacionales, 
y fallo de la Corte en la causa ochenta y dos, segunda serie, 
tomo once, página doscientas noventa). 

Que la demanda del ejecutado, aún en el supuesto de ser 
sobre la misma cosa que la d?l ejecutante, no es por la misma 
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acción, como es indispensable, para la acumulación de autos, 
que es Id consecuencia de la litis-pendencia. 

Que, en efecto, en ella se pide, por acción ordinaria, como 
prescribe la ley, se declare que la consignación hecha por et 
deudor de tres mil setecientos pesos en billetes inconvertibles, 
< tiene fuerza de pago», mientras que el acreedor» ante el juez 
del ejecutado, en uso de la acción ejecutiva que produce la es- 
critura pública de foja ocho do estos autos, exijo el pago de tres 
mil seiscientos pesos oro sellado, ó su equivalente en pesos 
nacionales de oro efectivo, ó en billetes inconvertibles al cam- 
bio del dia del pago. 

Que, por último, esta es también ta doctrina que la Corte ha 
seguido en cuestiones análogas, según resulta de sus faltos en 
las causas de ia segunda série. tomo cuarto, página veinte y 
cuatro; once, página doscientas noventa ; diez y siete, página 
trescientas cuarenta ; diez y ocho, página treinta y uno, y diez 
y nueve, página once. 

Por estos fundamentos, se revoca el auto apelado de foja 
treinta y ocho y so declara ser competente para conocer de esta 
causa, el juez federal en lo civil de esta Capital. Devuélvanse, 
prévia reposición de los sellos. 

I LADISLAO FRIAS. 
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CAUSA XCVI 



El Capitán de la barca .María T.» t contra tos señores Rivolta t 
Carboni y C; por cobro de sobre-estadías 



Sumario. — 1° El año por el cual se prescribe U acción para 
el cobro de flotea, estadías y sobre-estadías, se cuenta desde el 
día de la entrega de la carga por el capitán en el puerto de su 
destino. 

2* No es admisible la escepcion de prescripción contra dicha 
acción, ai el demandado jura no haber hecho el pago de lo que 
por ella se le cobra. 

3" Los intereses de la suma demandada se deben desde el dia 
de la notificación de la demanda, y pueden mandarse pagar por 
auto adicional á la sentencia. 



F*ll» M Jwe* Mc»l 

Buenos Aire». Julio 8 do 1886. 

Vistos estos autos seguidos por Don L. X. Sanguinetti, Capi- 
tán del buque italiano < María T. », contra los señores R i volt a, 
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Carbón! y O, por cobro de pesos, procedentes de sobro-estadías. 

Resulta : i° Que en el mes de Octubre de 1882 el Capitán San- 
guinetti celebró cu el puerto del Rosario un contrato de fleta- 
niento de la barca «María T.», con los señores Rivolta, Carboni 
y C* de esta plaza, en virtud del cual debían estos cargar un 
completo cargamento de rollizos de madera que aquel conduciría 
al puerto del Havre, atediante el líete de veintidós y medio fran- 
cos oro por cada mil kilos de peso, entregado en el puerto de su 
destino. 

2 o Que según lo estipulado en el referido contrato, el car- 
gamento debía ser entregado por ol lugre » Adolfo Alsina »,el 
cual tendría obligación de atracar al costado de la « María T, » 
del £0 al 24 de Octubre, concediéndosele al Capitán dos dias 
para sacar su lastre, contados desde el dia en que atracase el 
• Adolfo Alsina i. 

3° Que además se estipuló que para la fecha indicada, el capi- 
tán tendría en todo sentido su buque listo para recibir la carga, 
la que se efectuaría á razón de 40 toneladas por cada dia hábil, 
esceptuando los domingos y dias de lluvia; y que las demoras, 
ó sobre-estadías, que se originasen por Ulta de cumplimiento á 
lo estipulado, serian penadas con la suma común de trescientos 
cincuenta francos por cada dia de sobre-estadías y los que le 
sigan en su falta de cumplimiento. 

4° Que fundado en estos antecedentes, ocurrió al Juzgado el 
Capitán Sanguieetti, con fecha 18 de Marzo de 1884, manifes- 
tando, que, según se comprueba por el certiDcado acompañado i 
foja 3 y., de la administración de rentas del Rosario, el buque 
abrió registro y estuvo listo para recibir el cargamento desde el 
17 de Octubre, y así esperó hasta el 24, en que, a mas tardar 
debía atracar a su costado el « Adolfo Alsina >, lo que no su- 
cedió sínó muchos dias después, sufriendo cutre tanto perjui- 
cios de consideración, por cuya razón, formalizó una protesta el 
30 del mismo mes, ante el Escribano del Juzgado de Sección ; 
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que aunque por su contrato solo estaba obligado a recibir et 
cargamento del * Adolfo A Urna », por deferencia recibió el que 
1 Jetaba para los fletadores la goleta paraguaya « Jóven Carme- 
lita» que atracó con ese objeto á su costado el 9 de Noviembre; 
que el « Adolfo Alsina » arribó al Rosario el 12 del mismo y 
se puso al costado de la c María T. » el mismo día, procediendo 
en seguida a trasbordar su carga, cuya operación duró basta el 
dia 2 de Diciembre ; pero una vez concluida, aquellos no solo 
se negaron á arreglarle el importe de la pena en que habían in- 
currido por su falta de cumplimiento á lo pactado, sinó que le com- 
pelieron para que se hiciera inmediatamente & la vela, no sién- 
dole posible, por tal motivo, deducir acción alguna al respecto ; 
que inmediatamente que regresó de sn viaje se presentó en la 
casa de Rivolta, Carboni y O pidiéndoles el abono de lo que 
portal causa le adeudaban, obteniendo solo propuestas por la 
mitad, las que rechazó ; por lo que, en mérito de las considera- 
ciones espucstas y con arreglo a lo prevenido en el artículo 282 
del Código de Comercio, entabla demanda ordinaria contra los 
referidos señores para que se Ies declare incursos en la pena 
establecida en el contrato y so les condene, en consecuencia, á 
abonar la cantidad de mil ciento veinte pesos moneda nacional 
que importan los diez y seis días de demora que sufrió el buque, 
desde el 24 de Octubre hasta el 9 de Noviembre, A razón de tres- 
cientos cincuenta francos por dia; con mas los intereses legales 
y las costas del juicio. 

5" Que los demandados alegan en su defensa al contestar 
al traslado que les fué conferido: t° que en el supuesto 
de que las estadías que se les cobran fuesen justas, la ley 
habría privado al actor del derecho á ellas por el tiempo trans- 
currido desde el dia en que terminó la entrega de la carga en 
el Rosario, lo cual tuvo lugar el 2 de Diciembre de 4882, según 
el escrito de demanda, manifestando que al invocar esta eseep- 
cion en uso de su derecho, lo hacía porque el Capitán había re- 
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nunriado á toda reclamación, teniendo en vista las razones que 
le dieron, para demostrarle su falta de derecho ; 2" que la de- 
manda debía rechazarse in hmine, porque el Capitán no liabia 
cumplido con lo dispuesto en el artículo 12H del Código de Co- 
mercio, que establece l\ inadmisibilid.nl en juicio de toda ac- 
ción en Iré el Capitán y cargadores si no se acompaña alguno de 
los ejemplares del conocimiento original ; 3 o que ios diez y seis 
dias de sobre-estadías que con determinación precisa se cobran, 
pueden ser materia de reclamación A eso título porque el termino 
para cargar corría todavía en las fechas dentro de las cuales 
están ellas comprendidas» según los mismos cálculos del deman- 
dante, puesto que el buque tenía setecientas toneladas de re- 
gistro y debía cargarse ¿i razón de cuarenta por dia, lo que da 
diez y siete dias hábiles para cargar ; y i% linatmente, que eran 
inexactas las aseveraciones del demandante respecto á que le 
hubiesen puesto obstáculos á reclamaciones que quisiera hacer 
el Capitán y sobre proposiciones de pago parcial» que les atri- 
buye ; y si alguna demora ocurrió en la salida del buque fué 
ocasionada por negligencia del Capitán que no se apuró á salir 
poinue así le convenía y porque tomó carga de otros cargadores, 
cuyos conocimientos íirmó recién el 14 de Diciembre. 

Y considerando: 1" Que los únicos hechos contestados por 
los demandados de los que sirven de fundamento ú Ja demanda ó 
se relacionan con ella, son los que se rcCercn ¡i que los fletado- 
res compelieron al Capitán á que se hiciera a la vela, inmedia- 
tamente de concluida la carga, lo que según él le impidió ejer- 
cer acción alguna contra ellos y á las propuestas que dice el 
mismo le hicieron de abonarle la mitad do ta suma demandada, 
los cuales es innecesario probar, desde que dada su naturaleza 
y la época en que tuvieron lugar aún en la hipótesis de ser cier- 
tos, ninguna influencia tendrían en la solución de esta causa, 
según se demuestra mas adelante; de modo que el Juzgado se 
halla en el caso de prescindir del trámite de la prueba, de 
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acuerdo con lo que prescribo el artículo 91 de la ley de enjui- 
ciamiento. 

2? Que no habiéndose desconocido la autenticidad del contra- 
to de fletamento que obra i f ... ni los demás hechos alegados por 
el actor, la cuestión a resolver es de simple interpretación de las 
cláusulas de donde el demandante hace derivar su acción, la cual 
según resulta de loa antecedentes consignados, se dirijo ¡i obte- 
ner la aplicación de la pena impuesta en el contrato de fleta- 
mento consistente en la suma de trescientos cincuenta francos 
por cada día de demora ó sobre-estadías, por el retardo sufrido 
desde el día 34 de Octubre en que debió atracar al costado de 
la « María T • el lugre < Adolfo Alsina » hasta el 9 de No- 
viembre en que dicha barca empezó por deferencia, á recibir 
carga de la t Jóven Carmelita i. 

3° Que según el artículo 395 del Código de Comercio, las 
palabras délos contratos y convenciones deben entenderse en 
el sentido qne les dá el uso general, y según el inciso I a del ar- 
tículo 296, habiendo ambigüedad en las palabras, debe buscarse 
mas bien la intención común de las partes que el sentido literal 
de los términos. 

4° Que de acuerdo con este principio de interpretación, la fe- 
cha del 34 de Octubre que aparece fijada en el contrato de fleta- 
mentó para que el lugre « Adolfo Alsina > se encontrase al cos- 
tado do la * liaría T no puede sensatamente tomarse en otro 
sentido que como la designación del día desde el cual debían 
principiar á correr las estadías 6 días de plancha para la carga, 
pues en primer lugar, no es verosímil que la intención de los 
fletadores hubiese sido someterse á tan rigorosa penalidad ino- 
ficiosamente, desde que se había designado el número de tone- 
ladas que se cargarían por cada día hábil y en segundo lugar, 
no tendría esta designación objeto ó esplícacion satisfactoria. 

5" Que además, la póliza de fletamento claramente dice qne 
las demoras ó sobre-estadías que se originen por falta de cum- 
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plimiento á lo estipulado, serán penadas en la suma común de 
trescientos cincuenta franco» por cada dia de sobre-estad ías, etc., 
y entendiéndose por tales, según lo que espresa el inciso 5", 
artículo 1 186, del Código de Comercio, los dias quo además de 
los convenidos pura la carga ó descarga ó sea de plancha y que 
en el caso sub judice son tantos hábiles cuantos se necesitan 
para cargar setecientas toneladas á razón de cuarenta por día, 
hayan de contarse á efecto de determinar las indemnizaciones 
que por tal razón corresponden al buque. 

*i° Quede los mismos datos suministrados por el demandante 
y admitidos por los demandados, resulta : que los dias acorda- 
dos para la carga debían de sor diez y siete y medio y que en el 
puerto del «osario hubo cinco dias inhábiles en el espacio 
do tiempo comprendido entre el 24 de Octubre y eí Sí de No- 
viembre de 1882, lo que dá veintidós dias y medio que los deman- 
dados podían retener el buque sin indemnización de ningún 
género, dentro de los cuales quedan absorbidos los diez y siete á 
que se refiere la demanda. 

V Que admitiendo por vía de hipótesis que la interpretación 
que queda consignada no fuese la que lógicamente se desprendo 
de la naturaleza del contrato y de los términos en que está con- 
cebida la cláusula en que funda el actor su demanda, y que por 
consiguiente, el solo hecho de uo haberse presentado el ^ Adolfo 
Alsina » al costado de la « María T. » el 2ide Octubre lo au- 
torizase á cobrar las sobre-estadías estipuladas» la acción para 
dicho cobro estaría proscripta, con arreglo a lo dispuesto en el 
inciso *» del artículo 1O0G del Código de Comercio, según el 
cual se prescriben por un año las acciones para el cobro de fle- 
tes, estadías y sobre-estadías, contados desde el día de la en- 
trega de la carga. 

8" Que consta, en efecto, por la propia manifestación del 
demandante y por el cert ificado del Consulado Italiano, corriente 
á foja 24, que la c María T.> salió del Puerto del Rosario con 

T. 1X1 4 t 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



su completo cargamento á bordo el día i 5 de Diciembre del año 
1882, habiéndose iniciado este juicio el 18 de Marzo de 1884, 
es decir, un ano y tres meses después de la entrega de la carga. 

9" Que suponiendo cierto el heclio alegado por el demandante 
de que los demandados le compelieron á hacerse inmediata- 
mente á la relajo que según él le impidió ejercitar acción alguna 
contra ellos, no puede atribuírsele efecto alguno para interrum- 
pir la prescripción t porque se trata en primer lugar, de un im- 
pedimento de hecho, por acto propio, llevado á cabo sin violencia 
de quienes se dice lo exigieron y sin protesta alguna de parte 
del Capitán, lo que revela que accedió á ello por su libre volun- 
tad ; y en segundo lugar, porque consta que tuvo tiempo sobrado 
para constituir mandatario en forma, no solamente mientras 
corrían los días de estadía, sínó hasta que se concluyó la ope- 
ración de carga, que era el medio eficaz de evitar las consecuen- 
cias de la prescripción, así como pudo ocurrir al Escribano del 
Juzgado de Sección i formular la protesta de foja 90. 

W Que el hecho, aunque fuera cierto, de que los deman- 
dados hicieron propuestas de arreglo al 'lemandante, no consti- 
tuyendo un reconocimiento de la deuda, tampoco puede tener 
efecto interruptivo de la prescripción. 

Por estos fundamentos, fallo absolviendo á los señores Hivolta, 
Carbón» y C* de la demanda interpuesta á f.., imponiendo á su 
respecto perpetuo silencio al actor, con costas. — Xotitfquese 
original. 

Virgilio .W. Tedin. 
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r*!t# 4» l* ffnprn— Carie 

Himnos Aires, Aromo 10 de 188G. 

Vistos y considerando: Primero. Que de la póliza de 
lletamento corriente á foja setenta y seis, resulta que tos 
demandados se obligaron á poner al costado del buque del 
demandante, del veinte al veinticuatro de Octubre del año de 
la referencia, el cargamento materia de dieba póliza, declaran- 
do acordar al Capitán demandante dos días para hacer el lastre 
de su embarcación. 

Segundo. Que asimismo se acordó que la operación de la 
carga debería veriíicarso á razo» de cuarenta toneladas por día, 
fijándose en setecientas el número de tonoladas de rejistro del 
buque. 

Tercero, Que con estas especificaciones quedó determinado 
con precisión el tiempo en que la operación de la carga debería 
comenzar y concluir y el buque quedar espedito para hacerse i 
la vela. 

Cuarto. Que también se determinó qne por cada dia de 
demora en la ejecución de lo estipulado se abonaría una 
indemnización común de trescientos cincuenta francos por dia. 

(Jtiinto, Que de la exposición del demandante no contra- 
dicha formalmente por los demandados, aparece que solo diez 
y seis y medio días hábiles fueron necesarios para llevará cabo 
la operación de cargar, y que ellos, prévio descuento de los 
eaceptuados por la póliza ue lletamento, debieron vencer el quince 
de Noviembre siguiente. 

Sexto, Que dicha operación no concluyó, sin embargo, 
sinó muchos días después, ó sea el dos de Diciembre, por hecho 
y culpa de los demandados, quienes retardaron el comienzo de 
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la operación fausta el nueve de Noviembre, sin dar razón alguna 
para ello, hecho que motivo la protesta del Capitán, corriente á 
foja dos. 

Sétimo. Que respecto de este exceso de dias soliro el se- 
ñalado en la póliza, que el demandante lia limitado ú diez y 
seis y en que el boque fué indebidamente detenido en el puerto 
de partida, es de evidente aplicación, p t tanto, ta cláusula 
penal estipulada para el caso de retardo en la ejecución de lo 
pactado, sin que obste la circunstancia de que el demandante 
baya designado errónea mente como dias de sobre-estadías los 
corridos hasta la fecha en que los Heladores comenzaron a 
cargar en vez de referirse puramente a los que escedieron á los 
de plancha, o sea á loa trascurridos con posterioridad al en que 
según la póliza, debió quedar terminado el cargamento, pues 
es deber de los jueces, con arreglo al precepto de la ley diez, 
título diez y siete, libro cuatro, Recopilación Castellana, pro- 
ceder en la decisión de los pleitos, según la intención formal de 
las portes, y la verdad probada en autos, sin detenerse en los 
ápices del derecho ni en las omisiones insustanciales de aquellas. 

Considerando en cnanto á la escepiou de prescripción : 

A'oecno. Que con arreglo al artículo mi) seis inciso cuatro 
del Código de Comercio, las acciones) pan el cobro de fletes, 
estadías y sobre-estadías, no se prescriben sinó por el trascurso 
de un año, contado desde el día de la entrega de la carga. 

Décimo. Que estas últimas palabras no son ni pueden en- 
tenderse relativas al recibo de la carga por el Capitán, sinó á la 
entrega de ella por este en el puerto de su destino, máximo 
cuando como en el caso presente, se haya estipulado e) abono 
del flete en este último puerto, pues es solo en él y desde la fe- 
cha en que el Capitán se desapodera del cargamento, que la 
acción para su cobro nace y que la prescripción puedo comenzar 
á correr, por tanto. 

Undécimo. Que esta última razón, aunque referente dírec- 
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(ámente á los fletes, es aplicable también á las sobre-estadías, 
no solo porque la ley no hace distinción alguna á su respecto, 
sinó porque no constituyendo aquellas sino una indemnización 
del daño causado por la demora en la ejecución del contrato, no 
pueden estar sujetas á un término de prescripción distinto que 
el del contrato principal de que emanan. 

ttitodécimo. Que oon estos antecedentes, y resultando del 
certificado consular de foja veinte, combinado con el cirgo 
puesto al escrito de demanda, que esta lia sido introducida antes 
de los once meses de la entrega de la carga por el Capitán, eu el 
puerto de su destino, es evidente que ta prescripción alegada es 
inadmisible. 

Decimotercio. Que aparte de esto, por una derogación for- 
mal á tos efectos ordinarios de la prescripción, el artículo mil 
nuevo del Código de Comercio dispone en relación a las pres- 
cripciones brevt témpora, que sanciona el artículo mil seis, que 
la persona á quien cstus se oponen puede deferir el juramento á 
su contraparte en cuanto ú saber si la cosa ha sido realmente 
pagada, haciendo asi depetidtr la liberación de la deuda, de la 
doble circunstancia did transcurso del tiempo señalado por dicho 
artículo y del juramento del deudor de estar aquella pagada. 

Décimocuarto. Finalmente, que deferido ese juramento por 
el demandante á los demandad m, han reconocido estos no ha- 
ber abonólo cantidad alguna á aquel por razón de sobre-estadías 
reclamadas, destruyendo con su propia afirmación el segundo de 
los estreñios enunciado^ ó sea la presunción de pago que sirve 
de base á la escepcion, de lo cual resulta que ya se tome como 
punto de partida para su computo la fecha del reeibo de la 
carga por el Capitán, ya la de la entrega por este á los destina- 
tarios, dicha cacepciou es siempre inadmisible. 

Por estos fundamentos, se ruvoca la sentencia apelada de 
foja noventa y dos, declarándose que tos demandados están 
en el deber de abonar al demandante la suma correspondiente 
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á lo* diez y seis días de sobre-estadías antes referidos á razón 
de trescientos cincuenta francos por dia, y que deben verificar 
dicho abono en el término de diez dias. Notíliqucse con el origi- 
nal y, repuestos los ¿ellos, devuélvanse. 

J. II. GORO&T1AGA. — J. DOMIKGIEZ. 
— \ LADISLAO FRIAS. — FEDERICO 
IIURGtEY — C. S. DE LA TORRE. 

Se reclamó por haberse omitido proveer sobre los intereses. 



Hiumos Airón, Agobio lít de ItWK. 

Atenta la precedente petición, y habiéndose omitido efecti- 
vamente proveer sobre los intereses de la suma mandada pagar 
por la sentenoia de foja ciento treinta y ocho reclamados en la 
demanda : se declara que ellos deben ser abonados á estilo de 
banco por tos demandados a contar desde el día de la notifica- 
ción de aquella hasta el det efectivo pago del capital. 

J. II. GOKOSHACA, — J. DOMINGUEZ. — 
«LADISLAO FRIAS. — FEDERICO IRARCÚ- 
REN. — C, S. DE LA TORRE. 
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CAUftA XCVII 



D. Affttstin lloras contra la Municipalidad de Jujutj ; sobre 
cumplimiento de contrato 



Sumario. — No puede una Municipalidad obligarse como 
persona jurídica, por un contrato que no ba celebrado por medio 
de sus representantes legales. 



taso. — El caso se reliere en el 



Jujuy. Junio i) de 1885. 



Vistos estos autos seguidos por D. Agustín Borus, de nacio- 
nalidad español, contra la Municipalidad de esta ciudad, de lo* 
que resulta : 

rn>«ero:Queel referido Sr. liorna inicio el juicio esijicudo 
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de ta Municipalidad indemnización de daños y perjuicios por fal- 
ta de cumplimiento a las obligaciones del contrato que acom- 
paña con su escrito de demanda y que corre a fojas 1 y 2 de esto 
espediente, celebrado con A objeto de dolar du aguas corrien- 
tes i esta ciudad. 

Segundo : Que corrido traslado de la demanda al Síndico Pro* 
curador de la Municipalidad, que por Ja ley es el representante 
de ella, esto la contesta diciendo que opone la esci>pckm peren- 
toria de falta de eficacia del contrato y concluye pidiendo al Juz- 
gado que desestime la demanda, alegando : 1° que el contrato por 
el cual se demanda á la Municipalidad, fué celebrado por el Go- 
bernado! Delegado de la Provincia, en representación de la Mu- 
nicipalidad, y es noto para obligarla; 2" que no habiendo el 
Gobernador Delegado recibido poder de la Municipalidad, no 
ha podido titularse su representante ni avocarse la personería 
de ella; 3 o que la Constitución provincial dispone la eiistcn- 
cia de la Municipalidad con atribuciones propias, no pudieudo 
elFoder Ejecutivo constituirse en Municipalidad, según el 
artículo 54 de la misma Constitución ; 4" que si el señor Bo- 
ros se considera perjudicado en sus trabajos de aguas corrien- 
tes, piíede demandar al Gobernador delegado que procedió in- 
constitucionalmentc al erigirse en Municipalidad sin estar fa- 
cultado por ninguno de los incisos del artículo 54 de la Cons- 
titución; y 5° que la Municipalidad tiene celebrado un verdadero 
contrato de aguas corrientes con el señor Borus, que adjunta 
con su contestación, no pudiendo este sustraerse ú su c umplí- 
miento porque está en todo su vigor y no consta estar rescin- 
dido ó anulado. 

Terrero : Que, atentos los términos de la contestación del 
representante de la Municipalidad, desconociendo esta bailarse 
obligada por el contrato que sirve de base á la demanda, el 
Juzgado entendió que debía sustanciar y resolver previamente 
la curstion de derecho sobre si dicha Corporación estaba ú uó 
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obligada a cumplir el citado contrato, por cuya razón corrió 
traslado al actor Jo esa contestación, llamando autos para sen- 
tencia después de la réplica. 

Cuarto : Que cu esta el actor pide el rechasto de la cscepcion 
opuesta y que se declare válido el contrato, sosteniendo la 
constitucionalidad del decreto de 25 de Julio de 1883 en que el 
Gobernador Delegado asumió las funciones de la Municipalidad 
y fundándose : I" En que sin desconocer la personería del Go- 
bernador de la Provincia que suscribió el contrato a nombre de 
la Municipalidad, ha creído el Síndico salvarla de los cargos que 
le lia formulado, esta seguro que lu misma corporación no ha 
de aprobar este paso que importa desconocer lo que ella ha re- 
conocido implícitamente en el hecho de uo kaber rechazado y 
sí haber pasado a una do sus comisiones una solicitud que le 
presentó reclamando las mismas indemnizaciones de daños y 
perjuicios ; 2" En que la Municipalidad es una repartición, 
dependiente del Poder Ejecutivo, que no tiene una órbita 
trazada para poder funcionaar dentro de ella con indepen- 
dencia, que tiene atribuciones determinadas pero uu liber- 
tad de acciou porquo no puede ejercerlas sin control según 
los artículos 100. i aviso G", y JO) de lu Constitución Provin- 
cial, que Ja sujetan á la inspección y njiltincia del mismo Poder 
Ejecutivo ; 3" En que por eso es que, toda vez que el Poder 
Ejecutivo ba visto que la Municipalidad no ha podido fun- 
cionar con regularidad, ha suprimido esa repartición, asu- 
miendo sus atribuciones ; lo que asevera haber sucedido en las 
dos épocas que menciona, en las que el Poder Ejecutivo dió 
cuenta al Ujislatívo en el mensaje al abrir ías sesiones res- 
pectivas, habiendo sido aprobada su conducta, de donde queda 
establecido este procedente como jurisprudencia ; 4* En que si 
los contratos celebrados por el Poder Ejecutivo á nombre de la 
Municipalidad carecían de eficacia, en las mismas condiciones 
del suj o estarían los celebrados con el Sr> Gancedo para la 
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limpieza pública y coa el Sr. do la Rosa para el alumbrado, 
que la Municipalidad ha reconocido, mandando pagar las sub- 
venciones atrasadas, sieado inadmisible que se quiera que solo 
el de ¿1 uo tenga eficacia ; 5 Eu que en el supuesto de que el 
Poder Ejecutivo no pudiese representar á la Municipalidad sin 
mandato especial, la escopetan opuesta por el Síndico no seria 
admisible, porque al celebrar los contratos con él j con 1 os se- 
ñores Gancedo y de la Rosa, habría procedido como gestor ofi- 
cioso de loa negocios de la Municipalidad y que, habiendo esta 
reconocido esos contratos, no tendría derecho á alegar su falta 
de eficacia en virtud de lo que disponen los artículos 2203 y 
3305 del Código Civil. Y finalmente: 6", en que después de re- 
petidos reclamos de parte del demandante, sin resultado para 
obtener do la Municipalidad el cumplimiento del contrato 
acompañado por el Síndico, se presentó al Gobierno cuando 
cjeruia las atribuciones municipales y este le propuso refundir 
dicho contrato en otro que es el que se celebró (en el que fun- 
da su demanda), caducando el primero y produciéndose una 
novación del contrato primitivo. 

Y considerando : Primero : Que el contrato por el cual se de- 
manda á la Municipalidad es un acto que no deriva ni se rela- 
ciona con su carácter de autoridad pública ejerciendo funciones 
administrativas, sinó con su calidad privada de persona jurídi- 
ca que le acuerda el inciso 3" del artículo 33 del Código Civil, 
con la capacidad de adquirir derechos y de contraer obligaciones, 
pudíendo ser demandada por acciones civiles (artículos 33, 35 
y 42drl mismo Código). 

Segundo : Que aún cuando la Municipalidad sea una rama del 
Poder administrador ú Ejecutivo, no debe considerarse como 
una Topar ticion dependiente de este sin libertad de acción, se- 
gún lo sostiene el actor, pues el alcance del artículo 101 de la 
Constitución Provincial que la sujeta á la inspección y vigilan- 
cia del Poder Ejecutivo, no puede estenderse hasta privarla de 
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su cupncidad de persona jurídica porque nos llevaría al estre- 
mo de reconocer su irresponsabilidad respecto do los actos, 6 
contratos que como tai ejerciese ó celebrase ; no pudiendo dar- 
se otra interpretación al citado articulo, .sin ó deque la ins- 
pección y vigilancia del Poder Ejecutivo se reliere únicamen- 
te a [os casos r ejidos por el derecho administrativo en que 
la Municipalidad obra como autoridad pública dictando acuer- 
dos ú ordenanzas. 

Tercero ; Que no es dable igualmente aceptar que la inspec- 
ción y vigilancia á que el artículo 101 de la Constitución suje- 
tad las Municipalidades respecto del Poder Ejecutivo, faculte 
á este para abrogarse las funciones do la Municipalidad y cele- 
brar contratos en representación de ella absorbiendo por com- 
pleto su personalidad en el doble carácter de autoridad pú- 
blica y de persona jurídica, porque en su contra están no solo 
las deducciones del considerando anterior, sinó además el pre- 
cepto terminante del artículo 8" de la ley orgánica de las Mu- 
nicipalidades, en perfecta vigencia, que dice: « La autoridad 
Municipal reside en las Corporaciones que esta ley organiza y 
solo por rilas será ejercida ». 

Cuarto t; Que tampoco puede decirse que el inciso 0" del 
artículo 100 de la Constitución establezca ese control tan ab- 
soluto del Poder líjccutivo, que comprenda hasta los actos que 
la Municipalidad practique on su carácter privado de persona 
jurídica, porque tal disposición está consignada entre las atri- 
buciones concedida* á las municipalidades y no tiene mas signi- 
ficado que darles la facultad de presentar al fiobierno proyec- 
tos de utilidad pública y representar las necesidades de su 
distrito ; lo que demuestra claramente que se trata del ejerci- 
cio de sus facultades como autoridad pública. 

tjninlo: Que el hecho alegado por el actor, de que el Poder 
Ejecutivo dió cuenta Á la Legislatura al abrir sus sesiones, de' 
haber asumido las funciones municipales, no mejora su derc- 
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oho, por cuanto no consta el acto por el cual la Uejislatura 
haya aprobado el proceder del Poder Ejecutivo y es un principio 
incorporado ó nuestra le jisl ación civil (art. 17 del Código Civil) 
de que las leyes no pueden ser derogadas en todo ó cu parte 
sinó por otras leyes, no habiéndose tampoco dictado ninguna 
ley que derogue el artículo transcrito en el tercer considerando. 

Sexto: Que la argumentación que se hace en el mismo es- 
crito de réplica, de que si los contratos celebrados por el Po- 
der Ejecutivo A nombro de la Municipalidad carecieran de efi- 
cacia, en las mismas condiciones del del actor estarían Ioj 
celebrados con el Sr, (íancedo para la limpieza pública y con 
el Sr. de la llosa para el alumbrado, no solo reconocidos por la 
Municipalidad sinó mandadas pjgar subvenciones atrasadas y 
añadiendo que si esta Corporación habia reconocido que esos 
contratos no carecían de eticada, no podia sostener que el suyo 
no la tuviera, no es conducente al objeto que se propone de- 
mostrar el actor en razón de que, aún dado por sentado y ad- 
mitido el hecho de que la Municipalidad hubiese confirmad» 
los contratos que se dice celebrados por el f iobernador dele- 
gado con los Sres< üaucede y de la Rosa, coino adoleciendo del 
mismo defecto del del Sr. llorus, no puede decirse en presen- 
cia del articulo 1063 del Código Civil que también este quede 
confirmado, pues no se ha alegado ni probado que la Municipa- 
lidad le hubiese dado ejecución voluntaria, ya sea total ó par- 
cial yantes bien lo ha desconocido espresamente por medio de 
su representante el Síndico. 

Sétimo: Que asimismo, el hecho de no haber la Municipali- 
dad rechizado á su presentación y de haber pasado á una de 
sus comisiones la solicitud que dice el Sr. Boros le hizo, re- 
clamando las mismas indemnizaciones de daños y perjuicios 
que ha motivado la presente demanda, y siendo un mero trámite 
por el que tienm que pasar los asuntos de la Municipalidad, 
no importa la aceptación del contrato ni su reconocimiento im~ 
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plícito, mayor men te cuando dicha corporación tenia é invoca 
un contrato sobre servicios áqne la solicitud presentada se 
referia . 

Octavo : Que el ntro argumento que también aduce el actor, 
basado en loa artículos 2203 y -2305 del Cúdigo Civil, de que el 
Poder ICjecntivo al celebrar con él el ya mencionado contrato, 
batria procedido como gestor Oficioso de loa negocios de la Mu- 
nicipalidad, el artículo 2293 que invoca no se refiere al caso; y el 
2305, k'jos de serle favorable, dispone que el gestor de los ne- 
gocios ágenos queda personalmente obligado por los contratos 
que con motivo de la gestión hizo con terceros, aunque los hi- 
ciese á nombre del dueño del negocio, si este no hubiese rati- 
ficad.. | a gestión, agregando, que los terceros, mientras el dueño 
del negocio no ratilica la gestión, solo tendrán derecho contra vi 
gestor y solo podrán demandar al dueño del negocio por las 
acciones que contra este correspondían al gestor. 

Koreito: Que en cuanto á la novación qut se dice haberse 
operado del contrato primitivo celebrado con la Municipalidad, 
con el nuevo contrato concluido con el Gobernador delegado, 
es necesario tener presento que la novación no se presume y que 
para que ta haya, debe manifestarse claramente la voluntad de 
las partes en la nueva convención, ó que la existencia de la an- 
terior obligación sea incompatible con la nueva; de donde re- 
sulta que habiéndose introducido solo alteraciones en el segun- 
do contrato que han dejado sin extinguir las obligaciones 
provenientes del primero, no so ha efectuado la novación, según 
el tenor del artículo 812 del Código Civil. 

Wcimo ; Que quedando evidenciado por las demostraciones 
anteriores, que el Poder Ejecutivo no ha podido hacer ostensiva 
la inspección y vigilancia que la Constitución le dá sobre las 
Municipalidades, basta absorber la personalidad privada de 
estas como personas jurídicas y que al celebrar contratos con 
particulares, modificándolos que ya tenia hechos la Mu n ¡cipa- 
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lidad, como en el caso actual, no ha novado el primero, ni ba 
procedido como gestor oficioso de los negocios do la misma cor- 
poración, esta ha podido desconocer con arreglo a derecho, el 
celebrado por el Gobernador Delegado con el Kr. Horusy rehu- 
sar su cumplimiento desde que resulta que no estaba ni tácita 
ni espresamente confirmado por elta. l'or estos fundamentos : 
se absuelve i la Municipalidad de la presente demanda, de- 
jando á salvo sus acciones ¡í D. Agustín Borus para que las 
haga valer ante y contra quien corresponda, sin especial conde- 
nación en costas. Xetifíquese con el original y repónganse los 
sellos. 

Pabla Illas. 



Falto é> I» ffupwM € #■*«*• 

Hucnos Aire», Agoslo U de 1H86. 

Vistos: no pudiendo obligarse la Municipalidad como per- 
sona jurídica, sinó por medio de sus representante legales, y 
no habiendo estos, intervenido en la celebración del contrato 
de foja primera, no puede dicho contrato obligarla ni sujetarla 
á responsabilidad alguna, l'or estos fundamentos, y los con- 
cordantes de la sentencia apelada de foja treinta y una, se con- 
linuacoii costas, y devuélvanse previa reposición dt; sellos. 

I, R. COROSTIAGA. — i* |M)*ISU;LZ. 
I LADISLAO FRIAS. — FEDERICO IDAH- 
CUREN. ■ ■ C. S. DE LA TORRE. 
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tí. I'edro Sietjeí. contra don Ernesto Martini : sobre cobro de 

estadías 



Sumario, — i" Aunque el capitán avise en la Aduana que lu 
üado entrada y esta pronto para la descarga, no se producen 
estadías sí en el contrato se ha designado un lugar para ello, 
mientras el buque no llegue ¿ dicho lugar. 

2" til recibo de todo el Hete otorgado por el Capitán sin re- 
serva respecto de las estadías, prueba que estas no se lian cau- 
sado ó que fueron incluidas fu el pago. 



Cafó. — El caso se refiere en el 

Vmnm 4*9 Jnci fV4er*l 

La NaU, Julio 31 de 188G. 
Vistos estos autos seguidos por D. Pedro Siegel, Capitán del 
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boque holandés Amtroom, contra D. Ernesto A. Marti ni, por 
cobro de pesos» procedentes de sobre*estadfas> 

Resulta: Primero: Que con fecha 28 de Diciembre de 1883 
el Capitán Sicge) celebró en este puerto con don Santiago ¡fri- 
ten, ron intervención de los Corredores Marítimos Peltzer y 
Kay uti contrato de fletamento del bnque Amstroom, para 
ducir en él nn completo cargamento de piedra de Montevi- 
con destino i Punta Lara. 
Segundo: Que según lo estipulado en el mismo contrato, el 
cargamento seria cargado y estraido en el puerto de descarga 
el término de veinte dias corridos, contados desde el si- 
gniente n aquel en que el buque diera entrada en la Aduana y 
se hallara listo para dichas operaciones; conviniéndose además 
que la demora que el buque sufriera además del tiempo conce- 
dido, sería abonado ú razón de veinticinco pesos fuertes por 
cada dia. 

Tercero: Que en cumplimiento de este contrato el bnque re- 
cibió en Montevideo su carga consignada á don Ernesto Mar- 
tini de esta plaza y llegó al puerto de su destino quedando 
espedito por la Aduana el 24 de Fuero de 1884; lo que el Ca- 
pitán Siegel comunicó inmediatamente al consignatario, recor- 
dándole que desde el dia siguiente corría el termino para la 
descarga, según su contrato. 

Cutirlo*. Que habiéndose consumido <>n la carga doce días, 
solo quedaban ocho de estadías para verificar la descarga coniu 
se hace constar en el conocimiento original que se acompaña, 
cuyo término espiraba el treinta y uno del mismo mes de 
Enero. 

{tilinto : Que no habiéndose concluido la descarga basta e! 
£1 de Febrero, el Capitán Siegel se presentó al Juzgado de- 
mandando al consignatario don Ernesto A. Martin i, por la 
suma de quinientos pesos fuertes oro, ó su equivalente, qui- 
nientos diez y seis pesos sesenta y seis contaros moneda nació- 
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nal oro, importe de las sobre-estad ¡as ó veinte días de demora 
transcurridos desde el primero de Febrero en que debió quedar 
concluida la descarga, bastecí veintiuno del mismo mes. 

Sexto: Que conferido traslado al demandado, contestó ¿foja 
1S, que el negocio á que se refiere la demanda quedó terminado 
por el recibo por saldo de flete que el Capitán le otorgó con 
fecha n de Febrero de 1884. 

Sétimo : Que los 8 dias de estadías que quedaban para la des- 
carga, deben correr desde que el buqne atracó al muelle y no 
desde que diú entrada en la Aduana* pues era su obligación 
proceder ú Puuta de Lara atracando al muelle 6 tan cerca de él 
como pueda aproximarse con seguridad y allí entregar su car- 
gamento. 

Octavo: Que d buque atracó á Punta Lara del 16 a) 18 de 
Febrero y quedó terminada la descarga el 21 del mismo, es 
decir, que no se empleó siquiera los ocho días á que se refiere 
la nota puesta en el conocimiento. 

Y considerando : Primera : Que lúa únicos hechos en que se 
funda la defensa son los que se refieren ála época en que el 
buque atracó al muel'e de Punta Lara y el recibo otorgado por 
el Capitán por mido de flete que se registra á foja 12, por su 
naturaleza, aún en la hipótesis de ser ciertos, ninguna in- 
fluencia tendrían en la solución de ceta causa según se demues- 
tra mas adelante, de modo que el Juzgado se halla en el caso 
de prescindir del trámite de la prueba, de acuerdo con lo que 
prescribe el artículo 178 de la Ley de Procedimientos. 

Segundo : Que no habiéndose desconocido la autenticidad del 
contrato de netamente que obra á foja 22 ni los demás hechos 
alegados por el actor, la cuestión á resolver es de simple inter- 
pretación de las cláusulas de donde el demandante bacn derivar 
su acción, la cual según resulta de tos antecedentes consigna- 
dos se dirige d obtener la aplicación de la pena impuesta en el 
contrato de lletamento consistente en la suma de veinticinco 
t. ui 22 
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pesos fuertes oro, por cada día de demoru ó sobre-estadías, 
por el retardo sufrido desde el i • hasta el 21 de Febrero. 

Tercero: Que según el artículo 295 del Código de Comercio, 
las palabras de los contratos y convenciones deben entenderse 
en el mismo sentido que les da el uso general y según el in- 
ciso 1° del articulo 296, habiendo ambigüedad en las palabras 
debe buscarse mas bien la intención común de las partes que 
el sentido literal de los términos. 

Cuarto : Que de acuerdo con este principio de intepretacion, 
el dia siguiente á aquel en el que el buque diera entrada en la 
Ad uaná y se bailara listo para la descarga, que aparece fijado 
en la póliza no puede tener otro sentido que como la designa- 
ción desde el cual debiera principiar á correr los estadías», pues 
él se refiere al momento en que el buque queda espedito para 
empezar su descarga, sea en lanchas ó atracado á muelles, 
desde cuyo dia «los consignatarios de las mercaderías quedan 
hábiles para disponer de ellas» según se dispone en ol artículo 
48 de las ordenanzas de Aduana; pues de lo contrario tal cláu- 
sula carecería de esplícacio» satisfactoria en un contrato de 
fletamento. 

Quinto : Que el hecho afirmado por el actor y no contradicho 
por el demandado de haber el Capitán dado aviso al consigna- 
tario con fecha 24 de Enero, de estar espedito su buque por la 
Aduana, agregando que, con arreglo a su contrato de fleta- 
mentó, Jos días que tenia para descargar principiaban á correr 
desde el siguiente, importa una aceptación tácita de ser en 
efecto ese dia el fijado para que empezaran á correr las esta- 
días, así como que el buque se encontraba en las condiciones 
del contrato para verificar su descarga, desde que Martin! no 
alega haber hecho observación alguna á dicho aviso, impug- 
nando la interpretación que el Capitán Sicgel dio á la mencio- 
nada cláusula de la póliza de fletamento. 

Seslo : Que para determinar la indemnización que por razón 
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de sobre-estadías corresponda a) baque es indispensable cons- 
tatar además del día en qut deben empezar las estadías, el nú- 
mero de estas, concedidas sin remuneración alguna y la fecha 
en que terminó realmente la descarga ; lo que en el presente 
caso resulta justificado de un modo legal y bastante por no 
haber sido ninguno de dichos estremos negados categórica- 
mente por el demandado, lo que autoriza al Juzgado, de con- 
formidad á lo dispuesto en el artículo 86 de la Ley de Procedi- 
mientos y jurisprudencia de la Corte Suprema* á estimar como 
reconocida su exactitud. 

Sétimo: Que para que el recibo de foja 12 hubiera producido 
el efecto de saldar todas las obligaciones, sería necesario que 
estuviese concebido en los términos de * por arreglo general de 
cuentas por saldo de mayor cantidad > ú otros equivalentes que 
hiciesen presumir convenio ó convención respecto á una liqui- 
dación general (art. 034, Cód.de Comercio;; pero en el caso ocur- 
rente, el recibo mencionado solo habla del pago de saldo del 
flete, que no es la única negociación ó partida de las que cons- 
tituyen la cuenta entre fletantes y fletadores y ni pueden 
estimarse como flete, las estadías en el sentido de la ley, desde 
que esta los da como multa ó indemnización sobre los fletes 
estipulados; y 

Octavo: Que los consignatarios son directamente responsa- 
bles del pago de las sobre-estadías ó demora en la descarga de 
los buques que les son dirigidos según se dispone en los ar- 
tículos 1214 y 1360 del Código de Comercio. 

Por estos fundamentos, fallo: condenando á don Ernesto A, 
Martini, al pago, dentro de 10 dias de ejecutoriada la presente, 
de la suma de quinientos diez y seis pesos con sesenta y seis 
centavos moneda nacional oro* con los intereses moratorios y 
las costas del juicio. Notifí quese con el original y repónganse 
los sellos. 

Isidoro Atharraein. 



3!B 
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Buenoi Airei, Agotto 14 d<s 1886. 



Vistos y considerando: Primero i Que por el contrato de fle> 
tamento, cuya traducción corre ¿ foja veintitrés, el Capitán 
Siegel se obligó ú conducir en el buque Amstroottt, un carga- 
mento completo di piedra pura empedrados, desde el puerto de 
Montevideo al muelle de Punta Lura, ó tan cerca de él como 
pudiera aproximarse con seguridad, y ¡i entregar la carga con- 
forme á los conocimientos. 

Segundo : Que por el mismo contrato se concedieron veinte 
días paia cargar y descargar, comenzando estos á correr desde 
el di» después de el en que el buque estuviese pronto para di- 
chas operaciones eu la Aduana, debiendo los Madores ó sus 
agentes, si el buque fuese detenido por ellos mus allá de este 
tiempo, pagar estadías A dicho Capitán á razón de veinticinco 
pesos fuertes oro, por cada dia de detención. 

Tercero : Que no puede suponerse que por la cláusula sobre 
estadías se haya dejado sin efecto lo estipulado sobre el lugar 
de la descarga, porque el mismo Capitán Siegel, reconocién- 
dose obligado por esta parte del contrato, llevó su buque al 
muelle de Punta Lara, donde aquella operación debía efectuarse. 

tetaría: Que, siendo esto así, los ti ¡as señalados para prac- 
ticarla no han comenzado á correr, si nú desde que el buque 
llegó al lugar designado en el contrato, y por consiguiente, el 
aviso que antes de verificarse este hecho, se dió por el Capitán 
de hallarse pronto para la descarga por haber dado entrada en 
la Aduana, es ineficaz para producir estadías desde que el buque 
no se hallubu ai'in en el lugar convenido para efectuar dicha 
operación. 
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tJuitUo: que no se ha negado el bccbo de haber llegado el 
buque al muelle de Punta Laro, lugar de la descarga del diez y 
seis al diei y oche de Febrero, y haber quedado descargado el 
f eiutiuno del mismo mes, y no debiendo correr las estadías se- 
gún queda establecido cu el anterior considerando, sinó desdo 
esa fecha, resulta que ellas no han podido producirse, puesto 
que la descarga quedó concluida antes de vencerse los ocho dias 
que según el conocimiento de foja dos, quedaban para verifi- 
carla. A lo cual se agrega: que el pago de todo el flete importa 
el cumplimiento del contrato de ftetumento por parte de los fle- 
tadores, y el hecho de haberlo recibido el Capitán sin reserva ni 
salvedad alguna respecto de las estadías, según consta á foja 
doce, prueba que estas no se causaron, 6 que fueron incluidas 
en el pago de aquel. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada de 
foja veintisiete, absolviéndose, en su consecuencia, de la de- 
manda al demandado. Notifíquese con el original y devuélvanse 
previa reposición de sellos. 

J. B. GOROSTlAGA. — J. DOMINGUEZ. . — 
U LADISLAO FRfAS. — FEDERICO IBAR- 
GOREN — C, S> DE LA TORRE. 
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CAUSA XCIX 



Don Itamon Batualda, contra ffon Süfifredro Passo, por cobro 
de paos ; sobre imcomptteneia. 



Sumario. — Los pagarés en que no se designa el lugar del 
pago, son pagaderos en el lugar en que han sido firmados. 



Caso. — Dun Kamon Basualdo, vecino de San Juan, inició 
ejecución por un pagaré firmado en San Juan, contra don Sigi- 
fredo Passo, Teciuo de ta Rioja, ante el Juez de Letras. 

Deducida la incompetencia por razón de la distinta vecindad 
de las partes, el Juez de Letras se declaró incompetente, y 
remitió los autos al Juzgado Federal. 



ftrito 4#1 Jwea Mml 

San Juan, iluto 28 de 188$. 
Y vistea: estos autos en lo relativo al incidente promovido 



DE JUSTICIA NACIONAL 



319 



por don Remijio Ríos, en «presentación de don Sigífredo 
Passo, sobre incompetencia, en el juicio ejecutivo que contra 
su representante signe don Ramón Basualdo* 

T considerando: Minero. Que el demandado dedujo ante 
los Tribunales de esta Provincia, ante los cuales se practicaron 
las primeras diligencias del juicio, la escepcion de incompeten- 
cia de dichos Tribunales, fundada en la distinta vecindad de 
las partes, siendo el demandado vecino de la Provincia de La 
Bíoja. 

Segundo : Que estas circo m ta ncias, ¡i mas do la conformi- 
dad del actor, está justificada con la prueba rendida ante este 
Juzgado. 

Tercero : Que es un principio general qne el aetnr debe 
seguir el fuero del reo, que es el de su domicilio, salvo casos 
especiales, en los que no está comprendido el presente. 

Por estos fundamentos, se declara que el conocimiento del 
caso no correpondo á este Juzgado, con costas al ejecutante. 
Ku consecuencia, levántese el embargo pendiente y ocurra el 
actor donde corresponde. Repóngase el sello. 

Carlos Doncel. 



VISTA DEL se$GR MOCUILADOn GENERAL 

Suprema Corte : 

El señor Juez de Sección, dando por probada la diversa 
vecindad, funda su incompetencia en la circunstancia de tener 
su domicilio el demandado en la Provincia de La Rioja. 

Xo obstante esto, hay una razón que determina con preferen- 
cia el fuero en el Juzgado de San Juan. 
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El documento de foja 2 fue* autorizado en esta última 
Provincia: y todo s« contesto índica que fué h voluntad de las 
paites que en la miaña se cumpliera. El demandado se encon- 
traba todavía en ella al iniciarse el juicio. 

« Las acciones personales pueden ejercitarse ante el Juez 
del lugar en que deba cumplirse la obligación del contrato ó 
del domicilio del demandado. > 

Esta acción ba sido iniciada ante el Juez del lugar del con- 
trato, en el que se encontraba, además, el demandado j ante 61 
debe continuar, por haber prevenido en su conocimiento. 

Pido en consecuencia, la revocación de la sentencia apelada. 

Eduardo Casta. 



Fulto «« la ñmpr*mm Verle 

Buenos Aires. Agoilo 14 de 1886. 

Y vistos: tratándose de un pagaré á la órden, equiparado á 
las letras de cambio, con arreglo al artículo novecientos diez y 
seis del Código de Comercio, y disponiendo en relación á estos 
últimos el artículo setecientos ochenta y tres del mismo Código 
que cuando en ellas no se contenga el lugar del pago deben 
entenderse pagaderas en el lugar en que ban sido firmadas, 
que en este caso es la ciudad de San Juan. 

Por estos fundamentos, y de conformidad* además, i la ley 
treinta y dos, título segundo, Partida tercera» y á lo expuesto 
y pedido por el señor Procurador General, se revoca el auto 
apelado de foja cincuenta y cinco vuelta, declarándose que el 
Juez competente en el caso, es el de Sección de San Juan, al cual, 
prévia reposición du sellos, se devolverán estes autos para que 
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asumiendo la jurisdicción de qae se ha desprendido, proceda á 
conocer y resolver lo que corresponda en ellos. 

J. B. GOROSTUGA. — J. DOKL1GUEZ. 
— V LADISLAO FRIAS. — FEDERICO 
JBARGÚREN. — C. S. DE LA TORRE. 



CAUNA C 



D. Gerónimo ¡tarros contra Helara y Marti, por cobro 
de xoitre-estudíasí sobre arraigo del juicio 



Sumario. — La escepcion de arraigo del juicio no procede 
cuando este se inicia por un cesionario argentino y domiciliado 
en el país. 



Caso. — El caBO se refiere en el 
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Buenos Aires. Mayo 11 do 1886. 

Vistos y considerando : Primero: Que D. Gerónimo P. Barros 
ha iniciado el presente juicio para el cobro de un crédito pro- 
cedente de sobre-estadías en virtud de cesión hecha 4 su favor 
por el Capitán del Bergantín € Lomo • D. Gerunn Fredricks. 

Segundo : Que los efectos de la cesión en cuanto al cesionario 
son hacerlo propietario del crédito cedido, según lo establece el 
artículo 1457 del Código Civil, de modo que en el ejercicio de 
cualquier acción derivada de él para hacerlo efectivo, el cesio- 
nario obra por derecho propio. 

Tercero: Que siendo Barros, el demandante, argentino, con 
domicilio en el país, hecho no desconocido por los rio mandado?, 
es inaplicable á su respecto la definición del artículo 74 de la 
Ley Nacional de Enjuiciamiento el cual se refiere únicamente 
al demandante estrangero no domiciliado. 

Cuarto : Que es un principio de interpretación que los efectos 
de la ley no alcanzan mas allá de donde alcanzan las razones 
que la motivaron, las cnales, en el artículo citado no son otras 
que garantir al habitante del país contra consecuencias de una 
acción promovida por quien carece de responsabilidad personal 
ó real en él á causa de su falta de domicilio, lo que no sucede 
en el presente, según se ha demostrado en el considerando an- 
terior. 

Quinto : Que además, según el artículo 564 del Código Mer- 
cantil, de preferente aplicación en el casosufrjvctów, por tratarse 
de un crédito esencialmente comercial, el deudor que no quiera 
reconocer como acreedor al cesionario, y qne se proponga dedu- 
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cir esccpciones que no resulten de ti misma naturaleza del cré- 
dito, que es precisamente lo que pretenden los señores Melara 
y Marti al oponer al demandante ta escepcion de arraigo del 
juicio, debe hacer constar su negativa de aceptación dentro de 
tres días contados desde la notificación de la cesión cuyo requi- 
sito no han cumplido aquellos, quedando por consiguiente con- 
sentida esta y operada la novación de la persona del acreedor 
que inhabilita al deudor para oponerle «acepciones personales a) 
cedcnte (Art. 565 del Código de Comercio). 

Sato: Que por lo demás y en tésis general tas escepciones á 
que se refieren las disposiciones legales invocadas por los Re- 
mandados, son las que resultan de la naturaleza del crédito 6 
afectan su existencia, y de consiguiente al fondo de la cuestión ; 
pero no las que se refieren á la persona del litigante, indepen- 
dientemente del derecho ú objeto del litigio y que solo afectan 
al procedimiento — puesto que no ha podido ser legislado por 
las leyes de fondo que reglamentan las relaciones entre cedente, 
cesionario ó deudor. 

Por estos fundamentos y concordantes del escrito de foja \1 
no ha lugar con costas á la cscepcfon promovida á foja 12 y con- 
téstese la demanda en el término legal. 

Notifícese original. 

Tedin. 



Buenos Aires, Aguato 19 do 1886. 

Vistos: Aún admitiendo que ta cesión no hubiese sido acep- 
tada dentro del término legal, y que pudieran oponerse contra 
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el cesionario las mismas «acepciones que puedan oponerse con- 
tra el cadente» este principio no es aplicable en el presente caso 
en que se trata de la escepcion de arraigo* y el cesionario es 
dueño del crédito, y está domiciliado en el lugar del juicio; por 
estos fundamentos, y los concordantes del into apelado do foja 
reinte y tres, se confirma este con costa; y repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

J. B. G0R0ST1AGA. — J. DOMINGUEZ. 
— U LADISLAO FRIAS. — FEDERICO 
WARGtiREN. — C. S. DE LA TORRE. 



CAUftA CI 



El doctor Don Francisco Oria, en recuno de hecho en los autos 
ejecutivo* con tion Macedonio IHaz 



Sumario. — Las escepciones de recusación é incompetencia 
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son de previa resolución ¡ y el auto que prescinda de tomarlas 
en consideración, trae gravamen irreparable. 



Caso. — En los untos ejecutivos iniciados en Salta contra el 
doctor don Francisco Ortiz por don Hacedonio Díaz por cobro 
de pesos, el apoderado del señor Ortiz dedujo las excepciones 
de recusación é incompetencia del Juez Federal, que prescindió 
de tomarlas eu consideración, negando la apelación del auto 
relativo. 

Interpuesto recurso de hecho, se dictó el 



Buenos Aire», Agoilo SI de 1886. 

Vistos en el acuerdo: Trayendo gravamen irreparable los 
autos recurridos en cuanto por ellos se prescinde de tomar en 
consideración la recusación como la escepcion de incompetencia 
deducidas contra el Juez a (¡uo, que ton por su naturaleza, de 
previa resolución ; se declaran procedentes los recursos ínter* 
puestos, y avísese al Juez a <¿uo, para que con suspensión 
de todo procedimiento, remita los autos con noticia de las 
partes. 

J. B. COROSTUGA. — J. DONIltCURZ. 
— IXADKLAO FRIAS. — FIDERICO 
IBARGfiRIM. — C. S, DE LA TORRE. 
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CAU8A I II 



La Empresa del ferro-carril de Ituenos A ires y Rosario, contra 
D. Casimiro Ferrer, por espropiacion; sobre defectos en tos 
títulos. 



Sumario. — I o El comprador no puede negarse al pago del 
precio y á la escrituración de la compra, siendo válida, la renta, 
sinó en el caso de existir motivos fundados de reivindicación 
por parte de tercero. 

2° La renta es válida, cuando el vendedor ha sido reco- 
nocido por el comprador como propietario, sin haberse alegado 
hechos posteriores que demuestren su error, y se hulla en pose' 
sion de la cosa por titulo de compra hecha en escritura pública. 

3° Kn tal caso el vendedor debe tenerse como verdadero dueño 
á titulo de prescripción cuando menos, sin que sea necesario 
establecer la prescripción extraordinaria. 

4" Esta no tiene que probarse cuando se alega solamente que 
puede ser dudosa, sin articularse de contrario hechos categó- 
ricos que justifiquen su deficiencia. 



DE JUSTICIA NACIONAL 



347 



Caso, — En la espropiacion de la empresa del ferro-carril 
11 uenos Aires y Rosario contra Lh Casimiro Ferrer, después de 
resuelto, y depositado el impjite de la indemnización, la empresa 
hizo oposición á la entrega del precio y escrituración de la com- 
pra, por delicie nejas que encontraba en el título de propiedad 
del señor Ferrer. 



F<ai* M J«e* Federal 

Jim-nos Aire», Junio li de 188ó. 

Vistos: estos autos seguidos por D. Casimiro Ferrer contra 
la empresa del ferro-carril de Buenos Aires y Rosario sobre 
pago del precio de la indemnización de la espropiacion y espe- 
cialmente en el incidente sobre deficiencia ó vicio de los títulos 
de Ferrer para la escrituración. 

V considerando : 1" Que para la validez del contrato de com- 
pra-renta de inmuebles basta y sobra con que el vendedor sea 
propietario (art. 1357, C. Civil), y para serlo es suüciente que 
el que se dice tal* haya sido reconocido en ese carácter por el 
comprador 6 enajenante, como ha tenido lugar en este caso, 
desde que es la empresa del ferro-carril quien demandó al 
señor Ferrer en su carácter de dueño ó propietario ; y no puede 
volver contra esa confesíou ó concesión, á menos de alegar, como 
no ha alegado hechos posteriores que justificasen ó escusasen 
su error al respecto. 

2" Que al mismo objeto concurre el he .lio no negado de que 
la compra hecha por el señor Ferrer se haya es tendido en ins- 
trumento público que no ha sido objetado, como no se ha obje- 
tado tampoco su posesión por mus de catorce años contra loa 
herederos de la sucesión de Pastrana y el instrumento uuido & 
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la posesión dan el título de propietario* en virtud del cual se 
puede vender ; sin que sea atendible, que es necesario estable- 
cer la prescripción extraordinaria, pues esta solo puede aer in- 
vocada y ser probada por el que intenta contradecirla ; y en la 
cansa actual, aunque se alega que esa prescripción puede ser de- 
ciente ó dudosa, no se afírina categóricamente el hecho ni se 
señala los estreñios que justifiquen esa deficiencia: por lo que 
4 estar á las constancias de autos, debe tenerse al señor 
Ferrer como verdadero dueño, á titulo de prescripción cuando 
menos. 

3" Que aunque asi no fuera, la única observación hecha por 
el representante de la empresa, se reduce ú negar la habilidad 
ó falta de derecho eu la viuda de Pastrana para vender » Ueredia 
esos terrenos, por no haberse formado testamentaría á la muerte 
de Pastrana (su marido) : pero en contra de esta afirmación 
milita la de que el Juez de Fax, ante quien se estendió la venta, 
asevera á foja 16 que ba tenido u la vista los inventarios y tasa- 
ciones de esa testamentaría (Pastrana), lo que induce legal- 
mente á creer que también ha debido tener la de repartición ó 
adjudicación de la misma herencia, y aunque asi no fuera, 
prueba evidentemente que se formaron autos testamentarios y 
fueron citados y oídos los qne pudieron tener derecho á los bie- 
nes dejados por Pastrana; lo que agregado á las informaciones 
rendidas ante el Juez de Paz, y que no han sido tachadas, hace 
prueba bastante para establecer que á la señora Méndez de 
Pastrana le fueron adjudicados esos terrenos lomo herencia de 
su marido. 

4" Que aunque se lia alegado por el representante de la titn- 
presa qne en vista de los términos de la ley de 1854 sobre juris- 
dicción de los Jueces de Paz, estos no estaban facultados para 
entender en los juicios testamentarios que resultaran de inven- 
tarios y tasaciones, este debe entenderse solo en el caso di- que 
fuerau contenciosos ; y por h mismo en vez de ser argumento 
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para levantarle esas facultades, el hecho da no haberse alegado 
por tu empresa que hubiesen existido esos incidentes conten- 
ciosos, establece su legítima competencia para entender en esa 
testamentaría. 

5" Que se halla declarado por la SitpTema Corte á foja 220, 
tomo 7", Série 2" de sus fallos, que aunque sea con instrumento 
privado el título con la subsiguiente tradición y posesión para 
la prescripción, es un título hábil para Tender y según los 
precedentes considerandos se halla en esto caso el señor 
Ferrer. 

G? Que por otra parte, el pago de) precio de la cosa vendida, 
solo puede ser resistido por el comprador cuando tuviera mo- 
tivos fundados de ser molestado por la reivindicación de la cosa 
(art. 1425 t C. C.y fallos antes citados). En el caso ocurrente, el 
representante de la empresa no ha alegado que tuviesen los 
tales motivos fundados o probables. 

Por estas consideraciones y concordantes del escrito de foja 
3l t fallo : declarando hábiles y bastantes los títulos presenta- 
dos por la parte de Ferrer para proceder a la escrituración, con 
costas. 

Notifiques© con el original y repónganse los sellos. 

Isidoro Atbartacm. 



Falto «le la ««pren €ar«e 



Hílenos Aires, Ap<»Mo 21 dií 188fi. 



Vistos : Por sus fundamentos se confirma con cosías, la sen- 

T. XXI 2; ( 
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tencia apelada de foja sesenta y nuoYe; y devuélvanse previa 
reposición de sellos. 

J. D. GOROSTlACA. — J. DOMINGUEZ- 
— r LADISLAO FRIAS. ~ FEDERICO 
IDARGÜREN. 



CAVHA CIII 



I). Tomás prysdale y V a t contra Ih Emitió fu tranza, por cobro 
de ¡tesos; sobre fijación del termino para el pago. 



Sumario. — La demanda para fijar término ií una obligación 
de i>ago, dolie sir resuelta cou citación y audiencia del deman- 
dado. 



f aS0t — Loa señores Tomás Urysdale y C*, acompañando un 
documento por el cual li. Km i lío Carranza se obligaba á payar 
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la suma de 2580 pesos m u, por saldo do cuentas, cuando mejo- 
rara de fortuna, entablaron demanda centra el deudor para que, 
previo reconocimiento de la iiriua, se fijara diapara el pago. 

Citado < 'arrunza á reconocer la firma y no habiendo compa- 
recido, se dictó el 



Falto 4*1 Juca Federal 

Dueños Aires, Abril 10 de 1886. 

Haciéndose efectivo el apercibimiento decretado, se da por 
reconocida, en rebeldía del demandado, la firma puesta al pió 
del documento de foja i"; y estando determinado en el mismu 
la época en que debe veMlicar.se el pago de la suma adeudada, 
no lia lugar á lo que so olicita, mientras no so justifique que 
se ha cumplido la condición estipulada. 

Tcdt'n. 



Falla da la HwprtM Carie 

Dueños Aires, Afioslu 21 Je 188»;. 

Vistos y considerando : 

Que en el presente caso, sin tramitar debidamente la peti- 
ción del demandante y sin citar ni oir al demandado, pues no 
es bastante al efecto su llamamiento al simple objeto del re- 
conocimiento de la tirina del documento de foja primera, el 
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Juez a ijitn ha procedido desde luego á desechar )n petición 
del primero, se revoca el auto apelado de foja nuere vuelta, 
declarándose que prévia audiencia del demandado, y con el de- 
bido conocimiento de causa, el Juez a gtjo debe proceder a co- 
nocer y resolver lo que corresponda en la espresada petición ; 
y devuélvanse previa reposición de sellos. 

J. II. GOROSTIAGA. — I. DOMtKGLEZ. 
— LLAIUSLAO FRIAS. — FEDERICO 
IRARGCnEN. — C. S. DE LA TORRE. 



«'Al'».* 4 I* 



Orejero hermanos y otros, contra Tt'seyra y Piróla : sobre 
mconstitucionalñlatl de ttn impuesto 



Sumario. — i v Las cuestiones sobre inconstitucionalidad de 
impuestos, corresponden á la Justicia Federal. 
2 o Kl impuesto sancionado por la Municipalidad de Salta, do 
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un real y medio por arroba sobre los azúcares que se expenden 
de primera mano, es inconstitucional. 



Caso. — El caso se refiere en el 



rail» del Juei Fe*«r«l 

SalU. Junio 27 de 1881. 

Y vistos: Don Adrián Zeuteno por los señores Orejero Her- 
manos, los señores Araos, Cor nejo, Uriburu y Compañía se 
presenta al Juzgado y espurio: (¿uc, considerando inconstitu- 
cional la Ordenanza de I I de Diciembre de 1880 que acompaña, 
la cual establece el impuesto de uno y nWio real boliviano 
por cada arroba de azúcar, y estando este artículo, de proce- 
dencia y elaboración nacional, equiparado á los de procedencia 
extranjera que ya pagaron eí derecho correspondiente en la 
Aduana, entabla formal demanda contra los señorea Tísseyra 
y Piróla, rematadores del citado impuesto, pidiendo que sus 
representados sean exonerados del pago, y los rematadores se 
abstengan en adelante de cobrarlo. Que, además, existe otro 
impuesto adicional para escuelas del 20 por ciento, que, suma- 
do con el anterior llega próximamente á dos reales por arroba. 

Los demandados contestan: que la Municipalidades una 
institución que necesita de medios de eiistcucia propia, porque 
constituye el gobierno de la comunidad, al extremo de ser 
considerado como un cuarto poder en el Estado; que de esta 
verdad se desprende la facultad para imponer contribuciones 
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de carácter puramente local, al consumo de artículos mus ó 
meóos esenciales & Iri vida, por cuya Virtud dictó la Ordenanza 
mencionada, la cual no afecta & los azúcares elaborados en 
las fincas de ios demandantes por el tránsito por esta Provin- 
cia, sinó por el expendio y consumo que se hace en la misma; 
que, por coi siguiente, ella no era repugnante á la Constitución 
Nacional. 

Citada de tí noción y saneamiento conforme á lo pedido por 
los rematadores, 1 1 Municipalidad nombró por representante al 
doctor don Antonio Dátalos que con el poder de foja 44, se pre- 
sentó solicitando se le dó la participación debida en este juicio 
y á lo cual se accedió. 

T consistiendo la presente cuestionen saber si el impuesto 
Municipal es ó nó repugnante a la prohibición establecida por 
la Constitución, de que las Provincias graven con derechos los 
efectos de producción nacional, los cuales son igualados á los 
estranjeros que ya han pagado el de introducción, es evidente 
que se trata de un caso, en el sentido jurídico de la palabra, 
en que la competencia del Juzgado, por razón del fuero de 
causa, es indudable. 

La dificultad versa sobro si la Municipalidad tiene ó nó el 
derecho de gravar con el impuesto de uno y medio real bolivia- 
no por cada arroba de azúcar que se introduje al Municipio de 
la Capital, 

El artículo primero de la Ordenanza, dice: «Los azúcares 
que se expendan de primera mano, pagarán uno y medio real 
por cada arroba. » Se vé que sus términos son generales y 
comprenden toda azúcar, tanto la qne hubiese sido importada, 
como la producida en el país, de modo que el impuesto recae lo 
mismo sobre la elaborada eu esta Provincia ó Ja de J tijuy, 
como la que se introdujese del estranjero. Hegun el artículo 
diez de la Constitución, c en el interior de iaKepública es Ubre 
de derechos la circulación de luí efectos de producción ó fabri- 
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cacion nacional, asi como la de los géneros y mercancías (¡o 
todas clases despachadas en las Aduanas exteriores». Tenemos, 
pues, que A los efectos de la circulación, los productos nacio- 
nales son equiparados a los estranjeros que pagan el impuesto. 
La cuestión, entonces, queda planteada en esta furnia: ¿el 
impuesto es al eousumo ú á la circulación ? Los demandados 
sostienen que es ¿ lo primero, fundándose en que se trata de 
Tenta; pero desde que por la Ordenanza no escapa al impuesto 
el azúcar de cualquiera procedencia y se cobra por arrobas» no 
parece concluyen te que se trate de consumo. Has bieu so vi 
que él se bace efectivo en las mismas manos del productor, y si 
la producción alcanza á doscientas mil arrobas en los tres inge- 
nios que buscando el mejor mercado se traen á esta Capital, 
pagarán por ellas y por el solo hecho de la introducción, la can- 
tidad correspondiente. Del mismo modo, una introducción de 
la Habana que ya ha pagado el derecho en la Aduana, tendría, 
según la Ordenanza, que satisfacerlo aquí también, lo que en 
contrario al precepto de la libertad del comercio interior, 
consagrado en la Constitución. Si fuera al consumo, el importe 
recaería en la venta por menor, y el modo dicaz de hacerlo 
efectivo, seria en las casas donde se expendiese, y no de la que- 
se introduce en la forma de bolsas, conforma sale de la fábrica; 
luego, cuando la Ordenanza habla de primera /wtfio, es claro que 
se refiere al comercio por mayor, y entonces el impuesto es 
directo sobre la especie. 

Los demandantes no traen el azúcar para tenerla embolsada 
en sus almacenes, porque sería violentar el espíritu de la Consti- 
tución suponer que, mientras permanece así inmóvil, o es llevada 
¿otro punto de la República, por el hecho de transitar no pagará 
el impuesto, pero que apenas se venda, deberá satisfacerlo. 

Lo que ha querido la Constitución es librar al comercio 
interior de las trabas que la I jislacion de los litados podría 
oponerle, y es por eso quu el artículo 11 dice: 
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c Los artículos de producción ó fabricación nacional (como 
el azúcar de que se trata) ó estranjera, así como los ganados 
de toda especie, que pasen por territorio de una Provincia á 
otra, seTán libres de los derechos llamados do tránsito, siéndolo 
también los carruajes, buqnes, ó bestias en que se transporten j 
y ningún otro derecho podrá imponérseles en adelante cual- 
quiera que sea su denominación por el hecho de transitar el 
territorio. » 

En el caso de José Denci y Compañía, introductores de vinos 
de San Juan á la Provincia de Tucuniau, fue demandado de 
inconstitucional el cobro de tres pesos por cada casco de vino, 
y el Juez hizo las siguientes declaraciones que fueron confir- 
madas por la Suprema Corte: que consumo no era otra cosa en 
el sentido de la ley, que la distribución al menudeo de un 
artículo en sus cambios para satisfacer las necesidades á que 
está destinado; que el impuesto al barril de vino traído de San 
Juan, elaboradü en la misma, y vendido en Tucuman en la 
condición y envaso en que viniese, era claro que se referia A la 
circulación ; que puedo decirse con la misma Constitución, que 
á los artículos de producción nacional por el hecho do circular 
dentro de la República, ú por el hecho de hacerlos accesibles á 
las operaciones del cambio f no se les puede gravar con derecho al- 
guno, cualquiera que sea su denominación, porque de otro modo» 
una palabra (consumo) sería bastante para desviar los precep- 
tos claros y protectores de la ley suprema; que, por lio, la ley 
que imponía ese derecho á los vinos consignados 6 vendidos en 
barriles ú pipas era repugnante á la Constitución. 

Kl caso citndo que se registra en ta causa \% serie 2*, tomo 
J" de tos Fallos, no guarda analogía con et presente. La ley de 
esta Provincia gravaba con et impuesto de cuatro reales por 
cada barril de vino y un peso por cada barril de aguardiente, 
pero en las casas donde se expendiese. Y era < laro que ven- 
diéndose vi artículo en la casa donde se despachaba, el impuesto 
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recaía sobre el cousumo y no sobre la circulación. La Corte, 
dando esta interpretación y declarando que se trataba do con- 
sumo, ha guardado armonía con su vil timo fallo ya citado y 
con el cual tenia una aparente contradicción. Esta jurispru- 
dencia se apoya en la esplicucíon que en el caso de Brown con- 
tra el Estado de Maryland dió el Presidente Marañal. Sus 
palabras son las siguientes: ... * Al presente es suficiente 
decir, en sentido general, que cuando el importador, disponien- 
do de Ja cosa importada, la ha incorporado y mezclado con la 
masa de la propiedad del país, ella ha perdido quiza el carácter 
distintivo de importación, pasando a quedar sujeta al poder 
de imponer derechos, del Estado; pero mientras permanece 
siendo propiedad del importador, en su almacén, ai la forma 
originaria de fardo bajo que ha sido importada» un derecho 
sobre ella es demasiado claramente un derecho sobre impor- 
taciones, para que pueda escapar á la prohibición de la Cons- 
titución. 

• Ks conveniente añadir que los principios sostenidos en este 
caso t son aplicables igualmente al de las importaciones de un 
listado hermano. No hacemos distinción entre los impuestos 
sobre los artículos estranjeTos y sobre los nacionales. » — Cur- 
tís, Ucports. tomo 7 o , página 202. Cita y traducción del 
doctor Ormaechea. 

Estando equiparados, pues, los artículos de producción 
nacional con los ostra n joros importados y hiendo los azúcares 
de que se trata elaborados é importados los unos de la Provin- 
cia vecina de Jujuy (Establecimiento de Ledesma y San Pedro) 
y los otros de San Isidro, ubicado en esta Provincia, en la 
forma orijinaria de su introducción, de bolsas, etc., conserván- 
dose así en el almacén de los importadores, y siendo el impues- 
to directo sobre la capee 1 , es natural concluir que el es 
inconstitucional. 

Pudo haberse alegado quo el impuesto municipal afecta con 
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igual gravamen, los azúcares producidos en esta Provincia como 
la de Jujuy, bajo el mismo pié de igualdad; pero esto» que ni 
es una buena razón económica, no cataría fundado en ningún 
principio de justicia, y si el peder de imponer de los Estados 
se justifica solo por este motivo, por idénticos fundamentos 
los vecinos dictarían disposiciones de carácter análogo á los 
productos similares, y con el nombre de Ordenanzas, Leyes ó 
Heglamentos provinciales, las Aduanas interiores quedarían 
restablecidas. 

Finalmente, siendo la razan da la prohibición del artículo 
diez, citado, que las Provincias no pueden menoscabar ú dili- 
cultar el ramo de importaciones inherente A la Nación dismi- 
nuyendo sus Tontas 6 quizá secando sus fuentes, por iguales 
motivos no pueden dañarse reciprócame uto en sus industrias 
por medio de imposiciones que se traducirían en verdaderas 
represalias. 

Por estas consideraciones, declaro: que la Ordenanza Muni- 
cipal por la cual se impone uno y medio real boliviano por cada 
arroba de azúcar que se introduce al Municipio de ka Capital, 
al ser vendida en la misma forma en que viniere, es repugnante 
á la Constitución Nacional. En consecuencia, ordeno á los 
rematadores Tiseyra y Piróla se abstengan de cobrarla á los 
demandantes, sin costas. Repónganse los sollos que faltaren y 
notifíquesc con el original. 

ttenja m W l'iyueroa . 

VISTA DEL SESOII PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte : 

Buenos Airüs, Abril 2ÍI de 1885. 
Ks jurisprudencia establecida por esta Suprema Curto que 
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la jurisdicción dü la Justicia Federa! es esciusiva y excluyante, 
y que en cualquier estado de la causa en que la incompetencia 
aparezca, puede y debe ser declarada, aun de oüeio. La escep- 
cion deducida por la defensa seria asi de tomarse en cuenta, 
si visiblemente no careciera de todo fundamento. 

La competencia de la Justicia Nacional en este caso es, en 
efecto, tan notoria que merece apenas discutirse. 

Se pretende que una Ordenanza de la Municipalidad de Salta 
imponiendo un impuesto sobre los azúcares que se expendan de 
primera mano, en el Municipio, es contraría & la prescripción 
constitucional que garante la circulación de los productos 
nacionales ó estranjeros que hayan satisfecho sus derechos, en 
todo el territorio de la República, 

Es esto el fundamento de la demanda, y, si no estuviera 
este punto especialmente rejido por la Constitución, no concibo 
cual pudiera estarlo. 

Pocas materias han merecido major solicitud de nuestros 
constituyentes, que la que se reflere á los impuestos. Una 
prescripción reserva á la Nación la facultad de imponer dere- 
chos de importación y exportación; otra prohibe ú las Provincias 
imponer derechos de tránsito, cualquiera que sea su denomina- 
ción; y una tercera garante la libertad de la dreulaciou de los 
productos de fabricación nacional. Nuestra Constitución ha 
sido en esta parte mas esplícita que la de los Estados Unidos, 
que solo se refiere á los derechos de importación y exporta- 
ción, ]<a solicitud de la nuestra está caracterizada en la frase: 
cualquiera yitc sea su denominación, inspirada por precedentes 
ominosos y bien conocidos. 

Y esta solicitud era justa y patriótica. AL constituirse la 
Nación, necesitaba asegurar su prolija existencia, y garantir á 
las Provincias su misma vida, poniéndolas á cubierto de las 
trabas que pudieran obstar al desenvolvimiento de su riqueza y 
bienestar. 
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Intereses tan grandes y sagrados, no podían si nú quedar al 
amparo directo é inmediato de la justicia de la Nación, y así lo 
ba declarado V. E. en numerosas ocasiones, líastará recordar 
las causas 12, tomo I o , serie 2», y la reciente de José líenci 
y Compañía. 

Xo vacilo en pedir a V, E al irme una vez mas su competencia 
en materia tan importante y trascendental. 

Eduardo Costa. 



falte é> la «uprcnm C«ete (1) 

Bnenos Airea, Akosio 2fi de I88fl, 

Vistos y considerando, en cuanto al recurso de nulidad hecho 
valer ante la Corte por la parte apelante, que él uo lia «ido 
deducido conjuntamente con el recurso do apelación, ni cu o] 
tiempo que prefija el articulo doscientos treinta y cuatro de la 
Ley de Procedimientos de los Tribunales Federales ; por esto y 
demás fundamentos de la vista del señor Procurador General, 
no ha lugar al espresado recurso. 

Y considerando, en cuanto al mérito de la cuestión funda- 
mental : 

Minero. Que el artículo primero de la Ordenanza Municipal 
de Salta prescribe que pagarán uno y medio real por arroba, 
los azúeures que se expendan de primera mano. 

Segtmdo. Que en los términos espresados, el impuesto en 
cuestión grava el primer expendio ó ta primera venta que 



¡U Inlpgradn con los Cunjueces Doctoms Eduardo Carnnzn Vinmonl y Enrique 
Martille*. 
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llegue a hacerse de azúcares en el Municipio de Salta, recayendo 
el impuesto sin distinción, tanto sobre los azúcares de produc- 
ción <¡ fabricación nacional, como sobre lo» que hubiesen sido 
despachados en las Aduanas exteriores. 

Tercer». Que de esa manera resulta gravada la circulación 
de los azúcares inmediatamente de producidos cuando tal circu- 
lación debe ser Ubre, según el artículo diez de la Constitución 
Nacional, en el cual la palabra circulación, no puede estar 
tomada en otra acepción, que en la de pasar las cosas de una 
mano á otra. 

Por estos fundamentos y los concordantes de la sentencia 
apelada, de foja sesenta y tres, se confirma ésta sin especial 
condenaciou en costas; y devuélvanse, previa reposición de 
sellos, pudíendo notificarse con el original. 

J. D. GOROSTIACA, — J. DOMINGUEZ. — 
U LADISLAO FRIAS. — K. CARRANZA 
VIAMONT. — R. MARTINEZ. 
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CAUSA CV 



Don Emilio Rungc, contra th Pedro Murray, sobre libertad 

de dominio. 



Sumario, — El convenio do tíos vecinos con el ferro-carril 
para construir y mantener a* sus eapeusas un ramal que atra- 
viesa sus propiedades, no importa una constitución Je servi- 
dumbre del prédio por el cual empieza el ramal, á faror det 
prédio en el que concluye. 



Caso. — El caso se refiere en el 



rail* del Juf i Federal 

Unenos Air«s, Agosto II d* 1885. 

Vistos estos autos y los agregados para mejor proveer, re- 
sulta: 

1" tjue con fecha 2fi de Junio de 1874 celebraron un contrato 
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los señores Ogilvie Witlics y Whoelriglit empresarios de la 
construcción y explotación del forro -carril de Buenos Aires y 
Puerto di' la Entenada por una parte, v los Sres. D. Emilio 
Bunge y D. Francisco Yotinger por lo otra, en virtud del cual 
los primeros se comprometieron i construir un ramal que 
arrancando do la vía principal del ferro-carril en 6 cerca de la 
Estación BarTaca do Petia, atravesara las barracas de los Sres. 
Bu ngo y Younger mediante la suma de 30.000 pesos moneda 
corriente que pagarían estos por materiales y obras de mano» 
siendo ;í espensas de los mismos la mantención de dicho ramal 
en toda su ostensión ; cuya obra fui inmediatamente ejecutada 
en la forma convenida. 

Que habiendo vendido Younger su propiedad á D. Juan 
Murray, 1). Emilio Bunga con el objeto de hacer cesar los 
efectos do la concesión respecto de Younger por su propia auto- 
ridad con fecha 11 de Agosto de 1883 coloco una barrera atra- 
vesando el referido ramal en la linca divisoria de ambas 
propiedades, lo que d¡6 lugar ¡i que Murray dedujese ante los 
Tribunales Nacionales un interdicto recuperatorio que terminó 
por la sentencia definitiva de la Corte Suprema corriente & 
foja 71 vuelta, mandando levantar la burrera puesta por Bungc, 
sin perjuicio do las acciones de las partes para discutirse en 
juicio ordinario. 

3" ijuc ejercitando estas se presentó Buugcal Juzgadocn los 
autos corrientes, á foja dos, deduciendo la correspondiente ac- 
ción negatoria á fin de quo judicialmente sc declare que el dere- 
cho de propietario que tiene sobre el terreno á que se relíele, no 
está sometido á la restricción quo Murray quiere hacerle 
sufrir; < on la consiguiente condenación á este ú reparar los 
perjuicios que le hubiera causado el uso del ramal por su pro- 
piedad. 

i ■ Que el demandado se opone á las pretcnsiones de Bunge 
alegando que por el contrato celebrado ctm los empresarios del 
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ferro-canil de Buenos Aires y Puerto do la Ensenada, se habia 
constituido sobro la propiedad del actor una servid umbre real 
en beneñcio del fundo que fué de Younger, la cual ha caído 
bajo su dominio por la compra do este, y que por consiguiente 
no depende de la voluntad del demandante hacerla desaparecer, 
no habiéndose tampoco extinguido por la enajenación del fun- 
do dominante, puesto que su establecimiento nu fué un bene- 
ficio personal del Tendedor» sinó de la propiedad, 
Y considerando: 

Primero ; Que de los antecedentes espuestos y domas alegado 
por las partes, se desprende que la cuestión que el Juzgado eslá 
llamado ¡1 resolver es, si existe constituida legalmente una ser- 
vidumbre sobre el predio del demandante a favor del de- 
mandado y cuiíl es su naturaleza, cuya solución depende de 
la inteligencia que debe darse al contrato que corre á f. 7 del 
espediente agregado, con sujeción á los principios de nuestra 
lejisl ación vigente sobre la materia. (Art. 1197 del Código 
Civil). 

Segundo : Que siendo soto tres los únicos modos de establea'*' 
una servidumbre, admitidos en nuestro sistema del Código Ci- 
vil, á saber: el contrato; la disposición de última voluntad, y 
el destino del padre de familia según los artículos 2077 y 2978, 
y no tratándose en el caso sub judice de tos dos últimos, es 
necesario buscar en el primero el título en virtud del cual el 
demandado funda su resistencia á la acción negatoría del actor 
para determinar la naturaleza, ostensión y límites de su de- 
recho. 

Tercero : Que según se deduce de lo dispuesto en el artículo 
2977 citado, los contratos onerosos 6 gratuitos en virtud de los 
cuales se establecen las servidumbres deben ser actos trasla- 
tivos de propiedad, como que en realidad implican una desmem- 
bración de los derechos absolutos inherentes al dominio de las 
cosas, loque siguiika no solamente que lia de haber tradición y 
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posesión do la servidumbre, sino también y muy especialmente, 
que el acto jurídico ha de revestir todas las formas y solem- 
nidades exigidas pitra tales casos, como la escritura del acto, la 
presencia de testigos, que el acf o sea hecho por Ksc.ribano Pú- 
blico, etc. (Art 973 del Código Civil). 

Cuarto: Que entre tnnto, ti demandado que pretendo con- 
tinuar imponiendo el predio de BttitgS al Itamai del ferro- 
carril en beneficio suyo, ro ha presentado acto alguno por el 
cual él ó su antecesor Younger, hubiesen convenido con aquel ó 
sus antecesores en someter dicho predio ú 1 : necesidad jurídico 
do tolerar indefinidamente la existencia del referido ramal en 
provecho del predio del demandudo, ya sea por título oneroso ó 
gratuito. 

Quinto: Que el contrato celebrado con los empresarios del 
ferro-carril «le I i líenos Aires y Tuerto de la Knsejinda en el 
que actor y demandado aparecen como compartes para obtener 
la construcción del ramal en cuestión y destinado por consi- 
guiente :i producir relaciones jurídicas, únicamente entro la 
i mpresa por ima parte y Hunge y Younger por la otra, como 
espresamente lo dice, solo ha establecido entre ambos una 
comunidad de intereses resultante de la obligación impuesta á 
ambos de pagar su importe y atender a los gastos de conser- 
vación, sin que de ninguna de sus cláusulas se desprenda la 
intención de someter el fundo del uno al ejercicio de una servi- 
dumbre en beneficio del otru independientemente de la comu- 
nidad establecida, lo que resulta plenamente confirmado en 
presencia del articule i del convenio, por el cual ta empresa 
se reserva el derecho en cualquier tiempo fié cortar la comuni- 
cación con ese ramal, dándoles aviso previo de seis meses, 
reservándose er.tos á su turno el mismo derecho. 

Sesto : Que admitiendo que implícitamente hubieren enten- 
dido Hunge y Younger constituir rcalmeute una servidumbre, 
carece el acto de todos* los elementos necesarios para su exis- 

■ 

T. XII. 24 
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tencia legal, pues no reviste las formas exijidas para la venta 
si el contrato lia sitio á título oneroso, ni para las donaciones si 
ha sillo á titulo gratuito, como lo prescribe el artículo 2992 del 
Código Civil, lo que tampoco resulta del instrumento en que el 
demandado apoya sus pretensiones (art. 975 del Código Civil), 

Séptimo : Que aún en ese supuesto* todo induce a establecer 
que la intención de bis partís ha sido constituir un beneficio 
personal á Younger en consideración a la industria ó profesión 
que ejercía en su fundo, ó por razones que no es del caso dis- 
cutir, no descubrí-' adose las que hubieren podido inducir á 
Buuge á colocar su fundo, en una condición evidentemente 
defensiva é incompatible con cualquiera modificación ó desti- 
nación ulterior que quiera darle, en provecho del fundo lindero, 
sin retribución de ninguna especie, á lo que se agrega que en 
la duda debo juzgarse que la servidumbre es personal, de 
acuerdo con lo que ¡.rescribe el artículo 3078 del Código Civil, 
y de consiguiente ha podido hacerla cesar desde el momento 
que Eoungéí dejó de ser propietario del fundo y por lo tanto de 
utilizar personal monte los bcneiiciua de la concesión orí. 2972 . 

Octavo; (¿ue ademas, según el articulo 3011 del mismo Código, 
toda duda sobre la existencia de una servidumbre sea personal 
ú real, sobre su eslension ó sobre el modo de ejercerla, debe 
interpretarse ¡i favor del propietario del fundo sirviente, lo que 
autoriza al Juzgado á declarar la inexistencia de !a servidum- 
bre, que reclama Murray como sucesor particular de Younger. 

Sovcno: Que dadas las consideraciones meramente implí- 
citas en que aparece constituido este beneficio y ¡i título gra- 
tuito, compréndese desde luego que no lia podido quedar 
librado á la sola voluntad del beneficiado asignarle una dura- 
ción indefinida para lo que le bastaría no ponerse de acuerdo 
con su cu-parte para dar á la empresa del ferro-carril el aviso 
quo prescribe el artículo 4* del convenio y trasmitirlo á su» 
sucesores universales. 
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fíécimo : Que como lo dice muy bien el demandante esa cláu- 
sula debe considerarse establecida propiamente en resguardo de 
sus derechos como que su propiedad venia A desempeñar el rol 
do fundo sirviente, pues en cuanto á íoüngec bastí» bale cernir la 
suya ú simplemente un redamar el servicio de los wagones para 
encontrarse en aptitud de darle malquiera otra destinación. 

Por estos fundamentos y concordante* de la demanda de f. % 
fallo declarando : que el terreno de 1J. Kmilio liunge está libre 
de inda servidumbre de tránsito por el ramal construido por la 
empresa del ferro-carril de Buenos Aires y puerto de ta \\\\- 
aenada; y en su Consecuencia condeno á D„ Juan Murray á abs- 
tenerse de todo acto que implique una servidumbre de tránsito 
rumo consecuencia del contrato que aparece haberle cedido Ü, 
Francisca Yoiingcr; al pago délos perjurios que su ejecución 
hubiese causado á Bunge, qin- s«* determinarán por peritos, y las 
costas del juicio. — Notifíquese original. 

Virgilio U. Tediti. 

Falla é> I» Huprt-M» Cari* 

lluenos Aires. Aeoslo 2fi de 1886. 

Vistos : Por sus fundamentos se confirma con costas, la sen- 
tencia apelada de foja nuvenlay siete; y previa rt-posicion de 
sellos, devuélvanse. 

J. II. GOBOSTIAGA. — i. DÚMI?ÍGL'E/. 
— ULADESLAO tul AS. — FEMEItlCO 
IBARGCREM. 
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KALI.OS DE LA SUPREMA COATE 



t'AVMAÍVI 



El Doctor I). Marcelino Mezquita, contra la Municipalidad de 
Bunios Aires, aohre cobro iledaiius y perjuicios; por falta 
de cumplimiento de un contrato* 



Sumario. — 1" El deudor de la obligar ion de hacer, solo 
está obligado ;'i ejecutar el hecho del modo en que fué la in- 
tención de las partes que lo ejecutara ; y no es responsable de 
los daños y perjuicios que se deriven de no haberse verificado 
el hecho, si practicó las diligencias convenidas para verificarlo 
y no fué por su culpa que no se verificó. 

2° El acreedor de la obligación por su parte, no tiene dere- 
cho para exigirla indemnización de perjuicios portal causa, 
cuando ademas no lia cumplido las obligaciones que pesaban 
sobre él, y ha reconocido que la inejecución del hecho no im- 
ponía responsabilidades al deudor. 



Caso. — El Doctor D. Marcelino Mesquita, convino en «l de 
Abril de 1872, con la Municipalidad de Kuenos Aires, el esta- 
blecimiento de un r.ulio por siete arios para el Mel ado lude- 
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pendencia, que debía hacerse efectivo coa desalojo do los pues- 
tos por tuedio de órdenes ti la Policía ; y se obligó ¡í pagar por 
esta concesión una suma anual, que no pagó. 

En 20 de Julio de 1881, la Municipalidad resolvió que cesára 
la concesión del radio. 

Kl Dr. Mesquita entabló demanda para que se respetara la con- 
cesión, pidiendo la no innovación, que fué acordada ; y, luego, 
antes de contestársela demanda, la niodiüeú pidiüudo el pago 
de 3.527,172 Sm'c, por daños y perjuicios, por no haberse 
hecho efectivo OÍ convenio de 1872. 



r«ll* 4*1 Juca Federal 

itutíjios Aire*, tk-julirc 11 d<: lKRJ. 

Y vistos estos auto*, iniciados por demanda del Dr. 1). Mar- 
celino Mesquita, contra la Moni- ipalidad de la Capital, \ntt 
cumplimiento de un contrato; y subsiguiente modificación, re- 
clamando daños y perjuicios por falta de cumplimiento del es- 
presado contrato: Y considerando: i" i¿ue la modificar-ion do 
la demanda de foja b, hecha en el escrito de foja 5<t, pidién- 
dose en este último, la indemnización de daños y perjuicios, 
por falta de cumplimiento del contrato, cuando por el primero 
se habia solicitado el tiel cumplimiento de lo estipulado, está 
explícitamente autorizada en este caso por el artículo 58 do la 
Ley de Procedimientos, desda que la modificación fue" introdu- 
cida A juicio, antes de haberse contestada la demanda y las dos 
peticiones lejos de ser contradictorias, se fundan en el mismo 
hecho alegado : la falta de cumplimiento ; y refiriéndose esta á 
una obligncion de haceT, su no cumplimiento solo tiene por 
resultado la satisfacción de daños y perjuicios (art. 5% tít. ti\ 
tk tas obligaciones de hacer. Código Civil). 
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2» Que las obligaciones contraída» por la Municipalidad, en 
cuanto se relierc a la demanda en cuestión, se reducen tí las 
expresadas en los artículos 1", 2", 3" y 6' del contrato di* foja 2, 
los que comprenden la limitación aceptada por parte de la em- 
presa del Mercado independencia, del radio acordado anterior- 
mente y la obligación de l¡i Municipalidad de hacer ejecutar 
inmediatamente el desalojo ya ordenado de los puestos, que 
se encuentran en diHio radio, subordinándose el pago debían 
anualidades estipuladas á la efectividad del completo desalojo 
del radío convenido, el que garantía la Municipalidad por el 
término de siete años, que empezaría á contarse desde el com- 
pleto desalojo. 

3" Que de los precedentes establecidos en la escritura de con- 
trato, ya mencionada, de ta solicitud t ue registran los autos 
á foja 303, ñuta al Inspector de Mercados, foja ¡101, y sesión 
de la Municipalidad de foja 338. resulta que la concesión de 
un radio al Mercad p Independencia no fué hecha en virtud de 
las cláusulas del contrato con los empresarios, sino que es un 
bocho anterior á todu pacto, verificado pOT un acto adminis- 
trativo de la Corporación Municipal, sin exigir ninguna obli- 
gación correlativa de parte de los empresarios y por consi- 
guiente las prestaciones á que se obligó posteriormente la 
Municipalidad quedan reducidas á lo espresamente consignado 
en el contrato, á saber: á «hacer ejecutar inmediatamente el 
desalojo ya ordenado» y A garantir la efectividad de esta me- 
dida por el término de siete años. 

4" Que la Municipalidad, al c ontestar la demanda, á foja 150, 
se ha fundado en que el contrato estaba vencido pur haber 
transcurrido cinco años más de los siete lijados para su dura- 
ción, sin haber obtenido d tiran te este tiempo, un solo peso 
de las anualidades convenidas; ni aún en proporción á la parte 
del radio, de que babia estado gozando la empresa, y quo res- 
pondiendo siempre que había sido solicitada, íl dictar las 
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medidas que se pedían, para el desalojo, habia cumplido, como 
podía y debia, habiendo resultado imposible el cumplimiento 
del desalojo completo, á que se habia comprometido en el 
contrato. 

5 o Que de estos precedentes y ta aplicación que corresponde 
para su debida aplicación del principio establecido en el artículo 
1", litólo 8\ He ha uhíitjwinnes de /)(iwr. Código Civil, las 
cuestiones sub judiée se rjducen á si la prueba y deiua-s prece- 
dentes en autos establecen que la Municipalidad ha faltado ;í 
las obligaciones contraídas en el contrato de foja 2; en caso 
aíirmativu ¿cuáles sean las obligaciones á que ha dejado de dar 
cumplimiento, y finalmente qué perjuicio se lian derivado di- 
re- lamente de esta falta de cumplimiento, estableciendo su 
tnonto prudencial. 

ti" QttO con relación á la primera de estas cuestiones aparece 
evidenciado de b>s precedentes establecidos, que habiéndose com- 
prometido h Municipalidad á hacer ejecutar inmediatamente el 
desalojo ya ordenado, y habiendo procedido siempre que ha sido 
requerida á dietar las medidas que lo-: mismos interesados soli- 
citaban, para asegurar sus derechos, como se desprende de las 
respectivas notas y resoluc iones de fojas 303, 304, 317, 325, 338 
y 310; á tal punto que en el proyecto de arreglo formulado con 
el Asesor de la Municipalidad, foja 312; no solamente no se 
creían perjudicados los empresarios en la fecha de ese arreglo, 
JijbíIo 30 de i 877, y aún después, cuando en 18H0 instaban por 
su aprobación, sinó que, por el contrario, 80 allanaban á pagar 
una cantidad por el tiempo transcurrido, aumentaban las anua- 
lidades futuras y renunciaban á exigir el completo desalojo, 
como punto de partida para los siete anos del contrato, lo que 
importa que hasta esta última fecha, la Municipalidad habia 
cumplido como las mismas partes interesadas Itabian entendido 
que debia cumplirse. 

7" (¿ue posteriormente, en Julio 23 de 1881, al comunicar la 
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ñuta de foja i\ significando la Municipalidad al Garante del 
Mercado Independencia, la resolución que habia adoptado, do 
declarar terminada la concesión del radio, faltaba á la bblí- 
gacion contraída en c' contrato de ^iirautir por siete años la 
efectividad del radio t\ ueedido, pues como sedesprende de las 
mismas alirmaeiones de la Municipalidad, no llegó nunca el 
caso de estar completamente desalojado el r.idio, y siendo este 
hecho el indicado por el contrato como punto de partida para 
el tiempo señalado, es evidente que este no había empezado á 
correr, á lo ijue debe agregar-e, que la Municipalidad, no bolo 
convino en «jar este Lecho como punto de partida sinó garantir 
á la empresa la efectividad del desalojo por los siete años del 
contrato. 

Que la imposibilidad alegada de llegar á este resultado, 
no se encuentra juslihYada, aparecimdo, por el contrario, de 
resoluciones judiciales, que entrabun en las atribuciones lega- 
les de la Municipalidad, la de hacer cerrar los puestos compren- 
didos en los rad^ concedido-, y al no haber hecho efectivas 
sus resoluciones á e>te respecto, quedaba obligada siempre á 
cumplir de buena fé y empleando todos los medios legales á su 
alcance para dejar llenólas sus obligaciones y satisfecha la ga- 
rantía de la efectividad del radio concedido ó en su caso, y tra- 
tándose de obligaciones de hacer, lo que sido era realizable por 
la Municipalidad misma, satisfacer los dañ'is y perjuicios ori- 
ginados por la falta de cumplimiento. 

9" Que planteada la Cui tion en estos términos solo resta 
establecer lus verdaderos perjuicios sufridos por la Empre- 
sa del Mercado Independencia, teniendo presente el princi- 
pio establecido y de inmediata aplicación en este caso de los 
artículos 2" y 3", título 3", /V tos daños é intereses, etc., Có- 
digo Civil ; mas extensamente desenvueltos por Toullier, Urttit 
Civil FrancatS, tomo ti", párrafo 270, donde se establece con 
claridad y gran precisión los cuatro puntos principales en que 
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reposa la teoría de la satisfacción de daños y perjuicios, ¡i sa- 
ber : hecho que da lugar á la demanda; imputación del hecho, 
pérdida* que ha ocasionado, y por último avaluación de esta- 
pérdidas. 

10" Que de los siete capítulos de cargos enunciados por la 
parte demandante en su escrito de bien probado, solo son 
consecuencia directa, del kiclio imputable á la Municipali- 
dad, los relativos; á los puestoo desui upados en el Mercado y al 
Humor precio de alquiler do lo* desocupados; y esto solamente 
en lu medid; y aléam e de la intlueneia que haya podido tenor, 
equitativamente considerado-, el hecho justilicado de no haberse 
efeetuadu el desalojo completo de los puestos en el radio acor- 
dado. 

H'' t¿ue los demás puntos referente» ¡i la no percepción de 
los difidentes impuestos* intereses de lu mayor ganancia y 
fomento probable del Mercado uo son, por una parte, conse- 
cuencia inmediata y directa de la resistencia de la Municipali- 
dad, único hecho imputable á hacer efectivo el radio, y por la 
otra, la cláusula Beata del contrato, de donde puede derivarse 
el derecho á cobrar los impuestos reclamados, ha *ido cum- 
plida, en el tiempo» y en el modo que las mismas partes contra- 
tantes han entendido que debía cumplirse, como lo comprueba, 
entre otros antecedentes en tos autos, el documento que, en co- 
pia, se ha agregado á ellos á foja 230, del que se deduce clara- 
mente que la Municipalidad lijó a solicitud de la otra parte y 
en conformidad á lo estipulado, la tarifa de impuestos á co- 
brarse en el Mercado Independencia: debe, pues, imputarse á 
la administración de la empresa mas bien que á la Municipali- 
dad, si no se cobraron en laoportunidad debida. 

42° Que como un descargo á la cuenta de daños y perjuicios 
contra ta Municipalidad, debe tomarse en cuenta, que los empre- 
sarios del Mercado, si bien se encuentran privados por la negativa 
de la Municipalidad de las ventajas que le aseguraba el contrato 
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en la esplotacion del radio acordado, Ubre de toda competencia, 
y por el espacio de siete años, han gozado efectivamente desde l;t 
fecha misma del contrato, y siguen goz indo aún á consecuencia 
del auto de Julio 27 de 1881, espedido ;i su solicitud y bajo su 
responsabilidad, foja 7 vuelta, de la limitación cu la competen- 
cia que les ba proporcionado, el derecho que les acordó la Muni- 
cipalidad y las sucesivas órdenes de esta, cumplidas en parte 
bien considerable ; en resumen, han disfrutado de un radio, no 
completo, por un término mucho mayor que el que Íes asegu- 
raba su oontr.-to. Ni puede oponerse á estas conclusiones el 
principio reconocido de que el acreedor no está obligólo á reci- 
bir, en pago, por partes, loque ha estipulado en el todo; por- 
que este principio, que rige evidentemente el cumplimiento 
voluntario de las obligaciones, es sin aplicación, cuando se trata 
de indemnización de danos y perjuicios, situación que supone 
la falta de cumplimiento y la rescisión del contrato, y está re- 
gida espresamente por el artículo 3", Título ¡V\ líe lus daños 
é intereteif etc., que al disponer que, aún en los casos de 
inejecución por dolo, los daños é intereses comprenderán solo 
los que han sido ocasionados por el deudor, significa claramente 
que no hay perjuicios ni indemnización, hasta la concurrencia 
de las ventajas que ha reportado el acreedor, aún por accidente, 
de la situación que lo ha creado la fulla del deudor. 

i3" Que con relación al monto de los perjuicios, no puede, en 
la mayor parte de los casos, ser lijado de una manera exacta y 
concluyeme, por loque el Juez debe proceder equitativa y pru- 
deucialmcnte en una de las formas que se insinúa en el artículo 
15 de la Ley de Procedimientos, teniendo mas en cuenta la na- 
turaleza del asunto y los antecedentes de autos, que las formas 
exigidas para la prueba de los demás hechos susceptibles do 
una compro nación directa. 

14 a Que las ¿aclaraciones de los ocho testigos presentados por 
la demanda» contestando ú las preguutas del interrogatorio de 
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foja 194, ampliación de foja 211 , y las que le fueron dirijidas en 
el acto mismo y que corren á foja 191» Alejandro Kovatti, foja 
198. Luis Canela, ftpja l!*9, Santiago Gandolfo, foja 901, José 
Bftdaraoo, foja 253, Angel Mnycioehi, foja 255, Inocencio Bossio» 
foja 279, José BeTiiichey, foja 280, Luis Carpenetto, si no son 
bastantes a establecer el monto de los perjuicios sufridos por la 
empresa, por la diversidad de sus aseveraciones respecto á los 
puntos principales, que son los referentes al número de puestos 
ocupados y desocupados, al arrendamiento medio, cobrado sobre 
los primeros y al probable resultado de la desocupación com- 
pleta del radio, sobre el mayor número de puestos, que hubie- 
ran sido ocupados y mayor arrendamiento sobre todus ellos, 
suministra, no obstante la vaguedad de sus apreciaciones, ante- 
cedentes quu sirven do base á una estimación piudencial y 
equitativa, pues partiendo de los hechos aceptados por ta de- 
manda y no contradichos por la otra parte, de sesenta y un 
puestos como término medio do los ocupados, y de veinte y 
cilicio los existentes fiara del Mercado, y dentro del radio, 
aceptando como equitativo el precio probable para el caso de 
ocupar ochenta y seis puestos, el arrendamiento diario de 
ochenta y dos centavos moneda nacional, como equivalente á 
los veinte pesos que se ha reclamado y lijándose el arrenda- 
miento de sesenta y d«is centavos, como término medio, obte- 
nido por la empresa en los sesenta y un puestos ocupados, en 
atención á que los testigos aseveran haber pagado su equiva- 
lente de quince pesos por sus puestos, tendríamos determinado 
prudcncialmcnte, y en conformidad el artículo 15 de la Ley de 
Procedimientos, el monto total de los perjuicios á indemnizar, 
en la diferencia resultante de los precedentes consignados, 
abonándose ademas a favor de la Municipalidad, dos mil sesenta 
y seis pesos con sesenta y seis centavos, equivalente de los 
cincuenta mil pesos de la antigua moneda de Buenos Aires que 
debía recibir por su contrato. 
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Por estos fundamentos, fallo declarando: que el actor Doctor 
Don Marcelino Mosquita ha probado su demanda contra la 
Municipalidad de h Capital, en los términos que se halla re- 
formada por su escrito de foja 54, por cuanto la Municipalidad 
no ha podido, sin faltar á ta obligación que se habia impuesto 
de hacer efectivo el desalojo del radio acordado al Mercado 
Independencia» y garantir su permuncni ia por siete año*, adop- 
tar la medida que comunica en su nota de Julio 23 de 1881, 
corriente a foja primer», y en cousecueruia y di* acuerdo á los 
irticulos í a y 4«\ Título 8", lie las obligaciones de hacer, 
Código Civil, lu condeno tí la satUfaccion de daños y perjuicios, 
cuyo importe será fijad u por la liquidación, que practicará el 
actuario, cargando el valor de los arrendamientos eu siete años 
por ochenta y seis puestos, á tüíou de ochenta y dos centavos 
diario- y abonándole sesenta y dos centavos diarios, por sesenta 
y un puestos, en todo él término que resollé desde la fecha de 
la escritura de foja 2, hasta el día eu que fuere ejecutoriada 
esla sentencia, y dos mil sesenta y seis pesos con sesenta y seis 
centavos mas ; sin especial condenación en costas. Déjese sin 
efecto la suspensión de la resolución Municipal, decretada á 
foja 7 vuelta, hágase saber notificándose con el original, y 
repóngase los sellos. 

Andrés L'yarriza. 

WmUm de I» NuprcM t*«rtc 

Uuciios Urea. Aguólo *i Je lSHtí. 

Vistos estos autos, pn „.jvidns por el Doctor Dote Marcelino 
M esquita contra la Municipalidad de esta ciudad, sobre cobro 
de pesos, por daños y perjuicios, procedentes de la inejecución 
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del contrato celebrado entre ellos en seis de Abril de mil ocho- 
cientos setenta y dos : 

Considerando, en cuanto á la modificación de la acción: 

Que si bien el actor pidió un la primer» demanda el cumpli- 
miento del contrato, solicitó también se notificase á la Munici- 
palidad l:i protesta que hacia por los daños y perjuicios. 

Que antes de contestada dicha demanda, el mismo actor se 
presentó pidiendo se la tuviese por «modificada y aún cam- 
biada », y se condenase á la Municipalidad al pago de tres millo- 
nes quinientos ti- inte y siete mil ciento setenta y dos pesos 
moneda corriente, a que dice ascienden los perjuicios que se le 
lian irrogado, espnniendo que aceptaba por su parte la situación 
creada por la resolución munici; al que ordenó la cesación del ra- 
dio concedido al Mercado Independencia en el citado contrato. 

Que esta manifestación clara y esplícita, importa limitar la 
demanda al cobro de dicha cantidad, por danos y perjuicios, 
dando por rescindido el contrato, que tenia por base la concesión 
del radio al mercado referido. 

Que el demandante ha estado en su derecho para modificar y 
aún mudar la acción qn<< entabló, desde que ]■< hizo antes de 
estar contestada la demanda, según el artículo cincuenta y ocho 
de la Ley de Procedimiento*, sin que obste para ello, que 
hubiese pedido y obtenido Juega bajo su responsabilidad, al 
intentar sü primera demanda, la órden para que la Municipa- 
lidad se abstuviera de toda innovación, dejando las cosas en el 
estado que tenian autos de la resolución que hizo cesar et radío, 
tanto porque la ley es general y mi hace distinción alguna, 
cuanto porque la providencia de no innovar, según sus términos, 
no podía producir otro efecto que ti de habilitar á la Municipa- 
lidad para repetir contra el demandante los danos y perjuicios, 
con cuyo objeto solicita en la contestación, la admisión de la 
protesta que hace por los que pretende te causa esa providencia. 

Considerando, en cuanto al fondo de la cuestión : 
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Que los derechos y obligaciones de las partes, se derivan 
del contrato mencionado» según el cual, el Mercado Indepen- 
dencia gozaría del radio que en él se indica, y la Municipalidad 
baria ejecutar inmediatamente el desalojo, ya ordenado, de los 
puestos que se encontrasen en dicho nidio, garantiendo su efec- 
tividad por siete anos, contados desde el completo desalojo de 
este, y obligándose 1 la empresa del mercado á abonar anual- 
mente siete mil pesos moneda corriente en compensación de la 
efectividad de lo estipulado, y ocho mil pesos en el último año. 

(¿uc, según la ley, el deudor do la obligación es responsable 
de los daños é intereses, cuando por culpa propia lia dejado do 
cumplirla, y la culpa consiste en la omisión de aquellas dilijen- 
cías que exijiere la naturaleza de la obligación y que correspon- 
dan á las circunstancias de las personas, del tiempo y del lugar 
(artículos quinientos once y quinientos doce, Código í'ivil). 

t¿uc en la obligación de hacer, debe ejecutarse el hecho en 
un tiempo propio y del modo en que fué la intención de las par- 
tes artículo seiscientos veinte y cinco, Oúdigo citado), y según 
los hechos de estas, anteriores y subsiguientes al contrato, 
resulta claramente que su intención fué que la obligación de 
la Municipalidad de hacer desalojar los puestos dentro del 
radio del mercado, delia cumplirse por medio de la policía, 

(¿uc esto está plenamente comprobado por ios documentos 
siguientes : primero, el escrito de foja trescientos veinte y 
cinco, presentado á la Municipalidad en diez y nueve dt- Octubre 
de mil ochocientos setenta y seis por la p.rte del actor, eu el 
que respondiendo á cargos que ella había hecho á la empresa del 
mercado, reconoce que por lur^o tiempo la Municipalidad no 
pudo cumplir sus compromisos por causas ajenas ú su voluntad 
y que no le eran imputables, pues dice testualmente, después de 
trascribir los dos primeros artículos del contrato ¡ « En virtud 
t de tan terminantes compromisos contraídos por la Municipa- 
c lidad, la empresa recurrió constantemente á ella para que 
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» hiciera efectivo oí desalojo del Tadio, por medio de la policía 
c Las resistencias levantadas por los interesados en contrariar 
< lo resuelto por la Municipalidad, y ías jestiones y pleitos se- 
« guidos por los puesteros contra la Corporación, á consecuen- 
c cia de d ir lias resoluciones, paralizaron por largo tiempo el 
* desalojo pedido, contribuyendo» también á ello la morosidad y 
e tolerancia de la policía » ; y segundo, los olimos siguientes de 
la Municipalidad ¡i la Policía, n saber : el de quince de Octubre 
de mil ochocientos setenta y tres (foja ciento setenta y seis), 
comunicándole cual era el rádio concedido al Mercado Indepen- 
dencia por et contrato, dentro del cual no podrían veuderse loa 
comestibles que espresa, y pidiéndolo ordenara que por el comi- 
sario respectivo, previa la intima» ion correspondiente, se hiciera 
i'fectiva la clausura de los cuartos en que se espenden esos 
comestibles, en el rádio indicado, y procediese de igual modo 
con los que se establezcan en lo sucesivo, bien por sí mismo, ú 
previo el aviso del inspector de mercados ; el de veinte y ocho 
de Junio de mil ochoeieutos setenta y cinco tfoja ciento setenta 
y siete % en él que manifestando no haber tenido lugar el desa- 
lojo convenientemente, y haber ta empresa del Mercado recla- 
mado do ta Municipalidad el de cuarenta y cinco puestos exis- 
tentes dentro del rádio, le pedia de nuevo su clausura, y que 
hiciese saber á cuatro comisarios que indica, prestasen su 
decidida cooperación al inspector del Mercado Independencia, 
para que hiciera la clausura de los puestos que este designase, 
lo que era tanto mas urjente, cuanto que la Municipalidad 
aparecía faltando al contrato y no podia ejercer sus derechos 
respecto á la empresa; y el de cinco de Noviembre del mismo 
año setenta y cinco ^foja ciento setenta y ocho), en el que 
dice adjunta una relación de los puestos de carne situados en 
el radio concedido al Morcado independencia, cuyos dueños 
habian sido notificados para clausurarlos por el inspector do 
increados del Sud, y, esponiendo que la permanencia de esos 
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puestos perjudicaba desde mucho tiempo los intereses munici- 
pales, por negarse la empresa del Mercado, con justicia, a 
abonar la» mensualidades ú que estábil obligada, á causa de no 
haberse cumplido hasta entonces la órden de clausura ; agrega 
que esperaba impartiese las órdenes convenientes para la in- 
mediata clausura ile los puestos mencionados, no permitiéndose 
el establecimiento de otro- dentro de los radios acordados á los 
mercados. 

Que, además, el demandante, al absolver las posiciones de 
foja trescientas una, lia confesado que le consta que algunas 
veces la Municipalidad ha impartido las órdenes necesarias 
para hacer efectivo el radio concedido al Merendó Indepen- 
dencia. 

Que según el contrato de foja trescientas doce, de treinta de 
Junio de mil ochocientos setenta y siete, entre e! representante 
del actor y el Asesor de la Municipalidad, stitieientoineute. 
autorizado, para concluir las diferencias nacidas de las dificul- 
tades sobre la efectividad del radio del mismo mercado, — con- 
trato que la corporación municipal no tomó en consideración,— 
la empresa se comprometió a abonar á la Municipalidad diez 
mil pesos moneda corriente, como indemnización del tiempo 
corrido, y á pagar un adelante mayores cantidades que las ante- 
riormente estipuladas, sin que la falta de cumplimiento de las 
disposiciones municipales pudiese servir de escusa á la em- 
presa para dejar de cumplir las obligaciones por ella contraidas, 
habiendo la misma empresa solicitado deanes, « con mucha 
insistencia y repetidas veces *, la aprobación de dicho contrato, 
deelarando que cumpliría las obligaciones que él le imponía, en 
el acto de la notiticacion (escrito de foja trescientas catorce, 
de veinte y tres de Julio de mil ochocientos ochenta}; 

Que de lo espuesto resulta, por una narte, que hasta la reso- 
lución municipal que hizo cesar el radio del Marcado Indepen- 
dencia, la empresa de este, no obstante no haberse ejecutado 
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el completo desaloja de los puestos existentes en ese rádio, no 
se consideró acreedora de hi Munie¡p;ilidad por ningún título, 
y mas bien reconoció ti t-l>*- r 1 1.- una >uiua de dinero, como in- 
deninizacion del tiempo transcurrido, lo nuil, y sus jestiones 
anteriores ante la Municip.ilid»d, prueban de una manera 
indudable que reputaba en via de ejecución el contrato de 
mil o- hfiricntos setenta y dos, ctt>a que ha negado desunes en 
este juicio ; y por otra parte, que la Municipalidad no solo no 
omitió bis ililijein ias necesaria-; para el cumplimiento de su 
obligación, sino que practicó las convenid» < para ello, del modo 
t|ue Lía mismas partes entendían que debía ser ; y si bien no 
olí tuvo que se desalojasen todos los puestos, no fué por su 
culpa, y por lo mismo, según disposiciones legales antes filudas, 
un es responsable de los daños y peí juicios que la empresa del 
Mercado Independencia huya esperinu-ntudu, 

(Joe si las órdenes de U Policía no daba i un resultado com- 
pleto, ya por morosidad ó tolerancia de ella, ó por cualquiera 
otra causa, y !a empresa del Mercado tenia tanto interés, como 
espone, en que se cumplieran exactamente, pudo conforme á 
las leyes exijir á la Municipalidad medidas mas eficaces, y si 
por cualquier motivo no hubiera querido tomarla*, ocurrir á la 
justicia para hacer respetar sus derechos» ■'■ hacerse autorizar 
por ella para hacer ejecutar el hecho por cuenta de la Munici- 
palidad, por sí ú por terceros (artículos quinientos cinco, inci- 
sos primero y segundo, y seiscientos treinta. Código citado), 
nada de lo cual lia practicado, consintiendo tácitamente ese 
estado de cosas de que tenia pleno conocimiento y que produ- 
cía su inacción y silencio por tantos años artículo novecientos 
diez y ocho, Código citado . 

Que, por otra parte, siendo divisible la obligación de la Muni- 
cipalidad, según U-s artículos seiscientos sesenta y siete y seis- 
cientos setenta del mismo Código, puesto que tenia por objeto 
la prestación de hechos, susceptible de cumplimiento parcial, 
t. xxi 35 
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como lotuTo en efecto, sin embargo, el demandante, por lo que 
resulta de su propia confesión, no ha abonado á la Municipa- 
lidad parte alguna de las cantidades que se comprometió á 
pagarle con arreglo al artículo tercero del contrato. 

Que obligando los contratos no solo ú lo que está formalmente 
espresado en ellos, sino á todas las consecuencias virtualmente 
comprendidas en los mismos, ú como dice el Código de Comer- 
cio, á todas las que la equidad, el uso, ó la ley, atribuyen á la 
obligación según su naturaleza, sería contrario á la equidad j 
ála justicia condenar en este caso ú la Municipalidad por daños 
j perjuicios, cuando si bien no ha cumplido del todo el contrato, 
no lia sido por su culpa, mientra* que la parte contraria no lo 
ha cumplido absolutamente*, y ha estado disfrutando del radio 
concedido Jal mercado, aunque no se hubiesen desocupado todos 
los puestos que en él había, por mucho mas tiempo del que le 
garantió la Municipalidad., obteniendo utilidades ó ganancias 
de mucha consideración (artículos mil ciento noventa y ocho y 
mil doscientos uno. Código Civil). 

Y, finalmente, que las nartes están conformes en cuanto á la 
cesación del radio concedido al Mercado Independencia, desde 
o un el actor aceptando la resolución municipal A este re^pectot 
limitó su demanda lí los daños y perjuicios ; y que es infundada 
la pretencion de la Municipalidad s<>hre la admisión de su pro- 
testa por la providencia do uo innovar y mantener las cosas en 
el estado que tenían antes de dicha resolución, pues dehe im- 
putarse á sí misma, si después de la modificación de la demanda, 
rio hi/o u-o del incontestable derecho que desde fintonecs le 
asistía, l'ara jestionar su revocación. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada de 
foja cuatrocientos catorce y se absuelve á la Municipalidad de 
esta ciudad de la referida demanda contra ella interpuesta por 
el Doctor Pon Marcelino Mesquita, declarándose terminada la 
concesión del radio al Mercado Independencia, é inadmisible la 
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protesta de la Municipalidad por haberse dejado bíd efecto la 
órden de suspender dkiio radio. Devuélvanse, previa reposición 
de sellos, pudiendo notificarse esta resolución con el original. 



J. ft. GOROSTIAGA. — J- DOMINGUEZ. 
L' LADISLAO FlYlAS. 



CMUftA « VIS 



D. Emitió foyer contra ¡K Domingo $apm% sobre falsificación 

de marca de fábrica 



Sumaria. — No siendo probados los hechos f|iiu fundan la 
acción, el demandado debe ser uiisnelU. 



Cojo. — El caso se refiere en el 
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Buenos Aires. Noviembre IT ile 

Y vistos esins autos seguidos por D, Guillermo Puig, en re- 
presentación de D. Emilio Meyer. contra í). Domingo Sapene, 
sobre falsificación de- tina mam de fabrica, de los cuales resulta 
lo siguiente : 

Que el eitndo señor Pitíjf se presentó al Juzgado esponiendo 
que su representado el señor Mey.T, de París, es el propietario 
esclqsivo de todos los productos de perfumería i-laborados por 
la antigua casa de E. S. Pinaud, segim así lo acreditan los cer- 
tificados correspondientes que no presenta por estar agregados 
á otros autos pendientes auto la Suprema Góttei pero sobro cuya 
exactitud y mérito, lia certificado el Secretario de este Tribunal 

ú foja U vuelta. 

Que ha venido o su con-.iroiento que D. Domingo Ha pene se 
sirve para ofrecer al público las aguas do rosa, destinada ¡í la 
higiene de la cabezp, que elabora, ú hace elaborar y espende, 
de un envase semejanti-, del nombre y de todos los signos, em- 
blemas y describidnos que distinguen los artículos de la per- 
fumería E. Pinaud, cuyas descripciones constituyen la maTca 
de fabrica y de i-omercio de su n-presentado. 

Que como prueba de la falsificación acompaña un recibo por 
una docena de frascos de agua de rosa vendidos por Sapene, y 
dos frascos el uno legítimo y el otro falsificado - por todo lo cual 
entabla formal demonda contra 1>. Domingo Sapene, pidiendo se 
le condene á sufrir el máximum de la pona establecida en el ar- 
tículo veinte y ocho, incisos |>y p de la ley de marcas de fábrica 
y de comercio, al resarcimiento de los daños y perjuicios que 



HE JUSTICIA .W010NAL 



;íü5 



avalúa cu veinte mil pesos nacionales oro, como también al 
payo de costos y costas. 

Corrido trasudo de la demanda, Sapea-.' la contesta ¡i foja 
diez y ocho, pidiendo sea rechazada con costas, por >er falsos los 
hechos eu que se funda ¡ dice, que él prepara el agua di* rosa y 
la vende á sus man ¡jantes, pero que el agua que elabora, jamás 
la vende en envases iguales ú difeíeiiles de los do la fábrica de 
Tinaud, sino por medid tt ¡i tanto et litro, lt. que quiere decir que 
no usa botellas, emblemas distintivos, d( scripcionrs, etc., etc. 
y que por lo que respeta al recibo acompañado á la demanda, 
debe dar la siguiente esplicucuciou : 

Que mas ó menos en Marzo del a¡io próximo pagado, compró A 
I). José Maria Yalentie luía r-stos de una peluquería y perfu- 
meiía situada en la calle de Piedad n° 435 que liquidó después, 
vendiendo las pocas existencias que tenia, entre las cuales se 
encontraban los fraseos de agua l'iuaud á que hace referencia 
el recibo, pero niega que e! frasco que se presenta como falsifi- 
cado, y aún el legítimo sea de los que vendió á la señora Caze- 
n a ve. 

Ku este estailo y después de llamar autos, se dicto el auto de 
prueba, foja 22 vuelta, estableciéndose ios siguientes puntos: 

t'riinero: Si D. Uomingo Sapcne espende el agua do rosa en 
envases iguales ó semejantes ¡i los de la fábrica de E. Pinaud y 
con etiquetas ó emblemas que puedan confundirse por el com- 
prador ; 

Segunda : Si los frascos que se encuentran depositados, pre- 
sentados por el demandante, son los mismos vendidos por Sa- 
peue; y 

Tercero: Si en caso afirmativo proci den de los restos de per- 
fumería comprados por Sapene á D. José María Vatentie; ha- 
biéndose producido por las partes la testimonial que espresa el 
certilicado del actuario á foja ochenta y dos vuelta. 

Y considerando: Que la prueba producida por el actor, no es 
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suficiente para establecer de un modo evidente los hechos en que 
lia fundado su acción, según así resulta de la depo-ieion de sus 
testigo* Marius Cansen?, foja -ti vuelta, que oo depiara sobre 
un hecho que le sea propio, sinú por referencia de otra persona 
que ni conoce; Rosa Tueei, foja 81, que declara haberle ven- 
dido a Sapene frascos vacíos, de lo cual nn se deduce que este 
haya falsificado la marca que es el Hecho en cuestión ; y Cata- 
lina l.ataurete, foja it), que si bien declara de conformidad al 
interrogatorio de foja treinta y ocho, no está segura que el frasco 
presentado por la demanda sea igual á lus que ella compró á 
Sapene y su dicho solo no puede hacer plena prueba. 

Que el demandad o jor su parte y no obstante no incumbirlo 
la prueba, lia presentado los testigos Víctor Poney, foja 5t 
vuelta, José (¡embt-ui, foja 53, Luis Harruso, foja 55, Luís 
Crtiry, foja 57, Joaquín IVreira, foja 55 vuelta, y otros, de cuyos 
testimonios n-sultu que Sapene vendía el agua de rosa en dama- 
juanas á tanto el litro. 

Por estos fundamentos, fallo declarando que el actor no ha 
probado su demanda y que en consecuencia 1). Domingo Sapene 
está absuelto de culpa y cargo por razón de ella, hiendo á cargo 
de} primero las costas del juicio. * Hágase suVr, notifíquese 
original y repónganse \aa sellos. 

Andrés lyarriza. 



mil* 4r I» Hupküé ferie 

Buenos Aires, ArosIu 28 de 1896 

Victos: Por <mis fundamentos, se confirma la sentencia ape- 
laba di' foja cii-nto doce; salv.i la parte referente A las costas 
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por no considerarse qu*> hflja existido temeridad m l¡i demanda 
interpuesta; y devuélvanse previa ceposiciu i du sellos. 

J. B, COIWSTIAGA, — ULADISLA0 FRIAS. 

— Federico lüAHcCttES. - c. s. 

DE LA TOIUIE. 



tAUM 1 VIII 



Ifon Emttio Mcycr, contra Imn Santiago lio tt aro, s0H 
falstf trac ion de marca de fábrica 



Sumario. — 1" El que lia adquirido la propiedad de una 
marca d<- fábrica, tiene uí derecho dé impedir que otao la use, 
aunque el usu baya sido anterior á la adquisición du la pro- 
]>iedud. 

2° La sola posibilidad de que un producto pueda ser confun- 
dido con utro, basta para hacer efectivas las disposiciones legales 
sobre falsificaciones de marcas de fábrica. 
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Caso. — El caso so refiere en el 



Falto 4e1 Juci Federal 

But;ii*)s Airr's, Mayo 10 de 1H83. 

Vistos estos ¡ni toa seguidos por don Húmente Dupuy on 
representación de tos señores K. Meycr y C", de Pariá, contra 
don Santiago Uottaro sobre fahitica'iun de una marea do fá- 
brica. 

Resulta: l'rimero. t¡ue la casa demandante obtuvo de- la 
Oíuina Nacional de Patentes de Invención, con fecha II de 
Diciembre de 1877 y 27 di- Marzo de 1878 la propiedad y uso 
exclusivo de las marcas de fábrica y comercio qin* espresan las 
descripciones de foja 2 y foja 6 del espediente agregado, 
mediante el cumplimiento de las prescripciones do ta ley de 19 
de Agosto 1876, consistentes en el envase» lemas y etique- 
tas, que emplea en los diferentes perfumes de su fabricación 
y en los de E. Pinaud. 

Segundo* Que en Junio del año 78 se presentó al Juzgado 
el representante de dicha cusa, señor Dupuy, manifestando 
que don Santiago Hottaro usaba para los productos de la misma 
naturaleza que los de aquella, el envase y emblema* de su 
eacluaiva propiedad, asi como una forma de etiquetas que se 
prestaba muy fácilmente á que los de él sean confundidos por 
el público con detrimento de sus intereses, no solamente por 
la disminución consiguiente de la venta, sí nú también porque 
no siendo los productos de Bottaro de tan buena calidad, 
el público engañado pierde ¡toco ú poco la confianza que tenia 
depositada en la marca legítima ; que aunque Bul turo ponía su 
nombre cu sus productos no escapaba por eso á ja acción de la 
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ley, pues no es el nombre de los demandantes lo qne constituye 
la marca depositada, sinú, los emblema», grabados, viñetas ó 
envases ó envoltorios, por lo que el cambio en esa parle 
en nada dÍHinititiyo el delito de falsilicacion; pero en ningún 
caso podía justificar el uso indebido del envase que es exacta- 
mente igual en 30 forma y tamaño ni de tos actores; que en tal 
virtud venía á entablar demauda contra el espresadu Bottaro 
paTa que se le condene: I o al máximum de la pena establecida 
por el artículo 38 de la ley antes citada; 2" ul pago de la suma 
de cinco mil pesos fuertes en que estima los daños y perjuicios; 
y 3" al pago de las costas del juicio. 

forrero. Que el demandado alega en su defensa : t* Que 
desde el :iíío 1870 fabrica el agua de liosas y Violetas, cuyos 
frascos lia exhibido el representante de la i-asa demandante, 
usando una etiqueta, emblema y envase que le parecen condu- 
cente* y adecuados para el espundio de esos productos ; 2 o Que 
cu Enero de i 877 presentó á la Kx posición Industrial unos 
frascos de la misma agua con idéntico envase, emblema, etiqueta 
y capsula, habiendo obtenido Meyer y O" su marca de fábrica re- 
cien en Diciembre de ese año ¡ 3" Que examinando los elementos 
constitutivos de esta marca, se vi la diferencia que existo entre 
ella y la que usa él para sus productos, lo que puede notarse á 
la simple vista comparando las diversas etiquetas que al efecto 
acompaña á fojas 6 y 7, y concluye pidiendo el rechazo de la 
demanda con especial condenación en costas. 

Vmrto. Que la causa fué recibida a* prueba por el auto de 
foja 22 vuelta para que el demandado justifique que con ante- 
rioridad al privilegio del actor, ha esplotado la industria á que 
se relieve ta demanda am la marca y envase exhibidos, ha- 
biéndose producido en el término de la ley, la que ©«presa el 
certificado de foja 82 vuelta. 

Y considerando: Primero. Que la casa demandante ha 
justificado por los certilicados de foja i y foja 4 (en los 
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agregados) espedidos por la Oficina de Fateittes de Invención 
de la República, la propiedad y uso csclusivo de las marcas de 
fábrica y comercio descriptas á fojas 2 y G f y» por consiguiente, 
el derecho á oponerse al uso de cualquiera otra que pueda pro- 
ducir directa ó indirectamente confusión entre los productos 
de la misma especie en conformidad á lo dispuesto en los 
artículos 4, 5 y 10 de la ley Nacional de 10 de Agosto de 1876. 

Segundo. Que lejos de negar Bottaro que los frascos exhi- 
bidos por Dupuy como pertenecientes & él sean los que emplea 
para el agua de Rosas y Vi aletas, cou las etiqueta», etc. que 
llevan dichos frascos, lo Ha reconocido esplícilamentey confir- 
mado con la exhibición de los que obran á fojas 6 y 7 de los 
presentes autos. 

Tercero. Que entre los frascos cuya propiedad está garan- 
tida por la ley citada á Meyer y Compañía pura artículos de 
perfumería de su fabricación, y los que emplea Bottaro en 
industria de la misma especie hay una perfecta semejanza en la 
forma y tamaño, sin que pueda desvirtuarse aquella por la casi 
insignificante diferencia en la altura de los que se han presen- 
tado, puesto que ello solo puede ser apreciado mediante un 
examen comparativo, lo que seguramente no verifica nunca 
el consumidor. 

Cuarto. Que las etiquetas de los frascos que usa Bottaro 
tienen el mismo rotulo é idéntico emblema A las que pertenecen 
á Meyer y Compañía, siendo las demás inscripciones una tra- 
ducción literal de estas, en las cuales se ha tratado de imitar 
el estilo y disposición de las letras empleadas, lo que les dá á 
primera vista un aspecto tal de semejanza que la confusión es 
perfectamente posible, no obstante la diferencia de idioma en 
que ambas están escritas, posibilidad que sube de punto hasta 
hacer casi inevitable para el consumidor que solo se lija en el 
aspecto citerior 4 causa de la completa semejanza en el envase. 

Quinto. Que las pequeñas diferencias que pueden notarse 
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entre ambas etiquetas, así como la circunstancia do haber puesto 
su nombre Bottaro en las suyas y de estar en otro idioma, no 
destruyen el carácter de imitación fraudulenta, puesto que así 
mismo la confusión es posible; y si bien nuestra ley de marcas 
de rábric» ha guardado silencio en este detalle» la jurispruden- 
cia de los Tribunales franceses, sobre cuya ley está calcada la 
nuestra y que tantos casos han resuelto sobre esta materia, se 
ha pronunciado decididamente estableciendo que hay concurren- 
cia desleal aún cuando las denominaciones estén en otro idioma 
y se agregue el nombre del fabricante, pues el elemento domi- 
nante para guiar el criterio del Magistrado ácuya apreciación 
está completamente librado este punto, es siempre la posibili- 
dad de confusión entre los productos, y no puede dudarse 
luí- id hay cuando, cu su fisonomía, en su aspecto particular, 
en el conjunto, en fin, que hiere la vista y atrae la atención del 
consumidor, que generalmente no se preocupa de pequeños 
detalles, existe completa semejanza. 

Sexío. Que para que pueda prohibirse el uso de una marca*' 
según lo enseña Poiiillet, Marques de Fabrique, N° 190, basta 
que la confusión sea posible, que la marca 6 etiqueta en su 
conjunto sea de naturaleza capaz de t-ngañar al público, no 
siendo necesario establecer que ta imitación ha tenido real- 
mente por efecto ese engaño 6 una ó* varias personas, pues la 
ley ha tenido en vista el interés del consumidor á quien 
entiende protejo r contra el error ó engaño. La imitación, dice 
Bedarridc, X o 918, incurrí- en las penas de la ley desde que 
puede engañar al consumidor; es decir, desde que crea la 
posibilidad de confundir la marca de un individuo con la 
de otro. 

Sétimo. Que la intención fraudulenta resulta del hecho 
mismo de ofrecer al consumo público producto de la misnu, 
especio bajo una marca no registrada semejante á la que lo ha 
sido, porque la ley supone que todos y especialmente tos que 
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ejercen el mismo género de industria j comercio deben conoccT 
las marcas depositadas, para lo cual el articulo 27 dispone que 
los modelos y descripciones estén & disposición del que quiera 
consultarlos y no admite que sea obra de la casualidad que 
ambos fabricantes sin conocimiento alguno, hayan adoptado 
precisamente el misino emblema, rútulo, inscripciones y encua- 
dramiento, etc., presunción que en el caso sub j tul i ce aumenta 
en presencia de la igualdad de los envases . 

Octavo. Que la prueba rendida por el demandado tiende á 
demostrar que con anterioridad al certificado de marca otorga* 
do á favor de Meyer y C" ha fabricado el ugua de llosas y Vio- 
letas, y en este sentido se ban producido de conformidad al 
interrogatorio de foja 05 los testigos Dccnrtier, Luqui y lía- 
mirez, pero uo se trata de eso, pues nadie te bu negado el 
derecho de fabricar el agua de Rosas y Violetas ú otras que 
estime convenientes, sinó de que hubiese es pilotado esa in- 
dustria con la misma marca y envase exhibido como lo esta- 
blece el auto de foja 23 vuelta, siendo de notar que d este 
respecto los testigos nada dicen, ni se lia producido otra prueba 
que la cuenta de foja 00, que tampoco prueba nadu, tanto 
porque care e de autenticidad, cuanto poique no se determina 
la clase de etiquetas fabricadas, 

Noveno* Que, por otra parte, esta circunstancia es indiferente 
desde que Hottaro no ha insinuado siquiera que huya hecho 
registrar su marca de fábrica cumpliendo las prescripciones de 
la ley de la materia, porque, según el artículo 40 de dicha ley, 
no habiéndose hecho registrar una marca dentro del plazo que 
la misma señala en su artículo 38, nadie puede prevalerse del 
uso hecho antes de su sanción, para reclamar el derecho de 
prioridad. 

Décimo. Que la casa de Meyer y Compañia ha demostrado, con- 
cluyen tementc y en conformidad á lo dispuesto en la ley 32, tí- 
tulo 16, Partida 3*, por las declaraciones de foja 30 á foja 38 
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que ha introducido al país el agua de Rosas y Violetas fabricadas 
por Ed. Pinaud, de-de mas de veinte años atrás, cotí las mismas 
marcas, rótulos 7 envases depositados ; y como ha llenado las 
condiciones exijidas cu la ley, ha adquirido la propiedad y uso 
eselusivo de esas marcas, etc., a virtud de lo dispuesto en el 
artículo 38* a pesar del uso qne cualquiera otro industrial 
haya podido hacer en el país, de marcas análogas. 

Por estos y demás fundamentos coacordantes del escrito do 
foja 05, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 28 de la 
ley citada, fallo: declarando que tas marcas, envases y etique- 
tas, empleadas por don Santiago Bottaro para el espendio del 
agua de llosas y Violetas importa una falsilicacion de la marca 
obtenida por los señores E, Meyer y Campania. En su conse- 
cuencia, se condena & don Santiago Bottaro al pago de una 
multa de trescientos pesos fuertes ó en su defecto á seis meses 
de arresto y ul pago de las costas del juicio. Kn cuanto á los 
perjuicios, no habiendo en autos elementos para apreciarlos de 
¡icuerdocon lo dispuesto eu el artículo 15 de la Ley Nacional 
de Enjuiciamiento reservase para otro juicio. Ejecutoriada que 
sea esta sentencia, pablíqm se á costa del demandado. Kolifí- 
quese original y repónganse los sellos. 

Andrés IJgamza. 



rail* de la nmpremm Verte 



Buenos Aires. Agoalo 98 do 1886. 
Vistos: Por sus fundamentos, se confirma con costas, la 
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sentencia apelada de foja ciento ocho; y devuélvanse previa 
reposición de sellos. 

J. R. GOROSTIAGA. - — J» DOMINGUEZ. 
— U LADISLAO FRIAS, — FEDERICO 
IBARGUREN. 



CAI r f»A CIX 



Contienda de competencia entre el Juez Federal de la Capital y 
el de la Sección de Buenos Aires, ¡tora conocer en los autos 
sobre saloataje de la barca t ft álate UalUno ». 



Sumario.— La jurisdicción para conocer y resolver por quién 
fué htebo el salvataje de un buque en alta mar, lorrespoude 
al Juez del puertu á donde llegan los objetos salvados. 



Caso. — La barca italiana ftatale Gallino fué* salvada en alta 
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mar. Los objetos salvados fueron traídos al puerto de Buenos 
Aires. El precio del salvamento fué fijado en 6000 pesos mo- 
neda nacional, disputándolo varios unte el Juez Federal de 
la Capital, y ante el de la Sección de Buenos Aires, quienes 
sostuvieron respectivamente su competencia. 



Buenos Aires, Julio 17 de 1884. 

Vistos en el incidente de competencia deducido por el Capí* 
tan Luis Pizurrelio y considerando : 

Primero. Que por el inciso i° del artículo 2 o de la ley de 
jurisdicción corresponde exclusivamente A la Justicia Federal 
el conocimiento y decisión de todo hecho Ó contrato relativo a* la 
navegación y comercio marítimo y entre ellos, los salvamentos, 
y por consiguiente, no se trata de jurisdicción sinó simple- 
mente sobro competencia que deben estar regidos poT las leyes 
orgánicas de los Tribunales Nacionales. 

Segundo. Que según estos (inciso 7, artículo 104, ley de 
organización de los Tribunales de la Capital) las causas que 
su originen por auxilios prestados en alta mar ó en los puertos, 
ríos y mares en que la Kepiiulicu tenga jurisdicción, son de la 
competencia del Juez Federal mas inmediato en que se produjo 
la asistencia ; y en el caso ocurrente el salvataje empezó en 
Puerto Médano y terminó en la costa de San Boromhon, aguas 
argentinas, y por consiguiente no solo mas cerca Binó en la 
Sección jurisdiccional del Juzgado Federal de la Provincia de 
Buenos Aires, siendo de advertirse que el auxilio ó asistencia 
y salvamento están equiparados á este objeto en el Código 
de Comercio. 
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Tercero. Que es además un principio do jurisprudencia uni- 
versal que el lugar donde se verifican los actos 6 contratos, da 
competencia al Juez territorial para entender en ellos. 

Cuarto. Que aunque es cu-rto que el articulo 1471 del 
Código de Comercio consagra el principio de que para deman- 
dar por salario de auxilio o salvataje puede ocurrirse al juez 
adonde el buque iba destinado, ó al ¡luerto en que entrase ó 
fuero conducido, no es menos cierto que este artículo, regla- 
menta solamente la jurisdicción internacional privada; pero 
no la competencia, que como queda espuesto, lo reglamenta 
en este caso el inciso 7* del artículo 104 ya cilado. 

Quinto. Qne la misma jurisdicción especial acordada en el 
citado artículo 1471 del Código de Comercio lo na sido en be- 
neficio de los que reclaman salario por salvataje, y auxilios 
frustrados, y con el maní tiesto objeto de que obtengan justicia 
fácil y espedita; y por tanto, insistiendo el actor en demandar 
ante este Juzgado, ante quien él mUmo Irajo el buque, por lo 
mismo llorarlo á otro juzgado, seria primarle del derecho 
común de demandar el salvataje en el domicilio del deudor 6 
donde mas le conviniere, como seria el punto de su destino en 
el Pacífico. 

Sexto. Que la Prefectura Marítima entendiendo adminis- 
trativamente, dió cuenta á este Juzgado del siniestro, y puso á 
su disposición el buque y carga salvados, lo que hace presumir 
ademas de lo espuesto, que el mencionado buque fue auxi- 
liado en aguas de ta jurisdicción de la Provincia de Buenos 
Aires, por los demandantes que lo trajeron. Por estos funda- 
mentos y concordantes del escrito precedente en cuanto á la 
jurisprudencia de la Corte, invocada, fallo no haciendo lugar 
¿ la incompetencia deducida y contéstese derechamente la de- 
manda. Repóngansen loa sellos. Xotifíqucae original. 



hidoro Albarnmn. 
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A instancia de los señores liisso y Fravega, el Juez Federal 
de la Capital promovió contienda de competencia para conocer 
en el salíataje. 



Amtm «leí Juei «le I» ImtM de 



Buenos Aire*. Noviembre 18 tic 1881. 

Vistos: Con lo alegado por estaparte en el incidente de compe- 
tencia que promueve el Señor Juez Federal de la Capital ¡i ins- 
tancia de Jlisso y Fravega sobre juicio de salvataje del .\attt(c 
(iatiino y su carga, y considerando : 

Primero. Que á estar ü los términos del escrito de tran- 
sacción de foja 80 y A ]u, considerandos úi autos do esta feclia, 
que se transcribirá con la nota correspondiente, no existe niu- 
gun juicio de salvataje contra N. Milmnoviub y C s y el Capi- 
tán Fmarello, reduciéndose la diferencia de Bisso y Fravega 
con Mihanovich y G' d la preferencia en el diuero oblado 
como pago de salvataje aceptado por ellos. 

Segundo. Que según la misma transacción, los señores 
Bisso y Fravega reconocieron la competencia de este Juzgado á 
los r fectos de la validez de la oblación, y sin nerjuicio de dis- 
cutirla con posterioridad y es por consiguiente ante este Juz- 
gado que han debido ocurrir deduciéndola como escepciou, 
pues aunque por el artículo 45 de la ley de Procedimientos 
puedeu optaT las partes para haecr valer la competencia entre 
el juicio oDcial ó laescepcion de incompetencia, una vez optado 
por uno, no se puede volver ni hacer valer el otro, como lo ha 
resuelto la Suprema Corte en la sentencia publicada en la pá- 
gina 412, tomo 14, Sene 2* de sus fallos, y los señores liisso 
y Fravega al ocurrir i este Juzgado a celebrar su transacción 

T. XII 
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de foja 86, aceptaron implícitamente discutir aquí todo lo rela- 
tivo á ella incluso la competencia. Por estas consideraciones, 
fallo ordenando se conteste al señor Juez Dr. Tedin que no se 
hace lugar á la inhibitoria; exigiéndole contestación de con- 
formidad á la ley, j acompáñese en el oficio que se dirija todas 
las trascripciones que se solicitan. Molifiqúese con el original 
y repónganse los sellos. 

Albarracin. 



A«t# ««| J«*m r*«*r»f «le I» C»pa«*l 

Buenos Aires, Agosto H de 1885, 

Vistos para resol r t sobre la contienda de competencia pen- 
diente con el señor Juez de lección de la Provincia de Iiuenos 
Aires. 

Y considerando : 

Primero* Que según resulta de autos, el 18 de Junio de 
1884, esto es, inmediatamente después que llegó á este 
puerto el Natale Gallina conducido á él por el vapor Oriente 
desde el punto donde lo dejó fondeado el Capitán de la Goleta 
Carhué t se presentaron á este Juzgado dicho Capitán y el 
segundo D. Josi' Fravega iniciando el correspondiente juicio 
de salvamento para que se les asigne el salario que por tal 
concepto les corresponde. 

Segundo. Que de las actuaciones que en testimonio autori- 
zado ha remitido el señor Juez de Sección Dr. Albarracin, no 
resulta que con anterioridad á la fecha indicada se hubiese 
practicado ante él acto alguno jurisdiccional que importe ha- 
cerle prevenir en el conocimiento de esta causa. 

Tercero. Que seguu el artículo i 471 del Código de Comer- 
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cío las cuestiones que se susciten sobre pago de salarios de 
asistencia y salvamento serán dicididas en el Estado por el 
Tribunal Comercial del lugar del destino del buque ó del puerto 
donde el buque entrase ó fuere conducido, 

Cuarto. Que no es exacto que esta disposición solo tenga 
por objeto fijar las jurisdicciones en el órden internacional, 
pues sus términos bien claros y explícitos y mas que todo, los 
fines de la ley comercial á que ellas perl onecen, demuestran 
que lo que lia querido esta» es lijar el punto jurisdiccional con 
relación á diversos tribunales del mismo país que pudieran 
pretender tenerla, puesto que no catíc contienda de competen- 
cia entre tribunales estrangeros. 

tyuinto. Que en cuanto á la jurisdicción especial de los 
Tribunales Federales nue es la i|up reglamenta la ley de 14 
de Setiembre de 1863, y en particular para los de la Ca- 
pital, la de 15 de Diciembre de 1881, es fuera de discusión 
que el caso es de su competencia por cuanto se trata de actos 
espesamente designados en ambas leyes. 

Sexto. Que en la transacción de que hace mérito el señor 
Juez de Sección de la Provincia de Buenos Aires explícita- 
mente reservo la parte que inició el presente juicio y á cuyo 
pedido se ba producido esta contienda, el punto referente á la 
competencia para que fuera decidido con urreglo á derecho ; lo 
que demuestra que no ha sido reconocida la jurisdicción de 
diebo Señor Juez sinó por los señores Mihanovich y C* que 
ocurrieron ante él y el Capitán que ha sido desinteresado del 
juicio. 

Por estos fundamentos, el Juzgado resuelve insistir en sos- 
tener su jurisdicción haciéndose saber al señor Juez Dr. Al» 
barracin para que se sirva remitir el espediente á la Suprema 
Córte adonde también se elevarán estos autos para su resolu- 
ción. — Kotifíquese original. 

Virgilio .V. Tedin. 
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VISTA DEL SESOU l'KOCUKAOOR GENERAL 

Buenos Aires, <i-licmbre 5 de 1885. 

Suprema Coríe : 

Opino que el conocimiento de esta causa corresponde al señor 
Juez de la Capital. Decide mi juicio el hecho de babor sido 
tr tillo el buque salvado al puerto de la misma Capital. 

El señor Juez Dr. Tedin observa, con razón, que el artículo 
1171 del Código de Comercio, es perfectamente aplicable al 
presente caso. 

La barca salvada fué encontrad» por la goleta * Carhúe > cu 
alta tifiar, y en alta mar se efectuó el sal rata je, haciéndose 
cargo la tripulación de la goleta de la barn abandonada. — 
En primer lugar, no puede decirse que un buque en alta mar 
estií mas cerca de uno que de otro punto del territorio de la 
Xacinn ; todos están á igual distancia. Y por otra parte, no es 
exacto que et artículo 1471 recordado, solo tonga su aplica- 
ción en cuanto se refiere á las relaciones internacionales. Las 
Provincias en sus relaciones entre sí y para con la Capital, 
son soberanas é independientes, de manera que la disposición 
de aquel articulo rige para ellas, respectivamente, en la misma 
forma que rige para eon Lis naciónos eatrangeras. En apojo 
de esta aserción recordare 1 el artículo 829 de las Ordenanzas de 
Aduana, que atribuye jurisdicción á la primera Aduana á que 
fueren llevadas las mercaderías y despojos de buques recogi- 
dos en Ut mar. en los rios, ó sobre ía$ playas de ta Nación. 
Ks el puerto donde llegan los objetos salvados, no el lugar 
donde tuvo lugar el siniestro, lo que det- rmina la jurisdicción , 
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siendo las razones de cata preferencia tan óbvias, que es esca- 
sado recordarlas. Kl oír i fundamento en que el señor Jaez de 
Buenos Aires apoya su competencia, es también inexacta 

Lejos de aceptar su jurisdicción taparte de Bisso y Fravcga 
dijo expresamente que dejaba pendiente el punto. Resolvióse 
solo un incidente, el levantamiento del embargo, de naturaleza 
urgente, reservándose de común acuerdo para una discusión 
posterior la cuestión de competencia. Kl depósito de los 6000 
pesos, en que de perfecta conformidad se fijó el precio de sal- 
vataje, vino así á sostituirse al objeto salvado, y lo que hoy 
quedan" resolver, no es una simple cuestión de pago de pesos, 
como parece entenderlo et señor Juez de Buenos Aires, sinó el 
punto principal: por quié*n fui hecho el salvataje; si por la 
goleta C<trkúp ó por el vapor Oriente, ó por ¡inibos, y qué Juez 
es el llamado á decidirlo. 

He dicho ya que dehe serlo, en mi opinión, el de la Capital 
y pido a V. E se sirva así declararlo. 

Al terminar haré' notar AV. E. que el depósito de los 0000 
pesos antes mencionado, es un depósito de carácter contencioso 
y debe pasar al Banco Xacional. 

Eduardo Costa. 



ralle 4* tm nup r mmm Cferte 

Buenos Aires, Agosto 38 de 1886. 

Vistos; Por los fundamentos del auto de foja ciento quince, 
y de conformidad con la vista del señor Procurador General, 
se declara que el Juez Federal de la Capital es el competente 
para, conocer en la presente causa. Remítansele en consecuen- 
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ois lo» autos, prévia reposición de sellos; y comuniques? 
tsU resolución al Juez de Sección de la Provincia de Buenos 
Aires. 

J. DOMINGUEZ. — V LADISLAO FRIAS. — 
FEDERICO lBARGtREPL 



CAVMA ex 



Criminal, por violación (te correspondencia ; sobre escusa- 
cion del Juez Federal. 



Sumario. — La circunstancia de tener conocimiento de los 
hechos del proceso, j de poder llegar á verso complicado en él un 
pariente del Juez no es causa bastante, para que este se escuse 
de conocer. 



Caso, — Habieudo pedido el procurador fiscal rtt? Catamarca 
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el levantamiento de un sumario sobre la violación do la corres- 
pondencia oficial en la que Tenían los registros electorales de la 
Sección de A m bato, se dictó el siguiente : 



Calatnarca, Mino SO de 1886. 

En mérito del dictamen fiscal qne antecede, y siendo el sus- 
crito una de las personas que pueden suministrar, como testigo, 
datos importantes sobre el particular, aparte de figurar entre 
los empleados de Iti administración de Correos, su cuñado Don 
Osvaldo Gómez; declárase legalmente impedido para entender 
en esta causa. 

Kn su virtud, pásense los autos til abogado de turno para su 
conocimiento en el carácter de Juez ad hoc, de conformidad y A 
los fines de los artículos 43, inciso 1°, Ley sobre Procedimien- 
tos, y 1 y 2 de la del 24 de Setiembre de 1878. 

J. Quiroga. 



F»tt* 4*1 Swm ¥*4*wn* (ad-hoc) 

Calaruarca, Mano 31 de I88fi, 

Y vistos, en el incidente sobre inhibición del Señor Juez 
Titular en la causa iuiciada por el Sr. Fiscal atl Aoc, Dr. Oviedo 
por extracción de la administración de Correos y violación de 
la correspondencia oficial del Juzgado, y considerando : 

1" Que las causales espuestas por el Sr. Juez para fundar su 
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inhibición son las siguientes : J* Que el Sr. Juez us una (ie las 
persogas que pueden suministrar como * testigo » datos impor- 
tantes sobre el hecho del proceso; y 3* que es cunado de uno 
de los empleados de la administración de Correos. 

2° Que el artículo 31 de la Ley sobre Procedimientos de los 
Tribunales Nacionales, f- cha 14 de Setiembre de 1863 solo 
admite como causales de recusación de los Jueces Nacionales, 
las espresadas en el artículo 43 de la misma ley. 

3" Que no pudiendo los señores Jueces ser recusados si nú por 
las causas mencionadas, tampoco pueden inhibirse sinó por 
las mismas. 

4 a Que la primera de las causa* alegadas por el Sr. Juez no 
está especificada eu el precitado artículo 43. 

5° Que la segunda de dichas causas bien puede ser motivo 
legítimo de inhibición según el inciso i" de este artículu, piro 
recién después de producida la información solicitada por el 
Sr. Fiscal y formalizada la acusación correspondiente contra 
el empleado i que se refiere el Sr, Juez Titular, pues untes de 
csto f tal empleado no es parte eu el juicio y no puede por cuu- 
siguiente dar niotiro ni para recusaciones ni para excusa- 
ciones. 

6* Que aceptada por el suscrito una inhibición que según 
queda demostrado es ilegal, autorizaría la formación de un 
proceso radicalmente nulo, puesto que proceden» sin jurisdic- 
ción, — Por c¿ta> consideraciones, el suscrito no acepta la inhi- 
bición del Sr. Juez Titular y ordena le sea devuelto este 
espediente á los fines que hubiere lugar, previniéndose ul Sr. 
Fiscal ad Aoc que es su deber no solamente manifestar su opi- 
nion, sinó fundarla también, cuando el Juzgado solicite su dic- 
támen. -Hágase saber original. 

De la Colina. 
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VISTA DEL SEÑOH PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Mayo 23 de 1886. 

Suprema Corte: 

Estoy perfectamente de acuerdo con los fundamentos del auto 
de foja 0. 

La circunstancia de tener conocimiento de los hechos ma- 
teria del proceso, no es causa bastante de escuaacion de parte 
do los jueces, y menos loes, que pueda llegar áyersu compli- 
cado en él algún pariente 6 amigo íntimo del Juez, mientras no 
aparece en el sumario tal complicidad. 

Sirrase Y. E. Tolvor estos uutos al Sr. Juez de Sección para 
que continúo sus procedimientos. 

Eduu do Costa. 

Falto 4e im flMprcMM Céwim 

Hiieno» Airas, Agono 38 de 1BH6. 

Do acuerdo con lo espuesto y pedido por el Señor Procurador 
General en su precedente vista, devuélvanse estas actuaciones 
al Juez titular Doctor Don Joaquín Quiroga. para que prosiga en 
el conocimiento de la causa á que ellas se relieren, y la sustan- 
cie y resuella con arreglo a derecho. 

J. B. GOROSTlAGA. — J. DOUINCUEZ, 
— ULADI8LAO FRIAS. — FEDERICO 
IBARGÚREN. — C. S. DE LA TORRE. 
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CAVA A CXI 



0on Jn/to Vonwilhi' contra Helara y Marti, por cobro de sobre- 
estadías ; sobre arraigo del juicio. 



Sumario.— La excepción dilatoria de amigo d*l juicio, no 
procede contra el cesionario del crédito de sobre-estadías, domi- 
ciliado en el país, aunque el deudor no haya consentido en la 
cesión. 



Caso. — Se refiere en el 

Falto del Smmm Mml 

Buenos Airea, Mayo 11 de 1886. 

Vistos y considerando: 

Primero: Que D. Jolio Von*Mer ha iniciado el presente jui- 
cio paTa el cobro de un crédito procedente de sobre-estadías en 
Tirtud de cesión hecha i su favor por el capitán del buque 
«Ecaaton D. Nicolás V. Hngelin. 

Segundo: Que los efectos de la cesión en cnanto al cesiona- 
rio, son hacerlo propietario del crédito cedido según lo establece 
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el Artículo 1547 del Código Civil, de modo que en el ejercicio de 
cualquiera acción derivada de él para hacerlo efectivo, el cesio- 
nario obra por derecho propio. 

Tercero; Que teniendo el demandante Yonwiller su domicilio 
en el país, hecho no desconocido por los demandados, es inapli- 
cable á su respecto la disposición del artículo 74 de la Ley 
Nacional de Enjuiciamiento, el cual se refiere únicamente al 
demandante ettranjero no domiciliado. 

Cuarto; Que es un principio de interpretación que los efec- 
tos de la ley no alcanzan mas allá de donde alcanzan las razones 
que la motivaron, las cualus en el artículo citado no son otras 
que garantir al habitante del país contra consecuencias de una 
acción promovida por quien carece de responsabilidad personal 
ó" real en él, á causa de su falta de domicilio, lo que no sucede 
en el presente, según se ha demostrado en el considerando ante- 
rior, 

Quinto: Qne ademas, según el artículo 564 del Código Mer- 
cantil, de preferente aplicación en el caso sub judicc, por tratarse 
de un crédito esencialmente comercial, el deudor que no quiera 
reconocer como acreedor al cesionario y que se proponga dedu- 
cir escepciones que no resulten de ta misma naturaleza del 
crédito, que es precisamente lo que pretenden los señores Me- 
lara y Marti al oponer al demandante la excepción de arraigo 
del juicio, debe hacer constar su negativa de aceptación dentro 
de tres dias contados desde la notificación de la cesión, cuyo 
requisito no han cumplido aquellos, quedando por consiguiente 
coi. entida esta y operada la novación de la persona del acree- 
dor que inhabilita al deudor para oponerle excepciones persona- 
les al cedente (artículo 565 del Código de Comercio), 

Sexto: Qne por lo demás y en tésis general, las excepciones á 
que se refieren las disposiciones legales invocadas por los deman- 
dados son las que resultan de la naturaleza del crédito ó afectan 
su existencia y de consiguiente al fondo de la cuestión ; pero 
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no Us que se refieren á las personas del litigante independien- 
temente del derecho del objeto del litijio y que solo afectan al 
procedimiento, puesto que no ha podido ber lejislado por las 
leyes de fondo que reglamentan las relaciones entre el cedente, 
cesionario y deudor. 

Por estos fundamentos y concordantes del escrito de foja 23, 
no ha lugar con costas a la excepción promovida á foja 18 y 
contéstese la demanda en el término legal. 

Notí tiques© original. 

Virgilio M. Tedia. 



Falto 4« ■■ iHima Ctrto 

Buenos Aires, Agoslo 31 *le 1886. 

Tistes : Aun admitiendo que la cesión no hubiese sido acep- 
tada dentro del término legal y que pudiera oponerse contra el 
cesionario las mismas excepciones que puede oponerse contra 
el cedente. este principio no es aplicable en el presente caso 
en que se trata do la excepción de arraigo, y el cesionario es 
dueño del crédito, y está domiciliado en el lugar del juicio; por 
estos fundamentos y los concordantes del auto apelado, de foja 
treinta y una, se confirma este, con costas ; y repuestos los se- 
llos, devuélvanse. 

1. B. GOROST1AGA. — U LADISLAO FRIAS. 
— FEDERICO [BARCCREH. — C. 8. DE 
LA TORRE. 
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CA17MA CXII 



D. Pascual C. Lobo, pidiendo mensura de un campo; 
sobre competencia 

Sumario, — La justicia federal noca competente para enten- 
der en una petición de mensura. 



Caso. — D, Pascual G; Lobo pidió ante el Juez Federal, la 
mensura de un campo de su propiedad para evitar la confusión 
de límites con el campo lindero de D. Luis Lopes. 

rail» *>l Jhm Federal 

SaUa, AbriH de 188*1. 

Resultando del antecedente escrito que de lo que se trata es 
de amojonar una línea para evitar en lo sucesivo la confusión 
de los límites entre la finca del presentante y la del Señor 
López, y 

Considerando que; esta operación, como la de mensura, no 
importa un caso contencioso (artículo 2 o de la ley de 10 do 
Octubre de 1862), aunque puede dar lugar á él cuando surge 
oposición de algún colindante, se declara, sin mas trámit?, con 
arreglo al artículo 3* de la Ley de Procedimientos de 14 de 
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Setiembre de 1863, do ser competente el Juzgado para entender 
en estas diligencias. Devuélvanse los documentos acompañados, 
previa reposición de sellos. 

Figueroa* 

WmUm de I» *»preM» Vmrtts 

Buenos Aire*. ArqsIüSI Je 1886. 

Vistos: por sos fundamentos se confirma» con costas, el 
auto apelado de foja catorce vuelta; y repuestos los sellos 
devuélvanse. 



j. II. CÜKflSTIAKA. — ULADISLAO 
FUIAS. - FEUKKK.O IBARüCREK.— 
C. ft. DE LA TORRE. 
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CAUSA CXI1I 



thm liamnn A ¡vara de Toledo é hijos, contra II. W encestao 
Yorktj, sobre disolución de sociedad. 



Sumario. — I o La Sociedad que tiene por objeta la siembra y 
esplotucion de viñas, caña de azúcar y demás productos agrí- 
colas, es de naturaleza civil. 

La circunstancia de mencionarse el establecimiento de un 
ingenio como complemento de la esplotacion agrícola, no la cam- 
bia en comercial, ni hace necesaria para su subsistencia, la ins- 
cripción del contrato en el Begistro de Comercio. 



Caso.— El cuso se reücre en el 

Corrientes, Febrero 11 de 1886. 

T fistos: Don Desiderio D. Dante, apoderado de Don Eamon 
Alvares de Toledo, y de ana hijos, Joaquín, Ramón y Enrique 
Toledo, entabló formal demanda contra au socio Don Wenceslao 
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Yorky exponiendo: que habían celebrado sus representados so- 
ciedad comercial con este, para ta siembra y esplotacion de vi- 
nas* caña de azúcar y demás productos agrícolas en esta Pro- 
vincia 6 fuera de ella, con el objeto de plantear un ingenio ; que 
en vista del resultado ruinoso do la empresa, han proourado 
disoher y liquidar la sociedad, por cuanto carece de recursos 
para llevar adelante su objeto, y habiendo sido infructuosos to- 
dos los pasos que hau dado al respecto, viene á pedir que tal so- 
ciedad sea declarada nula para lo sucesivo y se proceda á su li- 
quidación, de conformidad con la terminante disposición del 
artículo 390 del Código de Comercio, por no haber sido regis- 
trada la escritura de sociedad. Contestando Yorky la demanda 
después de historiar los hechos que procedieron y siguieron á 
la formación de la sociedad y loa grandes perjuicios que ha 
sufrido á causa de la falta de cumplimiento de los demandantes 
a sus obligaciones de socios, niega que el artículo 399 del 
Código de Comercio sea aplicable á la sociedad que celebraron 
por escritura púlicu, por sor esta sociedad civil y no comercial, 
al menos en cuanto á varios de sus fines, como la siembra y plan- 
tación de viíiíis, caña de azúcar y otros productos agrícolas; que 
aunque se considera comercial en cuanto a la creación de un 
ingenio, no lo era en cuanto á los utros, y en tal caso lo mas 
que hubieran podido pedir, es la disolución de la sociedad 
respecto á uno de los ramos de su esplotacion, el planteamiento 
de un ingenio, pero respecto de los otros no, porque la sociedad 
es puramente <úvil. 

Y considerando : i* Que el éxito de esta cuestión depende del 
carácter de la sociedad celebrada entre los Toledo y Yorky , porque 
sí la sociedad es comercial, aunque haya sido otorgada por escri- 
tura pública, no habiendo sido esta registrada en el Registro Pú- 
Miuode Comercio, la a^ion de nulidnd sería procedente como se 
ha deducido, por ser terminante y espreso el artículo 399 del Có- 
digo de Comercio que anula la sociedad no registmda, para lo fu- 
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turo, en el sentido de que cualquiera de los socios pueda separarse 
cuando le parezca; mientras que si la sociedad ei> civil, constando 
ella de escritura pública, 7 no exigiendo el Código Civil el 
registro de las escrituras de las sociedades civiles, no les seria 
licito á ninguno de loa socios alegar la nulidad y separarse por 
no haberse llenado aquel requisito. 

2* Que la naturaleza de las sociedades se define por su ob- 
jeto y no por su forma, de modo que si los asociados se pro- 
ponen ejercer el comercio y realizar actos de comercio, la so- 
ciedad será comercial ; y por el contrario será civil, si su 
objeto es realizar operaciones civiles, cualquiera que sea la 
forma, escepto cuando la sociedad es anónima, que es siempre 
comercial, cualquiera que sea su objeto, (Artículo 7\ inciso 
5 o del Código de Comercio ; Troplong, Üu eontrat de société, 
tomo I, pág. 301 , n° 317, y Dr. Castellano Lecciones de derecho 
comercial, título 3°, capítulo I, n" 3). Y examinando la es- 
critura de la sociedad celebrada entre los Toledo y York y 
ellos se proponen elevar á escritura pública un contrato pri- 
vado que ya tenían celebrado para la siembra y esplotacion 
de viñas, caña de azúcar y demás productos agrícolas en esta 
Provincia ó en cualquiera otra de la región Norte de la Repú- 
blica, por cuanto ya habían realizado la primera parte del pro- 
grama qne se propusieron en dicho contrato privado, consistente 
en practicar los primeros ensayos de las plantas que se pro- 
ponían esplotar. Por el artículo f se conviene qne la sociedad 
tendrá su asiento en esta Provincia, donde ha adquirido nn 
terreno de dos leguas de ostensión. En el 4° se declara que la 
sociedad hará la compra de otros terrenos si así le convieue, ha- 
ciéndose estender las escrituras, asi como los documentos de los 
útiles, máquinas, animales y demás productos que adquiera. En 
el 5* Yorky se compromete á dirijir personalmente los trabajos, 
especialmente en la parte agrícola, sin ocuparse dt ningún otro 
negocio agtno i la empresa, residiendo en et establecimiento 
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principal huta dejar complétame ote organizado el ingenio. Por 
«1 9° se comprometo cualquiera de Loa socios que pueda obtener 
una concesión de los gobiernos de la Provincia ó de la Nación 
i cederla en beneficio de la sociedad. Ninguno de estos objetos 
es acto comercial stnó civil, pues la compra de terrenos y la 
siembra o plantación 6 cualquiera operación agrícola, y aún la 
rentado la cosecha» son operaciones civiles, así como la compra 
do maquinas, animales y todo lo necesario para aquel objeto A 
para beneficiar y conservar los frutos de las cosechas, pues que 
no consisten en la compra de cosas muebles, con el objeto de 
revenderlas ó alquilar su uso, ni son de aquellas que el artículo 7* 
y losdiferentes incisos califican como actos de comercio. (Obarrio, 
tomo I, pág. 34, desde el n a SO hasta el 22). 

3° Que si bien en la escritura de la sociedad, se habla 
también aunque vagamente, de establecer un ingenio, y pos- 
teriormente Yorky, en nombre de la sociedad Toledo é htjos 
y Yorky, celebró un contrato con el Gobierno de la Pro- 
vincia para establecer en el terreno i Rincón de JL&gu ña» , 
un ingenio azucarero y destilería, de capacidad bastante para 
elaborar cincuenta mil arrobas de azúcar y veinte y cinco 
mil litros de alcohol (escritura de foja 37), estas circunstan- 
cias no desnaturalizan el objeto primordial de la sociedad, 
que es la agricultura, siendo consecuencia de aquel objeto esta- 
blecer la fábrica de azúcar para elaborar la materia prima ó la 
caña que debían cosechar. La ley reputa comerciales las empre- 
sas de fábricas. Obarrio esplicando lo que se entiende por em- 
presas, en el n* 37 dice : € todo ejercicio de la profesión de fa- 
bricante, comisionista, depositante 6 portador, ó en otros 
términos, todo hecho 6 toda serie de hechos dependientes dt 
estas industrias, que atestiguan, sea la voluntad, sea el há- 
bito de entregarse á este género de industrias », y añade en el 
número 40: c La especulación respecto de estas empresas, con- 
siste en la transformación 4 modificación de un objeto comprado ó 
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recibido á fin de trabajarlo, y en obtener sea de U venta de este 
objeto, sea simplemente del trabajo de otro, una ganancia mas ó 
menos considerable ». Pero en este caso no hay ejercicio de la 
profesión de fabricante, por mas que, se emplee ana máquina y 
procedimientos químicos, para transformar las materias primas, 
obtenidas por medio de la agricultura, ni tampoco hay la espe- 
culación necesaria para que haya acto de comercio ; puesto 
que no se establece el ingenio con el objeto de comprar caña 
para elaborar azúcar y beneficiar la caña que los agricultores 
les diesen con este objeto, cobrando un precio por ta operación. 

4° Que en la escritura social no se espresa claramente, la clase 
de ingenio que debía establecerse, si era únicamente para sepa- 
rar los productos dándoles aquel beneficio indispensable para 
conserrarlos en otras formas á fin de espenderlos, ó si se pro- 
ponían plantear un ingenio de gran capacidad con el objeto de 
elaborar y refinar azúcar, j si bien en este último caso podía 
dudarse si las operaciones relativas á la fábrica eran comercia- 
les, no así en el primero, como no se duda que el que cosecha vino 
y lo vende, no hace acto de comercio aunque haya dado á la uva 
una preparación que la desnaturalice. Pardessus, tomo I, n° 14 

5* Que siendo la legislación comercial una excepción á la 
lev civil, es menester que estén bien carácter ludo» los actos 
de los que no son comerciantes, como actos de comercio, para 
que queden sujetos á la ley jurisdiccional comercial, j macho 
mas cuando, como en este cabo, se trata de la nnlidad de un 
contrato por falta de on requisito que la ley exige'y ha debido 
exijir solo para las sociedades comerciales y no para las civiles 
ni para aquellas cuyo objeto fuese dudoso, dado que esta lo 
fuese, porque la ley protejo, en caso de duda, la existencia de los 
contratos (articulo 366, inciso 3* del Código de Comercio), siendo 
esto regla general para I» interpretación de los contratos. 

Por estos fundamentos* se declara que la sociedad celebrada en- 
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tre los señoras Toledo y York j pan los objetos que espwsa la 
escritura de foja 5 es sociedad civil y no comercial ; y en su con- 
secuencia, que es improcedente la acción de nulidad deducida por 
D. Desiderio D. Dante, apoderado do aquellos, por no haber sido 
registrada en el RejUtro Público de Comercio* por cuanto no se 
exije tal requisito para la validez de las sociedades civiles como 
en la presente. Hágase saber con el original T admitiéndose el 
apoderado Barrios nombrado por Y orí? y repóngase. 

Curtos Luna. 

MI* 4m la ««presa* Gaste 

Buenos Aires. Setiembre 2 de 1886. 

Vistos y considerando : Que el contrato de foja una, determina 
como objeto y fin de la sociedad entre los demandantes y el de- 
mandado, la siembra y esplotaeion de viñas, caña de azúcar y 
demás productos agrícolas er> la Provincia de Corrientes. Que 
esta circunstancia, como la de no mencionarse en él sinó por acci- 
dente, el establecimiento de un ingenio, y la poca estén s ion del 
capital social, demuestra que la fabricación de azúcares, ó 
aguardientes, aún cuando baya entrado en tos propósitos de los 
interesados, no debe ser considerada, sin embargo, sinó como ud 
accesorio ó complemento de la esplotaeion agrícola, objeto pre- 
dominante del contrato, ó al menos sin importancia tal, capaz 
de cambiar el carácter de aquel. Por estos fundamentos y los 
concordantes de la sentencia apelada de foja cuarenta y dos 
vuelta, se confirma esta con costas. Repuestos los sellos, de- 
vuélvanse los autos. 

J. B. GOR08TIAGA. — J. DOMHGUEZ- 
— ULADISLAO mUS — FEDERICO 
UAhGtlUU. — C. S. DE LA TORRE. 
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CAUSA CXIV 



fh Manuel Udaondo contra II, fíoUmann y C\ sobre embargo 
preventivo ; por multa por infracción á la ley de sellos 

Sumario.— -La cuenta de mercancías Tendidas al contado con 
el conforme del comprador, contiene una obligación de pagar al 
contado y debe estenderse en el papel sellado correspondiente. 



Caso. — Don Manuel Udaondo pidió un embargo preventivo 
contra H.Hollmaun y C, acompañando una cuenta de Una ren- 
dida al coatado por 2145 pesos 45 centavos, con el conforme de 
Hollmann. 

Se concedió el embargo y se dió vista de la cuenta al Procu- 
rador Fiscal. 

VISTA DEL PROCURADOR FISCAL 

Biienot Aírei, Abril 11 de 1886. 

Señor Juez : 

El conforme de la cuenta de foja 1 importa reconocer la 
obligación de pagar al contado el valor consignado en dicha 
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cuenta, correspondíéndole por tanto un sello de 2.50 g «yb con 
arreglo i la lej de la materia ; pero como ese documento ha sido 
estendido en papel común, se ha de servir V. S. aplicar la multa 
establecida en el artículo 33 de la citada ley. 

David Zavaíia. 

Falto Jwgm IftÉfe— I 

Bueno» Aire», Hayo 5 de 1886. 

Vistos para resolver el incidente sobre multa por infracción 
á la ley de sellos y considerando: Que el documento de foja pri- 
mera es una obligación de dar sumas de dinero comprendida en 
la disposición del artículo seiscientos diez y ocho del Código 
de Comercio, por el cual se establece que compete al Juzgado 
la designación del plazo dentro del cual debe cumplirse. 

Que el impuesto de sellos debe abonarse en el momento de 
otorgarse la obligación, y no estando en esta determinado el 
plazo, es perfectamente aplicable lo dispuesto en la tercera parte 
del artículo segundo de la ley de sellos. 

Que por consiguiente, al documento de foja primera corres- 
pondía un sello que representase el medio por ciento de la suma 
consignada en la obligación. 

Por esto, y no obstante la vista Fiscal de foja cinco* intímese 
al interesado abone en sellos dentro del tercero día. la multa en 
que ha incurrido con destino al fondo común de escuelas. 



Virgilio M. Tettin 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenot Airea Agosto 31 da 1886. 



Suprema Corte: 



La obligación de foja I a es de pagar al contado, según el 
mismo documento lo dice. No es, pues, exacto que no se designe 
plazo, no habiendo nada mas cierto y definido que la obligación 
de pagar en el acto de recibir el objeto vendido. 

Estoy por esto de acuerdo con el señor Proi nrador Fiscal 
y pido en consecuencia la revocación de la sentencia apelada. 

Eduardo Costa 



Buenos Aires, Setieubre 4 de 1886, 

Vistos: De conformidad con lo espnesto y pedido por el señor 
Procurador General, se revoca el auto apelado de foja nueve 
vuelta, declarándose que el sello y malta que deben abonarse 
por razón del documento de foja primera» son los determinados 
por el Procurador Fiscal en su vista de foja cinco vuelta ; y 
repuestos los sellos, devuélvanse. 



i. p. gorostiaca. — J. 

U LADISLAO FRIAS. — FEDERICO IBA*- 
— c. S. DE LA TORRE. 
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«'AUMA CX¥ 



¡ion Benjamín Palacios, sobre interdicto de habeos corpus 
á favor del Dr. I). José M. Corva lan 



Sumario, — 1° La Justicia Federal do es competente para 
conocer en el interdicto de habeas corpas, sinÓ en loa casos que 
la policía qne apresa ó el apresado, tengan carácter nacional. 

2 o No puede considerarse como diputado electo al Congreso 
Nacional, sinó al que presenta los certificarlos que antee del 
escrutinio general espiden las mesas receptoras de votos, 6 el 
diploma que otorga la junta electoral. 



Caso. — Se refiere en el 

MI* M Smmm rdml 

Santiago, Hayo 17 de 1886, 

Vista la presentación hecha por el Dr. Benjamín Palacios in* 
terponiendo el interdicto de kabeas-corpus, en favor de sn 
hermano político el Dr. José M. CorvaUn, considerándolo Di- 
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putado Nacional electo; resulta que el solicitante presenta 
como prueba del cu ráete r «le Diputado electo que atribuye al 
Dr. Corvalan, los ejemplares de los periódicos de esta localidad 
El Pueblo y El País que corren a* foja,., ofreciendo ademas la 
deposición de varios testigos con el misino objeto. 
Y considerando: 

Que para que proceda la competencia de este Juzgado, tra- 
tándose del referido interdicto, es condición indispensable que 
la persona que aprese, ú el apresado en cuyo furor se le deduce, 
tenga carácter nacional, según lo establece el artículo 20 de la 
ley de jurisdicción y competencia de los tribunales nacionales 
de 14 de Setiembre de 1863. 

Que con arreglo á las prescripciones de la ley electoral vi- 
jeute de 16 de Octubre de 1877, el carácter de Diputado Nacio- 
nal electo solo podrá acreditarse, ó por medio de los certifi- 
cados á que hace referencia el artículo 35 de lu misma ley que 
deben espedir las mesas receptoras de votus antes de hacerse 
el escrutinio general de que habla el artículo 17, ó con el di- 
ploma que debe espedir la Junta Electoral creada por el artí- 
culo 30, conforme á lo proscripto por el artículo 42 do la mis- 
ma ley. 

Que exijiendo el artículo 39, para hacerse el escrutinio, que 
estén reunidas, por lo menos, las dos terceras partes de las 
actas electorales, en caso de probarse por medio de los certifica- 
dos mencionados, hubiera sido preciso presentarlos en igual 
número por lo menos, cosa que no se ha hecho. 

Que de los periódicos acompañados solo resulta que el doctor 
Córvala» era candidato para Diputado al Congreso Nacional de 
uno de los partidos en lucha, y que esos periódicos en distin- 
tos sueltos y noticias anunciaban el triunfo de su partido en 
las alecciones de Diputados, practicadas el 7 d<> Febrero pasado. 

Que tales aseveraciones no serian en ningún caso bastantes 
para acreditar el carácter do Diputado electo que se ti tribuye 

Té XXI. ¿K 
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al Dr. Comían, porque si se los aceptara como suficientes para 
surtir ese efecto, bastaría hacerse proclamar por el órgano de 
un partido, candidato para Diputado Nacional, y anunciar, 
después de verificada la elección, el triunfo de ese partido 
para tener inmunidades que la Constitución Nacional, consa- 
gra para los que son miembros del honorable Congreso. 

Que actualmente debe tenerse presente, sobre todo, para 
resolver si es este Juzgado competente ó no para eutender en 
este interdicto, el resultado del escrutinio geuural de la elec- 
ción practicada el «Ha 7 de Febrero último, cuyo acto se lia 
verificado el dia 7 del corriente mes ¡ y siendo este acto pú- 
olico, su resultado es conocido de todos, siendo además, cono- 
cido de este Juzgado por la demanda interpuesta por el ciuda- 
dano D. Arcadio de J, Diaz contra la Junta Electoral que la 
ha practicado. 

Que de ese escrutinio lia resultado que no ha sido procla- 
mado el l>r, Corralan como Diputado electo, siuó los ciuda- 
danos que figuraban en la lista del partido contrario al que 
sostenía la candidatura del Dr. Corvalan. 

Que en la demanda A que se hace referencia, se sostenía que 
este Juzgado podía reveer los procederes de la Junta, habién- 
dose declarado incompetente para ello, por sentencia dictada 
con fecha 15 del corriente. Que en consecuencia de todo lo es- 
puesto, el Dr. Palacios no ha probado en forma alguna el ca- 
rácter do Diputado Nacional del Dr. Corvalan, faltando por 
consiguiente el requisito esencial á que se refiere el artículo 20 
citado de la ley de jurisdicción y competencia de los tribunales 
nacionales para que proceda la competencia de este Juzgadu. 
Por estos fundamentos y los concordantes de la vista Fiscal de 
foja... fallo declarando que este Juzgado es incompetente para 
entender en el presente recurso. Hágase saber con el original. 



P. Otaechca y A teoría. 
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VISTA DEL SEftOIt PROCURADOR GENERAL 

Btwooa Airea. Agosto 31 de I88fi, 

Suprema Corte'. 

Si alguna duda pudiera existir acerca del carácter de Dipu- 
tado Nacional electo que se atribuye el I>r. CoTvalan, ella ha 
desaparecido en presencia de la sanción del Congreso, que ha 
aceptado como representante de la Provincia de Santiago á los 
ciudadanos que lucharon en filas opuestas, según es de noto- 
riedad. 

Falta pues, el único fundamento que ha podido traer esta 
cansa a la justicia federal. 
Sírvase V, E. confirmar la sentencia recurrida. 

Eduardo Costa. 

Buenos Aires, Setiembre 7 de 1886. 

Tistes: Por sus fundamentos, y de conformidad con lo es- 
puesto y pedido por el Señor Procurador General, se confirma 
el auto apelado de foja veinte; y devuélvase. 

J. R. GOROSTIACA. — I. DOMINGUEZ. 
— I .'LADISLAO FRIAS. — FEDERICO 
IDARGOREN. — C. S. DE LA TORRE. 
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ÍMfííA t XVI 



Doña Dolores ti. de Miró, contra Don Syl ta Moruegur, por cum- 
plimiento de un boleto de venta; sobre exhibición de Ututos. 



Sumario. — Entablada demanda pura que se fije término al 
cumplimiento de un boleto de venía, no puede el demandado 
exigir que el actor exhiba previamente los títulos, ni que se 
entienda con otra persona, que, según el, es el verdadero compra- 
dor. 



Caso. — La Señora D* Dolores Ll. de Miró alegando que ha- 
bía celebrado un contrato con D. Sylla Monsegur, por el cual 
se obligaba a venderle un terreno en la calle Santa Fé por un 
precio determinado, demandó á éste para que se fijara un tér- 
mino á efecto de cumplirse el contrato. 

Monsegur pidió que se exhibieran previamente los títulos, 
los que siendo perfectos como se estipuló, no tenia inconve- 
niente en cumplir el contrato inmediatamente, y pidió también 
que los autos se entendieran con D. Julio H. Wulff, que era el 
verdadero comprador. 

La Sra. de Miró contestó que no era el memeuto de pedir la 
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exhibición de los títulos, y que nada tenia que hacer con el Sr. 
Wulff con quien no había contratado, y á quien no había deman- 
dado. 

Fftll* 4cl Jims FM*r*l 

Rueños Aires, Agotto 3 de 1666. 

Y vistos estos autos en lo relativo al incidente promovido 
por el demandado, na ra que se le obligue ' la Señora de Miró 
á la presentación de los títulos de la propiedad de cuya com- 
pra-venta $c trata ; y considerando : que tal petición no está 
autorizada por la ley, siendo solo admisible, en el estado en 
que se encuentra el juicio, las excepciones dilatorias consig- 
nadas en el artículo 73 de la ley de Procedimientos.— Que por 
lo que respecta á la intervención que se pretende dar á Uou 
Julio H. Wulff tampoco puede admitirse, desde que la demanda 
ha sido dirigida contra Don Sytla Monsegur quien está obli- 
gado á contestarla. — Por estas razones, fallo no haciendo lugar 
con costas, á lo solicitado en el escrito de foja diez, debiendo 
en su consecuencia, contestar el Señor Monsegur derechamente 
la demanda ; y téngase por parle al solicitante Don Jacinto 
Calvo en virtud del testimonio de poder exhibido. — Repón- 
gase el sello. 

Andrés IJgarrixa. 

WsMm *© I* N fKW W Carte 

Buenos Airei, Setiembre 7 de 1886. 
Vistos *. Por sus fundamentos se confirma cun costas el auto 



406 FALLOS DE U SUPREMA CORTE 

de foja diez y ocho vuelta ; y devuélvanse previa repo- 
e sellos. 

J. B. GOROSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. — 
l LADISLAO FRIAS. — FEDERICO IRAR- 
GGREfl — C. S. DE LA TORRE. 



CAITM A CX VII 



Doña Petrona Moreno dedomez contra Doña Andrea Gómez de 
Filomeno, por nulidad de actos jurídicos; sobre competencia. 



Sumario. — La mujer casada, mientras permanesca íntegro 
el matrimonio, no tiene otro domicilio ni otra nacionalidad que 
que 1* de su marido. 



Caso, — La Sra. D° Petrona M. de Gómez, argentina, de- 
mandó por la nulidad de un acto de dación en pago & su hija 
D* Andrea Gómez casada con D. José Filomeno, de nacionali- 
dad chilena. 
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San Luía. Octubre 14 de 1885 

Y Tistos i Por lo que resulta de auto* y considerando: 
Primero : Que la acción entablada, emanado derecha y obli- 
gaciones procedentes de actos jurídicos producidos entre D" 
Petrona M. de Gómez y su hija D 1 Andrea G. de Filomeno, am- 
bas de nacionalidad argentina. 

Segundo; Que el articulo 2 o , inciso 2% de la Ley del* de Se- 
tiembre de 1803 sobre jurisdicción y competencia de los tribu- 
nales nacionales, atribuye & los jueces de sección el conocimiento 
de las causas civiles en que sean partes un vecino de la provincia 
en que se suscite el pleito, y un vecino de otra; ó un ciuda- 
dano argentino y un estranjero; y el articulo 8° de la misma 
es iblece, que para surtir el fuero federal, es preciso que el 
derecho que se disputa pertenezca originariamente, y no por 
cesión ó mandato, á ciudadanos extranjeros ú vecinos de otra 
provincia respectivamente. En el caso ocurrente, tanto la de- 
mandante, como la demandada son argentinas y vecinas de la 
misma provincia y sus reciprocas pretensiones en este juicio 
reconocen por orijjvn los contratos de foja... y foja... celebrados 
por ellas, ejercitándose los derechos de la segunda en virtud 
del mandato ó representación que por ministerio de la ley 
tiene el marido. Las cuestiones entre vecinos de una misma 
provincia, son siemprr cstrañas á la jurisdicción nacional. Es ne- 
cesario que el derecho cuestionado pertenezca actual y efec- 
tivamente al que los reclama, no por delegación, mandato ó 
cesión que solo confieren poder para demandar ; y no basta que 
una persona tenga un interés indirecto ó que accidentalmente 
pueda ser parte, sinó que directamente debe ser ano de los 
litigantes. 
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Tercero: Que el Código Civil en el artículo 90 inciso 0% y la 
jurisprudencia establecida por la Suprema Corte en varios de sus 
fallos, disponen que la mujer casada tenga el domicilio y futro 
del marido, lo cual debe entenderse que os desde que principia 
hasta que termina la sociedad conyugal, mientra» permanere 
íntegro el matrimonio, y que sigue en todo la primera la 
condición del segundo, y no, como en el presente juicio, en que 
se están discutiendo .Lerecbcs pertenecientes originariamente á 
personas argentinas y vecinas dt la misma provincia, hábiles 
por sí para obligarse, sin ser necesaria para la validez del acto 
contraido, la iuiervencí-n de terceros, según lo demuestran las 
escrituras de foja.., á foja... en cuya celebración aparezcan 
las contratantes sin dependencia, ni interdicción alguna. 

Cuarto: Que al promoverse esta demanda, fundada en los he- 
chos enunciados, se encontraba casada la demandada con un ciu- 
dadano extranjero, coní ra quien por tal motivo se dirijo la acción 
verificándose asi una prorogacion de jurisdicción sobre perso- 
nas y cosas agenas de las que compete á la justicia federal, 
contra lo espresamente ordenado por la Ley Nacional de Proce- 
dimientos en su artículo I J No se trata tampoco de bienes de la 
sociedad conyugal, para que cu la determinación del fuero se 
considere la naturaleza 6 vecindad del marido. 

Quinto: Que teniendo en cuenta el buen réjiinen del matri- 
monio, la ley ba acordado al marido la representación de su 
mujer y prohibido á ésta el poder estar en juicio por sí, ni 
pOT procurador sin su licencia (artículo 188, Código Civil); pero 
esta intervención del marido en los asuntos de su mujer, es 
solo como su representante y no puede el primero por su calidad 
de extranjero repugnar la jurisdicción que originariamente 
corresponde á la segunda. El que un ciudadano extranjero 
tenga la facultad de optar por el fuero federal» tampoco quiere 
decir que pueda ir á él y aceptarla por negocios de su esposa. 
El fuero federal dado en favor del extranjero, corresponde á 
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él únicamente, es persona!, do cuando obra como mandatario. 
De otro modo resultaría que los extranjeras representantes de 
ciudadanos argentinos, rechazarían á rada naso la justicia 
ordinaria. 

Por estos fundamentos, y debiendo el Juca declarar su incom- 
petencia, de oficio, en cualquier estado de la causa en que 
aparezca (Sériel', título S\ pajina 177 de los Fallos de la Su- 
prema Corte), de conformidad con el artículo 100 de la Cons- 
titucional Nacional y i° de la Ley Nacional de Procedimientos, 
este Juzgado se declara incompetente para conocer del pre- 
sente juicio, y manda en consecuencia, que los interesados 
ocurran á donde corresponda. — Hágase saber con el origina! 
y repónganse los Bellos. 

V. Ü. Migues, 

VISTA DEL SESO» PROCURADOR GENERA I* 

Suprema Corte; 

La sentencia del Juzgado de Sección es á mi juicio de todo 
punto insostenible. 

Es elemental que la mujt*r casada mientras subsiste íntegro 
el matrimonio signe en todo la condición del marido, de ma- 
nera que no puede admitirse diversidad en la calidad de sus 
personas; y siendo extranjero el marido, debe reputarse extran- 
jera la mujer. 

En el presente caso es el esposo Filomeno, extranjero, el 
demandado, aunque lo fuera la esposa argentina, siempre re- 
sultaría que la demanda se agita entre un extranjero y un 
argentino. 

El fundamento en que el señor Juez de Sección apoya su 
incompetencia no puede discutirse seriamente. 
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£1 marido representa los derechos y obligaciones de la socie- 
dad, por derecho propio, por ministerio de la ley, no por cesión 
6 mandato. 

Si asi no fuera, el principio fundamenta] que sujeta á la 
mujer al fuero y condición del marido quedaría de todo punto 
desvirtuado y nada absolutamente significarla. 
Pido se sirva V. K. revocar la sentencia recurrida. 

Eduardo Costa. 




Bueno* Aire», Setiembre 7 de 1686. 

Y vistos : siendo jurisprudencia un ¡forme de osta Suprema 
Corte» fundándose en el precepto de la ley treinta y dos, titulo 
segundo, partida tercera, y la disposición del artículo noventa 
inciso noveno del Código Civil» que la mujer casada no tiene 
i los efectos del fuero, ó sea para el ejercicio de sus derechos 
j cumplimiento de sus obligaciones en juicio, otro domicilio ni 
otra nacionalidad que la de su marido mientras permanece ínte- 
gro el matrimonio. 

Y considerando además que estas recias son de estricta apli- 
cación lo mismo en el coso en que el derecho que se discute ó la 
obligación que se trato de hacer cumplir hayan nacido untes 
que después del casamiento de lu interesada, pues es solo á la 
situación personul de las partes á la fecha de la demanda que 
la ley se refiere al determinar la competencia de las autoridades 
públicas en relación á los derechos ú obligaciones de la mujer 
casada. 

Por estos fundamentos y de conformidad á lo espuesto y 
pedido por el señor Procurador General, se revoca el auto ape- 
lado de foja veinte y nueve vuelta, declarándose que el Juez 
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de Sección de San Luis es el competente para el conocimiento 
y decisión de este jnieio. Prétia reposición de sellos, devuél- 
vansele en consecuencia estos autos, para que asumiendo la ju- 
risdicción de que se ha desprendido, conozca y resuelva lo que 
corresponda en ellos. 

i. B. GOROSTIAGA. — J< DOMINGUEZ. 
— LLADISLAO FRIAS, — FEDERICO 
lfiARGtiREK. — C. S. DE LA TORRE. 



CAUHA « XVIII 



La sociedad de construcciones mecánicas de San Quintin, contra 
Silva hermanos por cobro de pesos; sobre defecto legal en el 
modo de proponer la demanda. 



Sumario. — ].* falta de documentos justificativos de la de- 
manda, no constituye defecto legal en el modo de proponerla. 



¿'aso- — La sociedad de construcciones mecánicas de San 
Quintín, acompañando una cuenta de artículos suministrados á 
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los señores Silva hermanos, los demandaron por el pago de su 
saldo. 

Los demandados opusieron la excepción de defecto legal en 
el modo de proponer U demanda, por no haberse acompañado 
los justificativos de las diversas partidas de la cuenta. 



Santiago, Setiembre 28 tle 1885. 

Y vistos: la excepción dilataría opuesta por la parte de Silva 
inos, fundada en la disposición del inciso 4°, artículo 72, 
de ta Ley de Procedimientos Nacionales ; y considerando : 

Primero: Que no hay otras excepciones dilatorias admisi- 
bles en el juicio ordinario, que las especificadas en el referido 
articulo 72. 

Segundo : Que la consignada en el inciso 4°, se refiere pura- 
nte a la forma de la demanda j y no al fondo de ella, por 
into lo que á este último se refiere, corresponde juzgar en 
ioitiva, después de sustanciada la causa, con arreglo á de- 

10. 

Tercero: Que para que una demanda esté en buena forma, es 
bastante que se hayan llenado tos requisitos exigidos por el ár- 
lalo 57 de la Ley de Procedimientos nacionales. 
Cuarto i Que en la demanda que corre á foja 29, se han lle- 
nado esos requisitos. 

Quinto: Que A hecho de no instruir el demandante su de* 
manda con todos los justificativos de que puede disponer, no 
constituye una excepción dilatoria, según lo ha declarado en 
repetidos fallos la Suprema Corte, por cuanto no importa un de- 
fecto legal en la demanda, sinó que impone únicamente al que 
no lo ha hecho, las restricciones de que habla el inciso 2° del 
artículo 10 de la Ley de Procedimientos ya citada , 
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Sexto: Que, por tanto, no es atendible como excepción Jila- 
torta, la de no haberse presentado los documentos á que se re- 
fiere el demandado en su escrito de foja 34: tanto mas cuanto 
que, el actor lia acompañado el documento de foja 9, en que 
fonda su acción, y ofrece producir, en la estación oportuna del 
juicio, las demás probanzas qne conceptúe necesarias para cons- 
tatar su derecho. Por estas consideraciones, las concordantes 
del escrito de foja 40, y con arreglo á los fallos de la Suprema 
Corte,, tomo 13, série 2», página 313; tomo 14, serie 2 a , pagina 
404; tomo O, sirte 2\ página 963; tomo 7, serte 2 a , págii:a 162; 
fallo que no debo hacer Ingar como no lo hago, á la excep- 
ción dilatoria opuesta de contrario; debiendo, en consecuen- 
cia, el demandado, contestar derechamente la demanda, como 
está mandado. Hágase saber. 



Vistos: Por sus fundamentos, se confirma con costas, el 
auto apelado de foja cuarenta y dos vuelta ; y devuélvanse 
previa reposición de sellos. 



í\ Qlaecheny Aborta. 




Buenos Aires, Setiembre 7 de ]88fi. 



J. B. GOROST1 AGA . — J - DOMINGUEZ. 
— ULA.DISLAO FRIAS. — FEDERICO 
IBAILCfHEfl. — C. ». DELA 




CAUSA €IIX 



Don F. Savaressfí contra Carnet y Compañ ta t por cobro de pesas ; 

sobre pago de costas. 



Sumario. — i a El pago de costas de *• Instancia, no debe 
imponerse al vencido que ha litigado sin temeridad. 

t' Tampoco puede imponerse el de las de 2 a Instancia al 
apelante, por haberse confirmado la sentencia de t* Instan- 
cia, si esta ha sido apelada también por ia otra parte. 



El caso se refiere en el 

Buenos Aires, Diciembre 4 <le 1885. 

Vistea estos autos de los cnales resulta : 

Primero : Que el Capitán D. F. áavaresse del buque italiano 
Salvatore Fé trajo á su bordo nn completo cargamento compuesto 
de doscientas cuarenta y ocho mil cuatrocientas setenta tejas 
planas de Marsella, consignado á los señores Carnet y Compañía 
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comerciantes de esta plaza, quienes lo Tendieron i bordo á los 
señores Spiaetto é hijos procediendo en consecuencia estos á 
recibirlo. 

Segundo'. Que de los recibos espedidos por los compradores del 
cargamento, resulta que el Capitán solo les entregó la cantidad 
de doscientos doce mil cuatrocientas setenta tejas, habiendo 
por consiguiente, una falta de treinta y seis mil. 

Tercera: Que con fecha 26 de Abril del año pasado, los consig- 
natarios señores Carnet y Compañía se pr ¡sentaron al Juzgado 
manifestando que habiendo llegado el caso previsto por el artí- 
culo 4246 del Código de Comercio, venían á solicitar se decrete 
la estimación y recocimiento del cargamento, á que se refiere 
dicho artículo, debiendo hacerse esa operación á bordo del bu- 
que por medio del perito D. Bartolomé F. Víale asociado al que 
se nombre por parte dul Capitán. 

Cuarto: Que nombrados los peritos, dieron cuenta de su come- 
tido con fecba 10 de Mayo siguiente, manifestando que el día 15 
se habían trasladado á bordo del buque Suivatore Féj habiéndole 
exigido al Capitán que les mostrase la rotura de tejas y baldosas, 
les indicó una cantidad de fragmentos A la extremidad de popa, 
y otra á la proa, declarándoles que estos eran la menor canti- 
dad, pues la mayor parte de la rotura estaba mezclada y cu- 
bierta con el lastre sin poderse ver, lo que les impedió apreciar 
su importancia como también obtener su peso porque seria un 
trabajo moroso hacer la separación t*é la arena y de resultado 
equívoco. 

Quinto: Que con este antecedente y el conocimiento de foja 94 
se presentaron nuevamente los señores Carnet y Compañía (foja 
95) demandando al Capitán Savaresse por la entrega de las 
treinta y seis mil tejas f altantes, con deducción del diez por 
ciento por rotura natural y en su defecto al pago de su valor 
que será determinado por los mismos peritos, al pago de da- 
ños y perjuicios de la mota y costas del juicio; — alegando en 
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es que se espresan 



su «poyo los fundamentas y 
en el escrito de foja 95. 

Sexto : Que el Capitán Savaresse representado por el procara- 
dor Vonwíller contestó á foja 104 que siendo hecha ¡a demanda 
por la responsabilidad ordinaria de todo capitán de buque de* 
bia limitarse a discutir si hay derecho á eligirle tal responsa- 
bilidad en e) caso ocurrente y si era tiempo de hacerse; que el 
recibidor del cargamento no fué Carnet y Compañía sinó Spi- 
nettoe hijos, quienes novaron contrato con el Capitán, de ma- 
nera que no son aquellos quienes pueden decir si el Capitán 
les entregó ó no lo carga ; que la exigencia de pesar la rotura 
para ver si su peso equivalía al número de tejas faltuntes según 
Carnet y Compañía, fué hecha después de las cuarenta y ocho 
horas que fija como improrogables el artículo 1246 del Código 
de Comercio, pues la descarga terminó el dos de Abril según 
lo comprueba el último recibo que dieron al Capitán y la recla- 
mación vino á hacerse veinte días después ; que terminada la 
descarga en esu fecha, el Capitán les p;isó uu estado de esa 
operación para los efectos del pago del líete, siendo después de 
eso que le escribieron la carta de foja 51, pretendiendo que 
pesase toda la rotura, al solo objeto de averiguar si esa rotura 
ó escombros correspondía al número de tejas que ellos decían 
faltar, indicación que no aceptó el Capitán porque habría sido 
admitir implícitamente que respondía de faltas en ka carga 
respecto á la designada en ot conocimiento ; que Carnet y Com- 
pañía carecen de derecho para deducir esta demanda según el 
conocimiento eihibido, pues este contiene la declaración de 
peso y contenido desconocido y no se responde de rotura, en 
cuyo caso el Capitán solo responde de daños ó faltas cuando 
se le imputa dolo, lo que no sucede en el presente, 

T considerando. Primero: Que el conocimiento presentado 
por los demandantes á foja 94 establece entre ellos, en su cali- 
dad de consignatarios de la carga, y el Capitán del buque Sal* 
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valore Fé relaciones de derecho conforme s lo dispuesto en el 
artículo 119D del Código de Comercio, que no han sido modifi- 
cadas por la venta del cargamento á Spinetto é hijos* pues al 
proceder el Capitán á entregarlo á estos, lo ha hecho cumplien- 
do un mandato de los señores Carnet y Compañía y no en vir- 
tud de traspaso ó cesiou del contrato de üetamento consentido 
por él, de modo que es indiscutible su personería para deducir 
todas las acciones que crean tener derecho por razan de dicho 
contrato y recíprocamente el Capitán contra ellos, por sus fletes 
avería gruesa, etc. 

Segundo: Que según el artículo 86 de la Ley Nacional de 
Enjuiciamiento, el demandado debe contestar confesando ó 
negando los hechos establecidos en la demanda, pudiendo su 
silencio ó sus respuestas evasivas estimarse como un recono- 
cimiento de ellos, 

Tercero: Que el Capitán no ha negado haber* entregado 
treinta y seis mil tejas menos de las que recibió á bordo 
de su buque, pretendiendo tan solo hallarse eximido de toda 
responsabilidad; primero, por la declaración puesta por el 
mismo en el conocimiento de ignorar pego y contenido y no 
responder de rotura; y segundo, por no haber reclamado judi- 
cialmente en el término legal, de modo que debe estimarse 
reconocido ese hecho con arreglo al principio antes consig- 
nado. 

Cuarto ; Que la declaración de ignorarse peso y contenido 
se encuentra en pugna con la enunciación del mismo conoci- 
miento firmado por el Capitán Suvaresse, de que el número de 
ti jas embarcadas, erado doscientas cuarenta y ocbo mil cuatro- 
cientas sesenta con peso de seiscientas cuarenta y tres mil 
setecientos ochenta y cinco kilos, debiendo primar esta decla- 
ración sobre la anterior, pues se trata de actos positivos que no 
ha podido aceptar el Capitán sin tener perfecto conocimiento 
de ellos ; y porque ademas, esta enunciación constituye uuo de 

T. XII 
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tos requisitos que debe llevar el conocimiento (inciso 4°, arti- 
culo 1404 del Código do Comercio). 

Quinto: Que según los artículos 109 y 1076 del Código de 
Comercio, el Capitán oomo todo acarreador, es considerado como 
depositario de la carga y está obligado á su pronta entrega a 
la rista del conocimiento conforme á lo que de él resulte, obli- 
gación que aquel no puede eludir aun en la hipótesis de no res- 
ponder de roturas por pacto espreso asegurando simplemente 
ue tal ó cual parte del cargamento se ha destruido, porque el 
Capitán no puede pretender ser creído bajo su sola palabra, 
sinó una Tea establecida legalmente la pérdida ó roture, ha- 
biendo para eso precisamente impuéstole el artículo 1246 del 
Código citado, la obligación de pedir el eximen judicial de la 
carga antes de su entrega sin cuyo requisito la ley autoriza á 
presumir que todo el cargamento se encuentra á bordo en el 
estado que se recibió y de consiguiente da derecho á exijirsu 
entrega. 

Sestov Que por su parte los consignatarios de la carga 
mando del derecho que les acuerda el mismo artículo, han tra- 
tado de efectuar el exámen judicial de la avería para determi- 
nar la cantidad de teja quebrada, operación que se ha hecho 
imposible según informan los peritos A foja 80 por hechos 
imputables al Capitán, cual es el haber cubierto con lastre una 
gran parte de la quebrazón sin haberla previamente pesado, lo 
que si bien puede ser un acto inocente é hijo del error, se presta 
también i ser interpretado como un propósito de ocultar un 
fraude, no pudiendo por lo tanto aprovechar el Capitán de su 
propio error para eludir la obligación que le inpone la ley y 
su contrato de netamente 

Sétimo: Que no es exacto que ese reconocimiento ó eximen 
haya sido pedido fuera del término que señala el ya citado 
artículo 1240 del Código de Comercio, pues las cuarenta y ocho 
horas se cuentan desde que concluyó la descarga y según 
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consta de autos y lo reconoce el mismo demandado, cuando 
los demandantes ocurrieron al Juzgado cou ese objeto, queda- 
ban todavía sin entregar las treinta y seis mil tejas que aquel 
pretende haberse roto; pero que, como este hecho no ha sido 
comprobado por el Capitán en las veinte y cuatro horas que le 
acuerda el artículo 1246 conservan mientras estén á bordo ó 
hasta que se arrojen A la playa» con consentimiento de sus 
dueños ó consignatarios, el derecho de estos para pedir el exa- 
men judicial de la avería, como si la descarga no hubiese ter- 
minado ; siendo precisamente en vista de esta circunstancia 
que la ley ha impuesto el reconocimiento al Capitán como un 
deber, acordándolo al consignatario como un derecho. 

Por estos fundamentos, fallo, condenando al Capitán Sava- 
resse á lu entrega de las treinta y seis mil tejas fallantes 
previa deducción de un diez por cien sobre la totalidad del car- 
gamento que el demandante admite como quebrazón natural, 
ú en su defecto ü que pague su importe, el cual será lijado por 
peritos con arreglo al valor que tenían al tiempo de la entrega 
de la carga, con sus intereses monitorios según la taza del 
Banco. Notffiquese original 

Virgilio .tf. Tedin. 

Savaresse apeló de este fallo en el fondo Carnet y Compañía 
apelaron del mismo en la parte en que no condenó en costas 
á Savaresse. 

Ante la Suprema Córte Savaresse desistió de su apelación, 
sosteniendo la sentencia en la parte apelada port'nruet y 
Compañía. 

Buenos Aires, Setieintire 7 de 1886, 
V vistos : Quedando reducida la apelación pendiente ante 
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esta Suprema Corte á solo el punto relativo á las coatas, atento 
lo manifestado por el apelante en el escrito de fojas ciento cua- 
renta, y desistimiento expreso reproducido por su abogado al 
tiempo de la vista do la cansa ; y considerando que tío hay mé- 
rito alguno para modificar la sentencia de foja ciento veinte 
y cinco ú tal respecto, por no mediar temeridad en las preten- 
siones de las partes : se continua dicha sentencia con costas. 
Repuestos los sellos devuélvanse. 

J. B. GOHO&TUGA. — J. D0MI3GLEZ. 
- tl.AWS1.AO FRIAS. — FEDERICO 
1BARGLREN. — C. ». RE LA TORRE. 

Savaresse observó que no debían ser de su cargo las costas 
deS 11 Instancia, por haber Carnet y Compañía perdido el recurso 
interpuesto por ellos. 

Buenos Aires. Setiembre !8 <lc 1886. 

Vistos en el acuerJo: Reconsiderando que ambas partes han 
¡¡petado en este juicio, se declara que las costas de esta ins- 
tancia deben satisfacerse en el única en que se han causado. 

J. B. lonoSTlAliA.— J. DOMINGUEZ. 
— t LADISLAO FRIAS. — FEDEUICO 
IBAHGCnEN. — C. &. DE LA TORRE- 
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itarclmf, Vampbelí ij C* contra ttembera, Neimendaht y C\ 
por faVtificacion de mu rea de fábnea ; s<ére nulidad 

Sumario. - 1" Cuando varios industriales h¡m hecho uso de 
una misma marca, el derecho de usar ile ella eselusivanientc 
pertenece al que la ha empleado primero. 

2" Este puede impedir el uso de la marea á los demás, aun* 
que no sea Motamente i mal. con tal que pueda producir 
confusión. 

3" ta apreciación de está posibilidad corresponde al criterio 
del Juez. 

4" No procede el recur ,o de nulidad contra ta aeutenpia qun, 
después de observados los trámites, ha sido dictada de confor- 
midad á la demanda. 



Caso. — MI caso se reliare en el 

Wmllm del Jnti r«l«r«l 

BaenOl Aires, Febrero 12 d« 1883. . 

Vistos estos autos s-ibre falsificación do marcas de fábrica, 
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seguidos por don Máximo Luzuriaga en representación de los 
señores Barcia?, Campbell yC*, contratos señores Bemberg, 
Heimendahl y C a , de que resulta: 

Primero : Que los señores Barclay, CarapbeH y ('" en con- 
formidad á lo dispuesto en los artículos 12 y 13 de la Ley 
Nacional sobre marcas de Fftbrieay Comercio, se presentaron 
á la ÜAcina de Patentes, solicitando la inscripción de la mar- 
ca de Comercio denominada Bramante Corona, acompañando 
con arreglo á los artículos citados un documento en que se des- 
cribe la marca cuya anotación se pide y un ejemplar en el que 
aquella está diseñada, (Certificado de foja I, documento de 
foja 2 y lámina de foja 3). 

Segundo; Que en Mayo de 1877 se presentó :il Juzgado 
don Máximo Luzuriaga manifestando que sus poderdantes los 
señores Barclay, Campbell y C\ habiendo dado cumplimiento á 
lo dispuesto en la ley de la materia, obtuvieron el registro de 
la Marca de Comercio, con el propósito de gozar de su propiedad 
al amparo de la ley, de garantir á los consumidores por medio 
de su marca la buena cualidad del artículo que la lleva, para 
aprovechar la buena acojida que el mismo tiene en el mercado. 

Que descansaban en la seguridad que les dA la ley de marcas 
cuando han sido sorprendidos por la introducción al inercudo 
de bramantes que tieuen impresas m;ircas que son una imita- 
ción fraudulenta de la que les pertenece, imitación que tiene 
por objeto establecer confusiones entre los consumidores con el 
fin de aprovechar las grandes ventajas que proporciona el cré- 
dito de ui.ii marca conocida 

Que entre esas marcas se encuentra la usada por los señores 
Bemberg, Heimendahl y C" cuyo facsímile acompaña, habiendo 
sido tomado de una pieza de bramante del que espenden ; y por 
lo cual, de acuerdo con la ley de Marcas de Fábrica y de Comer- 
cio, artículos -i", 28 y 32. piden que se condene á los señores 
Bemberg, Heimendahl y C« al pago de la multa correspondiente, 
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á ta prohibición de usar la marca Corona en la forma que 
actualmente la usan, al comiso de las mercaderías impresas 
con la misma marca y ú abonar las costas del juicio. 

Tercero: Que Los señores tiemberg, Heimendahl y O con- 
testando al traslado de la demanda, alegan en su defensa que los 
bramantes a que aquellas se refieren, hace muchos anos que sen 
introducidos por ellos, de lo cu il tienen perfecto conocimiento 
los señores Barclay, Gaiupbell y C B , por lo que no se espliean 
la sorpresa que estos señores manifiestan en su escrito. Que la 
marca estampada en el bramante no es igual a la quo llera el 
mismo artículo de los demudantes, ni siquiera existe entre 
una y otra la semejanza necesaria para que puedan ser confun- 
didas, no ya mirándolas con alguna detención, sinó tan solo á 
la simple vista. Que aún suponiendo que las marcas fuesen 
iguales, no pueden ser acusados de imitadores porque la Co- 
rona como emblema de su marca ha sido por ellos usada desde 
muchos años atrás. Que la acusación por defraudación que los 
demandantes promueven es improcedente, porque ellos han 
usado tal marca con anterioridad a ley de 1876, y que un 
becbo anterior al derecho que se pretende herido, no puede ser 
considerado ui legal ni racionalmente veri tic ado en fraude de 
íste. Que aún admitiendo que lu marca sea igual á la emplead n 
por los señores Barclay, Campbell y C A . habiendo ellos usado 
la marca Corona ántes de la promulgación de la ley de 187Ü, 
tienen el plazo de un año que vence recien en el mes de 
Agosto de entonces, para solicitar con arreglo á la misma la 
correspondiente anotación en los libros de la Oficina de Paten- 
tes, por lo cual á pesar de la inscripción que acrediten los 
demandantes, aún no tienen la propiedad definitiva de la 
marca de comercio t en virtud de lo cual se han considerado 
facultados para iniciar este juicio. Que por todo lo espuesto, 
piden se rechace la demanda instaurada con especial conde- 
nación en costas cou arreglo á lo dispuesto en la ley 39, tí- 
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tuto 2 o , Partida 3*, y en el artículo 8", título I o del Regla- 
mento de Justicia del 6 de Setiembre de 1813. 

Citarlo: Que recibida la causa á prueba, las partes han 
producido lo que iótré agregado de foja» 52 ú 200. 

Y considerando : Primera : Que desconocido por los señores 
Beniberg, Heimeudahl y C\ hi verdad de lo aseveradu por lus 
señores llarclay, Campbell y ü* de ser i'stns los primeros eu 
haber introducido al mercado bramantes con la marta Corona, 
manifestando que ú ellos les correspondía la prioridad en la 
introducción al mercado de tal artículo, con la marca de comercio 
cuya propiedad se atribuyen los demandantes. — el Juzgado 
creyó do su deber fijar en el auto de prueba que la testimonial 
debió recaer sobre los siguientes estreñios : I a Silos doman* 
dados lian liccho uso eu la República de su marca con anterio- 
ridad á los demandantes ; 2 a Si tí la promulgación de la Ley 
sobre Marcjs de Fábricas los unos ri los otros estaban en pose- 
sión respectivamente de le que pretenden corresponderías. 
Habiendo recurrido los demandados por considerar improce- 
dente la primera de esta cuestiones planteadas, la Suprema 
Corte confirmó el auto denegatorio del .Juzgado. 

Seguíala; Que durante el término probatorio los señores 
Beniberg, Heiiucndhal y C' no lian producido prueba alguna 
que acredite lo aseverado por ellos en su contestación a la 
demanda de haber sido los primeros y no tos señores Barclay, 
Campbell y C\ en emplear la marea Corona — lo que á pesar 
del desconocimiento de los señores Bemberg, Heimeudahl, los 
demandantes Barclay, Campbell, han acreditado. En efecto, el 
informe de la Administración de Rentas deligenciado por el 
vista del ramo espresa que aunqu? no tiene la seguridad de la 
fecha en que los señores Barclay, Campbell introdujeron el 
bramante Corona* tiene la creencia de yuc estos señares han 
sido los primeros introductores tjue han puesta esa marea en el 
bramante, aunque con posterioridad otros comerciantes han 
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introducido el mismo género con igual mareo, entre los que cita A 
los d etnan dad os. Los testigos don Jurié Sabores, don Cárlos Zu- 
bcrnuhler.don Lorenzo Kuiz y don Joetí Moría Blanco están con- 
testes en afirmar de conformidad al tenor de la segrnda pre- 
gunta del interrogatorio do foja ti y á la quinta del mismo, 
que los señores Itarclay, CaffipUeíl y O han sido los primeros 
importadores del bramante r'ortmu. lton Teodoro l>eluy, ge- 
rente de la casa demandada, contcstundu las preguntas conteni- 
das en el pliego de posiciones, aún cuando atirraa primeramente 
que por la tradición de la t asa sabe que el bramante Corona 
era introducido desdé hace veinte años; asegura después que 
atando entró ét á prestar a Utstis servicios, ««o tsfifí, no se in- 
troducía ta) artículo, habiendo empezado & hacerse la impor- 
tación recién ahora cuatro 6 cinco años. 

Tercero: Que dado por establecido, en mírito de los 
medios probatorios recordados m el anterior considerando, 
entre los que se cuenta la confesión del gerente y representante 
de la casa demandada, que á los señores Barclay, Campbell y 
O corresponde la prioridad en la importación del bramante 
Corona, pue> 1 artiVulo Íi9 de la Ley de Marcas de Fábrica y 
Comercio establece que cuando varios industríales hubiesen 
h'-cbo uso de una misma marca, el derecho esclusivo á ella 
pertenece á aquel que prueba haber empleado tal marca antes 
que tos demás. 

Cuarta : Que dados estos antecedentes corresponde averi- 
guar si la marca empleada por los demandados t a igual ú de tal 
manera semejante á la que usan los demandantes, que puedan 
confundirle ó inducir en error á los consumidores. 

fyiinta: Que la ley atribuye privativamente la apreciación 
de estos hechos al criterio de los magistrados, independiente- 
mente de las opiniones de la Oficina de Patentes y del juicio 
administrativo á que pueda dar lugar la concesión ó denega- 
ción del uso de una marca otorgada ú denegada por aquella 
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Oficina, estando tal doctrina ajustada á las opiniones de Los 
tratadistas que se han ocupado de la materia y á decisiones 
dictadas por la Suprema Corte de Justicia en casos análogos. 
(Véase: Pouillet. Marques de fabrique, pdg. 165, N« 189, y sen- 
tencia de la Suprema Corte en el juicio seguido entre los señores 
Diego Foulton y William Paats). 

Sexto : Que baciendo un exámen comparativo de los diseños 
6 estampas que corren agregados á fojas 3 y 4, puede compro- 
barse que aunque no son eiactamente iguales, son de tal modo 
parecidas^ por el color empleado en los dibujos, la colocación en 
figuras casi idénticas del rótulo del bramante, del número de 
yardas que cuenta cada pieza, y la forma de la corona emblema 
principal de la marca, circunstancias que hacen un conjunto 
capaz de producir confusión entre tos consumidores. 

Sétimo : Que á los efectos que la ley se propnne, no es in- 
dispensable que la reproducción sea rigurosamente exacta, sinó 
que basta que directa ó indirectamente pueda producir confu- 
sión entre Iob productos, lo que implica que la posibilidad de 
la confusión c¿¡ la condición constitutiva de la acción A dedu- 
cirse. (Art. 4" de la ley de Marcas de Fábrica ; Bedarridc, /iré- 
vets d'lnvenlion, Tomo 3 o , pájína 157, n°9l7; Pouillet, Marques 
de Fabrique, pog. 167, n°. 190). 

Octavo : Que ú pesar de existir la semejanza á que se hace 
referencia en el anterior considerando, la aplicación de las pe- 
nas que los demandantes piden para los demandados no es 
procedente : I o porque estos lian comprobado que antes de dic- 
tarse la ley de marcas importaban a] mercado el bramante con 
la marca Corona ; 2° porque de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 38 solicitaron y les fué acordado el uso de la marca 
cuyo diseño obra á foja 89; 3 o porque estas circunstancias re- 
velan la ausencia de la intención dolosa y del ánimo de falsifi- 
car ó adulterar las marcas haciendo de ellas un uso indebido. 
(Véase el fallo de la Supre.ua Corte eu el caso citad»). 
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Por estos fuü Jumentos y concordantes do los escritos de fojastt 
y 20 y de acuerdo con lo dispuesto en loa artículos 4, 38 y 39 de 
la ley de Marcas de Fábrica y de Comercio, fallo: I" declarando 
que á los demandante* Barclay, Campbell y C* por la prioridad 
en el tiempo, corresponde el uso eselusivo de la marca dise- 
ñada en la estampa corriente á foja 3 ; 2" proliibieudo á tos 
demandada Uemberg, Hcimendahl y C* el empleo en el bra- 
mante de la marca á que se refieren las láminas corrientes á 
fojjjis \ y 89 y de cualquier otra que se encuentre en el mismo 
caso ; 3 o no haciendo lugar á la imposición de penas y conde- 
nación en costas, que solicitan lo» demandantes. Notifíquese 
con el original y repónganse los sellos. 

Andrés V ¡¡arriza. 

rallo *r I» ttM P remn l'«rle 

Buonoi Airea, Setiembre " JO 

Vistos: por sus fundamentos y considerando en cuanto al re- 
curso de nulidad; que la sentencia de foja doscientas treinta 
y cuatro, guarda completa conformidad con la demanda, pues 
en esta, además de la pena impuesta por el artículo veintiocho 
de la ley sobro Marcas de Fabrica y de Comercio, se soli- 
citó igualmente se prohibiera á los demandados el uso de la 
marca Corona que empleaban en sus bramantes, invocando 
espresamente para ello, el artículo cuatro de la ley citada, por 
el cunl se prescribe que la propiedad absoluta de la marca, así 
como el derecho de oponerse al uso de cualquiera otra, que pue- 
da producir directa 6 indirecta confusión entre los productos, 
corresponderá al industrial que baya llenado los requisitos ni- 
j idus por esa ley : se conJirma la sentencia apelada con costas, 
y con declaración de que la prohibición impuesta por ella a los 
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demandados del empleo do la marca citad n, no deberá hacerse 
efectiva hasta tres meses después de uotilicada esta sentencia. 
Devuélvanse previa reposición de selles. 

|> R. GOROSTIACA. — I. DOMINGUEZ. — 
ULARfSLAO FRIAS. — FEDERICO lRAIt- 
GGREN. — C. S, DE LA TORRE. 



4 AINA f 'Xll 



Do» Luis Momcgur contra D, Camilo Lafont, por cobro do ¡>em 

Sumaria . — Reconocido un crídito, debe mandarse pagar 
sin qne obste la alegación de ser el aoreodor responsable por 
razón de perjuicios de una suma que no e¿ líquida, ni se ha 
pedido por vía de reconvención. 

MI* 4el Jmo Fedrral 

Rueño» Aires, Abril 7 Je 1886. 
Vistos estos autos de los que resulta; 
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Primero : Que con fecha de Setiembre del año próximo pa- 
sado, se presentó al Juzgado D. Julio Migoyn en represen- 
tación de 1). Luis Honsegur, demandando á D. Camilo Lafont 
por la cantidad de 408.82 peses moneda nacional que le adeu- 
daba por comisiones, sellos, derechos de Aduana, y otros gastos 
para el despacho de las mercaderías que se mencionan en la 
cuenta agregada á foja í) Tenidas en los vapores tlossc, en- 
trado el 25 de Febrero de 1885, Portería en Febrero 14. 
Haiuiel en Febrero 21, Siger en Enero 19 y Equaimr en Enero 
29 det mismo año. 

Segundé : Que el demandado contestó á foja 32 manifestando 
que solo adeudaba á Monscgur la suma de 179 pesos con 13 
centavos, la que estaba dispuesto á abonar en el acto, pues 
de la suma que arrojaba á favor del demandante la cuenta de 
foja 9, debía deducirse la cantidad de 319 pesos con 69 centavos 
por exceso de derechos pagados cu la Aduana por mercaderías 
venidas en el vapor Corean sin formular, no obstante, contra- 
demanda por dicha suma, por lo que el Juzgado se limitó 4 oír al 
actor respecto de los documentos presentados con la contes- 
tación. 

Y considerando : Primero: Que según el articulo 86 de la 
ley Nacional de Enjuiciamiento, el demandado debe contestar 
confesando ó negando categóricamente los hechos en que se 
funda la acción, pudiendo estimarse su silencio ó su respuesta 
evasiva como un reconocimiento de la verdad de ellos, cuyo 
precepto es igualmente aplicable á los documentos con que se 
instruye. 

Segundo : Que los términos en que ha sido contestada la 
demanda, demuestran claramente que el demandado reconoce 
la exactitud de la cuenta de foja 9, pues no solamente no se 
ha hecho observación alguna sobre ninguna de sus partidas, 
sinó que se la ha tomado como base para deducir de su importe 
la cantidad que el dimandado cree tener derecho á reclamar 
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del actor por derechos de Aduana indebidamente abonado» en 
en otras operaciones, 7 establecer el saldo de lo que única- 
mente se reconoce adeudar. 

tercero: Que el Juzgado no puede tomar en consideración 
las observaciones hechas por lu parte de Lafont para fijar ese 
saldo, porque ni hay términos hábiles para aceptarlas como una 
excepción de compensación por cnanto de una parte se trata de 
cantidad líquida reconocida y de la otra hay los elementos tan 
solo de una acción á deducir por daños y perjuicios ; ni se ha 
deducido reconvención* así es que lo mas que puede hacer al 
repecto, es dejar A salvo esa acción ó lo que mas viere conve- 
nirle para que la ejercite en debida forma. 

Cuarto : Que aunque se ha enunciado por el demandado 
que mediaba una cuenta corriente con el actor que se liquidaba 
cuando se juzgaba conveniente, admitiendo en hipótesis la 
verdad del hecho, ninguna intiuenciu puede atribuírsele en la 
presente cuestión, pues la demanda se ha concretado & partidas 
ciertas y determinadas sin hacer mérito de ningún saldo ante- 
rior^ de donde se inliere así como de los términos mismos de la 
contestación, que las operaciones anteriores estaban concluidas, 
liquidados y pagados los saldos, pues de otra manera el deman- 
dado no reclamaría devolución de sumas que supone abonadas 
indebidamente. 

Por estos fundamentos, fallo condenando á D. Camilo Lafont 
al pago de la suma demandada, con sus intereses múratenos 
según la tasa del Banco de la Provincia de Buenos Aires y las 
costas del juicio, 

Notífiqueae original. 

Virr/tlio V. Tetlin 
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Blienoa Aires. Setiembre 18 rte 1W8R. 

Vistos : por sus ftinditmcittos, se confirma con costas, la sen- 
tencia apelada de foja treinta y una; y repuestos ios sellos, 
devuélvase. 

J B. GOBOSTIAGA. — J. DOMIKGtEZ. — 
ULAMSLAO FUI AS. — FWEIIMO IB A II- 
GÉREK. — C. S. f)E LA TOBRE. 
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th Juan ti . Willütms contra ¡K Constantino Grand, ¡wr reivin- 
dicación de un terreno; sobre excepción de cosa juzgada. 

Sumario. — El demandudo por reivindicación del inmueble, 
puede oponer al reivindicante la excepción de lo juzgado res- 
pecto del mismo inmueble entre sus causantes inmediatos. 



Caso. — El caso se refiere en el 
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Bueno* Aires, Setiembre lHde 1885. 

Y vistos estos autos iniciados por demanda de D. Juan 
W. Williams, contra D. Constantino Grand, por reivindicación 
de sesenta y tres mil seiscientos sesenta metros cuadrados de 
terreno en los Corrales y de los que se dice dueño el deman- 
dante en virtud de las escrituras que presenta a foja 3, es- 
tando en posesión de ellas el demandado, solo á consecuencia 
de erróneas mensuras. 

Y considerando: ¡'rimero: Que ü. Constantino Grand ha 
opuesto* como medio du defensa, la cosa juzgada, sosteniendo 
con los documentos de foja 19 que Williams fué vencido en 
juicio sobre las mismas pretensiones que deduce hoy contra él, 
en otro juicio sobre mensura con Mejia, de quien deriva su 
título á los terrenos en cuestión. 

Segundo: Que del comparendo verbal á fjue fuerou convo- 
cadas las partes, acta úv foja 38, resulta por conformidad de 
las mismas, que el juicio á que se refiere la parte de Grand en 
la contestación de la demanda, versaba sobre los mismos ter- 
renos, objeto de estos autos, quedando por consiguiente redu- 
cido el caso sub-judice á una mera cuestión de derecho* á saber: 
si las sentencias invocadas por la parte de Grand, y cuyo 
testimonio ha acompañad , pronunciadas en un juicio de men- 
sura entre D. Santiago Day y I). Federico Mejia, como co- 
lindantes, pueden ser opuestas como cosa juzgada por D. Cons- 
tantino Grand contra D. Juan W. Williams, sucesores á 
titulo particular de los anteriores, en un juicio por reivindica- 
ción. 

Tercero: Que con respecto ú este punto, no es posible 
desconocer que los derechos respectivos que se ponen hoy en 
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tela de juicio son los mismos discutidos antes y fallados en 1809, 
si bien las personas que actuaron en este fueron Jas de los 
antecesores de quienes derivan sus derechos las partes en el 
presente, y que si bien el juicio de mensura es muy diferente 
en su aleante y objeto al de tí- i vindicación, esto es tan solo 
cuando por el primero se entiende únicamente las diligencias 
relativas a precisar los límites y extensión de un terreno, pero 
no al juicio que recae después de oídas las partes interesadas 
sobre la aprobación ó desaprobación de la mensura practicada, 
pnes en esto caso la sentencia lija el derecho respectivo de 
las partes y versa sobre el dominio del terreno en cuestión, 
revistiendo la importancia de un juicio contencioso, cuyo 
objeto es el misino que el rcivindicatorio. 

Cuarto: Que esta diferencia no puede presentarse mas evi- 
dente que lo que aparece de ta sentemia de 1869, pues ella 
desaprueba la mensura practicada por el Agrimensor Meyrelles, 
y entra en seguida á determinar el derecho que corresponde á 
cada uno de los colindantes, de acuerdo a los títulos y pruebas 
exhibidas respectivamente por cada uno de ellos, y 

(Juinío: Que las escrituras presentadas en este juicio por 
la parte de Juan W. \ViUiams f son de fecba posterior á la 
sentencia de primera instancia que rechazaba las pretensiones 
de su causante Santiago Üay, lo que no era posible ignorase 
Williams, habiendo sido el apoderado de Day, por lo que se 
evidencia que voluntariamente y ú sabiendas se prestó a com- 
prar lo que sabia no pertenecía a su vendedor. 

Por tatos fundamentos, fallo: declarando que el demandado 
li. Constantino Urand ha justificado plenamente su excepción 
de cosa juzgada: en su consecuencia, queda libre de la demanda 
por reivindicación entablada contra él por I). Juan W. Williams, 
con especial condenación en costas. — Diríjase oíicio al Inten- 
dente Municipal comunicándole que queda sin efecto el librado 
con fecha 13 de Octubre del año próximo pasado ordenando el 
t. m go 
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depósito del precio de los terrenos en cuestión. — Notifiquen 
con el original, 

Andrés lUjarriza. 

Buenos Aires, Setiembre 18 de lH8fi. 

\* vistos: Sin aceptar en su plenitud el considerando quinto 
de la sentencia apelóla de foja cíen, por cuanto de autos upa- 
Tece que el contrato de compra-venta del terreno en cuestión, 
fué celebrado entre el demandante y su inmediato causante 
Don Santiago Day, con fecha anterior á las de las sentencias 
que pusieron fin al litigio, seguido con motivo del jwfciG de 
mensura promovido por el primero, si bien no fui reducido i 
escritura pública Sitió con posterioridad a dichas sentencias; 
se conGrma con costas, por los dimas fundamentos, la enun- 
ciada de foja cien. Itepúngause los sellos y devuélvanse los 
autos. 

J, DOMINGUEZ. — l' LADISLAO FillAS. 
FEDERICO IBAItCCllEN- — C, S. DE 
LA TOIIRE. 
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¿7 Fiara MariotiaL contra & 'Angelina Archas, /¡ur expropiarían ; 
só&m diligencias probatorias. 



Sumario, — Las diligencias probatorias admitidas L i n el con- 
cepto de llenera presentar las piezas r. -latirás, puedan sin 
efecto mí estas so presentasen después de Teucidg el término 
probatorio. 



l'aso. — En el juicio de cspropiacion .seguido por el Procu- 
rador Fiscal contra D. Angelino Arenas sobre cspropiacion de un 
terreno para el ferro-carril Andino, el Juez de Sección abrió la 
causa á prueba por un término que se pror->gó hasta veinte días 

Dentro de! término el Procurador Fiscal pidió ae agregara 
como prueba un número del periódico /.« ht labra, y se reci- 
bieran dt'i laracioues de testigos al tenor de un interrogatorio 
que dijo acompañaba. 

Habiendo el Secretario hecho conslar en el cargo puesto al 
escrito, que no se había acompañado el periódico, ni el interro- 
gatorio, el Juez de Sección accedió al pedido debiéndose prc. 
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sentir el periódico v el interrogatorio, los que fueron presenta- 
dos desunes de vencido el término probatorio. 
Arenas pidió la devolución de estas piezas. 

Fall* del J w»s **** *** 

SI*ndoia, Noviembre 30 de 1886. 

Visto lo pedido por la parte de ATenas en su escrito de foja 
43 y lo informado por el Secretario á su respecto, de que re- 
sulta que el periódico é interrogatorio de fojas 40 y 41 han sido 
presentados después de vencido el termino de prueba : declá- 
rase sin efecto las diligencias reclamadas, y en su consecuen- 
cia, desglósense de los autos las piezas citadas. Repóngase el 
sello. 

Campillo. 

Falto ém ta » MprMM C«rt* 

Rui; no* Aires, Setiembri' 21 dfl 

Vistos i Por sus fundamentos, se confirmad auto apelado de 
foja cuarenta y seis ; y devuélvanse. 

J. DOMINGUEZ, — l LADISLAO FRIAS. 
FEDERICO MARGÜRB>. — f.. S. DE 
LA TORRE. 
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Stuart Williams ¡f t'oMftaitíti contra el Capitán 0. Cartsen, del 
tiuque noruego « Vuiia », por cabro tte pesas : sobre infracción 
de la ley de sellos. 

Sumario. — Las obligaciones sin plazo, contraidas en el año 
de 1886, deben pstenderse en sellos que re presenten el medio 
por ciento de su valor. 



Vaso. — Los Sres. Stuart Williams y Compañía presentaron 
una cuenta con conforme del Capitán Carlseu, pidiendo reco- 
nocimiento de Urina, para preparar la ría ejecutiva. 

La cuenta era per valor de 5i5 pesos 26 centavos, y se ha- 
llaba estendida en un sello de 75 centavos. 

El Secretario puso en la cuenta la nota de «No corresponde». 

Oído el Procurador Fiscal, que sostuvo ta aplicación del 
artículo 1" de la ley de papel sellado, se dictó el siguiente 

tw» M Jwes r«4mi 

Buenos Aire*. Mareo 17 $a 1886. 

Autos y vistos: Resultando que el documento de foja 1' es 
uua obligación de dar sumas de dinero, comprendida en 1¿ dispo- 



I 



438 FALLOS DE LA SUPREMA COATE 

sicion del artículo 618 del Código Civil, por el cual se prescribe 
que compete al Juzgado la designación del plaste dentro del que 
debe cumplirse ; y considerando que el impuesto de sellos debe 
abonarse en el momento de otorgarse la obligación y que no 
estando determinado en esta vi plazo, es perfectamente aplica- 
ble lo dispuesto en la tercera parte del artículo 2 rt de la ley 
de sellos. 

Por esto, y no obstante lo determinado por el Procurador 
Fiscal, el Juzgado resuelve que el documento de foja * debió 
ser esteudido en un sello cuyo valor represente el medio por 
ciento de la obligación contraída, y ojie los que lo otorgaron y 
admitieron lian incurrido en la multa que determina la segunda 
parte del artículo 33, de la ley de la materia ; la que deberá 
ser abonada dentro de tercero dia, comunicándose por oficio 
al Consejo General de Educación. Notifíquese original y repón- 
gase la foja. 

Virgilio V. lettut. 

FnII* 4e I* KMpreM» Corte 

Buenos Aires. Setiembre 23 de 

Vistos: No designándose plazo en la obligación, y con arre- 
glo al artículo segundo de la ley vigente de sellos, se con- 
firma el auto apelado de foja cinco; y previa reposición de 
sellos, devuélvase. 

J. B. GOROSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. 
ULABPILAO KHI AS. — F. IBAAGÚREK. 
— C. 8. DE I.A TORRE. 
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CAIMA < XX* 



¡K Francisca Macarro, nwtra ÍK /Wrn iatutin. ¡mr cumpli- 
miento 'Ir tm contrato: sobre rebeldía. 



Sumario. — El término de veinte y cua tro horas acordado por 
el artículo 12 de la ley do enjuiciamiento es fatal y perentorio 
al efecto de la rebeldía acusada. 



Caso. — D. Francisco Navarro demandó a t>. Pedro Landin, 
por cumplimiento de un contrato de venta. 

Se notificó ú Landin el traslado de la demanda en 18 de Abril 
de 1885, en la Plata. 

No habiendo comparecido éste A contestarla dentro del tér- 
mino legal, Navarro le acuso rebeldía, que fué despachada 
bajo apercibimiento, con término de 24 horas, notificándose á 
Landin el decreto en 9 de Junio de 1885, en La Plata. 

En 13 de Junio Navarro, pidió se diera por evacuado el tras- 
lado y se fallara la causa en rebeldía. 
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Fulla del Jim Fodcml 

Hat'itoa Airtü», Junm M de 

Habiendo vencido ol te r mino acordado al demandado pura 
que compareciera por sí ó por medio de apoderado, á estar á 
derucho en esta caus.i y haciéndose efectiva el a percibí míe uta 
decretado á foja 41, declárase rebelde al demandado D. Pedro 
Landin y decaído en consecuencia su derecho para contestar 
la dcmauda t y auto.. 

Tedin 

Por auto de la misma fecha el Juez mandó devolver á Landin 
el escrito de contestación presentado el día 15 de Junio. 

Landin reclamo del auto de 10 de Junio, alegando que sus 
ocupaciones de Diputado á la Lejislatura de Buenos Aires, sus 
ausencias á la campaña, enfermedad jírave y otras dificultades 
le habían impedido presentarse antes del 15 de Junio, y que 
resultando no haber tenido Ja intención de constituirse en re- 
beldía, debía dejarse sin efecto ti auto citado, según se hizo en 
el caso del Fisco contra líojo. (Serie S\ tomo 8, página 395, Fa- 
llos de la Suprema Corte). 

Amtm 4*1 Juh Federal 

injerios Aire*, Marzo i"> de 188R. 

Vistos y considerando : 

Primero: Que el ponto á resolver es el recurso de reposición 
interpuesto por D. Pedro Landin, en el escrito de foja 53 contra 
la providencia de foja 47 que lo declara rebelde* y decaído en 
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consecuencia su derecho para contestar la demanda en el juicio 
promovido por D. Francisco Xavarro. 

Segundo: Que según el artículo 12 de la Ley Nacional de 
Enjuiciamiento, pasudas las veinte y cnatro horas después de 
acusada una sola rebeldía, se tiene por dectiido el derecho que 
hubiere dejado de asar la parte á quien se le haya acusado. 

Tercero: Que en este caso precisamente se encuentra el de- 
mandado Landin, pues sin hacer mérito de la notable demora 
con que ha venido a] juicio, las constancias de autos demues- 
tran que habiéndosele notilieado el ilia nueve de Junio dt? la 
providencia recaida en el escrito de rebeldía, acordándole el 
término de veinte y cuatro horas pura espedirse en el tTaslado 
du ia demanda, dejó transcurrir estas y otras tantas mas, hasta 
que se presenta por el ;ict»r el escrito de foja 47, pidiendo se 
provea lo corres pendiente al estad" de la causa y dos días des- 
pea recién compareció al juicio con el escrito de foja 48, que 
se mandó devolver. 

Cuarto: Que la Suprema Corte, aplicando la disposición 
antes citada, ha establecido en varios cusos que el término de 
veinte y cuatro horas acordado por la ley es fatal y perentorio 
al efecto de hacer decaer el derecho que dejó de usarse dentro 
de él, y si bien cu el easu recordado por el recurrente (el Fisco 
contra Hojo) se dejó sin efeeto la rebeldía declarada, aquel Tri- 
bunal tuvo en vista que el Fiscal manifestó oportunamente 
haberse encontrado en la imposibilidad de espedirse en el tér- 
mino señalado, circunstancia que no ha alegado Landin sitió 
después de notificado el auto declarándolo rebelde, debiendo 
observarse que las imposibilidades alegadas por Landin son 
de las que se salvan nombrando un apoderado, lo que no puede 
hacer en ningún caso el Procurador Fiscal. 

Por estos y demás fundamentos concordantes del escrito de 
foja 58, no ha tugar á la reposición del auto de foja 47 ; y se 
concede en relación el recurso de apelación interpuesto» elevan- 
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dose los autos á la Corte Suprema, coa oficio. NoÜfíqueBc 
original. 

Tedtn 



MI* «* I» ÜMPrru Cirlf 



Buenos Aire*, Sotiembre 23 de 188fi. 

Vistos : Por sus fundamentos, se conlirma con costas el auto 
apelado de foja cuarenta y siete, y devuélvanse, previa reposi- 
ción de sellos. 



J. ü. GOROSTUr.A. — J, DOMINGUEZ. — 
ILADtSl.AO FU US. — FEDERICO 1UAII- 
GCREN. — C. 8. DE LA TORRE. 
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Ihm l'mtor f halle, contra la <fe Mendoza ; <¡at,re 

aprón&fmmnip ,le agua M rio Tundan y competencia. 



Sumario. - !<• La Suprema Corte ti competente para enten- 
der en la causa de un extranjero contra una provincia, en iu 
(jue, según el actor, tas resoluciones del Poder Kjccutiro afec- 
tan derechos reales constituidos á su favor, 

Las aguas que corren por los cauces naturales de los ríos, 
son bienes del dominio público que no pueden enagenarse en 
todo 6 en parte; y su uso se halla subordinado á las reglas que 
dicte la administración ú la Policía local. 

3 o Estas reglas son variables y pueden sor revocadas, ó mo- 
dificadas, según sean las necesidades públicas á juicio de ía 
administración; resultando así, que el goce coaccdLdo por ellas 
es precario, y no puede constituir derechos reales á favor de 
los particulares, 



Caso. — Se halla espucsto en el fallo que dictó la Suprema 
Corte, después de oido el señor Procurador Genoral, sobre la 
competencia. 
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VISTA DEL SEflOR PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte : 

No era necesario el estenso y elaborado escrito en que el re- 
presunta nte del Gobierno de Meudoza dilucida la materia, 
para poner en evidencia hi absoluta falta üe razón con que 
se trae esta cuestión á W E. 

Por mus que se pretenda disfrazar el objeto y los medios, 
luego aparece que en el fondo, soto se trata de un recurso ante 
esta Corte, de resoluciones administrativas. 

Para dar colorido á su acción, ha necesitado el señor Ovalle 
inventar una teoría para su aso particular. A una concesión para 
el aprovechamiento de cierta porción de la corriente del rio, 
Huma servidumbre de aguas* De aquí deduce, que estando las 
servidumbres regidas por el Código Civil, las Provincias no 
pueden lejislar sobre el uso y distribución de las aguas de sus 
ríos. 

£1 representante del Gobierno de Mendoza, demuestra con 
tanta abundancia de erudición y de luces la absurdidad, séame 
permitido decir, de semejante doctrina, que creo eseusudo de- 
tenerme en esforzar su estensa argumentación. 

Ni en nuestra lcjislacion, ni en lejislacion alguna del mundo 
hay tal servidumbre de aguas. 

Las aguas de los nos pertenecen al dominio público; ni por 
la ley, ni por uso inmemorial, ni por título alguno se adquiere 
sobre ellas derecho irrevocable. Constituyendo el elemento pri- 
mero de la vida de la comunidad, la autoridad, los gobiernos 
de Provincia entre nosotros, puede en todo tiempo aumentar ó 
restringir su uso, sin consideración á derechos anteriores, que 
nadie los tiene A perpetuidad , tratándose de cuestiones de orden 
público. Supóngase, por ejemplo, que \aú aguas de un rio dUini- 
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nuyeran ¿sería justo ni posible dejar perecer á lo» qac están 
abajo por respetar á las concesiones superiores ? 

Pero todo esto es elemental. La lcjislacion de Mendoza ha 
podido dictar )as leyes que ha creído conveniente para Ja dis- 
tribución de las corrientes de sus ríos, sin vulnerar derecho 
alguno, y sus autoridades locales son las únicas encargadas de 
interpretar y ejecutar tales leyes. Si el señor üvalle se críe 
perjudicado por el hecho de habérsele negado el empadrona- 
miento de las cuatrocientas cuadras que solicitaba, es dentro de 
las ¡¡utoridades de la misma Provincia que ha debido y debe 
buscare] remedio. 

T, K. lia declarado mas de una vez que la justicia fe- 
deral carece de jurisdicción respecto du los actos que ejerzan las 
autoridades de Provincia, dentro del círculo de sus atribuciones ; 
y para no ocupar por mas tiempo la atención de V. K. sobre un 
asunto debatido ya pur demás, al pedir ú V. K. se sirva declarar 
su incompetencia, terminaré refiriéndome á las causas tomo 0, 
série 2, páginas 2Í9 y 391, y tumo 7, série % página 258. 

Eduardo Costa. 

Buenos Aires, Setiembre 25 de I88fi 

Y vistos : Iíesulta de estos antecedentes, que Don Pastor Ova- 
lie, de nacionalidad chileno, diciéndose dueño de un aprovecha- 
miento de aguas, que clasiOca de servidumbre, en el rio T intu- 
yan de la Provincia de Mendoza, para riego de cuatrocientas cua- 
dras de terreno, por concesión de las autoridades del ramo de 
aguas de dicha Provincia, hecha á su inmediato causante Don 
Adolfo Maza, en treinta y uno de Marzo de mil ochocientos ciu- 
cuenta y cuatro comparece demandando á la citada Provincia 
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por haberle negado su Gobierno el empadronamiento y regis- 
tro de dicha concesión, reputándola caducada por una errónea 
interpretación do diversas disposiciones del Código Civil, y por 
aplicación de las prescripciones de una ley local sobre el uso y 
distribución d ■ las aguas de) dominio público ríe aquel Estado, 
dictada en diez y seis de Diciembre de mil ochocientos ochenta y 
cuatro, que reputa inconstitucional como violatoria de los dere- 
chos de propiedad que consagra el artículo diez y siete de la 
Constitución Nacional, y pide en consecuencia se le declare en el 
pleno y libre uso de su derecho, y al Gobierno demandado, en 
obligación de verificar el empadronamiento y registro de su 
concesión. 

Que contestando el traslado de esta demanda, el represen- 
tante del Gobierno de la Provincia de Mendoza, opone, por una 
parte, que esta Supri ma Corte es incompetente pura et co- 
nocimiento de la cuestión suscitada, por versar ella sobre un 
acto puramente administrativo, luirá por tanto del alcance de 
la acción judicial, como privativo del poder administrador, y 
por otra, la naturaleza esencialmente revocable de la concesión 
euque el demandante basa su demanda y la caducidad efectiva 
de esta, ya con arreglo á las disposiciones del Código Civil sobre 
el derecho de usufructo, ya con arreglo 4 Jas prescripciones mis- 
mas de la ley impugnada por el demandante, que sostiene son 
completamente válidas como emanadas del derecho privativo 
que tiene cada Estado de lejislar sobre los bienes propios de su 
dominio. 

Y considerando, v n cuanto á la excepción de incompetencia r 
Primero: Que según resulta de los antecedentes relaciona- 
dos, se trata en el presente caso do una resolución adminis- 
trativa, que, según el demandante, afecta derechos reales 
constituidos en su favor. 

Segundo: Que cate es, por consiguiente, un caso de conoci- 
miento judicial, que hace necesario el exáraen de las leyes que 
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sirven de fundamento a aquella resolución, a fin de poder juzgar 
do su eficacia y validez. 

Por tanto y atenta la calidad de extranjero del demandante : 
no se hace lugar á dicha excepción. 

Considerando en cuanto al fondo : 

Tercero ; Que con arreglo á las disposiciones contenidas en las 
leyes sexta, título veintiocho, partida tercera, y quinta, título 
diez y siete, libro cuarto, Recopilación de indias, y artículos 
des mil trescientos cuarenta, y dos mil trescientos cuarenta y 
uno del Código Civil, los rios y sus cauces, como todas las aguas 
que corren por cauces naturales, son bienes del dominio pú- 
blico, respecto de los cuales los particulares no tienen otro de- 
recho que el du uso y goce con sujeción a las ordenanzas gene- 
rales ó locales que sobre la materia se dicten. 

Cuarto i Que es incompatible con la propiedad imprescriptible 
v inalienable que el Estada ejerce respecto de estos bienes, toda 
pretensión de un derecho á perpetuidad, perfecto y absoluto.que 
importe en relación al primero, una cnagenacion completa de 
sus dereehos de jurisdicción 6 de administración y distribución, 
siendo de ello una consecuencia rigorosa que nadie puede apro- 
vechar para usos industriales, de las aguas de los rio¡j f sinó en 
virtud de concesión de la autoridad competente y con sujeción 
a las ordenanzas citadas (Código Civil, articulo dos mil 
seiscientos cuarenta y dos). 

Quinto ; Que e^ también un derivado de dichas reglas, que 
nadie puede ti k iier derechos irrevocablementi. adquiridos en 
virtud de concesiones anteriores, que no siendo sinó actos de 
policía y administración, son por su naturaleza revocables y 
puedeu ser revocados, cuando no subsistan los motivos porque 
fueron hechos ó cuando el interés ó las necesidades públicas 
exijan disposiciones diferentes y aún contradictorias. 

Sexto: Que según esto, las leyes generales de la Provincia 
de Mendoza, de veinte y uuo de Kucro de mil ochocientos 
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setenta y uno y diez y seis de Diciembre de mil ochocientos 
ochenta y cuatro, que prescindiendo do las concesiones anterio- 
res en cuanto no hayan sido ejercitadas 6 puestas en ejecución 
por los interesados y con el fin de garantir la existencia de los 
establecimientos ya creados, prohiben, hasta tanto se haga el 
estudio de la proporción de las aguas de los ríos con tos cultivos 
actuales, aumentar los derechos de aprovechamiento indelinido, 
y ordenan el empadronamiento únicamente do los terrenos ya 
cultivados, no pueden ser atacadas como violatorias de derecho 
alguno de propiedad ú otro que no sea el de un goce precario, 
basado meramente en un acto gratuito de la administración, 
que no funda ui puede fundar uu derecho irrevocable sobre el 
cual no puede volverse, sea derogándolo, sea modificándolo. 

Sétimo : Finalmente, que la resolución reclamada no niega 
al demandante derecho al agua necesaria para los cultivos 
actualmente existentes en su terreno, limitándose á hacerlo 
únicamente, según esplfcitamente lo conlirma á foja ochenta 
y seis el apoderado de la Provincia demandada, respecto de la 
mayor extensión que por mas de treinta anos ha dejado aquel 
de cultivar, con ubanduno de sus derechos si los tenía. 

Por estos fundamentos, delinitivamente juzgando se declara 
no haber lugar á la demanda interpuesta y se absuelve en con- 
secuencia de ella ú la Provincia demandada, Xotifíquese con el 
original y repuestos los sellos, archívense estos autos. 

i. n. cnitosTiAf \. -j.ooMix.i t/ 

ULADISLAO FRIAS. — FEDERICO 
IBARCrjREW.— C. S. DE LA TORRE, 
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4 'irs.i < wyii 



El t- tsro, muirá Chalh ¡/ C, /«r ((rfnitnlanoH tic miim if qdtil- 

hruriiui ílc documentos ¡UtblíCOS; sti'irt' hfiwrtirim tUpélitm 

Sumario. - 1" Kí auto sobre pago de honorarios, cura Üeuflii 
s.' contradice, es apelanlo. 

2" l.os honorarios de perita n-uribiadn- de .«lirio. di.'bni ser 
pagados por el Fisco, una Tez verificada h pericia., .salvo lo 
H ue se resuelva por delinitiTu. 



Vaso. — Kn la causa seguida contra Challe y r« p or defrauda- 
ción Je reutas y adulteración ile documento* públicos, el Juez 
Federal nombró á tusprntos señores Aldao- y Hoyo para veríli- 
car un reconocimiento. 

Heclio este, los peritos pidieron regulación de honorarios, 
y en seguida solicitaron su pago librándose oficio al Puder 
Ejeoutiío. 

rallo «Iri Jmm redernl 

Buenos Aire*, Noviembre M do 1885. 

í'oiuo se pide. 

Vtjarriza 

t. xx! ai 
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El Procurador Fiscal apeló y el Juez tu negó la apelación, 
por liallat so consentida la regulación. 
El Procurador Fiscal ocurrió directamente á la Suprema forte. 

VISTA HE!. SE&'tU PIlOClItAllOn GENERAL 

lineóos Aires. >o\¡i'tn1irt* ¡Ni d** l*W. r >. 

Sujiremn Corte : 

La regulación de un honorario es seguramente cosa muy 
distinta á la obligación de pagarlo. 

Si este punto capital no esta decidido con respecto á lo» ho- 
norarios regulados a los calígrafos señoros Aldao y Hoyo, se- 
gún atirma el señor Procurador Fiscal, el olido 1 i lirado para su 
añono me parece por lo menos prematuro. Antes, es necesario 
decidir, sí es la Nación, ó el quedió lugar al recocimiento quien 
deba alonarlos. El señor Procurador Fiscal entiende que no debe 
ser la Nación, y está en su perfecto derecho para reeliiniar de 
una resolución que dá el punto por decidido, no esí ándalo, ú 
que lo decide ú su juicio indebidamente. 

Encuentro por lo tanto su apelación procedente. 

Ktluunh Canta 

F*ll* de I» Suprem torce 

Buenos A ¡reí. Abril 17 de 

Trayendo gravamen irreparable el auto apelado, admítese el 
recurso en rulacion y pasen estos obrados al relator. 

J. DOHISGtEZ, — LLADÍSLaO FIIIAS. — 
FEDERICO MARGCRES. 



UR JUSTICIA 

Vista la causa, so *lictú el 



45! 



Buenos Ain'*, Setiembre tle Ikhií. 

Vistos: Por los fundamentos del auto apelado de Toja 
cielito trece mella, y siendo de cargo del Fisco los honora- 
rios de los peritos nombrados de oficio por el Juez de la causa, 
durante el sumario, se confirma dicho auto, sin perjuimo d<- lo 
que se resuelva al respecto poT la sentencia definitiva; y de- 
vuélvanse . 

j. i; GOROSTrAGA. — j. rjOlUJÍGUE/.. 
— U LADISLAO FRIAS. — FF.hEUlCII 

iHAnr.fiREB- — c . s. iik t.\ TonnE, 

I I dé ti lira rt'pohirínii t|i ilirii'i en U* rausa* ik igual naturaleza, ifgai- 
i!as contra 1 Ualli > l." y Jlarii 1 y C i|iif su sujtriiiiOit. 
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[fon fl<tmon Cúms nmtnt Ik Jffanuttl littsyn t¡ h. Extevan l'anitft: 
sobre inteftlieto posesorio. 

Stttitnrñt , — f" JCn [as acciones posesorias es necesario tener 
ta posesión material, y probar que se tenía en el momento del 
hecho queda Inórala demanda. 

2" No es prueba lie haberla tenido, la escritura de compra- 
venta; póf la que e] vendedor faculta al comprador para turnar 
ta posesión, si no resulta que de hecho la tomó. 

3" No probándose por el demandante ul hecho de la posesión, 
il demandado por interdicto posesorio, tlebf ser absüelto. 

A a Ku los recurso* de apelación en relación, no proceda la 
adhesión á la apelar ion en segunda instancia. 



Casii. — 8e espirea en el 

Pulla úfí Jurv FrdcrMl 

Rosario, (h lnhr* 8 de 1885, 

Y vistos : esto* autos seguidos entre D. liimon Casas, «le una 
parte y I). Manuel líasso y \). Esteran Parudi, de la otra, so- 
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bre interdicto de obra nueva deducido por el primero, de los 
cuales resulta. 

Primera: Que por escritura publica de i Ti de Ke> rero de 
185í>, D. Lorenzo González vendió á Casas un terrem de su 
propiedad, ubicado cu la calle San Juan de esta ciudad, i\ n de- 
claración do está! ya pagado de su precio y de trasmitirle dt íde 
luego su posesión, pidiendo al efecto al Escribano autorizante fe 
diera copia d«l instrumento de la venta (documento de foja I"). 

Segundo: <¿ue por escritura de 20 de octubre de !872, 
vendió de nuevo González este misino terreno, cou una pequfiia 
diferencia en cuanto a su «Munsion por el frente, á 0?. Godo- 
mira M. del Solar, q.Utén ¡í la voz, trece años mas ó menos des- 
pués, en 18 de Junio de 1885, lo retrovendió á los hijos do su 
vendedor, Felipa, Manuela, liamonay Pedro González, por ul 
mismo precio porque lo hubo de aquel, declarando hacerlo en 
rirtnd de un pacto privado de retruventa. preexistente entre 
ella y el citado González (documentos de fojas 21 á 2-1). 

Torrero: Ojie en seguida y cu la misma fecha de la esten- 
sion de la última escritura, tos herederos tlonzalez hicieron 
traspaso de este ¡i los demandador, quienes en su mérito entra- 
ron á ocuparlo ¡i título de dueños y comenzaron en él la cons- 
trucción de un pequeño edificio (escritura de toja 25 y escrito 
y arta de fojas 3 y IT. 

Cuarto: Que en este estado, y apoyándose en la escritura 
citada de foja I*. Casad ha comparecido deduciendo demanda 
contra los citados Bassu y l'arodi por el hecho de aquella ocu- 
pación, acompañando para fundarla, además de la escritura 
referida, el plano y mensura ó medición extrajudicíal, cor- 
rientes á fojas 15 y 16 y la ñuta original foja 17, dirijida en 
de febrero de 1 S4>7 . por el ex-juez de I ' Instancia de esla ciu- 
dad, Dr. 1>. Fernando Félix Allende, al .Tue¿ de Taz de laíi* Sce- 
cion de la misma, ordenándole piner a ('asas en posesión del 
lerr* no aludido, con citación de interesados. 
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Quinto: Final monte, que llamados el demandante y de- 
mandados ¡i juicio verbal, han impugnado estos últimos la 
petición de) primero, desconociendo su posesión y sosteniendo 
ser ellos los únicos dueños y poseedores del terreno en cues- 
tión, presentando para fundar sus pretensiones, aparte de las 
escrituras citadas de fojas 21 ¡125, las boletas del pago de Con- 
tribuciou IHreeta, corrientes ti fojas 18, 1!t y 20 y las declara- 
ciones de foja* 42 vuelta y 28, de las cuales resulta que poco 
menos de un año ¡tutes de la fecha de la interposición de la 
demanda, Absalon Juárez, con permiso de D. Andrés González 
del .Solar, esposo de la antes citada D' C lodomira M. de Gon- 
zález del Solar, construyó y entró ú habitar un runcho en el 
terreno en cuestión, hasta entonces completamente abierto y 
vacío, según el primero Je dichos testigos. 

Y Considerando : Primea: Que tratándose de una obra lie- 
rada ú cabo en terreno que el demandante pretende de su pro- 
piedad, la acción deducida, aunque entablada con el nombre 
de obra nueva, debe reputarse como de despojo y someterse á 
las formalidades y prueba que la ley impone y exije, tratán- 
dose de esta última (Código pin], artículo 2498). 

Sogttmt» : Que para que proceda el interdicto de recobrar, 
es indispensable por derecho que el demandante justifique ha- 
berse hallado por si ó por otro en posesión de lacos¡ien el mu- 
mento del heeho ó hechos que den lugar á la demanda, < Artículo 
2404 del Código Civil y 328 de la Ley de Procedimientos). 

yWrmi: Que el demandante no ha justificado sin embargo en 
el cis-i snb jmlki' t esa posesión, pues si bien por Ja escritura de 
foja i" se \v faculta para tomarla judicial ó cxtrajudicialmeiitc 
á su voluntad y aún so le hace traspasu de ella desde luego, 
declarándosele dispensado de tod jacto material para adqui- 
rirla, no resulta, sin embargo, que de hecho la tomara ni qmíol 
vendedor se desprendiera á su respecto por acto material al- 
guno de la tenencia ó detentación del terruño. 
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Cuarto: Que es de presumir, al contrario, que el último 
continuó en aquella tenencia ú ocupación, y que aún lo hizo 
con ánimo de dueño, puea asi resulta, por una parte, del docu- 
mento de foja 17, en el cual aparece el demandante gestionando 
su misión en posesión de la parte Ubre del terreno aludido, 
diez años después de su compra, hecho que implica que aún no 
había tomado aquella hasta cu tunees ó que si la habia tomado 
la nao i a perdido ú no podia ejercitarla libremente ; y por otra, 
de las pretcnsiones que ya de aquel mismo documento, ya del 
pleito á que el demandante alude en su espusiciou de foja 29, ya 
tinalm* nte ilel hecho de la secunda venta del terreno á un ter- 
cero, sinó también del pago de las contribuciones que constatan 
los documentos de fojas 18 á 20 surje, que el causante del de- 
mandante, con razón ó sin ella, ha mantenido y apuesten este úl- 
timo respecto de la propiedad del terreno en cuestión, procurando 
cambiar y cambian Jo de hecho la naturaleza de su posesión. 

Quinto^ Que por efecto de esto* actos, y no constando que 
laórden de misión en posesirm contenida en el dommento de 
foja 17 baya tenido cumplido efecto, la posesión trasmitida al 
demandante por la entrega del título de foja 1" debió quedar 
en todo caso perjudicada. 

Sato : Que á parte de lo espuesto, en las ac iones posesorias es 
necesario por derecho, cuino antes se ha dicho, probar la pose- 
sión en el momento misino del hecho ó hechos que den lugar á 
Ja demanda, no bastando justificar su adquisición en un tiempo 
anterior Karigny, Itv ta l'ossession 3 85, traducción de liudoriT, 
y edil él, Freitas. artículo 4021; Tn>pIong, /VuriWwn», número 
423, y otros) y el demandante no ha justificado co maneta alguna 
esa actual posesión ni acto alguno posesorio durante el largo nú- 
mero de aüus transcurrid» doü-lu la fecha de su titulo, hasta él 
presente. 

Sétimo: i¿nc los demandados, si no han justificado tampoco 
de su parte ti i por sí ni por sus i alisantes, una posesión de mas 
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d,- un ario, tienen sin embargo en su favor la presunción del artí- 
culo 4003 del Código Civil, según la cual, ellos ó sus causantes 
deben ser reputados poseedores desde la fecba do su título ó 
sea desde el afio i 872. 

ikitwa : Q !10 no obstan á las conclusiones anteriores Jos 
documentos de fojas 33 y 3*, presentado, últimamente por el 
demandante, porque ellos no revela» un acto posesorio pro- 
piamente dicho | porque en todo caso su efecto estaría contra- 
balanceado por los actos citados de los causantes de los 
demandados. 

.Xofem : Que con este antecedente, no necesita el Juzgado 
pronunciarse sobre si los citados documentos de fojas ;J3 y ;tt 
han sido Ú no presentados fuera de tiempo. 

Iheium; Finalmente, que de todo lo espueslo resulta qm* 
es de estricta aplicación al presente caso la regla dv derecho: 
ÁcUirenmi probante feíij iémteüttr. 

^ Por tanto, declaro no haljer lugar á la demanda interpuesta. 
Notífiqnese con el original y repóngase el papel. 

C. S. dé ta Torre. 

Buenod Aires, Setiembre 28 ib» 
Victos : Por sus fundamentos, se continua la sentencia 
apelada de foja cincuenta vuelta, con costas, no haciéndose 
lagar á la adhesión á la apelación por las cortas de primera 
Instancia, por no ser procedente en los recursos de apelación, 
concedida cu relación. Repónganse los sellos, y devuelvan*». 



*. II. COnOSTUCA. — I. DOMINGUEZ. 
— LLAliJSLAí» I III.IS, — FEDERICO 
IBAUCÍfiEN. 
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pon Cárlos (laerke, contra fr*m Juan ItmtHjttn, por cobro de 
jtrsox; sobre infracción (te tu Uuj de sellas 



Sumario. — Kn las obligaciones do pago al contado, debe 
usarse t'l sello correspondiente ¡i las en que no se designe pla/u. 



Caso, — lia el juicio de don í arlos <¡oerke contra llon Juan 
Urcingan por cobro de no eouforniu por la soma de íiNO pesos 
Hl centavos in n , esiendido en sello de un peso, se dictó el 
siguiente 

Biitüái Air*», t-Ybrero liJ de lm*. 

Autos y vistos : resaltando que el documento de foja pri- 
mera es una obligación de dar suma*; de dinrro comprendida 
en la disposición del artículo 018 del Código Civil, por la cual 
se prescribe que compele al Juzgado la defunción di I plazo 
deiilru del que debe cumplirse. Consideran W> (|u.e el Importe de 
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bellos debe abonarse en el momento de otorgarse la obligación 
y que no estando determinado en esta el plazo, es perfectamente 
aplicable Indispuesto en la tercera parte del artículo segundo 
de la ley de sellos. Que no representándola estampilla de foja 
primera un valor equivalente al medio por ciento de la suma á 
pagarse es evidente que el actuario ha cumplido con los deberes 
que le impone el artículo 37 de la ley citada .poniendo la nota 
de e no corresponde » de que se ba dado vista en el auto de foja 
dos vuelta, Por esto, y no obstante el dietámen del Procurador 
Fiscal, intímese ai interesado abone en sellos, dentro de tercero 
día, la multa en que lia incurrido, con destino al fondo común 
de Escuelas, comunicándose por oiicio al señor Presidente de la 
Comisión Nacional de Educación. Hepóngase ul sello sin mas 
trámite. 

\'ir¡¡ilio W. />'(/ fíí 

VISTA DEL SESOIl PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte: 

Aunque el documento de foja tres un lo esprese, de su misma 
naturaleza se desprende que él importa una obligación dé pa- 
gar al contado. Así se entienden hechos todos estos suministros 
de artículos de consumo diario, siempre que esplíeil amenté no 
se haya estipulado Lo contrario, es decir, un plazo; du lo que no 
se hace mención alguna en el presente caso. 

Estoy, por esto, de acuerda con el Procurador Fiscal, y pienso 
que el sello usado en el espresado documento es el que corres- 
ponde á una obligación que debe pagarse iniiehu antes de los 
noventa días. 

Eduardo Costa 
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Fallo de I» ««prriii* Corte 

JÍuchus Aires, Setiembre 3(> di- US8H. 

Vistos: Kstundo decidido por esta Suprema Corteen el caso 
de los señores Stuart Williams y C* contra don O. Carlsen, que 
en las obligaciones en que no se designa plazo, debe usarse el 
sello fijado por la tercera parte del artículo s?gundo de la ley 
de sellos vigente: se continua el auto apelado de foja cuatro 
vuelta. Kepueatos los sellos, devuélvanse. 

J. II. GOROSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. — 
D LADISLAO FRIAS* - FEDERICO IRAR- 

í;0ren. -es. de la torre. 
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B, tiaimnt Atmrez de Tufada ó hijos, nmtru dan H fttresluu Vor- 
ki t parruiNfiltinfanto de una cláusula de contrato de sociedad, 
sobre competencia. 



Sumario, — peol anulo válido el cdiitta|o de sociedad en el 
cual se estipula ojie todo desacuerdo en tic >ócios dObe ser 
resuelta por arbitros, la pretensión de asumir [a administración, 
invocad» por uno y contradicha por otro do los s.'ietos, tiene <}ut> 
ser resuelta por v\ tribunal arbitral. 



Cilio. — Kl caso se explica cu el 

fallo tlrl Juri Irdrrttl 

¿prririitfs. .M.irz>» la «Ji* 1KNH. 

Y vistos: Don Wenceslao Yorki fué demandado por Don Üe- 
*idem 1>. liante apoderad»! de los señores fóludo, pura 0,111» se 
declarase nula la sociedad que e;'tus habían celebrado ímii aquel 
por no haberáido registrada la i srrítura de sociedad que presentó; 
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| por rúenla se parada .pidió que seieclarase que t-. i nía derecho de 
administrar los bienes sociales en unión con el demandado, por 
haberse negado éste ¡í darle participación en h administración.— 
Yorki. formando artículo de previo y espacial pronunciamiento, 
opone cscepcíon do incompetencia de este Juzgado, por haberse 
esl ¡pillado en el contrato social, que todas las cuestiones que sur- 
jan entre los socios serán decididas por arbitros. Con lo espues- 
to por la parte do los so íi ores Toledo. 

Y considerando: Primero. Que esta cuestión esde carácterur- 
Seiitc y accesoria a la principal sobre nulidad del contrato social, 
puesto que se trata de resolver si los Toledo tienen no dereclio 
de administrar con York i los bienes sociales qne éste administra 
solo; y habiendo esté Juzgado n-sneltola cuestión sobre nulidad, 
sin que pi»r parle de Yorki se haya pretendido que debiese ser so- 
metida ú arbitros, debe también resolvéroste incidente sobre 
administración, por ser principio inconcuso que el Juee de lo 
principal, es competente par í conocer de lo accesorio y de los 
incidentes del juicio. 

Segundo: Que la cuestión promovida por los socios de Yorki t 
sobre nulidad del contratosocial, por no haber sido inscrito en el 
Keg¡$trQ Público de Comercio, aunque haya sido fallada en 
i r " Instancia en el sentido de la validez, por ser civil la 
sociedad celebrada, está aún pendiente ante la Corte Su- 
prema por apelación quede ella interpuso la parte de Tole- 
do; y por lo tanto, no es procedente pedir que la cuestión 
sobre administración délos bienes sociales sea resuelta por arbi- 
tros con arreglo al contrato, pues -i ta Corte continua la senten- 
cia, recién sería llegada la oportunidad de exigir e! cumplimien- 
to del contrato social, y por el contrario, sí la revoca, se proce- 
derá á su liquidación ; mientras que, por otra partí-, es urgente 
resolver quién ha de administrar los bienes sociales, y si los 
Toledo tienen derecbo á tomar parteen la administración, cuya 
cuestión, siendo incidental del juicio principal, debe serresuolta. 
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por el mismo tribunal que conoce de este, al menos en cuanto á 
la administración provisoria mientras dure el pleito sóbrelo 
principal y Ta causa no sea sometida á arbitros. — Por estos 
fundamentos, no se hace lugar á someter esta cuestión sobre 
administración, á arbitros, j ae declara que este Juzgado es 
competente para conocer de ella. Kn su consecuencia, la parte 
de YorLi evacué derechamente el traslado pendiente. — llága- 
se saber con el original y repóngase. 

Urna. 

Falto de I* ftitpr+MMi C«rle 

JWno* Aírrs, Setiembre .10 de 1880, 

Vistos: estando declarada por sentencia ejecutorioda la vali- 
dez del contrato de sociedad celebrado entre los señores Toledo 
y York i; y de conformidad á ta cláusula once de dicho con- 
trato, se reroca el auto recurrido de foja veinte y dos, decla- 
rándose que esta causa debe ser remitida al conocimiento de 
arbitros arbitradores amigables componedores. Kepucslos los se- 
llos devuélvase. 

i. n. gorostuca. ~ j. domiwhez. 

— ULAMSLAO FRÍAS. - FEDERICO 
IRARGÚRUf.— C, S. I>£ LA TORRE. 
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Don José i 1 , ¡*arhda t mitra Doña Hetfma Gallardo de Galana, 
por cumplimiento <fó nwfnitn; sobre falta tUpMmíéña y 
nulidad de lo artuado. 



Sumario. — I o El pnJcr conferido para demandar la nulidad 
de' un contrato, es bastante para contestar ta demanda deducida 
sobre su cumplimiento, oponiendo la esccncion de nulidad de 
dielio contrato. 

2" Kl poder conferido en seguida para contestar esa deman- 
da, importa una ratificación de lo obrado. 



Cató. — Se esplica por el 

ralle 4*1 Jtit* Federal 

raranü, Hayo li'tle 188*1. 

Y vistos: en el incidente sobre nulidad promovido porta 
parte demandante, resulta: — Que Don Domingo Balugera, por 
Don José V¿ Pórtela, se presentó demandando á Doña Dclfina 
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Gallardo dcGalarza el cumplimiento de un contrato de compra- 
venta de una casa y el pago de los daños y perjuicios causado, 
por la demora. 

Que Don Tomás Otario se apersonó y contestó la demanda por 
la señora Gallardo, con el poder de en que se le faculta para 
demandar la nulidad de la escritura de venta de una finca de 
propiedad de la espresada señora, que aparece otorgada á favor 
de Don José Pórtela. 

Que recibida la causa á prueba, Balugera solicítala anulación 
de lo actuado, por carecerO taño de poder bastante; y corrido 
traslado, éste presenta ol poder de f..., por el cual la misma se- 
ñora Gallardo lo faculta para contestar la demanda y sc-uir el 
juicio que le promueve Pórtela sobre cumplimiento de contrato. 

Y considerando: Que el poder conferido para demandar 
es bastante para escepciouar, siempre que se deduzca como 
• icepcion el mismo derecho que según el poder debió ejer- 
citarse por vía de acción ; pues este cambio de rol no impo- 
ne mayor responsabilidad al mandante y conduce al mismo fin 
por el mismo medio que éste se propuso : Que por consiguiente' 
la contestación i la demanda presentada por Otaño alegando la 
nulidad del contrato cuya ejecución solicita la parte do Pórtela 
está dentro de los términos del mandato de f... sin que pueda 
decirse que se refiere ú un negocio distinto. 

Que independiente decsto, el poder rusentado á f... confiere 
úütafio en términos expresos la facultad de contestar la de- 
manda de Pórtela, sobre el cumplimiento del contrato de venta 
de una casa, lo cual importa una implícita ratificación de lo 
obTado por Otaño, pues es precisamente lo mismo que se le 
autoriza á hacer (art. 1035, Céd. Civ.). 

Forestas consideraciones, no se hace lugar á la nulidad que 
se solicita, con costas, entendiéndose que el término para pro- 
bar sigue corriendo desde la fecha en que se notifique este auto. 

T. Pinto. 



> 
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»'«••• 4e la Kuprrm* C**tm 

Ruónos Air**. Sciifinlir» 30 d> J88fi. 

Vistos : por sus fundamentos, se confirma con costas, el auto 
apelado de foja treinta y nueve; y repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

J. n. GOUOSTUGA.— J. OOMINGUEZ, 
- UUIMSUO FIIIAS. ~ fetiemco 
mARfiCREPf. ~r t . s. m l A TOItllE. 



CAUMA 1WA1I 



K Angel Peiuffo, rantm D. Federico Lacróte; 
sobre serpittmnbr*' 



Sumario. — V El interdicto de retener la posesión de una 
servidumbre de tránsito, no es otra cosa que la acción con- 
fes oria. 

2' Para que esta sea admitida, Imsta que el actor pruebe su 

f. XXL ^ 
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derecho de posición sobre el inmueble dominarte, y la consti- 
tucion de la servidumbre activa que se trata de impedir por el 
demandado. 



Caso. — He esnli ;a por el 

Wm%%m 4el Jim IHer»l 

[lúe nos Aires, Mayo S *Jf 1HW¡. 

Vistos: estos autos promovidos por D. Angel PeUifTo contra 
D. Federico Lacroze, con el objeto de restablecer el libre ejer- 
cicio de una servidumbre de tránsito sobre un fundo di:l de- 
mandado. 

Y considerando: fímméro: Que la acción deducida por 
PelulTo con el nombre de interdicto de retener la posesión de la 
sevidumbre enunciada, no es otra co-;i que la acción confesoria 
que acuerda el artículo 2797 del Código Civil, contra píen 
quiera que impida los derechos inherentes á la posesión de 
otro ú sus servidumbres activas, con el iin de que estas sean 
restablecidas en su libre ejercicio; pues como lo establece el 
artículo 2489 del Código Civil, las acciones posesorias propia- 
mente dichas, solo corresponden á los poseedores de immuebles. 

Segundo: Que según el artículo 2798 del Código Civil, a! 
actor le basta probar sn derecho de posesión sobre el inmueble 
dominante y su servidumbre activa cuando fuese este el derecho 
impedido, sin que sea necesario, por lo tanto, exijirle la prueba 
del uso permanente, el cual depende de la naturaleza de la 
servidumbre, que en el f aso sub-judice es discontinua, y de las 
necesidades del propietario del predio dominante, en vista de 
las cuales fué establecido, que no están sometidas a reglas de- 
terminadas. 
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Terrern: Que el demandante lia comprobado los dos cstremos 
indicados, par medio de las escrituras de fojas i y C8,dc las cua- 
les resultan sus derechos de dominio y posesión sobre él fundo 
dominante por compra hecha á Don Alfonso Bernasconi, quien 
lohubo de Don JosóFriay, propietario también del fundo sir?iento 
antes de pasur al deminio del antecesor de Lacroze. Presbítero 
Scavini, quien ul adquirir esta segunda fracción aceptó la ser- 
vidumbre en cuestión puesta por Friay, sin otra limitación que 
la de durar mientras no se abriera una calle pública pioycctada 
en los fondos del terreno. 

Cuarto; Que el demandado no ha negado que su título 
tenga la limitación referida constitutiva de la servidumbre de 
tránsito á furor del fundo perteneciente hoy á Peí uno, de que 
huce mérito la clausula inserta en Ja escritura defoja53, ratifi- 
cada por Bernasconi á favor de aqm-1 en la de foja i\ limitando 
su defensa á sostener la improcedencia deí interdicto de rete- 
ner, por no haberse hecho uso de la servidumbre durante mas 
de un año. 

fjHÍnto: Que tratándose de una cosa incorporal, cual es el de- 
recho de servidumbre, el ejercicio de las acciones que de ella 
se derivan no puede ser sometido á las mismas reglas que rigen 
para el de las acciones posesorias, que tienen por antecedente 
legal la posesión de cosus corporales, pues el uso de una servi- 
dumbre no constituye en el derecho una posesión, sinó una 
jtm'ipoitmio ó cuasi ¿tmessio, w¿un la denomina el derecho Ro- 
mano y el du las Partidas. 

Sexta: Que además, para establecer un punto de partida 
cierto al no uso, capaz de crear ó extinguir derechos, es nece- 
sario que el dueño de la linca gravada haya impedido con buena 
té el uso de la servidumbre, como por ejemplo, en el casoíiíó- 
j infice, cerrando la puerta que da acceso al terreno sirviente, 
pues como lo ensena Gutiérrez, Estudio» funda menta tes sobre 
et derecha Español, si el non embargase asi la servittimbre. 
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aunque el dueño del predio dominante, no hiciere el uso ron- 
cedido no por ello lu perdería». 

Sétimo: Que la inspección ocular ha constatado la existen- 
cia de una puerta que puede ser abierta del predio dominante 
sin obstáculo alguno del lado opuesto y el demandado no ha 
presentado prueba bastante para demostrar que él ó sus ante* 
cesores hubieren producido netos positivos para impedir el uso 
de la servidumbre, siendo los dos testigos presen tados, de refe- 
rencia, uno al dicho de Hernaseoni y otro, al de Scavinj, sin de- 
terminar en qué han consistido esos actos ni la ¿poca en que 
tuvieron lugar. 

Por estos fundamentos, y no habiéndose alegado ni compro- 
bado el cumplimiento de la condición impuesta á la duración de 
la servidumbre, fallo condenando a Don Federico Lacroze a 
dejar esta espedita, y respetar los derechos de) actor en la forma 
v ostensión que espresa su título. Notifícese con el original. 

Virgilio M. Tedia. 

rail» d« lu ftwpwsaa C*H« 

lineóos Aires, Ocmbro 2 ile ItiWi. 

Vistos: Tor sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
apelado de foja ochenta y tres; y devuélvanse, prívia reposición 
de sellos. 

J. B. COROSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. 
ULADISLAOFUIAS. — FEDERICO 
iDARGfiREN, - C. S. DE LA TORRE, 
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Don Márcos Guirlanda contra Ifan Ignacio romas-, sobra 

obligación á oro. 



Sumario. — La obligación contraída en moneda nacional oro 
con esclumm de (oda otra, popel moneda creado ü por crear, tic 
curso teyal ó forzoso, debe ser satisfecha en oro, ó su equiva- 
lente en moneda de curso legal. 

MI* 4*1 J»ea rcJerol 

Rosario. Pdiruro 21 de INH'í. 

Y vistos : estos autos ejecutivos seguidos por Don Marcos 
Guirlanda contra Don Ignacio Comas, en el incidente sobre 
consignación, promovido á foja 1 1 por el último. 

Y considerando: 

Primero : Que la escritura de préstamo, corriente á foja I*, 
qno sirve de base á la presente ejecución, esplfcitamcntt 1 impone 
al deudor el deber de solventar la deuda en la misma moneda 
nacional oro recibida por él, con exclusión de totía otra, papel mo- 
neda creado ó por crear, de curso legal ó forzoso. 

Segundo : Que es tu cláusula hace ver claramente la inten- 
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cion de tos partes de que el pago se haga en oro efectivo y no 
en moneda de otra especie, y mucho menos en papel do curso 
forzoso, aún admitiendo como cierto, no obstante que lo con- 
trario resulte del título do la obligación, que la cantidad del 
préstamo fuera entregada al deudor en billetes banearios : 
I a porque estos no teninn a la fecha de la obligación 
el carácter de moneda legal y tos interesados no pudieron por 
tanto referirse a ello* ó mencionarlos como moneda; 2 o por- 
que siendo ellos en aquella época convertibles ú su presen- 
tación y á la par de su valor escrito, resultaría siempre que 
el demandado recibió entonces el mismo valor que hoy se le 
cobra, siendo completamente accidental y sin importancia aé£ 
que de su propia voluntad recibiera el préstamo cu dichos bi- 
lletes por su valor escrito, representativo del oro y nú en 
oro materialmente; y 3° porque la esc 1 unión que se hace 
para el pago de todo papel moneda creado ó por crear, de c urso 
legal ó forzoso, carecería de sentido, si no se entendiese esclu- 
yente precisamente de todo billete de ese género. 

Tercero: Que por la ley general de monedas de 5 de No- 
viembre de 1881 (art. 5") como aún por la de iuconverBion de 
13 de Octubre de 1885(art. 3"), se hallan espresamente auto- 
rizadas y declaradas á salvo las estipulaciones á moneda espe- 
cial ó contraidas en relación á una determinada especie de 
moueda nacional ú estranjera; decidiendo por el mismo hecho 
ambas leyes, que tales estipulaciones deben ser cumplidas en 
la moneda en que se lian cuntraido. 

Cuarto : (Juo estas leyes implican forzosamente la libertad 
de pactar, la esclucion ó no admisión en los pagos de cualquier 
especie de moneda nacional y la validez de las convenciones 
contraidas á tal respecto, pues pudiendo esclnirse por la esti- 
pulación á moneda especial todas las clases de monedas menos 
una, sería incongruente que no pudiese válidamente estipularse 
la esclusion especial y determinada de una ó mas de ellas. 
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un tuto : Que no hay mas salvedad á estas disposiciones que 
la relativa ú los billetes bancaríos á que alude la última de 
ellas, duel Arándolos moneda de curso legal y de aceptación obli- 
gatoria en pago do tules obligaciones, soto por su valor cor- 
riente. 

Sesto : Que por consiguiente, estipulada la obligación de foja 
1' en los términos en que lo ha sido, es indudable que no puede 
ser solventada con aquellos billetes por su valor escrito, según 
lo pretende el demandado, con violación, ya de aquellas leyes, 
ya de su propia convención. 

Por tanto, y de conformidad además ú. la disposición de los 
artículos 1197 y 700 del Código Civil y 200 y 952 del Código 
de Comercio, declaro que la consignación de foja 10, es insufi- 
ciente á cubrir el valor adeudndo, y que en consecuencia, debo 
proseguirse la presente ejecución, librándose mandamiento 
según lo solicitado á foja 10 por la diferencia entre el valor 
adeudado y el consignado, según el curso del cambio que se 
acredita existir en esta plaza, entre el oro efectivo y la moneda 
consignada, intereses y cestas. Xotifiquese con el original y 
repóngase el papel. 

€. S. de ta Torre, 

Unenos Aircs, Oi-iuIhy 5 dé UWJ. 

Vistos : Por sus fu ndu montos, se confirma con eostas el auto 
apelado de foja dios y odio; y previa reposición de sellos, de- 
vuélvanse, 

J. II. GOKOSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. 
— FEDERICO UlAHGCltES, 
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CAVIA CXXSIV 



Criminal, contra ¡K Estanislao Aconta y otros, por defraudación 
tic rentas nacionales y falsedad : sobre escareelacton . 



Sumario. —No procede ta cscarcelacion provisoria, en los de- 
litos cuya pena es de dos á cuatro años do trabajos forzados, y 
cien á mil pesos de multa. 



Caso . — En la causa criminal seguida contra el ex-guarda D, 
Estanislao Acosta y otros, por defraudación do la renta nacional 
y certificación de hechos falsos, á la petición de Acosta, so- 
bre encarcelación bajo fianza, se dictó el siguieute 

MI* M lm F «4 eral 

Corrientes, Utñl tde 1886. 

Y Tistos : Considerando : Primero-, Que si bien la ley de 
procedimientos en materia criminal de la Provincia» ha dado 
facultad al Juez para conceder lu cscarcelacion bajo fianza aún 
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cuando el delito merezca la pena corporal de prisión que no 
esceda de tres años* nada ha dicho de la prisión con trabajos 
forzados, la cual es una pena diferente de la de simple prisión. 

Segundo: Que aún cuando esto no fuese así y pudiera decirse 
que lo dispuesto para la prisión se debe estender aunque Ueu 
consigo la de trabajos forzados, el artículo 374 del Código citado, 
solo faculta al Juez para conceder la escarce lacion cuando el 
máximum de la pena no e&retla de tres años de prisión n arresto, 
7 en el presente caso, el hecho que motiva la prisión, es penado 
por la ley con el máximum de cuatro años de trabajos forzados 
y por lo tanto, no puede el Juez conceder la escarcelacion pedida, 
aunque el fiscal haya solicitado el mínimum de la pena seña- 
lada por Ja ley. Pot estos fundamentos y de acuerdo con lo 
espucsto y pedido por el fiscal ad hoc, no ha lugar á la escar- 
celacion bajo de fianza que solicita el defensor del procesado 
Acosta. Hágase saber y repóngase. 

luna. 

VISTA DEL SESOR PROCUHADOH GBSBIUL 

Suprema Corte: 

El hecho de que se hace cargo al recurrente Don E. Acosta, 
es que, en su carácter de guarda, puso el conforme á dos guías 
de removido sin haber verificado personalmente sí las merca- 
derías que se suponían embarcadas en Corrientes, lo habían 
sido en realidad, cuando por el contrarío, resultaba evidente que 
venían del Paraguay. 

Dice en su descargo el procesado, que puso el conforme en 
confianza, y bajó la palabra del empleada que estaba á bordo 
del vap.ir que conducía las mercaderías en cuestión. 

No arroja el sumario datos bastantes para apreciar ai la falta 
del ex-guards procede de una criminal confabulación con Jos 
defraudadores de la renta pública, ó de una culpable nejjli- 
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gcncía en el cumplimiento de loa deberes de su puesto. Y 
sobre este particular, el parecer de los representantes de la 
acción pública le es más bien favorable. 

t No considero, decía el Procurador Fiscal , al formular su 
acusación á foja 306, que el ex-guarda Acosta haya faltado á 
sus deberes con la intención de defraudar al Fisco, sinó que lo 
ba Lecho por ignorancia o inconscientemente. Xo creo tampuco 
que lo haya hecho con el objeto de lucrar, teniendo cu cuenta 
su posición social, y la insignificancia del valor de las mercan- 
cías. Por estas breves consideraciones, terminaba aquel funcio- 
nario, soy de opinión que debe V. S. dar por compurgada la 
pena que pueda corresponder al procesado con el tiempo qne 
llera de prisión * . 

Kl Juzgado entendió que la causa debía continuar. El Pro- 
curador Fiscal, nombrado con este objeto, dijo á su vez lo 
siguiente: «¿Fué cohechado este guarda? Nada puede afir- 
marse sobre el particular, porque nada ha podido descubrirse 
á su respecto. Al contrario, mas bien parece que ha cometido 
el delito por un mal entendido sentimiento de condescendencia, 
porque preguntado por qué puso el conforme sin haber presen- 
ciado el embarque de !a yerba, respoudió que porque el guarda 
Vidal le pidió que lo hiciera » . 

lie esta? 1 ¡jeras referencias se deduce que el delito cuyo 
castigo se persigue en este caso, no está aun suficientemente 
caracterizado. ¿Será el de falsedad, en los términos del artículo 
05 de la ley de Setiembre, según se pretende? 

Las ulterioridadis del proceso lo dirán ; mientras tanto, no 
encuentro justo prolongar por más tiempo una prisión que muy 
en breve cumplirá ya un año. 

Pido, en consecuencia, la revocación déla sentencia recurrida; 
y que haga lugar V, K. á la escarcelacion solicitada. 



Eduardo Costa. 
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rail» 4e la iNfrcnM tferte 

Buenos Aires, Octubre ó de 18W>. 

Vistus : Atenta la naturaleza del dctito do falsedad, deque es 
acusado el ex-guurda Estanislao Aconta, y la pena que para 
este delito señala el artículo sesenta y cuatro de la Ley Na- 
cional Penal, se con Gruta el auto apelado de foja seis, por el 
que no se hace lugar á la escarcelacion solicitud»; y devuél- 
vanse. 

J, II. COBOSTIACA, — J. DOMINGUEZ 
— ILADISLAO ERUS, — FEDERICO 
IBARCOftliW. — €. S. DE LA TORRE* 
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CAUDA CXXXV 



I pmMtéro ti Manuel Jforco, contra I). Domingo llomhal. por 
compltmiento tic un contrato de cornea- venia,- sobre declara- 
ción testimonial. 



Sumario. - El hijo de una de las partes, puede ser presen- 
tarla por la otra como testigo, para reconocer la firma de un do- 
cumento otorgado por él. 



Caso. — En la cansa del presbítero]). Manuel Marco contra 
f Don,in 8° B °n>»>ul ( sobre un contratodc compra-venta, abierta 
á prueba, el primero presentó como testigo á D. Domingo E 
Bomba), hijo del segnudo, para reconocer la lirma puesta por 
el en un documento. 

Hecha oposición por el testigo, fundado en ser hijo del de- 
mandado en contra del cual se pedia la diligencia, se dictó el 

F*i«» del j m rc4«r*l 

McrnloM, Febrero 23 úe itm. 
Visto: el presente incidente sobre negativa del testigo I), üo* 
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mingo K. Itombal ú prestar declaración en la presente causa, 
fundada en el hecho de ser liijo del demandado I). Domingo 
Itombal. 

Y Considerando; Primero: Que la Ley N'aciona) de Procedi- 
mientos no contiene disposición alguna que prohiba la recepción 
de una declaración por razón de parentesco entre el testigo ofre- 
cido y una de la» partes litigantes. 

Segundo: Que si bien es un principio establecido en las leyes 
modernas de procedimientos, que no pueden ser presentados co- 
mo testigos contra una de las partes sus consanguíneos o aliñes en 
linea directa, este principio no es de aceptarse cu absoluto ni 
considerarse de aplicación al caso presente en que» según se lia 
manifestado» la declaración de que so trata debe versar sobre 
un hecho que le es personal al testigo y que se dice ejecutado por 
él mismo, cual es el otorgamiento del documento de f... Por lo 
tanto» se declara infundada la oposición del Sr. Itombal á pres- 
tar la declaración solicitada, y en consecuencia» se ordena su 
comparecencia A tal objeto, para ta audiencia del segundo dia 
hábil á las 8a, m., después del de su notificación bajo los aper- 
cibimientos de ley. — Hágase saber y repóngase el sello, 

Juan del CampiNa. 
Vmtfr 4e la Suprema C«r«e 

Hueiios Air**; Octubre 1-í da 188IÍ. 

Vistos: por sns fundamentos» se confirma con costas el auto 
apelado de foja noventa y nueve; y devuélvanse, previa repo- 
sición de sellos. 

J. a. COROSTIACA. — J. DOMinciJEZ. — 

uladislao fui as (en disidencia). — 

FEDERICO IBARCrjIlEN. — C. S. DE LA 
TORRE. 
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DISIDENCIA : 

Vistos y considerando; Que aunque la ley nacional de proce- 
dimientos nada determina respecto al punto en cuestión, pres- 
cribe sin embargo, que son supletorias las leyes preexistentes 
sobre procedimientos judiciales. 

Que según ellas y la doctrina general, es principio estable* 
cido que, aún en cansas civiles, los hijos no pueden ser obliga- 
dos á declarar contra sus padres (L. 245 del Estilo, y II, tit. 16, 
Part. 3; Castro, N" 187; Estoves Saguf, n D 485; y otros). 

Que esto importaría el reconocimiento ordenado del docu- 
mento de foja 90, que rehusa hacer D. Domingo K. Uombnl, 
hijo del demandado, presentado como testigo contra él. 

Que la ley no distingue si el hecho sobre que se ha de decla- 
rar, Bca ú no personal del hijo, y su objeto es que éste, aten 
tos los estrechos vínculos que to ligan a su padre, no pueda ser- 
testigo contra £1, si nú rol untar ¡amenté. 

Que, por lo mismo, la circunstancia de tratarse de un hecho 
persona] de dicho Bomba!, no es motivo suficiente para dejar 
de aplicar la ley, y sí mas bien para cumplirla, puesto que, 
precisamente, el caso en cuestión, es el previsto por ella. Por 
estos fundamentos se revoca el auto apelado de foja 99 y pre- 
via reposición de sellos, devuélvanse. 



ULAMSI.AO FRIAS. 
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Cinrk 1/ t'\ contra Hume y Hermano * par nulidad de un 
Ututo; subte competencia. 



Sumarte. — La Corte no puede conocer en reclamos que no 
vienen ¡i ella por apelación, ni por contienda de competencia* 
n¡ como caso de superintendencia. 



Cuso. — So c-s plica en la 

vista ni:i, skSob Pttocutunon gehena i. 

Suprema forte. 

En los autos seguidos entre Hume j Clark, sobre nulidad de 
un laudo, Hume recusó A todos los miembros de la Cámara de lo 
Civil, por haber manifestado opinión ; y aceptada la recusación, 
se formó una Cámara especial con abogados de este foro. 

Dictó esta Cámara ud/mesu sentencia, reconociendo la vali- 
dez del laudo, y los autos volvieron en consecuencia al Juzga- 
do inferior, pnra la ejecución consiguiente. 
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En este estado, Clark apela de hecbo de la providencia de 
dicho Juzgado, para ente la Cámara de lo Civil. 

Hume ocurre entonces á la Cámara ad Aoc, aduciendo que 
es ella la única competente para conocer de los incidentes de 
la ejecución de su sentencia, y pidiéndola sostenga su jurisdic- 
ción, y prevenga á la de lo Civil so abstenga de dictar ulterio- 
res providencias. 

La Cámara especial, sin promover lacuestiou do incompeten- 
cia, se limitó sí pedir día de lo Civil la remisión de los autos. 

Negóse esta, fundándose en que, pronunciada la sentencia, 
había desaparecido la causa de la recusación y había ella reasu- 
mido su jurisdicción originaria. 

La Cámara ad hoc t insistió en pedir la remisión, y como la 
titular no los remitiera, ha ocurrido á V. K. pidiendo la ordene 
remitirlos autos, sin los que, dice, no puede promover la cues- 
tión de competencia. 

El proceder de la Cámara especial no es correcto & mi juicio. 

En el escrito de Hume, foja I, y en sus propios recuerdos, de- 
bió ella encontrar elementos bastantes para iniciar la cuestión 
de competencia, en vea de pedir simplemente los autos. 

La Cámara titular, con la conciencia de su competencia, ha 
obrado acertadamente, á mi entender, al no desprenderse de los 
autos, porque ello hubiera importado reconocer jurisdicción en 
la Cámara ad hoc. 

Ahora bien, en este estado de la causa, no viniendo ella á esta 
Corte, ni por apelación, ni por vía de competencia, no veo como 
pudiera V. E. tomar la participación que se le pide, y ordenar 
la remisión de los autos en cuestión. 

La Cámara de lo Civil puede haberse equivocado al retener- 
los, pero usa en ello de un derecho propio y legítimo que escapa 
i la superintendencia de esta Corte, que invoca la especial en 
su favor. 

Opino que no debe V. E. hacer lugar á lo que la espresada 
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Cíinara especial solicita, dejándola en libertad para promover 
la cuestión (Je competencia en debida forma, si lo cree con- 
veniente. 

Eduardo Costa , 

r«IU 4e I» Haprem t'«rl« 

Ruónos Aires, Otílubrij I I Je 1 880, 

Vistos en el acuerdo : Xo viniendo por apelación el inci- 
dente que motiva estas actuaciones, ni por vía de competencia; 
pues esta no se ha formalizado todavía, según resulta de los 
antecedentes acompañados; y no siendo tampoco, dados los tér- 
minos del artículo noventa y seis de la ley orgánica de los Tri- 
bunales de la Capital, un caso de superintendencia el de que se 
trata, se declara de conformidad á lo espuesto por el Procurador 
General en su precedente vista, que no le corresponde á la Su- 
prema Corte tomar en la causa la intervención que por la Cá- 
mara de lo Civil adhoc se solicita. Comuniqúese por oficio esta 
resolución a" dicha Cámara y devuélvansele estas actuaciones, 
debiendo ante ella reponerse los sellos. 



i. n. corostiaga (en disidencia). — 

J. DOMINGUEZ. — ÜLADlftiAO FRÍAS, — 
FEDERICO IBARGCHEN — C. S. DE LA 

torre (en disidencia). 



DISIDENCIA 

Vistos en el acuerdo: Considerando, en cuanto á lacompetcn- 
ciado esta Suprema Corte para decidir en el presente incidente : 
Primera: Que es una regla y un principio general de dore- 
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cbo que el Tribunal competente pura juzgar en lo principal de 
un negocio, ya en primero, ja en última instancia, lo es también 
respecto de los incidentes que surjan con ocasión dtl mismo, 
ya previamente á la introducción de la demanda en n-laciou ü 
formalidades indispensables ú esta, ya en el curso del procedi- 
miento. 

Segundo: Que por consiguiente, deferida A la Suprema Cor- 
te, por el articulo 04 de la ley de 15 de Diciembre de 1881 1 la 
facultad de decidir las contiendas de competencia que se susci- 
ten entre las Cámaras de Apelación de la Capital, es evidente 
que á menos de cercenar la jurisdicción plena y completa con 
que tal disposición inviste á este Tribunal, que debe entenderse 
lójica y virtualmente comprendida en elia el juicio y decisión d e 
todos aquellos incidentes que surjan en los preliminares de la 
contienda de competencia y de la regularidad de todos los actos 
conducentes 0* que se reputen necesarios para hacer posible su 
formación. 

Por este» fundamentos, se declara que esta Suprema Corte es 
competente para conocer y resolver en el presente incidente. 

Kn cuanto al fondo: Considerando que el acuerdo de foja 5 
ofrece todos los antecedentes necesarios pura la formación de 
la competencia á la Cámara de lo Civil, si ella procede : no ha 
lugar á lo pedido por la Cámara ad Aóc, y devuélvansele estas 
diligencias para que resuelva lo qne considere de justicia. 

J. B. 00R08TUGA. — C. S HE LA 
TORRE. 
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M limito kgm del hh de la Hala, contra IK Federico mtter: 

sobre ottliyacion á oro 

Sumario. - La obligación contraída á oro sellado del valor 
nrtual precisamente Diciembre de 1884), con esrtusion 

de billetes de curso Humado forzoso, ú otra cióse de moneda 
f* l >uetla ser m leyes ó dis/msieione* á ese efecto 

debe ser satisfecha en moneda do 010 ó su equivalente 



rail* 4*1 Jwr* FMfral 

Rosario, Febrero Si ,| a iftjíJ. 

Vistos restos autos ejecativos seguidos por el Banco lacles 
del Itio de la Plata, contra don Federico Müller, en el incidente 
sobro consignación, promovido á foja 14, por el último 

t considerando; Primero: Que el documento do foja 1 que 
s.rve do base á la presente ejecución, esplícitamente impone al 
deudor el deber de solventar la deada en mondas de oro se- 
Hado del valor actual (tote üiciembrede 1884). precisamente, 
con esctuswn debúteles de curso llamado forzoso ú otra clase 
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de moneda yue pueda ser establecida por leyes ú disposiciones 
á ese efecto. 

Segundo : Que por la ley general de monedas de 5 de N oviem- 
bre de 188! (artículo 5) como aún por la de ínconversion de 13 
deOctubrede 1885 (artículo 3), se hallan espresamento autoriza- 
das y declaradas á salvo las estipulaciones á moneda especial 
ó contraídas en relación á una determinada especie do moneda, 
nacional ó estranjera, decidiendo por el mismo hecho, ambas 
leyes, que tales estipulaciones deben ser cumplidas en la mo- 
neda en que se han contraído. 

Tercero: Que estas tejes implican forzosamente la libertad 
de pactar la esclusiou ó no admisión en los pagos de cualquiera 
especie do moneda nacional, y la valide?, de las convenciones 
contraídas á tal respecto; pues pudieudo escluirse por la esti- 
pulación á moneda especial, todas las clases de moneda menos 
una, seria iiicoiigru< ote que no pudiese raudamente estipularse 
la esclusion especial y determinada de una ó mas de ellas. 

Cuarto: Que no hay mas salvedad á estas disposiciones 
que la relativa á tos billetes bancaríos á que alude la última 
de ellas, declarándolos moneda legal y de aceptación obligato- 
ria en pago de tales obligaciones, solo por su valor corneóte. 

tjut'ut» i Que por consiguiente, estipulada la obligación de 
foja i, en los términos en que lo ka sido, es indudable que no 
puede ser solventada con aquellos billetes por su valor escrito, 
según lo pretende el demandado, con violación ya de aquellas 
leyes, ya de su propia convención. 

Por tanto y de conformidad además á la disposición de los 
artículos 1 197 y 760 del Código Civil, y 209 y 952 del Código 
de Comercio, declaro que la consignación de foja 14, es insu- 
ficiente a cubrir el valor adeudado y que, en consecuencia, debe 
proseguirse la presente ejecución, librándose mandamiento, 
según lo solicitado á foja 25, por ta diferencia entre el valor 
adeudado y el consignado, según el curso del cambio que so 
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acredite existir en esta plaza, entre el ero efectiro y la moneda 
consignada, intereses ú estilo do Banco, y costas. Nottfiqueae 
con el original y repóngase el papel. 

C. S. de la Torre. 
Vmttm «> ta f»*prem C»r«c 

IÍuiíhos Aires, Octubre 1-1 dé 

Vistos: por sus fundu méritos, se conlirma con costas el auto 
apelado de foja treinta y dos. Repuestos los sellos» devuélvanse. 



J. II. GOROSTIAGA. — J, DOMINGUEZ. 
— FEDERICO IBAHGÍ RE* . 
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t'AUftA CS XX VIII 



h. Joaquín lavallt contra ta Provincia de Corrientes, por cobro 

ejecutivo de ¡tesos 

Sumario.— Debe llevarse adelanto la ejecución contra taque 
no se opone oscepcion. 



Caso.— Kn el juicio ejecutivo, que por la suma de 1 0.325 fts. 
80 es., intereses desdo Marzo y Agosto de 1881 y costas, Don 
Joaquín Lavallo siguió contra )a Provincia de Corrientes, acom- 
pañando letras protestadas por dicha suma, no habiéndose 
opuesto escepeton, se dictó el 

Hueñis Aire», octubre 1 I ilc 

Vistos: Xo habiéndose opuesto ascepcion alguna dentro del 
termino legal, Hito se la ejecución adelante, hasta hacerse 
pago al acreedor del capital, intereses y costas. 

Repóngase los sellos. 

J. B. f ROSTI Ai. A. - i. DOMINGUEZ. 
— FEDERICO JRAHGf RE3 — U LADIS- 
LAO FRIAS. - C. S. DE LA TORRE, 
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¡toa Mariano Machado contra tlmt Juan E. Itivero.por indemni- 
zación de perjuicios ; sobre defecto legal en ta demanda 



Sumario. — Es defectuosa 1» demanda por resarcimiento de 
daños procedentes á¿ falta de cumplimiento de contrato en la 
que no se determina la suma que se reclama uí se indican las 
bases para liquidarla. 



Caso. — Don Mariano Machado, alegando que don Juan E. 
R i vero uo habia cumplido un contrato de venLa de aguardiente, 
lo demandó para que fuera condenado á la indemnización de 
los daños y perjuicios que su falta de cumplimiento le habia 
causado. 

Opuesta la cscepcion de defecto legal en el modo de proponer 
la demanda» se dictó el 

Salla, Hay» 8 de 188<í. 
Vista la escepcion deducida do «defecto legal en et modo de 
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proponer la demanda» de foja 15; y Considerando: Primero: 
Que se Té claramente que ella versa sobre falta de cumplimiento 
del contrato de renta de aguardiente, estipulada en el documen- 
to privado de foja 6. 

Segundo-. Que por consecuencia de su inejecución, también se 
piden los daños y perjuicios ocasionados, y aunque no se fija el 
monto de ellos, se reserva el actor demostrar que le son debi- 
dos cuando el caso llegue, según se re á foja 18 vuelta. 

Tercero: Que la demanda reúne todos los requisitos pres- 
critos en el artículo 57 de la ley do procedimientos, y que 
contiene el nombro del demandante, del demandado, la cosa 
demandada, sus fundamentos, el derecho espuesto sucinta- 
mente y la petición en lénninos claros y positivos, resuelvo 
rechazar, con costas, la escepeion, y ordeno se conteste dere- 
chamente el traslado pendiente. Repónganse las fojas. 

Figueroa, 

VmUm *> im nupvemm Carie 

Buenos ¿iré», Octubre 10 Je J88fi, 

Y vistos : No siendo admisibles con arreglo A los artículos 
quince y cincuenta y siete do la Ley Nacional de Procedimien- 
tos, las demandas generales por daños y perjuicios sin fijación 
directa ni indirecta de la cantidad reclamada ó de las bases 
necesarias para su liquidación, salvo el caso de ser deducidas 
como accesorias de una otra acción objeto principal y verdadero 
del litigio y conjuntamente con esta ; pues el primero de dichos 
artículos prescribe que la demanda debe contener la determi- 
nación precisa de la cosa demandada; y el segundo solo autoriza 
la reserva de la liquidación para otro juicio como medio ultimo 
y supletorio, cuando le es imposible desde luego, su determina- 
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cío», lo cual no sucede en el presente cía o: se revoca el autoape- 
lado de foja veinte j ocho, declarándose fundada la escepcion 
de defecto legal en eí modo de proponer I» demanda opuesta 

por ei demandado á foja reinte y cinco. Repónganse Jos sellos 
y devuélvanse. 

J. DOMINGUEZ. — ULADISLAO FlllAS. 
— F£ DE II ICO IBAhGÚhEH — c S. 
I)E LA TORRE. 



C'AUMA CX I* 



Ebbehey Itiekelmnnn contra ta Provincia de Comentes; 
por cobro ejecutivo de pesos 



Snmano. - J) e bc ser llevada adelanle ja ejecución contra 
la cual no se ba opuesto escepeion alguna. 



' ~ Kbbek0 y VfáÓmm ejecutaron á la Provincia de 
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Corriente» por la suma de 10.000 $ fuertes procedentes de <t«- 
letras do 2 de Noviembre de 1881, con sus intereses y costas. 

Falto úm I» ttwprem* «ferie 

Buenos Airea Octubre 19 Je 1BHÜ. 

Vistos : No habiéndose opuesto escepcion alguna dentro del 
término legal, llévase la ejecución adelante hasta hacerse pago 
al acreedor del capital reclamado, intereses y costas; y haguse 
saber, reponiéndose los sellos. 

J. DOMINGUEZ. — 1'LADISI.AO FRIAS. — 
FEDEIIICO IBAHGCREK — C. S. DE LA 
TORRE. 



II. Alejandro Sanjurjo contra IK Sofitos HHariiaez í 0. licitara 
tjotloy tj otros, por infracción de ta ley de elecciones; sobre 
rebeldía. 

Sumario. — Admitida la acusación por infracción de la ley 
de elecciones, la no comparecencia del acusador al juicio verbal 
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decretado para oír las defensas de los acusados, produce el 
efecto de darse por contestadas las escepcioues, y puedu abrirse 
la causa á prueba. 



Cato. - D. Alejandro Saujurjo acusó ¿ D. Santos Martínez, 
U. Genaro Godoy, D. Antonio Rodríguez, D. Severo Guerrero, 
D> Vicente Martines: y D. José Varas, conjucccs Ue las mesas 
receptoras de votos del departamento de Vhichinaeu la Rioja, 
por haber instalado la mesa fuera del sitio designado por la ley. 

Citados á juicio verbal los acusados, no concurrió á ¿1 el 
acusador. 

El defensor de los primeros acusó rebeldía, y pidió tu abso- 
lución de sus defendidos. 

4 



falla 4>l Jmi Federal 

Vista la solicitud del apoderado de los acusados para que 
sean declarados rebeldes el actor y Procurador Fiscal en esta 
causa por no haber comparecido á la audiencia cu el término 
designado, por el decreto de foja 8 vuelta. Y considerando: 
Primero: Que por el decreto citado.se designó audiencia 
para que el Procurador Fiscal y el Defensor de los acusados 
alegasen cada uno las acciones ó excepciones que tuviesen á la de- 
manda interpuesta por el actor en su esposicion de fojas | y 2. 

Scfltmdo: Que estando admitida la demmda por auto de 
foja 96, de Abril próximo pasado, la incomparecencia del actor 
ií la audiencia de fecha de ayer, no produciría mas efecto jurí- 
dico que el dar por contestadas las escepciones que hubiese 
alegado el defensor de los acusados, según lo dispuesto en el 
articulo 12 de la ley de Procedimientos. 
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Tercero: Que no consta de autos qae el Seüor Procurador 
Fiscal haya concurrido fuera de la hora designada para la au- 
diencia antea que le fuese acusada rebeldía, no existe mérito 
legal para declararla, por cuanto no ¡»e incurre en ella por solo 
el Tencimiento de un término. Por estos fundamentos» no ha 
lugar á la rebeldía acusada. En consecuencia, en atención á la 
naturaleza de la causa y á la distancia de la residencia de los 
acusados, ábrese esta causa á prueba por el termino de veinte 
dias sobro los hechos siguientes : 

I o Si los acubados, como conjueces, formaron mesa para la 
elección de Electores de Presidente y Vine-Presidente do la 
República, con espresion del local en que se efectuó dicha elec- 
ción. 

2" Sobre los hechos de fuerza ú temor que han impedido á 
aquellos concurrir al atrio de ia Iglesia parroquial & formar 
las mesas. 

Mardorjtico Molina. 



Buenos Aires, Octubre 1!) Je 188G. 

Vistos: Por sus fundamentos, se continua el auto apelado de 
foja quince vuelta; y devuélvanse. 



J. DOMINGUEZ. — ULADlSLAO FRIAS. 
FEDERICO iRARCCRtf. — C. S. IIE 
LA TORRE. 
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€ AUNA 3**1,11 



Don Mtx Hosa Arias contra Don Juan Giménez f futes y Don 
Medardo ¿apaña, por infracción de la ley de elecciones 



Sumario.— \° La negativa ;í inscribir en lo» registros electo- 
rales, debe ser reclamada a ule la Junta Calificadora pura ante 
el Juzgado Federal. 

2 o La acusado» fúndala en dicha negatita, si bien no es 
procedente, no da mérito bastante para condenar en costas a) 
acusador. 



Caso*— So esplica por el 

Salta, Octubre 5 tic 1885. 

Y Vistos : Don FOlix Rosa Arias demanda á los Conjaeces de 
la Parroquia del Rectoral D. Juan Giménez Outea, Jaez do Paz, 
j al Dr. Don Medardo Zapuna por infracción de la ley nacional 
de elecciones , la cual se hace consistir en que se negaron a 
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inscribir á un grupo do ciudadanos católicos, so pretexto do 
que ya no había Gorostiaguistas; que so negaron también a 
sentar el acta y resolución conforme á lo prescrito en el 
articulo 9"; que no era extraño que esclusera de la demanda 
al conjuez Dr. Estanislao Martínez, porque opinó y sostuvo 
que debía permitir la inscripción de la gente que llevó el 
Domingo último 22. Acompaña una protesta con una nómina 
de individuos que asegura fueron escí nidos, la cual está fir- 
mado por el demandante en primer término, Secundino Gómez, 
(que hasta este dia no ha firmado su declaración), y como 
testigo el Dr. Don Adolfo Valdez y 1>. Avelino Figueroa. 

Desde luego resulta ser incierto lo aseverado, porque de esta 
lista aparecen inscriptos los siguientes: Domingo Alancey con 
el número 1105 del Registro Cívico Nacional qiie ad-efectum 
videttdi&et ha presentado; Orozco (O* tu vio), número 1105, José 
Sara vi;», número 1280; 1 sátiro Robles, número 1075, y Tomás 
VMo1Í75. 

Y considerando : Primero : Que de la abundante prueba pro- 
ducida, resulta que lo que so negó por la mesa no fué la ins- 
cripción, sino que, debiendo esta efectuarse por turno y 
observado por los mismos Con jueces que los designados (io- 
rosüugu tatas pretendían inscribirá partidarios del Dr. Rocha , 
que tenían el orden convenido, fueron rechazados por esta 
circunstancia. 

Segundo: Que á nadie se negó la inscripción el Domingo 22 
de Noviembre según las siguientes declaraciones: Don Secun- 
dino Gómez, foja 9 a vuelta, Don Emilio Silvestre, foja 14 
y D. Estanislao Martínez foja 21 , siendo de notarse que, es 
á este señor Conjuez á quien Arias excluye de la demanda por la 
razón indicada. 

Tercero: Que resulta también incierto que los Conjueces se 
negaran á tramitarla protesta con arreglo al artículo 9° de la 

Ley, sinó que contestaron A los protestantes que no podían 
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considerarla hasta después de terminado el aeto de la inscrip- 
ción y á fin de no interrumpirlo. Declaraciones del Dr. Don 
Adolfo Valdez, de Don Estanislao Martínez, Conjuez, y Don 
Josi' M. Outes, foja id vuelta. 

Cuarto', Que, sin embargo I» Mesa, terminada la inscripción, 
buscó á los autores de la protesta y no bobiéndose apersonado 
ante ella, procediendo basta con i-scrúpulo, labra* el acta de 
foja 24 $ue comprueba del modo mas evidente que desistían 
dfl reclamo desde que no acudieron en tiempo» con arreglo al 
artículo 0. 

Quinto: Que, por consiguiente, se ha introducido una 
demanda directa ante este Juagado, violando dicho artículo 
que establece la forma de reclamo pnr apelación de la reso* 
Ilición de la Mesa Cautivadora. 

Sexto: Que no obstante, ella se tramitó para esclarecer los 
becbos graves que se denunciaban, los cuales bao resultado 
ser inciertos. 

Por estas consideraciones, absuelvo a los demandados y con- 
deno en las costas del juicio a Don Fúlii Rosa Arias. Devuél- 
vase al Juo* de Paz el Libro del líegistro j notifiquese con el 
original. 

Itt'itjutuiti Figueroa . 



r»lt» «te |* i«prfNNi Corte 

Buenoi Airea, Octubre 2fi Je ISSii. 

Vistos y considerando : Primevo: Quo el Lecho que mo- 
tiva la presente demanda consiste en haberse negado las Juntas 
Calificadoras del Curato Rectoral de la ciudad de Salta, á ins- 
cribir en el Registro Cívico á un grupo de ciudadanos, que 

solicitaron la inscripción como pertenecientes al partido cutÚJicn. 
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Segundo: Que sí bien dicha Junta estaba en la obligación do 
inscribir á todos los ciudadanos úti Ees que lo solicitasen t sin 
distinción de partidos ni do colores políticos , su negativa á 
hacerlo por circunstancias como las que han concurrido en 
el presente caso y i que so refiere el auto apelado, no dá mérito 
á una acusación , sinó á un reclamo ante la misma Junta con 
apelación para ante t i Juzgado Federal en la forma prevenida 
por el articulo noveno de la Lej Nacional de elecciones. 

Tercet o ; Que esta reclamación no se ha hecho por lo que 
según el demandante, fueron indebidamente eiclnidos de la 
inscripción ; 7 de autos resulta los que de ellos se presenta- 
Tan ú la Mesa Calificadora después do la protesta de foja pri- 
mera, fueron inscriptos sin inconveniente ni observación 
alguna. 

Cuarto: Que, por consiguiente, la acusación deducida 
contra la expresada Junta por Don Félix Rosa Aria» , no es pro* 
ceden te. 

Por estos fundamentos, se confirma el auto apelado de foja 
veinticuatro vuelta, en cuanto no hace lugar á dicha acusación, 
y se revoca en cuanto á la condenación en costas, por no re* 
sultar mérito bastante para imponerla, KotifiqueseJ con el ori- 
ginal y devuélvanse. 

J. DOMINGUEZ . — ULADISLAO FRIAS. 
— FEDERICO IBARGUREN — C. S. 
DE LA TOARE. 
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€*A UNA (VLMI 



Iten mnméü fíarbosa mitra thn Saívattor n 
llama y perjuicios; sobre rmmcion. 



Sumario. — No es causa legal de recusación, la enemistad ú 
resenluniento del Juez coi/racl apoderado de la parte. 



Falte 4*1 Jwe« Fctfml (ad lioc) 

Sari Luis. Julio 30 do IWl 

Vistos: Para separar al infrascrito del conocimiento de los 
autos seguidos por Don Francisco Barbosa contra Don Salva- 
dor Taliata, por indemnización de daños y perjuicios, se lia 
invocado la causal contenida en el inciso 5° del artículo 43 de 
la Ley de Procedí miento*, sosteniendo el apoderad 
mandante, Don Eleodoro Loóos, que el suscrito, eseusándoso 
como ministro del Superior Tribunal de Justicia, en un asunto 
eu que aquel figuraba como mandatario de una de las partes 
habia declarado tenerle ¿dio ó resentimiento. Entre tanto, nin- 
guna prueba se ha producido en tiempo oportuno. No obstante, 
el proveyente toma en cuenta la referida escusacion como si 
en realidad figurara en autos, y afirma, puesto que se trata de 

T. MI. 
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un hecho que le es personal, que ella no contiene una palabra 
que revele la existencia fiel odio ni resentimiento del Juez 
contra el recusante. 

Considerando, con los antecedentes que quedan establecidos: 
Primero: Que los Jueces de Sección no pueden ser recusados 
sinó por las causales establecidas por la ley (artículo 31 de la 
ley de Procedimientos citada). Segundo: Que cuando se ha re- 
cusado al Juez por alguna de citas, es esa y no otra la que debia 
probarse, y así lo estableció la providencia de 10 del corriente; 
de consiguiente, la prueba debió demostrar que el suscrito está 
animado para el recusante di* óUio ó resentimiento. Nada im- 
porta que hubiese declarado, como lo hizo, que se escusaba, 
siendo Ministro y Presidente del Tribunal de Justicia, por 
haber sido injuriado de palabra por Don Eleodoro Lobos, pues 
tal declaración la hacia en cumplimiento de una disposición 
imperativa de la ley Provincial de Procedimientos. Y aquí es 
oportuno exponer la diferencia capital que existe entre esa ley 
y la Nacional, á fin de que quede claramente constatada la lega- 
lidad del procedimiento del que suscribe, en uno y otro caso. 

En efecto; mientras esta última ley no solo no autoriza la 
escusacion voluutaria de los Jueces Seccionales* y la Suprema 
Corte ha consagrado esta doctrina con la jurisprudencia cons- 
tante formada con muchos fallos ; no solo no la autoriza, decia, 
sinó que la prohibe; el artículo 1 135 de la primera declara 
terminantemente que los funcionarios en quienes concurra al- 
guna de las causales de recusación, deberán escusarse, sin es- 
perar ú ser recusados, es decir, que impone ul magistrado, la 
obligación de separarse del conocimiento de los asuntos; y 
justamente esta obligación ha ocasionado graves dificultades 
en la marclia regular de los Tribunales. 

Bien pues, cuando el proveyente se escuso obedeciendo á 
aquella imposición, no lo hizo, ni podía hacerlo, porque sin- 
tiese en su ánimo ódio ó resentimiento contra el señor Lobos; 
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j tan cierto es osto, que conten temió la ley de Procedimientos 
(iuciso 11 del artículo 1134), la causal de enemistad, Moó 
gran resentimiento del Juez, no invoco esa causal. Y este pro- 
ceder Sv .splica racionalmente, con que, ya sea que las injurias 
aludidas no fuesen graves ó ya qne el injuriado (como sucedió) 
tuviese bastante dignidad y seriedad para no darles por cual- 
quier razón, importancia alguna, ó para despreciarlas, de tal 
manera que lo dejaran en completa imparcialidad para enten- 
der y resolver como Juez, asuntos en que el señor Lobos tu- 
viese participación. En efecto, de que este señor injuriase al 
suscrito, no se deduce, ni menos se prueba, que este tenga údio 
ú resentimiento con 61, y si pudiera creerse que esas injurias 
nacieran de údio que el primero tuviera con el segundo, no es 
ese el caso de la ley cuando dice, que para que sea procedente 
la recusación, es necesario iftwi'Uttez esté animado de aque- 
ihs sentimientos; y la prueba está muy lejos de acreditarlos. 

Por estos fundamentos, que ni era necesario espresar, se 
declara no haber lugar ¡i la recusación interpuesta. Xotifíquese 
con el original y repóngase los sellos. 

Adolfo /. Igarzabai, 



Büfírioi Aíi-hs, Oclulire Í8 de ISSfi. 

Vistos: Xo siendo admisible* otras causas de recusación 
contra los Jueces Federales, con arreglo al artículo treinta y 
uno de la Ley Nacional de Procedimientos, que las enumeradas 
en el artículo cuarenta y tres de dicha Ley, y no estando entro 
ellas comprendida la de enemistad ó resentimiento con el apo- 
derado 6 procurador de la parte, opuesta en este caso al Juez 
especial de Sección de San Luis; de lo cual se sigue que aún 
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admitida )a verdad del hecho en quo dicha recusación so funda, 
es ella inadmisible. Se confirma con costas el auto apelado 
de foja tres, y devuélvanse prévia reposición de sellos. 

1. DOMlICl/EZ. — ULADI9LAO FRIAS. — 
FEDERICO IBARGÚREN. — C. S. DE LA 
TORRE* 



4 AI NA C \LIV 



Don Macedón io Heniles contra el Dr. Don Francisca J. iirticpor 
cobro de pesos ; sobre incompetencia ¡f recusación. 

Sumario. — i° El auto sobre recusación y competencia del 
Jaez, trae gravátnen irreparable, y es apelable. 

2" La recusación puede deducirse en cualquier estado de la 
causa. 

3 o El Juez recusado no puede ejercer ningún acto de juris- 
dicción, mientras r>ose resuelra la recusación. 



Caso. — Don Macedón io Benites presentó ante el Juez Fedc- 
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ral do 1» Capital Dr. Tedin, ud pagaré del Dr. Don Francisco J. 
Onn fechado en Salta, y obturo auto ordenando eJ reconoci- 
miento de firma. 

El Dr. Ortiz se presentó y dedujo las escepciones do incom- 
petencia y recusación. 



Téngasele por parte á mérito del poder eihibidoyse da 
pot constituido el domicilio que se determina; y teniendo pre- 
sente que el Dr. (Miz no tiene personería para entrar al juicio 
desde que no ha practicado aún el reconocimiento del documen- 
to que se le atribuye, no podiendo por lo Unto entorpecer los 
procedimientos con recusaciones que deben deducirse en la esta* 
cion correspondiente, no siendo tampoco ta oportunidad para 
oponer escepciones, haga uso esta parte de su derecfac en la es- 
tación debida, y agrégueso á los autos. Repóngase la foja. 



VmHm 4el J 



Buenos Aire*. Julio 31 de 1886. 



Tedln, 



Benites pidió se diera por reconocida la firma y así se pro- 
veyó en rebeldía del Dr. Ortiz. 



El Dr. Ortiz apeló de las providencias del Juez Federal y se 
Je negó el recurso. 
Ocurrió por ría de queja á la Suprema Corte. 




Buenos Aire*, Agosto 91 de 1886. 
Vistos en el acuerdo: Trayendo gravámen irreparable loa 
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tutos recurridos, en cuanto por ellos se prescindí) de tomar eu 
consideración la recusación, como la escepcion de incompeten- 
cia deducidas contra el Juez a <jtto, que son por su naturaleza, 
de previa resolución : se declaran procedentes los recursos in- 
terpuestos, y avísese al Juez a tftto para que, con suspensión 
de todo procedimiento, remita los autos con noticia de las partes. 

I. DOMINGUEZ. — CI.ADISLAO FRIAS 
FEDERICO IRA ROCHEN. — C. 8. PE 
LA TORRE. 

Fall* #* te iw p rt w i» tferte 

Bueno* Aire*, Octubre 38 Je 188T*. 

Vistos : Considerando que por el artículo cuarenta y cuatro 
de la Ley Nacional de Procedimientos, la recusación puede de- 
ducirse en cualquier estado de la causa, antes de declararse 
por conclusa para definitiva; y que una vea recusado, el Juez 
a fftw no ha podido ejercer acto alguno de jurisdicción, sino* 
después de haber tramitado y resuelto la recusación. Por 
estos fundamentos, se declaran sin efecto los autos apelados de 
foja treinta y cinco y foja treinta y siete; y préria reposición 
de sellos, devuélvanse al Juez de su procedencia, para que 
resuelva por su orden las escepciones opuestas. 

J. DOMINGUEZ. — ULADISLAO MIIAS. 
— FEDERICO IDAHCt'llL». — C. S. 
L>E LA TORRE. 



DE JUSTICIA NACIONAL 



503 



4' A UNA iXLV 



Ihtt tierótttitm Nuñes contra In Empraa del ferro-carril de 
fíuenos A i res y Hosario, por honorarios ; sobre rebeldía. 



Sumario. — La rebeldía por la no concurrencia del recla- 
mante a! juicio verbal sobre honorarios, no importa un desis- 
timiento del reclamo, y debe ser despachada con el término de 
veinte y cuatro horas. 



€am. — En un recurso de hecho sobre rebeldía acusada en un 
juicio de honorarios, contra el reclamante de la regulación se 
dictó este 



rail* de I» 



Buenos Ai íes, Octubre 3(> de 1886. 

Y fistos en el acuerdo : Considerando en cnanto al re- 
curso do nulidad, que con arreglo al artículo doce de la ley 
Nacional de Procedimientos, no ha podido despacharse la 
rebeldía acusada de foja setenta y dos ni darse por decaído 
el derecho del interesado á ser nuevamente oído en juicio ver- 
bal contra la regulación de foja sesenta y siete vuelta, sin 
acordársele préviainente el termino de veinte y cuatro horas 
prescrito por dicho artículo: que mucho menos ha podido diír- 
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tele por desistido de su oposición i virtud solo de su falta de 
comparecencia al juicio verbal decretado, pues con arreglo al 
alo ciento ochenta y tres de aquella ley t aún supuesta la 
»eldfa de la parte, el Juez debe examinar y pronunciarse 
sóbrelas pretensiones deducidas en los autos según su raírito 
j justicia. 

Por estos fundamentos, ae declara procedente dicho recurso, 
y ain efecto el auto recurrido do fojasetenta y dos; j devuélvase 
al Juez á quo para que citando nuevamente al recurrente con 
un dia de término» preceda á proveer en lo demás como corres- 
ponda, reponiéndose los sellos. 



J. D. COHOSTJACA. — J. DOMINGUEZ. 
— U LADISLAO FUI AS. — FEDERICO 

iBAftCtiftEN (en disidencia). — c. 
». DE LA TORRE. 



DISIDENCIA 



Victos en el acuerdo: Fundándose el recurso de nulidad en 
no haberse dado audiencia al recurrente, y considerando: 

Que este, según resulta de autos, fué debidamente emplaza- 
do para concurrir al juicio verbal, el dia señalado al efecto por 
el Juez, 

Que no habiendo concurrido á dicho juicio, ni manifestado 
oportunamente causa alguna legal que justificara su inasisten- 
cia! el incidente sobTe honorarois fué resuelto eu su rebeldía. 

Que este procedimiento no puede clasificarse de nulo, pueato 
que ninguna ley obliga al Juez, sopeña de nulidad, I emplazar 
de nuevo al inasistente que ya ha sido emplazado en debida 
forma. 




DE JUSTICIA NACIONAL 



505 



Que el recurso do nulidad por vicios en el procedimiento, 
solo tiene lugar cuando su ha incurrido en algún defecto de 
los que por espresa disposición de derecho» anulasen las ac- 
tuaciones (artículo doscientos treinta y tres de la ley de Pro- 
cedimientos y resoluciones de la Suprema Corte en las causas 
que se registran en la serie segunda, tomo tercero, pagina 
trescientos cinco; tomo cuarto, página cuatrocientos veinte 
y cuatro, y tomo segundo, página noventa y una de sus 
fallos). 

Que de conformidad al artículo citado y al mil treinta y siete 
del Código Civil, la Supreinu Corte La establecido igualmente 
que los jueces, aún en materia de procedimientos, no pueden 
declarar otras nulidades que las expresamente establecidas por 
la ley, (série segunda, tomo once, página ciento noventa y 
tres). 

Que no lo está la falta de prdroga de veinra y cuatro horas para 
despacharse una rebeldía, acusada al vencimiento de los términos 
legalesdeque hablad artículo doce de la ley de procedimientos; 
porque aún suponiendo que la disposición de este artículo, fuera 
aplicable también i toa términos judiciales en tos juicios ver- 
bales y sumarios, dicha próroga rio está prescrita bajo 
pena n> nulidad, como seria necesario, para que pudiera tener 
lugar el recurso fundado en esa causa. 

Que, por otra parte, no ha hecho mérito de ella el recurrente, 
y la Suprema Corte tiene decidido de conformidad á lo dis- 
puesto en la última parte del artículo doscientos treinta y 
ocho de la ley de procedimientos, que para resolver el recurso 
de nulidad, no deben tomarse en consideración otras causas 
que las que se espongan al tiempo de su interposición. (Serie 
primera, tomo cuarto, página trescientas cincuenta y siete de 
sos fallos). 

Por estos fundamentos, se declara improcedente dicho re- 
curso. 

T - W1 35 
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Tal es li resolución que t en mi concepto corresponde respecto 
a) recurso de nulidad, 

£n cnanto al de apelación, creo que no debe imticiparse opi- 
nión ninguna sobre £1 deáde que la Suprema Corte no lo toma 
aún en consideración. 

FEDERICO 1BARGURES. 



CAUSA CXLV1 



El Doctor Don José t'iñeiro contra Don Gerónimo ftuñez, sobre 
rendición de cuentas y cobro de pesos 



Sumario. — í" El socio que so pruebe haber sido el admi- 
nistrador de la sociedad, está obligado á rendir cuenta de su 
administración. 

2 o Confesado el recibo de una suma de dinero para entre- 
garla á un tercero, y no probada la entrega, debe ordenarse su 
abono. 
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Caso. — Se esplica en el 

r«H* del Jwi Federal 

«uoiios Aires, Febrero fi Uc 1885. 

Vistos estos autos seguidos por el Doctor don José Piñeiro, 
contra don Gerónimo Niñez, sobre rendición de cuentas, de 
los que resulta: Primero: Que don José Piñeiro, haciendo va- 
ler, que en Diciembre de 1876. habilitó á Nuñez para la explo- 
tación de sociedad de majadas y haciendas de su establecí- 
miento «Han Blas*, en el Partido del Saladillo, y que esta 
esplotacion 6 sociedad duro hasta 1883, sin que hasta esta e- 
cha el señor Nuñez le hubiera rendido cuenta, venia á de- 
mandarlo para que las presentara dentro del término de diez 
días, agregando que la habilitación 6 sociedad que Había tenido 
con Nuñei obligaba ¿éste :í cuidar las haciendas á su costa, á 
hacer plantaciones de Arboles que quedarían á favor del Esta- 
blecimiento y sementeras de cereales para el consumo del 
mismo, y finalmente alambradas, que quedarían también á be- 
neficio del mismo establecimiento; y que Nuñez solo tenia la 
tercera parte de las utilidades, en haciendas vacuna, lanar y 
porcina. 

Segundo: Que corrido traslado de la demanda, y después de 
un incidente sobre defecto legal en la misma, que se resolvió 
contra la parte de Nuñez, el representante de éste á foja 75, 
pide que se deseche la demanda por no haber sido su represen- 
tante el socio administrador de la mencionada habilitación, 6 
sociedad de capital é industria; que aunque así fuera, no era 
verdad que la sociedad hubiera comprendido todos los puestos 
ó majadas que se encontraban en el Establecimiento ó estancia 
de « San Blas », sinó soto los que se encontraban en el Esta- 
blecimiento principal; que negaba también que hubiese estado 
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obligado á hacer cercos» plantaciones y sementeras en beneficio 
iusivo del Establecimiento ó de la sociedad, j Antes por el 
t ra rio, sostenía en cuanto á tas plantaciones y cercos, que 
rían estimarse como mejoras y divisibles por tanto, entre los 
ios; j final y especialmente, que la sociedad había sido di- 
vidirse las utilidades por partes iguales; y que en vista de es- 
tas consideraciones, reconvenía al señor Piñeiro, para que le 
diese cuenta de la administración que había ejercido, y le re- 
convenía igualmente por la suma de ochocientos veintiséis pe- 
sos moneda nacional que el señor Piñeiro liabia recibido de don 
Andrés Egaña para entregarle, y no había tenido lugar esa en- 
trega. 

Tercero: Que corrido traslado de esta reconvención, la parte 
de Piñeiro se ratificó en lo espuesto en su demanda respecto á 
que N nuez había sido el socio administrador, agregando que en 
el caso de sociedades como esta, el administrador era el socio 
industrial, y que si bien era cierto que el señor Piñeiro recibió 
de Egafia la suma aludida para entregarla d Nuíiez, este último 
la recibió a su vez del señor Piñeiro en Lobos. 

Cuarto; Que el Juzgado entonces recibió ta cansa ú prueba 
por el auto de foja 100 y se rindieron por parte del deman- 
dante la que corre A fojas 491, 254, 267, 372 á 447 y por parte 
del demandado la que corre á fojas 260 a 349. 

Y considerando : Primero: Que el demandante está en es- 
tricta obligación de justificar los estreñios legales de la de- 
manda, y habiéndose aseverado por el mismo y negádose por 
Nuíicz que este babia sido el administrador de la sociedad de 
esplotacion del Establecimiento de «San Blas» en el Sala- 
dillo, ha debido justificar que esta cláusula ó condición estu- 
viese especilicada en el contrato social ó de hecho que con pos- 
terioridad se hubiere acordado cutre los dos, por cuanto de 
conformidad al artículo 1076, cuando no hay administrador 
según contrato social, es necesario que conste que uno de los 
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socios tiene este encargo en virtud de mandato social y á falta 
de ese mandato, tiene que estarse y pnsarsTpor lo que dispone 
el artículo 440 del Código de Comercio, que es supletorio de 
este, 7 que consigna que el socio industrial no puede contratar 
á nombre de la sociedad, y por to tanto, no puede presumirse 
agente 6 administrador sin prueba en contrario. 

S&funtio: Que de la prueba rendida resulta por las posicio- 
nes de foja 209 que si bien es cierto que las operaciones per i- 
cíales de la esplotacion de los ganados y sementeras de la 
estancia de c San Blas» han estado á cargo de Nuñez, no lo es 
menos según esas posiciones que la venta de los frutos produ- 
cidos por esa esplotacion se han hecho por Piñeiro, quien ha 
percibido igualmente el precio ó ganancia del negocio, y por 
confesión de Piñeiro, que la venta de todas las lunas, objeto 
principal de la esplotacion del Estzibleciniti-uio c San Blas * 
han sido hechas por Piñeiro ó por N'uñez cmi su autorización, y 
recibiendo siempre Piñeiro su precio. He hulla constatado 
igualmente, que si Nuñez vendió cueros y cereales, también lo 
hizo por orden y autorizaron di? Piñeiro. Se vendieron también 
novillos, bueyes y toritus, percibiendo Piñeiro su importe ; lo 
que basta para justificar que el señor Piñeiro tenia la gerencia 
y administración de la sociedad, aunque no puede desconocerse 
que Nuñez tuviera la dirección técnica en la esplotacion de ha- 
ciendas, cereales y plantíos; lo que lo obligaría únicamente d 
ta responsabilidad por culpa impericia, ó negligencia, pero de 
ninguna manera á rendir las cuentas sociales que se pretenden; 
y mas que todo esto, segun^ la correspondencia dirijida y 
reconocida por Piñeiro, él ordenaba autoritariamente lo que 
debia hacerse ó resolverse respecto al rendimiento de la so- 
ciedad de que se trata. 

Tercero; Que en cuanto á las clausulas y condiciones de esta 
sociedad, aunque se ha negado no se ha probado' por Piñeiro 
que fuera al tercio de lus utilidades, tanto porque no hay con- 
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trato escrito, y es de presumirse entdnces que abarcando la ex- 
plotación del ganado, plantaciones, cercos, etc., debe enten- 
derse que esas utilidades eran divisibles por partes iguales, ar- 
tículo 1780 del Código Civil, tanto porque así lo acredita José 
Salgneíro, testigo presentado por Piñeiro y por lo tanto, hace 
plena prueba y se corrobora su deposición con la de don Blas 
Várela ; y mas que todo» porque conviniéndose y dejándose pro* 
bado eu autos, que Xüñez era agricultor y llevó instrumentos 
de agricultura* no es de presumirse que bioiera caso omiso de 
profesión y capital y se limitase d la esplotacíon del ganado 
en que el mismo Piñeiro dice qae no tenis práctica ui peri- 
cia. 

Cuarto: Que según resulta de las mismas posiciones de foja 
346 presentadas por Piñeiro, Nuiles debía estar bajo la direc- 
ción de don Blns Várela como asesor ú director impuesto por el 
mismo Piñeiro y ni parecer lo estuvo; de que se desprende que 
aunque socio industrial, la dirección y administración de la so- 
ciedad estaba á cargo del socio capitalista señor Piñeiro; lo que 
agregado al considerando segundo, no deja duda de que el 
verdadero socio administrador do esa sociedad basido el señor 
Piñeiro. 

Quinto: Que no se ha probado tampoco por el demandante, 
que la sociedad abarcara todo» tos puestos ó negocios locali- 
zados en la Estancia t San Blas » ya nombrada; y por lo mismo 
no se ha demostrado que tuviera obligación de rendir cuentas 
sobre la esplotacíon rural 6 comercial de mayores puestos que 
Los que tenia bajo su dirección pericial. 

Sesto: Que en cuanto á Ea reconvención, en vista de los con- 
siderandos precedentes, se halla justificado que la rendición de 
cnentas debe hacerla el socio administrador señor Piñeiro, de 
conformidad al artículo 1700 del Código Civil, en que se de- 
clara que los socios administradores deben ser considerados 
como meros mandatarios con respecto « los demás socios, y es 
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ana obligación del mandatario la de rendir cuentas (art. 1700 
del Código Civil). 

Sétimo: Que en cuanto á la devolución de loa ochocientos 
veintiséis pesos recibidos por Piiieiro, j no entregados á Nu- 
ñei t se encuentra la confesión del señor Piñeiro de ser cierto 
el he tao, aunque alega su pago ó entrega, pero era obligación 
del señor Fiñeiro justificar esa escepcíon ó defensa y no lo ha 
hecho, pues con respecto á aste punto no se ha rendido nin- 
guna prueba* después del auto de prueba. 
. Por estas consideraciones* ta ley I a , título 14, Partida 3* y 
concordatos del alegato de foja 470, fallo: absolviendo como 
absuelvo á don Gerónimo Xuñez, de la demanda de foja 14, con- 
denando como condeno al Dr. don José Piñeiro & la rendición 
de cuentas en el término do diez días, de la sociedad que con 
dicho señor tuvo para la esplotacion de la Estancia de * Han 
Blas » como socio medianero en las utilidades tanto de las ha- 
ciendas como de las mejoras que en cercos, plantaciones y se- 
menteras hubiese habido en esa esplotacion, y le condeno igual- 
mente al pago dentro de diez dias, de los ochocientos veintiséis 
pesos moneda nacional con los intereses des<le la demanda y 
además las costas del juicio, sin perjuicio de las acciones que 
pudieran cor responderle contra el señor Xuñez, por impericia, 
culpa ó negligencia en la administración que hi tenido. N'oti- 
fíquese original y repónganse los sellos. 

Isidoro Aibanacin. 

Bueaoa Ai re*. Octubre 30 de 1886. 
Vistos: Por su fundamentos, se conürma con cuitas la sen- 
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ncia apeada de foja cuatrocientas ochenta j nueve; y pré- 
a reposición de sellos devuélvanse. 



■I. B. CQROSTIAGA. — J. OOSiSGid. 
— ULADKUO FRÍAS. — FEDERICO 
iBARCtlREH. 



non Pedro López, I). Paulino ftaffn y h. Ventura fíri^rdelh 
contra Ih Otto Strnnbe y I). ttenjamm Mantón, por remocen 
de admnmtmdor de ta sociedad « Telefonos Unido* > sobre m- 
competencia. 



Sumario. -Kn \m cuestiones do socios entre sí ó ron la 
sociedad, por hechos que conciernen á la sociedad, eJ único Juez 
competente es el del tugar donde tiene asiento la sociedad 



Coso. -En la demanda deducida por los Sres. López. Rano 
y Bngarirdello contra los Sres. Straube y Mantón sobre remo- 
ción de Mantón como administrador de la Sociedad t Teléfonos 
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Unidos», socios los cinco de la mencionada sociedad, se dictó 
«1 siguiente : 



Rosario, Mano m de 1886. 

Siendo de derecho que los asociados entre si o en sns contes- 
taciones con ta sociedad por razón de hechos ó actos que deriven 
del contrato social, no tienen si nú un solo y único fuero, que 
se determina por el lugar del establecimiento de la sociedad, 
en el euat se presume legalmente que aquellos han eleji Jo do- 
micilio especial para el conocimiento de sus derechos y cum- 
plimiento de sus obligaciones como socios, de lo cual se deriva 
que en tales casos no puede -suri ir el fuero federal por razón 
de las personas. 

Y considerando: Primero: Que es de aquel género la acción 
deducida, por tratarse en ella de la remoción del socio adminis- 
trador, por irregularidades eu su conducta como tal. 

Segundo: Que la constitución de Tribunal arbitral á tal fin, 
como las contestaciones que sobre tal punto puedan producirse^ 
no essinóante la jurisdicción que en defecto de tal Tribunal 
estaría habilitada para conocer de la principal que debe veri- 
ficarse. 

Tercero : Que estas reglas han sido espesamente adoptadas 
por la Suprema Corte, haciendo jurisprudencia, en los casos 
que se registran en los tomos 9, serie i\ página 80, y 10, página 
450 de sus fallos, y son además reconocidas en parte al menos, 
por loa propios demandantes en el hecho de solicitar la citación 
del consocio Sr. Otto Straube ante esta jurisdicción, no obs- 
tante tener su residencia en Buenos Aires, según resulta del 
escrito de demanda. — Por tanto, y de conformidad al artículo 
3* de la Ley Nacional de Procedimientos, se declara sin mu 
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actuaciones, que el presente caso no corresponde á la jurisdic- 
ción Nacional. Hágase saber y repóngase el papel de esta 
foja como el de la de constitución del pódenle fojas... 

C. S. tic la Torre. 

Los actores redituaron, invocando la jurisprudencia do la 
Suprema Corte en sus fallos tomo f aérie 2, pagina 227, y 
tomo 22, sitie 2, página 30. 

%m»« riel Jara r«ler«l 

Rosario, Abril de IWfi. 

No encontrando el Juzgado motivo para modificar las con- 
clusiones del o uto de foja 16, r¡ue descansan en el precepto do 
los artículos 40 y 43 del Código de Comercio y disposiciones 
concordantes del título l*el dominio» del Código Civil, y que 
consagran además como una regla y principio general, diver- 
sas legislaciones estranjeras, según puede verse en los Códi- 
gos de Procedimientos de Francia, artículo 50, § 5"; de Italia 
articulo «6; de Ks paña (i 881) artículo C6 ( y ley Belga de 25 de 
Marzo du 1876, artículo 44. 

Y considerando además, que no puede oponerse en contrarío, 
lo resuelto por la Suprema Corte en el caso que se registra en el 
tomo 9°, série 2*, página 227 de sus fallos, por cuanto según 
resulta del sumario de ese caso, se trataba en él de una sociedad 
en participación á que no pueden aplicarse las reglas citadas, 
por no tener una individualidad jurídica distinta á la de sus 
miembros y carecer de asiento social, y por tanto, de domicilio 
y competencia especial : no ha lugar á la reposición solicitada, 
concediéndose en lelai-ion, el recurso de apelación interpuesto* 
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á cayo efecto serán elevados originales estos autos á la Su- 
prema Corte, con noticia de los interesados. Hágase saber. 

& & í/e ta Torre. 

VISTA ÜEL SEÑOR PROCURADO II GENERAL 

Biiemis Aire» Selíerabra l"de IhSG 

Siijircina Corte : 

Las decisiones de esta Corte con respecto á las doctrinas que 
acepta el Juzgado de Sección romo fundamento de su senten- 
cia, no son, sin duda alguna uniformes. 

Encuentro, sin embargo que la jurisprudencia establecida 
en las causas 179, página 80 y tomo \\ série % página 450, es 
la verd adera, y la que debe prevalecer. 

Apoyo esta creencia: Primero, en que la causa tomo 9, série2, 
página 227, la sociedad era simplemente en participación, y 
carecía eomo tal, según observa el Sr. Juez de Sección, de 
asiento y domicilio social; Segundo, en que en la causa tomo 
12, serie 2, página 36, mise opuso la escepcion de incompe- 
tencia por razón do la Sociedad, y nada se resolvió al respecto. 

Por este y demás sólidos fundamentos de la sentencia recur- 
rida, pido la confirme V. E. 

Eduardo Costa. 

rmttm 4e l» suprem» Ctorte 

Buenos Aire», Noviembres de 1888 

Vistos: Por los fundamentos de los autos de foja diez y seis 
y foja veinte y seis, y de conformidad ron lo espuesto y pedido 
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por ti señor Procurador General en so precedente vista, su 
confirma el auto apelado de foja diez y seis ; devuélvanse prévia 
reposición de sellos. 

J. B. GOROSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. 
— ULADISLAO FRIAS. FEDERICO 
IDARGOREH, 
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Oott Eduardo Chauvet contrata Aduana Nacional* sobre comito 



Sumario. — La Aduana no reconoce otro dufilo de las mer- 
cancías, que aquel á cuyo nombre se encuentran. 



Caito. — Don Aníbal Temani presentó á la Aduana un despa- 
cho, con loa conocimientos á la órden, manifestando curbinas 
en escabeche en unos cajones, en los que al proceder ¡i la ve- 
rificación se encontraron cigarros habanos y sederías. 

Citado Temani, manifestó que la mercancía no le pertenecía 
y que firmó el despacho para hacer un servicio á Del Castillo. 
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Del Castillo declaró primeramente que la mercancía era fíe 
él ; luego Jijo que en su calidad de despachante la había re- 
cibido de unos comerciantes que no nombró. 

La administración de rentas declaró caídas en comiso las 
mercaderías y no hizo lugar á Ja petición de D. Eduardo 
Chauvet que se presentó reclamándolas como sujas. 

ChauTet apeló, j no se le concedió la apelación por no ser 
parte. 

Ocurrió de hecho al Juez Federal. 

El procurador Fiscal dijo que debia rechazarse el recurso 
directo, porque según el articulo 171 de las Ordenanza de 
Aduana, la propiedad de las mercancías en depósito es recono- 
cida esclusivjimente tí los consignatarios, ó á los que tienen su 
transferencia, sin admitirse prueba en « ontrario ; j que en el 
presente caso, las mercaderías no tenían mas dueño que don 
Aníbal Temaui que firmó los manifiestos de despacho. 

ral»* M Jm*s r««ml 

Buenos Aire*, Nuviemltre 1S de 1686. 

Por lo espuesto por el Procurador Fiscal en su rista que 
precede, no ha lugar al recurso deducido por don Eduardo 
ChauTet, haciéndose saber á ta Aduana, para que Hoye ade- 
lante su procedimiento. Repóngase los sellos y archívese. 

Andrés l'garriza. 

VISTA l>EL SEftOll PftOttftADOK GENERAL 

Buenos Aires, Enero 30 de 1886, 

Suprema Corte: 

m 

El señor Procurador Fisc:ii obser™ con muchísima razón, 
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que la Aduana no reconoce otro dueño de las mercaderías 
preuntadas a despacho, que aquel a cuyo favor aparece el 
manifiesto de despacho, y solicita au entrega. 

La Aduana nada tiene que ver, por consiguiente, con los se- 
ñores Chauvet, por mas que las mercaderías comisadas, les 
pertenezcan ó lea hayan pertenecido. 

Sírvase V. E. confirmar la sentencia recurrida. 

Eduardo Costa. 

VmHm 4m tm tairam Carie 

Ruchos Aires, Noviembre 2 dt> 188fi. 

Vistos: Atento lo dispuesto por el artículo ciento setenta 
y uno de las ordenanzas de Aduana ; y de conformidad con lo 
espueBtoy pedido por el señor Procurador General cu su vista 
de foja treinta y cinco vuelta, se confirma con costas, el auto 
apellido de foja di<z y ocho; y devuélvanse prévia reposición 
de sellos, 

J. B. GOROSTUGA — J. DOHinGVBZ — 
ULADISLAO FRIAS. — FEDERICO 1BAR- 
CUREN. C. S. DE LA TORRE. 
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IK Pedro iassatle %j ¡ion //. Secresta! contra t). Pedro Inchauspe, 
Éwre falsificación de la marca de fábrica del UiUer * Se- 
créstate. 



Sumario, — I o La imitación en sus rasgos principales de 
una marca ik' fabrica, quo baga posible la confusión entre loa 
productos, ¡importa el delito du falsificación de aquella. 

2" La prescripción de un año que puede oponerse á las pri- 
mera» falsificaciones, no ampara las sucesivas acusadas dentro 
del año de haberse cometido. 



Caso. — Se espitan por el 

F*ll» 4*1 Jmm V*4ml 

Buenos Aires, Octubre 6 d« 1885 

Vista esta causa para dictar sentencia definitiva! do la qué 
resulta : Primero: Quo D. Ad. Richard se presentó ante el Juz- 
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gado en representación de I). J. Lasalle, esponiendo; que en 15 
de Mario de 1877 los Señores Pedro Lasalle y D, H. SecresUt 
obtuvieron la proricdad de la marca de fabrica titulada Ih'tter 
SecivMat t lo que constaba de los certilíc dos y descripciones 
ll respecto acompañados, y que corran agregadas u foja 13; 
que amparados en las disposiciones de los artículos 4 o y 28 de 
la ley de marcas de fábrica y comercio, que ledun el derecho 
de oponerse al uso de cualquiera otra marca que directamente 
produzca confusión entre los productos, entablaba formal de- 
manda contra D. i*. Incbauspe, quien le consta que desde hace 
algún tiempo, elabora en su fábrica otro líitter Segrestan \ lo 
lanza á la circulación procediendo en usto fraudulentamente, 
pues no pretende según se re" claramente, sino establecer con- 
fusión entre su producto, y el de los Señores Lasalle y Secres- 
tat; que si perjudicial es para estos, pues limita sus ventas, 
loes también para el público, á quien se le induce á comprar 
un artículo distinto del que desea. íjuc para convencerse del 
fraude practicado por el Señor Inchauspe basta comparar una 
botella del Bitter que aquel elabora, con las descripciones y 
certi Meados que acompañan á la demanda, pues además del 
nombre que se le da al líquido, cuya diferencia con el de su re- 
presentación, en su escrituray pronunciación es insignificante, se 
nota en todo una semejanza estudiada, y maliciosa; el sello in- 
crustado en las botellas de los Señores Lasa l!" y Secresta!, lo lleva 
también la del Señor Incbauspe t el número, color y colocación 
de las etiquetas, y sus filetes, es el mismo en las botellas de 
uno y otro. Que en vista de la eridenciu del fraude llevado i 
cabo por el Señor Incbauspe, los Señores Lasalle y Sccrestat, 
por su intermedio, y en ejercicio de las acciones que le confie- 
ren los artículos \" y 28 de la ley de marcas, entablan formal 
demanda contra del Señor Inchauspe deduciendo contra 61 la 
siguiente petición: se condene al demandado al máximum de la 
peni establecida en la ley, a la destrucción completa de las 
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marcas fraudulenta* adulteradas é instrumentos que te en- 
cuentren en su poder, á la publicación de La sentencia, á los 
perjuicios ocasionados, y á todos los gastos del juicio. 

Segundo: Que corrido traslado de la demanda, D. Pedro In- 
chauspe la evacuó á fojas 166 diciendo que el hecho de tener á 
la venta botillas de tiilter Segregan oo ha dado motivo al de- 
mandante para atribuirle el propósito de establecer confusión 
con el títtter Secrestat que el dice reconocido por la oBcina de 
patentes al M«r-*»rW ( no importa garantizarle las tres 
etiquetas que usa integramente, y que pueda impedir que un 
tercero las use semejantes; que fuera del nombre Secrestat que 
es el apellido del actor, nada hay en las etiquetas que tenga la 
protección de la ley de marcas; puta la forma geométrica, el 
color de la tinta y papel, el carácter ordinario déla, letras, las 
palabras de un idioma, no pueden ser objeto de munopolio;'que 
1« diferencias de las etiquetas á parte del nombre de fábrica 
son muy sensibles, y pueden ser notadas por A ojo menos es- 
perto; que estudiando la jurisprudencia existente en la materia 
se corrobora el juicio de que en el caso $ub indicado, no esiste 
falsiíicacion, habiendo declarado la Suprema Corte en cuatro ca- 
sos resueltos que no es prohibido usar del mismo nombre, ó desig- 
nación de una industria ya eiplotada por otra persona, con tal 
qne se udopte una modificación que la haga visiblemente dis- 
tinta de la primera; que aún cuando se tratára de una verda- 
dera adulteración y aún cuando el demandado, como vendedor 
inconsciente, hubiera incurido en alguna falta, la acción de- 
ducida estaría prescrita, pues hace mucho mas de un año y 
de tres Ull »bien, que circulan en plaza botellas de Bitter 
Segrettan sin que á Secrestat se le ocurriera protestar; por lo 
cual invoca especialmente la prescripción, pidiendo en concia, 
sion el rechazo de la acción deducida con especial condena en 
costas. 

Tercero: Que el Juez que recibió la causa á prueba establece 

36 
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en el auto de foja 173. que 1a testimonial debiera versar sobre 
los siguientes puntos: 

1° Si el demandado D. F. Inchauspe era fabricante del Bit- 
ter Segrettan ó simple fendedor de él; 2» En este último caso 
ti tenia conocimiento que la marca que rendía era falsificada; 
y 3 o Desde qué tiempo atrás es conocida en el mercado la 
marca denunciada. 

Cuarto: Que la prueba producida por el actor consiste: i° en 
la declaración prestada por D, Eud. Huidob, foja 220* en la que 
espone que habiendo ocurrido á los gres. Chappar y C» pidiendo 
Bitter por cajones, el hijo mayor del Señor Chappar le hizo 
probar el Bitter legitimo Secrestat y el Bitter Segrestan que 
le declaró ser una buena imitación del primero y que habiendo 
optado por la imitación, el Señor Chappar, con el consentimiento 
del testigo, mandó traer en el acto de casa de su fabricante 
Pedro Inchauspe los dos cajones de Bitter Sey restan consigna- 
dos en la factura agregada á foja 218. 

2° En el testimonio de A. Umcrez, foja 227, quien decla- 
rando conforme á las preguntas del interrogatorio de foja 226, 
afirma que fué a la licoreríu de D. Pedro Inchauspe con el 
objeto de comprar Bitier Secrestat, legítimo porque se le había 
asegurado que allí lo conseguida mas barato que en la Casa 
introductora de Lasalle hijo. Que habiéndole mauifestato In- 
chauspe que no tenía la marca Secresta^ proponía darle del BU' 
ter Segre&tan como una buena imitación* le compró los seis ca- 
jones de esc artículo a que se reGere la factura y memorándum 
agregado á foja . . . habiéndole ofrecido Inchauspe después de 
efectuada la venta del Bitter Segrestan, los precios corrientes 
de los efectos elaborados en su fábrica que se relacionan & 
foja 225. 

3? En lo espuesto por D. Pedro Inchauspe en su declaración 
de foja 257, en la que, no obstante negar que el Bitter Segrestan 
lo vendiese como una imitación del Secrestat y desconociendo 
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lo aseverado por Huidob de que ofreció á este mandar buscar ios 
cajones de Ititíer Segrestan de casa de su fabrica, íncnauspe 
alirma en el mismo neto contestando ¡i ta tercera pregunta del 
interrogatorio á foja 450, que sus eompras de Bitter Segrestan 
las hacia en casa de inchauspe y que com] t ú en lu misma casa 
ios dos cajones vendidos á Huidob (contestación á Ja ultima 
pregunta). 

4* En la declaración de D. Finoclietto que dice haber vendido 
botellas vacias al Señor Inchauspe, si bien no recuerda que ha- 
yan sido de HiUtr, é ignora que el Señor Inchauspe fuera el fa- 
bricante de Ititíer Segmtan. 

5" En lo informado por el Vista en el ramo de bebidas de la 
Aduana de Ja Capital, foja 274 vuelta, aseverando que ol Bit- 
ter introducido de mucho tiempo atrás por la casa de Lasa lie 
lleva el nombre de Secrestat y que con respecto al Segrestan 
no recuerda haberlo visto nunca manifestado y por consiguiente 
introducido. 

6° En lo informado por la Contaduría de la Aduana, en con- 
formidad á lo manifestado por el Vista y con respecto á la 
razón de Lafargue y O diciendo que no existia constancia 
alguna de haber sido registrada oficialmente en la Aduana. 

Quinto: Que la prueba rendida por el demandado, consiste 
en el testimonio de I. Schiro, foja 18a vuelta, Jac Pasos, 
foja 185 vuelta, I. A. Saborido, foja 188, y Guill. Zanderiche, 
foja 190 t quienes declaran en cunformidad á la segunda pre- 
gunta del interrogatorio de foja 188, que el Bitter Segrestan 
se conoce en la plaza desde el ano 1878, y que en el comercio 
se distingue el Secrestat del Segrestan sin confundirlos, dando 
por razun de sus dichos : el primero que el Bitter Secrestat se in- 
troduce por Lasalle llevando en las botellas una etiqueta con el 
nombre de esta casa, mientras que el Segrestan se vende por la 
casa de Inchauspe, y lleva una contramarca que lo distingue del 
otro; el segundo que se distingue por la diferencia en el precio, 
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como de la marca ; el tercero que se distingue por la marca j 
precio; el cuarto que se distingue por el nombre diferente con- 
signados en las etiquetas, y también por la calidad del Bitter. 
Tanto estos testigos contestando á las preguntas formuladas por 
el actor» como los presentados por esta, declaran formalmente 
que no conocen la casa de Lafargue é hijo; y considerando : 

Primero: Que conforme á lo establecido en la Ley 1% Titulo 
14, partida 3\ y de acuerdo á lo decretado en el auto de prueba 
corriente á foja 172, al actor ba incumbido probar si el deman- 
dado Pedro lncbuuspp era fabricante del Bitter Segrestat, ó 
simple rendedor de él, y en este ultimo caso t si tenía cono i- 
miento de que ta marra que rendía era falsificada. 

Segundo: Que la prueba que se ba enumerado un el último 
resultando, constituye no solo presunciones graves de ser el de- 
mandado Pedro ínchauspe fabricante y vendedor del Bitter 
Segres tan, si noque establece esos hechos de una mam ra precisa 
y directa, de modo que ninguna duda pueda abrigarse al res- 
pecto. 

Tercero: Que el hecho de ser Inchauspe el vendedor del Bitter 
Segrestan, está acreditado por las declaraciones de todos los tes- 
tigos que han depuesto en esta causa, tanto del actor como 
del demaiidudo, habiéndose comprobado también que esa venta 
se hacia al por mayor según la* cuentas que corren agregadas 
á fojas.,.. 

Cuarto: <£ue se ha establecido de igual manera, la no exis- 
tencia de la casa Lafargue é hijo, únicos importadores según el 
demandado, del Bitter Segrestan. Esa razón no aparece regis- 
trada en el libro de la aduana en el carácter de Casa Importa- 
dora, ni tampoco tienen neticia alguna ásu respecto, los testi- 
gos: resultando por otra parte que el Bitter que se decía por 
ella introducido, jamás ba sido solicitado á despacho como lo 
informa el Vista del ramo. 

tjuinto: Que tampoco el demandado ha producido, ni intentado 
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siquiera producir, prueba alga na sea tendente á establecer laeiis- 
tencia de la dicha ratón social, ó que él compraba el Bitter Se- 
prestan en esa casa, ó en alguna otra, hechos que siendo ciertos 
fáoil le hubiera sido comprobarlos coa ta exhibición de sus libros, 
con la presentación de cuentas, ó* por otros medios probatorios- 
no siendo racional suponer que habiendo podido probarlo haya 
renunciado rol untar ¡amonte á hacerlo y á usar por consiguiente, 
del derecho que la Ley le acuerda de acreditar qui- «o había* 
procedido a* sabiendas Tendiendo con conocimiento una merca- 
dería falsificada. 

Sesto: Que ó parte de todas estas circunstancias que admi- 
ten no solo que Inohauspe vendía el Bitter ¡prestan, sino" que 
también él era el fabricante de tal bebida, ello aparece compro- 
bado por la declaración de Umeroz, de foja227, por el memoran- 
dum de precios corrientes, foja 225, a ,*rca de la efectuada elabo- 
raron en casa de Iiichauspo, entre cuyos efectos figuran tres 
clases de Bitter, coincidiendo el precio del cajón de nnadeeMas, 
con el que se cobró á Umerez (cuenta de fojas 223), y por la 
declaración de Huidob, de foja 220. concordante con la de 
Chappar (257). de tas que resulta que no existiendo Bitter Se- 
greatan en la casa mayorista de este último, los dos cajones 
vendidos por él á Huidob los mandó comprar á casa de Iu- 
cheuspe. 

Sétimo: Que las tachas opiata* con respecto á Jas perso- 
nas y testimonios de los testigos Huidob y Umerez, no son ad- 
misibles, desde que las circunstancias invocadas para fundarlas 
no aparecen comprobadas de autos, y aún cuando estuvieran no 
bastarían por sí solas para invalidar las declaraciones alu- 
didas. 

Octavo: Que del exámen comparativo de las botellas conser- 
vadas en la oücina actuaría, resulta que la semejaba entre la 
marca de los Señores Lasalle, y la del Bitter elaborado por In- 
chauspe, relativamente á las etiquetas, forma y tamaño de la 
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botella, colocación de la contraseña, etc, etc. es de tal manera 
que no puede dejar de produir confusión entre los consumido- 
res; habiendo sido resuelto por la Suprema Corte (fallo de 5 de 
Diciembre de 1882). de acuerdo á la opinión de autores distin- 
guidos (como Bedair , Brevets de invention; Ponil let, marques de 
fabrique), que para incurrir en las generales de la ley, no es ne- 
cesario que se copie con toda exactitud una marca ajena, siendo 
bastante qne se la imite en sus rasgos principales, que es lo que 
constituye la adulteración, desprendiéndose de la versión lite- 
ral del artículo 4' de la ley de la materia qne la posibilidad de 
confusión directa ó indirecta entre los productos es la condición 
constitutiva de la acción & deducirse. 

Noveno: Que con respecto á la prescripción, si bien apa- 
rece de la declaración de los testigos de foja... que la marca 
adulterada es conocida en el Mercado desde el año 1878* esto 
no es bastante para fundar la prescripción alegada, sino respec- 
to á tos hechos de adulteración ejecutada desde que la elabora- 
ción del Bitter Segrestan se inició, pero no en Jos sucesivo* 
después de este término, pnes como lo sostiene FouMIet, N° 305, 
página 237 de la obra citada, cada hecho culpable tiene su pres- 
cripción especial que comienza á correr desde el dia en que esc 
hecho ha sido cometido, se desprende igual doctrina de la ter- 
minación del artículo 36 de la Ley, dando así a comprender la 
falta cometida, ó repetida de que se vale en ese artículo, 

Üécimo: Que -de los autos resulta que Jnchauspe ha conti- 
nuado en la fabricación y venta del Bitter Segrestan después 
de los tres años invocados para la prescripción. 

Por estos fundamentos y los concordantes de los escri- 
tos de fojas 14 y 295, fallo, declarando que el actor ha pro- 
bado su acción justificando que D. Pedro lochauspe falsificaba 
y espendia Bitter Segrestan con una marca que constituye una 
imitación fraudulenta de la de su propriedad. 
En consecuencia y de acuerdo á to establecido en lo¿ artícu- 
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los 4* y 83 de la ley de la materia condeno al referido D. Pedro 
Inchanspe a] piigo de una multa del equí raléate en moneda 
nacional a la cantidad de 500 (quinientos) pesos fuertes, ó en 
su defecto á sufrir un año de prisión, a la pérdida de los objetos 
falsificados, respecto á lo cual se procederá en conformidad á lo 
dispuesto en el artículo 32 de la ley de marcas de fabrica, y 
al pago de las costas del juicio, y. á resarcir de los Liños y 
perjuicios, debiendo publicarse esta sentencia á costa de Io- 
chauspe (artículo 35 de la ley citada). 
Hágase saber, notilicandose con el original, y repóngase los 



Vistos: Por sus fundamentos, se confirma con costas la seo- 
tencia apelada de foja trecientas trece; y devuélvanse previa 
reposición de sellos. 



sellos. 



Andrés Ugarriza. 




Buen*» Aires, Noviembre 4 de 1886. 



J. DOMINGUEZ, — ULAMSLAO FRIAS- 



FEDERICO IBáRGfiftEN. 
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Margarita iiams de Señaran* contra Don Tomás Miticua, 
sobre interdicto posesorio. 



Sumario Acreditad» la posesión anual del demandante y 
la turbación por parte de) demandado, procede ci interdicto 
posesorio. 



Cato. — Lo espJica el 



r*ll« M ¿«te* Mml 

Paran!. Mano ¿u de 1886 

Vistos : en el interdicto promovido por Don Balíazar Torres 
á nombre y con poder de Da. Margarita Rama de Señorans, 
para que se le ampare en la posesión de un terreno situado en 
el paraje cBajada Grande» de este departamento, en que dice 
haber sido perturbado per Don Tomás Hilieua, levantando una 
obra nueva dentro de él ; con lo actuado? probado. 

Y considerando : Que la parte actora ha probado su posesión 
anual en el terreno á que se reíiere la demanda: 
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Primero ; Por la mensura que hizo practicar de él, con auto- 
mación municipal, por el agrimensor Don Sebastian Triaca 
en 90 de Julio de 1876, la que á su vez fija ta ostensión en 
que ejerció la posesión (Art. 2384, Código Civil). 

Segundo: Por las declaraciones do .Timn de Dios Peralta, 
foja 44 vuelta, quo dice hacer mas de un año que extrae tierra 
y arena del terreno mencionado, fon permiso ríe la Señora Rams; 
y de Carmelo Peralta, quien afirmó, fojas 49 ú 50, que él y su 
hermano Juan de Dios, sacan del terreno tierra y amna hace 
como 10 ano?; con permiso de Doña Julia Itams. 

Que la posesión ejercida por la ejecución fie la mensura de 
Triaca, no puede calillarse de clandestina, por el hecho de 
no haberse citado á Milicua, pues considerada como simple 
acto posesorio, no es necesaria tal citación, desde que ella haya 
podido llegar a noticia del anterior poseedor (nota al artículo 
2470, Código Civil), v rs indudable que Milicua pudo teneT 
conocimiento de ese hecho que se verificó con autorización de 
la municipalidad ante un comisario de esta corporación y dos 
testigos mas. 

Que aunque asi no fuese, consistiendo la interrupción de la 
posesión en la construcción de una obra nueva en terreno del 
poseedor, la acción debe ser juzgada como acción de despojo 
(art. 2498, Código Civil), y esta procede aunque la pose- 
sión del actor sea viciosa, (art. 4490). 

Que las declaraciones do los hermanos Peralta ni son singu- 
lares ni abiertamente contradictorias. No lo primero, porque 
si bien uno de ellosdice que el permiso lo obtuvo de Doña Julia 
y no de Doña Margarita Itams, la posesión ejercida por aquella 
lo ha sido indudablemente á nombre de esta, desde que aquella 
misma sustituye el poder á Torres, para que demande la líber* 
tad de la posesión de Doña Margarita (argumento del artículo 
3398, Código Civil). Tampoco son abiertamente contradicto- 
rias, porque afirmando Don Juan de Dios que hace mas de un 
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año que posee con permiso de la aetora no importa negar que 
lia va poseído diez. 

Que aún considerando inverosímiles y sospechosas las decla- 
racionesde los Peralta, y prescindiendo de la posesión ejercida por 
medio de ellos, la sola mensura ya citada basta para constatar 
la posesión anual, desde que ella se retiene con el solo ánimo 
(art, 1445) mientras no haya sido interrumpida por otra 
posesión también anual (art. 2456). 

Que la misma declaración extrajudicial que se atribuye á 
Juan de Dios Peralta, de haber sacado tierra con permiso de 
Milicua, no escluye el hecho de haber sacado con el de la Señora 
Rams t desde que el mhmo en su declaración dice haber usado de 
ambos permisos, pero en terrenos distintos. 

Que si bien es cierto que Milicua ha probado estar en pose- 
sión del terreno á que se refiere su título, del que parece for- 
mar parte el cuestionado, estando probado qu«- la actorn ha 
poseído este por mas de un año, Milicua la perdió (art. 
2456 citado), y quedó limitada su posesión á la porción restante 
del terreno de su título. 

Que está igualmente comprobado por las declaraciones de 
fojas 44 á 50 y por la confesión implícita de la parte demanda- 
da, que en Octubre 6 Noviembre del año pasado, es decir, dos ó 
tres meses antes de entablarse esia demanda, Don Tomás Mili- 
cua hizo construir una casilla de madera dentro de los límites 
fijados por la mensura del terreno cuya posesión ha comproba- 
do la Señora Ram* de Se ñora ns lo que importa una turbación 
en el ejercicio de la posesión (art. 3486, Código Civil). 

Por estas consideraciones y de acuerdo con el artículo 2488 
del Código Civil y demás disposiciones citadas, fallo : que Don 
Tomás Milicua está obligado á desocupar á su costa el terreno 
i qne se refiere la demanda, dejando á la Señora Doña Marga- 
rita Rama de Señorans en completa libertad para ejercer su 
posesión y absteniéndose de perturbarla en ella. Se reserva á la 
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paite actora ta acción de daños y perjuicios para ejercitarla en 
otro juicio, j al demandado la de reivindicación, ai creyere 
competirle ; con costas. 

M. de 7\ Pinto. 

rail* de I» ftttprem Ctrte 

Buenos Aires, Noviembre fi de 1886 

Vistos: estando acreditada la posesión anual de la deman- 
dante Doña Margarita Rams de Señorans, como el hecho de 
la perturbación que sirte de base a su demanda ; y por los 
fundamentos concordantes de la sentencia apelada de foja 78, 
se confirma esta con costas; y en consecuencia, devuélvanse los 
autos al juzgado do su procedencia, previa reposición de los 
sellos. 

J. 8. fíOKOSTUGA, — U LADISLAO 
FhIAS. — FEDERICO IBARGUREN, 
— C. S. DE LA TORRE. 
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CAUSA til 



Don Hiearáo Valdés, contra D. (¡uillermo A. Treloar : sobre 

rescisión de sentencia. 



Sumario. — I o El procedimiento por la ria de apremio, no es 
de órden público, y puede ser centroide por tas partes. 

2 o El convenio por el cual se reconocí' un crédito, y solamente 
se determina el muilu j furnia de cobrarlo, no es una transac- 
ción. 



Caso, — En un juicio sobre liquidación de cuentas seguido 
entre Ü. Guiller ino A, Treloar, v la sociedad Valdés y L¡ir- 
rabona, el Tribunal arbitral declaró que debía pagar á Treloar 
la suma de 58.235 pisos 38 centavos oro. 

Vencido el plazo (¡jado, Treloar tráete la via de apremio. 

Hechn el embargo, lis paTte* presentaron un convenio, ret o- 
nociendo Valdés j Larrali on a á Tremar un crédito por 58.550 
pisos oro ó su equivalente en moneda nacional, con el interés 
de diez por ciento anual y capitalizaciones trimestrales» y 
transfiriendo á Treloar el cincuenta por ciento de las utilidades 
de Ja Kmpresa «Campos y Valdés» que les touabu baita la 
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fecha del contenió, y el cuarenta por ciento de las utilidades 
sucesivas, basta la extinción de la deuda. 

Quedó convenido también que la falta de lo estipulado deja- 
ría á Treloar con todos los derecbos que tenia contra Yaldés y 
Larra liona. 

Se suspendió» por esto, «1 juiciu de apremio, 

Posteriormente los socios Valdós y I.arrahona manifestaron 
que no era posible cumplir la transacción por la actitud asu- 
mida por el sodo Campos, quien kabia además deducido ter- 
cería. 

Se declaró por tal razón rescindido el convenio, y se despachó 
el mandamiento de embargo, que fué trabado en la mina 
*Upulungos» y cu el establecimiento «El Progreso», ofrecidos 
por Valdés para que Treloar los trabajase hasta cobrarse de su 
crédito. 

Los demandados fmron declarados rebeldes, y resuelta en 
contra de 1). Julio Campos la tercería interpuesta por él, Tre- 
loar pidió se lea citara de remate, y se le diera la posesión de 
la mina y establecimiento embargado. 

Falto 4*1 PeJenil 

Rioja, Aímsto 3 Je 1883. 

Resultando de la solicitud; precedente, que el actor pide ; I o 
que se cite de remate á los Sres. Valdés y Larrahona de los 
metales existentes en la cancha de la mina Upulungos, 
quefuerou embargados en las diligencias de fojas 133 á 138 ; 
y %' que se resuelva la solicitud que tenia presentada á foja 
123, en la parte que pide la entrega de la administración de ta 
mina Upulungos y el establecimiento el «Progreso» con todos 
sus anexos y demás accesorios que les corresponda, bajo formal 
inventario, designándoles un término á los ejecutados para que 
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nombren dd interventor qae fiscalice las cuentas de adminis- 
tración con sujeción á los artículos 23 y 25 del título 3 o de las 
Ordenanzas de Minas. 

Y considerando: Primero; Que los ejecutados Valdés y Lar- 
«hona han sido declarados, por auto de foja 110 vuelta, contu- 
maces y rebeldes. 

Segundo: Que ai contumaz declarado no se le dá audiencia 
m se le admite recurso alguno, salvo el de rescisión, (artícul ó 
191 ley de Procedimientos). 

Tercero : Que el auto de la citación de remate importaría dar 
audiencia á los ejecutados para que dedujesen v probasen sus 
escepciones en el término legal. 

Cuarto: Que no puede ser ese el propósito y espíritu del 
actor al hacer semejante solicitud, cuando pide al mismo tiempo 
que para decretarla se tenga presente el auto en que se decía- 
raron rebeldes á los demandados. 

Quinto: Que en cuanto á la entrega de lamina üpulungos 
consta del auto de fojas m y ,27, que se suspendió la re- 
solución de dicha solicitud hasta tanto se pronunciase senten- 
cia en la tercería de oposición escluyente, deducida por el 
Gerente de la Sociedad .Campos j Valdés», de los bienes 
embargados. 

Serta: Que por resolución de la Suprema Corte de Justicia 
Nacional, en la referida tercería y cuyos autos se tienen á la 
vista, no se bu hecho lugar á aquella, fundada en el privilegio 
que el crédito del ejecutante tiene en la mina y establecimiento 
embargados, como último aviador ; en las estipulaciones del 
contrato de foja 5 voelta, etc., etc. 

Sétimo: Que el artículo*- de dicho contrato, espesamente 
atribuye áTreloar el derecho de tomar Ja administración déla 
mina üpulungos y establecimiento el « Progreso* hasta pa- 
garse, cou arreglo á Jas ordenanzas de minería, el crédito que 
persigue. 
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Octavo: Que según consta de la diligencia de foja iíi, al ser 
requerido» de pago los Sres. Lnrrahona y Valdés, hizo consig- 
nar el primero que estando á cargo de Valdés todos los bienes 
sociales, era éste quien debía abonar el crédito, y ofreció el se- 
gundo la mina y establecimientos menciunados, en cumplimiento 
de pactos preeiistentes, para que los trabajase el aerador hasta 
reambolsarse de su crédito, cuya oferta fué aceptada por éste, 
en los términos prescriptos por la Ordenanza de Minería. 

Noveno : Que el artículo 23 del título 3° de ellas, prohibe, 
en caso de ejecución, el embargo y venta de las minas, hacienda 
de beneficio, maquinarias, herramientas, ele, etc , prescri- 
biendo que deben entregarse al actor, si los pidiera, para que 
con un interventor que nombre «I ejecutado las administre 
hasta el pago de su crédito. 

Por esto* fundamentos, se resuelve: 1 n Que no ha lugar ala 
citación de remate que esta parte solicita; 2 o Que se haga en- 
trega, bajo prolijo inventario al Sr.Treloar de la administra- 
ción de la mina Upulungos y del establecimienló de fundición 
cKl Progreso» con sus maquinarias, herramientas y demás 
accesorios que les corresponda según el articulo de la ordenanza 
citada, durante el tiempo que sea bastante para pagarse con 
sus productos líquidos, el crédito que se perdigue, designán- 
dose el término de diez dias para que los ejecutados nombren 
un interventor que tome la participación que le corresponde 
con arreglo á la ordenanza, en la explotación y administración 
de la mina y establecimientos mencionados. A sus efectos lí- 
brese á los Jueces de Paz de Chilecito y Famatina las órdenes 
necesarias. 

Mina. 

Valdés interpuso el recurso de rescisión, por las razones 
que se esponen en el 
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Falto M#«m rtiml 

Rioja, Oclubru 9 do 1885. 

Visto el recurso de rescisión interpuesto por D. Ricardo Val- 
dés, coutra D, Guillermo A. Tremar de la resolución de éste 
Juzgado, de techa tres de Agosto próximo pasado, corriente á 
foja 157 de los autos, por la que se ordena se haga entrega por 
los ejecutados Valdés y Larrabona ul espresado Treloar, bajo 
inventario, de la adminhtraeiou de lamina Upulungos, y el es- 
tablecimiento de fundición * El Progreso », con sus maquinarias, 
herramientas y demás accesorios que le corresponden según 
ordenanza de minería, hasta pagarse con sus productos liquides 
el crédito que se persigue; y del cual resulta: 

Primero: Que el actor funda el recurso: Í° en que el co- 
bro del crédito del Sr. Treloar debió perseguirlo por la via 
ejecutiva y no por Ja de apremio, por cuanto con la transac- 
ción de foja 68 vuelta dejó transcurrir el término de tres 
meses que tenia para intentarla ; 2" en que tampoco corres- 
ponde la ría ejecutiva sitió la ordinaria, porque la traslación 
ha creado una miración de la primera obligación por otra á 
plazo indeterminado con subrogación de derechos del deudor 
Valdés a favor de Treloar, en una parte de las utilidades líqui- 
das de la Sociedad t Campos y Valdés > para pago de *u crédito; 
y 3* en que la referida transacción está vidente con todos sus 
efectos legales, por cuanto el cu uve ti io celebrado por la escri- 
tura pública de foja 101 á foja 101 no tiene valor jurídico 
hasta que no se haya ratificado pur las partes contratantes 
ante el Juez de la causa, pudiendo cualquiera de ellas desistir 
de él, como lo liacta en el presente recurso. 

Segundo: Que la parte de Treloar solicita el rechazo de la 
acción con condenación en ostas daños y perjuicios, alegando: 
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1 falta de personería en Valdes para deducir este recurso; 
2 a que la transacción de foja 68 vuelta fué rescindida por el 
convento de foja 101 á 104, dejando ¿Treloar con los derechos 
que le acuerdan las cláusulas ft* y 7" de la referida transacción; 
3 o que Valdés con posterioridad á la transacción, so adhiere á la 
tercería de dominio excluyen te, deducida por D. Julio Campos, 
de lamina L'pulungos y el establecimiento de fundición * El 
Progreso», en el espresado juicio de apremio, después de haber 
presentado para el embargo, la mina y establecimientos men- 
cionados ; 4 o que el juicio de apremio, es procedente, por 
cuanto la disposición del artículo 300 de la ley de procedi- 
mientos, se refiere í los que se inician y no á los que se sus- 
penden en su prosecución por acuerdo de partes; y 5 U que el 
recurso de rescisión es improcedente porque el auto de cuya 
rescisión se trata, no importa una sentencia definitiva. 

T considerando: Primero: Que la personería del Sr. Valdés, 
para intervenir en nombre propio, en este juicio, ha sido espresa- 
mente reconocida por la parte de Treloar en la transacción de 
foja 68 vuelta* convenio de foja 90 á foja 104 y diligencias de 
embargo de foja 111 vuelta, 

Segundo: Que la transacción de foja 68 vuelta extinguió 
todas las obligaciones litigiosas existentes entre los Sres. Val- 
des y Treloar, bajo las bases y condiciones <iiie se espresan en 
ella (art. 832 y 850, Código Civil). 

Tercero: Que por el artículo 6" del referido convenio de 
foja 68 vuelta, el Sr, Treloar se ha reservado expresamente 
todas las acciones y derechos que tenia antes de su celebra- 
ción, en el caso deque se fallase á su cumplimiento en cuales- 
quiera de sus partes, quedando nulo de hecho y de derecho. 

Cuarto; Que uno Ue esoB derechos era el de perseguir su 
crédito por la via de apremio, declarando, para el efecto, por el 
artículo 7 o , solo suspendida dicha ejecución, (arts. 834 y 835, 
Código Civil). 

31 
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Quinto: Que la dispusicion del artículo 300 de la ley de pro- 
cedimientos, lij;indo un término perentorio dentro del cual 
debía intentarse la via de apremio, no es de órden público, y 
por lo mismo, pueden Tas partes por convenciones espresas, 
como sucede en el presente caso» modificarlo. 

Seito: Que tampoco ha habido por la transacción, novación 
de la deuda con sustitución de deudor, sinó el reconocimiento 
recíproco de obligaciones, en cuanto al tiempo, forma de papo, 
intereses devengados, etc.» etc., acordándose por el deudor 
como garantía al acreedor, el mandato de que pueda á su nom- 
bre y representando todos sus derechos, jestionar de la socie- 
dad Campos y Valdés el lanío por ciento de las utilidades 
líquidas hasta el pago de su crédito, (art. 812, Código Ciril . 

Sétimo: Que no aparece de la transacción la obligación 
irrevocable por parte de Treloar de hacer efectivo judicialmente 
el mandato que le confería Valdés, como éstv lo pretende, con- 
tra la referida Sociedad, para el cobro del tanto por ciento, de 
la utilidades líquidas que debían aplicarse al pago de su crédito, 
y que aunque así no fuera, el Kr. Valdés la ha declarado rescin- 
dida por falta de cumplimiento, por el pacto que sé registra 
en la escritura pública de foja 101 á foja Í04, reconociendo 
espresampute el derecho de la parte Treloar para continuar la 
ejecución pendiente, 6 tomará su cargo la sub-administracion 
de la empresa ejecutada, con arreglo á los contratos preexis- 
tentes. 

Octavo: Que dicho pacto, ratiBcado ante Escribano Público, 
con Ins formalidades ^rescriptas por la ley, es válido y no re- 
quiere la aprobación del Juez para que surta todos sus efectos 
legales por cnanto no versa sobre derechos litigiosos extingui- 
dos ya por la transacción, sinó sobre rescisión de ella, reco- 
nociéndose ambas partes las acciones y derechos que recíproca- 
mente, les competían antes de la celebración. 

Aoticno: Que dicho pacto, aunque se reputase en sus efectos 
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jurídicos como un» transacción de derechos litigiosos el Sr 
VÉtól* no podría desistir de ¿1, como )o pretende, por cuanto 
lia s.do espesamente ratificado ante el Juez de la causa por el 
Sr. Treloar, eo su esposicion de foja 105, acompañando dicha 
escritura;* por Valdés, a] presentar, á foja 111, bienes para 
el embargo, al ser requerido nucamente de pago, en mé- 
rito de aquel (mandamiento d,> embargo de foja 109): suscri- 
biendo ambos, unte el Jaez comisionado, un nuevo acuerdo sobre 
la forma en que debia verificarse el pago del crédito, de 
conformidad A los contratos preexistentes. 

Décimo: Que además, consta i foja 37 del espediente de 
tercería, que se tiene á la vista, q„e el Sr. Valdés, se ha adhe- 
rido a la tercería de oposición eseluyeiite que el Sr, D. Julio 
Campos, socio gerente de ta Sociedad < Campos v Valdés» de- 
dujo á consecuencia del embargo trabado en los bienes presenta- 
dos por \aldés v aceptados p„ r Treloar, j que Ja Suprema Corte 
declaró improcedente dicha tercería, bagado mérito en su 
resolución, de la transacción de foja 08 vuelta j del pacto de 
foja 101 á foja 104, que la dejó sin efecto. Hechos que d.mues- 
iran evidentemente que el Sr. Valdés reconoció siempre el 
derecho del actor Treloar, para exigirle nuevamente el cum- 
plimiento de sus obligaciones, por la vía de apremio. 

Por estos fundamentas, definitivamente juzgando, fallo- n0 
haciendo lugar con costas ú la rescisión del auto de fecha 3 de 
Agosto próximo pasado, corriente á foja 157. En su consecuencia 
llévese adelante su eje.uciou, dejando á salvo al Sr. Treloar sus' 
acc.ones pa ra deduci rías contra Valdés por los daños y perjuicios 
que le hubiera irrogado, con ocasión de éste recurso, donde y 
como corresponda. Xotifíquese con el original 
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Mlt «• I» ««presa* ümrtm 

Bueno» Aire*, Noviembre 13 de 188B 

Vistos: Por sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
apelado de foja ciento setenta y ocho vuelta; y devuélvanse 
previa reposición de sellos. 

I* R. GOBOST1AGA. — J. DOMflVGCEZ. 
— U LADISLAO FRIAS. — FEDERICO 
IBARCOBEH. — C. 8. DE LA TORRE. 



f ' A 17 HA fl*ll 



Ifan Aíativa ftoca, contra el Editor de *El Racional», por inju- 
rias por la prensa; sobre jurisdicción; recurso de hecho. 



Sumario. — No procede el recurso del artículo 14 de la ley 
de i 4 de Setiembre de l86a,B0bre jurisdicción de los Tribunales 
Federales, contra una sentenciado los Tribunales de la Capital, 
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por la que no se hace lugar á Ja escepcion de incompetencia 
deducid, contra la demanda por injurias m i a ¡nt ^ 
puesta ante el Juez Correccional . 

Cato. -Don Ataliva Koca se presentó a< Tribunal Correc- 
cional de la Capital .un el p eriüd ico Eh\acional ^ dia 20 
de Noviembre de 1885, acusando el artículo titulado A los he- 
chos, fortunas improvisadas, y pidió se citara al Editor de 
ht Mcwnat para que declarase quién era el autor del 
articulo eu el que se le infería,, graves injurias. 

El editor ae presentó, y opuso la escepcion de incompetencia 
del Juagado Correccional. 



AUTO DEL JUEZ CORRECCIONAL 



Buenos Aires. Dicieeubre b de 1883, 



Autos y vista esta causa para resolver ia excepción de incom- 
petencia, de la que resulta. 

Primero : Que el dia dos del corriente se presentó ú la cita- 
ción del Jugado D. Félix San Martin comu editor responsable 
de El Nacional. 

Segundo: (Jue interrogado para que declarara que quién es 
el autor ó el responsable del a, líenlo ■ A las hechos, Fortunas 
improvisadas, publicado en la tercera columna de la primera 
página que se le exhibió, en el número 11,705, baja el pseudó- 
nimo de A rgus t acusado por I). Maliva Roca, como conte- 
niendo conceptos injuriosos á su persona, pidió permiso al 
Juzgado para que contestara por él el Dr t D. Mariano Várela, 
presente, j á quien en ese momento nombraba p.-r su abogado 
defensor. 
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Tercero: Que concedida la pfihibra al Dr. Várela, impuso: que 
él se permitía acón s jar á su defendido (aunque gnardando los 
respetos debidos al Juagado) no contestara á tal interrogación, 
porque previamente interponiala excepción de incompetencia, 
pues no hay ley alguna que rija ha delitos de imprenta en la 
Capital de la República y el Código Penal que se pretende apli- 
car, establece «presamente en su artículo 4° que no rije los 
delitos de imprenta; y que si se pretendiera aplicar las dispo- 
siciones generales sobre los delires de injuria y calumnia, la 
prescripción constitucional que consagra la libertad de imprenta 
quedaría falseada en la práctica. 

Cuarto: Qne rebatiéndolo t l Dr. Escalada, abogado del acu- 
sador, contestó: que el Juzgado debia desechar con costas ta 
articulación deducida, por ser el Juzgado Correccional el com- 
petente para conocer en delitos de la naturaleza del que se 
arusa, según constantes resoluciones de la Támara, como por- 
que de otra manera gozarían de impunidad las que se encon- 
traran en el caso del autor del delito acusado. 

Quinto: Que corrida vista al Agente Fiscal de la excepción 
opuesta, dictaminó: Que la Ley Orgánica de los Tribunales de 
la Capital dispone en su irtfbtt 1 52, qne mientras no se esta- 
blezca et juicio por Jurados conocbn los Tribunales ordinarios 
en todo delito, como en el presente de injurian, delito previsto 
y castigado por el Código Penal, el cual puede ser cometido 
por acciones, palabras habladas ó escritas y en cualquiera de los 
modos como se cometa, no desnaturaliza el delito. 

Que este punto ha sido ya resueltoen muchos casos por el Juz- 
gado Correcional y los del Crimen, siendoen todos confirmados 
por ta Excelentísima Cámara, no obstante haberse interpuesto 
la misma escepcion de que tratándose de delitos de imprenta 
su juzgamiento corresponde al jurado, por lo que aconsejaba 
se declarara al Juzgado competente para entender en la causa. 

Y considerando: Primero. Que siendo la injuria un delito 
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ordinario previsto en el Código Penal y pasible de pena eorpo- 
ral, la que no escede de un año, corresponde su conocimiento 
a! Juagado Correccional (artículo 54 de la Lej Orgánica de los 
Tribunales de la Capital). 

Segundo. Que según su artículo 312, los Tribunales de la 
Capital se rigen por las ley.-s de Procedimientos Civiles Correc- 
cionales y Criminales de la Provincia, hasta que e! ingreso 
dicte las 400 hayan de reemplazarlas. 

Tercera. Que se lia declarado asimismo un vigencia para la 
Capital el Código Penal de la Provincia (art. 313 de la Ley 
Orgánica citada). 

Cuarto. Que el delito dé injuria que se acusa (si tal inju- 
ria resultare) aún cometido pnr medio de la prensil, 110 doftjr? 
tuaria esto la jurisdicción que atribuyen al -la/gado las leyes 
citadas, 

QHi'nfa. Que la ley que reglamenta el juicio por Jura- 
dos se lia declarado iiiMibsist.'iile en laC¡i|"ital do la ¿«pública 
por la Kxcelcntístina 'amara di- A pelar iones (según sus fallos, 
pagina 415, touio2 J ). 110 quedando por consiguiente masque la 
acción ante la justicia ordinaria, como lo prescribe también la 
ley de Setiembre de 1857. 

Sexto. Que la injuria puede inferirse, como suatamente h 
observa el sefuu- Fiscal, ya di- palabras, por arciones, ó por la 
pren>a (art, 304 y 313), justiciable como queda dicho por 
los Tribunales ordinarios; pero aún aceptando que el delito 
acusado sea abusivo de la libertad de imprenta, delito que era 
juzgado por un Tribunal popular, hoy corresponde su juzga- 
miento á la justicia ordinaria, como queda demostrado. 

Séptimo. Que también es esta la constante jurisprudencia 
establecida desde la fundación del Júzgalo Correccional en la 
Capital ge la República, oonlinu.idas sus s*nlen ¡as, á mas de 
todos los casos que retiere la precedente vista liscal, en 
los idénticos al presente ocurridos en el mismo periódico El 
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Naciónai, El Diario, El Mosquito, The Herald, La Juttt- 
cía y otras muchas publicaciones en los que, cuando á pesar 
de los buenos olicios del Juzgado interpuestos para arribar á 
una esplicacion ó acuerdo, no se consiguió, se ha condenado al 
editor responsable de las referidas publicaciones, si no se pre- 
sentaba el autor de la injuria acusada. 

Por tudas estas consideraciones j antecedentes referidos de 
autos y de acuello con la precedente TUta fiscal, el Juzgado 
resuelve: i" no hacer lugar á la escepeion interpuesta ; 2 o Que 
el editor responsable de El Racionad, Don Fílix San Martin, se 
presente ante el Juzgado el día djócié del próximo mes de Knero, 
á las 3 p. ni, á declarar quién es el autor del artículo acusado 
Furtunai Improvisadas, bajo apercibimientu, si persistiera en 
su negativa, de declarársele responsable de fa injuria que se 
acusa (en caso que tal injuria resultase). 

Definitivamente juzgando asilo pronuncio, mando y ürmoen 
Ja ciudad de liuenos Aires, Capital de la República Argentina, 
fecha uí >tpra. 

Pastor S, Obligado. 

ALTO DE LA CAMARA DE APELACIONES EN LO CRIMINAL 

buenos Aires, Abril 10 de 1886. 

i" visto?: resultando que la defensa sostiene que el editor del 
impreso acusado nó está obligado á declarar quien sea su autor, 
alegándola incompetencia de la justicia ordinaria para conocer 
en los delitos de imprenta, invocando la autoridad de la Su- 
prema Corte, como también la declaración de este Tribunal, de 
que por la prensa solo pueden cometerse delitos de esa natu- 
raleza, 

í considerando: Que el Juez aquo t en su carácter de Juez 
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Correccional, ejercitando la jurisdicción que iuviste conoce de la 
acción deducida. 

Que en esas condiciones el Juez procede en virtud de su juris- 
dicción propia para averiguar y castigar delitos que hayan sido 
denunciados por la prensa en uso de la libertad consagrada por 
la Constitm-ion Nacional. 

Que á ese efecto, no sigue un juicio de imprenta para llegar 
al conocimiento de ta verdad de un delito y de su autor, pues 
por idéntica razón el que deduce la acción de injuria ú calumnia 
acordada por el derneho común, no puede estar obligado A se- 
guir un juici.» de imprenta para conocvr el ,iutor de las publi- 
caciones. 

Que en este sentido la ley de diez y siete de Setiembre de 
mil ochocientos cincuenta y siete acordaba a los particulares el 
derecho de poder ocurrir Ó iajusticin ordinaria, invocándoseeste 
precedente legislativo, porque existiendo cuando se creó el Po- 
der Judicial para la Capital de la República, debe considerarse 
subsistente, conforme con el artículo trescientos doce, l,ey 
Orgánica de los Tribunales. 

Que los fallos de la Suprema Corte, registrados en los tomos 
primero, pagina ciento cuarenta y una; tercero, página tresc ien- 
tas setenta y dos, y tomo primero, segunda serie, página trescien- 
tas setenta y tres, solo establecen la incompetencia de la justi- 
cia federal para conocer en los delitos de imprenta con 
arregla al artículo treinta y dos de la Constitución Nacional, 
pero sin que ninguno de ellos contenga la declara^iou que afir- 
ma la defensa de que por la prensa solo puede cometerse detitos 
de imprenta; ausencia de ta declaración lógica por la misma ra- 
ían de que los Tribunales Federales prima facic establecían su 
falta de jurisdicción. 

Independientemente de esto el recurrente no puede invocar en 
apoyo de su tésis esos antecedentes, porque los Tflbunales déla 
Capital tienen jurisdiciou para conocer de los hechos y delitos w> r - 
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respondientes al derecho común, conforme ú su ley orgánica, 
míen tras que la prohibición de) «líenlo 32 de la Constitución 
está limitada á la justicia federal. Que ta m poco puede ampa- 
rársele! artículo 4 rt del Código Penal, que eseeptna de sus dis- 
posiciones los delitos de imprenlu. Tal escepeioii tiene su espli- 
cacion en que dicho Código era un provéelo pura toda la Ke- 
pública y entonces el Congreso ra jee ¡a de facultad para legislar 
sobre esa materia, según el artículo 32 recordado, i:omo también 
porque tratándose de. leyes de procedimientos, pues tales son las 
que se refieren a los delitos de imprenta correspondí' A cada 
provincia dictarla en uso de una facultad constitucional. 

Que de tas consideraciones anteriores fluye la competen- 
cia de la justicia ordinaria, y desde que en una publicación la 
existencia de las imputaciones está constatada, la acción del 
interesado, como la del Juez, están limitadas ú conocer al autur 
de la publicación, desde que con arreglo á derecha [tara susiau- 
ciar el juicio es tan indispensable conocer la persona contra 
quien se lia de instaurar la acción como saber qué Jurz deba 
conocer eu ella. 

Que no podría observarse el procedimiento establecido por la 
Lev del año veinte y ocho, derretís de veinte y ocho de Octubre 
de mil ochocientos once y ley del año veinte y dos, recordad.i por 
la defensa en el informe ante la ( amara, porque el trámite 
que estatuían esos precedente estaba reservado para el Tribu- 
nal de jurado que ejercía jurisdicción privativa y único compe- 
tente para aplicarlos en los juicios que se instauraban sobre 
libertad de la premia. 

Que tales disposiciones no se pueden invocar ni aplicarse por 
Injusticia ordinaria, porque esta ejerce una jurisdicción propia 
y sujeta á los principios del derecho común. 

Que en ese concepto, suponiendo que un juez del Crimen tu- 
viese conocimiento de la denuncia de un delito por medio de la 
prensa, para perseguirlo y castigarlo tendría necesidad de in- 
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dagar ante todo lu persona autora de ta denuncia, es decir, 
tomaría declaración al editor del impreso ó bien á la que él 
designase como .nitor de la denuncia. 

Que él del), r de hacer esa manifestación ¡i la autoridad, es 
en nombre del interés que tiene la sociedad do qUe loa delitos 
no queden impanes, existiendo también ese dcreciio cuando 
Ja persona deduce la acción de injuria o calumnia que le acuer- 
dan las leyes. 

Que por utra parte, el mismo editor c»tá interesado, como lo 
deeia uno de nuestros magistrados, t-n que el delito que ¿1 ha 
den iniciado se averigüe y se castigue; de lo contrario apare- 
cería com- un hombre sin conciencia ni -scrúpulo, queadmitela 
denuncia de un tercer*., decidido á guardar silencio ofendiendo 
á la moral y tisú propia honra cuando «I tercero no dá paso al- 
guno para probar su dcuuncia ante los Tribunales, ó cuando 
menos, no viene :í declarar allí su nombre y los motivos que lo 
indujeron A la publicación. 

Que lo contrarío, seria conceder todo al que se críe asistido 
del derecho ó de la libertad de p.<der hacer acusaciones ó de- 
nuncias ñor medio de la prensa, si debe quedar eximido al mis- 
mo tiempo el editor de manifestar si es él el autor de la publi- 
cación ó si es un tercero y quién sea éste. 

Que de Indo lo espuesto se deduce: que el Juez Correccional, 
ejerciendo su propria jurisdicción, la tiene t tmbieu para averi- 
guar sumariamente quién es el autor de la publicación que ha 
dado origen á la acción deducida: que ejerciéndose la jurisdicción 
ordinaria no puede invocarse la declaración de la Suprema Corte 
Nacional, ni las disposiciones especiales sobre libertad de im- 
prenta, porque correspondían privativamente al jurado, que- 
dandosujeta únicamente aquella jurisdicción lí las prescripciones 
del derecho común. 

Por estos fundamentos y de conformidad oon lo pedido por el 
Señor Fiscal, se confirma con costis et auto foja nueve, esti- 
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mindose el honorario del Doctor Escalada por su informe, en 
cuarenta pesos moneda nacional, y devuélvanse. Repóngase lúa 
sellos. 

Ortiz. — fíarra, — fíunge. 

El editor entabló el recurso del artículo 14 de la ley de H 
Setiembre de 1863 ¡¡ubre jurisdicción de los Tribunales Fede- 
rales. 

VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL (J) 

Suprema Corte: 

Háse sostenido en esta causa, por parte del demandado, que 
los tribunales de la Capital carecen de jurisdicción para conocer 
de los delitos de imprenta, norque el Congreso no lia dictado 
ley alguna sobre la materia. 

Ha sostenido á Ja vez el Señor Acevedo, que el Código Penal 
no rige para los delitos do este género, por escluirlos espresa- 
mente el artículo 4° del mismo; ni menos, la ley de la Provin- 
cia de Buenos Aires de t8T>7, por cuanto es esta lev de fondo 
nú de procedimiento, único caso en que, no estando en oposi- 
ción con la Constitución y las leyes del Cuigreso, podría consi- 
derarse vigente, en virtud del articulo 312 de la ley que organizó 
los Tribunales de la Nación. 

Ua sostenido por último, el espresado Señor Aceredo, que, 
aún en el caso de ser considerada de procedimiento la ley del 57, 
no podría tener aplicación en el territorio de la Capital por ser 
repugnante á la Constitución, que declara delitos especiales los 
cometidos por la prensa, y coloca fuera de la jurisdicciou de los 

(í) Es la víiU espedida en la causa analta seguida contra JJ. Elíseo Aee- 
vedo ñor calumnias aun- vi Tribunal Criminal, 
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Tribunales ordinarios, y porque además no existe ley alguua (juc 
determine la penal idnd de tales delitos, por no regir para ellos 
el Código Penal. 

La Cania ra, de lo Criminal ha resuelto todo lo contrario, al 
declarar vigente para la Capital la lev del 57. y aplicable á 
los delitos da imprenta el Código Penal. 

Háse puesto* pu s, en cuestión la validez de una ley de Pro- 
vincia bajo la pretensión de ser repugnante o* la Constitución 
Nacional y á las leyi-s del Congreso, y la decisión ha sido en 
favor de la ley de lu Provincia. 

El recurso es entonces .i toda luces procedente y cúmpleme 
pedir así lu declare V. K. 

Eduardo Costa. 

Mi* fie I* NpffjCw» (1) 

Buenoi Airea, Noviembre 13 d. 1886 

Vistos en el acuerdo, y considerando: Que el único punto 
que aparece como materia de litigio en el presente caso, según 
resulta de autos, es la competencia del Juez en lo Correc- 
cional de la Capital, para juzgar de la ¡tccion de injurias 
deducida ante dicho juez contra el autor ó editor de la pu- 
blicación corriente á foja primera, competencia que ba sido 
puesta en duda por el demandado, alegando, por una parte, que 
el artículo treinta y dos de la Constitución Nacional prohibe 
el ejercicio de la jurisdicción federal en materia de imprenta, 
y por otra, que no existe ley alguna en esta Capital que de- 
fin» y castigue los delitos cometidos por medio de la prensa, 
y es de aplicación por tanto la disposición del artículo diez y 
ocho de la misma Constitución» que prescribe que nadie puede 

1, En lacau»a de Acevedo %f¡ dictó igual fallo. 
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ser juzgado sin juicio previo fundado en ley anterior al hecho 
del proceso. 

Que este punto, que ha Mdo deducido pomo escepcion dilato- 
ria y deridido en primera y segunda instancias por los Tribu- 
nales de la Capital desechando las obje ionos del demandad» y 
declarando la competencia del Juez Correccional, no envuelve 
ni entrona, en los términos de la Ley «le catorre de Setiembre 
de mil ochocientos sesenta y tres, cuestión alguna que tenga 
relación directa é inmediata con ninguno de los artículos de la 
Constitución, que se invocan como fundamento dee>te recurso, 
pues el primero de ellos, ó sea el treinta y dos, en cuanto pro- 
hibe el ejercicio de la jurisdicción federal en materia de impren- 
ta, os evidentemente inaplicable a los Tribunales de la Capital, 
que ejercen una jurisdicción distinta á aquella, y ageno por 
tanto á la cuestión decidida; y en cuanto al segundo, ó sea al 
diez y ocho, es de observar: primero, que la resolución recurrida 
se halla limitada ú declarar la competencia del Juez ante 
quien ha sido llevada la demanda, sin pronunciarse en cuanto 
á la responsabilidad penal del demandado ni ú la procedencia 
de la acusación en su fondo ; segundo, que por tanto, dicho 
artículo en ninguna manera puede decirse afectado ni violado 
por aquella resolución; tercero, que la garantía de nn poder ser 
penado sin ley que defina y castigue como delito el hecho mate- 
ria de la acusación, si bien consagrada por la Constitución, no 
nace sin embargo exclusivamente de ella, ni se halla rejida es- 
pecialmente por la misma, y no constituye por consiguiente un 
caso que haga surjir por sí solo la jurisdicción federal mas de lo 
que puede hacerlo cualesquiera de las otras garantías comunes 
at individuo y preexistentes A la Constitución misma; y cuarto, 
finalmente, que no conteniendo, como se ha dicho f lu resolu- 
ción apelada decisión alguna en cuanto á la responsabilidad del 
acusado ni ú la procedencia de la escepcion fundada por éste 
en el articulo referido de la Constitución, no eiiste sobre esto 
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punto base alguna para el recurso de apelación interpuesto, que 
no es admisible con arreglo at articulo catorce de la Ley Na- 
cional antea citada, sjnó tratándose de sentencias definitiva-; 
de los Tribunales locales. 

Por estos fundamentos : se delira no haber lugar i dicho 
recurso; y devuélvale con oli^io el espediente remitido por la 
Eicelentjsima Támara de Apelaciones de ta Criminal, repo- 
niéndose los sellos. 

J. B. GOROSTfAGA. — I. DOMINGUEZ. — 

llaihslao frías (en disidencia). 

— FEDERICO IBARGCREV — C. S. DE 
LA TORRE. 



DISIDENCIA 

lin virtud de lo* motivo* espucstos por el -señor Procurador 
General en su dictamen, soy de opinión que el recurso es proce- 
dente, conforme al artículo 1i de la ley sobre jurisdicción y 
competencia de Tribunales Nacionales. 

En cuanto á la cuestión principal, esto es, sobre Ja jurisdic- 
ción de los tribunales de esta capital para conocer de los de- 
litos de imprenta, es la misma que la Corte d iridió hace poco, 
en el caso sobre ]u contienda de competencia entre e! Juez 
Federal y el Juez del Crimen, en la acusación promovida con- 
tra D, B. Acevedo, por injurias al señor Presidente de la 
Eepnblica en d diario ¿7 Ihsbate, 

La Suprema Corte declaró que correspondía ti, la justicia 
local el conocimiento del delito acusado, la cual debía proce- 
der con sujeción ti las leyes locales. 

Mi opinión fué contraria, fundada en que el Congreso, no 
solo no hábia dado esa jurisdicción d la justicia local, en la 
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Ley Orgánica de 1881, ni adoptado todas las leyes de procedi- 
mientos de la Provincia de Buenos Aires, sinó que babia ma- 
nifestado su intención opuesta, suprimiendo del proyecto de 
aquella ley los artículos un que expresamente se la conferian 
y adoptando el Código Penal de la misimi Provincia, que esta- 
blece que sus disposición ^ no comprenden los delitos de im- 
prenta; y en que, no estando en vigencia las leyes nacionales 
anteriores sobre la materia, no existía ley de imprenta en lu 
cupital, y de consiguiente, .según el artículo 48 de la Consti- 
tución, no podía precederse al juicio previo fundado en ley 
anterior ni hecho del proceso, indispensable para ,1a imposi- 
ción de la pena. 

El nuevo estudio que de la cuestión he hecho, nie ha confir- 
mado en mis ideas anteriores, y juzgando que las consideracio- 
nes espuestas son aplicables en el presente caso, pienso que 
debe revocarse el auto apelado v declararse que no es compe- 
tente para conocer de él la justicia local. 



«LADISLAO FRIAS- 
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. /Wro Acuita, contra las autoridad?* dfíl Departamento de 
Vomán en Catamarca, ¡mr infracción de ta tty de elecciones 
nacionales;, sobre admisibilidad de i/uerella. 



Sumario.— í« La petición solicírarifjo h verificación demias 
diligencias .-on el objeto ríe ««tablar acción criminal contra los 
que resulten culpables, importa una querella, y no ana mera 
denuncia. 

2" La querella 6 acusación no puede ser admitida ai no se 
precisa en ella el nombre de los acusados, los hechos materia 
de la acusación, y se agrega el juramento dfi no proceder con 
malicia. 



Caso. — Don Pedro Acuña, acompañando varias informacio- 
nes suscritas por algunos vecinos de Fomún, relativas á abusos 
de las autoridades en las elecciones de 7 de Febrero de )88t>, 
pidió se mandaran ratiíicar las firmas j practicar las diligencias 
necesarias para conocer su verdad, y, concluidas estas, se le 
pasara el espediente paTa entablar la correspondiente acción 
criminal. 

38 
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Falto M jMiMml 

CaUmarc*, Mano 5 de 1886. 

Vistos: por los fundamentos consignados en el precedente 
dictámen fiscal t no ha lugar i la acusación de su referencia, 
corriente á foja 13, entablada por D. Pedro S. Acuña sobre los 
sucesos de Foman, con motivo de las elecciones nacionales del 
siete de Febrero último; quien en consecuencia deberá dedu- 
cirla en debida forma, como lo indica aquel funcionario. Hágase 
saber, devuélvase ta información acompañada, dejando cons- 
tancia en autos, y repóngase los sellos. 

Joaquín Qiiiroga. 

VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aire». Noviembre 2 t!e 1886, 

Suprema Corte: 

Él escrito de foja 13, ya se considere como acusación, ya co- 
mo denuncia, está concebido en términos tan vagos y deficien- 
tes, que el Juzgado de Sección ha procedido acertadamente, á mi 
juicio, al ordenar al recurrente se presente en debida forma: es 
decir, determine con precisión qué delitos y qué perdona denun- 
cia ó acusa, pues es bien s.ibido que nuestra legislación no au- 
toriza las pesquizaa ó denuncias generales. 

Como ademas* el auto recurrido no trae gravamen ii repara- 
ble, según oportunamente se ha observado, no veo razón al- 
guna para que V. E. nu lo deje subsistente. 



Eduardo Costa. 
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Buenos Aires, Noviembre 18 Je 1886. 
áiJtf r, n8Íde,an,lo: P "'»™ Q" el editad, foja trac. 

• Íttfl £2 ^ f0Í1 PrÍm " a ' ***¡¡ A Pática 
de las d.l.g, B «,a, Mceaari.. i | a completa avariguaHon da la, 

52re 61108 S<, " Cnn,,CÍln ' ~ *• * "a o 

« P n,l lt o a acá,,- erla.iaa. eo„„a .« r , 8oItcn fnll> , b 

» »os y 8e con st it«y, parto o„ ., juid0i ^ J M 

rercero- Q«* l«ia qa,- la acosacion óou. rella <ea adntalhla 
gSf *M**» (Layes «tora' «(» m t ^ 

£2 T i se designen e.„ p„.. cision „ ^ ' 
s»d. i acusado,, cofo lo. Dccllos ^ dc ¡¿ ^ " " 

'Wf' " » - proceder de .aalici» ' 



J. DOMINGUEZ. - U LADISLAO FRIAS. 
- FEDERICO IBARGUREN. - C . S. 
DE LA TORRE. 



CAUttA CLIV 



Doña Cristina flota» emita D. Juan D. Canela* y 0. Antonio 
torró, por tercería de dommio;$obre diligencias probatorias. 



Sumario.— I o En causil bastante para postergar el examen de 
loa testigos presentados, la de tener lugar en el día detignado 
loe fnnertles del padre del abogado del» parte. 

* Nu es imputable á este el hecho de haber pedido la pos- 
tergscíon después de tenoído el término probatorio, cuando la 
petición te hace en el mismo dia designado por el juei pata el 
ñamen. 



Caso. — En la tercería deducida por Doña Cristina Baii 
contra la ejecución seguida por D. Jnan D. Canelas, la terce- 
rista presentó dentro del término ana lista de testigos. 

El juex señaló para el examen nn dia fuera del término pro- 
batorio. 

En el dia señalado, la Señora Bait pidió se señalara otro dia 
para las declaraciones, por tener lugar en ese dia los funerales 
del padre de su abogado, j no poder éste concurrir. 
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Buenoi Aiwa, Noviembre 3T7 de 1885. 

No siendo causal bastante lo «legado paro postergar las dili- 
gencias de prueba, no ha lugar, 

Hedí». 

La Señora Baii reclamó, pidiendojreposicion j apelando in 
subsidium 

Hílenos Aire». Hayo 8 de 1888. 

Vistos: Por las consideraciones aducidas en este escrito 
y teniendo presente además que según lo informa el Se- 
cretario en este acto, el término de prueba había vencido coando 
se presentó el escrito de foja 5 de este cuaderno, no ha lugar 
á la reposición interpuesta en el escrito de foja 8 y se concede 
en relación el recurso que se interpone para ante la Corte Su- 
prema, á donde se elevarán los autos con oficio. 

Tedm. 



Buenos Aires. Noviembre 33 de 1888. 

Visto y considerando: Que del cargo puesto al eterito de 
foja primera del cuaderno de prueba de la demandante resulta 
que el ofrecimiento y designación de los testigos á que este in- 
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oidente se refiere fué hecho con anterioridad de no menos de diez 
dias al vencimiento del término de la prueba. 

Que no obstante ello, el Juez a quo no señaló para su eximen 
sino ana audiencia posterior á la espiración de aquel término, 
sin duda por el recargo de sus tareas. 

Que el dia de esa audiencia compareció la parte haciendo Ta- 
ler las razone* que le impedia la producción de sus pruebas en 
tal dia y pidiendo el señalamiento de un otro para el efecto. 

Que no puede por tanto imputársele omisión en el caso ni 
responsabilizársele de un hecho debido solamente a* la dilación 
con que fué ordenada la TCcepcion de la prueba. 

Pot estos fundamentos: se revoca el auto apelado de foja 
cuatro vuelta, primer cuaderno, y se declara que el Juez a quo 
debe fijar un nuevodia á los efecto* ilela producción de aquella 
prueba, y prévia reposición de sellos, devuélvansele los autos. 

J. DOMINGUEZ. — ULAD18LAO FRIAS* — 
FEDERICO IBA1CUREK. — C. S. DE LA 
TORRE. 
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fí. Juan Peyret, contra th Florencio Córrate, por cobro ejecuti- 
vo de jmos: sobre remisión de autos al juez del concurso del 
deudor. 



Sumario. — Formado un cmicurso, deben remitirse al juez 
de íl todas )ñ< ejecuciones existentes contra el deudor, y los in- 
cidentes de ellos. 



Caso. — D. Juan Peyret siguió dos eiecucionfis en un solo 
espediente contra D. Florencio Corrales, ante el Juez Federal. 

Los Señores Vidal y Hartearena dedujeron tercería de me* 
jor derecho sobTa la finca embargada, 

Realizada la venta de esta, el Juez Federal recibió oficio del 
do 1* instancia comunicando que Corrales había sido concursado 
ante él. 

MI* 4el J«m iMhnl 

Salta» Narco H do 188fi 

Vistos y considerando: que los juicios de concurso de acree- 
dores corresponden á la jurisdicción provincial, según lo dispone 
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el inciso 1° del artículo 12 de la ley de jurisdicción; que este 
juicio es universal por su naturaleza y atrae á sí todas las cansas 
particulares que se promoviesen; que habiendo sido declarado 
y admitido el concurso á los bienes de D. Florencio Corrales 
por el Juez de 1" Instancia de la Provincia, que ha solicitado en 
legal forma la suspensión y remisión de las ejecuciones segui- 
das contra Corrales ante este Juzgado, ¡se han llenado los re- 
quisitos que para r«tos casos se establecen* conforme con varias 
resoluciones de ia Suprema Corte; que las razones alegadas pura 
manifestar el procedimiento irregular del Juez de la Provincia, 
no son atendibles, ni menos las que apoyan ia justicia de que, 
por el estado de la causa, no es prudente la remisión pedida; 
que existiendo una tercería por Vidal y Martearena contra el 
concursado Corrales, debe también suspenderse ; resuelvo por 
los fundamentos espuestos: se remitan al Juzgado de I" Ins- 
tancia, con el oficio respectivo, los dos espedientes, previa 
Teposieion de sellos, dejándose copia en forma < h el espediente 
de Vidal y Martearcna de la nota del Juzgado de I 1 instancia 
y de este auto. Xotifíquesc con el original. 

Figueroa. 

Palto *> I» BnprcMMi €«rle 

Bueno* Airee, Noviembre 25 de 1886. 

Vistos: por sus fundamentos, se continua con costas el auto 
apelado de, foja sesenta y tres; y repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

J. ». f.OROSTUGA. — J. DOUTÍIGCEZ. 
— rjLAOlSLAO FRIAS. — FEDERICO 
IBARCCREN. — C. S. DE LA TORRE. 



DE JUSTICIA NACIONAL 



561 



4'AUMA €LVI 



Los señores Caney y Ititnciman, contra Don Pedro (i. Posse, y 
ta Provincia de Córdoba j sobre mensura 



Sumario. - i" El compromiso por el que las Provincias de 
Buenos Aires, Córdoba y Sania té estipularon que el fallo del 
Tribunal arbitral sobre sus limites jurisdiccionales no altera- 
rla los dore* líos existentes de los particulares legítimamente 
adquiridos, importa desprenderse cada una de las partes con- 
tratantes de sus derechos de dominio sobre las tierras enaje- 
nadas por alguna de ellas, que el failu asignaba á otra de las 
mismas. 

2 o La ti* uta de las tierras asi eriage nadas liecha por la Pro- 
vincia asignataria con posterioridad al falto ¡trbitral.se encuen- 
tra en el mismo caso de la venta de t osa agena. 

3 o Los particulares sucesores en la propiod-.d de dichas 
tierras, tienen que ser respetados en su posesión, y escluirse 
aquellas de las mensura que se baga por compras particulares á 
la Provincia bajo cuja jurisdicción resultan encontrarse en 
virtud de dicho fallo. 



Caso. — Lo esplica el 
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WmUm «0 l» tapraw Vttm 

Buenos Aires, Noviembre 35 de 1686. 

Vistos: estos autos iniciados por don Pedro O. Posse cotí 
motivo de las mensuras mandadas practicar á solicitud de los 
señores Cascy y Runciman, de cien leguas de campo vendidas 
originariamente por las Provincias de Santa Fe" á don Javier 
Arrufó, resulta : 

Que dicha mensura fue* protestada al tiempo de practicarse, 
pur don Domingo Funes, causante de don Pedro G, Posse, por 
cuanto ge incluían en ellas parte de las suertes de tierras mar* 
cadas en el plano de la Provincia do Cúrloba con Uh números 
cuarenta y tres y cuarenta y cuatro y el lote tercero de los nú- 
meros cuarenta y dos que dicha Provincia había vendido en ma- 
yor estensíon el año sesenta y siete á los señores Ernestal 
y Siok t y que después pasaron ¡i ser de su propiedad á título 
de compra. 

Que el Gobierno du Córdob;i, citado de evicoio», se hizo 
parte en el juicio, y formalizando la oposición, á dichas 
mensuras, sostiene los derechos de Posse á las tierras men- 
cionadas, alegando ha Llar >e parte de estas en su propio terri- 
torio, según el laudo arbitral pronunciado por la Suprema Corte 
el diez y ocho de Marzo de mi) ocho cientos ochenta y dos, y estar 
la Provincia de Santa Fé obligada por el artículo sesto del com- 
promiso á reconocer y respetar como legítimas las enagena- 
ciónos preeiistentes hechas por dicho Gobierno, cualquiera que 
resultase ser la ubicación de las tierras enagenadas. 

Que los señores Cusey y Runciman sostienen á su vez : que 
é parte de no estar probado que en la mensura de sus cien le- 
guas vendida» por Santa Fé hayan quedado comprendidas las 
nueve enagenadas por Córdoba, ni que estas se hallen en su 
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territorio, el compromiso arbitral no puede perjudicarles : 
porque siendo este iin conreino entre la Provincia de Cór- 
doba y la de Santa F*\ solo obliga á dichas Provincias, y Ja 
infracción por cualquiera de ell.is solo daría acción á la parte 
damnificada para pedir contra la otra indemnización de perjui- 
cios pero de ningún nodo para privar i un tercero de los de- 
rechos que de esta última hubiese adquirido legítimamente ■ 
y concluyen pidiendo no se haga lugar á las pretensiones de 
Posse. sostenidas en este juicio por la Provincia de Córdoba. 

Y considerando : Primero : Que la confrontación de los planos 
délas mensuras judicial,» de Fún.s y Cusey y Runciinan demues- 
tra el hecho de la superposición puesta en duda por estos últi- 
mos, pues ano y otrodeesos planos sitúan dentro de sus respecti- 
vas áreas el punto llamado « Isla Verde ubicándolo el primero 
dentro de la suerte número cuarenta y dos vendida por Cór- 
doba, y el segundo, en el ángulo noroeste de las tierras preten- 
didas de propiedad de Casey, 

Segundo : Que igualmente resulta ese hecho, tanto de la 
protesta verbal consignada en la diligencia de mensura de 
estas últimas tierras, aceptada y consignada sin observación 
alguna de parte del agrimensor operante, como de la ubicación 
que respectivamente atribuyen á las tres suertes números cua- 
renta y dos, cuarenta y tres y cuarenta y cuatro, materia de 
la venta á Funes, los planos catastrales de las Provincias de 
Córdoba y Santa ¥i. 

Tercero: Que la oposición de Fúnes, hoy de Don Pedro G 

Possesu sucesor particular, está plenamente justificada con las 
escrituras de fojas una á cuarenta y tres ; pues por ellas consta 
que en Mayo de mil ochocientos sesenta y siete la Provincia de 
Córdoba vendió á los señores f rnestal y Sick diez y ocho le- 
guas decampo en el departamento La Union, de las cuales nueve 
que resultaron corresponder & don Simón Ernestal al liqui- 
darse la sociedad con SicV, fueron vendidas por él el año mil 
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ochocientos ochenta y uno á don Domingo Funes, quien las 
transfirió á su vez ú !>n IVdro G. Posse, por venta que le hizo 
de ellas el año mil ochocientos ochenta y cuatro, según consta 
de la escritura pública corriente a foja cincuenta y siete. 

Cuarto : Que las enagenaciones hechas por la Provincia de 
Córdoba, ó por la de Santa Fé, anteriores » la fecha del laudo 
arbitral pronunciado el diez y ocho de Marzo de mil ocho- 
cientos ochenta y dos, así como los derechos adquiridos por 
los particulares en virtud do ellas, no puedan sufrir alte- 
ración alguna en cuanto ú so validez y eficacia, cualesquiera 
que sea la jurisdicción bajo la cual resultaren encontrarse con 
arreglo á dicho laudo las tierras enagenadas; porque por el 
articulo 6 o del compromiso celebrado entre dichas Provin- 
cias al someter A juicio de arbitros sus cuestiones de limi- 
tes, se estipuló expresamente: que H fallo del Tribunal ar- 
bitral sobre los límites jurisdiccionales de las Provincias con- 
tratantes, no altor¡iria en ningún caso los derechos de los 
particulares, subsistentes en la lecha de diclin convenio, siem- 
pre que hubieran sido legítimamente adquiridos. 

Quinto: (Jne lo estipulado en esta cláusula del compro- 
miso arbitral importa despenderse cada una de las partes con- 
tratantes de sus derechos de propiedad sobre los terrenos ubi- 
cados en su propio territorio, que á la fecha del convenio hu- 
biesen sido enngenados pir la otra, y Teconncer como únicos y 
legítimos propietarios a los particulares adqui rentes de buena 
fí ; resultando de aqui que la-* enajenaciones posteriores & di- 
cho compromiso hechas por alguna de ellas de terrenos ya ena- 
jenados, se hallan en el mismo caso que las ventas de cosa 
ugerni» las cuales no tienen valor alguno ni pueden perjudicar 
los derechos del verdadero propietario (artículo mil trescientos 
veinte y nueve del Código Civil). 

Sexto : Que por lo mismo, la venta de las cien leguas de campo 
hecha por la Provincia de Santa Vé a don Javier Arrufó el pri- 
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meru de Julio de mil ochocientos ochenta y dos, con posteriori- 
dad al compromiso y laudo arbitral pronunciado en Marzo del 
mismo año, no puede perjudicar los derechos adquiridos por 
l>ou Pedro G. Posse ¡i la* nueve leguas enage nadas y entre- 
gadas a los compradores por el Gobierno de Córdoba el año 
mil ochocientos sesenta y siete : porgue aún en el caso de 
resultar estas en la jurisdicción de Santa Fé, la propiedad de 
ellas, después de lo estipulado por el artículo sesto del compro- 
miso arbitral, no pertenecería ú esta Provincia ni ú sus causa- 
habientes, sí nú á los particulares que las adquirieron legítima- 
mente de la Provincia de Córdoba, ó á los que, como Posse, Ies 
sucedieron en sus derechas. 

Por estos fundamentos, so declara: que las nueve leguas 
de campo á que se ¡enere la escritura de foja cincuenta y 
siete, comprendidas en las suertes baladas en el mapa de 
la Provincia de Córdoba con los números cuarenta y tres y 
cuarenta y cuatro y el lote tercero de la número cuarenta 
y dos, son de la propiedad oclusiva de Don Pedro O. Posse, no 
pudiendo. en su consecuencia, ñu-luirse parte alguna de ellas 
en las mensuras mandadas practicar á solicitud de los scfmres 
Casey y Runciman. Notifíquese con el original, y respuestas 
los sellos, archívense. 

J. B. GOROSTUGA. — J. DOMINGUEZ. 
— -ULADI8LAO FRIAS. — FEDERICO 
IBARGtJREK. — C. 8. DE LA TORRE. 
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CAVHA CXVII 



D. José Razan, contra la compama de Tierras de Santa Fé, por 
amparo de posesión ; sobre jurisdicción 



Sumario. — La Suprema Corte uo tiene la jurisdicción ori- 
ginaria para conocer en las cuestiones que se susciten entre 
particulares respecto del alcance de sus sentencias dictadas 
en uso de dicha jurisdicción, una vez que estas han tenido su 
completa ejecución. 



Caso. — La Suprema Corte, en la causa promovida por D. 
José Bazan contra la Provincia de Santa Fé, por fallo de 27 de 
Noviembre de 1884, mando amparar á Bazan en la posesión de 
unos terrenos comprendidos en ta venta hecha por el Gobierno de 
Santa Fé á los señores Murrieta y C* y mensura subsiguiente 
hecha por el Agrimensor Bayona. 

En ejecución de dicho fallo se nombro al agrimensor Dabadie 
para remover los mojones puestos en los citados terrenos, y 
se efectuó su remoción. 

La Compañía de Tierras de Santa Fé, promovió ante los 
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Tribunales locales una cuestión sobre posesión contra Basan 
y so mayordomo D. Adolfo Escalada. 

Bazan se presentó á la Suprema Corte para que impidiera i 
dichos Tribunales de conocer en esa cuestión t alegando que 
esto era desconocer el alcance de la sentencia de la Suprema 
Corte de {884, la que afectaba á la Compañía de Tierras como 
sucesora de la Provincia de Santa Fe*. 



Wmttm ém I* tapraM Cfert* 

Buenos Aires, Noviembre 30 de 1886. 

Vistos y Considerando : Primero: Que del informe del agri- 
mensor D. Félix Habadie, nombrado por esta Suprema Corte 
para verificar la remoción de los mojones colocados por órden 
del Gobierno de Santa Fe* en la operación de mensura que dio* 
lugar al presente juicio y que practico dicho Gobierno con el 
fin de ubicar las tierras vendidas á los señores C. de Murrieta y 
C", resulta que aquella diligencia ha recibido ya plena y en- 
tera ejecución por el arranque que de dichos mojones ba verifi- 
cado el agrimensor nombrado en el mes de Agosto del año pró- 
ximo pasado, con anterioridad a la petición de la Compañía de 
Tierras de Santa Fé, corriente á foja ciento cincuenta y una, 
solicitándole se deje esperta la acción de los Tribunales de 
aquella Provincia para proseguir ene! conocimiento de la acción 
posesoria que ante ellos tiene promovida contra Don José Bazan 
Ó su mayordomo Don Adolfo Escalada. 

Segundo : Que cumplida con tal diligencia la sentencia de 
esta Corte en el presente juicio, debe entenderse este por ter- 
minada y por cesada en consecuencia la jurisdicción del Tri- 
bunal en el asunto. 

Tercero : Que las contestaciones suscitadas entre el citado 
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Basan y la Compañía de Tierras de Santa Fé, ya respecto a la 
posesión que esta alega como fundamento de la acción deducida 
ante los Tribunales de Santa Fé, ya respecto del alcance y 
fuerza obligatoria de la sentencia de esta Corteen el presente 
juicio» que Bazan le opone como sucesora de Santa Fé, contes- 
taciones en las cuales esta Provincia no figura absolutamente 
como parte directa, uo pueden ser traídas originariamente 
¡inte este Tribunal por no hallarse en ninguno de los casos en 
que la Constitución y las leyes le acuerdan jurisdicción origina- 
ria y deben ser ventiladas únicamente ante los Jueces competen- 
tes, con los recursos que correspondan por derecho. 

Por estos fundamentos, se declura que esta Suprema Corte 
debe abstenerse de seguir conociendo en el presente juicio, y que 
debe así hacerse saber por oficio al Juez de Primera Instancia 
de Santa Fé. Notifiquen con el original y archívese prévia 
reposición de sellos. 

J. DOMINGUEZ. — ULAD1SLAO FRIAS. — 
FEDERICO IBARGÍREN. — C. S. DE LA 
TORRE- 
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C AUK4 CT.VIII 



Criminal, contra Manuel Gómez, maquinista, y Lucio Torres, fo- 
guista de ta máquina « Moja *, por choque con ta máquina 
«Zonda* del ferro-carril Andino. 



Sumario.— La falta evidente» de intención criminal, y la cons- 
tancia de otras causas atenuantes de la contravención, auto- 
rizan la iluminación de la pena que la ley impone por ella. 



Cato. — Lo esplica el 

San tais. Mirto 19 de im. 

X vistos : La causa criminal seguida contra Manuel Gómez y 
Lucio Torres, empleados de la máquina * Rioju », por choque de 
esta con la • Zonda» de la línea del Ferro-Carril Andino, de la 
que resulta: 

El día 5 de Setiembre de 1885 á las 10 y 35 minutos a. m. 
la «Rioja» emprendió viaje de ta Estación, con vía libre, con- 

39 
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(luciendo peones tra bajadores, en dirección al Este» háda donde 
como media ñora antes había s.ilido del mismo punto la «Zonda» 
y se encontraba parada á un kilómetro mas ó menos. 

Desde que la « Ríoja» se puso en movimiento, su conductor 
6 guarda- frenos, a la vista déla « Zonda», que estaba delante 
sobre la misma via, no solo (lió las señales de reglamento para 
disminuir y suspender la marcha, stnó que él y los peoues pror- 
rumpieron eu fuertes gritos, cerca de la máquina, partí que de* 
tuviera; y lejos* de hacerlo, con la velocidad inedia ó regular con 
que la inició, llegó á la «Zonda » y prodújose el choque, poco 
antes de las once, entre los trenes de una y otra máquina, que- 
dando estas eu los estri uios opuestos, pues que la tRioja» iba 
retrocediendo y la * Zonda» se hallaba al frente mirando hácia 
el naciente. Al chocar, los peones dejáronse caer por los cos- 
tados de los wagones que llevaba la cRioja», siendo también 
arrojados al suelo por el impulso, Cecilio Rodríguez á un lado 
de la via, y Teófilo Torres en medio de olla, donde reeibió lesio- 
nes graves cti los piés, de cuyas resultas murió al tercer dia 
(fojas 21 y 29). El maquinista de la « Rioja», ManuelGomez, en 
el momento de la salida, ubandonó su puesto, sin permiso del 
superior, haciéndose reemplazar por el fogonero Lúeas Torres; 
y éste, no pudiendo hacer cumplidamente los dos servicios, al 
parecer, recien al producirse el incidente oyó unos gritos y vió 
la bandera roja de parada que enseñaba el conductor, cuando 
era ya inevitable, a pesar del contra-vapor que asegura haber 
dado: previniéndose que ni Torres ni el maquinista de la 
« Zonda » hicieron la señal de ordenanza, tocando el pito, al 
aproximarse el peligro. 

Concluido el sumario, y hechas la acusación y la defensa, se 
recibió la causa á prueba, con calidad de todos cargos, forma- 
lizándose por parte de los inculpados la que espresa el certifi- 
cado del actuario de foja 71 vuelta. 

Y considerando: 
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Primero, Que si bien los hechos imputados á Gómez y Tor- 
res, abandonando aquel et servicio de la máquina que le estaba 
confiada, en el momento de su partida, y aceptando el segundo 
el doble oficio de maquinista y de fogonero de l¡i misma, hayan 
sido cometidos sin intención dolosa, no es menos cierto que en 
toda acción di> esta naturaleza se presumv legalmente ejecutada 
con voluntad criminal, á no ser que resulte lo contrario de las 
circunstancias particulares de la causa (art. 13, C. Penal do la 
Provincia). 

Segundo. Que aún ruando la máquina « Ríoja para em- 
prender su muTcha, se hallaba provista del reguardo de salida 
ó vía libre de ordenanza, este no eximia en manera alguna á los 
detenidos de ln obligación que respectivamente gravitaban so- 
bre cada uno de ellos» por razón de sus funciones privativas su* 
bordinadas á su pericia personal, infrinjiéndola, discrecional- 
meute y haciéndose por lo tanto reos de ta culpa grave que 
prevé y castiga et precitado Oídigo Pennl, t u su título 3, Sec- 
ción i* del libro í°, tanto mas, cuanto que la acción del uno y 
la omisión del otro en el cumplimiento de sus recíprocos debe- 
res, les estaban prohibidos apresamente. Se habría con mas 
seguridad evitado el siniestro, sí todos los empicados de laroá- 
quina hubieran estado en su puesto desempeñando el servicio 
que á cada uno correspondía; pues entonces se habrían visto y 
dado las señales de alarma en tiempo oportuno pura prevenirlo 
fácilmente* Además, con la marcha hacia atrás que llevaba la 
t Ríoja », lo mismo que con no tocar el pito el maquinista y no 
estar en comunicación con el conductor, h&nse infrio j ido las 
disposiciones de tos artículos 23, 26 y 27 de la Ley de Ferro- 
Carriles Nacionales, de 18 de Setiembre de 1872. 

Tercero. Que tampoco salva su responsabilidad el foguista 
Lucio Torres, al amparo de la orden que asevera haberle dado 
su superior el maquinista Gómez, hecho contradicho por éste 
en su confesión calificada, diciendo que la máquina marchó sin 
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so disposición, aún cuando en la indagatoria espuso que debido 
á la confianza que tenia en aquel, se había hecho sostituir por 
él en el viage de la * Rioja * que ocasionó el choque. La Su- 
prema Corte ba establecido: que si se comete un acto contrario 
á la ley que constituye un crimen, obedeciendo A orden de un 
superior, esa orden no es suficiente para cubrir al agente y po- 
nerlo al abrigo de toda responsabilidad penal ; y que el inferior 
no debe obediencia á ¡su superior, sino cuando ordena en la es- 
fera de sus atribuciones, y en ningún caso cuando el acto orde- 
nado es un delito: siendo este el espíritu de la Ley 5 a , título 
15, Partid» 7 a , conforme con la doctrina de los jurisconsultos. 
(Sección 1\ tomo 5 o , página 181 de los Fallos). 

Cuarto. Que según queda sentado, el grado de delincuen- 
cia de Gómez y de Torres es eí mismo en el caso sub-judtct y 
deben ser ambos reputados autores principales del hecho cri- 
minoso por ellos cometido, abandonando el uno y tomando el 
otro indebidamente la dirección déla máquina «Rioja », y soli- 
dariamente responsables de él y del choque ocurrido en conse- 
cuencia, así como de las indemnizaciones civiles que indica el 
Señor Fiscal ad hoc. (Artículos ¡ti y 68, Código citado). 

Quinto. Que piobado y confesado como está el delito per- 
petrado por los individuos Gómez y Torres, se les debe aplicar 
lu pena que para tal infracción impone especialmente la ley de 
18 de Setiembre de 1872 sobre Ferro-Caniles Nacionales, en sus 
artículos 74 y 75, desde que existe la inobservancia de los re- 
glamentos de que habla el primero, y el abandono del servicio 
respectivo, á que se refiere el segundo. 

Por tanto, las consideraciones y las concordantes de la acusa- 
ción fiscal de foja 47, se declara á los imputados Manuel Gómez 
y Lucio Torres incursos en la pena de tres años de prisión quu 
cada uno de ellos sufrirá en la Cárcel pública de esta Ciudad, 
sin perjuicio de las reparaciones civiles á que hubiere lugar. 
Notifíquese con el original, líbrense tas notas correspondientes 



DE JUSTICIA RACIONAL 



573 



al Gefe de la estación y á la Intendencia General de L'olicia; 
repónganse los sellos y archívense. 

P. E, Migues 

VISTA DEL SEftOR PROCURADOR r. ENERA L 

Baenoi Aire», Setiembre 2 de I88B. 

Suprema Corte ; 

Los procesados Manuel Gómez y Lucio Torres, maquinista 
el primero del Ferro-Carril Andino, son acusados j responsa- 
bles: Gómez, áii haber abandonado el gobierno de su má- 
quina y confiriólo á Torres; Éste, de haber aceptado la direc- 
ción de la máquina espresada, y de haber producido el choque 
con la « Zonda > t del que resultó gravemen te herido un hombre, 
que falleció poco después. 

El sumario ha esclarecido perfectamente los hechos, estable- 
ciendo de una manera clara é inequívoca la responsabilidad de 
cada uno. 

A mi juicio, Ja sentencia que la considera igual para uno y 
otro é impone a ambos la pena de tres años de prisión, es por 
demás severa. 

Es fuera de cuestión que, ni Gómez al con liar su máquina á 
Torres ni éste al aceptarla, han procedido con dañada inten- 
ción. Puede haber en ellos descuido, negligencia, olvido de sus 
deberes; pero, nada autoriza la presunción de que procedieran 
con un propósito culpable ó criminal. Y no faltan circunstan- 
cias de tenerse en cuenta á su favor. 

El viaje era corto, de dos kilómetros, no de pasageros ainó de 
trabajadores para traer tierra. 
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Se dice que á veces los foguistas hacen solos estos viajes, 
nsí como los cambios de vías, y esta aserción no ha ¡sido contra- 
dicha. No os, pues, tan singular ni reprensible que Gómez con- 
fiara á Torres el gobierno de su máquina para un viaje seme- 
jante. Esto escusa, A ta vez, que Torres lo aceptara. 

Parece, por otra parte, que todo se hubiera conjurado para 
que se produjera el choque. 

Salía la máquina. «Ríojai con la papeleta ó garantía de estar 
libre la vía, foja cincuenta y ocho; marchaba para atrás, lo que 
era una infracción á los reglameutos.de que no era, sin embargo 
responsable el foguista; desgraciadamente la máquina « Zonda» 
que babia salido media hora antes, había perdido su vapor y 
se encontraba parada en el camino. Al acercarse la « Kioja », se 
encontró en la imposibilidad de moverse paTa evitar el choque, 
ni siquiera de dar 1 silbato de alarma. Ocupado Torres en ali- 
mentar el fuego, y marchando en la seguridad de que la vía 
estaba espedita, no oyó las señales ni las voces de alarma que 
¡i pagaban el ruido del vapor, Se diría que el primer f.ietor en 
este accidente desgraciado es La fatalidad, ó en otros términos, 
un cúmulo de circunstancias imprevistas y fatales. 

Pienso, por esto, como dije antes, que el rigor del Señor Juez 
de Sección es escesivo. 

La culpado Gómez está soto en haber abandonado su má- 
quina á Torres. En consideración á las circunstancias atenuan- 
tes de que antes he heeho mención, y á su corta edad, paré- 
cerne que su culpa está compurgada coa el año de prisión que 
ha sufrido. 

A pesar de todo t encuentro que la responsabilidad de Torres 
es mayor. 

Por mas que la vía estuviese espedita, debió proceder con 
mas cántela* por lo mismo que no era maquinista. Es imper- 
donable se absorbiera de tal manera en el cuidado del fuego, 
que no oyera las numerosas seriales de alarma quo de todas 
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partes so le daban. Pienso que algún castigo más que Gómez, 
merece; seis meses más de prisión, por ejemplo. 
En este sentido, pido la reforma de la sentencia apelada. 

Eduardo Costa 



Falto 4» im 




Buenos Aire*, Diciembre 2 de 18*#i. 

Vistos y considerando; 

Que, según resulta de autos, los acusados han procedido evi- 
dentemente sin voluntad criminal en los heclius que sirven de 
base á la acusación, siendo de notar además, en rotación al pro- 
cesado Manuel Gome?., que su falta fue" motivada por i. ecos ida- 
des del propio servicio á su cargo, que aunque insuficientes á 
justilicnr el grave abandono de sus deberes, deben sin embargo 
apreciarse como circunstancias atenuantes de sn contravención. 

Que en cuanto al procesado Lucio Torres, uo consta tampoco 
que se le hicieran con el silbato de mano todas las señale-; regla- 
mentarías para la detención ó parada de la locomotora á su curgu. 

Por*estos fundamentos: so reforma La sentencia apelada de 
foja setenta y seis, en cuantoá la pena impuesta á los procesados, 
reduciéndose esta á dos años de prisión por lo que respecta a 
Manuel Gome¿, y ú un año de prUiftn por lo qu» respecta á Lu- 
cio Torres, debiendo descontarse á uno y otro el tiempo de de* 
tención sufrida, y cumplirse la condena del primero, por aparecer 
ya vencida la del segundo, un la cat ee! pública que el Poder 
Ejecutivo de la Nación designe, á cuyo efecto se dirijira ácste 
el correspondiente oticio, y devuélvanse. 

J. DOMINGUEZ. — ULADISLAO FRIAS. — 
FEDERICO IfiARGtiREff. — C. g. DE 
LA TORRS. 
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CHIBA CLIX 



Criminal, contra Augusto Qesterreich, por homicidio á bordo 
del buque alemán «Semmy Cohn* 



Sumario. — El homicidio perpetrado, escediendo evidente- 
mente los límites de la defensa, es castigado con tres años de 
prisión. 



Caso. — Se relaciona en el 

Mi» M Jm» F«4ml 

fiucnoi Aires. Setiembre 94 de 188R 

Vista esta cansa criminal por homicidio de Francisco Franco 
seguida contra Angosto Oesterreích, de la que resulta: 

Primero. Que el día 30 de Mano del corriente año, álas cua- 
tro déla tnrde, el práctico Tomás Tango, al ¡¡arricio de la Sub- 
Prefectuni de la Boca del Riachuelo, en momentos que recorría 
la sección á su targn, sintió una detonación de arma de fuego y 
corriendo en el ¡teto hacia el muelle para informarse de dónde 
había partido, rió á un hombre que bogaba apresuradamente en 
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uq;i canoa, el cual se dírijta para tierra, sintiendo al mismo 
tiempo voces que lo indicaban como prófugo del buque en que 
se hablan disparado los tiros, por cuyo motivo, i p mediatamente 
de llegar ó tierra el tripulante de la canoa le intimó que se 
detuviera, no baeiendo éste resistencia alguna y manifestando 
que había bajado buscando el auxilio do la policía por cuanto 
a bordo existia un hombre herido. 

Segundo. Que constituidas las autoridades de la Sub-Pre- 
fectura en el buque < Semiuy Cohn * encontraron tendido sobre 
la cubierta del mismo al marinero Francisco Franco con varias 
heridas de bula que le habían sido inferidas por el piloto Au- 
gusto Oesterreich, el que habiendo sido desarmado ya por el 
contramaestre Carlos Raciono, fué constituido inmediatamente 
en prisión. 

Tercero. Que conducido el herido al Hospital Buenos Aires, 
en la tarde del mismo día, falleció pocas horas después, á las 
cuatro a. m. del diu treinta y uno. 

Cuarto. Que instruido el sumario correspondiente, consta de 
las declaraciones del piloto Augusto Oesterreich, Carlos Rac- 
iono, Joaquín de los Santos, Cárlus Schüly y de Eduardo 
Fretnu - to, de los informes del médico de los Tribunales y del 
administrador del Hospital Buenos Aires, de ta declaración del 
guardián Fango, y del parte de la Su b- Prefectura del ma- 
chuelo. 

Y considerando: Primero. Que el delito materia de este 
sumario aparece legalmente comprobado. 

Segundo. Que tanto del iu forme del médico de los Tribu* 
nales como del espedido por el administrador del Hospital de 
Clínicas, doctor González del Solar, resulta que el individuo 
Francisco Franco recibió cuatro heridas de fuego, tres de las 
cuales, según opinión del primero, eran necesariamente mor- 
tales, y t en concepto del segundo, todas ellas graves, y con 
particularidad las tres primeras, que estaban situadas, en la 
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re) ion torácica inferior y lateral derecha, en la carotidea dere- 
cha y en el maxilar superior izquie:do, habiéndose producido 
la muerte á consecuencia de ellas, circunstancias que hacen 
comprender el hechu dentro de los términos del artículo 205 
del Código Penal. 

Tercero. Que el procesado Augusto Oesterreich, tanto en 
su declaración indagatoria como en la confesión con cargos, ka 
reconocido ser el autor de las heridas inferidas á Francisco 
Franco, escepeionándose empero con i-l estado di' lejítiina de- 
fensa en que locoloco la agresión de éste, á cuyo efecto esplica 
las cosas de la manera siguiente: que el dia antes indicado 
encontrándose au-ente el capitán del buque, el marinero Joa- 
quín de los Santo» pretendió desembarcar llevándose las ropas 
de uso de su pertenencia, á lo que él se opuso, siendo entonces 
golpeado y derribado por el marinero Santos; que llamando en 
su auxilio al contramaestre que se encontraba trabajando en 
bis jarcias acudió éste trayendo cousigo un pasador de cabu- 
llería que le servia para su tarea, consiguiendo en ese me- 
mento desacirs* de Santos — que á su ve/ había arrebatado el 
pasador al contramaestre — dirijiéndose á su camarote en busca 
de una armar que en ese momento subió Franco al buque en 
ayuda de su camal ada Sátttos y encaminándose á su camarote 
le insultó primeramente, dándole en seguida golpes de puño en 
la cara, viéndose precUudo, en vista de esta agresión, á hacer 
uso de bu revólver cou el que disparó á Franco cuatro tiros, 
no consiguiendo derribarlo sinú después del último; agregando, 
que le hizo mas de uu disparo, porque como Franco continuara 
atacándole después del primero y aún después del último, en que 
le diríjiú otro golpe, no sabia si había herido á Franco, al cual 
recien cuando estaba tendido sobre cubierta vió una sola herida 
en el cuello. 

Cuarto. Que interrogado Santos sobre la manera cómo se 
trabó la lucha con el piloto, ha contradicho Lo espuesto por 
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éste, manifestando que el incidente tuvo por origen, no la «im- 
plo oposición «leí piloto í que abandonase el baque, sino el 
hecho de haberlo aquel tomado del cuello en momentos que 
salía por el portal u. 

Quinto. Que la declaración del contramaestre Rackono nada 
adelanta á este respecto, pues, según lo afirma, no vió 
que Hantos diera golpes al piloto ni tampoco que estuviera 
derribado sobre la cubierta, habiendo nóta lo únicamente que 
tenia sangre en la cara. Kl cocinero Sehüly ignora también lo 
ocurrido entro Santos y Gestetreich. 

Sexto. Que ninguno de tos tripulantes ba estado presente 
en el paraje en que ocurrió el suceso entre Franco y el pitido 
Oesterreioli, ni suben dar nizon de la numera cómo el se pro* 
duju, limitándose a decir Santos, que cuando Franco ocurrió 
eu su auxilio se dirijió á pupa encontrándose á los dos ó tres 
minutos con el piloto que venia armado de un revólver y 
habiendo oído la detonación de tres tiros, btijó ¡i tierra á 
requerir el auxilio de la autoridad. Rickono también ignora lo 
ocurrido entre Franco y el piloto, no habiendo visto mas que 
cuando aquel se dirijió contra éste con <■! objeto de macarlo; el 
cocinero Schüly declara más ó menos en los términos que el 
anterior, y cu cuanto á la declaración del capitán, no habién- 
dose encontrado en el buque al producirse el lance, se basa 
solamente en referencias de los tripulantes. 

Séptimo. Que del clamen de estas declaraciones resulta 
desde luego que, si bien la conducta de los marineros Santos y 
Franco al pretender desertar el servicio del buque, daba mé- 
rito á que fuesen apremiados con prisión al cumplimiento del 
contrato, no es menos cierto que el piloto, observando una con- 
ducta prudente hubiera evitado que la deserción se produjera, 
solicitando el auxilio de las autoridades policiales, tanto del 
puerto como de tierra, fácil de obtenerlo» si se tiene en cuenta 
«1 paraje en que el buque se hallaba fondeado, que permitía su 
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pronto eon en rao, mocho más teniendo presente que, como consto 
del proceso, los citados m vineros habían intentado dorante el 
día, conseguir su separación del servicio, lo que permitía haber 
tomado en tiempo á las autoridades de á bordo las disposicio- 
nes oportunas para obtener aquellos auxilios, desde que por lo 
demás, • atando el buque fondeado y en situación de conse- 
guirlos, carecían, ya fueran el ca pitan 6 vi piloto, de las facul- 
tades qne para imponer penas correccionales y proceder a la 
prisión conceden las leyes generales cuando se trata de un 
buque en viaje ó lejos del asiento de las autoridades; no siendo, 
por otra parte, verosímil que al intentar Santos salir por el 
portalón se limitara el piloto á simplemente observarle que 
no le era permitido hacerlo, y sí, por el contrario, que tratara 
de sujetarlo para conseguir la realización de su propósito. 

Octavo* Que no habiendo presenciado ninguna du las per- 
sonas que se encontraban ú bordo la manera como tuvo lugar 
el encuentro entre Oesterreich y Franco, ni sido posible. recibir 
declaración a éste, en vista del estado en que quedó después de 
ser herido, corresponde examinar la confesión del heridor y, 
por consiguiente, averiguar si al herir á Franco se encontró en 
estado de legítima defensa, como lo pretende. 

ftoveno. Que, según la doctrina de nuestro Código Penal, 
incumbe al acusado la prueba que establezca la certidumbre 6, 
por lo menos, la probabilidad de las circunstancias que justifi- 
can la legítima defensa. 

Décimo. Que acreditada la verdad de que Franco atacó á 
Oesterri'ich y que no fué posible á los demás tripulantes con* 
currir en auxilio de éste ni frustar el ataque, resulta también 
de autos que Franco llevó ese ataque sin armas y solamente 
con sus propios puños, siendo, por consiguiente, inadmisible en 
este caso, el empleo de medios de defensa que necesariamente 
tenían que conducir al atacado mas allá de lo necesario para 
desviar el peligro, ó en otros términos, como lo dice Chauveau, 
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Adolphe, cuando esos medios de defensa no eran proporcionados 
á la naturaleza y efectos de la ngresion y traspasaban la me- 
dida de loo medios suficientes para rechazarla, como, en efecto, 
lia sucedido en el caso sub judice, en que el procesado infirió 
cuatro heridas al marinero Franco, tres de ellas de carácter 
sumamente grave, pudiendo racionalmente afirmarse, aun en 
el caso de admitir que el procesado no hubiera podido emplear 
otros medios para rechazar la agresión, ó evitarla con una 
defensa negativa -que una sola deesas heridas habría bastado 
para hacer desaparecer la encrjta del atuque por mas violento 
que hubiera sido. 

Undécimo. Que dados estos antecedentes, el homicidio del 
marinero Francisco Franco es imputable al procesado Augusto 
Oesterreich, en los términos del artículo 197 del Código Penal. 

Por estos fundamentos, en conformidad á lo dispuesto en ese 
artículo y de acuerdo á las conclusiones de la acusación, fallo: 
condenando al citado Augusto Oesterreich, A la pena de tres 
años de prisión en el paraje que el Poder Ejecutivo designemos 
cuah's empezarán á contarse desde la fecha de esta sentencia. 

llágase saber, notificándose con el original y comuniqúese al 
Poder Ejecutivo á los efectos del articulo 367 de la Ley de 
Procedimientos. 

Andrés Vgarriza. 

VISTA DEL SEflOR PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte: 

Es para mi fuera de cuestión, que el procesado ha escedido 
los límites de una justa y legítima defensa. 
Todos los testigos están contestes en que los sucesos pasaron 
e la manera más rápida. 
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Franco» llamado por Santos, subió á bordo de la barca, se 
dirigió hacia el piloto Oestcrreich en actitud agresiva, j en 
deió tres minutos, yacía sobre cubierta con cuatro heridas, 
tres de ellas mortales. 

El ataque que llevó al piloto no pudo ser serio ni mucho 
menos comprometer su vida, Apenas, dice Me, que Franco le 
dió un golpe de puño sobre el hombro. 

Esta^ riñas X mano limpia son frecuentes f-ntre gentes de 
mar; no infunden terror, y casi nunca comprometen la vid» de 
los combatientes, ni siquiera tienen consecuencias graves. 
Puede decirse que formm parte de la educación de los pueblos 
del Norte, á que el piloto pertenece. 

No puede, pues, sostenerse racionalmente que sintiera él su 
vida amenazada por el ataque de Franco, cuando no se le ocul- 
taba que no llevaba armas de ningún género. No basta decir 
que presumía, por lo fuerte del golpe, que llevaba algo en la 
mano. Lo natural es, que si el agresor iba armado, lejos de 
ocultarlo, hubiera hecho de ello ostentación, como medio de 
intimidación. 

Era deber del acusado probar qne su vida estaba seriamente 
comprometida, ya porque fuera Franco un hombre hercúleo y 
débil él, por ejemplo; ya porque pudiera apoderarse de alguna 
arma allí próxima; ya por otra razón cualquiera. 

No solo nada de esto ha probado, pero ni lo ha intentado 
siquiera. 

Queda, entonces, el hecho brutal en toda su desnudez. 

A la simple agresión de Franco, i mano limpia, contesta el 
piloto con un tiro disparado A boca de jarro, según la es presión 
vulgar; sin más distancia que la del brazo, no es posible no 
percibiera que había dado en el blanco, y eu lugar en que la 
herida debiera ser fatal. A pesar de esto, sigue disparando los 
otros tres tiros del rewólver, no perdiendo uno solo, porque á 
quema ropa ninguno podía fallar. Así fué, en efecto, resuU 
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fcandn la víctima con cuatro balazos, tres de ellos mortales. 

Tan gramil* encarnizamiento solo puede esplicarse por la 
excitación en que se encontraba et piloto á consecuencia de su 
riña anterior con Santos; no por l i necesidad de la defensa. 
Puede esta circunstancia exonerarlo del rigor de la ley, pero uo 
eximirlo de toda pena. 

Agrégase ti esto, que el hecho tenia lugar en pleno dia; en 
medio de una población numerosa; y á pocas raras de la auto- 
ridad. A bordo mismo se encontraba un hombre y un muchacho. 
y no son tan largas las distancias en un buque, por grande que 
sea, para que las roces de auxilio no se oigan de un estremo a 
otro. Bien |)udo el piluto pedir auxilio, á encontrarse dominado 
por su agresor; y aún era su deber hacerlo así, antes de recur- 
rir á medios verdaderamente estreñios, cnal era disparar cua- 
tro tiros, en condiciones tales que no podían dejar de causar 
heridas graves, si no la muerte. 

No basta decir, que temió que Franco le quitara el revolver. 
Ni este lo intentó, ni era cosa sencilla, y que no diera tiempo & 
que ocurrieran las personas de á bordo, ó las que éstas llamaran 
de otros buques, ó de tierra. 

Si bastara el simple temor de que el arma que uno tiene, se 
convierta en su propio daño, para escusar su uso mortífero, no 
habría hecho criminal que no se disculpara. 

Terminaré diciendo que en pocos casos se encuentra mas 
maniticstamenle escedidos los límites prudenciales de la 
defensa. 

Si á simple agresión á mano limpia, sin que nada compro- 
meta la vida del agredido, por un temor remoto, por no decir 
quimérico, fuera lícito dar muerte segura, mejor sería esta- 
blecer desde luego la impunidad absoluta en los casos en que 
interviniera alguna riña ó pelea. 

Considero perfectamente aplicable al presente caso la dispo- 
sición del artículo 197 del Código Penal. Si algo pudiera obser- 
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varse, es, que la pena no está en proporción con la gravedad 
del hecho. 

Pido, ea consecuencia, la confirmación déla sentencia re • 
corrida. 

Eduardo Costa. 

TOte ém te •wprpia 

Buenos Aires, Diciembre 2 de 1886. 

Vistos: De conformidad con le espuesto y pedido por el 
señor Procurador General en su precedente vista; y por los 
fundamentos de la sentencia arlada de foja sesenta y una, se 
confirma esta; y devuélvanse. 

J. 8. GOROSTIACA, — J. DOMNGCEE. 
— I UitlSLAO FRIAS.— FEDERICO 
IRARGÚREK. — C. 8. DE LA TORRE. 
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/J* Mercedes de Oromi, en tercería esclúsente contra la ejecu- 
ción dvi Manco de ta Provincia de tluenos Aires, con ¡ion Luis 
Lo hez te. 



Sitmarío — La enunciación de haber sido com ¡irada por el 
marido una linca con dinero de la mujer, debe resultar del 
mismo título de adquisición, para poderla hacer Taler la mnjor 
eo faror del dominio qun pretende sobre olla. 



Vaso.— Se indica en el 

Buenos Aires, Lebrero 87 de 

Vistos esto- uuton promovidos por doña Mercedes Ora raí t de- 
duciendo ti-rcüría de dominio sobre un campo denominado tHti&n- 
geli-n *, embargado en los auto-, ejecutivos seguidos por el 
üunco Nacional contra don Luis Loliezic, como de sit propiedad. 

Y considerando : Primero. Que según el articulo 301 de la 

40 
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Ley Nacional de Enjuiciamiento, cuando en el juicio ejecutivo 
se deduce tercería de oposición escluyente ella ha de fun- 
darse precisamente en el dominio de los Vienes embargados. 

Segundo. Que de la misma csposicion lie ha por] la deman- 
dante pura fundar su accion t se desprende que ella no tiene ac- 
tualmente, ni ha tenido antes el dominio del campo embargado, 
pues dice que ha sido comprado por don Luis Lobezic y escri- 
turado á nombre del mismo, debiendo suponerse que con ••$«■ 
mismo título tomó posesión. 

Tercero. Que si l'ien es cierto que la demandante sostiene 
haberse hecho esa compra oon dinero de su esclusira propiedad, 
esto por sí solo, aún en la hipótesis de ser absolutamente exacto, 
no constituye un título de dominio en el cual se puede fundar 
lu tercería de oposición escluyente, pues en tal cuso solo exis- 
tiría un crédito, ó jurídicamente una acción personal departe 
déla Sen ora Orouii contra LoUeíic, por el importe de las su- 
mas de que éste dispuso para tu compra» ni basta para destruir 
la plena fé que merece una escritura pública respecto de todas 
sus enunciaciones, con arreglo ú le- dispuesto en los artículos 
993, 994 y 995 del Código Civil. 

Cuarto. Que la disposición del artículo 1260 del Código ci- 
tado* en que la demandante funda su acción, presupone natu- 
ralmente las enunciaciones necesarias en el título de adquisi* 
oiüu para establecer el origen del dinero en concordancia con lo 
que dispone el artículo 1246, porque de lo contrario se intro- 
ducirla la mas completa inseguridad sobre el dominij de los 
bienes en la sociedad conyugal. 

Quinto. Que aunque fuese otra la condición legal de la 
demandante en la cuestión contra Lohezic respecto A sus dere- 
chos sobre el campo embargado, este es un punto cuya solu- 
ción no es de la competencia del Juzgado, como lo reconocen las 
mismas partes, que han sometido el caso a los Tribunales or- 
dinarios de la Capital y que mientras no sea definitivamente 
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fijada por sentencia de aquellos no basta para justificar una ac- 
ción que debe fundarse en el dominio claro y eschiaivo de la 
cosa; debiendo por lo tanto este Juzgado r-solver el que le ha 
sido propuesto bajo la base del estado actual de cosas. 

Sexto. Que por lo mismo, os inútil recibir la causa A prueba, 
puesto que dados los términos de la demanda esta no puede 
recaer sobre otros puntos que los referentes al origen del 
dinero con que se compró el campo embargado, lo que ten- 
dría á .sacar la cuestión antes mencionada de sus jueces natu- 
rales. 

Séptimo. Que además, las letras que bnu dado origen á la 
ejecución de Lohczjc y consiguiente embargo del campo en 
cuestión, están también firmadas por la demandante, lo que 
le impone una responsabilidad solidaria con Lohezícpor su im- 
porte, siendo por lo tanto igualmente procedente el embargo 
del campo, ya se le considen- como de la sociedad conyugal, 
ya como de uno solo de los cónyuges. 

Por estos fundamentos, fallo no haciendo lugar con costas 
á la I creería deducida por doña Mercedes Üromí, en su escrito 
de foja I*. 

Virgilio M. Tedin. 



Bueno» Airea, Diciembre 4 de 1886. 

Vistos: Adoptando los motivos consignados en los cuatro 
primeros considerandos de la sentencia apelada de foja «inte 
j nueve, se con firma esta con costas ; j devuélvanse, previa re- 
posición de sellos. 

J . S. G ti ROSTI A G A ♦ — J. DONIHGUBZ, — 
ULADISLAO FRIAS. — FE&fcftlCO f»Aft- 
GÚftEN. — G. 8, DE LA TOfUtft. 
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llussi tf Ferrari, contra el Fisco Nacional y A. Naderna y P; 
sobre tercería de dominio de unas /tari ñas 



Sumario, — i" Kl romercinnte que no ejerce el negocio de 
barraca y tiene depósitos para Lis me ¡cadenas de su prop¡iMl¡iil , 
gs el dueño de las <|tie resulta d allí depositadas romo de su 
pertenencia. 

2" No es admisible el reclamo del tercero que alegó dominio 
sobre ellas, cuando no resulta haber sido depositadas por su 
cuenta, y haber tenido por un momento posesión. 



Caso.— Se cspliea por el 

MI» é>l Juca Federal 

Hucnos Aires, Mayo 37 de 18H¿, 

Vistos estos «tutos promovidos por los señores Rossi y Ferrari, 
deduciendo tercería de dominio sobre una cantidad de harina 
embargada á petición del Fi>co Nacional como pertemeiente a 
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la rasa que gira en esta plaza bajo la razón social A. Maderna 
y C*j para responder al pago de derechos dt» Aduana que á esta 
adeuda. 

líesuttando: 1 Qnc en lo pertinente ¡í la demanda Los 
actores se limitan á esponer que la harina embargada les per- 
tenece exclusivamente y que se eneon traba en la Hurraca dn 
Maderna y O, en calidad de deposito, lo cual su justilí a por los 
documentos exhibidos, los que obran de fojas 2 á <> del espe- 
diente agregada, bajo la eariílula líossi y Ferrari, solicitando 
informo úe la Aduana sobre medidas adoptadas contra merca- 
derías deposit idas en la H arracu .le IVña. 

2? Que la circunstancia de no haberse alegado "tro herbó que 
pudiera ser materia de prueba y la de fundarse el derecho en 
los documentos exhibidos únicamente, no siendo p;ir otra parte 
permitido presentar otros después de la demanda, atentó lo dis- 
puesto en el artículo 10 de la Ley Nacional de Knjuictamiento, 
autorizan al Juzgado á prescindir de ese trámite y faltar desde 
luego la causa con los elementos que obran en auto*, según su 
valor legal. 

Y considerando: Primero: Que el título en que los señores 
Ro<M y Ferrari fundan su dominio sobre la harina embargada, 
consiste en los ccrtífic;* los de f"jas 2á ti de! '^pediente agregado, 
espedidos por don Julio Calvo á nombre de A. Maderna y C\ 
haciendo constar haber recibid" de don Hernán Altgell pur 
cuenta de aquellos, en la Barrar-a de propiedad de e-^tos y en 
calidad de depósito, lis cantidades de harina que en cada uno de 
ellos se espresau. 

Segundo: Que dichos documentos sirven desde luego para 
comprobar, si alguna duda pudiera existir al respecto, que los 
señores A. Maderna y O, lian estado en posesión de la harina 
que motiva este juicio en el momento en que se trabó el embargo, 
siendo dé notar que esto no ha *ído desconocido por los actores. 

Tercero: Que según el artículo 62, tí tu lo 2", Libro :i« del Cú- 
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digo Civil, la posesión de buena fé de una cosa mueble crea á fa- 
vor del poseedor la presnncion da tener la propiedad de ella, no 
siendo la cosa robada 6 perdida, cuya presunción solo puede ser 
destruida por otra prueba plena y concluye nte del dominio. 

Cuarto: Que á este efecto son completamente ineficaces los 
documentos antes mencionados, aún admitiendo su autenticidad 
de forma, que no na sido observada por el Procurador Fiscal, pues 
su fecha cierta con relación ú tercero es la de su presentación 
en juicio, á virtud de lo dispuesto en el inciso I o , artículo 24, tí- 
tulo 5 o , Libro É>¡ Sección 2 1 del Código Civil, no siendo permitido 
recurrir á la prueba testifical pura justificar la sinceridad de Ja 
fecha que el actor indica, ni para fijar la época en que ha tenido 
lugar la convención que él mismo encierra (V. Auhry y Rau, to- 
mo 8, pág. 261; Üemoíombe.tomo XXIX, n° 473), de modo, que 
con arreglo a estos principios, e?-os documentos resultan otorga- 
dos con posterioridad á la fecha en que fué trnuadn el embargo 
ú petición de la Aduana. 

Quinto: Que además, la tercería deducida versa sobre el resto 
de las bolsas de harina á que se refieren los certificados de de- 
pósito; pero no se determina cuál es ese resto ni seria posible 
individualizailo, tanto porque an los mismos certificados no se 
indican las marcas, números y peso, sin cuyos requisitos es im- 
procedente la reivindicación, atentólo dispuesto en el artículo?, 
título IX, libro 3 o , Código Civil ; cuanto porque no habién- 
dose articulado esos hechos en la demanda, no es permitido 
después su prueba, 

.Sciío: Que Á parte de e>tas consideraciones estrictamente 
legales que escluyen el derecho invocado por Rossi y Ferrari, 
llama la atención que en su demanda no hayan insinuado 
siquiera a quién compraron la harina, en qué época ni á qué 
precio, ni cuál baya sido el corredor que intervino en la nego- 
ciación, para hacer verosímil su dominio sobre ella; llama tam- 
bién la atención que aparezca simplemente de positada por cuenta 
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age na en la Barraca de Maderna y C*, cuando es notorio, como 
lo dice el Procurador Fiscal en su escrito de foja 36, que estos 
señores hacen negoeios de harina en grande iscala, siendo pro- 
pietarios de un gran inolhu< donde la elaboran y de donde la 
introducen ñ esta dudad; como también que no es su negocio 
recibir depósitos de terceros en su Barraca; hechos que cons- 
tituyen otras tantas presunciones contrarias á la legitimidad de 
lo* derechos que pretenden tener líossi y Ferrari, haciendo ver 
claramente que lo que se lia querido con los documentos eilü- 
bidos es garantir á aquellos con perjuicio del Fisco, tratándose 
de eludir sus privilegios. 

Por estos fundamentos y concordantes del escrito de fnj;i 25, 
falto no haciendo lugar ¡í la tercería esejuyente deducida en el 
escrito de foja 5, debiendo cu consecuencia los señores líossi 
y Ferrari depositar inraed hit ¡miente en el Banco Nacional el 
importe de la harina que les fui entregada, para lo cual el Secre- 
tario formulará la correspondiente liquidueiou. — Notiliqnese 
con el original. 

Virgilio Tedin. 

VISTA DLL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Bueno* Aires. Julio Hdc 1882. 

Suprema Corte: 

Esta causa es exactamente la misma que la que sigue el Banco 
de Londres sobre tercería con respecto a unas bolsas de harina 
compradas también a* los señores Maderna y O, y embargadas 
por la Aduana. 

Nada podría agregar A lo espuesto y pedido en aquella opor- 
tunidad, que me limitaré á reproducir i continuación. 
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«Considero que el señor Jues de Sección no hit podido pres- 
cindir de recibir esta cansa ;í prueba, 

« No es esta una cuest ión de puro y estricto derecho. 

«El Hunco de Lóndre* pretende mejor derecho á cantidad de 
bolsas de harina que dice haber cotopidó á los geñnres Mn- 
denift y O. 

« Acompaña para probar Iji venta ¡i su favor un documento de 
los citados Müder i y C\ y un certificado de depósito de los 
mismos señores. 

«Dadas tas circunstancias especiales d>-l caso, hay fundados 
motivos para no dar á los documentos en cuestan todo id valor 
que en condiciones ordinarias merecerían, 

* La proximidad de las fechas entre \o< documentos eibibidos 
y el embargo trabado por la Aduana, autoriza la fundada pre- 
sunción de que 1» compra que se dice hecha por el Banco de 
Londres, tan agena á las operaciones de su giro, no ha tenido 
más objeto que crear un titulo preferente á bu favor para salvar 
créditos anteriores. 

« Pero esta presunción, por fundada quesea, no esciuro la po- 
sibilidad de que el Banco ha va comprado realmente, y en tiempo 
hábil, tas harina*, pues que, si esta operaron no entra en ta 
esfera de las transacnmics bancadas, no está prohibida, ni es 
la primera vez que un líanco compra un bien raiz. ú un artículo 
cualquiera para garantir una lleuda rezagada. 

« Estas breves consideraciones ponen de manifiesto que si los 
documentos exhibidos no son bastantes para fundar el derecho 
del Banco de Londres, no lo son tampoco para desestimarlo de 
plano. Y tan cierto es esto, que el mismo ; eñor Juez, a] fundar 
su sentencia, ha nec^itado apoyarse en hechas que, ni se han 
alegado, ni constan de estos autos. 

« Dice el señor Juez que no se ha individualizado en la de- 
manda la cantidad de harina que se diré comprada á tos señores 
tíadenw por marcas ó señales que permitan distinguirla entre 



mayor cantuta*! ¡tertatenenle ú toé vendedores; t¡ue el flanco de 
Lóndres no ha adquirida derecho mi totee la harina en cues- 
tión desde que no íe huhia sido he, ha aún tradición efectiva 
de ta cosa ; ¡f fituiOnrntv. que niutjun d-rumeutu se ha presen- 
tado que justifique vi (tcftóstto en /« Hurraca de ttalcarce. 

« E*t. a fuud.uiieuto^ no pasan, sin embargo, de meras suposi- 
ciones, que hfon pueden ri-siiitir .le>virtua*las pof la ¡mmU. 
Es pasible ftttí las bolsas d- harina bayau B id reribblus por et 
hunco y que tengan su* mu rea « y soñales pues nada n-sulta en 
conlrariu de estas actuaciones. 

« Prese: hiendo de todo esln. ol señor Juesha cansideradoque 
era listante que la fecha de les d001meiit.»s fuese posterior al 
embarga. 

t Con razo» se ha observado por parte del Huuoi^ que la .lis- 
posición recordada por el señor Juez, un tiene aplicación en 
DMtüriaa -le conid io. De otra manera, las transacciones mer- 
canHti's serian imposibles. 

« Por otra parte, la disposición de! Código Civil que prescribe 
que la Ocha cierta de un documento es la de so presentación en 
juicio, mi escluye la prueba de que sea cierta también la fecho 
¡te su otorga míe 11 tr. », 

Pi.-nso, por la puesto, que debe V.lí. declarar sin valor la 
seutemia apiada y rolvrr estos amos al Juzgado de ¡Sección, 
pura que Teciba la causa á prueba, 

Eduardo Costa. 



Jlie-noa Aiivs. Oieiemhre \ de 18Hfi. 

Vistos y Consideraodn : Primero : Que según resulta de lo de- 
clarado por Mudernu á foja setenta y nueve, lo que éste tenia 
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en el sitio conocido por Barraca de Peña* no era un estableci- 
miento ó negocio de Barraca en el sentido del Código de Comercio, 
sino un depósito para ¡as mercaderías de su propio comercio, sin 
que produzca alteración alguna á este respecto la circunstancia 
enunciada de que por escepcion se recibían depósitos de otras 
personas; porque en una barraca no sé hacen por escepcion la* 
operaciones del ramo, sitió que estas constituyen el principal y 
único destino del establecimiento. 

Segundo. Qoe resulta igualmente, de las mismas declara- 
ciones citadas, que las harinas de la cuestión, lejos de haber 
sido depositadas en aquellos almacene* por cuenta de Itossi y 
rari, como se ha pretendido, fueron almacenadas y estaban 
allí como pertenencia de Madcrna, sin que hubieran pasado 
por consiguiente, ni por na momento, á poder de !os recla- 
mantes, 

Teceroi Que no teniendo Madcrna el negocio de Barraca según 
queda establecido, no son aplicables al caso las disposiciones del 
itulo De ios barraqueros, Código de Comercio; ni los documentos 
de fojas do* á seis, espediente agregado, son, por lo tanto» de ios 
aprendidos ei » «1 artículo ciento veinte y cuatro, inciso tér- 
ro de dicho Código. 

Cuarto : Que el libro de entradas y salidas del espresado depó- 
ito, exhibido por Maderna, no merece fé en juicio — fuera de 
tras circunstancias que lo hacen sospechoso — por carecer de 
a formalidades requeridas por la ley. 
Quinto : Que estns hechos son concluientes en concepto de la 
rte, y la ley deja ¿ la sola apreciación de los Jueces recibir 
no la causa á prueba, según lo consideren ó no necesario para 
rmar su juicio y [ironnnciar sentencia (artículo noventa y uno 
*e procedimientos), siendo de tener presente ademas, que 
ta del señor Procurador General en que consiente en la 
a, es anterior á las confesiones de Maderna de que se ha 
hecho mérito. Por estas consideraciones y los fundamentos 
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concordantes de la sentencia apelada, se confirma y devuél- 
tu se. 

j. b. gorostuga (en disidencia). — 

J. DOMINGUEZ, — «LADISLAO FRIAS. - 
DISIDENCIA 

Estando en disidencia cun tu precedente resolución de ta 
mayoría del Tribunal» creo de ni i deber, atenta la naturaleza 
é importancia de esta cansa, espresar ú continuación mi opinión 
bajo forma de sentencia, para hacerlo con mayor precisión. 

Vistos y considerando: 

Que la tercería de dominio deducida por los señores Rossi y 
Ferrari, sobre una partida de bolsas de harina embargada por 
ta Aduana en la Barraca de lo* señores Alejandro Madernay C\ 
y como pertenecientes A estos, se funda en los cinco recibos de 
depósito que corren de fojas 2 a 6 del espediente agregado; 

Que estos recibos, dados por D. Julio Cairo, como apoderado 
genera) de la casa Alejandro Moderna y C\ en 4 t 30 y 27 de 
Mayo de 188 J, manifiestan i|ue el señor Hermán Altgelt, depo- 
sitó en la Barraca de ellos, á ta úrden de los señores Rossi y 
Ferrari, tas bolsa* de harina que dichos recibos espresan, eon 
designación de cantidad, marcas y peso; 

Que esos recibos constituyen el título de propiedad de los 
depositantes, como Tínicos documentos comerciales que los Bar- 
raqueros y Administradores de casas de depósitos están obli- 
gados á darles, según lo dispuesto por el inciso 3° del artículo 124 
del Código de Comercio ; 

Que la autenticidad de esto-* documentos, no ba sido desco- 
nocida por el Procurador Fiscal, ni por el Juez de Sección, y 
que los motiTos que se aducen como presunciones de haber 
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mediarlo confabulación y fraude en su otorgamiento, no son 
fundados ni bastantes para basar *obr» ellos una justa reso- 
lución; 

Que del beclio de qn. ta hártua eirt^argadá estuviese deposi- 
tada en la Barraca de M adema y 0*, no se infiere que fuera 
grosedad de olio»; por jiie la presunción de propiedad uo puede 
ser invocada por la p rsoau que se encuentre en virtud de un 
arto lícito ó ilícito obligarla á la restíttioion de la ro* a, conforme 
á lo pri ^cripto por el artículo 2114 del Gódifco r 'i vil ; 

Que tampoco ptn-de urgñirse centra la eticaría de lo* citados 
certificad' •$ de depósito, con el argumento d<- qu<' la fi cha cierta 
de ellos, con relación ¡í terceros, es la de mi presentación en 
juicio, porque como observa muy bien el señor Procurador 
GencTaK y es de jurisprudencia de esta Suprema Oórte, ese 
princip o ó disposición del (rífenlo 1035 del Código Civil, no es 
Aplicable en materia comerr ial; 

Que es ineiacto también que los señores Uossi y F« n ari no 
hubiesen determinada el número de balsas de harina que re- 
claman romo de su propiedad, y que los certificados de depósito 
no indiquen las marras, numero y peso de ellas; pues consta 
del escrito de foja 9 del espediente ¡ig royado, que la harina 
reclamad i, es tres mil sacos, mas ó menos, como resto de siete 
mil y piro que designan dichos cerificados ; y en ellos se espresa 
su número, prudencia y pm. Que además de que la ley {artí- 
culo 2380, í ndigo Civil) supone que lian sido individualizadas 
cuando se han recibido [as cosas espresadas en una ob iga- 
cíon; la prueba mas acabarla de que tas citadas liarinas fueron 
bien especificadas, resulta de la revisadon y tasación que de 
ellas hizo el perito I). lorenzo Jtarrera, il tiempo de ser entre- 
gadas ¡i Kossi v Fe; rari bajo de lianza; 

Que ronsta t en efecto A fojas 20 y 37 le los antas, que la 
harina que les fué entregada y que estaba depositada como por- 
te ne* ien te á ellos en k lí iriiaoa Peña, fué H5$ bulsas de ocho 
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arrobas cada una, harina de Santa Fé, do clase buena y su 
precio de 24 á 25 [tesos arroba ¡ 

Que las otras observaciones que se aducen contra los terce- 
ristas, sobre que no han insinuado siquiera ¡i quién compraron 
la harinu, en qué" época, por conducto <le qué corredor, y sobre 
lo estruíio que aparece de que hubiese >idu depositada en la 
Barraca de Maderna y <"", quienes hacían eí negocio de harina 
en grande escaía, y no acostumbraban recibir depósitos de otros 
— han sido ya subsanadas en esta instancia por fíossiy Ferrari. 
Que ellos espoucn, en erecto, á f ja 54 vuelta, que !.i Harina á 
que se refieren ios certificados <J • deposito, le< fué vendida por 
intermedio de la casa de consignaciones y corretaje, Hermán 
AHgelt, en Mayo de 1881, formando parte de una compra mucho 
mas eateiisa» y que se hizo el depósito de todo lo comprado en 
la Uarraea Peña, en* la de Ñongues y en la calle de Üolivar 
número 240. Que además, tuda la harina filé asegurada en la 
Compañía de Seguros Lubech que funciona en esta ciudad, y 
que tiádit seria m is fácil que couiprdnr esos hecho- cuii la-* 
pólízus, inspección de libros, certificados y declaraciones. Que 
de todas esas operaciones se han tomado notas y hedió asientos 
un lu> libros de las cosas que han intervenido en ellas, y que 
en cualquier momento ha podido y puede esclarecerse la verdad 
de todo lo aseverado. Que concurro con e*tos hechos la circuns- 
tancia de hiher ellos efectuado varias ventas de la harina 
depositada ea 1 1 Hurraca Peña, y que de esas ventas h. chas por 
ellos y disponiendo de Una harini de olios, se ha podido y puede 
producir una comprobación acabada, Y finalmente, que en pre- 
sencia de tantos hechos encadenad"* cutre sí desde un año atrás, 
Con intervención de tantas y tan respetable- casas de comercio, 
no es admisible la suposición de que todas ellas hoyan querido 
confabularse para beudieiar A Maderna y t'«, y burlar á la 
Aduana ; 

Que siendo por tanto incoo atentos todo* los motivos que se 



508 



FALLOS DI LA SUTHEMA CORTE 



invocan para rechazar la tercería deducida sin la tramitación 
debida, y atenta la nata ralez» é importancia de los hechos ale- 



gado* y que se ofrecen probar, el esclarecimiento de ellos, es 
indispensable para poder formar juicio y resolver con acierto 
este asunto; 

Que el señor Procurador General, que es parte principal en 
esta causa, así lo manifiesta también y pide en su vista de 
foja 68; 

Que por último, el artículo 107 de la Ley de Procedimientos 
nacínnales, autoriza á esta Suprema Córte para mandar pro- 
ducir la prueb.i en primera instancia, cuando la juzgare nece- 
saria* y la causa fuere llevada anle ella por apelación de la 
sentencia definitiva. 

Por estos fundamentos y de conformidad de partes, déjase 
sin efecto ta sentencia apelada de foja 43, y devuélvanse los 
autos al Juzgado de su procedencia, para que se reciba la causa 
a prueba, y se resuelva cou arreglo ti derecho. 



J. B. GoAOSTlAGA. 
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Criminal, contra Don Eduardo Ortíz Herrera; sobre distracción 

de dinero fiscal 



Sumario.— t° Kl déficit en las cuenta* del empleado obli- 
gado á darlas, no constituye pnr sí solo el delito previsto por 
el artículo 80 de la ley Nacional Penal, 

2 o Sin mol ir»*, bastantes para juzgar que sea efecto de una 
apropiación fraudulenta, y con circunstancias que hacen vero- 
símil bu inculpabilidad, el acusado debe s<r absuelto de la 
acción penal, y declarársele únicamente responsable de la 
suma que falta y sus intereses. 



Caso.— Se es plica en el 

MI* M Smmm VMml 

Córdoba. Hayo 36 Je 1886. 

Vistos y Considerando : Primero : Que de los instrumentos 
fehacientes que corren en autos y de la propia confesión del 
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procesado, consta que ha desempeñado el cargo de pagador 
auxiliar eu el ferro Carril Central Norte hasta que se Je sus- 
pendió en el ejercicio do sus funciones. 

Segundo : Que de lu declaración prestada, ratificada en la 
confesión, consta también que el procesado formalizó el es- 
tado corriente á foja dos, referetite á la liquidación de los pagos 
hechos 011 él; mes de Marzo del año mil ochocientos ochenta 
y cinco, que la tirina que rejistra al pié era la suya propia, y 
ejercía en la fecha que se espresa en dicho documento el cargo 
de pagador auxiliar. 

Tercero: Que ya del estado presentado;! que acabo de refe- 
rirme, como de los documentos de fojas una, dos, diez, once, 
doce, catorce y quince y de la declaración y confesión enun- 
ciada, aparece justificado, que de la cuenta rendida resulta un 
déficit en contra del pagador de mil ocho cientos cuarenta y 
siete vestís cuarenta u ocho centavos nacionales, 

Cuarto: tjue el procesado, en su descargo, lia dicho en la 
declaración indagatoria ratificada, cuino queda dicho, eu la con- 
fesión : I" qiiu al formar el ostafl" ^rdcítadOi lo verificó eu la 
seguridad de que los vales que tenia en su poder hastarian á 
cubrir el mencionad. • déiiOit, pero que habieudo verificado estos 
resultó que siempre faltaba la espre^adu suma ; que era 
la primera vez que esto su -e lia después d< -feis á ocho meses 
que desempeñaba el cargo de pagador auxiliar; y que el de- 
clarante ha «reído y cree hasta el presente, que alguien le 
sustrajo la indicada cantidad, oque el tesorero no le entregó 
la suma de diñen espresad, t eu el estado de foja dos, no obs- 
tante de haber lir nado el recibo correspondiente, pues la re- 
cibió sin Contarla; 3" que solicitó arqueo de caja para inves- 
tigar el oiígeu del déficit y se lo negó el señor Gerente, ha- 
biéndole dicho con posterioridad el señor Víllalonga, contador 
general de Ferro Carriles, que se había verificad o el arqueo de 
caja, v que no resultaba déficit alguno. 
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Quinto : Que del informe pasado á U Gerencia par dicho .se- 
ñor Vítlulonga, Inspector Administrativo, y que so rejtstra ú 
foja nueve, diez y once, cotno de) que pasó el señor contador 
general, Gorlicr, corriente á foja doce vuelta y por último, el del 
señor Tesorero J. R. del Viso, de fojas caLorcey quince, ha- 
biendo suscrito este último el procesado ; resulta que verificó 
el balance y arqueo de caja con toda prolijidad, mediante las 
operaciones efectuadas en las diversas ofidnas de conta- 
bilidad, patentizándose completa exactitud con el déficit men- 
cionado tantas veces. Por consiguiente, resulta también des- 
vanecida la referencia Lecha por el señor Urtiü Herrera de que 
no aparecía carg.* alguno según el arqueo verificado por el señor 
Vjllalonga. 

Sesto : Que por lo que hace a la creencia del procesado de 
que alguien le sustrajo Ja precitada suma, 6 que el Tesorero 
no se la entrego, son apreciaciones que carecen de to lo fun- 
damento, que ni se han trntado de justificar, y qne su invero- 
similitud se descubre A primera vista; puesto que si abrigaba 
una creencia tan firme respecto á la sustracción, debió en el 
tiempo transcurrido hasta el siete de Marzo, en que formalizó 
y firmó el estado de foja dos, promover la investigación nece- 
saria para descubrir tamaño fraude, y vindicarse del cargo 
gravísimo que peaaria sobre él. Que con i- nal vehemencia de- 
bió procurar la ratificación del error que atribuye ai señor 
Tesorero, practicando al efecto todas las gestiones conducentes, 
mucho mas cuando había otorgado el recibo correspondiente. 
Y por otra parte, si hubiese existido un error semejante, debió 
aparecer de los informes y balances practicados. 

Séptimo : Que con relación á lo que tiene enunciado el proce- 
sado, de que era la primera Tez que esto sucedía en seis ú ocho 
meses de servicios, aparece en efecto, de las declaraciones re- 
cibidas en el término probatorio, que su proceder, antes del 
hecho que motiva este proceso, se consideraba bueno, y se- 
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gnu afirma el señor contador Gorlier, no dió lugar á observa- 
ción alguna de parte del Gefe inmediato de la repartición a 
que pertenecía el procesado, que lo era el mismo señor Gorlier. 

Octavo : Que por lo demás, en las mismas declaraciones re- 
feridas no se encuentra una sola pregunta directa, tendente i 
probar las justificaciones ó escusas alegadas, y por consiguiente, 
las respuestas debían corresponder á esta**incondncencia ma- 
nifiesta de las interrogaciones. 

Sin embargo y á pesar de todo, en las deposiciones de los 
señores Gorlier, Centeno y Yofré, puede notarse lo siguiente ; 
El primero dice que el pagador Tecibia los fondos en horas 
hábiles, es decir, entre las once ante meridiano y las cinco 
pasado meridiano, agregando al contestar la décima pregunta, 
que el diniro se daba siempre oportuno para verificar los pa- 
gos ; y que no babia hora íija para este objeto, siendo hábiles 
todas las horas del dia. Kl señor E. Moyana espresa también 
qua no babiu hora lija, verificándose el pago, unas veces por 
la mañana y otras por la tarde. Los señores Centeno y Yofré 
manifiestan quy las horas de efectuar el pago eran desde la 
una pasado meridiauo adelante. Que atentas estas considera- 
ciones, es decir, si el dinero se entregaba oportunamente y 
los pagos se hacian en horas hábiles, el pagador auxiliar tenia 
tiempo suficiente para contar el dinero que se le entregaba, y 
no puede admitirse el débil pretesto de apuro que se ha ennn- 



}ue en esta virtud, en presencia del hecho palpi- 
tante del déficit en los dineros que recibió el procesado para 
el pago de los empleados y trabajadores, sin que se baya pro- 
bado ninguna escepcion 6 justificación, pero ni aún alguna de 
las escusas alegadas, es forzoso concluir que existe nn delito 
definido y penado por la ley. En efecto, los fondos fiscales se 
han recibido para el fin indicado ; no consta ni se ha procu- 
rado hacer constir su pérdida por algún accidente fortuito ó 
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de fuerza mayor; y por consiguiente, ana responsabilidad pe* 
nal recae necesariamente sobre el empleado i qaien se confió 
un deposito de esta naturaleza para el pago de sueldos or- 
denados. 

Que esta responsabilidad, según las conclusiones del señor 
Fiscal, se encuentra rcjida por el artículo ochenta de la ley de 
catorce de Setiembre de mil ocho cientos sesenta y tres de- 
signando los crímenes cu jo juzgamiento compete á los Tribu- 
nales Nacionales. 

El ci trido artículo, previene que el administrador ó receptor, 
depositario tie caudales públicos, tj todo el que tuviere obliga 
wn de dar atenta al Gobierno yacional, distrajere, sustrajere 
ó futríase tos caudales públicos é privados... será cmtiando 
con ta ¡tena de trabajos forjados por cinco á diez años. 

Décimo : Que en el presente caso y por lo que respecta á la 
aplicación del artículo transcripto, se mita de un empleado 
que por ruzon de su olido tenia que ser depositario de cuan- 
tiosas sumas para distribuirlas entre serridorL's del Estado ; de 
cuyas sumas debía rendir cuenta á la repartición pública de 
que formaba parte ; y como resulta un déficit, que no se jus- 
tifica ni se esplica razonablemente, los fondos que faltan se 
han sustraído 6 distraído por el empleado encargado de su 
custodia, (Serie dos, tomo cuarto, página ciento ochenta y 
siete. Série primera, tomo quinto, pagina trescientos cuarenta 
y nueve y siguientes, Fallos de la Suprema Corte). 

Undécimo : Que por lo demás, el artículo ochenta mencio- 
nado, tomado de Códigos que gozan de mucha autoridad 
(Código Penal Francés, artículo ciento sesenta y nueve; de 
Austria, ciento sesenta y uno y ciento sesenta y dos ; de 
Nápoles, dos cientos diez y seis ; Español, trescientos diez y 
ocho) se coloca con notable previsión en todos los casos en 
que un empleado cualquiera que percibe, maneja ó retiene 
fondos en su poder, tos distraiga 6 altere el destino que tenian 
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6 se tos apropie 6 sustraiga para cualquier objeto: ceirando 
de esta manera la puerta a todas las conciliaciones de la ma- 
licia para escusar una responsabiliza i Un justa como necesa- 
ria. Son concordantes con el precitado artículo las leyes cuarenta 
y ocho, título treoi\ libro cuarto del l>igesto ; catorce, título 
catorce, partida siete; Código Brasilero, artículo ciento setenta ; 
Código Español de mil ocho cientos veinte y dos, artículos 
cuatrocientos sesenM y cuatro, y cuatrocientos sesenta y cinco. 

Duodécimo: Que en cuanto á la pena establecida en el ar- 
tículo ochenta, se fija un mínimun de cinco años y un niáxi- 
mun de diez, dentro de cuyos estreñios tiene que pronunciarse 
un prudente arbitrio judicial, sin que pueda traspasar aque- 
llos límites : siendo de desear que á imitación de tos Códigos 
antes citados hubiese establecido cierta graduación ó escala 
según la entidad de la cantidad sustraída ó distraída, como se 
ha hecho en el «rífenlo ciento sesenta y uno del Proyecto de 
Código Penal redactado por los Doctores Ugarma y Ville- 
gas, que sin duda se inspiraron en aquellos precedentes, y 
muy principalmente, en el artículo trescientos diez y ocho del 
Código Español. 

Décimo tercero i Que el procesado, en su escrito de defensa, 
impugnando la ¡iplicubitidad del artículo ochenta precitado, es- 
pone que en todo caso, y en el supuesto de existir delito, el que 
correspondería aplicar sería el ochenta y tres que trata del em- 
pleado que con daño ó entorpecimiento del servicio público 
aplicase á sus usos propios ó ágenos los caudales y los efectos 
puestos á su cargo, cuyo delito se castiga con la pérdida del 
empleo, inhabilitación por cuatro ó seis años para obtener otro 
y una multa que no pase de 9000 pesos. 

Kste artículo, que se asimila hasta en sus términos al tres- 
cientos diez y nueve del Código de España y colocado á conti- 
nuación del trescientos diez y ocho que responde al ochenta 
nuestro, es comentado por el Doctor Pacheco en su obra « De- 
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recho Penal », quien para hacer desaparecer toda confusión en 
los casos legislados en arabos artículos, dice : « el anterior ar- 
tículo (trescientos diez y ocho) Jiabla de la sustracción defi- 
nitiva, absoluta, después de la cual no se piensa hacer nada : 
el presente (trescientos diez y nueve) habla de una distrac- 
ción interina de fondos con ánimo é intención de reponerlos...,» 
Décimo cuarto-. Que en el caso .««6 judice jumas ha dicho el 
procesado que había aplicado los dineros que faltan á su propio 
uso ó de otra persona, y por consiguiente, no ha podido llegar el 
caso de una distracción interina de fondos con ánimo de repo- 
nerlos. Lejos de esto, ha manifestado su creencia firme deque, 
ó no se le entregó la cantidad que falta ó le fué robada. Que 
en consecuencia, el artículo ochenta y tres se ha traído equivo- 
cadamente al debate, porque su inaplícabilidad es manifiesta. 
Que en su virtud, es de un deber ineludible la aplicación del 
artículo ochenta, que no haciendo gradaciones según la canti- 
dad distraída ó sustraída, coloca al Juez entre 1-s precisos y 
estrechos límites del artículo para proceder según un prudente 
y equitativo arbitrio. 

Que no apareciendo del estudio detenido del proceso circuns- 
tancias agravantes, el Juez debo inclinarse al mínimun de la 
pena establecida, romo lo ha solicitado el señor Fiscal. 

Omitiendo otras consideraciones ; de acuerdo con la acusa- 
ción Fiscal, fallo definitivamente juzgando que el procesado 
Don Eduardo Ortiz Herrera es responsable del delito de dis- 
tracción de mil ochocientos cuarenta y siete pesos cuarenta y 
siete centavos nacionales pertenecientes al Erario Nacional ; 
y que en consecuencia, se le condena : I o al mínimun de la 
pena establecida por el artículo ochenta de la ley sobre deli- 
tos, citada tantas veces, ó sea á cinco años de trabajos forza- 
dos ; 2» á la restitución de la suma indicada, con sus intereses 
correspondientes desde el siete de Marzo de 1885, en que se 
constató el déficit ; de conformidad á lo diapuesto en el artf- 
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cnlo 9t de la precitada Ley, con costas. Comuniqúese al P. E, 
haciéndose saber con el original. 

Hafact García. 



VISTA DEL SEÑO a PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Agosto 36 de 1686. 

Suprema Corte : 

Aunque tardío el reintegro que ofrece el procesado, coloca su 
causa bajo una fax menos desfavorable. 

Dados su» antecedentes honorables hasta la aparición del dé- 
ficit; su espectable posición social, la confianza que en él se 
había dispensado; racional y caritativamente, debe suponerse 
que si distrajo loa dineros confiados á su guarda, fué con la 
intención de devolverlos. De otra manera, si hubiera sido su 
propósito apropiárselos definitivamente, no se concibe que, te- 
niendo somas cuantiosas á su disposición, j cuando de todos 
modos el desfalco había de ser descubierto, y su reputación 
perdida, solo se altara con una parte mínima. Su conducta 
después del descubrimiento, se esplica sin violencia, por la re- 
sistencia natural á confesar una falta que imprimía una tacha 
indeleble en sn carácter. 

Per estas consideraciones, pienso que este caso debe consi- 
derarse rejido por el articulo ochenta y tres, ó por el ochenta, 
de la Ley de Setiembre. 

Pido, en consecuencia, la revocación de la sentencia apelada, 
y en su lugar, y en atención de no existir circunstancias agra- 
vantes, la imposición del mina mu n de La pena establecida por el 
artículo ochenta y tres; es decir, la pérdida del empleo ; inhabi- 
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Hilad para obtener otro por cuatro año» ; j una multa de un 

mil pesos moneda nacional. 

Editarte Costa. 

VmUm 4e la Cftrte 

Buenos Aires. Diciembre 4 Je 1886. 

Vistos y considerando: Primero : Que de tos antecedentes 
relacionados en la sentencia apelada resulta que el único hecho 
constatado en esta causa es el de la existencia de un déficit de 
mil ochocientos cuarenta y siete pesos cuarenta y ocho centavos 
moneda nacional en las cuentas del Auxiliar pagador, de la 
Administración del Ferro-Carril Nacional Central Norte, don 
Eduardo Grtu Herrera, correspondientes al mes de Marsodel 
año próximo pasado, déficit de que dió cuenta oportuna y espon- 
táneamente aquel empleado. 

Segundo : Que al preceptuar e) artículo ochenta de la Ley 
Nacional Penal de catorce de Setiembre de, mil ochocientos 
sesenta y tres, en que aquella sentencia se basa, que: * El 
« administrador, recaudador ó receptor, depositario de caudales 
c públicos, y todo el que tu riere obligación de dar cuenta 
t al Gobierno Nacional, que distrajere 6 hurtare los can- 
« dales públicos 6 privados, los efectos de crédito represen- 
* tatíros de esos valores, ó cualesquiera documentos, títu- 
■ los, actas ó efectos mobiliarios puestos en su poder por 
« mon de su cargo, será castigado con la pena de trabajos for- 
« zados por cinco ¿diez años » presupone necesariamente nú el 
mero hecho de la existencia material de un déficit en las cuen- 
tas del empleado obligado á darlas, que puede emanar lo mismo 
de un delito de aquel que de una simple culpa ó negligencia de 
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so parte 6 de accidentes fortuitos 6 pérdidas casuales é incul- 
pable^ sinó uti hecho positivo de distracción, sustracción 6 
hurto de los dineros de que se trate, ó sea una apropiación frau- 
dulenta de ellos en provecho propio ú de terceros. 

Ternero: Que en el caso en cuestión» no se ha alegado ni apa- 
rece absolutamente que el procesado haya procurado disimular 
ú ocultar aquel déficit por adiciones, omisiones ó de otro modo 
en sus cuentas, ni que haya practicado dilapidaciones ó gastos 
estraños á sus medios ordinarios do vivir ó mas elevados que los 
de costumbre, ni que baya intentado alzarse 6 fugar, ni que 
tenga individualmente ó como empleado antecedentes desfavo- 
rables ó sospechosos de conducta, ni finalmente, otra circuns- 
tancia alguna que demuestre ó baga presumir la existencia de 
los caracteres materiales y morales de) hecho que sirve de base 
á la acusación. 

Cuarta ; Que de su parte, el procesado ha esplicado ese hecho, 
suponiendo que, ó bien se le entrego de menos por la Tesorería 
respectiva la cantidad que resulta fallar, al hacérselo entrega 
de los haberes corres pondientea á los pagos del mes de Marzo ci- 
tado, cuyo recuento, dice, no verificó, ó bien, lo cual no es en 
manera alguna inverosímil, que se le estravió ella al hacer la 
distribución de esos fondos entre el numeroso personal de em- 
pleados y operarios de la linea férrea á lo largo de toda ella, sin 
disponer, según resultado autos, de un wagón especial y seguro 
en que conducir el dinero, ni de una oficina especial para veri- 
ficar los pagos, y teniendo además que ejecutar estos con suma 
rapidez y apuro por no poder disponer en cada estación de mas 
tiempo que el que le permitíanlas paradas ordinarias del tren. 

Quinto i Que espontáneamente y sin demora, según se ha 
dicho, dio además cuenta el procesado del déficit en cuestión, 
siendo así por su hecho propio que se vino en conocimiento de 
aquel. 

Sentó : Que ha comprobado también con las declaraciones de 
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fojas cuarenta y una á cuarenta y ocho, haber observado una con- 
ducta irreproc hable como empleado basta el momento del hecho 
que motiva la acusación. 

Séptimo: Que de lo espuesto resulta que si el acusado puede 
y debe ser considerado civilmente responsable de la suma por 
que se le demanda* no existen sin embargo motivos bastantes 
para juzgarle igualmente reo de la apropiación fraudulenta de 
que se le acusa, antes que inculpable de ella, contra la regla: 
ín dubio dolus non pr&simtitur. 

Por estos fundamentos : se revoca Ja sentencia apelada de 
foja cincuenta, absolviéndose al procesado de la acción penal 
deducida en su contra, en cuyo mérito deberá ser puesto inme- 
diatamente en libertad ; y se le declara responsable de la suma 
de mil ochocientos cuarenta y siete pesos cuarenta y ocho cen- 
tavos moneda nacional, que deberá reintegrar al Tesoro Nacio- 
nal, en termino de diez días, con sus intereses, según los que co- 
bra el Banco Nacional, á contar desde el dia de la notificación 
de la demanda. Notifíquesc con el original y devuélvanse. 

I, I». GOROST1AGA. — I. DOMINGUEZ — 

u Ladislao frías (un disidencia). 

— FEDERICO IRARGÉREN.— C. S DE 
LA TORRE. 



DISIDENCIA 



Vistos y considerando : Que el acusado recien en esta ins- 
tancia ofrece restituir la suma importe del dííicit, de las can- 
tidades que se le entregaron para pagar á los empleados del 
Forro-Carril Central Norte, y que ha dado origen á esta causa. 
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Que devuelta que sea dicha suma, el caso en cuestión esta re- 
gido, uó por el artículo ochenta de la ley penal, según lo esta- 
blece la sentencia apelada, si nú por el artículo ochenta y tres de 
lu misma, como opini el señor Procurador General y loTeconoce 
el defensor del acusado, en el escrito de foja sesenta. Por estos 
fundamentos, y de acuerdo con el dictátnen del Procurador Ge- 
neral, so revoca la sentencia apelada do foja cincuenta, en la 
parte que condena al acusado & cinco años de trabajos forzados, 
y se conñrma en lo demás, declarándose, con arreglo á dicho 
artículo ochenta y t res, que el acusado queda destituido de su 
empleo é inhabilitado por cuatro años para obtener otro, y debe 
pagar una multa de cien pesos. Devuélvanse, previa entrega en 
el Banco Nacional por parte del acusado, del délicit referido 
y los intereses, según cobra dicho lia neo, coya cantidad se pon- 
drá ú disposición del Poder Kjccutivode ta República, debiendo 
la multa hacerse efectiva en el Juzgado de Sección. 



1' LADISLAO FlHAS. 



APÉNDICE 



Habiéndose omitido en el tomo vigésimo Ins en usos 
CXX.VIX n CXUX, correspondientes al año IH85, se 
salva ja omisión insertándolas aquí : 



«AINA €'XXXt\ 



0¿ Manuel Martínez lina cofitm ¡K Enrique L. Oreen, agente de 
la líala Iteat Inglern, p<»r perjuicios ; sobre facultad de los 
peritos. 

Sumario. — Los peritos nombrados para estimar los perjui- 
cio^ procedentes del cstravío de mercaderías porteadas, son los 
que deben resolver sobre la calidad é identidad de dichas 
mercaderías. 



Caso. — Se estravió un cajón traído ¡í bordo del vapor tatuar 
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de la Mala Real Inglesa, que se manifestó como conteniendo 
puntillas de hilo. 

El Sr. D. Manuel Martínez Koa t dueiio de la mercadería, de- 
mandó al agente de la Mala Real, D. Enrique L. Green, por 
entrega del cajón, 6 pago de perjuicios. 

Se llamó a prueba, y se nombraron peritos para practicar 
la tasación de las mercaderías, y como el Sr. Roa presentase 
una muestra de puntillas para que lo¿¡ peritos hicieran la tasa- 
oion con l>use de dicha muestra, en contradicción con el Sr. Oreen, 
se dictó el siguiente: 

MI* Jet Jwes fefterftl 

Bueno» Aires, Julio 10 de 1885. 

Vistos j considerando : Primero. Que según el artículo 471 
del Código de Comercio la indemnización quo debe pagar el 
conductor de efectos, en caso de pérdida ó extravío, será tasada 
por peritos, con arreglo a la designación que de ellos se hubiere 
hecho en la carta de porte. 

Segundo : Que si bien no se ha presentado esta, existe en 
autos el conocimiento, el cual suple la póliza de fletamento, se- 
gún lo dispone el articulo 1106 del Código citado, y puede por 
lo tanto servir en este caso de base á la pericia, pues contiene 
las enunciaciones necesarias al efecto. 

Tercero; Que compete á los peritos decidir si deben ó nouti- 
lizar como antecedente para hacer la estimación las muestras 
acompañadas. 

Por estos fundamentas» el Juzgado resuelve acceder á lo 
pedido en el escrito de foja... debiendo las partes nombrar los 
peritos. 

Virgilio M, Tedin 
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Interpuesto el tecurso le revocatoria y apelación subsidiaria, 
se dictó el siguiente : 

ALTO 

Buenos Aires, Agosto 1* de 1885. 

Vistos: Por los fundamentos aducidos en el precedente es- 
crito, j considerando además : Que al establecer en el auto 
de foja... que compete á los peritos decidir si deben 6 no utilizar, 
como antecedente para hacer la estimación, las muestras acom- 
pañadas, implícitamente se Ies reconoce la facultad de juzgar 
sobre su identidad, según los datos que suministren las partes, 
no ha lugar á la reposición solicitada y se concede en relación 
la apelación subsidiariamente interpuesta, debiendo elevarse 
los autos á la Corte Suprema con el correspondiente oficio. 

Virgilio Jf Tedtn. 

rail* 4e te Bwprf Corte 

Huunos Aires, Noviembre 3 de 1885. 

Por su* fundamentos y las csplicacíones dadas en el auto de 
foja cincuenta y siete, se confirma con coatas el auto apelado 
de foja cincuenta y una vuelta, y precia reposición de sellos, de- 
vuélvanse. 

J. DOMINGUEZ. — «LADISLAO FIUAS. 
— FEDERICO IDARGCREN. 
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Don Cayetano Lcguizamon, contra et lh\ Don Eugenio i'uccio, 
por levantamiento de inhibición ; sobre competencia. 



Sumario* — La inhibición de bienes hereditarios pedida y 
obtenida por quien alega ser heredero» es un incidente del jui- 
cio universal de testamentaría, y el conocimiento de su legalidad 
ó ilegalidad corresponde á la justicia local. 



Caso, — El doctor don Kugenio Puccio. cesionario de los 
derechos de don Cirilo Lcguizamon á la herencia de dona 
Lorenza Acebedo de Lcguizamon, pidió y obtuvo del Juez de I 1 
Instancia de Santa Fé la inhibición de unos terrenos poseídos 
por !>. Cayetano Leguizamon, como pertenecientes & la testa- 
mentaría de dicha doña Lorenza Acevedo, 

Don Cayetano Leguizamon, diciendo que esos terrenos los 
había heredado de su señor padre don Mauricio Leguizamon, 
demandó ante el Juzgado Federal del liosa rio ni Dr. Don Ku- 
genio Puccio, para que se dejara sin efecto la inhibición, invo- 
cando la jurisdicción federal por ser él vecino de ta capital, y 
el Dr. Puccio vecino de Santa Fe. 
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Kl Juez Federal se declaró incompetente \ ir auto de 2 de 
Setiembre de 1884, en razón de haber la ley de 15 de Diciem- 
bre do i 881 hecho desaparecer el fuero federal en favor de los 
domiciliados en la capital. 

Revocado este auto por fallo do la Suprema Corto de 15 de 
Enero de 1885» so dictó el siguiente : 

rail» M Jetes Federal 

Rosario, Junio 19 de 1886. 

Visto el incidente sobro incompetencia de e&te Juzgado, pro- 
movido y fundado á foja 01 por la parte del doctor don Euge- 
nio Puccio en la disposición del artículo 12, inciso 1" di' la Ley 
de ii de Setiembre de 18C3, sobre jurisdicción y competencia 
de los Tribunales Nacionales, 

Con lo espuesto en contestación por la parte de don Cayetano 
Leguizamon. 

Y considerando : Primero : Que éste último mi ha desco- 
nocido ni desconoce la calidad de cesionario del doctor Pnccio, 
de don Cirilo Leguizamon, que se dice heredero de doña Lo- 
renza Accvedo de Leguizamon, y en mérito do lo cual, dicho 
doctor Puedo tiene iniciado ante los Tribunales de esta Pro- 
vincia el juicio de inventario y partición de los bienes de la 
precitada doña Lorenza Acevedo, fallecida ya. 

Segundo: Que con este antecedente, y afirmando la parte 
de Leguizamon en su escrito de demanda corriente a foja 52, 
que los terrenos a que en ¿1 se refiere pertenecen a la sucesión 
de la señora Acevedo y traen su origen de la misma, negando 
solamente que el cedente de Puccio sea heredero de aquella, 
la cuestión sub judice queda reducida á averiguar y resolver 
sobre los derechos sucesorios de aquel. 

Tercero : Que este punto, por su naturaleza y seguí) lo tiene 
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resuelto la Suprema Corte, hace parte del juicio universal de 
sucesión y debe ventilarse ante el Juez de la míama (tomos 3", 
serie 2-, página 488, y 6 o , serie 2*, página 387 de sus fallos). 

Cuarto: Que el artículo 12, inciso i° de la Ley invocada 
por la parte de Puccio f prescribe que en todos los juicios 
uní térsales de concurso de acreedores y partición de herencia, 
conocerá el Juez competente de la Provincia, cualquiera que 
sea la nacionalidad ó vecindad de los directamente interesados 
eu ellos. 

Quinto. — Que si la Suprema Corte, por su resolución de 
foja 14, decidió que este caso era de jurisdicción nacional, lo 
hizo solo teniendo en cuenta la diversa vecindad de las partes 
y sin apreciar las circunstancias de la demanda producida 
posteriormente, de la cual, como se ha visto, resulta que la 
cuestión presente versa solo entre personas que se pretenden 
con 6 sin razou coherederos de una misma sucesión y sobre 
bienes que se pretenden igualmente de esta. 

Setto: Queta jurisdicción nacional es, además, iroproro- 
gab!e, y los Jueces están obligados á rechazar en cualquier 
estado de ta causa, toda acción deducida ante ellos que aparezca 
no corresponder á su conocimiento. 

Por tanto t y de conformidad, además, al artículo 3284, inciso 
!• del Código Civil, según el cual, es al Juez de la sucesión al 
que corresponde conocer de las demandas entro coherederos ú 
título do tales, com emientes á los bienes que se pretendan 
hereditarios 6 á su colación, j á la resolución de la Suprema 
Corte, que se registra en el tomo ti, página 60 de sus fallos: 
se declara que este Juzgado es incompetente para conocer en 
la presente demanda. Hágase saber con el origiual y repóngase 
el papel. 



C. S m de la Torre. 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Octubre 9 Je 1885. 

Suprema Corte: 

La sentencia del Juzgado de Sección es de toda evidencia, y 
lia de servirse V. E. confirmarla. 

El fundamento de la acción iniciada por Puccio, es el título 
hereditario de don Cirilo Leguistamou, en cuyos derechos dice 
haber sucedido, á los bienes dejados por doña Lorenza Acevedo 
de Leguizamon, entre los que ufiruia encontrarse el terreno 
objeto de ta inhibición, Por parte de don Cirilo Leguizamon no 
se niega que este terreno bata pertenecido ¡i la espresada dona 
Lorenza: si bien, desconoce el carácter hereditario que Puccio 
atribuye al mencionado don Cirilo. 

Como se TÍ, todo esto corresponde ventilarse en el juicio 
universal, que debe abrirse, si hay para ello lugar, ante la 
justicia local, según disposiciones que es cscusado recordar. 

Eduardo Costa. 

r*ll« 4> la »Npvm» Cmrtm 

Buenos Airea, Noviembre 8 de 1885. 

Vistos: Por sus fundamentos, y de conformidad zou el 
señor Procurador General, se conlirma con costas el auto 
apelado de foja setenta y cinco; y previa reposición de sellos, 
devuélvanse. 

J. DOMINGUEZ. — U LADISLAO FRIAS. — 
FEDERICO IRARGÓREN. 
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Don José Ortiz, contra Doña Peí roña Vandioti de t Hondo; 
sobre cumplimiento de un contrato 



Sumario. — l fl Dado un contrato de renta por el cual el com- 
prador se obliga ú hacer mensurar un campo, y el vendedor á 
entregar la mitad del que resulte, por un tanto la legua, el 
comprador no puede, después de cumplido el contrato en los 
términos mencionado», pretender que se le entregue por igual 
precio la mitad de lo que haya resultado de más por otra men- 
sura hecha después de veinto anos do dicho contrato. 

2' 1 La prescripción no se interrumpe por actos que no son 
directos contra el deudor. 



Caso. — Kl caso su halla referido en el siguiente 



Y vistos, resulta: Que en 12 de Marzo del corriente añu t Don 
José María Ortiz se presenta demandando á la señora Doña 



WmUm 
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Petrona Candioti <lc Iriondo, para que le escriture parte de un 
terreno situado en el departamento de La Faz, de esta provincia, 
entre los arroyos Tacuaras y Feliciano, que la demandada le 
vendió ; escrituración que aún no se había hecho por no haber 
cumplido la vendedora la obligación de comprobar la propiedad 
auto el Gobierno, como era necesario para poder practicar la 
mensura que lijase la estension vendida. 

Corrido traslado á la señora Candioti, ésta, por medio de su 
apoderado, contesta a* f. 17, que no tiene contrato pendiente 
con Ortiz t porque el que existió fué cumplido en toda-; sus par- 
tes, pidiendo en consecuencia se rechace la demando, con costas. 

Abierta la causa á prueba, el actor presenta la instrumen- 
tal de í... y el demandado la de f. de todo lo cual resulta : 

Que en 22 de Julio de 1857, Dun Urbano do Iriondo, con 
conocimiento de su esposa Doña IVtrona Candioti, vendió á 
Don José MaTÍa (Miz, a razón de ochocientos pesos plata por 
legua, la mitad de un terreno que fué de propiedad del finado 
Don Francisco Antonio Candioti, situado un esta provincia, 
entre los arroyos Feliciano y Tacuaras, con frente al rio Paraná 
y el fondo que le diese el título, y que no se determinó por no 
tenerlo presente ; cuya mitad, a la parte Sud, correspondía á 
su referida esposa; obligándose el vendedor á acreditar la pro* 
piedad y cstender la escritura de venta tan luego como so lijase 
con precisión la área vendida, por medio do la mensura corres- 
pondiente, siendo esta de cargo del comprador así como el desa- 
lojo de los pobladores ; entregándose por éste de contado la 
suma de cinco mil pesos a cuenta del precio (f. ÍM)y f. 91). 

En 185K el agrimensor Don Cirios Souvignes practicó la men- 
sura del campo total á que se reliere la escritura anterior y lo 
dividió en dos partes, resultando de esta operación que la mitad 
rendida á Orliz constaba de veinte y cuatro leguas, más cua- 
trocientas cincuenta cuadras cuadradas. 

Kn II de Febrero de 1863, Don Urbano deliiondo, previa 
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autorización del Presidente de la Confederación, otorga escri- 
tura de venta de esta área á favor de Ortiz ( f. 90). 

En 17 do Mayo de) año de 1872, Don José María Ortiz se 
presentó al Gobierno esponiendo, qne había venido á su cono- 
cimiento que la mensura relacionada de Souvigncs, practicada, 
no sin dificultades puestas por el General Urquiza, no había 
sido arreglada al título de propiedad, error que lo perjudicaba 
en sus derechos por cuanto disminuía la ostensión de terreno 
comprada por él ; que a On de reclamar del vendedor la parte de 
campo restante, solicitaba se procediese á una nueva mensura 
para rectificar la anterior de Kouvigne*. 

En 13 de Agosto del mismo año Don Manuel Ortiz, por su 
hermano Don José María, pide se nombre un agrimensor ins- 
truido en los antecedentes del título, para que practique la ope- 
ración de rectificación. 

En 3 de Diciembre siguiente, Don José B. Navarro, por Or- 
tiz, cumpliendo lo decretado por el Poder Ejecutivo, propone al 
Departamento Topográfico para esto efecto al agrimensor Don 
Juan B. Martínez y en 19 del mismo se espidieron las instruccio- 
nes al agrimeusor propuesto, para la ejecución de la mensura. 

Posteriormente, Ortiz pide al Gobierno ordene al Departa- 
mento Topográfico que deje sin efecto las instrucciones dadas 
por él en contradicción con los límites espresados en el título, 
y libre al arbitraje del minino perito seguir el rumbo que corres- 
ponda según las escrituras* en el costado Norte, para no este- 
rilizar los crecidus gustus de esa segunda operación,. 

Mas tarde el mismo se presenta esponiendo que. tiene cono- 
cimiento que Denis, lindero del campo cuya mensura gestiona, 
pretende se mida el que á él le corresponde, fijándole un límite 
tan avanzado que perjudicaría sus derechos y pide en conse- 
cuencia se dé instrucciones al agrimensor de Denis para queso 
sujete estrictamente á los límites y rumbos que marquen sus 
documentos. 



f>R JUSTICIA Fí ACION AL 



En Diciembre de 1875, practicada ya la mensura y presenta- 
das las diligencias, se raauda dar vista de ellas á Grtiz y éste 
la contesta pidiendo su aprobación, después de historiarlos 
antecedentes del título de Candíoti ( f... ) 

En Enero de 1883, ocho años después, el Gobierno resuelve 
como sigue: «Visto este espediente iniciado por Don José 
María Urtiz pidiendo la rectificación de la mensura practicada 
por el coronel Don Carlos Souvignes del campo perteneciente á 
la sucesión de Don Francisco Antonio Candíoti, y el de renova- 
ción del título pedido por los herederos de éste. * 

( Entra luego en consideraciones para refutar los errores de 
las mensuras de Souvigues y Martínez, y concluye) : 

«Forestas consideraciones, sin perjuicio de las enajenaciones 
que se hubiesen practicado, declárase de propiedad de la suce- 
sión de Don Francisco A, Candioti el campo limitado al Norte 
por el rio Guayquiraró hasta el arroyo de la Maula, trazando 
de su barra una línea al Este hasta la altura del puesto do los 
* Manantiales > y de éste hasta el rio Feliciano; al Kste, mismo 
rio hasta la barra de las Hatacas; al Sud, este arroyo hastadon- 
de hace barra con el Chañar, siguiendo hasta sus puntas; de 
estas tirando una línea que vaya á encontrarse con las de Ca- 
vayú-CuatiA y siguiendo este arroyo hasta su embocadura en 
el Paraná; al Oeste, el mismo rio hasta la barra del Guayqui . 
raí ó.» 

En 19 de Julio el Gobierno, esplicando su resolución anterior, 
declara que ella no importa reconocer como válidas las enage- 
naciones que hubiese hecho antes el mismo Gobierno; y en 14 
de Mar*o del corriente año, calculada la superficie por el Depar- 
tamento Topográfico, manda espedir el título de propiedad á 
la sucesión de Don Francisco A. Candíoti, del campo cuvos 
límites se espresan en la resolución de 1883, constante decien- 
to una tegua, mas ochocientas cuarenta y una cuadra. 

Resulta, además, que en cuatro de Mayo de mil ochocientos 
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setenta y cuatro Don José María Ürtiz celebró otro contrato 
con Doña Fctrona Candioti de Iriondo, por el cual aquel se 
comprometía a hacer practicar mensura de los terrenos que per- 
tenecían á esta en propiedad, como heredera de Don Francisco 
Antonio Candioti, en el departamento de La Paz, cu esta pro- 
vincia, y hacer todas las diligencias necesarias, judiciales ó 
estrajudiciales, para la reivindicación de dichos terrenos que 
estuviesen poseídos por otros; y al esclarecimiento y determi- 
nación de los que no lo estén, hasta dejarlos completamente 
saneados, obligándose por su parte la señora Candioti a cederle 
ú Urtiz la mitad de los terrenos que esclarezca y sanee eu com- 
pensación de su trabajo c inl.mnizacion de gastos, debiendo 
durar este contrata el término de dos años. 

Urtiz, después de este convenio, continuó la gestión ante 
el ttobicrno a su nombre como ocupador de la mitad del 
campo de Candioti; y nunca tomó posesión de la parte cuya 
escrituración reclama (posiciones de f„. y escritos de f... ) 

Al alegar sobre hi prueba rendida, la parte de Crespo prono* 
uc las excepciones de prescripción de las obligaciones del con- 
trato de 1857, y de novación del mismo por el de igual de A 
dq Mayo de 1874. 

Ortiz, respecto de esta última, contesta que no hay novación, 
porque la materia dfl uno y otro cou trato no es Ja misma ; que 
el de 1857 se relierc á los terrenos reconocidos por el Ciobcrna- 
dor Sola el año 35 como de propiedad de la sucesión de Candio- 
ti, bajo límites determinados, y el de 1874a una parte comple- 
mentaria del que compró para el mismo Candioti Don Francis- 
co Bracamonte, sí la Junta de Temporalidades, el cual tenia 
legua y media de frente al I'aranáeon fondo hasta el Uruguay, 
habiéndolo limitado el Gobernador Sola en so reconocimiento 
citado hasta la barra del arroyo Maula, no obstante las recla- 
maciones de Don Antonio Crespo, representante de los herede- 
ros de Candioti: que era esta parte del fondo, no reconocida 
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aún, la que formábala materia del contrato do 1874, que lo 
bizo él porque tuvo noticia que en loa archivos de Buenos 
Aires se encontraban documentos que comprobaban lo que Don 
Antonio Crespo había sostenido. 

Kn cuanto a ln primera, alega que la resistencia de los Go- 
biernos í reconocer el título de Caudtoti que debía servir de 
base á la determinación del Area vendida, es fuerza mayor que 
suspende el curso de la prescripción. 

Y considerando: 

Primero: Que las convenciones hechas en los contratos for- 
man para las partes una regía a la cual deben someterse como 
¡i la lej misma (artí-ulo I1W7, Código Civil Argentino). 

Segundo: Que estando convenido por el dof... entre Don Ur- 
bano de Iriondo, con el consentimiento de su esposa Dona Tetro- 
na üandioti, y Don José María Ortiz, que el primero vendo al 
segundo la mitad délos terrenos que correspondían en propiedad 
al uñado Don Francisco Antonio Candioti, padre político del ven- 
dedor, en el departamento de Lu Paz, en esta provincia, entre los 
arrojos las Támaras y Feliciano» ó sea deducida la parte euage- 
nadu ú Santa Cruz, y habiéndose determinado el espresado 
terreno por resolución del Poder Ejecutivo do f,,., Doña Petro- 
na C. de Iriondo está obligada ti escriturar el total del área 
vendida por el contrato eitado. 

Tercero: Que esta obligado -i no ha sido cumplida con la 
escrituración de la mitad resultante de la mensura de Souvig- 
nes, practicada en 1858, porque según las resoluciones de 2í> 
de Kuero de 1883, f, 25» aquella era errnínea y por lo tanto no 
determinó con exactitud Ja cosa vendida ; habiéndose hecho 
esta determinación en una forma legal Teñen por las resolucio- 
nes citada y su complementaria de 14 de Marzo de 1884, recaí- 
das sobre las mensuras practicadas, las que deben considerarse 
incorporadas al contrato de 1857 para su perfección. 

Cuarto: Que en efecto, siendo la venta en el presente caso 
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de la mitad do un inmueble á tanto la medida, contenga más 
6 menos medida, no se trata del derecho á los sobrantes que no 
hay ni puede haber desde que en el contrato no se fijó el Area 
total que pudiera servir de norma para establecer la existencia 
de sobrante», siendo la cuestión ú decidir, simplemente, sí la 
mitad del inmueble que fué la intención de las partes comprar 
y vender quedú determinada por una operación pericial decla- 
rada errónea por los mismos contratantes y por el Gobierno; y 
si ella pudo servir de base legal para el cumplimiento de las 
obligaciones del contrato. 

tjutnto: Que esto establecido, el artículo 029 del Código Civil 
resuelve: que el error de hecho no perjudica cuado ha habido 
razón para errar. Así pues, la escrituración de 1863, basada en 
un error de hecho, no puede privar ú Ortíz de obtener la totali- 
dad de los terrenos comprados, cuando por mediar una opera- 
ción tícnica su error es esplicable. 

Satio: Que aún en el supuesto de que por esta escritura las 
partes hubiesen declarado en términos espresos cumplido el 
contrato primitivo y á la vendedora libro de las obligaciones 
que él le imponía, constatado que un error diú lugar á esa libe- 
ración, la obligación renace y el comprador conserva el derecho 
deexijir su cumplimiento {artículo 797, Código citado ). 

Séptimo: Que siendo esta la doctrina cuando ha mediado 
liberación espresa, con mas razón debe aplicarse al caso en 
cuestionan que la segunda escritura no contiene tal declaración, 
y solo debe considerarse como el cumplimiento parcial de la 
obligación contraída. 

Octavo: Que tampoco ha caducado el derecho de Ortiz por la 
prescripción, como se pretende, pues que esta en las obligacio- 
nes a plazo « principia á correr desde la fecha en que el plazo 
se haya cumplido > ( artículo 3957, Código citado ); y no puede 
dudarse que la obligación de escriturar y entregar terrenos 
vendidos con sujeción íi medida es á plazo incierto, por depender 
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su cumplimiento de la mensura, la cual, como su aprobación, 
estaba subordinada a su vez ;i la comprobación de la propiedad 
del vendedor espesamente estipulada; hecho que dependiendo 
de Ja voluntad de éste retardaba la exijibidad de la convención 
( Aubry y líau, § 303, tomo 0% 

Noveno: (¿ue por lo tanto, habiéndose rumplido el plazo el 
dia en que el Gobierno resolvió sobre la mensura, lijando el área 
verdadera de los terrenos contratados ( 14 de Marzo de 1884 )♦ 
no ha corrido desde esa fecha hasta la de la demanda el termi- 
no de diez años establecido para la prescripción ordinaria de las 
acciones personales ( articulo 4023 del Código Civil). 

Décimo: Que á esto no se opone la aparente limitación del 
artículo 3957, Código citado, que se reliere á las obligaciones a 
término cierto, pues con mayor razón deben considerarse com- 
prendidas en su disposición las á término incierto; porgue a 
parte de ser un principio de derecho, que la prescripción no 
principia ú correr antes que haya nacido la acción de cuya cadu- 
cidad se trata (argumento del artículo citado y del 4023), las 
obligaciones a término incierto se asimilan á las condiciona- 
Ies, respecto de las cuales rije especialmente este principio, mis 
aún que las á término cierto (Aubry y líau. g 212, letra a) 

Undécimo: Que aunque así no fuera en los casos que por 
imposibilidad de hecho se hubiese impedido temporalmente el 
ejercicio de una acción, el acreedor ó el propietario pueden ser 
librados de las consecuencias de la prescripción ( artículo 31*80, 
Código citado), y la imposibilidad de Oitiz para accionar está 
demostrada en autos, pues interrumpida la prescripción por el 
reconocimiento de la obligación hecha por el deudor en la escri- 
tura de 18(13, aquel, en 1872, nueve auos despue>, cuando vino 
en conocimiento del error ni que incurrió Sourigncs, inició 
nuevamente la gestión ame el Gobierno para obtener la rectifi- 
cación de la mensura; rectificación que no quedó legalmente 
concluida, ¡i pesar de su instancia, basta que el Gobierno quizo 
t. xxi 43 
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pronunciarse sobre ella en 1881. Y siendo la determinación del 
área vendida susianc taimen te necesaria para demandar la escri- 
turación, y no dependiendo de él sinó de el Gobierno la apro- 
bación do esa operación, es evidente que aquel se encontraba en 
imposibilidad de ejercer la acción que boy deduce. 

Duodécimo : Que ú esto se agrega que Ortiz, inmediatamente 
de cesar estos inconvenientes, se presentó ante este Tribunal A 
hacer valer sus derechos, siéndole por lo tanto aplicable la dis- 
posición del artículo 3980 ya citada. 

Décimo Tercero: Que si bien hubo error en el deslindo y 
mensura de la cosa materia del contrato, dundo lugar ú que se 
escriturase menos de lo que se debía, no se demanda la nulidad 
del acto jurídico concluido en virtud de ese error, stnó al con- 
trario, sosteniendo su validez como cumplimiento parcial de la 
obligación, se ejercita la acción derivada del contrato para obte- 
ner su completa ejecución, por lo que tampoco puede decirse 
extinguido el derecho de Ortiz por la prescripción bienal del 
articulo 4030, Código Civil. 

Decimocuarto: Que por lo que respecta á la novación del 
contrato de 1857, es de espreso derecho que esta no se presu- 
me y para que exista es necesario que la intención do las par- 
tes este* claramente manifestada en la segunda obligación, ó 
que lo existencia de la primera sea incompatible con la nueva 
obligación ( artículo 812, Código Civil ). 

Décimo quinto: Que del contrato de 1871 no resulta clara- 
mente, como la ley lo exijo, que la voluntad de las partes fuese 
novar el de 1857, desde que ninguna referencia se hace & ella. 

Décimo sesto : Que tampoco es incompatible la subsistencia 
de este con la de aquel, porque la materia del uno es distinta 
de la del otro. Por el de 1857, Don Urbano de Iriondo, de acuer- 
do con su esposa Doña Fetroua ("andioti, vende i Ortiz la mitad 
de los terrenos que fueron de prupicdad del finado Don Fran- 
cisco A. Candioti, entre los arroyos Tacuaras y Feliciano, con el 
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fondo que designa el título ¡ y el único título hasta entonces 
existente, según consta de autos, era el reconocimiento hecho 
por el Gobernador Sola" a favor de la sucesión de Candiotí de 
«nos campos en La Paz, limitados en el fondo por una línea que 
partiendo de la barra del arroyo Maula, sobre el Guayquiraró, 
terminase en el puesto de los Manantiales sobre el Feliciano, 
f... De manera que esta venta se hizo de terrenos ya esclarecidos» 
mientras que en el du 1871, DoñaPetrona Candioti daáOrtizen 
propiedad la mitad de los campos que le correspondan por heren- 
cia del mismo linado Don Francisco Antonio Candioti, no escla- 
recaos aún y que Ortiz csclarease y sanease. 

Décimo séptimo: Que esta interpretación de los contratos 
está autorizada por los antecedentes del derecho de Candioti, 
y se desprende claramente do ellos. Kn efecto, Don Antonio 
Crespo, por los sucesores de aquel, en 1825, pidió con insisten- 
cia al Gobierno el reconocimiento de la propiedad de esos cam- 
pos con fondos hasta el rio Uruguay, apoyándose en la manera 
cómo babian sido hechas las concesiones de los terrenos conti- 
guos d esos, pues el título de Candioti se había estraviado, y 
solo obtuvo que se le reconociese con fondos hasta la línea men- 
cionada en el considerando anterior. De manera, que en con- 
cepto de los herederos de Candioti, tenían terrenos esclarecidos 
y otros que no ío estaban, siendo ambos del mismo origen, y 
está de acuerdo también con los actos posteriores de los contra- 
tantes, pues Ortiz, no obstante el contrato de Í874, continuó 
gestionando la rectilinacion de la mensura de los terrenos com- 
prados, en calidad de dueño de ellos y no como representante de 
la señora Candioti, lo que solo se esplica por la subsistencia del 
primar contrato después do celebrado el segundo. 

ttécimo octavo \ Que suponiendo que existiese dudas acerca 
de la materia de esos contratos, por los términos en que están 
concebidos, esa duda debe resolverse en contra do la novación 
porque importando esta una renuncia de los derechos creados 



628 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



por el primero, como toda renuncia debe interpretarse restric- 
tivamente (artículo 874, Código Ciril ), y por lo tanto, debe 
estarse antes por la subsistencia de ambos contratos que por la 
anulación de uno de ellos. 

Décimo noveno : Que por otra parte, no h.i j novación y con- 
serva su eficacia la primera obligación* siempre que transfor- 
mada esta en una condicional, ta condición no se realiza (artí- 
culo 807, Código Civil ). La condición de esclarecer y sanear en 
el término de dos años los terrenos de propiedad de la sucesión 
Candioti, impuesta á (Miz en el contrato de 1874, para adquirir 
la mitad délos terrenos esclarecidos y saneados, no se cumplió, 
según lo reconocen actor y demandado, y por lo tanto, no se ope- 
ró la novación, quedando firmes las obligaciones del contrato 
primitivo. 

Por estas consideraciones, y de acuerdo con las disposiciones 
citadas, declaro que Doña Petrona Candioti de Iriondo está 
obligada á escriturar ú favor de Don Josí María Ortiz, en las 
condiciones del contrato de 22 de Julio de 1857, la mitad de los 
terrenos quu fueron de propiedad de Don Francisco Antonio 
Candioti, simados en el departamento d - La Paz y comprendi- 
dos entre Los arroyos Feliciano y las Tacuaras, con frente al rio 
Paraná, según resulte aquello de la mensura aprobada por reso- 
lución del ííobiernode 14 de Marzo del corriente año, deduci- 
das las veinte y cuatro leguas y cuatrocientas cincuenta cuadras 
ya escrituradas en 18t>3, debiendo calcularse previamente la 
estension no es * ituradu, por el Departamento Topográfico ó 
por peritos, tomando por base la mensura aprobada. Sin espe- 
cial condenación en costas, bagase saber original y repónganse. 



M. de T. Pintos. 
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P«ll» de la BwpreM» Cewfe 

Quenas Aire», Noviembre 3 de 1885. 

Vistos, resulta : Que Don Joffi María Ortiz demanda á Doña 
Petroaa Camliutide Iriondo para que en cumplimiento del con- 
trato celebrado el año cincuenta y siete, por el cual se obligó á 
venderle la mitad de) campo perteneciente á Don Francisco Anto- 
nio t'audioti, le entienda la escritura pública de venta por id nú- 
mero de leguas que le faltan para completar la mitad del área que 
dicho campo resulta tener, según la mensura últimamente prac- 
ticada y aprobada por decreto gubernativo de catorce de Mar- 
zo de mil ochocientos ochenta y cuatro, inserto cu la escritura 
de foja cincuenta y siete; Que la demandada, se opone á la deman- 
da, alegando haber cumplido todas las obligaciones que contrajo 
para con el demandante, y opone además, subsidiariamente, la 
escepcion de prescripción. 

Y considerando : Primero : Que por el contrato á que la 
demanda se refiere, celebrado el veinte y dos de Julio de mil 
ochocientos cincuenta y siete, Doña l'etrona Candioti de Jriondo 
contrajo la obligación de vender al señor Ortiz la mitad que le 
correspondía del terreno de propiedad de su tinado padre Don 
Francisco Antonio Candioti, ubicudo en la provincia de Futre 
Itios, con frente al rio Paraná entre el rio Feliciano y el arroyo 
de las Tacuaras, con el fondo que designan los títulos, por la 
cantidad de ochocientos pesos plata y sin más obligación que 
acreditar la propiedad y otorgar al comprador la correspondien- 
te escritura tan luego como se deslinde dicho terreno y se sepa 
exactamente el número de leguas de que consta. 

Segundo: Que el señor Ortiz aceptó estas condiciones y se 
obligó á su vez ú pagar cinco mil pesos al contado y el resto 
á plazos de uno y dos años, á contar desde la fecha del contrato, 
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tomando ademas sobre sí hi obligación do hacer medir y deslin- 
dar de su cuenta, por un perito agrimensor, dentro del mismo 
término dedos años y con conocimiento del interesado, el terre- 
no referido, para liquidar su valor. 

Tercero: Que por la escritura foja noventa y por los docu- 
mentos insertos en ella, consta: que el señor Ortiz hizo medir 
en efecto, dentro del término convenido, por el agrimensor Sou- 
vignes el campo mencionado, el cual resultó tener cuarenta y 
ocho leguas y novecientas cuadras de superñcie, y con arreglo 
á dicha mensura que ambas partes aceptaron, como consta, y 
previa autorización del Gobierno, se estendiú á favor del com- 
prador la escritura pública de renta por veinte y cuatro leguas y 
cuatrocientos cincuenta cuadras cuadradas, quedando éste ("es- 
de entonces dueño de la mitad del enrapu conocido por de Can- 
dioti, cuja otra mitad correspondió* ú Doña Dolores C. de Crespo 
como coheredera de la vendedora, 

Cuarto: Que la inexactitud de esa mensura, que hoy se ale- 
ga como fundamento de la demanda, solo probaria que el 
demandante no cumplió la obligación que tomó sobre sí de hacer 
medir el campo de modo que se sugiera exactamente el núme- 
ro de teguas que contenía, y si el error del agrimensor ó la 
imposibilidad de hacer en aquella época una mensura perfecta, 
puedo disculpar esa falta y exonerar al demandante de la res- 
ponsabilidad en que en otro caso hubiera incurrido, ningún dere- 
cho le dá para exigir mayor ostensión de campo, fundado en 
una nueva mensura practicada veinte y cuatro años después de 
vencido el término en que ella debió" hacerse, según el contrato, 
pues en las obligaciones de hacer, como es la que contrajo el 
demandante, debe ejecutarse el hecho prometido en un tiempo 
propio y del modo en que fué la intención de las partes que el 
hecho se ejecutara, so pona de tenerse por no hecho lo qm» de 
otra manera se hiciere ( artículo seiscientos veinte y cinco del 
Código Civil, concordante con las leyes ocho, título catorce, 
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partida cinco; y siete, título veinte "y siete* partida tercera). 

(¿ututo: Que de los autos traídos para mejor proveer resulta 
además: que la mensura que hoy invoca Don José María Ortiz 
no es la que él solicitó nu eve anos después de entendida la escri- 
tura de foja noventa, pues esa mensura que daba al campo de 
Candioti una superficie de setenta leguas y que según el 
informe del Deparlamento Topográfico, corriente á foja ciento 
cuarenta y ocho de dichos autos, debían reducirse á solo cin- 
cuenta y una, no fué aprobada por eHiobuTno, según consta á 
foja cincuenta vuelta de los mismos autos, si nú laque á instan- 
cia de Dona Dolores ( '. de Crespo, solicitando la renovación de los 
títulos de propiedad de la sucesión de Candioti, se practicó el 
año ochenta y cuatro con arreglo ú los puntos fijados por el 
Gobierno, después de haber .sostenido ante éste un reñido plei- 
to con el Fiscal de la Provincia, sobre la interpretación de 
dichos títulos. 

Sexto: Que por consiguiente, no puede tomarse en considera- 
ción dicha mensura, no solo porque no es ta que debió hacer 
practicar el señor Orliz, con arreglo á lo convenido, sinó porque 
de todos modos ella estaría hecha fuera do la oportunidad debi- 
da y fuera de los términos del contrato y de la intervención de 
las partes, contra lo cu il no puede alegarse la imposibilidad de 
hacer antes una mensura completa de todo el campo, porque si 
el hecho era realmente imposible, lo cual no está probado en 
autos, solo produciría el efecto de que la obligación quedase 
extinguida para ambas partes en cuanto no fué posible su cum- 
plimiento oportuno, según lo dispone el artículo seiscientos 
veinte y siete del Código Civil, pero en manera alguna impon- 
dría á una do ellas la obligación de aceptar el hecho ejecutado 
por la Otra fuera de la oportunidad debida. 

Séptimo: Qiiedtí e-tas consideraciones se deduce, pues: que 
Doña Petrona Candioti de Irioudo cumplió* en todas sus partes 
las obligaciones que contrajo, justificando la propiedad del 
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campo que vendía y estendiendo á favor del comprador la 
escritura pública de renta con arreglo á la mensura que él mis* 
mo le presentó como exacta en el término convenido, no pudien- 
do por consiguiente suponerse que esa escritura solo fuese otor- 
gada eu pago parcial de la obligación ; pues los términos gene- 
rales en que está concebida y el haberla aceptado ei señor Ortiz 
sin reserva ni salvedad alguna, eschiyea una suposición 
semejante. A lo cual se agrega que para que hubiera quedado 
subsistente alguna obligación á cargo de la vendedora, aún des- 
pues de estendida dicha escritura, hubiera sido necesario que se 
estipulase espresametite una nueva mensura, lijando un nuevo 
término para que se practicase, ú difiriendo la ejecución de ella 
para cuando fuese posible, y este nuevo convenio no se ha cele- 
brado por las partos. 

Octavo-, Que por lo mismo, ninguna acción proveniente del 
contrato de compra venta puede hacer valer el señor Ürtiz con- 
tra la señora de Irioudo, porque aún en el supuesto de que 
hubiese podido quedarle alguna, ella estaría extinguida por la 
prescripción no interrumpida de mas de veinte años, corridos 
desde el once de Febrero de mil ochocientos sesenta y tres, en 
que se firmó la escriturado foja noventa, hasta el doce de Mar- 
zo de mil ochocientos ochenta y cuatro, en que aparece inter- 
puesta la demanda de foja primera, pues lasdilijencias hechas 
por él ante el Gobierno de Entre Hios para obtener una nueva 
mensura de sus terrenos, no \an podido interrumpirla desde 
que no eran actos directos contra el deudor, como lo Alijen los 
artículos tres mil novecientos ochenta y cuatro á tres mil no- 
vecientos ochenta y nueve, concordantes con la ley veinte j 
nueve, titulo veinte y nueve, partida tercera, ni se hallan com- 
prendidos entre los que con arreglo á estas disposiciones pue- 
den interrumpirla. 

¡Soveno ; Que aún prescindiendo de esto y teniendo solo en 
consideración que la legua de campo, cuyo valor se Ojo* el año 
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cincuenta y siete en ochocientos pesos plata, vale boy catorce 
6 diez y seis mil, la demanda del señor Ortiz sería inadmisible, 
pues por ellu pretende que se le escrituren y entreguen veinte 
y tantas leguas por aquel precio, sin tener en cuenta que la 
señora do lriondo, que continuó siendo dueña de dicho campo 
por no haber aquel cumplido la obligación que contrajo, tendría 
derecho á que so le abonase este aumento de valor, con arreglo 
á lo dispuesto por el artículo quinientos ochenta y dos del 
Código Civil, fundado en el conocido principio de que los peli- 
gros, aumentos, ó desmejoras de la cosa son de cuenta del pro- 
pietario. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada de foja 
catorce vuelta, y se absuelve un su consecuencia de la demanda 
á Duna lVtrona Candioti de lriondo. Hágase saber con el 
original, y repuestos los sellos, devuélvanse estos autos al 
Juzgado de su procedencia, y los traídos para mejor proveer, 
al Gobierno de la provincia de Entre Kios, con el correspon- 
diente oficio. 

J. DOMINGUEZ. — ULADISLAO FRIAS. 
— FEDEHICO lUARGChEN. 
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CAUSA CSLII 



Don Felipe Zamorano, contra Ikm Julio Satas; por infracción 

de la ky (fe elecciones. 



Sumaria. ~E\ Lecho de no haber el Juez de Paz concurrido á 
instalaren el ¿trio de 1» iglesia parroquial la Junta Calificadora, 
constituye una de las nuís graves infracciones do la ley electo- 
ral, y debe ser castigado con el uiá\imtm de la pena establecida 
por el artículo Gíh 



€á$o. — So halla r-ferido en el siguiente : 



Falto «Ie9 Jmi *>«ter»l 

Sueños Aires, OctubreS de 1885. 

Y vistos estos autos iniciado 1 ; por Don Felipe Z amor auo con- 
tra el Juez de Paz de la sección cuarta de la Capital, Üoo Julio 
S. Salas, por infracción á la ley de elecciones, consistente en ha- 
ber instalado el Domingo último la mesa calificadora de Mon- 
serrat, con solo la presencia del suplente Uou Pedro Carrasco, 
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en el local del Juzgado de Paz, contrariando tas disposiciones 
espresas de 3a ley de la materia y decretos del Poder EjccutiTO 
Nacional, dando motivo con este proceder a que los titulares 
señores Juan Snaw (Lijo) y Federico Henee, que concurrieron al 
atrio de la iglesia parroquial, levantaran una protesta que fué 
elevada al Ministerio del Interior; y considerando: 

í" Que fundada en estos antecedentes la parte actora pídese 
declare la nulidad de la inscripción verificada por el Juez de 
Paz en unión con el suplente Don Pedro Carrasoo, en el local del 
Juzgado y se aplique á sus autores las penas que corresponde. 

2 o Que convocados a juicio verbal el demandante y el Juez 
de Paz habiúuilose omitido la citación del suplente señor Car- 
Tasco, por cuanto resulta d« la misma acusación y acta acom- 
pañadas que su presencia en el «trio no fué necesaria poT ha- 
llarse presente lo* titulares), solo compareció la parte deman- 
dante, quien se limitó en él á rectificar su acusación, y en el 
acto del comparendo se presentó un escrito del Juez de Paz, 
señor Salas, en el qn<> inunifMa no serle posible asistir al 
juicio verbal por encontrarse algo indispuesto y declina la juris- 
dicción de este Juzgado, fundado en que el Juez Federal áque 
se refiere la ley adicional de elecciones de 1883, no esotro que el 
creado por ta ley de organización délos tribunales de la Capital, 
de 1881, en su título IV, al . nal, entre otras atribuciones, le 
confiere la de entender en los delitos cometidos en el territorio 
de la Capital con violación de leyes nacionales de carácter ge- 
neral partía República (artículo 101. inciso 13). 

3" Que la jurisdicción do este Juzgado está esplí' itamente 
conferida por la ley de su creación, de 20 do Octubre de 1882 y 
decreto reglamentario del 27 del mismo, desde que de materia 
penal se trata, siendo uno de los objetos de la demanda la 
aplicación de las peuas correspondí ¡entes a los autores de las 
infracciones den uncí ¡flus. 
4* Que no habiendo lb'ga«lo el término lijado por los artículos 
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9 j 12 de la ley (te elecciones para duducir las tachas contra la 
inscripción, y no correspondiendo al Juzgado en este caso ju- 
risdicción, sino cu apelación, no es llegada la oportunidad de 
pronunciarse sobre la nulidad que se solicita, quedando en con- 
secuencia circunscrita la cuestión sitb-judice á establecer y 
definir si el hecho aseverado por la acusación, confirmado por 
el tenor déla protesta acompañada y no contradicha por la de- 
fensa, de haber instalado la mesa calificadora de Mouserrat en el 
local del Juzgado de Paz, no concurriendo en consecuencia al 
átrio du la iglesia parroquial, constituye uua infracción déla 
ley de elecciones que t aiga bajo la sanción penal del artículo 69 
ó de otro cualquiera de la citada ley, y si, en caso afirmativo, 
hay un motivo legal que cscuse al Juez de Taz esta infracción. 

5 o Que para resolver esta cuestión ha- ta plantearla, pues 
siendo claro y preciso el artículo cuarto de la espresarla ley, 
que establece que la inscripción se hará en la iglesia par- 
roquial y solo en su defecto en el Juzgado de Paz, y 
habiéudose publicado con la debida anticipación el decreto 
del Poder Kjecutivo que recuerda y ordena á los Jueces de 
Paz el cumplí mié uto de esta clara prescripción de la ley, 
no ha podido adoptarse una resolución contraria, sino con 
el propósito manifiesto de violar este precepto, y como conse- 
cuencia de tal violación, que los ciudadanos y miembros titulares 
de la mesa calificadora, que han concurrido al local designado 
por la ley y decreto del gobierno, no hayan podido ejercitar sus 
derechos ni cumplir su misión. 

6 o Que el artículo 69 de la ley tle elecciones, de 16 de Octubre 
de 1877, establece en general penas para las infracciones de la 
misma ley que no teugau en ella uua penalidad especial, ya 
sean cometidas por los ciudadanos llamados al ejercicio del su- 
fragio ó por los funcionarios públicos encargados de hacer fun- 
cionar su mecanismo. 

7 o Que eu los términos de la ley y seguu los principios ge- 
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nerales del derecho eomiin sobro los actos ilícitos, se en- 
cuentran igualmente comprendidas las infracciones que consis- 
ten en la ejecución de hechos contrarios á sus disposic iones, 
y las que consisten en la omisión ú falta de cumplimiento de 
los deberes que ella impone, como lo ha declarado la Corte Sn- 
prema en la causa criminal seguida « ontra los señores Doctor 
don Juan Lagrima y otros, por infracción á la Ley de Elec- 
ciones (tomo 0", serie I*¿ página SU de tos fallos de la Su- 
prema Corte). 

8" Une siendo ■ sencjal la presencia d« l Juez do Paz para la 
constitución d.< la Junta r.jliliodora, atento lo que dispone el 
artículo tercero de ta Lev de Lleee iones, de tul modo que su 
ausencia ha dado j«or resultado obstruir uno de los actos pri- 
mordiales más importantes del ciudadano, para el ejercicio de 
sus derechos políticos, no ¡Suede ponerse cu duda que su ina- 
sistencia constituye una de las más graves infracciones que 
caen bajo la sanción penal del ai t ¡culo 09, justificando la apli- 
cación del máximuu de la pena que él establece. 

9 o Que como lo ha establecid» con ait.i moralidad y sabiduría 
la Suprema r rte, en el fallo que se ha citado, es de vital im- 
portancia mantener la pureza del sufragio, que sirve de base A 
la forma representativa de gobierno, sancionada por la Consti- 
tución Nacional . y reprimir todo lo que de cualquier manera 
pueda contribuir á alterarla dando al pueblo representantes 
que no sean los que él ha tenido la voluntad de elegir, á cuyo 
resultado sin duda se llegaría, si quedase establecido que puede 
depender de la voluntad de un individuo ó funcionario omiso ó 
negligente, obstruir los actos pr áratenos esenciales para el 
ejercicio del sufragio. 

Por estos fundamentos, y con arreglo á lo dispuesto eu el 
artículo 60 de la Ley de Dicciones, falto: imponiendo ú don 
Julio S. Salas la multa de 500 pesos nacionales con destino a| 
fondo de las escuetas comunes de la Capital, de acuerdo al ar- 
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tícalo 70 de ta Ley Electoral, debiendo notificar se esta senten- 
cia con el original á Ins panes j al Presidente del Consejo Na- 
cional de Educación. 

.imites ('(¡arriza, 

Fall* de la Suprema Certe 

Bueno* Aires. Noviembre 5 de 1885. 

Vistos: Por sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
apelado de foja nueve, y devuélvanse, 

J- DOMIKCIEZ, — l LADISLAO FRIAS- 
— FEDERICO IBARCCREN, 
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¡ion Cecilio Cutidlos, contra Hoit ¡reneo Urna; por infracción de 

la ley tle elecciones 



Sumario. — La falta do asistencia del Ju<-z de Paz ií la ins* 
lalación de la Junta Calificadora en el atrio do la iglesia parro- 
quial, constituye una infracción grave de la Ley Electoral, sujeta 
al múximun de la pena establecida por el artículo 09 de la 
misma. 



Caso. — Se reíiere en el siguiente 



Fulla del Jues Federal 

llucno* Airo*, Octubre 9 de 1685. 

Y Vistos : estos autos iniciados por Don Cecilio J. Cu- 
tidlos contra el Juez de Paz de la Sección 5' de la Capital, 
B. Irioeo Lima, por infracción á la ley de elecciones na- 
cionales, consistente en no haber concurrido el domingo último, 
4 del corriente, al átrío de la Iglesia < La Piedad », para presidir 
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la instalación <le la Junta Calificadora, haciendo entrega en el 
acto de los cuadernos y boletos» en cumplimiento del artícu- 
lo 4 a de la espresada ley, dando origen con esta falta ti que 
los demás miembros de la Junta Calificadora, titulares Dr. Don 
Julián Gelly y D. Elíseo Rosch y suplente I). Eufemio tf bailes, 
que concurrieron á ta hora y local designado, formularan una 
protesta, procediendo á la inscripción en papel coman por falta 
de los cuadernos y boletos respectivos, puliendo además en el se- 
gundo otrosí del escrito de demanda ijue para ser efectivo to 
previsto por la ley en su articulo 4" se intimara al Juez de Vaz 
de la 5' Sección concurra personalmente al atrio de la Iglesia 
« La Piedad », en los sucesivos días de inscripción y para el 
caso de estar impedido en alguno de ellos, lo haga saber á su 
sustituto legal, para que lo reemplace, bajo apercibimiento de ser 
conducidos ambos por la fuerza pública, librándose á este ob- 
jeto órden por medio de oficio al (¡efe de Policía. Oídas las par- 
tes en juicio verbal ; y 

Considerando; Primero. Que fundada en estos precedentes, 
la parte actora pide la aplicación en todo su rigor contra el 
esprcs&do Juez de Paz de la 5" Sección de la Capital, de la pena 
que por la ley de elecciones corresponde á La falta cometida. 

Segundo. t¿ue contestando la parle acusada, en juiWo verbal* 
lia opuesto la escepcion de declinatoria de jurisdicción, fun- 
dándose en que la Ley de Elecciones dá jurisdicción á los 
Jueces Federales únicamente en los casos de aplicación de pe- 
nas por infracción ú la misma y que en este cuso no lia Un in- 
fracción, pues el Juez de Paz, por otra parte, liabia hecho la ins- 
talación de las mesas en el Juzgado de Paz, no habiéndose ne- 
gado á hacer la entrega de los registros y boletos necesarios 
parala inscripción y que había puesto con la debida anticipa- 
ción avisos en dos diarios de esta Capital, previniendo que la 
inscripción se haría en el local del Juzgado de Paz. Que ú parte 
de estas consideraciones y entrando en el fondo mismo del 
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asunto, para el caso en que no so estimase fu miada la declina- 
toria opuesta, ü bia presentar como un justificativo de la con^ 
ducía del Juez d Paz en este caso el hecho notorio de que la 
Iglesia delaPiedui no teuia atrio ni lugar apropiado para et 
funcionamiento de L Junta Calificadora, no pudiendo estimarse 
como tal el lugar completamente abierto que hay Trente de aquel 
templo. 

Tercero, Que la declinatoria opuesta no es admisible estando 
esplicitamentc conferida la j urisdicción en materia penal por la 
ley de su creación de 20 Octu. re de 1882 y decreto reglamen- 
tario de 27 dt'l mismo, y es eviu >nte que de materia penal se 
trata; siendo uno de los objetos de 'a demanda la aplicación de 
las penas correspondientes al autor d 1 las infracciones que se 
denuncian. 

Cuarto. Que no atribuyendo ninguna ley facultad á la justicia 
nacional para espedir órdenes en previsión di- ^fracciones que 
no so han realizado y al solo efecto de impedir su ejecución, no 
es procedente el pedido contenido en el otrosí, ;de 'ue se ha 
hecho relación en el primer considerando, quedando en conse- 
cuencia circunscrita la cuestión sttb judies á establecer y deuMr 
si el hecho aseverado por la acusación, confirmado por el tenor 
de la protesta acompañad» y no contradicho por la defensa, do 
no haber concurrido el Juez de Paz al atrio de la Iglesia Parro- 
quial ú la hora precisa para instalar la Junta Calificadora, cons- 
tituye una infracción lí la ley de eleccioues que caiga bajo la 
sanción pemil del artículo 09 6 de otro cualquiera de la citada 
ley, y si en caso afirmativo el motivo alegado por el Juez do 
Paz de haber instalado dicha Junta eu el local del Juzgado por 
no ofrecer comodidad bastante el atrio de «La Piedad » t es le- 
gal y bastante para escusar la infracción denunciada. 

Quinto. Que paru resolver esta cuestión basta plantearla, 
pues siendo claro y preciso el artículo 4" de la espresada ley, 
que establece que la inscripción se hará eu la Iglesia Parroquial 
t. xm 44 
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y solo en su defecto en el Juzgado de Paz, y habiéndose publi- 
cado con la debida anticipación tin decreto del Poder Ejecutivo 
que recuerda y ordena á los Jueces de Paz ol cumplimiento de 
esta clara prescripción de la ley, no ha podido adoptarse una 
resolución contraria sino" con propósito manifiesto de violar este 
precepto, y como consecuencia de esta violación, que los ciuda- 
danos y miembros titulares de la mesa calificadora que ban con- 
currido al local designado por la ley y decretos del Gobierno, 
no bayan podido ejecutar sus derechos ni cumplir su misión. 

Sesto. Que el artículo G0 de la ley de elecciones de 16 de 
Octubre de 1877 establece en general penas para las infraccio- 
nes de la misma ley que no tengan en ella penalidad especial, 
ya sean cometidas por los ciudadanos llamados al ejercicio del 
sufragio ó por los funcionarios públicos encargados de hacer 
funcionar su mecanismo, 

Sétimo. Que en los términos de la ley y según loa principios 
generales del derecho común sobre los actos ilícitos, se encuen- 
tran igualmente comprendidas las infracciones que consisten 
en la ejecución de hechor contrarios á sus disposiciones y las 
que consistan en tal omisión ó falta de cumplimiento de los 
deberes que ella impone, como lo ha declarado la Corte Supre- 
ma ou la causa criminal seguida contra los señores Dr. Don Juan 
L agrá mi y otros, por infracción á la ley de elecciones (tomo 9", 
serie í\ página H14 de los fallos de la Suprema Corte). 

Octavo. Que siendo esencial la presencia del Juez de Paz 
para la constitución de la Junta Calificadora, atento lo que dis- 
pone el articulo 3' de la ley de elecciones, de tal modo que su 
ausencia ha dadu por resultado obstruir uno de los actos pri- 
mordiales más importantes del ciudadano para el ejercicio de 
sus derecbos políticos, no puede ponerse en duda que su inasis- 
tencia constituye una de las más graves infracciones que caen 
bajo la sanción penal del artículo CO, justificando ia aplicación 
del máximum de la pena que íl establece. 
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A'otwno. Que como lo ha establecido con alta moralidad j sa- 
biduría la Suprema Corte en el fallo que se ha citado, es de vital 
importancia mantener l¡i pureza del sufragio, que sirve de base 
a la forma representativa de gobieruo, sancionada por la Cons- 
titución Nacional y reprimir todo lo que de cualquier manera 
pueda contribuir á alterarla, dando al pueblo representantes que 
no sean los que él ha tenido la voluntad de elejir, á cuyo resul- 
tado sin duda se llegaría si quedase establecido que puede de- 
pender de la Toluntad de un individuo 6 funcionario omiso 6 
negligente obstruir los actos preparatorios esenciales para el 
ejercicio del sufragio. 

Por estos fundamentos y con arreglo á lo dispuesto en el 
articulo 69 de la ley de elecciones, fallo imponiendo a D. Irineo 
Lima la multa de quinientos pesos moneda nacional con des- 
tino al fondo de las Escuelas Comunes de la Capital, de acuerdo 
al articulo 70 de la ley electoral, debiendo notiu:urse esta sen- 
tencia cou el original á las partes y al Presidente del Consejo 
General de Educación de la Capital. 

Andrés L'fjarrtza. 

Buenos Airvi, Noviembre 5 de 1880. 

Vistos : Por sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
apelado de foja veinte y una; y devuélvanse. 

J. DOMINGUEZ. — U LADISLAO IRIAS. — 
FEDERICO IBAKCCHEN. 
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CAUSA «'XLIV 



D. Cárlos Casado, contra la Municipalidad del //osario, ¡¡or 
reivindicación; sobre la aplicación de la ley de sellos 



Sumario — Presentado un pudor general, y ordenada su de- 
volución, el testimonio que se deja en autos deüe entenderse en 
papel sellado de actuación. 



Caso. — Se comprueba leyendo el 

mil* del Iwrs Federal 

Rosario, Julio 13 de 1685. 

Atentos los términos del artículo 11, inciso 7 de la ley de 
sellos para el corriente año. 

Y considerando: Primero. Que esta disposición no puede 
entenderse aplicable solo al territorio de la Capital, como lo 
sostiene el demandante, ta uto por la generalidad de sus 
términos, cuanto porque ella se encuentra consignada con 
igual carácter general en todas las leyes sobro la mate- 
ria que ban precedido á la de la Capital definitiva de 
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la República, y porque además, ni ha existido, ni existe 
inhibición legal respecto de los Escribanos de los Juzga- 
dos Seccionales para que puedan estender poderes genera- 
les, tratándose de negocios de conocí miento déla justicia Na- 
cional. 

Segundo. Que si la ley citada ha dispensado de reposición 
las actuaciones funcionales que se presentan ante los Tribunales 
Federales, no lo lia hecho respecto de las copias espedidas por 
Escribanos Nacionales de los acttt.s de a<iuel género que corran 
en sus archivos y oficinas, referentes á negocios que por razou 
de la materia ó de las personas que en ellos intervengan sean 
de jurisdicción nacional. 

Tercero. Que tratándose de actos de este género, el impues- 
to de sellos por la Nación es perfecta y necesariamente aplicable 
y no puede dispensarse sin una escepcioh espresa en !a ley. 

Cuarto, Que la copia de quu si- trata es destinada csclusi- 
vamente ú dejar constancia en estos autos de la personería del 
interesado. 

Quinto* Que si fueran exactas las conclusiones del deman- 
dante, no hahria razón ni aún para exijir papel de actuación» 
que él admite, sin embargo, como necesario, en la copia en cues- 
tión; cuino no la habría para espedir en dicho papel ni las co- 
pias de poderes especiales, ni la de ningún otro documento 
que siendo de conocimiento esclu*ivarü"nte de la jurisdicción 
nacional hubiese sido otorgado originariamente por funcionarios 
Provinciales y presentado en seguida ante los Tribunales Fe- 
derales. 

Sexto. Que tratándose del sello en que debe ser otorgada 
la copia y nú del en que se halla estendido el instrumentó de 
donde debe .ser sacada, no puede decirse tampoco que exista un 
doble impuesto en el caso : el cual, por otra parte, nada tendría 
de irregular, pudieudo, como puede, presentarse el caso de obje- 
tos gravados simultáneamente por la Nación y las Provincias. 
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Por tanto: se declara que la primera foja de la copiada que se 
trala t debe ser entendida en el sello determinadoporel artículo H, 
inciso 3 a de la ley de sellos citada. Hágase saber con el ori- 
ginal j repóngase el papel. 

C. S. de la Torre 



VISTA DEL SE$ÜH PROCURADOR CESE RAL 

Buenos Aires, Octubre 30 de 1885. 

Suprema Corte : 

La copia que se deja en autos no es, á mi entender, el testi- 
monio á que se refiere la ley. Es simplemente una noticia, ó 
si se quiere, con mas propiedad, una constancia de que se ha 
justificado la representación que una do las partes invoca. Es 
de práctica, al desglosarse el poder, dejar, nú una copia de todo 
é], ünó una nota, mas ú menos detallada. 

Una vez que la parte interesada se dú por satisfecha, y acepta 
la persr « r f a que ] a contraria pretende revestir, ni la misma 
nota era necesaria, y sucede á veces que cuundo el carácter que 
una persona inviste es de toda notoriedad, es admitida á compa- 
recer en juicio sin la misma exhibición del poder, si alguien no 
lo exije. 

Los testimonios a" que el artículo de la ley de sellos se refiere, 
son, á mi juicio, los que dan los Escribanos, luego de estendido 
en el registro el instrumento, ó Jos que mandan dar después los 
jueces, con las formalidades de la ley. 

Por esto pii'nao que basta que la copia, 6 la constancia que 
queda en autos, sea estendida en papel de actuación. 
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F»ll» de I* ñmprtmtm C'erte 

Dueños Aires, Noviembre 7 de 1885. 

Vistos: De conformidad cotí lo espuesto y pedido por el Señor 
Procurador Gen-ral en su precedente vista, sií revoca el auto 
apelado do foja tres y se declara uno el testimonio del poder 
general que se lia mandado dejar i-n autos, debe estsiiderse en 
papel de actuación. Devuélvanse, prúvia reposición de sellos. 

J. B. GOROSTIAGA. — J. DOMINGUEZ. 
— I'LAOISLAO FUI AS. — FEDERICO 
IllARGÜREN. 



CAL» A t'XLV 



D. Teodoro Schróder, contra />. Pedro tUmlHln ; sobro uso de 
aguas y daños y perjuicios 

Sumario.— Xa es admisible Jo demanda por daños y perjui- 
cios cuya existencia no se justifica. 
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Caso* — Se rcliere en el, 



F»ll« dH Juez (Vil r ral 

Rioja. Marzo í de 1885. 

Y Vistos los ñutos seguidos poi ü, Teodor Schrüder contra 
D. Pedro (¡ordillo. sobre derecho de seis horas de agua en el 
turno del Jumiul, en el arroyo Amarillo del Departamento Fa- 
ui atina ir pérdidas ú intereses, y de los cuales resulta: 

Primero, Que la acción de reivindicación que Schrüder lia 
deducido se funda en que hace dos afíes mas ó menos que el Señor 
Cardillo ha alterado, no (distante sus protestas, el turno do seis 
horas de agua del citado arroyo, tomándolas á horas diferentes 
de las que corresponden por su título, ocasionándole así un 
perjuicio por la interrupción ó incompetencia de las llorasen 
que podía regar, que estima en quinientos nacionales anuales. 

Segundo, tjuc el apoderado de GordÜto niega los hechos 
que sirven de fundamento á la acción deducida, alegando que su 
representado tiene derecho y está en posesión de las seis horas 
de agua del tumo del .lumia! del arroyo Amarillo desde que lo 
adquirió por compra, haciendo siempre uso del agua en la mis- 
ma forma y hora que us.'i >ti vendedor. 

Y" considerando : Primero. Quede la escritura pública de 
f , 1 á 5 consta que U. Teodoro Schruder compró en el año de 
1876, á D. Leandro y Kíeard» Hiatos, un derecho de agua do dos 
turnos de la toma del Jumial, del arroyo Amarillo en el Ite- 
parlamento Fama tina, siendo el primero de ¿5 horas y el se- 
gundo de 30, deducidas G huras de agua de cada turno que se 
habían vendido del mismo derecho á Ü. Pedro < tordillo, que de- 
bía sacarlas en las primeras liaras de cadajtnrno. 

Segundo. Que el actor ba acreditado con las declaraciones 
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¡mentes desde f. íí vtu. ú 46, que en la distribución del a^ua 
del riii Amarillo, el turno denominado eí Jumial principia siem- 
pre á tas ti di* la tardo, mas ó monos. 

Tervvm. (¿tic asimismo, iJc las declaraciones citadas y di* 
las de f. 51 v M vuelta o informo do f. -12 vuelta, resulta justi- 
ficado que el demanda ilo alteró el turno dol derecho de agua 
del .lumial, tomándola á las ti dr la mañana, eu vez de hacer- 
lo á las í) de la noche. 

CtittHé* Que esto hecho constituyo un despojo del derecho 
de propiedad, adquiridor poseído por el actor con justo título 
v que por lo tanto el Señor Gordillo está obleado á no impedir 
<l ejercicio del dern lio d*d actor de tomar sucesivamente en ca- 
da turno el agua del arroyo, por el número de hora* que le « or- 
rejaponde segün >u título, haciendo para el efecto uso de ella en 
las seis primeras horas. (Artículos W% 281 i y 2759). 

Quinto, Que i-I demandado no ha probado con el titulo de 
f. *2rí el derecho que alirma tener al uso y goce del agua del 
arroyo Amarillo en las primeras horas de la mañana, interrum- 
piendo el turno que corres; onde á Schnilor : \" Porque Siendo 
!a escritura una adjudicación i» &olt>lttt> hecha ante el Juez du 
I" Instancia de la tí' Sección Judicial, por pago de un saldo que 
adeudaba en 1X7*1 la testamentaría de líoña Ilermenegilda 
líuevarade Pinto á D. Pedro Gordillo, como concesionario de un 
crédito que tenia I). Pedro Antonio de huevara, resulta eviden- 
tement'» demostrado que el derecho de agua á que se refiere la 
* itada escritura no es el que aparece rendido por la tinada Seño- 
ra de Pintos un año antes al mismo «¡ordillo, según aparece en 
la boleta transcrita en la escriturado f. I"; 2" Porque en la 
citada escritura no consta la boca-toma de donde debe tomar 
su turno de airua '¡ordílto, ni el arroyo de donde debe sacarla, 
y de autos consta que el arroyo Amarillo tiene varias boca- 
tomas que se denominan turno del Jumial, Plaza Nueva» etc.; 
íí" Porque ambas escrituras no coinciden con el número de 
t. ü\i 4;, 
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horas que tienen derecho ú usar dct arroyo, <jordillo, sieu- 
do en esta parte la de f . 22 confusa y ambigua en sus tér- 
minos; i Finalmente, porque la escritura y su protocolización 
que corre á f. 2*2, aparece que *e lia estendido sin inteT vención 
d«l demandado f JordiSIo y que el acto de la adjudicación m .vo- 
Itilun del derecho de agua, que importa un contrato de compra- 
renta, selia celebrado sin que conste en él el consentimiento de 
una de las partes. (Artículos 1001 y 1001, Código Civil). 

Sesto : Y finalmente, que el actor no ka justificado la exis- 
tencia real de la pérdida de los pastos y sembrados por falta de 
agua, ¡'i que se refiere el informe pericial de f. 40, por cuanto 
bajo la denominación de pérdidas é intereses, solo se compren- 
den los que son la consecuencia inmediata y necesaria del 
heclio que los motiva. (Artículos 901 y 1)03, 1007, 1008 y 1000 . 

Por estos fundamentos, definitivamente juzgando, fallo y de- 
claro: que condeno á I). Pedro bordillo árestituir ÚD. Teodoro 
Schioder el derecho que tiene de hacer uso del agua del arroyo 
Amarillo, sin interrupción por laboca-toma del Jumial , durante 
el número de horas, en cada turno, á que se refiere el conside- 
rando primero ; afoso! viendo i ' lordillo de los demás cargos de 
la demanda, Notifíquese cea el original. 

Manht¡upQ Malina* 

El demandante Schroder apeló de la sentencia anterior, en 
s*i última parte. 

fall» de I» ftwprc» Vmwtm 

llueims Airea. Noviembre 7 de 1685;, 

Vistos : Por sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
apelado de foja cincuenta y ocho; y previa reposición de 
sello?, devu' lvause. 

i. D03IISGLEZ. — L LADISLAO FRIAS. — 
FEDERICO IHARCÍRE3Í. 
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CAUSA 



El FteéO iXarional, mníra 1». Ent/enia fodazzi t/ otros ; nétoé 
defraudación de mitas de aduana 

Samario. — 1 1 Kl manifiesto presentado ú una aduana ¡ior id 
Comisario del burjue y es traído de sus, arelaros, constituye 
prueba fehaciente para establecer que en el manifiesto presen- 
tado posteriormente a otra aduana, pur el Agente del mismo 
buque, se han declarado menos bultos de los que contenía la 
<*arga. 

2" Dicha declaración dá lugar á la pena de comiso de las 
mercaderías manifestadas dé menos. 

*• Kl agente del buque, tratándose de paquetes ú vapor, es 
personalmente responsable, y, no existiendo las mercaderías, 
debe pagar al fisco su valor. 



Caso. - Está esplicado üii el 

Fallo M Jvex Federal 

Corrientes, IVbrcro M il<í 1881. 

CAPITULO I 

V vistos: Uesultade este proceso, lo siguiente: I 'Que habiendo 
el Inspector de Aduana Señor (,'amclino, sospechado que en la 
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Kcccptoría te la ESftUina se habían defraudado las rentas 
fiscales, introduciendo de contrabando la mayor parte de ta 
carga que condujo el vapor «Mcnsagero», de Montevideo, en su 
viaje aguas arriba.de fines de Oéfctttirc y principios de Noviem- 
bre del uño 79, comisionó pava practicar las primeras diligen- 
cias al Sub Inspector Heñor Yañes, por no poder él seguir viaje 
si cansa de enfermedad, cuyo empleado exijió en San Nicolás 
al Comisario y Capitán del «Mensagcro la exhibición del 
libro de sobordo, y estos le pr.-sentaron un libro que princi- 
piaba en el viaje de linos de Noviembre del mismo año Ti», 
manifestando que el libro que .-omprendia las opurnciones an- 
teriores debia eneontrars. en pod<r de Mr. Miur, antiguo 

dueño m ™P or . , " t>m0 coní,til úv lft nota tie 5 7 dÜi S e "~ 
cías siguientes. 

2* Qué restablecido el Inspector y trasladándose al pue- 
blo de la Equina examinó á 1*. Antonio Caífcrata t socio 
de la razón social Nicolás t afTcratu y C*, quien dijo no 
haber recibido ningu na carga de Montevideo por el * Mensa- 
jero », en el viaje espresado, é igualmente interrogó al Receptor 
M -losé Yelasquez y al guardn % Manuel I>. Cahral, y pidió 
además á aquel le remitiera un ejemplar del manifiesto original 
que debió haber dado el < Mensajero », en su viaje agua-, 
arriba entrando al puerto de lu Inquina en los primeros dia- 
do Noviembre, y el Receptor le entregó el manifiesto corriente 
á f. 15 firmado por el agento E. Codazzi, en el que solo aparece 
haberse introducido veinte cuarterolas de vino y cuatro bultos 
mas, y como en este manifiesto no figuraba la mayor parte di- 
ta carga que constaba haberse introducido en la plaza de la 
Ksquina, segnu el manifiesto original que sirvió para la des- 
carga del < Mcnsagcro », firmado por el Comisario del mismo, 
corriente i f. 13. füí pasado el espediente al l'rocurador Kiscal 
para que entablase las acciones correspondientes; y habiéndose 
adelantado el sumario, practicándoselas ililijeneias convenicn- 
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tos para el esclarecimiento de la verdad hasta tomar ta confe- 
sión ¡i Codazzi, el riscal entabló acusación en forma, pidiendo 
se condenase al agento Codazzi al payo de ti obles derechos de 
visación consular, por no haber el c llonsügero presentado el 
manilicsto visado por el Cónsul ; y se le aplique además alguna 
inulta por no haber firmado el Capitán el manifiesto ó mani- 
fiestos que presentó, el que solo está 'irmado por el Comisan». 

¡(" i¿ue se le imponga la pena de un año de prisión «ton trabajos 
¡orzados y una multa de doscientos a cuatrocientos peso-i por 
haber hecho desaparecer de la oficina do Uegbtros el ejemplar 
del manifiesto presentado por el Comisario, ó introducido en 
su Jugar el que figura á f. lo» firmado por Codazxi, cometiendo 
asi el delito de falsedad previsto por el artículo lili de la Ley 
Penal Nacional, y aunque no ha podido cometerse este delito 
sin la participación de los empleados du aduana, se ha extin- 
guido la acción criminal contra >■[ ex-guarda I Sarrios por haber 
Fallecido, y respecto al Receptor P, José Valasqiioz y M, debi;i 
suspenderse el procedimiento por no haber comparecido ú la 
citación que se le hizo por edictos, ignorándose su parador". 

■t' i'ido se condene á Caffcrata llnus. al pago de dobles dere- 
chos por lo-* bultos manifestadas de m^nos procedentes d<*¡ 
estranjero, haciéndose ostensiva esta misma pena al agente 
del - Mensagero •>, para el caso en que no pudiese hacerse 
efectiva en los primeros; pero á foja 10(3 desistió de la 
acción deducida contra Iternasconí Unos, por cuanto aparecía 
que se habia solicitado permiso para depositar eu la Aduana 
como procedentes de Montevideo las veinte cuarterolas de vino 
consignadas á estos. Teniendo presente lo espuesto por el 
Defensor de Codazzi y apoderado de Nicolás Cafferata Unos., 
en los escritos de f. 82 á 10~> y 1 12 á 121 y las pruebas pro- 
ducidas, y 

Considerando: I* »¿uc debía desestimarse el primero y 
segundo punto de la acusación fiscal, al primero porque los 
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paquetes ¡i vapor no tienen obligación de presentar su mani- 
fiesto visado por el Cónsul, y su entrada queda formalizada 
consolóla presentación tic un man i lies ti* por duplicado firmado 
por el Capitán y el Armador (Art. 847, N° 1), y por lo tanto 
no hay mérito para exijir del Capitán dobles derechos de 
visación consular; y el segundo, porque no es aplicable ti artí- 
culo 1035 de las ordenanzas al hecho de estar firmado ct mani- 
fiesto por el Comisario y no por el Capitán como se practica 
constantemente en nuestras Aduanas. 

2" Que entrando ¿examinar la cuestión tal como resulta del 
proceso se nota desde luego que ligiiTandos maniíicstos diversos, 
el de f. 13 y í. 15, como que han servido para la descarga y despa- 
cho de la carga que traía el vapor cMcnsagero» para la Esquina 
en su viuje de principios de Noviembre del ano 70; y mientras 
que en el maniJiesto de f. 13, firmado por el Comisario, apare- 
cen cerca de 200 bultos de mercaderías procedentes de Monte- 
video, en el de f. 15, firmado por el agente, solo figuran veinte 
y cuatro bultos, que por loá documentos para despacharlos, se 
ve quu procedían de Montevideo veinte cuarterolas do vino, 
siendo lo demás de removido — hay pues motivo para sospechar 
que la carga que no consta en el segundo ínaniüesto fué entre- 
gada á su dueño ó consignatario, si» abonar los derechos de 
adnana, con eomplicidad de los empleados, y que para cubrir 
este fraude, se introdujo en las olicinas este maniliesto. 

3" <¿uc el manifiesto de f. 13 es un documento auténtico y 
fehaciente puesto que la firma del Comisario que lo suscribe ha 
sido cotejada con la del manifiesto que el mismo Comisario pre- 
sentó en esta aduana, en el mismo viago, f. 153, y que fué remi- 
tido á este Juzgado por el Administrador de Aduana, siendo á 
juicio de los peritos que lo cotejaron idénticas las tirinas de uno 
y otro, según aparece ú. f. 222; ademas, fué encontrado por el 
Inspector de Rentas en la oficina del Resguardo do la Esquina 
ó entregado por el guarda Cabral que intervino en la descarga 



M JUSTICIA KAClOXtL 



de los buques, según las declaraciones del Receptor Yelasquez 
y AL áf, 7 vta. y la del mismo Codazzi á f. 38 vta, é intervino 
igualmente en esta acción, habiéndosele entregado este mani- 
iiesto para el « Alije * ; pero habiendo el Inspector pedido 
¡il Receptor que le entripase el ejemplar del maniiiesto que 
debia encontrarse en la mesa de Registros» éste le rcmiLiú el 
ilo f. 15, firmado pu-r el agente Codazzi, y siendo usté ducu- 
mentó diferente del que tenía mi su poder y le fué entregado 
pur él al guarda Cabial, cuando debia ser un ejemplar com- 
pletamente igual, y tratándose de una operación consumada 
en tiempo anterior, forzoso es averiguar cuál de esos maniües- 
tos sirvió para la descarga, ó si el uno es rectificativo del otro, 
ó si el firmado por el ugentu Ita sido introducido de acuerdo 
con los empleados para ocultar el fraudo de haber entregad^ 
las mercaderías al consignatario sin el trámite prescripto por 
las ordenanzas, y sin haberse abonado los derechos que se 
adeudaban. 4 

A" Que según las constancias de autos, el manifiesto que 
sirvió para la descarga es el que corre á f. 13, fi miado por 
el Comisario; y por lo tanto, el que ligura á f. 15, lirmado 
por el agente Codazzi, ha sido introducido á las oficinas 
de Aduana después de terminada la operación y puesto cu 
lugar del otro ejemplar firmado por el Comisario, que debió ir 
á la Mesa de Registros. En efecto, consta que la persona que 
firmad manifiesto de 1. I.'l, era comisario del « Mensagero * 
en osa época y que la Urina es igual á la de) maniiiesto que el 
mismo presentó á su entrada en esto puerto en el mismo viaje; 
asimismo resulta del informe del Inspector, á f. í\ que I;i 
práctica invariable es que los Cmiiisaríos firmen los maniíicsto> 
que deben presentar los paquetes en los puertos donde toquen, 
práctica que parece no está de acuerdo con la prescripción del 
artículo 837 de las Ordenanzas, que dice: los mantiiestos 
deben ser firmados por el Capitán y el Armador ó Agente del 
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Armador, pero que puede fupdarsc en que el Comisario ó Sobre- 
cargo desempeño esta función en vez del Capitán, por cuanto 
tiene ú ? cargo todo lo concerniente á la carga, según ti 
artículo í III del Código ue Comercio. Tratándose pues de un 
hecho pasado eu que queda constatado por los documenta 
presentados álu Aduana, no hay motivo para dudar de que el 
maní tiesto firmado por el Combar i o fué el que sirvió para la 
descarga, desde que esc documento esta con arreglo ;*l la práctica 
observada en todos los casos ; mientras que por el contrario, el 
manifiesto entregado por el ííceeptor, limado por el agente 
Codozzi y que no lleva tampoco la lirma del Capitau, no puede 
haber servido para aquel objeto; pues no hay en autos circuns- 
tancia alguna que demuestre que en este caso se había alte- 
rado aquella práctica, ni se descubre tampoco alguna razón ó 
motivo para que no firmase el Comisario. La existencia misma 
del manifiesto firmado por el Comisario, demuestra la falsedad 
del firmado por el agente Codnzzi, pues que siendo documentes 
diversos no pueden ambos haber servido para la descarga y 
despacho délas mercaderías; si el manifiesto firmado por el 
Agente no es idéntico al que firmó el Comisario, no es el ejem- 
plar que debió, según el artículo 830 de las ordenanzas, pasar 
á la Contaduría de Aduana para el despacho de las mercaderías, 
sínó otro documento diferente que ha sido introducido poste- 
riormente poniéndolo en lugar del ejemplar idéntico firmad», 
por el Comisario, que ha debido existir en la misma oficina 
donde se encontró este. Uno y otro manifiesto se escluyen y 
repugnan entre sí, la verdad del uno demuestra la falsedad 
del otro, pues ambos no han podido servir para la descarga por 
ser diferentes. La verdad del manifiesto de f. 13 firmado por 
el Comisario está además corroborada por el manifiesto que 
el c Slensagero » presentó en la Aduana de la Paz, f. 29, en 
ese mismo viage, en el que aparecen manifestados de tránsito 
1549 bultos y 3tí encomiendas» mientras que en la Aduana de 
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l:i Ksquina, que signe uta de La Paz. aparecen manifestados ríe 
tránsito 1327 bultos y 35 encomiendas, tanto en el manifiesto 
ild Comisario a f. 13 como en el del Agente á f. 15; y por con- 
siguiente el primero tiene todos los caracteres de la verdad, en 
cuanto está en armonía con la carga manifestada en La Paz ; 
mientras que el segundo es contradictorio consigo mismo, por- 
que si no se desembarcaron en la Esquina los 200 y tantos bul- 
ios que figuran en el manifiesto del Comisario, debió presentar 
«le tránsito mayor número de bultos. Kl testimonio del guarda 
i'ahral es también do importancia por haber sido el empleado 
<|iie intervino en la descarga, que depone sobre hechos qiu 1 
tenia deber de presenciar cuino tal funcionario público, y si 
bien sn dicho no puede hacer prueba completa, no puede ser 
tampoco desechado y eliminado absolutamente, especialmente 
c uando, como en esto caso, couliruia y coi 1 robora los hechos que 
resultan de los documentos que obran en autos. Ks verdad que 
«■ste funcionario lia sido lachado por su conducta privada y se 
ha probado por la declaración del fura Terrero dada en la carta 
de f. 111 y por la carta que Don Manuel D. Cabra! dirigió tí 
aquel á f. 110, que este sustrajo det Templo de la Inquina 
algunos objetos de un pesebre que estaba espuesto en la noche 
de navidad, cuyos documentos aunque no fueron reconocidos 
por el Señor Terrero ante el Juez do i ' Instancia de GOya, por 
no encontrarse en esa Ciudad, lo fueron en copia con una acta 
especial ante el Juez de Taz de ta Esquina, á solicitud de Don 
Antonio Cafferata, como consta á f. 100, quien pidió el recono- 
cimiento por hallarse ausente de (Joya, adonde se Labia dirigido 
el exhorto do este Juzgado para este objeto,. y estar próximo 
¡i ausentarse de la Provincia, como se consigna en la misma 
acto. También han declarado numerosos testigos, desde L 170 
á f. 181, que el guarda Cabral hizo un robo de dinero al hijo 
de Codaszi, sin espresar la cantidad y lo saben por el mismo 
Codazzí ó por ser del dominio público; pero todos esos testigos 
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dicen que ignoran su conducta como empicado. I-Mas tacha* 
pueden disminuir la f¿ que merece el testigo, pero no la anu- 
lan por completo, porque ta primera se refiere á un bcclio que 
puedo mirarse como una ligereza o travesura de joven, y la 
segunda la atestiguan testigos de oídos y por el dicho de Co- 
dazzi que es procesado en esta causa. Según el artículo tüt de 
la Ley Nacional de Procedimientos* el Juez debe calificar 
según las reglas de la sana crítica las circunstancias y taclias 
conducentes á corroborar y disminuir la fuerza de sus declara- 
ciones, sin embargo de que el testimonio de Cabral debe ser 
nitrado como sospechoso para las tachas opuestas, debe acep- 
tarse en lo que concuerda con los documentos indubitables que 
obran en los autos; pues lia debido intervenir y lia intervenida 
en efecto como funcionario en la operación do Aduana sobre 
que versa este asunto, l'or lin, la verdad del manifiesto de f. 
13 se halla con firmada por la declaración del Inspector de 
lientas, que en su informe de foja primera afirma que en su 
viiige de Diciembre del año 70 tuvo en sus manos el libro de- 
sabordo que principiaba on la carga que et c Mcnsagero > tomó 
á liues de Octubre en que el vapor corría por cuenta del nuevo 
poseedor y encontró que la desembarcada cu la Esquina era 
la misma que ligara en el manifiesto del Comisario, lis verdad 
que exijído el Capitán y Comisario del eMensagcro» á exhibir 
el libro de sobordo presentaron un libro cuyas operaciones 
principiaban á Jines de Noviembre, diligencia de f.5 vta., y no 
el que afirma el Inspector haber tenido en sus mano-, el que 
principiaba con la carga tomada á Unes de Octubre, lo que solo 
demuestra que se había abierto un nuevo libro de sobordo, pero 
no desvirtúa la afirmación del Inspector. 

5 o Que el procesado, en su declaración de foja 35, ha dicho 
al mismo tiempo que reconocía la firma de f. 15, que ha de- 
bido haber algún error en el manifiesto goneral presentado por 
el Comisario y usando de la facultad que dan las ordenanzas ú 
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los agentes de rectificar los errores involuntarios en que incur- 
ren, ha debido presentar el lirmado por U f y su Defensor ha in- 
sistido en esa escepcion, y ha procurado probar que los agente;;, 
por medio ú< otro manifiesto, salvaron los errores cometidos 
por los Comisarios en los manifiestos generales; pero solo ha 
conseguido probar en realidad que se practica lo que las Orde- 
nanzas permiten en el artículo HUS y no que en este caso el ma- 
nifiesto de f. 15 haya sido presentado para rectificar el de f. 10: 
pues la rectilicacion debe hacerse por escrito en el mismo ma- 
nifiesto ú por separado, romo lo dicen los agentes de vapores que 
han declarado de f. 184 d la rectificación no suprime el nía 
niliesto existente ya entro los papeles de Aduana, sinó por el 
contrario se refiere ú él, lo deja subsistente en todo, menos en 
la parte relativa al error une se quiere rectiticar. En el pre- 
sente caso no se trata de una rectilicseion, sinó de un mani- 
fiesto nuuvo firmado por el agente, que no hace referencia al- 
guna al que presentó el Comisario, que figura en lugar do este 
entre los papeles de Aduana, y que evidentemente fué hecho cx- 
profeso para hacer desaparecer el verdadero manifiesto que de- 
bió servir para el despacho de las mercaderías, y ocultar de este 
modo el fraude cometido con la complicidad de los empleados. 

ü' Que según los anteriores considerandos resulta probado 
de autos que Codazzi lia cometido delito de falsedad, alte- 
rando maliciosamente la verdad de los hechos en el man i lies tu 
que presentó á la Aduana y corre á t¡ 15, en el cual no figuran 
la mayor parte de lúa mercaderías qtie han debido introdu- 
cirse en la Esquina por el vapor t Mensagero > en el viage 
espresado, según el manifiesto verdadero firmado por el Comi- 
sario, corriente á f. 13- Teniendo por objeto el maniüestu 
evitar los fraudes y garantir el fiel percibo de las lientas 
de Aduana, así como deja constancia de las operaciones qu 
se han hecho, no cabe duda según el artículo Íi4, inciso 1 y 
K" de la Ley Nacional, de que cometo delito de falsedad el 
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agente que introduce en las oficinas de Aduana, de acuerdo 
con los empicados, un manifiesto como el de f. 15, supri- 
miendo la mayor parte de la carga introducida pues hay altera- 
ción de la verdad de los hechos y ocultación del manifiesto 
verdadero que sirvió para la descarga, todo en perjuicio del 
Astado, que de este modo fué defraudado procurándose evitar 
■1 descubrimiento del fraude. 

7* Que según el artículo 65 de la misma ley, el particular que 
remetiese en documento público ú olicial ú en el que hubiere pre- 
sentada o introducido en tas oficinas de, ta Xaaon, ú en letras de 
cambio ú otra clase do documentos mercantiles, alguna de las 
falsedades designadas en el artículo anterior, será castigado 
i on la pena de trabajos forzados de uno á trm anos y una multa 
de cien á mil pesos fuertes. La falsedad cometida por el agente 
i'odazzi en este caso introduciendo en las oficinas de Aduana 
el manifiesto de f. 15, para cubrir el fraude cometido, es un 
delito común conexo con el de defraudación de las rentas fis- 
cales que debe ser juzgado y penado con arreglo ;í las leyes 
generales existentes en materia criminal, como lo prescribe 
expresamente e) artículo 1001 de las Ordenanzas de Aduana. 

Por estos f a adamen tos, definitivamente juzgando, fallo qtn* 
l Ingenio Codazzi, agente del vapor « Mensagcro >, ha cometido 
delito de falsedad introduciendo en las oficinas de Aduana el 
manifiesto de foja 15, el que es diferente del que sirvió para 
la descarga, y por lo tanto, lo condeno ¡i la pena de uu año de 
prisión con trabajos forzados en las obras públicas, compután- 
dose el tiempo de prisión que sufrió antes de su escarcclacion, 
y 500 pesos moneda nacional de multa, de acuerdo con el artí- 
culo 05 de la Ley Nacional citada, con costas ; y en atención á 
que el procesado faé escar celado bajo de fianza carcelera y la 
de pagar juzgado j sentenciado, notifíquese al fiador luego 
que quede ejecutoriada esta sentencia, lo presente en la cárcel 
á cumplir su condena en el término do cuarenta días, bajo aper- 
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c¡ Ij¡ miento do abonar la multa á que se obligó si 116 lo presentase, 
además de la multa de quinientos pesos y las rostas en que lia 
sido condenado el reo. y con prevención de que el pago de la 
multa por el fiador nu impedirá que el reo sea aprehendido di- 
rectamcnti! por úrden del Juzgado, siempre que pueda ser 
habido. Declárase suspendida la prosecución de esta causa 
con relación al ox-lieccptor de la Esquina José Yelasquezy M. 
cuyo paradero se ignora, sin perjuicio de proseguirla luego que 
éste sea aprehendido ó se presentase voluntariamente preso, 
de acuerdo con el artículo íi70 de la Ley Nacional de Procedi- 
mientos, y extinguida la acción crimmul con relación al cx- 
Guarda dé la misma Aduana Juan Barrios, por haber falle- 
cido, según la constancia de autos. 



CAPiTtíIiO II 



Considerando; J IJ <¿ue si bien resulta de lo espuesto en el 
capítulo anterior claramente demostrado que so ha cometido un 
fraude en la Receptoría de la Esquina, con la cooperación de 
los empleados, entregando á su dueño ó consignatario las 
mercaderías que según el man i tiesto de f. 13 y demás constan- 
cias de autos se desembarcaron en la Ksqiüna con intervención 
del Resguardo, sin seguir los trámites de Ordenanza para el 
despacho, y sin haberse pagado por consiguiente los derechos 
correspondientes, sim' por una parte mínima de dichas merca- 
derías, como aparece del informe del Inspector, de f. 158, y de 
los documentos de Aduana, de f. 15 á 22; este hecho, probado 
que fuese su autor, i el que recibió las mercaderías, mercería 
la pena de comiso de las mercaderías, y no la de dobles derecho* 
que solicita el Fiscal, pues es un fraude que ha disminuido in- 
debidamente la renta, porque se han entregado las mercado- 
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rías sin haberse pagado los derechos que adeudaban como 
procedentes del estrangero, y por lo tanto, seria aplicable el artí- 
culo 10S0 de las Ordenanzas. 

2" Que no resulta justificado de autos que la sociedad 
Nicolás Cafferata y Hno., contra quien se ha dirigido la 
acción, haya recibido las mercaderías que ligurau en el mani- 
fiesto de f. 13, pues la única prueba ai este respecto es la 
declaración del guarda Cabral, que en su declaración de f. 11 
vta. afirma, que las mercaderías pertenecían ú la casa de Caf- 
ferata Hnos., lo que sabe, no solo por las niaTcas de la casa 
de Cafferata que llevaban algunos bultos, sinú por haber fisto 
y presenciado que Cafferata fué el que los recibió, y aunque 
el apoderado de Cafferata linos, ha pretendido que tal decla- 
ración era falsa, porque ninguno de los bultos consignados 
á la orden y que Hguran cu el manifiesto de f. 13 lleva la 
marca de la casa, tal falsedad no se descubre porque no está 
probado que la casa de Cafferata no tuviese otra marca que 
la >". C. y E. con que vienen los bultos ú su consignación, y 
ñl guarda en su declaración diee que algunos de les bultus 
tenían las marcas de aquella casa, habla de marcas y no de la 
marca, de donde se deduce que la casa usa varias marcas ; 
y que entre los bultos que figuran en el manifiesto como 
consignados ¡1 la órden, habian algunos de ellos con otm 
marca perteneciente á la casa, pero siendo singular la declara- 
ción de Cabral y sospechosa por las tachas opuestas, no estando 
por otra parle apoyado en otra prueba que la corrobore y con- 
tinué, pues no consta que esas mercaderías viniesen consigna- 
das á Cafferata y antes bien aparece del manifiesto de f. 13 
■iuc venían consignadas a la orden, no hay prueba suficiente 
para condonar á la casa de Nicolás Cafferata linos, como autora 
del fraude, y de c nformidad á la ley 12, título 14, Partida ít\ 
debe ser absuelta. 

Por estos fundamento?, definitivamente juzgando, fallo y 
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declaro que dtíbo absolver, como absuelvo, á los socios de la 
extinguida sociedad Nicolás Cufferata Kuos. de ta acusación 
deducida por el Procurador Fiscal. Efl su consecuencia, cliancé- 
lese < >i oportunidad la fianza du pagar juzgado y sentenciado 
<iue otorgaron. Hágase saber con el original y repónganse por 
ol procesado que ha resulta lo condenado. 

Cario» Lttm. 

VISTA DEL SESOH IMUICUIAGOK l,ESEttAI. 

Ilútenos Aire* Agosto 2*í de 1H81 

Sufirettia Cork ; 

Esiñ abultado espediente se inició al objeto de descubrir un 
contrabando que se suponía introducido en la Esquina, y lia 
terminado por una condenación por falsedad, no obstante no 
haberse comprobado la existencia del contrabando. 

•Jiie hubo contrabando, parece fuera de toda duda. 

El vapor «Mensajero , al seguir de La Paz en su viage 
aguas arriba, declaró que Iteraba de tránsito 1511) bultos para 
la Asunción y escalas. Kn la Esquina, dejó ti i y siguió con 
1327. ¿Qué se hicieron los 198 restantes? Puesto que no.se- 
tjuian. la presunción natural es que quedaron } á no ser que 
continuaran para ser desembarcados clandestinamente en algún 
otro punto, lo que también es posible. 

Todo el empeñoso celo del Inspector < amotino se ha estre- 
llado ante la visible complicidad de los empleados de la Ks- 
quina, sin la que, bien se concibe, no hubiera sido posible la 
introducción clandestina de doscientos bultos sin que dejara 
rastros que condujera ¡í su descubrimiento. 

Nada, nada se La podido averiguar ; ni quiúu introdujo; ni 
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quién recibió; ni quú destino tuvieron los tales 198 bultos. El 
Juzgado no lia encontrado sobre quien hacer pesar la respon- 
sabilidad de *u eliminación, notoriamente fraudulenta. 

Los únicos puntos de partida irrecusables, son ; el nía* 
ni íi esto presentado en La Paz, f . 2ít» y el presentado en ta Es- 
quina, f. 15, de cuya confrontación se desprende la evaporación 
ilo los 108 bultos, como por obra de encantamiento. 

En el duseo natural de hacer pesar sobre alguien la respon- 
sabilidad, el señor Juez se ha decidido por el representante dol 
vapor en la Esquina, Don Eugenio Codazzi. La elección parecía 
indicada. Si do un punto á otro desaparece cantidad de bultos 
de Iris bodegas de un buque, su Capitán ó su representante, 
debe ser llamado el primero á responder ó explicar el hecho. 

No habiéndose probado la introducción clandestina, no seria 
♦■-te el caso do comiso, si nú de la manifestación de mayor 
ú menor número de bultos, prevista también por las Orde- 
nanzas. 

No es, tampoco, el caso del delito de falsedad, previsto y 
castigado por el título X de la .ley que determina los crímenes 
cuyo juzgamiento corresponde á los Tribunales Nacionales. 

En rigor, toda manifestaciun falsa es una falsedad ; toda 
alteración en la fecha, cantidad ó calidad en un manifiesto, es 
una falsedad. Pero estas falsedades están regidas por las orde- 
nanzas de Aduana, lejislacíou especial y muy severa, puesto 
que castiga hasta los errores inocentes; y nó f por las leyes 
generales. 

Basta leer los artículos tí i y Cü para percibir que se relicren 
á documentos de otro género que los de Aduana, y que, por con- 
siguiente, la aplicación que de ellos hace el señor Juez, no es 
oportuna. 

No está probado, por otra parte, que Codazzi sea el autor de 
la sustracción del mauitiestode f. I¿í, que se supone el verda- 
dero. No se ha probado siquiera, que este manifiesto hubiese 
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tenido entrada en las oficinas Uscales, pues que no tiene nin- 
guna de las anotaciones que las ordenanzas minuciosamente 
prescriben para que quede constatada su autenticidady adquiera 
valor legal. No habiendo tenido entrada, mal puede decirse 
que haya sido sustraído y reemplazado por otro. Toda la argu- 
mentación del señor Juez sobre el particular, falla, pues, por 
su base. 

La tínica responsabilidad de Codazzi arranca del manifiesto 
de f. 15. 

Si es exacto, el presentado en La Paz, es falso. Al reres, si 
la manifestación de La Paz es la verdadera, la hecha por Co- 
dazzi en la Esquina, es falsa. Si el vapor tenia realmente 1547 
bultos al salir de La Paz en sus bodegas, manifestó 108 de 
menos en la Esquina. Por el contrario, si realmente tenia 1327 
al llegar i la Esquina, manifestó li»8 de más en La Paz. 

El manifiesto es la relación exacta y positiva de la carga, y 
no es licito manifestar de más ni de menos. 

i Pasadas las 48 horas concedidas para salvar los errores, 
dice el artículo 905 de las Ordenanzas, dichos errores serán 
castigados con la pena do comiso por lo manifestado de menos, 
y con una multa de veinte pesos, por lo manifestado de más»! 

« Si al tiempo de pasarse la visita, dice el artículo 921, el 
buque resulta con más carga que la manifestada, el Capitán 
pagará el importe del esceso ; y si resulta con menos bultos 
que los manifestados, abonará veinte pesos por cada bulto que 
le falte >. 

Siendo la carga que conducía el * Mensagcro » t de tránsito, 
es muy difícil, sinó un imposible, sobre todo después del 
tiempo trascurrido, averiguar cuál de aquellas dos manifesta- 
ciones fué Ja verdadera. Xo habiéndose, por otra parte» podido 
comprobar la introducción de los 196 bultos en cuestión á la 
Esquina, no veo objeto en la prosecución de esta causa. No 
habría justicia en castigar a) agente del « Mensagero » en 
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la Esquina por la manifestación de más, ó ds menos; «i tampoco 
al de La Paz, por igual causa, si bien os fuera de cuestión que 
una ú otra manifestación fm- falsa. 

Pido, por lo tanto, se sirva V. K. revocar la sentencia re- 
currida, en la parte relativa a Codazzi, couiirmándola en lo 
demás. 

Eduardo Costa. 



Fallo de la NNprrm* 4'ortr 

Jtu.Mios Aires, Koiitfitbrt- 7 d> 1885 

Vistos y considerando : 

■ ¿ue el manifiesto de foja veinte y nueve del paquete á vapor 
ilesaenger > , presentado por su comisario en la Receptoría de la 
PáJü el tres de Noviembre de mil ochocientos setenta y nueve, 
señalado por esa oficina pública con el número ochocientos 
sesenta y cinco, y estraido de su archivo algunos meses des- 
pués, por úrden del Inspector de Aduanas, es un documento 
fehaciente y cuya autenticidad es innegable. 

Que comparado dicho manifiesto con el de toja quince, pre- 
sentado al dia siguiente por el agente del mismo vapor eu la 
Receptoría de la I'.squina, Don Kugenio Codazzi, y deducidos 
los veinte y cuatro bultos introducidos en ella, según los docu- 
mentos de foja diez y ocho, veinte y veinte y uno, resulta de 
un modo indudable que en el manifiesto de foja quince se de- 
clararon 198 bultos mfiios de mercaderías de los que contcnia 
ta cjiTgadcl buque, sin que aparezca que hubiesen sido legal- 
mente impert idos en ninguna aduana de la República. 

Que aunque hay las graves sospechas que indica la sentencia 
de Primera Instancia, de que se haya sustraído de ía líecep- 
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loria de la Esquina el manifiesto de foja trece, y haya sido 
.sustituido por el de foja quilico, ellas no hacen la prueba 
plena £ indudable que la ley y Ja jurisprudencia ex ¡jen par- 
castigar al acusado por esos hechos, que son delitos comunes, 
pues el contrabando ha podido verificarse de algún otro mod*», 
sin que hubiese sido indispensable presentar el primer mani- 
liesto y sustituirlo por el segund-i, mucho mas, si los empleados 
de aquella Iteeeptoría estaban d" acuerdo con el autor ú autores 
del contrabando 

<jue, si bien, presentar en las oficinas de la Nación mi docu 
mentó en el que se falte ¡i la verdad es cometer un delito tic 
falsedad, previsto y penado por la ley común (artículo sesenta 
y cinco de la ley penal de catorce de Setiembre de mil eolio* 
* ¡lentos sesenta y tres), ella no esaplj cauto al caso eu cuestión, 
el cual, eliminado contra el acusado el cargo á que .«e reliore el 
¡ulterior considerando, versa ya filamente sobre la omisión de 
declarar toda la carga del buque en el manifiesto de foja 
quince, es decir, sofríe la infracción de las Ordenanzas de 
Aduana, que ea la 1er especial que rijo el caso. 

<¿ue en las Aduanas se considera fraude, sujeto ú pena, toda 
taita de requisito, toda falsa declaración ú todo hecho que 
despachado en confianza por aquellas, ó que si pasara desa- 
percibido, produjera menos renta que la que legítimamente se 
adeude y se castiga con la peni decomiso, si la defraudac ou 
se intenta sobre la cantidad de las mercaderías, aplicándose 
particularmente esta misma pena por lo declarado de menos 
en el manifiesto general del buque, cuando, como ha tenido 
lugar en el presente caso, ha transcurrido el tiempo señalado 
para salvar los errores en id cometidos {artículos ochocientos 
cuarenta y seis, novecientos cinco, mil veinte j cinco, y mil 
veinte y seis de las Ordenanzas de Aduana), 

Y que los agentes de los paquetes A vapor, con arreglo al 
artículo ochocientos cuarenta y dos de las mismas, son respon- 
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sables personalmente á la Aduana por todas diferencias que 
resulten en la descarga. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia de foja dos- 
cientos cincuenta, en la parto apelada, y se declara, que, no 
existiendo las mercaderías que han debido ser comisadas seguu 
la ley, Don Eugenio Coiazzi debe pagar su valor, que será 
determinado por los datos que suministra el manifiesto de 
foja trece, firmado, como consta de los autos, por el Comisario 
del vapor tMessenger?, en que se especiiiea la carga que éste 
llévala para la Esquina, adjudicándose al fisco la cantidad que 
resulte, atenta la renuncia hecha por el descubridor del 
fraude, y siendo las costas del juicio A cargo del mismo Co- 
dazzu En su consecuencia, devuélvanse, previa reposición de 
sellos. Xotifíquese con el original. 

J. D. COROSTIACA. — J, DOSUHGUEZ. 
— t; LADISLAO MIAS. — FEDERICO 

ibarcCren. 
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t\mtienda\de competencia entre elJuezde faz de Viedma (Pata- 
fjonia) y el Juez de f n instancia de la Capital, p$ra entender 
en el juicio testamentaria de IK Atejo (¡arcia. 

Sumario. — i" Kl logar del fallecimiento del causante y del 
asiento principal de sus negocios, derterminan la competencia 
del Jaez de dicho lugar para entender en el juicio testamenta* 
rio, 

2 No puede arguirse en contra con ta residencia de la familia 
en otro lugar, cuando no se desconoce que ta esposa lia vivido so- 
parada del cónyuge fallecido. 



Cqtúi — Se comprende leyendo la : 

VISTA, DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Agosto i* *Je 1X8. Y 

Suprema forte : 

Ka cosa de admirar cómo se ha confundido y complicado, con 
una tramitación inmensa y enojosa, un asunto por demás sen- 
cillo. 



Vüi) 
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I). Atojó Garcia falleció el 5 de Judío de 18&! en el pueblo 
de Viedma, territorio de lu Fatagoma. en el que tenia, recono- 
cidamente, el asiento principal de sus negocios; y puede sin pe* 
ligro asegurarse, su residencia, en los últimos treinta año*, 
(f. ítí). 

Su testamentaría fué luego abierta, llegando en su tramita- 
ción hasta la declaración de herederos y la partición de la he- 
rencia entre la viuda y una hija natural de 1). Alejo, con el 
asentimiento de una y otra heredera, (f. 18 y ÍI8). 

V es aquí la oportunidad do hacer notar que el Dr. D. Macario 
Torres, cesionario en los derechos de la rinda, se presentó en 
Enera de 1881 ante el ya citado Juzgada de Viedma, pidiendo s< 
le tuviera por parte; y que la misma viuda ocurrió poco después 
directamente ante el mismo Juzgado, solicitando se le pusier a 
en posesión de la parte que se la habia adjudicado en aquella 
partición (f. 77 y 89). 

Todo esto pasa en el primer cuerpo de los autos agregados ; en 
el segundo, remos que I). Jíacaiio Torres se presenta, en Junio dr 
1883, ulJuzgado de l 1 Instancia de esta Capital, pidiendo se 
abra e! mismo juicio testamentario, ya abierto en Viedma. 

(f.i). 

Después de algunas dil i juncias, ábrese en efecto este nuevo 
juicio, dando lugar á la competencia que se ha traído á la reso- 
lución de V. E. 

Como se vé, el caso no ofrece mayor dificultad. 

D. Alejo Garcia falleció en ol pueblo de Viedma, del que era 
vecino, según se dice en la partida de defunción y lo afirma el 
Juez de Paz. Su sucesión fui abierta ante el Juzgado de Paz de 
aquel territorio, cuya competencia fué reconocida: primero, por 
el cesionario D. 31. Torres, y después, por la misma viuda. El 
juicio está, pues, radicado ante el esprosado Juzgado de Viedma 
y ante el debe seguir. 

El Sr. Juez de I* Instancia apoya su jurisdicción en la alir- 
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macion de la viuda y en el testimonio do trus testigos, que de- 
claran yue h. Alejo García tuvo siempre establecida en esta ciu- 
dad á su familia, en donde ha residido y reside su letjUima 
esposa Doña María Homero de (¡arda (f. 72 vta.)- 

Pero en estas declaraciones se lia omitido uu hecho capital, 
cual es, nada menos, que ta espresada Doña María líoiuero vivía 
reparada de su esposo hacia treinta años ; hecho que, afirmado 
con frecuencia, no su ha negado una sola vez por la misma inte- 
resada. Y esf a circunstancia, por una parte, y la vaguedad de las 
declaraciones de f. á 125. por utra, están muy léjog du des- 
virtuar la afirmación de las autoridades de Yicdma, ot (!ura y 
él Juez de Paz, que din como un lu^chu notorio y de todos cono- 
cidos, que la residencia de 1». Alejo era y había sido por más 
treinta anos cu aquel territorio nacional. 

Por esto, y muy «apresamente \*ot estar radicado el juicio 
testamentario ante el Juzgado de Paz del espresado territorio 
con el asentimiento de la misma viuda, según se ha visto, pido 
á Y. Bi se sirva declarar que ante el mismo debe continuarse, 

Eduardo Costa 

Falla 4« l« Suprertt* Carie 

Itanias Aires, Noviembre 3 do 1883. 

Vis" os: De conformidad con lo espuesto y pedido por el Señor 
Procurador General, se declara que el competente para cono- 
cer en el juicio de la testamentaría de Don Alejo (Jarcia es el 
Juez de Paz de Ytedina : remítansele en consecuencia los autos, 
y hágase saber por Secretaría al Juez de Primera Instancia de 
esta Capital, Dr. Don (Járlos Molina Arrotea. 

J¡ B. GOROSTIAGA. — J. DDMIKGtEZ 
— FEDERICO IDAIlGt lteX. 
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El ¡factor Ifon Alfalfo Cano, contra Don Segundo Mutas y otros; 

sobre cobro de ¡mos. 



Sumario. — i" Adolecen de insanable nulidad los contratos 
que se celebren con el objeto de conseguir un empleo público, 

2° El que ba dado dinero con diclio objeto, aunque no con- 
siga el empleo, no tiene acción para repetir lo entregado. 



íViso, — Se baila referido en el 

WmUm 4*1 Jnc> **\**—\mm 

Ca tama rea, Agosto 5 de 1681. 

Vistos estos autos seguidos por Don Sinecio Tupia, como apo- 
derado sustituto del Doctor Don Adolfo ( ano, vecino de Bue- 
nos Aires, contra los miembros de la Comisión Directiva de ta 
Asociación Católica, Señores Presbíteros Don José G. Segura y 
Don Adrertano Olmos, Doctor Don Segando Molas j Don José 
A. Teián, de esta naturaleza y vecindario, representados por 
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Don Máximo Ueyes, sobre restitución de la cantidad de catorce 
mil cuntvQcknnlm setenta y ocho jmos moneda nacional, con 
sus correspondientes intereses ú indemnización de perjuicios, 
por faltado cumplimiento á la convención celebrada entro ellos, 
con motivo de tas elecciones de un diputado al Congreso Na- 
cional. 

Y considerando: Primero: Que de lo alegado y probado por 
ambas partes litigantes, resulta suficientemente acreditado que 
los demandados, constituidos en Comisión Directiva de la Aso- 
ciación Católica, en la noche del once do Knero último, proce- 
dieron á la designación y proclamación del Doctor Cano para 
diputado al Congreso Nacional, y que éste, con tal motivo, les 
ofreció contribuir con su dinero ii sufragar los gastos electora- 
les, ofrecimiento que le fué aceptado ; precediéndose inconti- 
nenti a levantar una acta sobre el particular, que suscribieron 
uno y otros juntamente con el secretario del mismo directorio. 
(Poder foja primera, demanda do foja dos, al párrafo primero; 
Contestación á foja 16 vuelta, y 17 párrafos 2r y 3 o ; posi- 
ciones de foja 07 á foja 75 y foja 80 á foja 84 ; declaracio- 
nes del procurador Reyes ú foja 108 y del Doctor Cano á foja 
125). 

Segundo : Que consecuente con tal ofrecimiento, el Doctor 
Cano puso á disposición del comité político del mismo partido, 
próximamente, las sumas espresadas en la demanda y en las fe- 
chas que menciona ; precediéndose en seguida á su distribución 
o inversión en los diversos trabajos electorales que estimaron 
más conducentes al triunfo de esta candidatura. (Demanda y 
contestación citadas á los párrafos I a t 3" y 5 a ; posiciones ídem 
ídem; á las preguntas 2* y 3* & foja 68 y 2 1 4 fojas 76, 81 y 85 ; 
documentos de fojas 73, 74 y 1H, y declaraciones de Don Ra- 
món Gil Moreno, del Doctor Castellanos y del Doctor J. C. Fi- 
gueroa, á fojas f OI , IOS, 112 y 117). 

Tercero: Que posteriormente, ú sea el I o del siguiente mes 
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de Febrero, ambas comisiones dieron a luz el mauiüesto im- 
preso de foja 66, por el que hacían saber á sus correligionarios 
políticos haber dispuesto reemplazar la candidatura del Doctor 
Cano por la de conciliación del Doctor D. Fidel M. Castro, proce- 
diendo en consecuencia á dirigir sus trabajos en este sentida, 
los que dieron por resultado el triunfo de este último en los co- 
micios del tres del mismo mes de Febrero, según es de pública 
notoriedad. (Posiciones citadas a las preguntas 9' y 3"; ídem 
declaraciones de Don Fileinon lluzo y de Don Javier (.'astro, 
iiijo, á fojas IOS y 106). 

Otario: »¿ue por lo antedicho se evidencia que los demanda- 
dos no procedían en nombre propio, ni como iiadores ó nianco- 
muoadamente obligados, sino en representación de un partido 
político, cuya dirección les había sido conüada, y que, de con- 
siguiente, los actos que ejecutasen como tales mandatarios 6 
encargados tampoco podían obligarlos personalmente, siempre 
que se hubiesen conducido en conformidad al mandato ó que sus 
mandantes, en caso contrario, ratiticasen sus antedichos actos ; 
contra lo que nada se ha alegado ni probado, antes, por el con- 
trarío, la ratihabición se deduce claramente del resultado mismo 
do las elecciones, (artículos 39 y i\S. 1869, 1870 y 1930 del Có- 
digo Civil). 

Quinto : Que de las cartas, telegramas y demás i cimientos 
corrientes á fojas 65, 72, 79, 87, 90, 94 y 95, tampoco debe de- 
ducirse la positiva existencia de una convención formal en el 
sentido de la demanda, puesto que bien pudo suceder que. 
como lo afirman los demandados, su rol sobre el particular no 
fuese otro que el de meros mediadores ó gestores oñeiosos en el 
sentido de procurar que los amigos del Doctor Castro contribu- 
yesen á reembolsar su dinero al Doctor Cano, utilizado ú lo 
menos en parte en provecho de la candidatura de aquel ; oficio- 
sidades que tampoco podían responsabilizarlos particularmente 
por esos valores, según las terminantes dispocisiones concor* 
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iLuiles de los artículos l>44, 1803 y 2288 al üu del mismo có- 
digo. 

Ncsfo : Que aún suponiendo demostrada 6 confesada por los 
demandados la exactitud de tales convenciones y su reconoci- 
miento ulterior, no por eso mejoraría la partí motora el éxito de 
sus pretonciones por el mero hedió de versar aquellas directa- 
mente sobro actos que á parte de ser extraños á la lojislacion 
civil, ú mejor dicho, reprobados por ella, vendría ti á contrariar 
abiertamente, uno de los alto* fines de la Constitución y de la 
Ley Nacional de Elecciones, cual es la libertad del sufragio po- 
pular, como un derecho inherente á la calidad de ciudadanos 
argentinos, que deben ejercer do confurmidad á sus prescripcio- 
nes é iudependientomente de todo otro interés particular; de 
donde resulta también el vicio de nulidad insanable de que ado- 
lecerían siempre los contratos ó estipulaciones privadas sobre 
candidaturas para diputaciones ú cualesquiera otros empleos 
públicos, como es de verse, entre otras disposiciones, el preám- 
bulo y artículos 36 al 45 de la Constitución y artículos *3 y si- 
guientes de la Ley do Elecciones citada, artículos 139 y 140. 
Constitución Provincial y artículos í 8, 5Q2, 51í>, inciso o", 943, 
1038, 1044 y 1047 del código citado. 

Séptimo : Que en lo referente á la repetición de lo dado por el 
Doctor Cano con tal motivo, si bien es cierto, que por regla 
general du derecho, está sugeto á ella, como hecho sin causa el 
pago efectuado en virtud de una obligación, cuya causa fuese 
contraria á las leyes, al orden público y i las buenas costuro* 
bres ; también lo es que la antedicha restitución no tiene lugar 
mandn, CO mo en el presento Caso, la dación se hubiese realizad»» 
en ejecución de una convención que debiese procurar al que la 
hizo u á cada una de las partes contratantes una ventaja ilí- 
cita, aunque el hecho no se hubiese realizado, máxime sí, como 
lo sostienen los demandados, el ofrecimiento y subsiguiente en- 
trega del dinero de la referencia se hubiese realizado sin otra 
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mira que la de contribuir gratuitamente al sostenimiento de la 
bandera política que estos representaban (artículos 794 y 795, 
1799 y subsiguientes del título 8% código citado). 

For tanto : y omitiendo otras consideraciones, se declara que 
los demandados, señores Segura, Olmos* Molas y Terán, no es- 
tán civilmente obligados á la restitución de los cuatro mil cua- 
trocientos setenta y ocho pesos, ni á la indemnización de los 
perjuicios que seles cobran; absolviéndolos en consecuencia de 
Lapresente demanda; sin especial condenación en costas. Hit- 
irase saber con el original y repónganse los sellos. 

Joaquín Qitirof/a. 

Vulto 4e la SwpveMta C«rto 

lluenos Aires, Noviembre 12 Je 3385. 

Vistos : por sus fundamentos, se confirma* con costas la sen- 
tencia apelada de foja ciento cuarenta y seis ; y repuestos los se* 
líos, devuélvase. 

U B. GOROSTIAGA. — J. DOMIN- 
GUEZ. — U LADISLAO FRIAS. — 
FEDERICO MARGtRES. 
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M Fisco nacional, contra el llanca de Londres y Hio de la 
i*lata, en ios avtos con Maderna y C"\ sobre fianza 



Sumario. — Afianzada la obligación principal, se entienden 
afianzados también los intereses. 



Caso. — En los autos seguidos por el Fisco Nacional coutia 
Maderna y C\ por cobro de letras y derechos defraudados en 
una operación de trigos, se convino en que se Tendieran cier- 
tos bienes para el pago de la deuda, y por lo que no alcanzara 
el producto de los mismos, el Banco de Londres y Hio de la 
Plata se constituyó fiador á favor del Fisco. 

Hecha la venta, se hizo la liquidación, y en ella se consignó 
la siguiente partida: 

Parios intereses correspondientes ñ las dos letras vencidas \¡ 
cmjo importe totales de J2 MU pesos il centavos á razón de 
7 por ciento anual desde fí de Mago de 1882 hasta clütde 
Agosto de i 884 pesos S.1S7.7G. 

Observada la liquidación por el Banco de Londres, particu- 
larmente con respecto de los intereses, se dictó el siguiente : 
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ilueno* Aires, 5hyo Ji- It^'i 

Considerando : Primero: Que dos son las únicas observacio- 
nes hechas por el representante del Uanco de Londres conlru 
la liquidación corriente de foja 306 ú fuju 312; la primera, n 
la partida de ocho mil quinientos ochenta y siete pesos setenta 
y seis centavos fuertes, procedente de intereses , y la segunda, 
:í la de novecientos cincuenta y cuatro pesos diez y seis centa- 
vos fuertes en que ha sido aumentado el fiche de Madcrna por 
habérsele cargado antea en menos por error en la liquidación 
del boleto número 451. 

Segundo : Que respecto de esta última partida, el Procurador 
riscal está conforme en que se elimine; quedando de consi- 
guiente solo subsistente la cuestión sobre la primera. 

Terrero; ijue si bien es cierto que no aparece haberse he- 
cho mención espresa en el arreglo de foja 112 de los interese* 
devengados por los créditos de Mnderna, han debido conside- 
rarse implícitamente comprendidos, porque la ejecución contra 
éstos señores fué iniciada para el cobro del capital con su > 
intereses, y en el citado convento de Toja 112 se dice que los 
foinparecientcs, entre los que concurro el lianco de Londres, 
vienen á «establecer ante el Juzgado las bases convenidas di- 
ante mano para la liquidación y pago de la deuda que los 
Sres. A. Madcrna y C" tienen con el Fisco», la cual comprende 
naturalmente los intereses devengados por las letras firmadas 
por aquellos. 

fuá río : Que no puede dudarse que tal ha sido la mente del 
convenio aludido, si se tiene presente que el Banco de Londres 
al buscar ese arreglo y afianzar ¡i Maderna y C n por el pago 
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del sajitodol crédito del Fisco, ha procurado precisamente evi- 
tar la prosee ndou de los juicios pendientes que habrían dado 
por resultado absorber todo el haber del concurso de Madero a 
y C - , lo que no habrían conseguido dejando pendiente la ejecu- 
ción por los intereses devengados, pues los privilegios del Fisco 
les alcanzan tanto como al capital, como tfiie ambos constitu- 
yen el crédito fiseat, 

Quinto: Que además, para el caso de duda acerca de la in- 
tención délas partes que estipulan una limua, sobro si el fiador 
seobligÓ por menos 6 por otro tanto do la obligación principa], 
el artículo I995jdel Código Civil establece que debe enten- 
derse que se obligó por otro tanto, á lo que se agrega, que se- 
Sun el artículo 1907 del mismo Código, si la lianza fuese del 
principal ú espresase la suma déla obligación principal, com- 
prenderá no solamente esta, sino también los interesas, esti'n 
estipulados ó no; lo que destruye todo el fundamento en que se 
apoya la oposición del Manco de Lúndres a esta partida. 

Spsto : Que por otra parte, nó seria equitativo exonerar ú 
dicho Füstableciniiunto del pago de interese*, por las sumas 
adeudadas, cuando él á su vez ha aprovechado los que han ga- 
nado Jas sumas producidas por las harinas que le fueron entre- 
gadas, según lo observa fundadamente el Procurador Fiscal. 

Por estos fundamentos, fallo aprobando en todas su* partes 
la liquidación practicada por el liquidador señor del Campo, 
corriente de foja 300 á foja 312, debiendo el llanco de Londres 
depositar su importe en el Uanco Nacional á la urden del Juz- 
gado. Notifique se original y repónganse las fojas. 



Virgilio lf. TMi, 
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Falto 4e ta S«pr«ni* Ctoto 

Dueños Aires. Noviembre 13 de 1885. 

Vistos: por sus fundamentos* se confirma con costas el auto 
apelado de foja trescientas cincuenta ; y repuestos los sellos, 
devuélvase. 

J. D. GOROSTIAGA, — J. DOMINGUEZ. — 
(LADISLAO FRIAS. — FEDERICO 
IBARGÍREK. 



